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OBJETO  I  TITULO  DE  ESTE  LIBRO 


Desde  que  tenemos  el  honor  de  desempeñar  en  la  sec- 
ción Universitaria  del  Instituto  Nacional  la  cátedra  de 
Derecho  Público  i  Administrativo,  que  nos  fué  conferida 
por  decreto  de  26  de  febrero  de  1861,  hemos  procurado 
dar  a  la  enseñanza  del  derecho  constitucional  una  ten- 
dencia positiva  que,  sin  descuidar  la  teoría,  hiciera  cono- 
cer a  nuestros  alumnos  la  Constitución  de  Chile  en  un 
sentido  eminentemente  práctico. 

Los  comentarios  escritos  antes  de  aquella  fecha  por  la 
pluma  majistral  del  señor  don  José  Victorino  Lastarria  i 
por  nuestro  distinguido  i  malogrado  amigo  Juan  Manuel 
Carrasco  Albano,  son,  en  su  mayor  parte,  un  estudio  teó- 
rico-crítico  de  aquel  Código.  Hemos  creído,  en  conse- 
cuencia, que  convendría  emprender  un  trabajo  que  tu- 
viera un  carácter  diferente  i  mas  apropiado  al  método  de 
enseñanza  que  nos  ha  servido  de  guia  en  el  profesorado. 

Con  tal  propósito  hemos  condensado  en  esta  obra  las 
notas  i  apuntes  que,  desde  largos  años,  venimos  estrac- 
tando  de  los  Boletines  de  sesiones  de  nuestras  Cámaras, 
en  todo  aquello  que  se  relieren  a  la:.;  dir.c^i-.iouos  lutbidas 
con  motivo  de  la  inteliiencia  i  aplieaei-r-i  (!•;  \-y±  ik*oc¡:i>- 
tos  contenidos  en  nuestra  L¿ i  Fimclinuímul,  j,a>,-'iraiKÍo 
clasificarlas  de  una  manera  precisa  i  in»¿LvkLir.i,  que  dé  a 
conocer  cuáles  han  sido  las  cuestiones  debatidas,  cuáles 
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las  opiniones  emitidas  acerca  de  ellas  i  cuáles  las  sola* 
ciones  que  han  prevalecido. 

Aunque  nuestro  objeto  principal  ha  sido  el  de  un  mo- 
desto espositor  i  compilador  de  los  debates  parlamenta- 
rios relativos  a  la  Constitución  que  nos  rije,  nos  permi^ 
timos  emitir  también  nuestra  opinión  personal  en  cada 
caso;  entramos  en  el  campo  de  la  teoría,  cuando  ello  es 
jnenester;  comparamos  con  las  nuevas  las  antiguas  dis- 
posiciones constitucionales  que  han  sido  ya  correjidas  o 
alteradas,  e  indicamos  todavía  algunas  de  las  reformas 
que,  ajuicio  nuestro,  convendría  introducir  en  nuestro 
Cqdigo  político. 

De  los  objetos  precedentes  es  el  primero  el  que  domi- 
na en  nuestro  trabajo,  i  es  él,  por  consiguiente,  el  quo 
nos  ha  decidido  a  bautizarlo  con  el  título  de  La  Consti- 
tución ante  el  Congreso.  Nos  lisonjeamos  con  la  esperanza 
de  que  nuestro  libro  evitará  a  los  hombres  públicos  i  a 
los  estudiantes  de  nuestro  pais  la  molestia  de  rejistrar, 
en  cada  uno  de  los  casos  dudosos  que  diariamente  ocur- 
ren, los  ya  harto  voluminosos  boletines  oficiales  de  se- 
siones del  Congreso  Nacional,  que  no  es  siempre  fácil 
tener  a  la  mano,  siéndolo  aun  menos  procurarse  publica-^ 
piones  tan  escasas  como  El  Semanario  de  Santiago  i  El 
Progreso^  que  dieron  a  luz,  aquélla  las  sesiones  de  1842 
í  ésta  las  de  1843,  1844  i  1845. 

Habiendo  sido  narrado  el  oríjen  histórico  de  la  Cons- 
titución de  1833  por  el  señor  Lastarria  en  la  introduc- 
ción que  precede  a  sus  comentarios,  no  hemos  caído  en 
la  maía  tentación  de  reproducir  lo  que  indudablemente 
desmerecería  repetido  por  nosotros. 

Bástenos  observar  que  comentamos  la  Constitución  tal 
cual  hoi  existe,  como  se  mandó  publicar  por  decreto  su- 
premo de  1.°  de  Diciembre  de  1874,  después  de  la  revi- 
sión que  de  ella  nos  cupo  la  honra  de  hacer,  por  comi- 
sión del  Congreso,  en  unión  con  los  señores  senadores 
(Ion  Alejandro  Reyes  i  don  Manuel  Irarrázaval  i  de  nues- 
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tro  colega  de  diputación  el  señor  don  Isidoro  Errázuríz, 
a  fin  de  ponerla  en  armonía  con  la  lei  de  reforma  de  8  de 
agosto  de  1871,  con  la  de  25  de  setiembre  de  1873,  con 
las  dos  de  13  de  agosto  de  1874  i  con  la  de  24  de  octu- 
bre del  mismo  año. 

Este  volumen  comprende  nuestros  estudios  sobre  los 
arts.  1.°  a  58  i  165  a  168  de  la  Constitución.  Un  segun- 
do completará  el  trabajo,  estendiéndolo  a  los  restantes, 
cuando  otras  ocupaciones  mas  premiosas  nos  lo  permi- 
tan. Ademas  de  los  elementos  que  tenemos  ya  prepara- 
dos, esperamos  poder  contar  para  ello,  como  hemos  con- 
tado para  la  parte  que  hoi  ofrecemos  al  público,  con  el 
auxilio  entusiasta  de  nuestro  distinguido  ex-alumno  se- 
ñor don  José  Luis  Claro  Solar,  a  quien  nos  hacemos  un 
deber  de  dar  las  gracias  por  la  cooperación  intelijente 
con  que  ha  tenido  a  bien  favorecernos. 


Santiago,  enero  20  de  1879. 


Jorje  Huneeüs. 


En  desempeño  de  la  comisión  que  nos  ha  conferido  el 
Congreso  Nacional,  certificamos:  que,  con  arreglo  a  las 
reformas  efectuadas  hasta  la  fecha,  solo  el  que  sigue  es, 
conservando  la  numeración  primitiva  de  sus  artículos,  el 
texto  literal  vijervte  de  la  Constitución  Política  de  la  Re- 
pública de  Chile. 

Sala  de  la  comisión,  Diciembre  1.°  de  1874. — Alejan- 
dro Reyes,  Senador. — Manuel  José  Irarrázaval,  Sena- 
dor.— Jorje  2.°  Hüneeus,  Diputado  por  la  Serena. — Isi- 
doro Errázuriz,  Diputado  por  Cauquenes. 

CONSTITUCIÓN  POLÍTICA 


DE  LA 


república  de  chile 


capítulo  i 

» 

Del  territorio 

Art.  1.° 

<lEI  territorio  de  Chile  se  estiende  desde  el  Desierto  de 
aAtacama  hasta  el  Cabo  de  Hornos,  i  desde  las  Cordilleras 
ade  los  Andes  hasta  el  Mar  Pacifico,  comprendiendo  el  Ar- 
uchipiélago  de  Chiloé}  todas  las  islas  adyacentes  i  las  de 
(tJuan  Fernandez.» 

Mucho  se  ha  escrito  para  sostener  la  utilidad  de  este 

artículo,  tomado  de  las  Constituciones  anteriores  a  1833, 

a  nombre  de  la  necesidad  de  que  un  pais  que  entraba  a 

figurar  en  la  categoría  de  las  naciones  soberanas  e  inde- 
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pendientes  manifestara  al  mundo  civilizado  la  ostensión 
de  territorio  sobre  la  cual  pretendía  ejercer  jurisdicción. 
Prescindiendo  de  digresiones  acerca  de  su  oríjen  histó- 
rico, pues  ellas  a  ningún  resultado  práctico  nos  conduci- 
rían, nosotros  pensamos  que  la  estension  de  territorio 
que  abarca  un  países  un  hecho  material,  continjente  i  su- 
jeto a  continuas  variaciones.- Si  esto  es  cierto,  se  llega  a 
la  consecuencia  de  que  el  artículo  citado  no  es  materia 
propia  de  una  Constitución,  que  no  está  llamada  a  reco- 
nocer hechos,  sino  a  establecer  los  principios  fundamen- 
tales que  sirven  de  base  a  la  organización  de  los  poderes 
públicos  de  la  nación,  determinando,  de  una  manera  je- 
neral,  las  atribuciones  de  cada  uno  de  ellos. 

Considerada  así  la  cuestión,  podría  sostenerse  que  el 
artículo  1.°  tiene  por  objeto  impedir  las  enajenaciones  o 
desmembraciones  del  territorio  que  en  él  se  menciona.  ■ 
Para  llevar  a  efecto  actos  de  tan  grave  naturaleza,  se  re- 
queriría la  intervención  del  Poder  Constituyente;  se  ne- 
cesitaría reformar  el  artículo,  procediendo  conforme  a  las 
reglas  que  para  ello  establece  la  misma  Constitución. 

Tal  parece  ser  la  mente  del  artículo,  si  se  le  quiere 
atribuir  efecto  alguno  positivo.  Ni  aun  el  Presidente  de 
la  República,  obrando  de  acuerdo  con  el  Congreso,  po- 
dría ceder  porción  alguna  del  territorio  en  él  demarcado, 
ajustando  al  efecto  un  tratado  internacional  en  la  forma 
que  previene  el  inc.  19  del  art.  82. 

Pero  la  verdad  es  que,  si  llegara  a  ocurrir  un  caso  se- 
mejante, la  nación  que,  después  de  haber  sostenido  una 
guerra  con  Chile  i  de  haber  obtenido  en  ella  la  victoria, 
exijiera  por  via  de  indemnización,  una  parte  de  nuestro 
territorio,  grande  o  pequeña,  no  estaría  probablemente 
dispuesta  a  aguardar  que  la  reforma  del  artículo  se  verifi- 
cara dentro  del  largo  tiempo  que  podría  ser  necesario  pa- 
ra dar  cumplimiento  a  los  preceptos  contenidos  en  los 
arts.  1(55  a  108  de  nuestra  Lei  Fundamental. 

Es  probable  que,  en  uua  emerjencia  semejante,  las 


ARTÍCULO   1.°  3 

autoridades  chilenas  tendrían  que  sujetarse  a  las  reglas 
que,  para  celebración  de  tratados,  establece  el  Derecho 
Internacional,  i  nada  mas  que  a  ellas. 

Supongamos,  por  otra  parte,  el  caso  inverso:  que  en 
lugar  de  cesión  de  una  parte  del  territorio,  se  tratara  de 
ensancharlo,  do  adquirir  una  porción  de  territorio  estran- 
jero.  ¿Cómo  se  procedería  para  llevar  a  efecto  constitu- 
cionalmcnte  esa  adquisición?  ¿No  contrariaría  ella  lo  dis- 
puesto en  este  artículo,  ya  que,  una  vez  consumada,  los 
límites  de  la  República,  no  serian  en  adelante  los  que  éi 
determina? 

Indudablemente  los  convencionales  de  1833  no  previe* 
ron  el  caso,  puesto  que  en  toda  la  Constitución  no  se  en* 
cuentra  precepto  alguno  que  tienda  a  resolverlo.  No  se 
pensó  entonces  en  la  posibilidad  de  que  ocurrieran  en 
Chile  los  cambios  frecuentes  que  en  las  naciones  del  vie* 
jo  mundo  esperimenta  la  estension  del  territorio  nacional, 
que  hoi  se  ensancha  i  mañana  se  restrinje,  cediendo,  la 
mayor  parte  de  las  veces  en  que  ello  ocurre,  a  la  dura  e 
inflexible  lei  de  la  necesidad. 

Pero  la  circunstancia  felix  de  que  tales  cambios  no  se 
hayan  efectuado  en  Chile  i  la  poca  probabilidad  de  que 
lleguen  a  efectuarse  en  lo  futuro,  no  impiden  la  posibiln 
dad  de  que  alguna  vez  ocurran,  i  preciso  es  que  alguna 
de  las  autoridades  constituidas  sea  competente  para  re-? 
solver  acerca  de  tan  grave  materia. 

Nosotros  creemos  que,  a  falta  de  designación  espresa 
en  la  Constitución,  debe  entenderse  que  la  facultad  de 
ensanchar  el  territorio  chileno,  mediante  estipulaciones 
ajustadas  con  la  nación  cedente  de  la  porción  que  noso- 
tros adquiriéramos,  no  podría  corresponder  sino  al  Pre- 
sidente de  la  República  de  acuerdo  con  el  Congreso,  de 
la  misma  manera  que  se  procedería  en  el  caso  de  todo 
pacto  internacional. 
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El  artículo  que  estudiamos  ha  sujerido  otra  cuestión. 
Se  ha  querido  deducir  de  su  letra  que  Chile  no  puede 
pretender  derechos  sobre  otra  estension  de  territorio  que 
la  que  en  él  está  espresamente  demarcada. 

Nosotros  pensamos  que  semejante  deducción  es  de  to- 
do punto  inadmisible:  1.°  porque  la  Constitución  de  un 
pais  es  un  código  de  derecho  público  interno;  i  2.°  porque 

•  siendo  el  único  objeto  posible  de  este  artículo  impedir 
las  enajenaciones  o  desmembraciones  del  territorio,  es 
evidente  que  no  se  refiere,  ni  puede  referirse,  sino  a  la 
porción  del  territorio  que  él  mismo  señala,  o  sea  a  aque- 
lla sobre  la  cual  tenemos  un  derecho  a  todas  luces  in- 
cuestionable, mas  nó  a  aquellas  que,  perteneciendo  a  Chi- 
le, podrían,  sin  embargo,  serle  disputadas.  Así,  el  articuló 
impediría  enajenar  la  provincia  de  Santiago;  pero  no 
seria  obstáculo  para  que  se  cediera  o  enajenase,  por  ejem- 

"  pío,  el  territorio  patagónico. 

Para  nosotros  el  artículo  1.°  de  nuestra  Constitución 
no  significa  otra  cosa  que  una  prohibición  impuesta  a  las 
autoridades  de  enajenar  porción  alguna  del  territorio 
comprendido  dentro  délos  límites  que  en  él  se  designan; 
pero  él  no  dice  que  solo  ese  sea  nuestro  territorio;  no  nos 
prohibe  ceder  el  que  dentro  de  aquellos  límites  no  estu- 
viere comprendido,  ni  nos  impide  ensancharlo  por  medio 
de  adquisiciones  verificadas  con  arreglo  a  derecho. 

De  lo  espuesto  inferimos  que  el  artículo  que  estudia- 
mos no  ha  producido  ni  puede  producir  ventaja  alguna 
en  la  práctica.  Si  a  esto  se  agrega  que  tampoco  es  ma- 
teria de  una  Constitución,  aun  considerado  con  relación 
a  un  punto  de  vista  rigorosamente  científico,  se  llega  a 
la  conclusión  de  que  convendría  suprimirlo  por  com- 
pleto. 


'  \/>  y  \/  v>« 


CAPITULO  II 
De  la  forma  de  gobierno 
Art.  %.° 
^lEI  gobierno  de  Chile  es  popular  representativo.* 

Art.  3.° 

<nLa  República  de  Chile  es  una  e  indivisible.» 

Prescindiendo  de  averiguar  si  las  clasificaciones  quer 
nuestra  Carta  Fundamental  da  a  la  forma  de  gobierna 
que  ha  aceptado  para  Chile,  son  o  no  conformes  a  la 
teoría,  porque  no  entra  en  nuestro  plan  detenernos  en  el 
estudio  de  cuestiones  meramente  teóricas,  creemos  que 
los'  artículos  2.°  i  3.°  de  la  Constitución  podrían  mui  bien 
haber  sido  redactados  de  una  manera  mas  clara  i  com- 
pleta. 

El  gobierno  de  Chile  es  popular  por  cuanto  el  pueblor 
representado  al  efecto  por  los  electores,  designa  las  per- 
sonas que  deben  ejercer  las  funciones  de  miembros  del 
Congreso,  de  Presidente  de  la  República  i  de  municipa- 
les. Es  representativo,  porque  consistiendo  este  sistema, 
según  Stuart  Mili,  en  que  la  nación  entera,  o  al  ménosT 
una  parte  numerosa  de   ella,  ejerza  por  medio  de  repre- 
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« 

sentantes  elejidos  periódicamente,  el  poder  de  inspec- 
ción suprema  que  le  corresponde;  la  nación  chilena  lo 
ejerce,  en  efecto,  por  medio  de  las  Cámaras,  cuyos  miem- 
bros se  elijen  i  renuevan  periódicamente. 

Según  esto,  es  de  la  esencia  del  sistema  representativo 
la  división  del  poder  nacional  o  social  en  diferentes  ra- 
mas, tantas  ouantas  sean  necesarias  para  que  el  poder 
fiscalice  al  poder,  a  fin  de  que  esa  inspección  suprema 
que  compete  a  la  nación  sea  eficaz  i  constante.  Hé  aquí 
por  qué  en  todo  pais  sujeto  al  sistema  representativo,  el 
poder  nacional  está  dividido,  por  lo  menos,  en  tres  ra- 
mos o  poderes  distintos:  el  lejislativo,  el  ejecutivo,  i  el 
judicial;  al  reved  de  lo  que  sucede  eii  él  réjimen  abso- 
luto  o  despótico,  que  acumula  en  un  mismo  individuo  o 
en  un  mismo  cuerpo,  funciones  propias  de  mas  de  uno 
de  aquellos  poderes. 

Considerado  el  sistema  representativo  como  acabamos 
de  indicarlo,  no  concebimos  cómo  podría  la  nación  ejer- 
cer la  inspección  constante  i  eficaz  a  que  hemos  aludido, 
si  ella  misma  no  elijelos  representantes  a  quienes  confia 
ese  encargo;  í  hé  aquí  como  el  sistema  representativo,  si 
ha  de  ser  una  verdad,  tiene  forzosamente  que  sor  popular. 
Así,  en  la  Gran  Bretaña  el  pueblo  no  elijo  a  los  miembros 
de  la  Cámara  Alta,  como  tampoco  elije  al  jefe  del  poder 
ejecutivo;  pero  elije  sí  periódicamente  a  los  miembros 
de  la  Cámara  de  los  Comunes,  que  es  así  una  asamblea 
verdaderamente  popular. 

Mas  claro:  entre  dos  gobiernos  representativos,  puede 
ser  uno  mas  popular  que  otro,  porque  en  aquel  el  pueblo 
elije  mayor  número  de  autoridades  que  en  éste,  como 
sucede  en  Chile  respecto  de  la  Gran  Bretaña;  pero  es 
bien  seguro  que  donde  so  adopta  el  sistema  represen- 
tativo, forzosamente  el  poder  social  ha  de  estar  dividido 
en  diferentes  ramas  o  poderes;  i  donde  exista  esta  divi- 
sión, que  debe  ser  tripartita  por  lo  menos,  es  también 
indispensable  que  aquella  en  quien  reside  la  potestad 
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« 

lejislativa  i  la  inspectiva,  sea  elejida  por  el  pueblo,  si  no 
en  el  todo,  como  sucede  entre  nosotros,  en  su  parte  prin- 
cipal, como  sucede  en  Inglaterra. 

De  aquí  resulta  que  la  palabra  popular  de  que  se  sirve 
el  artículo  que  examinamos,  está  de  mas.  Si  nuestro  go- 
bierno es  representativo,  por  ese  mismo  hecho  es  popu- 
lar. Esto  es  para  nosotros  de  toda  evidencia. 

Agrega  la  Constitución  en  el  art.  3.°  que  la  República 
de  Chile  es  una  e  indivisible.  Se  ve,  pues,  que  ha  adop- 
tado el  sistema  republicano,  que  se  contrapone  al  monár- 
quico, de  la  misma  manera  que  el  representativo  al  ab^ 
soluto. 

Con  la  palabra  una  se  ha  querido  indicar,  sin  dudaf 
que  nuestro  sistema  de  gobierno  es  unitario,  en  contra- 
posición a  federal.  I  así  es,  en  efecto,  porque  todo  nuestro- 
territorio  está  sujeto  a  unas  mismas  leyes,  i  porque  todas 
las  autoridades  administrativas  están  subordinadas  a  un 
Bolo  poder  ejecutivo  central.  Tal  fué  también  el  sentido 
que  se  dio  a  la  palabra  una  en  la  sesión  de  la  Gran  Con- 
vención de  19  de  noviembre  de  1832.  La  palabra  indivi- 
sible se  agregó,  según  el  convencional  don  Juan  Fran- 
cisco Meneses,  «no  tanto  para  precaver  la  federación, 
cuanto,  lo  que  sería  peor  que  ella,  dos  o  mas  gobiernos 
independientes  dentro  del  mismo  territorio.» 

Por  lo  espuesto  se  ve  que,  en  lugar  de  sus  artículos 
2,°  i  3.°,  habría  sido  mejor  que  la  Constitución  hubiera 
consignado  uno  solo  redactado  en  estos  términos:  «El 
Gobierno  de  Chile  es  republicano,  representativo,  demo- 
crático i  unitario.  5) — Esta  redacción  habría  guardado 
perfecta  conformidad  con  las  cuatro  grandes  clasificacio- 
nes que  necesariamente  han  de  aplicarse  a  todo  sistema 
de  gobierno.  Se  suprimiría  de  la  Constitución  lo  que 
ninguna  falta  hace  en  ella,  como  son  las  palabras  popular 
e  indivisible;  se  redactaría  convenientemente  lo  que  está 
mal  redactado,  como  la  espresion  una,  i  se  agregaría  que 
el  gobierno  de  Chile  es  democrático,  en  contraposición  a 
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aristocrático,  cosa  que  nuestra  Lei  Fundamental  no  es- 
presa claramente,  bien  que  ello  se  deduce  naturalmente 
de  los  incisos  1.°  i  2.°  del  art.  12. 

La  verdad  es  que  la  forma  de  gobierno  de  un  país  no 
depende  de  las  palabras  con  que  lo  bautizan  uno  o  mas 
artículos  de  su  Constitución,  sino  que  es  una  consecuen- 
cia que  fluye  naturalmente  déla  manera  como  esa  misma 
Constitución  organiza  el  poder  nacional  i  regla  el  ejer- 
cicio de  las  diferentes  ramas  o  poderes  en  que  lo  divide. 

Mas  ya  que  la  Constitución  nuestra,  como  lo  hacen  casi 
todas,  ha  querido  dar  a  conocer  en  su  portada  nuestro 
sistema  de  gobierno,  nos  parece  que  lo  habría  hecho  de 
una  manera  mas  clara  i  completa,  si  hubiera  refundido 
los  dos  artículos  que  acabamos  de  examinar  en  uno  solo 
redactado  en  los  términos  arriba  indicados. 

Observaremos  de  paso  que,  aunque  el  art.  2.°  principia 
con  la  palabra  «República»,  nuestro  sistema  de  gobierno 
no  es,  sin  embargo,  puramente  republicano.  Algo  tiene 
de  la  monarquía  constitucional,  puesto  que,  según  el  art. 
83,  la  responsabilidad  del  Presidente  de  la  República  está 
limitada  en  cuanto  al  tiempo  i  en  cuanto  a  los  crímenes 
por  los  cuales  puede  hacerse  efectiva.  Compárese  la  enu- 
meración que  hace  el  art.  92  de  los  crímenes  que  autori- 
zan la  acusación  contra  un  ministro  del  despacho,  con 
los  dos  únicos  que  pueden  servir  de  fundamento  a  la  del 
ex-Presidente  de  la  República,  i  se  notará  que  este  fun- 
cionario está  revestido,  en  parte  no  pequeña,  de  la  irres- 
ponsabilidad de  un  monarca  constitucional,  lo  que  mani- 
fiesta que  la  Constitución  ha  querido  asignarle,  durante  su 
período,  un  rol  análogo,  colocándole  sobre  todos  los  par- 
tidos, i  haciendo  pesar  sobre  los  ministros  la  responsa- 
bilidad esclusiva  de  casi  todos  los  actos  de  la  adminis- 
tración. 


ARTÍCULO  4.° 


Árt.  4.° 


«Za  soberanía  reside  esencialmente  en  la  Nación  que  dele- 
ga  su  ejercicio  en  las  autoridades  que  establece  esta  Cons- 
titución.» 

.  Este  artículo  consigna  un  principio,  no  establece  un 
precepto.  La  soberanía,  o  sea  la  facultad  de  constituirse 

?  i  de  dictarse  leyes,  es  claro  que  reside  en  la  nación.  Esta, 

por  medio  de  los  ciudadanos  activos  con  derecho  de  su- 
frajio,  delega  su  ejercicio  en  las  autoridades  que  la  Cons- 
titución establece  i  que  aquellos  elijen  en  las  votaciones 
populares.  De  aquí  la  existencia  del  poder  electoral,  el 
primero  i  el  mas  importante  de  todos,  puesto  que  desig- 
na a  las  personas  llamadas  a  desempeñar  el  poder  lejis- 
lativo,  al  jefe  del  ejecutivo,  i  a  los  municipales.  De- 
signa igualmente  a  aquellas  que  ejercen  el  poder 
constituyente,  ya  que  éste  reside  en  el  poder  lejislativo, 
procediendo  conforme  a  las  reglas  especiales  que  deter- 
minan los  artículos  165  a  1G8. 

Si  los  electores  sufragantes  ejercen  las  funciones  pro- 
pias del  poder  electoral,  es  también  obvio  que  son  man- 
datarios de  la  nación,  a  cuyo  nombre  designan  las  perso- 
nas que  deben  desempeñar  las  funciones  de  los  otros 

<  poderes  que  ya  hemos  indicado.  Luego,  es  evidente  que 

si  los  electores  desempeñan  un  mandato  de  la  nación, 
deben  tener  las  condiciones  de  capacidad,  intelyencia  e 
independencia  que  se  requieren  para  el  ejercicio  de  todo 
cargo  público.  I  si  el  sufrajio  es  un  cargo  público,  como 
lo  cree  Stuart  Mili  i  lo  creemos  nosotros,  es  indudable 
que  debe  ser  restrinjido  i  confiarse  solo  a  personas  que 
tengan  las  condiciones  indicadas. 

La  teoría  del  sufeajio  universal,  basada  en  la  errónea 
idea  de  considerarlo  como  un  derecho,  cae  así  por  tierra. 

Si  es  un  cargo  público,  i  de  primera  importancia,  no  es 
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facultativo  en  el  ciudadano  elector  votar  o  nó  en  las 
elecciones,  como  no  depende  de  la  mera  voluntad  de  un 
mandatario  cualquiera  de  la  nación  desempeñar  o  nó  el 
cargo  que  de  ella  hubiere  recibido. 

Si  las  autoridades  que  la  Constitución  establece  son 
meros  delegados  de  la  nación,  deben  ajustarse  en  todo  a 
las  prescripciones  que  aquella  determina.  Si  obran  fuera 
de  la  órbita  que  ella  les  traza,  se  colocan  en  la  misma  si- 
tuación del  mandatario  que  procede  infrinjiendo  las  ins- 
trucciones de  su  mandante.  El  mandante,  en  tal  casoy 
no  queda  ligado  por  los  actos  del  mandatario. 

De  la  misma  manera,  cuando  las  autoridades  violan 
las  disposiciones  constitucionales,  en  términos  tales  que, 
dentro  de  ellas  mismas,  no  se  encontrare  correctivo  con- 
tra el  exceso  (lo  que  debe  siempre  buscarse  con  empeño)1 
nacería  entonces  para  los  ciudadanos  el  derecho  de  resis- 
tencia o  de  insurrección;  derecho  que  nosotros  reputamos 
incuestionable  en  el  terreno  de  los  principio»,  pera  cuya 
ejercicio  no  es  justificable  sino  en  casos  verdaderamente 
estaremos,  como  el  que  motivó  la  declaración  de  hallarse- 
vacante  el  trono  de  Inglaterra  en  enero  de  1689,  toman- 
do por  pretesto  la  fuga  de  Jacobo  II,  u  otros  casos  aná- 
logos. Cuando  quedare  algún  arbitrio  legal  que  hacer 
valer,  conviene  siempre  abstenerse  de  usar  remedios 
que  pueden  agravar  la  enfermedad  que  con  ellos  se  pre- 
tende aliviar,  i  sobre  todo  de  aquellos  que  solo  el  buen 
éxito  justifica.  I  el  buen  éxito  no  acompaña  siempre  a 
los  defensores  de  la  verdad  i  de  la  lei.  De  ordinario  es 
compañero  fiel  de  la  fuerza  i  de  la  audacia.  Ello  es  poco- 
consolador;  pero  es  algo  que  desgraciadamente  confirma, 
la  historia  cuyas  lecciones  no  debemoa  desdeñar. 


CAPITULO  III 


De     la     relij  i  on 


Art.  5.° 


«Xa  relijion  de  la  República  de  Chile  es  la  Católica 
Apostólica  Romana;  con  esclusion  del  qjercicio  público  de 
cualquiera  otra.i> 


o 
o  o 


La  primera  parte  de  este  artículo  se  presta  a  diversas 
interpretaciones. 

Si  hubiera  de  entenderse  conforme  a  su  tenor  literal, 
esto  es,  como  el  reconocimiento  de  un  hecho  existente 
en  el  pais,  pensamos  que  se  habría  consultado  una  re- 
dacción mas  propia  i  mas  correcta,  diciendo,  por  ejem- 
plo, que  la  relijion  de  la  mayoría  de  los  chilenos  es  la  ca^ 
tóliea  apostólica  romana.  Así  entendida,  la  disposición  a 
que  aludimos  debería  suprimirse,  porque,  como  lo  hemos 
observado  ya  al  ocuparnos  del  artículo  1.°,  las  constitu- 
ciones no  tienen  por  objeto  reconocer  hechos,  sino  esta- 
blecer principios  fundamentales  para  el  buen  gobierno 
del  pais. 

Inaceptable  sería  suponer  siquiera  que  la  Constitución 
haya  querido  imponer  al  Estado,  en  la  disposición  que 
examinamos,  una  relijion  determinada;  porque,  como  he- 
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mos  tenido  ocasión  de  espresarlo  en  un  informe  que, 
acerca  de  esta  materia,  tuvimos  el  honor  de  redactar  i 
de  presentar  firmado  en  unión  con  varios  honorables  co- 
legas a  la  Cámara  de  Diputados  en  6  de  julio  de  1874, 
la  esfera  de  acción  del  Código  Fundamental  está  cir- 
cunscrita  solo  a   intereses   temporales,  i  el  fomento   i 
desarrollo  de  éstos  de  ninguna  manera  exije  que  se  im- 
ponga relijion  alguna  al  Estado,  ya  que  éste  es  algo  esen- 
cialmente distinto  de  los  individuos  que  lo  componen, 
quienes^  lejos  de  tener  todos  una  misma  creencia,  están 
siempre  divididos,  bajo  el  aspecto  relijioso,  en  sectas  di- 
ferentes. 

Tan  cierto  es  esto,  que  aun  los  mas  decididos  defen- 
sores de  la  disposición  contenida  en  la  primera  parte  del 
art.  5.°,  afirman  algo  mui  diverso,  sosteniendo  que  ella 
importa  una  restricción  impuesta  a  las  autoridades  cons- 
tituidas de  respetar  siempre,  en  el  ejercicio  de  sus  atri- 
buciones, las  leyes  de  la  iglesia  católica  apostólica  ro- 
mana. 

Según  esta  tesis,  el  Congreso  no  podría  aprobar  proyec- 
tos de  lei  que  contrariaran  las  disposiciones  canónicas; 
si  lo  hiciera,  violaría  el  art.  5.°  que  examinamos. 

Pero  la  verdad  es  que  semejante  opihion  es  tan  ina- 
ceptable ante  la  teoría  como  ante  los  hechos.  Ante  la 
teoría,  porque,  admitiéndola,  se  llegaría  a  la  consecuen- 
cia de  que  la  soberanía,  o  sea  la  facultad  que  mme  una 
nación  de  darse  las  leyes  que  mas  le  plazca,  no  residiría 
ya  en  ella  misma,  sino  en  una  autoridad  estraña  i  distin- 
ta de  aquellas  en  quienes  delega  su  ejercicio  el  art.  4.° 
Ante  los  hechos,  porque  la  misma  Constitución  contiene 
disposiciones  que  las  leyes  canónicas  no  aceptan,  tales  co- 
mo la  facultad  referente  al  exequátur,  que  confiere  al  Pre- 
sidente de  la  República  i  a  la  lei,  según  los  casos,  el 
inciso  14.°  del  art.  82;  i  porque  mas  de  una  lei  se  ha  dic- 
tado entre  no3otrosque  tampoco  guarda  conformidad  con 
ios  cánones 
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No  os,  por  consiguiente,  esa  la  intelijencia  que  debe 
darse  al  mandato  constitucional.  Nó:  al  disponer  la  pri- 
mera parte  del  art.  5.°  que  la  relijion  del  Estado  sea  la 
católica,  tomando  como  base  un  hecho  social  importante, 
declaró  simplemente  que  esa  relijion  sería  la  única  pro- 
tejida  por  las  autoridades  constituidas.  Por  eso  el  art.  80 
impone  al  Presidente  de.  la  República  la  obligación  de 
prestarle  protección,  como  se  ve  por  la  fórmula  del  jura- 
mento que  en  él  se  determina. 

I  es  esto  tan  cierto,  que  con  la  misma  facultad  con  que 
Chile  se  impuso  aquella  obligación,  la  sujetó  en  otros 
artículos  a  las  limitaciones  que  juzgó  convenientes,  re- 
servándose el  conjunto  de  atribuciones  que  constituyen 
el  patronato  nacional,  i  que  se  detallan  en  los  arts.  39, 
párrafo  3.°,  82,  párrafos  8.°,  13.°  i  14.°,  i  104,  párrafos 
3.°  i  4.° 

El  patronato  nacional  no  tiene,  por  consiguiente,  su 
oríjen  ni  en  la  costumbre,  ni  en  concordatos  o  meros  ac- 
tos de  tolerancia  de  parte  de  la  Santa  Sede.  Lo  tiene  en 
la  voluntad  misma  de  la  nación,  que  si  quiso,  por  consi- 
deraciones dignas  de  alto  respeto,  pero  de  \in  carácter 
meramente  relativo  i  variable,  dispensar  «u  protección 
esclusiva  a  un  culto  determinado,  ha  estado  en  su  pleno 
derecho  para  subordinar  esa  protección  a  las  condiciones 
que  estimó  necesarias.  Si  el  culto  protejido  acepta  ese 
favor  especial,  debe  admitirlo  con  las  limitaciones  a  que 
el  Estado  lo  subordina. 

De  otra  manera,  forzoso  sería  admitir  como  base  para 
las  relaciones  de  una  i  otra  autoridad,  el  principio  de  «la 
separación  de  la  Iglesia  i  del  Estado,))  único  aceptable 
en  teoría;  único  que  evitaría  por  completo  los  conflictos 
a  que  da  lugar  el  sistema  patronatista,  i  único,  finalmen- 
te, que,  dejando  en  libertad  plena  a  cada  una  de  las  dos 
autoridades  para  obrar  con  completa  independencia  den- 
tro de  su  respectiva  esfera  de  atribuciones,  atribuye  a 
Dios  lo  que  es  de  Dios  i  al  César  lo  que  es  del  César. 
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Nosotros,  partidarios  de  ese  principio,  no  aceptamos 
la  tesis  de  que  el  patronato  sea  inherente  a  la  soberanía 
nacional.  Nó:  el  patronato  es  solo  una  consecuencia  de 
la  protección  que  se  dispensa  a  uno  o  a  varios  cultos  de- 
terminados. Existirá  donde  esa  protección  exista;  i  como, 
a  juicio  nuestro,  no  es  inherente  a  la  noción  del  Estado  la 
obligación  de  dispensar  favor  especial  a  relijion  alguna, 
es  claro  que  no  creemos  que  el  patronato  pueda  serlo 
tampoco  en  sentido  absoluto. 

Comprendemos  fácilmente  que,  cuando  en  un  pais  la 
gran  mayoría  de  sus  habitantes  profesa  un  mismo  culto, 
la  Lei  Fundamental,  tomando  el  hecho  cual  existe,  i  obe- 
deciendo a  consideraciones  de  un  orden  político  i  mera- 
mente relativo,  disponga  lo  que  dispone  la  primera 
parte  del  art.  5.°  de  nuestra  Constitución.  En  ciencias 
políticas  i  sociales  nada  hai  de  absoluto.  Se  adopta  para 
la  naoion  aquello  que  mas  conviene,  i  no  es  difícil  darse 
cuenta  de  como  un  sistema  teóricamente  inadmisible, 
ha  podido  subsistir,  mientras  de  él  no  se  orijinaban  con- 
flictos cuya  solución  es  considerada,  en  la  mayor  parte 
de  los  casos,  como  el  sacrificio  de  la  independencia  de  la 
Iglesia  ante  el  Estado,  o  el  de  la  de  este  ante  aquélla,  en 
países  donde,  como  en  Chile,  no  están  definidas  las  rela- 
ciones de  ambas  entidades  por  medio  dé  un  concordato. 

o 
o  o 

La  segunda  parte  del  artículo  citado  escluye  el  ejerci- 
cio público  de  cualquiera  otra  relijion  que  no  fuere  la  ca- 
tólica apostólica  romana.  Escluye,  en  buenos  términos, 
la  libertad  de  cultos. 

La  Constitución  no  pensó,  sin  duda,  que  las  leyes  son 
impotentes  para  sobreponerse  a  algo  que  está  sobre  ellas. 
Si  el  culto  no  es  otra  cosa  que  la  manifestación  esterna 
de  lo  que  cree  nuestra  conciencia,  i  si  la  conciencia  hu- 
mana es  Ubre  para  pensar  i  para  creer;  ¿cómo  puede  no 
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serlo  para  dar  forma  i  vida  a  lo  que  piensa  i  a  lo  que 
cree?  Nosotros  no  lo  concebimos,  i  pensamos  que  la  fa- 
cultad de  tributar  culto  a  Dios  es  algo  que  nadie  puede 
cohartar,  si  para  ello  no  concurren  graves  consideracio- 
nes de  orden  público,  como  sucede  con  todos  los  demás 
derechos  primitivos  i  naturales  del  hombre. 

Es  tan  exacto  lo  que  acabamos  de  decir  que,  a  pesar 
de  lo  dispuesto  en  la  segunda  parte  del  art.  5.°,  los  cul- 
tos disidentes  se  han  ejercido  en  Chile  de  una  manera 
verdaderamente  pública,  si  es  público  lo  que  se  contra- 
pone a  secreto,  desde  mui  poco  tiempo  después  de  pro- 
mulgada la  Constitución. 

En  el  segundo  discurso  que  pronunciamos  ante  la  Cá- 
mara de  Diputados  el  3  de  julio  de  1865,  fundando  nues- 
tro voto  favorable  a  la  lei  interpretativa  de  la  segunda 
parte  del  artículo  que  examinamos,  tuvimos  ocasión  de  re- 
cordar que,  desde  el  año  1837,  a  vista  i  paciencia  del 
gobierno  conservador  que  entonces  nos  rejia,  se  fundó  en 
Valparaíso  la  primera  capilla  disidente  establecida  en  el 
pais.  (1).  Recordamos  también  que  tanto  la  administra- 
ción del  jeneral  Prieto,  como  la  del  jeneral  Búlnes,  la  del 
señor  Montt  i  la  del  señor  Pérez,  hasta  la  fecha  indicada, 
nunca  se  habían  considerado  autorizadas  para  ordenar 
que  se  cerraran  las  capillas  disidentes;  lo  que  manifiesta 
que  todas  ellas  creyeron  que  la  esclusion  del  ejercicio 
público  de  los  cultos  disidentes  no  se  referia  al  que  se 
practicara  dentro  de  edificios  de  propiedad  particular,  sin 
entrar  a  averiguar  si  estos  tenían  ó  nó  aparatos  o  seña- 
les esteriores  i  visibles  que  dieran  a  conocer  su  carácter 
i  destino. 

Esta  interpretación,  autorizada  por  una  larga  práctica 
de  treinta  años,  es  la  que  consagra  la  lei  de  27  de  julio 
de  1865,  al  declarar  que  por  el  art.  5.°  de  la  Constitución 
se  permite  a  los  que   no   profesan  la   relijion  católica 


(1)  Anexos  números  1  i  l. 
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apostólica  romana,  el  culto  que  practiquen  dentro  del 
recinto  de  edificios  de  propiedad*  particular,  como  tam- 
bién fundar  i  sostener  escuelas  privadas  para  la  ense- 
ñanza de  sus  propios  hijos  en  la  doctrina  de  sus  re lij io- 
nes. 

Mediante  esa  lei  i  mediante  la  amplia  libertad  de 
imprenta,  de  reunión  i  de  discusión  de  que  se  disfruta  en 
Chile,  podemos  decir  que  hoi  tenemos  en  él  implantada 
de  hecho  la  libertad  de  cultos.  ¿Por  qué,  entonces,  no  po- 
ner en  armonía  nuestra  Carta  Fundamental  con  ese  he- 
cho honroso  para  el  pais,  reformando  el  artículo  5.°  de 
manera  que  quede  asegurada  constitucionalmente  la  liber- 
tad de  cultos,  como  tuvimos  el  honor  de  ,pedirlo  ante  la 
Cámara  de  Diputados,  el  25  de  julio  de  1865?  (1) 


o 
o  o 


El  estenso  e  interesante  debate  que  entonces  tuvo 
lugar  a  propósito  de  si  exijia  o  nó  reforma  el  artículo  5.°, 
no  fué  infructuoso  para  el  pais.  De  él  resultó  la  lei  inter- 
pretativa a  que  hemos  aludido,  ya  que  no  contó  sino  con 
diez  votos  favorables  la  declaración  de  reformabilidad  de 
dicho  artículo,  rechazada  por  treinta  i  cuatro  sufragantes 
contrarios. 

Entre  los  diez  vencidos  de  entonces  nos  cupo  la  honra 
de  contarnos,  siendo  los  nueve  restantes,  los  señores  don 
Juan  Nepomuceno  Espejo,  don  Tomas  E.  Gallo,  don  Ma- 
nuel García  de  la  Huerta,  don  Marcial  González,  don 
Manuel  Antonio  Matta,  don  Ambrosio  Montt,  don  San- 
tiago Prado,  don  Jerónimo  Urmeneta  i  don  Benjamín 
Vicuña  Mackcnna.  (2) 

(1)  Anexo  número  3. 

(2)  Asistieron  45  Diputados  a  la  sesión  de  5  de  agosto  de  1865,  en  que  se 
desechó  la  declaración  de  reformabilidad  del  art.  5.°-  -Aparte  de  los  diez 
que  votaron  en  favor,  los  treinta  i  cinco  Diputados  restantes,  de  los  cuales 
nao  se  retiró  de  la  sala  antes  de  la  votación,  fueron  los  siguientes: 

Amunátegai  Miguel  Luis  Ariztía  Mariano  José 


ARTICULO    O. 


o 


En  aquella  memorable  discusión,  en  que  por  primer»* 
vez  se  defendió  en  nuestras  cámaras  el  principio  de  la 
libertad  relijiosa,  sostuvieron  la  necesidad  de  la  reforma 
del  art.  5.°,  sin  limitación  alguna,  los  señores  don  Manuel 
Antonio  Matta,  don  Manuel  Recabárren,  don  Juan  Nepo- 
muceno  Espejo  i  don  Benjamín  Vicuña  Mackenna;  defen- 
dieron la  misma  idea,   limitándola  ala  segunda  parte 
del  artículo,  los  señores  don  Ambrosio  Montt,  don  Anto- 
nio Varas,  don  José  Eujenio  Vergara  i  nosotros;  e  impug- 
naron la  necesidad  déla  refórmalos  señores  don  Federico 
Errázuriz,  don  Pedro  Félix  Vicuña,  don  Joaquín  Larrain 
Gandarillas,  don  Melchor  de  Santiago  Concha,  don  José 
Ciríaco  Valenzuela,  don  Joaquín  Blest  Gana,  don  Manuel 
Antonio  Tocornal,  don  Domingo  Santa-María*,  don  Fran- 
cisco Echáurren  Huidobro,  don  Enrique   Tocornal  i  don 
Miguel  Barros  Moran,  fundándose  la   mayoría  de  estos 
iiltimos  en  que  bastaba  la  lei  interpretativa  para  satisfa- 
cer  las  necesidades  del  pais  en  orden  a  libertad  reli- 
jiosa. 

Los  hechos,  sin  embargo,  se  han  encargado  de  probar 
posteriormente  que  si  ese  fundamento  pudo  ser  conside- 
rado entonces  como   exacto,  no  lo  sería  ya  hoi  para  mu- 


Barros  Moran  Migoei 

Cruchaga  Miguel 

Covarrúbias  Alvaro 

Concha  Melchor  de  Sant:ago 

Concha  i  Toro  Melchor 

Da-Putron  Enrique 

Errázuriz  Federico 

Lchaunen  Huidobro  Francisco 

Figueroa  NtcoUs 

Figueroa  Francisco  de  Paula 

)zquierdo  Vicente 

1  Jra  José  Santos 

Larrain  Bruno 

Larrain  Francisco  de  Borja 

Lastra  Antonio  de  \i 

Lavin  Jcísó  Galo 

Maturana  Md:cos;  Jeneral 


Ovalle  Luis 

Osea  Nicomedes  C. 

Pinto  José  Manuel 

Prieto  i  Cruz  Anjel 

Padin  Vicente 

Pérez  Santos 

Beyes  Alejandro 

Solar  Francisco  de  Borja 

£  anta-  María  Domingo 

Tocornal  Manuel  Antonio 

Tocornal  Enrique 

Taglo  Diego 

Vergara  Roncoret  Francisco 

Vargas  Fontecüla  Francisco 

Valenzuela  Ciríaco 

Z umaran  Miguel. 
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chos  de  los  que  lo  alegaron.  Nuevas  necesidades  sociales, 
que  catorce  años  hace  apenas  se  dejaban  sentir,  i  conflic- 
tos frecuentes  entre  las  autoridades  políticas  i  eclesiás- 
ticas, han  dado  cuerpo  a  una  idea  que  entonces  principiaba 
solo  a  jerminar,  i  van  creando  una  situación  tal,  que  la 
separación  de  la  Iglesia  i  del  Estado,  que  nosotros  acep- 
tábamos en  1865  solo  en  el  terreno  de  los  principios  i 
que  mui  pocos  defendieron  en  aquella  fecha,  tendrá  que 
llegar  a  ser  una  aspiración  persistente  de  todos  los  que 
querrían  ver  satisfechas  aquellas  necesidades  i  cortada 
radicalmente  la  causa  de  esos  conflictos. 

En  cuanto  a  nosotros,  lo  decimos  con  perfecta  sinceri- 
dad, abrigamos  la  firme  convicción  de  que  el  sistema 
patronatista,  cuya  base  fundamental  supone  una  armonía 
perfecta  entre  la  autoridad  política  i  la  eclesiástica,  ar- 
monía que  no  pocas  veces  es  difícil  conservar,  va  per- 
diendo terreno  a  medida  que  el  tiempo  avanza.  Con 
tal  sistema,  nada  ganan  el  Estado  ni  la  Iglesia.  I  no 
se  diga  que  conviene  conservarlo  por  temor  de  que  las 
pretensiones  intemperantes  de  la  Iglesia  Católica  pu- 
dieran avasallar  al  Estado,  porque  en  el  sistema  de  la 
separación  completa,  semejante  peligro  es  ilusorio.  Man- 
teniéndose la  Iglesia  dentro  de  los  límites  de  su  misión 
espiritual,  quedaría  completamente  fuera  de  la  acción  del 
Estado.  En  todo  aquello  que  correspondiera  al  orden  tem- 
poral, la  Iglesia  sería  una  persona  jurídica  sujeta  a  la  lei, 
como  todas  las  de  esa  clase. 

Hé  aquí  por  qué  los  partidarios  de  la  reforma  del  art. 
5.°  i  de  los  demás  que  con  él  se  relacionan,  han  aumen- 
tado considarablemente  desde  1865.  El  hecho  lo  com- 
prueba la  moción  que,  para  alcanzar  esa  reforma,  se 
presentó  a  la  Cámara  de  Diputados  el  2  de  junio  de  1874, 
suscrita  por  los  señores  don  Miguel  Luis  Amunátegui, 
don  Belisario  Prats,  don  Euiojio  Allendes,  don  Guillermo 
Matta,  don  Santiago  Lindsay,  don  Joaquín  Blest  Gana, 
don  Ruperto  Ovalle,  don  Manuel  Valdés  Vijil,  don  Enri- 
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que  .Cood,  don  Isidoro  Errázuriz,  don  Leoncio  Pica,  don 
Manuel  Renjifo,  don  Francisco  Smith,  don  José  Antonio 
Villagran,  don  Manuel  Antonio  Hurtado,  don  Ramón 
Valdés  Lecaros,  don  Juan  Nepomuceno  Espejo,  don 
Juan  del  Sol,  don  Ramón  Vial,  don  Domingo  Santa-Ma- 
ría, don  Nicolás  Novoa,  don  Manuel  Antonio  Matta,  don 
José  Manuel  Balmaceda,  don  José  Salamanca,  don  Eulo- 
jio  Altamirano,  don  Juan  Gandarillas,  don  Segundo  Mo- 
lina i  por  nosotros. 

Si  llegara  a  convertirse  en  lei  la  parte  dispositiva  de 
la  moción  a  que  acabamos  de  referirnos, — lo  que  creemos 
acontecerá  en  época  mas  o  menos  próxima,  sin  que  sea 
menester  precipitar  una  solución  que  impondrá  al  pais 
la  fuerza  misma  de  los  acontecimientos  i  que  solo  el 
ajuste  de  un  concordato  podría  retardar; — pensamos  que 
la  reforma  debería  realizarse  en  el  sentido  que  indica  el 
informe  a  que  hemos  aludido  mas  arriba  (1),  esto  es:  su- 
primiendo de  la  Constitución  el  artículo  5.°,  el  párrafo  3.a 
del  39,  los  párrafos  8,  13  i  14  del  82,  el  inciso  4.°  del  102, 
i  los  párrafos  3.°  i  4.°  del  104,  i  reemplazando  todas  esas 
disposiciones  por  una  sola  que,  sin  adoptar  culto  alguno 
oficial  ni  privilejiado,  asegurara  ampliamente  a  todos  su 
ejercicio  público  i  privado,  sin  otras  limitaciones  que  las 
que,  con  arreglo  a  la  lei,  reclamaren  la  moral  i  el  orden 
público. 

■  ■         ■  I  -  |  L  ni    |  _  _■■  l~l     ■ ■ 

(1)  Anexo  númtro  4. 


CAPITULO  IV 

De    los    chilenos 

Art.  6.° 

*Son  chilenos. —  # 

«<í.°  Los  nacidos  en  el  territorio  de  Chile. 

a2.°  Los  hijos  de  padre  o  madre  chilenos,  nacidos  en  terri- 
torio estranjero,  por  el  solo  hecho  de  avecindarse  en  Chile. 
— Los  hijos  de  chilenos  nacidos  en  territorio  estranjero,  ha- 
llándose el  padre  en  actual  servicio  de  la  República,  son 
chilenos  aun  para  los  efectos  en  que  las  leyes  fundamentales, 
o  cualesquiera  otras,  requieran  nacimiento  en  el  territorio 
chileno. 

<l3.°  Los  estranjeros  que  habiendo  residido  un  año  en  la 
República,  declaren  ante  la  municipalidad  del  territorio  en 
que  residen  su  deseo  de  avecindarse  en  Chile  i  soliciten 
carta  de  ciudadanía. 

&4.°  Los  que  obtengan  especial  gracia  de  naturalización 
por  el  Congreso. 

Inciso  1.° 

La  palabra  territorio  debe  tomarse  en  este  inciso  en  el 
sentido  figurado  que  tiene  en  derecho  de  j entes,  porque 
esta  disposición  es  propiamente  de  derecho  internacional 
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privado.  En  efecto,  en  la  solución  de  las  dificultades  que 
pudiera  sujerir  el  conflicto  de  las  disposiciones  de  nues- 
tra Carta,  en  materia  de  ciudadanía,  con  las  que  contuvie- 
se la  Constitución  de  otro  país,  sobre  la  misma  mate- 
ria, podrían  encontrarse  comprometidas  las  relaciones  de 
Chile  con  este  último,  siempre  que  concurrieran  en  un 
mismo  individuo  circunstancias  que  le  colocaran  en  ap- 
titud de  elejir  la  ciudadanía  que  le  fuere  ofrecida  por  la 
Constitución  de  la  República  i  por  la  de  otra  nación  cual- 
quiera. 

En  estos  casos,  i  siempre  que  la  Constitución  emplea 
la  palabra  territorio  en  materias  que  se  rijen  por  el  dere- 
recho  público  esterna,  debe  entenderse  esa  palabra  en  el 
sentido  figurado  que  le  atribuye  el  derecho  de  j entes. 

Por  el  contrario,  cuando  la  Constitución  se  sirve  de  la 
palabra  territorio  en  disposiciones  de  carácter  meramente 
interno,  como  por  ejemplo,  cuando  dice  que  el  territorio 
de  Chile  se  divide  en  provincias,  o  cuando  prohibe  al 
Presidente  de  la  República  salir  del  territorio  durante 
cierto  tiempo,  sin  permiso  del  Congreso,  etc.,  etc.,  enton- 
ces, tratándose  de  reglas  que  en  ningún  sentido  pueden 
afectar  las  relaciones  de  Chile  con  potencias  estranjeras, 
la  palabra  territorio  debe  tomarse  eu  su  significación  ma- 
terial o  natural,  en  la  misma  que  tiene  según  el  art.  1.° 
Según  esto,  son  chilenos  por  nacimiento: 
1.°  Los  individuos  que  hubieren  nacido  en  el  territorio 
que  materialmente  comprende  la  República  de  Chile; 

2.°  Los  que  hubieren  nacido  a  bordo  de  buques  de  guer- 
ra chilenos,  surtos  en  aguas  territoriales  o  en  cualesquie- 
ra otras,  sin  distinción  alguna; 

3.°  Los  que  hubieren  nacido  a  bordo  de  naves  mer- 
cantes chilenas,  surtas  eu  aguas  de  la  República  o  en  al- 
ta mar;~i 

4.°  Los  individuos  que,  nacidos  en  la  casa  de  un  ajen- 
te  diplomático  chileno,  residente  en  el  estranjero,  o  en 
la  legación  chilena  existente  en  el  estranjero,  gozaren  de 
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este  derecho  con  arreglo  a  los  principios  de  la  lei  inter- 
nacional. 

La  intelijencia  que  acabamos  de  dar  a  la  disposición 
contenida  en  el  inciso  1.°  del  artículo  que  examinamos, 
es  la  misma  que  le  atribuyó  la  Cámara  de  Diputados  en 
sesión  de  8  de  Junio  de  1849,  al  resolver,  por  treinta  i 
ocho  votos  contra  seis,  que  don  Juan  Bello  podia  ser  di- 
putado, a  pesar  de  no  haber  pedido  jamas  carta  de  ciu- 
dadanía. 

La  Cámara  resolvió  así  que  este  malogrado  i  distin- 
guido compatriota,  era  chileno  por  nacimiento,  por  cuan- 
to habia  nacido  en  Londres  en  circunstancias  de  hallarse 
desempeñando  su  eminente  padre,  el  señor  don  Andrés 
Bello,  de  nacimiento  venezolano,  el  cargo  de  secretario 
de  la  legación  chilena  en  Inglaterra. 

De  lo  dicho  se  infiere  que  la  Constitución,  a  pesar  de 
la  fórmula  imperativa  con  que  encabeza  la  redacción  de 
este  artículo,  no  impone  el  carácter  de  chileno,  sino  que 
lo  ofrece  a  aquellos  que,  reuniendo  las  condiciones  pre- 
venidas en  las  difentes  disposiciones  que  el  artículo  com- 
prende, quisieren  buenamente  aceptarlo,  cuando  a  la  vez 
les  es  ofrecida  la  ciudadanía  de  otro  pais  por  la  lejisla- 
cion  en  él  vijente. 


o 

4»   * 


Inciso  2.° 


¿Para  que  un  hijo  de  padre  chileno  i  de  madre  estran- 
jera,  nacido  en  territorio  estranjero  i  avecindado  en  Chile, 
se  repute  chileno,  es  menester  que  el  padre  sea  chileno 
por  nacimiento,  o  basta  que  éste  lo  sea  por  domicilio  o  por 
privilejiof 

Se  ha  resuelto  lo  segundo  por  la  Cámara  de  Diputa- 
dos, en  sesión  de  21  de  Agosto  de  1850,  i  con  solo  tres 
votos  en  contra,  en  el  caso  de  Don  Carlos  Bello,  diputa- 
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do  suplente  por  la  Serena,  Este  caso,  mui  significativa 
porque  la  Cámara  revocó  un  acuerdo  anterior  en  que 
habia  declarado  nula  la  elección  del  espresado  señor  Be- 
llo, decide  la  cuestión  en  el  sentido  mas  favorable  a  la 
concesión  de  la  ciudadanía. 

Don  Carlos  Bello  habia  nacido  en  Londres,  pero  an- 
tes que  su  señor  padre  fuera  secretario  de  la  Legación 
chilena,  circunstancia  que  le  colocaba  en  situación  mui 
diversa  de  la  de  su  hermano  don  Juan.  Sin  embargo,  co- 
mo don  Andrés  Bello  habia  obtenido,  siendo  don  Carlos 
menor  de  edad,  carta  de  ciudadano  chileno  por  gracia^  i 
éste  se  encontraba  avecindado  en  Chile  en  el  momento 
de  su  elección  para  diputado,  la  letra  de  la  Constitución 
le  amparaba,  i  la  Cámara  resolvió  acertadamente  el  caso, 
no  distinguiendo  donde  la  lei  fundamental  no  distingue. 


o 
o  o 


Antes  de  la  reforma  del  artículo  7.°,  que  hoí  se  refiere 
solo  al  inciso  3.°  del  6.°,  se  suscitó  otra  cuestión.  El  hijo 
de  chileno  o  chilena  nacido  en  territorio  estranjero,  ¿era 
chileno  por  el  solos  hecho  de  avecindarse  en  Chile,  coma 
lo  dispone  el  inciso  2.°  que  examinamos,  o  necesitaba, 
ademas,  carta  de  naturaleza,  según  parecía  disponerlo  el 
antiguo  artículo  7.°? — Lo  primero  quedó  resuelto  por  la 
Cámara  de  Diputados  en  el  caso  de  don  Carlos  Bello 
que  acabamos  de  recordar.  Ella  decidió;  «que  don  Carlos 
Bello  está  en  posesión  de  los  derechos  de  ciudadano 
chileno  i  en  aptitud  de  servir  el  cargo  de  diputado» 
a  pesar  de  que  jamas  pidió  ni  obtuvo  carta  de  ciudadanía. 
En  el  mismo  sentido  se  han  resuelto  prácticamente  mu- 
chos otros  casos,  como  el  de  los  señores  don  Feliz  María 
i  don  Juan  de  Dios  Bazo ;  el  de  los  señores  don  Fernando 
i  don  José  Zegers  Montenegro.  Todos  estos  caballeros  se 
han  calificado  entre  nosotros  i  han  ejercido  la  ciudadanía 
activa  con  derecho  de  sufrajio,  sin  haber  pedido  ni  obtenido 
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carta  de,  naturalización.  Los  dos  primeros  nacidos  en  terri- 
torio arj  entino,  de  madre  chilena;  los  dos  últimos  na- 
cidos en  España,  de  padre  que  obtuvo  carta  de  ciuda- 
dano chileno  por  gracia  (caso  idéntico  al  de  don  Carlos 
Bello). 

Por  lo  demás,  esta  cuestión  no  puede  ya  surjir  en  pre- 
sencia de  la  nueva  i  clara  redacción  que  se  ha  dado  al 
antes  oscuro  artículo  7.°  de  nuestra  Constitución. 


í4.       {"I 


¿Es  chileno,  aun  para  los  efectos  que  espresa  la  parto 
final  del  inciso  2.°  del  artículo  6.°,  el  hijo  de  madre  chile- 
na, nacido  en  territorio  estranjero,  hallándose  el  padre 
en  actual  servicio  de  la  República,  i  siendo  éste  estran- 
jero? 

Este  caso  no  ha  ocurrido  en  la  práctica.  Nosotros  lo 
resolveríamos  en  sentido  afirmativo,  porque,  aunque  la 
segunda  parte  del  inciso  principia  por  hablar  de  los  hijos 
de  chilenos,  no  debe  entenderse  que  ha  querido  modificar 
la  primera  parte  en  que  establece  que  basta  la  circuns- 
tancia de  ser  chileno  el  padre  o  la  madre,  i  no  aquél  pre- 
cisamente, para  que  el  hijp  nacido  en  territorio  estran- 
jero sea  chileno  por  el  solo  hecho  de  avecindarse  en 
Chile. 

Luego,  en  el  caso  que  figuramos,  el  hijo  de  madre  chi- 
lena sería  chileno  por  el  hecho  de  avecindarse  en  Chile. 
Esto  es  incuestionable.  I  si  nació  cuando  su  padre,  a  pesar 
de  ser  estranjero,  se  encontraba  sirviendo  a  la  República, 
en  cualquiera  comisión  o  destino  que  no  tuviera  carácter 
diplomático  ,  habría  adquirido  aptitud  para  desempeñar 
aun  aquellos  cargos  para  los  cuales  se  requiere  naci- 
miento en  el  territorio.  Disposiciones  de  esta  especie 
deben  siempre  ampliarse  en  su  interpretación,  porque 
son  de  carácter  favorable. 
Si  la  comisión  o  destino  que  desempeñaba-  el  padre  en 
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el  momento  de  nacer  el  hijo  en  el  estranjero  fuera  do 
carácter  diplomático,  entonces  el  hijo  sería  chileno  por 
nacimiento  según  mas  arriba  lo  dijimos  i  según  se  lia 
resuelto  en  el  caso  citado  de  don  Juan  Bello* 


O   O 

Inciso  3.d 

La  disposición  contenida  en  este  inciso  ha  reformado 
la  que  consignaba  el  inciso  3.°  del  artículo  G.°  de  la  Cons^ 
titucion  primitiva  en  varios  puntos  importantes,  como  es 
fácil  deducirlo  del  simple  tenor  literal  de  ambos  pre- 
ceptos. 

La  Constitución  primitiva  concedía  la  ciudadanía  poi* 
domicilio  solo  a  aquellos  cstranjeros  «que  profesaran 
alguna  ciencia,  arte  o  industria,  o  poseyeran  alguna  pro- 
piedad raiz  o  capital  en  jiro.» — La  Constitución  reformada 
no  establece  esta  condición,  que,  a  nuestro  juicio,  estaba 
mui  lejos  de  importar  una  traba  que  debiera  ser  remo- 
vida, sino  que  era  para  Chile  una  garantía  de  que  no  so 
admitiría  en  el  gremio  de  sus  ciudadanos  sino  a  los  es- 
tranjeros verdaderamente  ilustrados,  honorables  i  labo- 
riosos. 

La  supresión  de  esa  garantía  es  un  defecto.  Ningún 
interés  puede  haber  en  fomentar  la  inmigración  de  j  ente 
ignorante  u  ociosa.  Preferimos,  en  esta  parte,  la  antigua 
disposición  a  la  reformada. 

En  segundo  lugar  se  ha  reducido  de  diez,  seis  o  tres 
años,  que,  según  los  casos,  exijia  la  antigua  disposición 
constitucional,  a  solo  un  ano  la  residencia  en  la  Repúbli- 
ca que  se  requiere  en  el  estranjero  que  solicita  carta  de 
ciudadanía  por  domicilio. 

Esta  reducción  del  termino  asignado  a  la  residencia 
es  conveniente,  bien  que  nos  habría  parecido  preferible 
que,  al  ocuparse  de  la  ciudadanía  por  domicilio,  la  Cons-- 
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titucion  se  hubiera  limitado  a  espresar  que  la  lei  fijaría 
las  condiciones  a  que  su  concesión  debiera  sujetarse. 


o 
o  o 


¿Puede  pedirse  por  medio  de  apoderado  carta  de  ciuda- 
danía? Pensamos  que  no,  i  que  la  declaración  exijid» 
por  este  inciso  debe  ser  personal.  Si  la  calificación  i  la 
votación  son  actos  que  no  es  permitido  ejercer  por  me- 
dio de  apoderado,  no  se  concebiria  que  la  base  indispen- 
sable para  la  ejecución  de  aquellos  actos  importantes, 
cual  es  la  concesión  de  la  carta  de  ciudadanía,  que  es  al- 
go mas  que  un  simple  boleto  de  calificación,  se  sujetara 
a  una  regla  diversa. 

En  sesión  del  Senado  de  23  de  agosta  de  1854,  el  se- 
ñor don  Andrés  Bello  propuso  la  siguiente  cuestiona 
¿Puede  pedir  carta  de  naturaleza  un  individuo  que  no 
reside  en  Chile,  exijiendo  la  Constitución  que  preste  su 
declaración  ante  la  Municipalidad  en  cuyo  territorio  re^ 
aide?  El  Senado  resolvía  que  no  en  sesión  de  1.°  de  se- 
tiembre del  mismo  año. 

Sin  embargo^  en  sesión  de  13  de  julio  de  1866  resolvió 
lo  contrario,  malamente  ajuicio  nuestro,  accediendo  a  la 
solicitud  de  doña  Jesús  Muent,.  por  su  esposo  don  Satur- 
nino Duozorroza. 

En  sesión  de  2  del  mismo  mes  i  añOj-  ocupándose  d& 
las.  solicitudes  de  los  apoderados  de  varios  españoles 
ausentes,  que  solicitaban  para  éstos  ciudadanía  por  * 
gracia,  se  discutió  en  el  Seriado  si  era  admisible  la  re- 
presentación  en  esta  clase  de  asuntos.  El  señor  don;  Mi- 
guel María  Giiemes  sostuvo,  como  sostenemos  nosotros,, 
la  negativa,  i  en  este  sentido  formuló  indicación.  Mas  el 
Senado,  al  rechazar  esta  en  la  referida  sesión  de  2  de  ju- 
lio de  1866,  por  once  votos  contra  tres,  decidió  implíci- 
tamente lo  contrario.. 
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Los  precedentes,  como  se  ve,  son  contradictorios. 


o 
o  0 


Inciso  4.° 

¿La  concesión  de  la  ciudadanía  por*  gracia  presupone 
servicios  prestados  al  pais? 

El  señor  don  Santiago  Prado  sostuvo  que  sí  en  sesión 
de  la  Cámara  de  Diputados  de  26  de  julio  de  1866.  Los 
señores  don  Jovino  Novoa,  don  Francisco  Vargas  Fon- 
tecilla  i  don  Alejandro  Reyes  defendieron  la  opinión 
contraria  en  sesión  de  4  de  setiembre  del  mismo  año,  i 
esta  manera  de  ver  es  la  que  prevaleció,  como  se  mani- 
fiesta por  las  leyes  de  4  de  agosto  i  de  5  de  octubre  de 
1866,  la  primera  de  las  cuales  concedió  gracia  especial 
de  naturalización  a  los  quince  españoles  que  menciona,  i 
la  segunda  al  subdito  español  don  Lorenzo  A.  Gorosti* 

Todas  esas  concesiones  hechas  por  ambas  Cámaras  en 
la  sesión  de  1866,  son,  a  juicio  nuestro,  inconstituciona- 
les. Pensamos  como  el  señor  Prado,  porque  si  el  Con- 
greso pudiera  conceder  ciudadanía  por  gracia  sin  restric- 
ciones de  ninguna  especie,  como  lo  sostuvo  también  el 
señor  don  Manuel  Camilo  Vial  en  sesión  del  Senado  de 
14  de  junio  de  1867,  en  tal  caso  no  se  comprendería  a 
qué  conducirían  las  restricciones  que  impone  al  estran- 
jero  el  inciso  3.°  do  este  mismo  artículo-  Prácticamente 
quedarían  burladas  i  por  completo. 

Mas  todavía.  Obrando  como  se  ha  obrado,  se  viola  el 
inciso  10.°  del  art.  37,  según  el  cual  la  lei  no  puede  de- 
cretar honores  sino  a  los  grandes  servicios,  i  nosotros  no 
concebimos  que  pueda  dispensarse  a  un  estranjero  ho- 
nor mas  alto  que  el  de  declararle  ciudadano,  concedién- 
dole lo  que  publicistas  i  lejislaciones  modernas  llaman 
gran  naturalización. 
'    A  pesar  de  que  el  Senado  resolvió  la  duda  en  un  sen- 
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tido  contrario  a  nuestra  manera  de  ver,  en  varias  oca- 
siones en  1866  (sesiones  de  18  de  junio,  de  11  i  18  do 
julio),  notamos  que  los  señores  ministros  don  Alvaro 
Covarrúbias  i  don  Federico  Errázuriz  se  inclinaron  a 
pensar  como  nosotros  en  la  referida  sesión  de  14  de  ju- 
nio de  1867,  separándose  de  la  opinión  del  señor  Vial 
(don  Manuel  Camilo). 

Los  señores  don  Tomas  Gallo  Govenechea,  don  Ma- 
miel  Antonio  Matta,  don  Ricardo  Claro  i  don  Manuel 
Rccabárren,  firmantes  de  la  moción  presentada  a  la  Cá- 
mara de  Diputados  en  sesión  de  23  de  octubre  de  18Í56, 
con  el  objeto  de  conceder  ciudadanía  por  gracia  a  todos 
los  ciudadanos  de  las  repúblicas  americanas,,  de  oríjen 
español,  que  pisaran  nuestro  territorio,  han  manifestada 
su  opinión  en  un  sentido  conforme  a  la  teoría  aceptada 
por  las  dos  leyes  arriba  citadas. 


Las  resoluciones  del  Congreso  que  conceden  la  ciuda- 
danía por  gracia,  son  de  su  esdusiva  competencia,  i  na 
materias  de'Iei.  En  consecuencia,  una  vez  comunicadas 
tales  resoluciones  al  Presidente  de  la  República,  la  in- 
tervención de  este  funcionario  debe  limitarse  a  hacerlas 
ejecutar,  despachando  al  efecto  la  correspondiente  carta. 
La  práctica  incorrecta,  que  hasta  ahora  se  ha  observa- 
do, de  proceder  respecto  de  esta  clase  de  resoluciones- 
como  si  se  tratara  de  un  proyecto  da  lei,  carece  de  base, 
porque  el  Presidente  no  tiene  para  qué  sancionar  aque- 
llo que  no  puede  modificar  ni  reprobar. 

Idéntica  observación  nos  sujiere  la  práctica  inconsti- 
tucional de  sancionar  i  promulgar  como  leyes  las  reso- 
luciones que  el  Congreso  dicta  aprobando  o  reprobando 
las  cuentas  de  inversión  que  anualmente  debo  presen- 
tarle el  Gobierno  (art.  36,  parte  Ia). 
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r  o 


Art.  7. 

«.A  la  Municipalidad  del  departamento  de  la  residencia 
de  los  individuos  que  no  hayan  nacido  en  Chile,  corresponde 
declarar  si  están  o  no  en  el  cuso  de  obtener  naturalización 
ron  arreglo  al  inciso  3.°  del  artículo  anterior.  En  vista  de  la 
declaración  favorable  de  la  Municipalidad  respectiva,  el 
1 } residente  de  la  li e-pública  espedirá  la  correspondiente  car- 
ia de  naturaleza.* 

Este  artículo  ha  sido  reformado.  Comparando  la  re- 
dacción nueva  con  la  antigua,  se  observa  que  se  ha  con- 
cedido a  la  Municipalidad  de  la  residencia  de  los  indivi- 
duos que  no  hayan  nacido  en  Chile,  la  atribución,  que 
antes  correspondía  al  Senado,  de  declarar  si  están  o  no 
en  til  caso  de  obtener  naturalización  con  arreglo  al  inciso 
3.°  del  art.  anterior.  Con  la  agregación  de  las  palabras 
que  escribimos  en  bastardilla,  se  ha  resuelto  la  cuestión 
a  que  llamamos  la  atención  al  ocuparnos  del  inciso  2.° 
del  art.  6.*  La  declaración  de  la  Municipalidad  es  nece- 
saria únicamente  cuando  se  trata  de  la  ciudadanía  por 
domicilio. 


o 
o  o 


En  sesión  de  23  de  agosto  de  1848,  después  de  lin- 
dábate sostenido  por  los  señores  don  Juan  de  Dios  Vial 
del  Rio  i  don  Andrés  Bello,  el  Senado  resolvió,  por  7 
votos  contra  4,  que  no  se  hallaba  en  el  caso  de  hacer  la 
declaración  previa  prescrita  por  el  art.  7.°  de  la  Consti- 
tución, por  estar  sufriendo  una  pena  infamatoria  la  per- 
sona que  solicitaba  carta  de  naturaleza.  Prevaleció  la 
opinión  del  señor  Vial  sobre  la  del  señor  Bello;  i  noso- 
tros pensamos  que  con  razón,  porque  la  declaración  pré- 
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via  que  antes  correspondía  al  Sonado  i  hoi  a  la  Munici- 
palidad respectiva,  debe  tener  algún  objeto,  i  este  no 
puede  ser  otro  que  el  de  cerciorarse  no  solo  de  que  el 
solicitante  se  encuentra  en  el  caso  previsto  en  el  inciso 
3.°  del  art.  6.°,  sino  también  de  que  no  le  comprenden 
las  inhabilidades  que  establece  el  art.  XI, 


o 
o  o 


En  sesión  de  11  de  diciembre  de  1848  el  Senado  r0~ 
solvió  por  unanimidad,  que,  durante  las  sesiones  estraoS 
diñarías  del  Congreso,  podía  despachar  «las  solicitudes 
de  los  particulares  que  pidieran  la  declaratoria  de  que 
habla  el  art,  7.°  de  la  Constitución.» 

Abt.  8.° 

a  Son  ciudadanos  activos  con  derecho  de  sufrajio— -los  chi- 
lenos que  habiendo  cumplido  veinticinco  años,  si  son  solte- 
ros, i  veintiuno,  si  son  casados,  i  sabiendo  leer  i  escribir 
tengan  alguno  de  los  siguientes  requisitos. 

al?  Una  propiedad  inmoble,  o  un  capital  invertido  en 
alguna  especie  de  jiro  o  industria.  El  valor  de  la  propiedad 
inmoble,  o  del  capital,  se  fijará  para  cada  provincia  de  diez 
en  diez  años  por  una  lei  especial. 

<í2.°  El  ejercicio  de  ana  industria  o  arte,  o  el  goce  de  un 
empleo,  renta  o  usufructo,  cuyos  emolumentos  o  productos 
guarden  proporción  con  la  propiedad  inmoble,  o  capital  de 
que  se  habla  en  el  número  anteriora 

Este  artículo  considera  el  sufrajio  como  un  derecho. 
Nosotros  creemos  que  el  sufrajio  es  un  cargo  público,  i 
que  los  individuos  que  deben  ejercerlo  son  verdaderos 
mandatarios  de  la  nación  para  el  efecto  de  elejir  las  au- 
toridades en  quienes  ésta  delega  el  ejercicio  de  su  sobe- 
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ranía.  Nos  referimos  a  Stuart  Mili  en  cuanto  a  la  espo- 
sicion  de  las  razones  que  sirven  de  apoyo  a  nuestra  opi- 
nión. 

Considerando  el  sufrajio  como  un  cargo  público,  se 
concibe  la  necesidad  de  fijar  para  su  ejercicio  condicio- 
nes que  lo  restrinjan  en  mayor  o  menor  grado.  Esas 
condiciones  son  las  de  capacidad,  intelijencia  e  indepen- 
dencia de  los  sufragantes,  cuyo  conjunto  forma  el  poder 
electoral.  No  concebiríamos  que  aquellas  condiciones  se 
exijieran  siempre  para  el  ejercicio  de  la  autoridad  lejis- 
lativa,  ejecutiva  o  judicial,  i  que  no  se  requirieran  para 
el  de  la  autoridad  electoral,  que  no  es  ciertamente  me- 
nos importante,  por  mas  que  se  la  vea  funcionar  solo  de 
tiempo  en  tiempo  i  en  períodos  determinados. 


o 


¿La  lei  que  debe  dictarse  de  diez  en  diez  años  para 
cada  provincia,  fijando  el  valor  de  la  propiedad,  del  capi- 
tal, de  la  renta  etc.  requeridos  antes  para  calificarse,  puede 
dictarse  en  un  plazo  mas  corto? — El  señor  Varas  (don 
Antonio)  sostuvo  que  sí,  en  sesión  de  la  Cámara  de  Di- 
putados de  16  de  octubre  de  1854,  i  así  lo  resolvió  la  Cá- 
mara aprobando,  por  26  votos  contra  3,  el  proyecto  que 
ee  discutía. 

Nosotros  pensamos  que,  para  dictar  la  lei  decenal  a 
que  nos  referimos,  no  es  menester  aguardar  la  espiración 
del  decenio  anterior;  pero  creemos,  con  el  simpático  i 
eminente  estadista  señor  don  Manuel  Antonio  Tocornal 
i  Grez,  que  la  nueva  lei  decenal  no  puede  principiar  a  re- 
Jtr  sino  a  la  terminación  del  decenio  comprendido  en  la 
lei  anterior.  Esto  nos  parece  evidente. 


o 
o  o 


En  sesión  de  la  Cámara  de  Diputados  de  17  de  octubre 
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de  1857,  los  señores  don  Antonio  Varas  i  don  Santiago 
Prado  sostuvieron  que  la  lei  no  podía  escluir  del  derecho 
de  sufrajio  a  aquellos  que  no  cscluye  cspresamente  la 
Constitución.  Igual  opinión  sostuvo  el  señor  Varas  en 
sesión  de  la  misma  Cámara  de  27  de  octubre  de  aquel 
año. 

Su  manera  de  ver  nos  parece  correctaj  por  mas  que 
en  la  práctica  haya  prevalecido  la  opinión  contraria., 
puesto  que  tanto  la  actual  como  las  anteriores  leyes  do 
elecciones  que  han  rejido  desde  1833  hasta  hoi,  han 
escluido  del  sufrajio  a  individuos  (pie  no  lo  están  eapre- 
mmente  por  la  Constitución. 


O    O 


En  sesiones  de  la  Cámara  de  Diputados  de  28  de  julio 
i  1.°  de  agosto  de  1868,  los  señores  don  Francisco  Vargas 
Fontecilla  i  don  Alejandro  Reyes  (entonces  ministros  de 
Estado)  sostuvieron  que  sería  inconstitucional  una  lei 
que  presumiera  que  quien  sabe  leer  i  escribir  correcta- 
mente, goza  de  la  renta  necesaria  para  calificarse,  salvo 
reclamación  i  prueba  en  contrario.  Los  señores  diputados 
don  Antoqio  Varas  i  don  Domingo  Santa-María  defendie- 
ron la  tesis  contraria,  i  aunque  entonces  no  triunfó  la 
opinión  de  estos  últimos,  la  lei  de  elecciones  de  12  de 
noviembre  de  1874  la  ha  aceptado  en  el  último  inciso  de 
su  artículo  16,  i  la  ha  aceptado  también  la  lei  decenal  dic- 
tada esc  mismo  año,  con  la  especial  circunstancia  de  que 
la  presunción  que,  con  el  carácter  de  simplemente  legal, 
no  se  admitió  en  1868,  rije  hoi  en  las  leyes  citadas  como 
presunción  de  derecho. 

Nos  parece  que  la  lei  de  1874  ha  obrado  constitucio- 
nalmcute  al  establecer  la  presunción  a  que  acabamos  de 
aludir,  porque  ella  pudo  fijar  como  valor  de  la  renta  la  suma 
de  dos  pesos,  en  lugar  de  la  de  doscientos  pesos  anuales 
pava  ciertas  provincias.  La  lei  puede,  con  tal  que  se  dicte 
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de  diez  en  diez  años,  asignar  a  la  propiedad,  al  capital, 
a  la  renta  requerida  para  la  ciudadanía  en  ejercicio,  el 
valar  que  quiera:  el  de  un  peso  como  el  de  diez  mil. 

Por  otra  parte,  es  un  hecho  (pie  quien  sabe  en  Chile 
leer  i  escribir,  tiene  de  ordinario  la  renta  requerida  para 
calificarse.  La  presunción  de  la  lei  acepta  lo  que  jeneral- 
mente  sucede,  i  aunque  la  regla  puede,  sin  duda,  tener 
escepciones  bien  raras,  evita  los  innumerables  abusos  a 
que  constantemente  daba  lugar  el  sistema  que  rijió  hasta 
noviembre  de  1874. 

Nosotros  tuvimos  el  honor  de  apoyar  el  último  inciso 
del  artículo  16  de  la  lei  de  elecciones  vijente,  cuando  se 
discutió  por  última  vez  en  la  Cámara  de  Diputados  en 
octubre  de  1874,  i  las  razones  de  nuestro  voto  fueron  las 
que  acabamos  de  espresar. 


o  o 


En  las  calificaciones  de  noviembre  de  1875  ha  ocurrido 
mas  'de  una  vez  el  caso  de  solicitar  su  inscripción  en  el 
respectivo  rejistro  mujeres  i  eclesiásticos  regulares.  ¿Esta- 
ban éstos  i  aquéllas  en  su  derecho  al  pretenderlo? 

En  cuanto  a  las  mujeres,  aunque  es  verdad  que  la  Cons- 
titución no  las  escluye  literal  i  terminantemente  del 
sufrajio,  porque  indudablemente  nadie  supuso  en  1833 
que  pudiera  sostenerse  la  afirmativa,  nosotros  creemos 
que  no  deben  ser  calificadas,  como  creemos  que  una 
mujer  no  podría  ser  elejida  Senador,  Diputado,  Presi- 
dente de  la  República,  Ministro  del  despacho,  etc.,  etc. — 
La  verdad  es  que,  con  escepcion  de  ciertos  empleos, 
como  los  de  preceptoras,  telegrafistas,  etc.,  que  no  son 
cargos  políticos,  la  mujer  ha  estado  siempre  escluida  de 
toda  participación  en  la  organización  i  en  el  ejercicio  de 
los  poderes  públicos.  Esa  esclusion,  aunque  la  Carta 
Fundamental  no  la  haya  escrito  en  tipo  visible,  proviene 

de  razones  de  un  orden  superior:  del  que  Dios  estableció 

c 
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al  atribuir  a  la  mujer  en  la  sociedad,  i  sobre  todo  en  la 
familia,  una  serie  de  deberes  verdaderamente  incompati- 
bles con  el  ejercicio  activo  de  la  ciudadanía  en  toda  su 
estension. 

Llamados  a  resolver  el  caso  prácticamente, '  nosotros 
nos  negaríamos  a  calificar  mujeres. 


o 

o  o 


Respecto  a  los  eclesiásticos  regulares,  resolvemos  la 
cuestión  en  sentido  contrario.  Prescindiendo  de  la  cues- 
tión de'  conveniencia,  i  concretándonos  al  terreno  del 
derecho  meramente  positivo,  pensamos  que  los  regulares 
tienen  derecho  a  ser  calificados,  si  reúnen  las  condiciones 
que  exije  el  presente  artículo. 

De  nada  sirve  argüir  en  contra  con  la  razón  de  que  no 
pueden  tener  renta,  porque  la  lei  los  reputa  civilmente 
muertos:  1.°  porque  hoi  se  presume  de  derecho  que  tiene 
la  renta  el  que  sabe  leer  i  escribir,  sin  escepcion  alguna; 
2.°  porque  la  muerte  civil  es  una  ficción  del  derecho  pri- 
vado, i,  como  tal,  no  produce  la  muerte  política,  ni  puede 
invocarse  tratándose  de  cuestiones  que  se  rijen  por  el 
derecho  público;  i  3.°  porque  si  los  eclesiásticos  regulares 
no  pudieran  calificarse,  es  claro  que  jamas  podrían  ser 
ciudadanos  en  ejercicio,  i  forzosamente  carecerían  siempre 
de  la  primera  de  las  condiciones  que,  para  poder  ser  elejido 
Diputado,  exije  el  art.  21  de  la  Constitución.  Si  esto 
fuera  así,  i  si  jamas  pudieran  gozar  de  renta  alguna  para 
los  efectos  políticos,  careciendo  también  siempre  de  la 
segunda  de  las  condiciones  que  ese  artículo  señala,  ¿qué 
objeto,  preguntamos,  tendría  el  artículo  23  en  la  parte 
que  dispone  que  no  pueden  ser  elejidos  diputados  los  ecle- 
siásticos regulares'?  ¿Para  qué  escluir  en  el  art.  23  a  indi- 
viduos que  eran  inhábiles  para  el  cargo,  por  carecer  de 
las  condiciones  señaladas  en  el  art.  21?  Luego,  esta  pro- 
hibición manifiesta  claramente  que  la  Constitución  admi- 


/ 
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tío  que  un  eclesiástico  regular,  como  ha  sucedido  mas  de 
una  vez  en  la  práctica,  puede  calificarse  i  ejercer  el  de- 
recho de  6ufrajio. 

Art.  9.° 

<t  Nadie  podrá  gozar  del  derecho  de  sufrajio  sin  estar  ins- 
crito en  el  rejistro  de  electores  de  la  Municipalidad  a  que 
pertenezca,  i  sin  tener  en  su  poder  el  boleto  de  calificación 
tres  meses  antes  de  las  elecciones.  )> 

De  las  disposiciones  de  este  artículo  ño  se  deduce,  en 
manera  alguna,  como  lo  sostuvo  el  señor  don  Alejandro 
Reyes  en  sesión  de  la  Cámara  de  Diputados  de  23  de 
junio  de  1868,  al  discutirse  en  jeneral  la  reforma  de  la 
lei  de  elecciones,  que  el  rejistro  de  electores  debe  ser 
formado  por  la  Municipalidad  misma  o  por  delegados  de 
ésta.  Lo  único  que  se  deduce,  i  así  lo  ha  resuelto  la  ac- 
tual lei  de  elecciones,  es  que  cada  municipio  debe  tener 
su  rejistro  de  electores,  i  nada  mas.  La  manera  de  for- 
marlo depende  de  la  lei,  i  solo  de  esta. 


o 
o  o 


En  sesión  de  la  Cámara  de  Senadores  de  14  de  julio 
de  1869,  el  señor  don  Manuel  Camilo  Vial,  oponiéndose 
a  una  indicación  del  señor  don  Francisco  de  Borja  Solar, 
sostuvo  que  la  posesión  del  boleto  de  calificación  en  los 
tres  meses  anteriores  a  las  elecciones,  que  este  artículo 
exije,  no  es  una  mera  fórmula,  sino  que  debe  mediar  ese 
término  entre  la  fecha  en  que  la  calificación  no  puede  ya 
ser  objetada  i  la  elección  en  que  se  presenta  a  sufragar 
el  calificado. 

Nosotros  pensamos  que  indudablemente  debe  mediar 
un  término  entre  una  i  otra  de  esas  dos  fechas,  porque 
es  menester  que,  llegado  el  momento  de  las  votaciones, 
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se  sepa  siquiera  quiénes  tienen  derecho  para  sufragar 
en  ellas. 

La  Constitución,  que  descendió  en  este  artículo  a  de- 
talles reglamentarios  propios  de  la  acción  meramente 
lcjislativa,  concibió  la  necesidad  de  aquel  plazo  i  esta- 
bleció que  sería  de  tres  meses.  ¿Por  qué  de  tres  meses  i  no 
de  uno  solo?  preguntamos  nosotros.  I  lo  preguntamos 
con  tanto  mayor  razón,  cuanto  que,  suprimidas  hoi  por 
la  lei  de  12  de  noviembre  de  1874,  las  mesas  revisoras, 
i  siendo,  por  lo  tanto,  inapelables  las  decisiones  de  las 
juntas  calificadoras,  no  divisamos  la  razón  que  pudie- 
ra alegarse  para  sostener  que,  una  vez  cerrados  defi- 
nitivamente los  rejistros  electorales  el  15  de  noviem- 
bre, habría  de  carecer  del  derecho  de  sufragar  en  una 
elección  estraordinaria,  que  tuviera  lugar,  por  ejemplo, 
el  1.°  de  enero  inmediatamente  posterior,  el  ciudadano 
(pie  en  aquella  fecha  había  ya  obtenido  un  boleto  que 
nadie  puede  impugnar. 

Con  relación  a  este  artículo,  pronunciamos  en  la  Cá- 
mara de  Diputados,  en  sesión  de  10  de  enero  de  1877, 
e\  discurso  que  figura  entre  los  anexos  con  el  num.  5. 

Art.  10 

<üSe  suspende  la  calidad  de  ciudadano  activo  con  derecho 
de  sufrajio: 

<(í.°  Por  ineptitud  física  o  moral  que  impida  obrar  libre 
i  reflexivamente. 

<í2.°  Por  la  condición  da  sirviente  doméstico. 

<c4.°  Por  hallarse  procesado  como  reo  de  delito  que  me- 
rezca  pena  aflictiva  o  infamantes 

» 

En  los  párrafos  o.°  i  G.°  de  nuestras  observaciones  re- 
ferentes al  art.  8.°  hemos  recordado  la  opinión  de  los  se- 
ñores Varas,  don  Antonio,  i  Prado,  don  Santiago,  en 


ARTÍCULO    10  37 

cuanto  a  la  cuestión  do  si  sería  constitucional  una  lei  quo 
escl uvera  del  derecho  de  suf rujio  a  personas  que  no  es- 
eluyere  la  Constitución. 

Agregaremos,  a  propósito  de  la  misma  cuestión,  que, 
ajuicio  del  señor  don  Manuel  Montt,  en  carta  dirijida  al 
señor  don  Jerónimo  Urmenetael  8  de  setiembre  de  1857 
(Araucano  num.  1,857),  una  lei  no  puede  establecer  otras 
causas  de  pérdida  o  suspensión  de  la  ciudadanía  que  las 
enumeradas  en  éste  i  en  el  artículo  siguiente.  Esta  mis- 
ma opinión  sostuvo  el  señor  don  Pedro  Pablo  Olea  en 
sesión  de  la  Cámara  de  Diputados  de  9  de  julio  de  1808, 
i  el  señor  don  Francisco  Vargas  Fontecilla  (Ministro  del 
Interior)  en  sesión  de  6  de  agosto  siguiente.  Los  seño- 
res don  Federico  Errázuriz  (Ministro  de  la  Guerra.)  i  don 
Domingo  Santamaría  combatieron,  en  la  última  de  las 
sesiones  citadas,  aquella  manera  de  ver,  sosteniendo  (pie 
era  constitucional  el  artículo  del  provecto  de  lei  electo- 
ral que  escluia  del  derecho  de  sufra jio  a  los  soldados  i 
clases  del  ejército,  de  la  armada  i  de  la  policía. 

En  este  último  sentido  se  resolvió  la  cuestión  en  la  lei 
de  rejistros  de  1809  i  así  la  lia  resuelto  nuevamente  la 
lei  de  elecciones  de  12  de  noviembre  de  1874. 


o 
o  o 


A  juicio  nuestro,  carece  de  fundamento  la  disposición 
contenida  en  el  inciso  2.°  de  este  artículo.  No  es  cierto 
que  los  sirvientes  domésticos,  si  reúnen  las  condiciones 
requeridas  para  calificarse  por  el  art.  8.°,  carezcan  de  la 
independencia  necesaria  para  sufragar,  ni  que  se  en- 
cuentren en  condición  tal  que  lisian  de  votar  solo  en  el 
sentido  que  les  fuere  indicado  por  sus  patrones.  Si  algo 
de  esto  podia  temerse  en  1833,  cuando  la  abolición  de  la 
esclavitud  era  todavía  de  fecha  reciente,  nos  parece  quo 
hoi  las  cosas  han  cambiado  por  completo,  i  que  no  exis- 
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te  fundamento  alguno  que  aconseje  conservar  en  la  Cons- 
titución el  inciso  2.°  de  su  art.  10. 


o 

*    0 


El  inciso  3.°  de  este  artículo  fué  suprimido  por  la  leí 
de  reforma  de  13  de  agosto  de  1874.  No  habia,  en  rea-* 
lidad,  motivo  alguno  para  suspender  la  ciudadanía  acti- 
va con  derecho  de  sufrajio  al  deudor  fiscal  moroso. 


o 

a  * 


En  cuanto  al  inciso  4.°  solo  tenemos,  que  observar:  1.°' 
que,  a  virtud  de  lo  dispuesto  en  el  art.  2.°  de  la  lei  elec- 
toral de  12  de  noviembre  de  1874,  la  circunstancia  de 
encontrarse  procesado  un  individuo  por  delito  que  me- 
rezca pena  aflictiva,  no  suspende  la  calidad  de  ciudada- 
no activo  con  derecho  de  sufrajio,  sino  solamente  cuan- 
do fuere  común  dicho  delito;  i  2.°  que,  según  el  Código 
Penal,  promulgado  en  la  misma  fecha  que  acabamos  der 
indicar,  no  existen  en  Chile  penas  infamantes* 

Art.  11 

«  Se  pierde  la  ciudadanía: 

«jf.°  Por  condena  apena  aflictiva  o  infamante. 

*2<°  Por  quiebra  fraudulenta. 

a3.°  Por  naturalización  en  pais  estranjero. 

&4.°  Por  admitir  empleos,  funciones,  distinciones  o  pen- 
dones de  un  Gobierno  estranjero  sin  especial  permiso  del 
Congreso, 

a  Los  que  por  una  de  las  causas  mencionadas  en  este  ar- 
ticulo  hubieren  perdido  la  calidad  de  ciudadanos,  podrán 
impetrar  rehabilitación  del  Senado.» 

En  cuanto  al  inciso  1.°  de  este  artículo  reproducimos 
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las  dos  observaciones  hechas  con  relación  al  cuarto  del 
precedente. 


o 

o  o 


La  disposición  contenida  en  el  inciso  4.°  nos  parece 
completamente  infundada  i  aun  bárbara  en  muchos  ca- 
sos. Si  la  aceptación  de  empleos,  funciones,  distinciones 
o  pensiones  de  un  Gobierno  estranjero  entraña  la  pérdi- 
da de  la  ciudadanía  cuando  tiene  lugar  sin  especial  per- 
miso del  Congreso,  ¿porqué  no  habría  de  producir  el 
mismo  efecto  cuando  interviene  ese  permiso?  ¿Porqué 
es  lícito  en  un  caso  lo  que  deja  do  serlo  en  otro?  ¿Por 
qué  Chile  repudia  del  gremio  de  sus  ciudadanos  a  aquel 
que  ha  merecido  distinciones  de  un  Gobierno  estranjero, 
distinciones  que  honran  a  Chile  mismo? 

Pero  no  es  esto  solo.  Al  chileno  que  reside  fuera  de 
su  pais  se  le  impide  admitir  empleos  o  funciones  de  un 
Gobierno  estranjero,  cuando  ejerciéndolos  puede,  no  solo 
servir  a  la  humanidad,  difundiendo,  por  ejemplo,  conoci- 
mientos útiles,  sino  proporcionarse  honradamente  el  sus- 
tento que  necesita  para  sí  mismo  i  para  su  familia.  Se 
le  impide  ser  en  territorio  estranjero  profesor  de  esta- 
blecimientos públicos;  es  decir,  que  nosotros  prohibimos 
a  nuestros  compatriotas  hacer  lo  que  diaria  i  constante- 
mente hemos  solicitado  i  solicitamos  de  los  estranjeros 
que  han  contribuido  directamente  a  la  difusión  de  cono- 
cimientos útiles  en  nuestro  propio  pais. 

Prohibiciones  semejantes  no  descansan  en  fundamento 
serio;  ni  hai  motivo  para  suponer  que  la  aceptación  d© 
distinciones  o  empleos  de  un  Gobierno  estranjero,  haga 
perder  al  chileno  sus  sentimientos  ^e  tal,  como  no  lo  ha- 
bía antes  para  imponerle  la  pérdida  de  la  ciudadanía  por 
el  solo  hecho  de  haber  residido  mas  de  diez  años  en 
pais  estranjero  sin  permiso  del  Presidente  de  la  Repú- 
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blica,  según  lo  disponía  el  inciso  5.°,  suprimido  por  la 
leí  de  reforma  de  13  de  agosto  de  1874. 


o 
o  o 


Este  artículo  establece  que  se  pierde  la  ciudadanía,  \\o 
simplemente  la  condición  de  ciudadano  activo  con  derecho 
de  sufrajio,  por  los  cuatro  motivos  que  en  él  se  enumeran- 
Se  pierde  por  consiguiente,  la  ciudadanía  pasiva,  o  sea  la 
calidad  de  chileno.  Esto  se  deduce  de  la  redacción  del 
epígrafe,  que  no  distingue,  i  del  inciso  3.°  que  incluye 
«la  naturalización  en  pais  estranjero)),  entre  las  causas 
que  producen  aquella  pérdida.  Es  obvio  que  el  que  se 
hace  francés  deja  de  ser  chileno  para  los  efectos  legales- 

Según  esto,  el  chileno  que  acepta  un  empleo  de  un 
Gobierno  estranjero,  sin  especial  permiso  del  Congreso, 
pierde  la  ciudadanía,  sin  limitación  alguna;  deja  de  ser 
chileno  para  la  lei,  i  carece,  por  consiguiente,  del  dere- 
cho de  pedir  la  protección  de  nuestra  bandera,  si  fuero 
víctima  de  algún  atropello  injustificable.  ¡Bárbara  pena 
impuesta  al  que  acepta  un  empleo  para  vivir  honrada- 
mente! 

Sabido  es  que,  en  época  reciente,  un  joven  chileno  so 
enroló  en  el  ejército  boliviano,  siendo  el  Jeneral  Melga- 
rejo Presidente  de  la  vecina  República.  Aquel  joven  fué 
asesinado  alevosamente  por  persona  notable  en  medio 
de  un  banquete  tenido  en  la  Paz.  La  familia  trató  de 
iniciar  reclamación  a  causa  de  hecho  tan  escandaloso. 
Nuestra  cancillería  se  negó  a  atenderla,  sosteniendo  quo 
aquel  desdichado  había  dejado  de  ser  chileno  por  el  he- 
cho solo  de  haberse  enrolado  en  el  ejército  de  Bolivia, 
sin  especial  permiso  de  nuestro  Congreso. 

La  letra  de  la  Carta  apoya  esta  decisión  de  nuestro 
Gobierno. 


o 
o  o 
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El  último  párrafo  de  este  artíc  ulo  establece  que  el  qué 
hubiere  perdido  la  calidad  de  ciudadano  por  alguna  de 
las  causas  que  en  él  se  mencionan^  podra  impetrar  reha-* 
bilitacion  del  Seriado. 

Nos  parece  que  no  liai  lójica  en  la  Constitución  al 
atribuir  esa  facultad  al  Senado  solamente.  Debió  confe- 
rirla ál  Congreso,  ya  que  es  el  permiso  de  este  el  que, 
según  él  inciso  4.°,  se  requiere  para  que  la  admisión  de 
(empleos;  funciones,  distinciones  o  pensiones  de  un  Go- 
bierno éstranjero,  no  traiga  pdf  consecuencia  la  pérdida 
de  la  ciudadanía.  La  intervención  que  la  Cámara  de  Dipu- 
tados debe  tener  en  la  concesión  dé  aquel  permiso,  pue- 
de burlarse  por  completo  con  la  facultad  otorgada  al  Se- 
nado en  la  parte  final  de  este  artículo. 

Nada  mas  fácil.  Sabedor  el  interesado  de  qué  la  Cá- 
mara de  Diputados  no  le  otorgará  permiso  para  aceptar 
tina  condecoración  estranjera,  por  efecto  de  un  sistema 
de  conducta  que  de  antemano  se  ha  trazado,  i  que  el  Se- 
nado lío  acepta  esa  manera  de  ver;  admite  la  distinción 
sin  permiso  alguno,  i  en  seguida  pide  rehabilitación  al 
Senado.  Si  este  cuerpo  la  otorgara,  como  podría  hacerlo, 
es  evidente  que  la  participación  que  la  Cámara  de  Dipu- 
tados debe  tener  en  estos  asuntos  se  habría  convertido 
en  una  ilusión; 

Verdad  es  que  ho  es  probable  que  el  Senado  otorgara 
rehabilitación  a  un  individuo  que  procediera  como  aca- 
bamos de  indicarlo;  peto  es  indudable  que,  concediéndo- 
la, obraría  dentro  de  sus  atribuciones,  puesto  que  la  Cartii 
ho  limita  en  ningún  sentido  el  ejercicio  de  esta  facultad.- 


.-^ 


CAPÍTULO  V 

Derecho  público  de  Chile 

Art.  12 

aLa   Constitución  asegura  a  todos  los  habitantes  de  la 
República — 

<il.0  La  igualdad  ante  la  lei.  En  Chile  no  hai  clase  pri- 
vilejiada. 

&2.°  La  admisión  a  todos  los  empleos  i  funciones  públi- 
cas^ sin  otras  condiciones  que  las  que  impongan  las  leyes. 
.  a3.°  La  igual  repartición  de  los  impuestos  i  contribucio- 
nes a  proporción  de  los  haberes,  i  la  igual  repartición  de 
las  demás  cargas  públicas.  Una  léi  particular  determinará 
el  método  de  reclutas  i  reemplazos  para  las  fuerzas  de  mar 
i  tierra. 

<l4.°  La  libertad  de  permanecer  en  cualquier  punto  de  la 
Repúblicar  trasladarse  de  uno  a  otro,  o  salir  de  su  territo- 
rio, guardándose  los  reglamentos  de  policía,  i  salvo  siempre 
el  perjuicio  de  tercero;  sin  que  nadie  pueda  ser  preso,  dete- 
nido o  desterrado,  sino  en  lajorma  determinada  por  las  le- 
yes. 

«5.°  La  inviolabilidad  de  todas  las  propiedades,  sin  dis- 
tinción de  las  que  pertenezcan  a  particulares  o  comunida- 
des, i  sin  que  nadie  pueda  ser  privado  de  la  de  su  dominio, 
ni  de  una  parte  de  ella  por  pequeña  que  sea,  o  del  derecho 


i 
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que  a  ella  tuviere,  sino  en  virtud  de  sentencia  judicial;  saU 
vo  el  caso  en  que  la  utilidad  del  Estado  calificada  por  una 
leí,  exija  el  uso  o  enajenación  de  alguna;  lo  que  tendrá  lu- 
gar dándose  previamente  al  dueño  la  indemnización  que  se 
ajustare  con  él,  o  se  avaluare  ajuicio  de  hombres  buenos. 

a6*  El  derecho  de  reunirse  sin  permiso  previo  i  sin  ar- 
mas. 

aLas  reuniones  que  se  tengan  en  las  plazas,  calles  i  otros 
lugares  de  uso  público,  serán  siempre  rejidas  por  las  dispo- 
siciones de  policía. 

<lEI  derecho  de  asociarse  sin  permiso  previo. 

&EI  derecJio  de  presentar  peticiones  a  la  autoridad  cons- 
tituida sobre  cualquier  asunto  de  interés  público  o  privado, 
no  tiene  otra  limitación  que  ta  de  proceder  en  su  ejercicio  en 
términos  respetuosos  i  convenientes. 

aLa  libertad  de  enseñanza, 

a  7.°  La  libertad  de  publicar  stis  opiniones  por  ta  impren- 
ta^ sin  censura  previa,  i  el  derecho  de  no  poder  ser  conde- 
nado por  el  abuso  de  esta  libertad,  sino  en  virtud  de  un  jui- 
cio en  que  se  califique  previamente  el  abuso  por  jurados,  i  se 
siga  i  sentencie  la  causa  con  arreglo  a  la  lei.y> 


O   0 


El  epígrafe  que  encabeza  este  artículo  importantísimo, 
es  evidentemente  impropio.  El  derecho  público  interno  de 
Chile  lo  forman  no  solo  las  disposiciones  que  este  artí- 
culo contiene,  sino  todas  las  que  comprenden  la  Consti- 
tución entera,  el  derecho  administrativo  i  el  derecho 
peiial.  La  Constitución  misma  consagra  su  capítulo  déci- 
mo, aparte  del  quinto  que  examinamos,  a  la  misma  mate- 
ria de  que  éste  se  ocupa:  a  asegurar  los  derechos  indivi- 
duales. 

Todas  o  la  mayor  parte  de  las  Constituciones  vijentes 
consagran  disposiciones  especiales  tendentes  a  asegurar 
el   ejercicio   de   esos   derechos,  principiando,   como   lo 
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han  hecho  algunas  en  Francia,  por  una  declaración  de 
los  derechos  del  lumbre,  o  destinando  artículos  o  capí- 
.  tulos  a  las  garantías  individuales.  Materia  es  esta  de  que' 
debe  ocuparse  un&  Constitución,  no  porque  el  lejislador 
hutnano  pueda  privar  al  individuo  de  los  derechos  inna- 
tos  a  su'  propia  naturaleza,  de  aquellos  que  le  correspon- 
den por  el  solo  hecho  de  .ser  hombre;  sino  para  asegurar' 
esos  derechos  de  una  m&nera  eficaz,  impidiendo  que  las 
autoridades  constituidais  puedan  limitarlos  o  atropellados 
impunemente. 

Según  esto,  si  .al  enumerar  una  Constitución  los  dere- 
chos naturales  o  primitivos  del  individuo,  aquellos  de 
que  ño  puede  ser  privado  sin  violentar  su  naturaleza  i 
sus  facultades  físicas,  intelectuales  i  morales,  incurriere 
en  omisiones,  no  haciendo  mérito  de  alguno  de  esos  de- 
rechos; de  ese  silencio  no  podría  en  manera  alguha  de- 
ducirse qtie  el  individuo  careciera  o  pudiera  ser  privado 
del  ejercicio  del  derecho  omitido! 

El  derecho  existe  como  condición  necesaria  cíe  la  exis- 
tencia del  individuo;  es  inherente  a  su  ser  mismo,  i  no 
hai  poder  humano,  por  elevado*  que  sea,  que  pueda  so- 
breponerse a  aquello  que  emana  de  una  voluntad  supe- 
rior: la  del  Supremo  Creador.  Si  Este  nos  ha  dado  lar 
palabra,  nos  ha  dado  el  derecho  de  manifestarla  de  viva 
voz,  por  escrito,  o  de  cualquiera  otro  modo.  De  aquí  la 
libertad  de  imprenta.  Si  nos  ha  dado  el  movimiento,  la 
facultad  de  andar;  nos  ha  dado  también  el  derecho  de 
reunimos,  puesto  que  si  yo  puedo  ir  al  punto  que  mas 
me  plazca,  pueden  dirijirse  al  mismo  ciento  o  mil  otras 
personas,  que  disfrutan  de  igual  facultad.  De  aquí  el  de- 
recho de  reunión,  que  es  una  consecuencia  necesaria  de 
la  libertad  individual,  del  dereeho  que  los  franceses  lla- 
man de  locomoción. 

El  derecho  de  reunión,  por  ejemplo,  no  estaba  asegu- 
rado a  los  habitantes  de  la  República  por  la  Constitución 
de  1833,  tal  como  fué  jurada  i  promulgada.  Hoi  lo  está,, 
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eomo  lo  están  el  do  asociación  i  el  de  enseñar,  mediante 
la  lei  de  reforma  de  13  de  agosto  de  1874.  ¿Podría  de- 
ducirse de  aquí  que,  antes  de  esta  última  fecha,  los  habi- 
tantes de  Chile  carecían  del  derecho  de  reunirse,  del  de 
asociarse,  del  de  enseñar?  Pensamos  que  nadie  sostendría 
semejante  despropósito. 

Pero  si  esto  es  verdad,  lo  es  también  que  el  silencio 
de  la  Constitución  en  tales  materias  puede  dar  ocasión 
a  que  el  poder  lejislativo  i  aun  el  ejecutivo  se  consideren 
facultados  para  restrinjir  o  reglamentar  el  ejercicio  de 
los  derechos  que  la  Carta  no  asegurare  de  un  modo  es- 
preso, imponiéndoles  trabas  que  los  haga»,  del  todo  ilu- 
sorios. Así,  en. Francia  no  es  lícita  una  reunión  de  mas 
de  veinte  personas  sin  permiso  de  la  autoridad  adminis- 
trativa. 

La  Constitución  de  un  país  bien  organizado  debe  evi- 
tar tales  estremos,  i,  para  ello,  debe  asegurar,  lo  que  es 
mui  diverso  de  conceder,  a  todos  los  habitantes  del  Esta- 
do, sean  nacionales  o  estranjeros,  sin  distinción  alguna, 
todos  aquellos  derechos  que  corresponden  al  ser  racional 
por  el  hecho  solo  de  serlo;  cuidando  de  señalar  ella  mis- 
ma los  únicos  casos  en  que  es  lícito  a  toda  autoridad, 
aun  al  lejislador  mismo,  poner  limitaciones  al  ejercicio 
de  esos  derechos. 

Así,  i  solo  así,  puede  el  individuo  sentirse  libre  i  feliz 
en  el  estado  de  sociedad,  cuando  está  seguro  de  que 
existe  cierta  barrera  que  ni  aun  la  lei  puede  salvar. 

Nuestra  Constitución,  con  las  nuevas  disposiciones 
que  la  reforma  verificada  en  1874  ha  introducido  en  el 
párrafo  6.°  del  artículo  que  examinamos  i  en  la  parte  6.* 
del  artículo  36,  consulta  de  un  modo  satisfactorio  los 
principios  fundamentales  que  deben  rejir  en  esta  ma~ 
teria. 

Reconociendo  que  los  derechos  naturales  del  individuo 
existen  con  anterioridad  a  toda  lei  humana,  los  asegura, 
los  afianza  en  buenos  términos,  i  así  como  la  fianza  e* 
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lina  obligación  accesoria  que  supone  una  principal,  así 
las  garantías  que  se  crean  a  favor  de  un  derecho,  presu- 
ponen la  existencia  de  este.  I  esas  garantías  o  segurida- 
des son  aplicables  a  todos  los  habitantes  de  la  República, 
porque  todos  son  miembros  de  la  especie  humana  i  go- 
zan como  tales  de  idénticos  derechos  ante  la  razón  i  la 
lei  natural. 

Hé  aquí  por  qué  si  en  materia  de  derechos  políticos  se 
establecen  siempre  distinciones,  mas  o  menos  marcadas, 
entre  los  nacionales  i  los  estranjeros,  ellas  no  son  admi- 
sibles con  relación  a  los  derechos  primitivos  o  naturales. 
I  por  eso  no  las  ha  establecido  nuestra  Constitución. 

La  mayor  o  menor  participación  que  los  individuos 
deben  o  pueden  tener  sea  en  la  organización,  sea  en  el 
ejercicio  de  los  poderes  públicos,  que  es  lo  que  esencial- 
mente constituye  los  derechos  políticos^  es  algo  tan  rela- 
tivo que  cada  nación  lo  determina  según  su  convenien- 
cia o  sus  necesidades. 

Con  los  derechos  naturales  no  sucede  igual  cosa.  No 
tiene  el  lejislador  facultad  para  quitarlos  a  nadie.  Viola- 
ría la  lei  natural,  la  justicia  i  la  moral,  si  lo  pretendiera. 
Lo  único  que  es  dado  al  lejislador  es  determinar,  i  con 
perfecta  claridad,  las  limitaciones  a  que  esos  derechos 
pueden  sujetarse  en  su  ejercicio. 

La  razón  de  esto  es  obvia.  El  derecho  de  mi  vecino  es 
tan  sagrado  como  el  mió,  i  lo  es  tanto  o  mas  el  derecho 
de  la  sociedad,  el  derecho  de  todos,  representado  por  el 
Estado  o  el  Municipio. 

Así  el  derecho  de  propiedad  que  tengo  sobre  mi  casa 
se  limita  en  virtud  de  sentencia  judicial,  cuando  esta, 
negándome  a  pagar  lo  que  debo  a  un  tercero,  ordena  que 
dicha  casa  sea  vendida  en  subasta  pública.  Mi  derecho 
ge  limita  en  tal  caso  por  el  respeto  que  es  debido  al  de 
ose  tercero. 

I  cuando  la  utilidad  de  todos  exije  la  expropiación  de 
lo  que  a  alguien  pertenece,  la  lei,  si  califica  como  cierta 


ARTÍCULO   12  47 

esa  utilidad,  declara  la  expropiación,  i  limita  así  mi  de- 
recho en  consideración  al  interés  jeneral. 

Las  consideraciones  precedentes  dan  a  conocer  el  fun- 
damento de  las  limitaciones  que  nuestra  Constitución, 
al  asegurar  los  derechos  individuales,  impone  a  estos 
mismos  derechos,  i  nos  permite  ocuparnos  ya  detallada- 
mente de  cada  uno  de  los  incisos  que  contiene  el  artícu- 
lo 12. 

Inciso  L° 

La  primera  parte  de  este  inciso  es  una  consecuencia 
natural  i  lójica  del  sistema  unitario  de  Gobierno.  La  lei 
debe  ser  idéntica  para  todos  los  habitantes  de  la  Repú- 
blica. Así,  no  podría  dictarse  en  Chile  una  lei  de  elec- 
ciones para  la  provincia  de  Atácama,  arreglada  a  ciertas 
bases,  i  otra  lei  de  elecciones  para  las  demás  provincias 
del  Estado,  ajustada  a  bases  diferentes. 

Toda  lei,  a  no  ser  que  por  su  naturaleza  se  refiera  a 
intereses  meramente  locales,  por  el  solo  hecho  de  ser 
jeneral,  debe  ser  idéntica  para  todos  los  habitantes  de  la 
Nación.  Todos  i  cada  uno  de  ellos  deben  ser  juzgados 
con  arreglo  a  la  misma  lei.  De  otra  manera  no  existiria 
el  principio  de  la  igualdad  sancionado  por  la  Constitu- 
ción. 

Esa  igualdad  no  tiene  otras  excepciones  que  las  que 
determina  la  misma  Constitución  para  el  ejercicio  de  los 
derechos  políticos:  del  derecho  electoral  i  de  la  elejibili- 
dad.  No  todos  pueden  votar,  ni  todos  tampoco  son  hábi- 
les para  desempeñar  cargos  o  funciones  públicas.  El 
ejercicio  del  primero  de  esos  derechos  se  rije  por  los 
preceptos  contenidos  en  los  arts.  8.°  a  11  de  la  Constitu- 
ción. El  del  segundo  por  las  diversas  disposiciones  cons- 
titucionales que  determinan  los  requisitos  necesarios  para 
ejercer  ciertos  cargos  pxiblicos,  i  por  las  que  puede  dic- 
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tar  la  lei  con  arreglo  a  lo  dispuesto  en  el  inciso  2.°  del 
artículo  que  comentamos. 

Fuera  de  estos  casos  la  igualdad  ante  la  lei  debe  ser. 
tan  perfecta,  que  esta  no  puede  reconocer  diferencias 
entre  unos  i  otros  habitantes  del  Estado,  por  ningún 
motivo,  ni  pretesto.  He  ahí  por  que  el  art.  57  de  nuestra 
Código  Civil  establece  que  la  lei  no  reconoce  diferencia 
^lguna  entre  el  chileno  i  el  estronjero  en  cuanto  a  la  ad- 
quisición i  goce  de  los  derechos  civiles  que  regla  eso  mis- 
mo Código. 

.Seguí}  esto7  la  existencia  de  los  fueros  eclesiástico  i 
militar,  en  la  fonqa  i  estension  que  tenian  antes  del  1.° 
de  marzo  .de  1876,  fecha  en  que  comenzó  a  rejir  la  lei 
sobre  organización  i  atribuciones  do  los  tribunales,  na 
era  contraria  a  la  primera  parte  del  inciso  que  examina-, 
mos,  porque  los  eclesiásticos  i  los  militares  juzgados  por 
el  respectivo  juez  eclesiástico  o  militar  en  causas  oiviles 
o  en  causas  criminales  por  delitos  comunes,  debían  ser- 
lo con  arreglo  a  las  jimias  leyes  civiles  o  criminales 
que  en  esq,s  causas  aplicaban  las  tribunales  ordinarios 
juzgando  a  los  legos. 

Pero  es  indudable  que  la  existencia  de  aquellos  fue- 
ros, antes  de  la  fecha  indicada,  envolvía  una  verdadera 
infracción  a  lo  dispuesto  en  la  segunda  parte  del  inciso 
que  estudiamos.  Esos  fueros  no  tenian  otro  objeto  que 
conceder  un  verdadero  privilejio,  notoriamente  infunda- 
do, a  dos  clases  del  Estado:  los  clérigos  i  los  núlitares. 

Cuando  el  fuero  especial  que  una  lei  establece  en  fa- 
vor de  ciertos  individuos,  por  razón  del  elevado  puesto, 
que  ocupan,  tiene  por  objeto,  no  conferir  un  privilejio  a 
tales  personas,  sino  mas  bien  crear  una  garantía  de  im- 
parcial administración  de  justicia  a  favor  de  los  indivi- 
duos que  con  dichas  personas  litigan,  entonces  no  hat 
violación  del  principio  constitucional  que  prohibe  esta- 
blecer en  Chile  clases  privilejiadas. 

Así  se  esplica  la  constitucionalidad  de  los  preceptos 
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pon  tenidos,  con  relación  a  este  punto,  en  los  artículos  37 
i  07  de  la  lei  sobre  organización  i  atribuciones  de  lostri-» 
bunales. 

Cuando  esa  lei  restrinjió,  en  su  artículo  5.°,  el  fuero 
eclesiástico  i  el  militar  a  las  causas  enumeradas  en  las 
excepciones  4.a  i  5.*  de  dicho  artículo,  i  cuando  dejó  fue- 
ra de  la  jurisdicción  de  los  tribunales  ordinarios  los  asun- 
tos judiciales  que  pudieran  promoverse  en  el  orden  espi- 
ritual, no  viol¿>  el  principio  de  la  igualdad  ante  la  lei,  ni 
creó  taiqpoco  en  Chile  clase  alguna  privilejiada. 

Absurdo  habría  sido  que  el  lejislador  hubiera  estable-» 
pido  confusión  entre  los  fileros  meramente  personales, 
que  no  tienen  razón  de  ser,  i  los  fueros  ratione  materia, 
que  son  consecuencia  indispensable  de  la  naturaleza  mis- 
ma de  ciertos  asuntos,  i  que  tienen  que  existir  forzosa- 
mente oí}  virtud  de  consideraciones  de  un  orden  verda- 
deramente superior. 

Que  un  juez  militar  conozca  en  las  causas  de  los  mili- 
tares, por  delitos  también  militares,  es  algo  perfectamente 
natural.  Que  los  Eqinisteos  de  una  relij  ion  conozcan  délas 
cuestiones  meramentes  espirituales  que  con  ella  i  solo 
pon  ella  se  relacionan,  es  algo  tan  natural  como  lo  ante^ 
rior.  La  existencia  de  fueros  de  esta  especie  no  implica 
violación  de  ningún  precepto  constitucional.  Propiamen- 
te hablando,  esos  fueros  no  deben  ser  considerados  como 
tales  ni  se  les  puede  aplicar  esa  denominación. 

Las  leyes  hqi  y ij  entes  en  Chile  guardan  completa  con- 
formidad con  los  principios  que  brevemente  dejamos 
apuntados, 

Ikciso  2.° 

¿Puede  la  lei  exijir  para  el  desempeño  de  un  empleo  o 
el  ejercicio  de  una  función  pública,  la  condición  de  chile- 
no, natural  o  legal,  fuera  de  aquellos  casos  en  que  la  e3fU 
je  la  Constitución  misma? 
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Es  indudable  que  sí,  como  lo  manifiestan  las  espresio- 
nes de  que  se  sirve  la  parte  final  del  inciso  2.°  del  artículo 
6.°,  al  decir  que  las  personas  a  que  se  refiere  su  segunda 
parte  «son  chilenos  aun  para  los  efectos  en  <\ue  las  leyes 
fundamentales,  o  cualesquiera  otras,  requieran  nacimientp 
en  el  territorio». — Así,  por  ejemplo,  la  lei  de  organiza- 
ción i  atribuciones  de  los  tribunales  requiere  ciudadanía 
natural  o  legal  para  poder  ser  majistrado  de  las  cortes  i 
juez  de  letras.  La  lei  del  réjimen  interior  la  requiere  tam- 
bién para  poder  ser  Intendente  o  Gobernador. 

Inciso  3.° 

Ni  el  diccionario  de  nuestro  idioma  ni  los  economis- 
tas nos  dan  a  conocer  la  diferencia  que  existe  entre  las 
palabras  impuesto  i  contribución.  Nosotros  no  pretende- 
mos establecerla,  pues  entendemos  por  impuesto  o  contri- 
bución aquella  parte  de  nuestros  haberes  que  se  nos  exi- 
je,  sin  cargo  de  devolución,  para  hacer  frente  a  los  gastos 
jenerales  del  Estado  o  a  los  locales  del  Municipio.  Hai, 
pues,  en  toda  contribución  una  verdadera  expropiación, 
que  no  puede  decretarse  sino  en  virtud  de  una  lei,  como 
lo  veremos  al  estudiar  los  artículos  148  i  149. 

La  palabra  haberes,  que  se  emplea  en  este  inciso,  in- 
dicaría, si  se  toma  en  su  sentido,  filosófico,  que  la  Cons- 
titución ha  querido  •  que  cada  habitante  del  Estado  pa- 
gue impuestos  en  proporción  a  lo  que  tiene,  no  a  lo  que 
gana,  porque,  según  el  Diccionario  de  la  Academia  Es- 
pañola, haberes  significa  «hacienda,  bienes»,  i  hacienda 
significa — «el  cúmulo  de  bienes  i  riquezas  que  uno  tie- 
ne. »  Según  esto,  el  único  impuesto  verdaderamente  cons- 
titucional sería  el  diredto  sobre  el  capital,  no  sobre  la 
renta. 

Sin  embargo,  el  impuesto  agrícola  i  el  de  patentes  fis- 
cales gravan  la  renta  calculada  del  contribuyente,  lo  que 


ai 
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manifiesta  que  prácticamente  Be  ha  dado  a  la  disposición 
constitucional  contenida  en  el  inciso  3.°  del  artículo  12, 
un  alcanfce  que  no  guarda   armonía  coii  su  tenor  literal. 

En  cuanto  a  la  reparticioit  de  las  demás  cargas  públi- 
cas, observaremos  que  el  modo  de  completar  la  fuerza 
del  ejército  i  de  la  armada  se  determina  por  las  leyes 
respectivas,  i  que  no  ha  sido  dictada  todavía  la  lei  sobre 
organización  de  la  guardia  nacional. 

Es  un  hecho  que  en  Chile  no  existe  el  sistema  de  en- 
ganches forzosos  para  el  ejército  i  la  armada.  No  se  co- 
noce entre  nosotros  el  sistema  de  la  conscripción.  Los 
enganches  son,  en  jeneral,  voluntarios. 


o 


El  principio  que  sanciona  el  inciso  3.°  del  artículo  12 
de  la  Constitución,  no  se  aplica  evidentemente  a  aquellos 
casos  que  se  rijen  por  el  derecho  internacional.  El  dere- 
cho público  esterno  prevalece  siempre  sobre  las  disposi- 
ciones del  derecho  publico  meramente  interno  de  un  pais 
determinado. 

Así,  un  estranjero,  por  el  hecho  de  ser  habitante  del 
territorio  chileno,  no  está  sujeto  a  la  obligación  de  ser- 
vir compulsivamente  en  el  ejército  ni  en  la  guardia  na- 
cional; ni  estaría  sujeto  al  pago  de  contribuciones  de 
guerra.  Donde  habla  el  derecho  de  j  entes,  calla  el  dere- 
cho público  interno. 

El  artículo  156  de  la  Constitución  impone  solo  a  los 
chilenos  la  obligación  de  hallarse  inscritos  en  los  rejistros 
de  las  milicias.  I,  en  jeneral,  todas  nuestras  leyes,  la  del 
réjimen  interior,  la  de  municipalidades,  la  de  elecciones, 
etc.,  etc.,  imponen  solo  a  los  ciudadanos  chilenos  la  obli- 
gación de  desempeñar  cargos  consejiles.  Puede  asegu- 
rarse, por  consiguiente,  que  de  esa  obligación  está  siem- 
pre exento  el  estranjero  que  conserva  su  calidad  de  talr 
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Inciso  4.° 

La  libertad  individual,  ef  derecho  que  en  Inglaterra 
asegura  el  famoso  bilí  del  Habeos  Corpus,  i  que  los  fran- 
ceses hají  bautizado  con  el  espresivo  nombre  de  derecho 
de  locomoción^  no  tiene  en  Chile  sino  dos  limitaciones: 
1.a  los  reglamentos  de  policía,  i  2.a  el  perjuicio  de  terce- 
ro, según  lo  dispuesto  en  este  inciso. 

Este  segundo  caso,  conocido  con  el  nombre  de  arrai- 
go, se  rije  por  las  leyes  de  procedimiento  civil.  El  arrai- 
go se  decreta  siempre  por  el  poder  judicial. 

Los  reglamentos  de  policía,  emanados  de  autoridad 
competente,  pueden  limitar  la  libertad  individual,  como 
limitan  el  derecho  de  propiedad  o  el  libre  ejercicio  de 
una  profesión,  arte  o  industria,  en  los  términos  que  dis- 
pone la  lei  orgánica  de  municipalida4es  de  8  de  noviem-r 
bre  de  1854,  i  deben  ser  llamados  mas  propiamente  or- 
denanzas. Nosotros,  a  pesar  de  la  defectuosa  redacción 
de  dicha  lei  en  esa  parte,  creemos  que  tales  ordenanzas 
no  deben  dictarse  sino  como  medidas  de  policía  de  segu- 
ridad o  de  salubridad.  No  concebirlos  que,  fuera  de  estos 
dos  casos,  sea  jamas  lícito  dictar  disposiciones  que  limi- 
ten o  coarten  preventivamente  el  primero  i  mas  precioso 
de  los  derechos  del  hombre. 

Preciso  es  reconocer,  sin  embargo,  que  a  pesar  de  ha- 
berse abolido  entre  nosotros  los  pasaportes,  tan  odiosa- 
mente frecuentes  en  las  mas  adelantadas  naciones  del 
viejo  mundo,  la  libertad  individual  está  mui  lejos  de  en- 
contrarse sólidamente  asegurada  en  Chile.  La  vaguedad 
de  la  disposición  contenida  en  la  última  parte  de  este 
inciso,  i  la  de  las  que  establecen  los  artículos  135,  138  i 
139  de  la  Constitución,  han  permitido  al  lejislador  dictar 
reglas  tan  absurdas  como  la  que  sanciona  el  artículo  50 
(le  la  lei  del  réjimen  interior.  Mientras  no  se  dicte  un$ 
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leí  espresa  sobre  garantías  a  la  libertad  individual,  obe- 
deciendo a  los  principios  en  que  está  basado  el  proyecto 
que,  sobre  la  materia,  presentó  el  señor  don  Antonio  Va- 
ras en  años  pasados  a  la  Cámara  de  Diputados,  i  que 
esta  aprobó,  autíque  no  por  completo,  eti  1875,  creemos 
que  esa  preciosa  libertad  estará  siempre  espuesta  a  ser 
atropellada  en  mas  de  una  ocasión,  corrfo  lo  ha  sido  des- 
graciadamente en  no  pocas. 

Volveremos  sobre  esta  materia  al  ocuparnos  de  los 
artículos  135  i  siguientes. 


Consideranlos  casi  innecesario  advertir  que  los  estran- 
jeros  que,  sin  ser  habitantes  de  la  República,  llegan  a 
nuestro  territorio  por  causa  de  cuestiones  internas  ocu- 
rridas en  su  pais,  gozan  del  derecho  de  asilo;  i  que  este 
derecho  se  rije  en  todo  por  las  disposiciones  del  Derecho 
Internacional  i  rio'  por  las  de  nuestfa  Constitución.  Así 
se  defendió  por  el  Gobierno,  en  sesión  de  la  Cámara  de 
Diputados  de  28  de  noviembre  de  1866,  la  medida  quer 
tuvo  por  objeto  internar  al  Jeneral  Castilla  i  al  Coronel 
Balta,  ambos  emigrados  peruanos,  i  obligarlos  a  residir 
a  cierta  distancia  de  aquellos  puntos  de  nuestro  litoral, 
donde  su  permanencia  pudiera  ser  una  amenaza  para  la 
paz  interior  de  nuestra  aliada  i  hermana  la  República  del 
Perú.  Invocar  disposiciones  de  derecho  público  interno, 
cuando  se  trata  de  actos  que  se  ríjen  por  el  derecho  pú- 
blico esternoj  es  querer  resolver  un  caso  dado  por  leyes 
que  no  le  son  aplicables,  como  hemos  tenido  ya  ocasión 
de  observarlo. 

Inciso  o.° 

La  disposición  compleja  contenida  en  este  inciso  del 
artículo  12,  asegura  la  inviolabilidad  de  todas  las  pro*' 
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piedades  no  solo  a  los  habitantes  de  la  República,  es  de- 
cir, a  las  personas  naturales,  sino  también  a  las  comuna 
dades,  es  decir,  a  las  órdenes  de  regulares  aprobadas  por 
la  Iglesia  Católica  Apostólica  Romana.  El  objeto  de 
esta  disposición  fué  evitar  que  esas  órdenes  pudieran  ser 
privadas  de  sus  temporalidades,  como  antes  lo  habian 
sido  por  decreto  de  6  de  setiembre  de  1824,  a  pesar  de 
que  las  comunidades  no  son  evidentemente  sino  persona» 
jurídicas  para  las  leyes  del  Estado. 

Se  ha  incurrido  en  el  error  de  creer  que  la  Constitu- 
ción asegura  también  la  inviolabilidad  de  sus  propieda- 
des a  las  corporaciones.  Así  lo  dice  el  señor  Carrasco 
Albano  en  sus  comentarios.  Pero  se  sufre  en  esto  una 
equivocación,  porque  el  derecho  de  las  corporaciones  pa- 
ra adquirir  i  conservar  bienes  se  rije  por  el  Código  Civil, 
i  el  de  las  sociedades  anónimas  por  el  Código  de  Comer- 
cio. Estas  i  aquellas  no  son  personas  naturales,  i  no  pue- 
den, por  lo  tanto,  tener  derechos  naturales.  Su  existencia 
es  debida  solo  a  la  lei,  i  esta  puedereglar  soberanamen- 
te todas  las  condiciones  de  su  desarrollo  i  de  su  estin- 
cion,  lo  cual  no  sucede  con  el  hombre,  cuya  organización 
física,  intelectual  i  moral  es  algo  que  el  lejislador  debe 
necesariamente  respetar,  como  ya  lo  hemos  indicado. 


o 
o  o 


Solo  dos  limitaciones  impone  el  inciso  que  examina- 
mos, al  derecho  de  propiedad.  La  sentencia  judicial  i  la 
expropiación  por  causa  de  utilidad  del  Estado.  La  lei  no 
podría,  por  consiguiente,  establecer  ninguna  otra.  En 
esto  consiste  la  garantía  que  dicho  inciso  establece. 

La  expropiación  por  sentencia  judicial,  basada  en  el 
respeto  al  derecho  ajeno,  al  del  acreedor,  por  ejemplo, 
que,  no  siendo  pagado  por  sú  deudor,  embarga  i  remata 
los  bienes  de  éste,  se  rije  por  las  leyes  civiles. 

La  expropiación  por  causa  de  utilidad  del  Estado,  que 
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entra  por  completo  en  los  dominios  del  derecho  público, 
ha  sujerido  serias  e  interesantes  cuestiones. 

1.a  ¿La  expropiación  puede  decretarse  por  la  lei  solo  a 
beneficio  del  Estado,  o  también  a  beneficio  de  un  muni- 
cipio, de  una  ciudad,  etc? 

2.a  ¿La  lei  de  expropiación  debe  ser  especial  para  cada 
caso,  o  pueden  dictarse  leyes  jenerales  para  todos  los  ca- 
sos análogos? 

3.a  ¿Sería  constitucional  establecer  servidumbre  a  favor 
del  Estado  sobre  los  fundos  de  los  particulares? 

4.a  ¿La  propiedad  cuya  inviolabilidad  asegura  este  in- 
ciso, es  solo  la  material  o^se  refiere  también  al  trabajo,  a 
la  propiedad  que  llamaremos  intelectual? 

5.a  ¿Quién  paga  el  honorario  de  los  hombres  buenos 
que  deben  avaluar  la  indemnización,  si  no  hubiere  ave- 
nimiento? 

I  6.a  ¿En  la  indemnización  a  que  tiene  derecho  el  ex- 
propiado, se  comprende  el  mayor  valor  que  la  cosa  ex- 
propiada adquiere  en  razón  de  la  expropiación  misma? 

Refiriéndonos  a  la  lei  de  14  de  agosto  de  1838  en 
cuanto  al  procedimiento  que  se  observa  para  organizar 
el  juicio  de  hombre»  buenos  a  que  alude  la  parte  final  de 
este  inciso,  indicaremos  rápidamente  la  solución  que  se 
ha  dado  a  las  seis  enunciadas  cuestiones. 


o 
•  o 


La  primera  de  las  mencionadas  cuestiones  ha  sido  re- 
suelta infinitas  veces  en  el  sentido  dé  que  se  puede  dic- 
tar leyes  de  expropiación,  no  solo  a  beneficio  del  Estado, 
sino  también  a  beneficio  de  un  municipio,  de  una  ciudad. 
Son  innumerables  las  leyes  que  han  declarado  la  expro- 
piación de  propiedades  para  el  solo  efecto  de  abrir  calles, 
de  ensanchar  o  regularizar  las  existentes. 

A  propósito  de  este  punto  consideramos  interesante 
reproducir  aquí  los  párrafos  del  informe  presentado  a  la 
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Cámara  de  Diputados,  en  sesión  de  4  de  julio  de  18?£j 
por  su  comisioii  de  gobierno,  informe  recaido  en  la  mo- 
ción que  los  señores  don  Melchor  Concha  i  Toro,  don 
Francisco  Baeza,  don  Maximiano  Errázuriz,  don  Miguel 
Cruchaga,  don  Belisario  Henriquez  i  don  Joaquín  Blest 
Gana>  le  habiari  presentado  para  declarar  de  utilidad 
pública  los  terrenos  i  edificios  que  fuere  menester  ocupar 
para  la  apertura  de  la  nueva  calle  de  Santiago,  denomi-1 
nada  Avenida  del  Ejército  Libertador. 

Ese  informé,  suscrito  por  los  señores  don  Jerónimo 
Urnieneta,  don  Domingo  Arteaga  Alemparte,  don  Ma-  - 
nuel  Valdés  Vijil  i  don  Tadeo  Reyes,  dice  así  en  la  par- 
te conducente  a  la  cuestión  que  examinamos: 

(t Es  fuerza  convenir  que  nuestra  Carta  Fuiída- 

mental,  al  autorizar  la  expropiación  por  causa  de  utilidad 
del  Estado,  ha  estado  mui  lejos  de  definir  inequívoca  i 
determinadamente  lo  que  debe  entenderse  por  tal  utili- 
dad. Esta  falta  de  precisión,  que  no  ha  sido  remediada 
hasta  ahora  por  ninguna  lei  reglamentaria,  da  oríjen  a 
numerosas  i  encontradas  interpretaciones. 

«La  utilidad  del  Estado  ¿se  encuentra  solamente  en 
aquello  que  aprovecha  a  toda  la  comunidad  nacional,  a 
todas  las  localidades  de  la  República,  i  que  les  aprove- 
cha de  un  modo  directo  e  inmediato?  En  tal  caso,  po- 
dría asegurarse  que  ninguna,  o  casi  ninguna,  de  las 
expropiaciones  autorizadas  por  nuestros  diversos  con- 
gresos ha  sido  constitucional.  Las  expropiaciones  mas 
frecuentes,  las  que  se  autorizan  para  la  construcción  de 
ferrocarriles,  no  lo  habrían  sido  casi  nunca,  pues  una  vía 
férrea  no  beneficia  en  la  mayor  parte  de  los  casos  sino  a 
una  porción  mas  o  menos  reducida  de  nuestro  territorio. 

Por  el  contrario,  la  utilidad  del  Estado  ¿estriba  en 
cuanto  puede  contribuir  a  la  comodidad,  ornato  i  ade- 
lantamiento de  cada  localidad?  En  tal  caso,  debería  au- 
torizarse toda  expropiación  que  necesitaren  las  munici- 
palidades para  formar  paseos,  construir  teatros,  llevar  a 


) 
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fcabo  cualesquiera  obras.  Do  esta  suerte,  las  municipali- 
dades vendrían  a  colocarse  en  una  situación  odiosamen- 
te privilejiada  respecto  del  derecho  de  propiedad. 

ce  La  comisión  informante  cree  que  entre  esos  dos  estre- 
ñios igualmente  inadmisibles  hai  un  término  medio,  mas 
fácil  de  aplicar  a  cada  caso  práctico,  que  de  definir  abs- 
tractamente. 

«Contrayéndose  al  caso  en  cuestión,  considera  que  la 
apertura  de  nuevas  calles  en  esta  capital  es  una  necesi- 
dad urjentemente  reclamada,  no  solo  por  la  facilidad  del 
tráfico  i  la  comodidad  de  los  habitantes,  sino  también 
por  las  condiciones  de  salubridad  i  por  la  seguridad  pú-» 
blica.  Él  aumento  de  la  población  i  del  movimiento  de 
la  ciudad  hace  ya  carecer  a  Santiago  del  aire,  luz  i  es- 
pacio suficientes  para  vivir  en  salud  i  para  que  la  policía 
atienda  debidamente  a  la  conservación  del  orden,  a  la 
guarda  de  las  personas  i  propiedades.  Esta  carencia  se 
hará  cada  dia  mas  considerable,  como  también  será  cada 
dia  mas  difícil  i  costoso  ponerle  remedio.  Hai  un  acto  de 
previsión  en  no  permitir  que  ese  mal  se  aumente  i  lle- 
gue a  ser  irremediable^ 

<rEl  mal  indicado  se  deja  sentir  particularmente  en  los 
puntos  estremos  de  esta  capital,  donde  se  aglomera  la 
clase  indijente.  Esta  clase  de  nuestra  sociedad  es  la  que 
mas  reclama  una  modificación  de  sus  pésimas  condicio- 
nes actuales  de  vida  i  una  vijilancia  eficaz  de  la  policía. 

<cEn  atención  a  lo  espuesto,  la  comisión  informante 
cree  que  es  de  utilidad  pública  la  expropiación  de  que 
se  trata.  $ 


o 


2.a  cuestión. — Prácticamente  se  ha  resuelto  entre  nos- 
otros que  no  es  menester  dictar  una  lei  especial  para 
cada  caso  de  expropiación,  pues  se  han  dictado  leyes  co- 
mo la  de  puentes  i  caminos  de  1842,  i  las  que  tienen  por 
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objeto  la  transformación  de  ciudades  como  Santiago, 
Valparaíso;  Curicó,  en  que  se  decretan  expropiaciones 
en  masa,  ajuicio  nuestro  verdaderamente  inaceptables. 

Este  punto  se  ha  discutido  en  nuestras  Cámaras  en 
diferentes  ocasiones.  En  sesión  de  22  de  junio  de  1846 
el  señor  don  José  Gabriel  Palma,  discutiéndose  un  pro- 
yecto de  lei  que  tenia  por  objeto  declarar  de  utilidad  pú- 
blica todos  los  terrenos  mas  inmediatos  a  los  puertos  de 
la  República  que,  ajuicio  del  Gobierno,  se  creyeren  ne- 
cesarios para  formar  en  ellos  poblaciones,  sostuvo  que  la 
expropiación  debe  ser  declarada  en  cada  caso  particular ', 
i  que  mientras  mas  jeneral  sea,  menos  podría  el  Congre- 
so tomar  conocimiento  de  un  asunto  que  es  de  su  incum- 
bencia. 

En  sesión  cíe  la  Cámara  de  Senadores  de.  7  de  octu- 
bre de  1846  su  Presidente,  don  Diego  José  Bena vente, 
manifestó  también  idéntica  opinión,  espresando  que  «es 
preciso  que  en  cuanta  vez  ocurre  la  necesidad  do  algu- 
na enajenación  para  utilidad  pública,  ha  de  ser  califica- 
da por  una  lei  especial.» 

Sin  embargo,  la  opinión  contraria,  que  es  la  que  ha 
prevalecido,  fué  sostenida  por  los  señores  don  Andrés 
Bello  i  don  Ramón  Errázuriz  en  el  informe  de  la  Comi- 
sión de  Gobierno  del  Senado,  que  se  inserta  en  el  bole- 
tín de  la  sesión  celebrada  por  ese  cuerpo  el  20  do  octu- 
bre de  1846,  i  que  se  refiere  al  proyecto  de  lei  tendente 
a  establecer  poblaciones  en  todos  los  puertos  menores 
habilitados  de  la  República. 

Véase,  a  propósito  del  proyecto  que  el  Senado  aprobó 
en  junio  de  1853,  declarando  de  utilidad  pública  el  terri- 
torio situado  en  la  provincia  del  Maule,  denominado  «Lla- 
nos de  Arquen»,  la  solicitud  elevada  al  Congreso  por  la 
Municipalidad  de  Concepción,  que  corre  en  la  páj.  173  del 
Boletín  de  Sesiones  de  1854,  i  el  informe  de  la  comisión 
de  constitución,  lejislacion  i  justicia  de  la  Cámara  de 
Diputados  que  se  encuentra  a  continuación,  demostrando 
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que  el  proyecto  del  Senado  era  inconstitucional,  por 
cuanto  no  acordaba  indemnización  previa  a  los  expropia- 
dos. La  Cámara  de  Diputados  modificó  sustancialmente 
dicho  proyecto  en  sesión  de  31  de  agosto  de  aquel  año, 
convirtiendo  la  expropiación  en  una  autorización  para 
adquirir. 

En  sesión  de  la  Cámara  de  Diputados  de  10  de  setiem- 
bre de  1864  el  señor  don  Antonio  Varas,  al  discutirse  el 
artículo  2.°  del  proyecto  de  lei  sobre  enajeriaciori  de  ter- 
renos de  indíjenas,  sostuvo  que  la  expropiación  jenerat 
que  él  contenia  no  era  constitucional.  El  señor  Amuná- 
tegui  (Don  Miguel  Luis)  defendió  la  opinión  contraria 
en  sesión  de  13  del  mismo  mes  i  año,  manifestando  que 
las  declaraciones  de  utilidad  pública  jenéricas  o  colectivas 
son  constitucionales,  existiendo  de  ello  numerosos  ejem- 
plos en  nuestras  leyes.  La  misma  tesis  sostuvo  otra  vez 
el  señor  Amunátegui  en  sesión  de  la  Cámara  de  Diputa- 
dos de  6  de  julio  de  1865. 

La  práctica  constante  de  nuestros  Congresos  g;uarda 
conformidad  con  la  opinión  emitida  por  el  señor  Amu- 
nátegui. Ello  es  evidente;  pero  no  nos  prueba  que  así  se 
satisfaga  debidamente  el  objeto  que  la  Constitución  ha 
tenido  en  vista  al  asegurar  la  inviolabilidad  de  las  pro- 
piedades. Si  no  se  quiere  correr  el  riesgo  de  que  la  ga- 
rantía constitucional  se  convierta  en  una  vana  ilusión, 
mediante  la  condescendencia  del  Congreso  en  dictar  le- 
yes jenéricas  de  expropiación,  que  hagan  depender  de  de- 
cretos del  Ejecutivo  una  calificación  de  utilidad  que  no 
corresponde  a  este,  es  menester  entonces  admitir  que  la 
expropiación  no  debe  verificarse  sino  calificándose  su 
utilidad  por  una  lei  especial  en  cada  caso  particular. 

Esta  teoría,  que  es  la  nuestra,  fué  la  que  nos  indujo  a 
negar  nuestro  voto  al  proyecto  de  lei  sobre  transforma- 
ción de  Santiago,  que  la  Cámara  de  Diputados  aprobó  en 
sesión  de  10  de  noviembre  de  1873.  Aun  cuando  recono- 
cemos que  no  ha  prevalecido  en  la  práctica,  creemos  que 
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toda  duda  en  materia  do  garantías  individuales,  debe  re-* 
solverse  en  el  sentido  de  hacerlas  tan  amplias  como  sea 
posible. 

o 
o  o 

3.a  cuestión. — ¿Puede  la  lei  establecer  servidumbres  a 
favor  del  Estado? 

En  sesión  del  Senado  de  27  de  setiembre  de  1871  el 
señor  don  Alvaro  Covarrúbias  sostuvo  que  nó,  impug- 
nando el  proyecto  de  lei  que  la  Cámara  de  Diputados 
habia  aprobado,  gravando  los  fundos  de  particulares  con 
la  servidumbre  de  telégrafos.  Dijo  el  señor  Covarrúbias 
que  no  cabe  servidumbre  (cuestión  de  derecho  privado) 
cuando  se  trata  de  beneficiar  al  Estado  en  perjuicio  do 
un  particular  (cuestión  de  derecho  público).  Propuso,  en 
consecuencia,  que  el  proyecto  se  modificara  declarando  de 
utilidad  pública  el  terreno  necesario  para  la  construcción 
del  telégrafo  trasandino,  i  así  lo  resolvió  el  Senado  por  6 
votos  contra  5,  habiendo  sostenido  el  señor  don  Manuel 
Camilo  Vial  una  opinión  contraria  a  la  del  señor  Cova- 
rrúbias.— La  Cámara  de  Diputados  aceptó  la  modifica- 
ción del  Senado,  i  la  lei  se  promulgó  el  9  de  octubre  de 
1871  como  lei  de  expropiación,  con  un  inciso  segundo  en 
que  se  determina  que  tanto  a  ese  caso  como  a  los  demás 
de  igual  naturaleza,  son  aplicables  las  disposiciones  de  la 
lei  de  18  de  junio  de  1857. 

Creemos  correcta  la  manera  como  resolvió  el  caso  la 
citada  lei  de  9  de  octubre  do  Í871.  El  establecimiento  de 
servidumbres  a  favor  del  Estado  importaría  lo  mismo 
que  decretar  expropiaciones  sin  indemnización  previa  at 
expropiado,  i  esto  sería  contrario  a  la  Constitución. 

o 
o  o 

4.*  cuestión. — El  trabajo  forma  parte  de  la  propiedad 
í-es  inviolable  como  esta.  Así,  pues,  a  menos  que  una  lei 


f 
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declare  ospresamente  que  la  obligación  de  hacer  un  tra- 
bajo o  de  prestar  un  servieio  es  gratuita,  debe  ser  remu- 
nerada. Así  lo  resolvió  la  sentencia  espedida  en  Valpa- 
raíso por  el  señor  don  José  Alfonso  el  1.°  de  junio  de  18687 
aprobada  por  la  Corte  Suprema  el  3  del  mes  siguiente  (1), 
en  que  se  declaró  que  debia  pagarse  honorario  por  la  em- 
presa del  ferrocarril  entre  Santiago  i  Valparaíso  a  tres 
peritos  que  habían  sido  nombrados,  con  arreglo  al  art. 
2.°  de  la  lei  de  18  de  junio  de  1857,  para  la  estimación  do 
ciertos  terrenos  que  dicha  empresa  necesitaba  para  la  pro- 
longación de  la  línea.  La  referida  sentencia  se  funda  en 
el  inciso  5.°  del  art.  12  de  la  Constitución,  i  pudo  tam- 
bién apoyarse  en  el  art.  149  de  la  misma. 

o 
o  o 

5.a  cuestión. — En  casos  de  expropiación  es  claro  que 
el  honorario  de  los  hombres  buenos  que  hacen  el  avalúo  de 
la  indemnización  previa  que  se  paga  al  interesado,  debo 
ser  de  cargo  al  Fisco  o  al  Municipio  en  cuyo  beneficio  se 
declara  la  expropiación.  De  otra  manera  esta  causaría  al 
expropiado  un  desembolso  o  perjuicio  que  no  debe  serle 
de  cargo.  Así  lo  ha  resuelto  también  la  Corte  Suprema 
en  repetidas  ocasiones. 

o  o 

G.a  cuestión. — Ha  decidido  también  ese  tribunal  ,que 
en  la  indemnización  no  debe  pomprenderse  el  mayor  va- 
lor que  la  cosa  expropiada  puede  alcanzar  en  razón  de  la 
obra  que  motiva  la  expropiación.  Nos  pareco  bien  resuel- 
to el  caso,  porque  la  indemnización  debe  avaluarse  según 
el  orden  de  cosas  existente  en  el  momento  en  que  se  ve- 
rifica la  expropiación.  De  otra  manera  no  habría  base  fi- 
ja para  calcularla. 

¿1)  Sentencia  ndm.  1278,  paj.  572,  Gaceta  de  18G8. 
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Inciso  6.° 

«El  derecho  de  reunirse  sin  permiso  previo  i  sin  armas. 

«Las  reuniones  que  se  tengan  en  las  plazas,  calles  i 
otros  lugares  de  uso  público,  serán  siempre  rejidas  pol- 
las disposiciones  de  policía. 

«El  derecho  de  asociarse  sin  permiso  previo. 

«El  derecho  de  presentar  peticiones  a  la  autoridad 
constituida  sobre  cualquier  asunto  de  interés  público  o 
privado,  no  tiene  otra  limitación  que  la  de  proceder  en 
su  ejercicio  en  términos  respetuosos  i  convenientes. 

«La  libertad  de  enseñanza.» 

Comparando  este  inciso, — -que  copiamos  nuevamente, 
atendida  la  diversidad  de  materias  que  comprende, — con 
el  que  existia  en  la  Constitución  antes  de  la  lei  de  refor- 
ma de  13  de  agosto  de  1874,  que  dice  así:  «El  derecho 
de  presentar  peticiones  a  todas  las  autoridades  consti- 
tuidas, ya  sea  por  motivos  de  interés  jeneral  del  Estado, 
o  de  interés  individual,  procediendo  legal  i  respetuosa- 
mente»; se  observa  que  la  Constitución  reformada  ase- 
gura a  los  habitantes  de  la  República  el  derecho  de  reu- 
nión, el  de  asociación  i  la  libertad  de  enseñanza,  ademas 
del  derecho  de  petición,  único  de  que  se  ocupaba  el  inci- 
so primitivo. 


Reunión. — El  derecho  de  reunión,  en  la  forma  que  hoi 
lo  asegura  la  Constitución,  cuando  los  que  lo  ejercen  no 
cargan  armas,  no  tiene  otro  límite  que  el  de  rejirse  por 
las  disposiciones  de  policía  las  reuniones  que  tengan  lu- 
gar en  las  plazas,  calles  i  otros  lugares  de  uso  público. 
Jío  se  necesita  de  permiso  previo  para  reunirse  en  el 
húmero  que  se  quiera  i  donde  se  quiera. 
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Según  esto,  las  autoridades  administrativas  no  podrían 
jamas,  como  lo  han  hecho  en  ocasiones,  prohibir  las 
reuniones  públicas  o  fijar  un  límite  al  número  de  las 
personas  que  puedan  reunirse,  so  pretesto  de  que  esas 
reuniones  están  sujetas  a  las  disposiciones  de  policía. 
Tratándose  de  las  reuniones  en  lugares  públicos,  la  Cons- 
titución habla  de  las  que  en  ellos  se  tengan,  no  de  las  que 
pudieran  tener  lugar.  Presupone,  por  consiguiente,  que 
la  reunión  se  verifica,  i  que  mientras  se  celebra  debe  re- 
jirse  por  las  disposiciones  de  policía.  Luego  estas  no 
pueden  impedir  reuniones  futuras,  sino  que  deben  limi- 
tarse a  vijilar  las  actualmente  existentes. 

En  suma,  vista  sobre  todo  la  disposición  que  contiene 
el  inciso  final  de  la  parte  6.a  del  art.  30  de  la  Constitu- 
ción, esta  a  nadie  confiere  la  facultad  de  restrinjir,  sus- 
pender o  prohibir  el  derecho  de  reunirse  sin  armas,  sino 
en  los  casos  de  leyes  escepcionales  a  que  se  refiere  el 
primer  inciso  de  la  disposición  que  acabamos  de  citar. 

A  la  luz  de  estos  principios,  es  fácil  comprender  que 
no  fué  constitucional  el  art.  3.°  del  decreto  librado  por 
la  Intendencia  de  Valparaíso  el  17  de  abril  de  1876,  en 
que  so  facultó  al  comandante  de  policía  de  aquella  ciu- 
dad para  «.impedir  toda  reunión»  que  tuviera  un  carácter 
sedicioso.  Las  únicas  reuniones  que  la  autoridad  admir 
nistrativa  puedo  impedir  son  las  armadas.  Si  una  reu- 
nión dej  enera  en  sediciosa,  después  de  iniciada  i  mientras 
dura,  habrá  derecho  para  intimar  a  los  amotinados  que 
se  disuelvan  con  arreglo  a  las  disposiciones  que  consig- 
na nuestro  Código  Penal,  sometiéndolos  ajuicio  en  caso 
necesario.  Pero  no  es  lícito,  después  de  reformada  nues- 
tra Constitución,  prohibir  reuniones  que  aun  no  han  te- 
nido lugar,  porque  la  autoridad  administrativa  presume 
o  sospecha  que  pueden  tornarse  en  sediciosas. 


o 
o  o 
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Asociación. — El  derecho  de.  asociación  tiene  por  ob^ 
jeto  fines  permanentes  o  periódicos;  el  de  reunión  se 
aplica  a  fines  transitorios  o  accidentales.  Un  club  fonda- 
do por  un  tiempo  mas  o  menos  largo,  es  una  manifestar 
cion  del  derecho  de  asociación;  un  meeting  con  un  obje-r 
$o  especial,  lo  es  del  derecho  de  reunión, 

o 
0  o 

Petición. — En  sesión  de  la  Cámara  de  Diputados  de 
I.°  de  diciembre  de  1877,  a  propósito  de  una  solicitud 
ante  ella  presentada  por  el  reo  de  homicidio  Miguel  J.  Tri- 

viños,  dijimos  lo  siguiente da  Constitución  reforma-* 

da  i  la  antigua  en  nada  difieren  sustancialmente  acerca 
del  derecho  de  petición.  Según  la  parte  6.a  del  art.  12  de 
la  reformada,  el  derecho  de  petición  debe  ejercerse  pro- 
cediendo en  términos  respetuosos  i  convenientes.  Según 
la  antigua,  debía  ejercerse  procediendo  legal  i  respetuo- 
samente. Toda  la  diferencia  consiste  en  la  sustitución  de 
la  palabra  conveniente  a  la  espresion  legal.  Diferencia  es 
esta  que  no  lo  es  en  el  fondo,  porque  no  es  conveniente 
una  solicitud  que  no  es  legal,  i  es  en  alto  grado  inconve- 
niente una  petición  que  viola  abiertamente  la  Constitu- 
ción i  que  importa  un  verdadero  desatino,  porque  no  otro 
calificativo  merece  la  idea  de  constituir  a  la  Cámara  en 
tribunal  llamado  a  rever  los  fallos  de  los  tribunales  de 
justicia». — «Solicitudes  semejantes  se  devuelven,  como 
vulgarmente  se  dice,  sin  mas  auto  ni  mas  traslado.  La  in- 
competencia de  la  Cámara  es  algo  tan  evidente  que  no 
puede  ponerse  en  duda». 

La  Cámara,  en  esa  misma  sesión,  lo  resolvió  así  por  38 
votos  contra  8,  aprobando  la  indicación  del  señor  don  Jo- 
sé Manuel  Balmaceda,  que  dice  así:  «Oida  la  discusión 
promovida  por  la  solicitud  de  Miguel  Triviños,  la  Cáma- 
ra declara  que  no  es  competente  para  resolver  sobro 
pila,)) 
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En  sesión  de  13  de  setiembre  de  1862,  la  Cámara  de 
Diputados  desechó  por  unanimidad  la  solicitud  que  ante 
ella  había  elevado  el  señor  don  Fernando  Urízar  Garfias, 
pidiendo  acordara  acusar  al  ex-Presidente  de  la  Repúbli- 
ca señor  don  Manuel  Montt,  por  cuanto  aquella  solicitud 
no  había  sido  apoyada  por  ningún  Diputado. 

La  Cámara  obró  bien  en  el  caso  a  que  acabamos  de 
aludir,  porque  el  derecho  de  petición  de  un  particular  no 
puede  ejercerse  invadiendo  atribuciones  esclusivas  de  la 
autoridad  misma  ante  quien  se  eleva  la  solicitud. 

En  sesión  de  3  de  diciembre  de  1866  resolvió  el  Sena- 
do, por  6  votos  contra  5,  que  no  se  diera  lectura  a  una  so- 
licitud que  los  baratilleros  de  Santiago  habían  puesto  en 
manos  del  secretario  con  ocasión  de  la  discusión  de  la 
lei  de  patentes.  El  señor  don  Alejandro  Reyes,  Ministro 
de  Hacienda,  sostuvo  que,  cuando  las  Cámaras  funcionan 
en  sesiones  estraordinarias,  no  pueden  presentarse  ante 
ellas  solicitudes  que  el  Ejecutivo  no  haya  incluido  en  la 
convocatoria. 

Nosotros  entendemos  las  cosas  de  otra  manera.  Todo 
habitante  del  Estado  puede  elevar  solicitudes  a  las  Cá- 
maras, bieu  #ea  que  estas  funcionen  ordinaria  o  estraor- 
dinariamente.  Las  solicitudes  deben  siempre  ser  leídas^ 
a  fin  de  quQ  la  Cámara,  cóijio  lo  hizp  la  de  Diputados  en 
el  asunto  del  reo  Triviños  a  que  mas  arriba  hemos  aludi- 
do, i  que  ocurrió  en  el  períodQ  $e  sesiones  extraordina- 
rias, califique  la  naturaleza  de  la  solicitud,  i  resuelva 
$i  es  o  no  de  su  competencia.  Si  [fuere  materia  de  lei  el 
asunto  a  que  la  petición  se  refiriera,  las  Cámaras  no  po- 
drían resolverlo  en  sesiones  estraojrcjiuarias,  a  menos  que 
en  estas  se  hallare  incluida  dicha  petición.  En  los  demás 
casos  pueden  resolver  acerca  de  esto  lo  que  juzgaren 
conveniente. 

Esta  es  también  la  práctica  que  ha  prevalecido  en  es- 
fos  xtttimos  años. 

pi  derecho  de  petición  debe  ejercerse  en  conformida4 
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a  lo  dispuesto  en  el  art.  159  de  la  Constitución,  para  no 
.convertirse  en  sedición. 


o 
o  o 


Libertad  de  enseñanza. — Esta  libertad,  que  consiste 
en  la  facultad  que  cada  cual  tiene  de  enseñar  lo  que 
quiera,  donde  quiera  i  por  los  testos  o  métodos  que  quie- 
ra; en  la  de  fundar  escuelas,  colejios  o  universidades  par- 
ticulares, no  está  en  pugna  con  la  existencia  del  Estado 
docente  que  crean  en  Chile  los  artículos  153  i  154  de  la 
Constitución.  Así,  la  lei  (Je  instrucción  secundaria  i  su- 
perior, que  acaba  de  ser  promulgada  (1),  asegura  a  los 
habitantes  de  Chile  la  facultcd  de  crear  establecimientos 
de  enseñanza,  i  la  de  enseñar  pxiblica  o  privadamente 
por  los  métodos  i  textos  que  quieran,  sin  sujeción  a  medi- 
da alguna  preventiva.  Las  autoridades  no  pueden  interve- 
nir en  esos  establecimientos,  sino  únicamente  para  ejer- 
cer las  atribuciones  de  vijilancia  i  policía  que  se  refieran 
a  la  moralidad,  a  la  hijiene  i  a  la  seguridad  de  los  alum- 
nos i  empleados. 

Cuando  se  discutió  en  la  Cámara  de  Diputados,  en  Be- 
sion  de  17  de  octubre  de  1873,  la  agregación  de  esta  ga- 
rantía a  las  que  enumeraba  el  artículo  12,  nosotros  pro- 
pusimos que  el  párrafo  referente  a  la  libertad  de  ense- 
ñanza se  adicionara  con  la  frase  siguiente:  asin  sujeción 
a  medida  alguna  preventiva. »  Aunque  nuestra  indicación 
(2)  fué  rechazada  por  35  votos  contra  18,  sin  que  se  le- 
vantara una  sola  voz  para  impugnarla,  hoi  figura  entre 
las  disposiciones  de  la  lei  de  9  de  enero  del  año  actual. 

Al  ocuparnos  del  art.  151  trataremos  de  la  libertad  de 
profesiones,  que  es  indudablemente  el  complemento  in- 
dispensable de  la  libertad  de  enseñanza.  Anticiparemos, 

(1)  Diario  Oficial,  núm.  540,  de  13  de  enero  de  1879. 

(2)  Véase  nuestro  discurso  en  aquella  Besion,  anexo  número  6. 
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por  ahora,  que  hemos  sido  i  somos  convencidos  partida- 
rios de  aquella. 

Inciso  7.° 

La  libertad  de  imprenta,  que  no  es  sino  una  manifes- 
tación de  la  libertad  del  pensamiento,  de  la  libertad  de 
la  palabra,  sea  verbal  o  escrita,  ha  sido  perfectamente 
asegurada  #por  nuestra  Constitución,  al  abolir  la  censura 
previa  i  toda  traba  que  impidiera  al  habitante  de  Chile 
el  ejercicio  del  derecho  de  dar  a  conocer  sus  opiniones 
por  la  imprenta,  sin  restricción  alguna. 

Esta  libertad,  necesarísima  en  todo  país  civilizado,  es 
condición  esencial  del  sistema  representativo.  Sin  ella  no 
habría  medio  alguno  de  fiscalizar  los  actos  de  los  funcio- 
narios públicos,  i  especialmente  de  aquellos  que,  como 
los  Senadores  i  los  Diputados,  no  están  sujetos  a  respon- 
sabilidad alguna  legal. 

Según  la  Constitución  no  hai  delitos  de  imprenta,  por 
mas  que  dieran  a  entender  lo  contrario  los  epígrafes  de 
algunos  de  los  títulos  de  la  lei  de  16  de  setiembre  de 
1846.  Se  puede,  sí,  abusar  de  esa  libertad,  i  el  abuso  no 
puede  ser  castigado,  sino  después  de  haber  sido  califica- 
do como  tal  por  un  jurado. 

En  esta  parte  la  Constitución  dejó  un  vacío  al  deter- 
minar que,  calificado  el  abuso  por  el  jurado,  la  causa  hu- 
biera de  seguirse  i  sentenciarse  con  arreglo  a  la  lei; 
porque  esta  pudo  establecer  el  sistema  de  la  restrictiva 
lei  de  1846,  que  permitía  a  los  tribunales  que  conocen  en 
segunda  instancia  de  las  causas  criminales,  anular  por 
injusticia  manifiesta  i  evidente  el  fallo  del  jurado  (artír 
culo  72  de  dicha  lei),  lo  que  importaba  tanto  como  des- 
truir i  anular  la  independencia  de  este.  Si  el  abuso  ha 
de  calificarse  por  un  jurado,  la  causa  debe  ser  sentencia- 
ba también  por  un  jurado,  sin  lugar  a  recurso  ulterior 
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por  injusticia  notoria,  como  afortunadamente  lo  dispone 
el  art.  34  de  la  nueva  lei  de  imprenta  de  17  de  junio  de 
1872,  una  de  las  mas  liberales  que  conocemos  i  que  fué 
el  resultado  de  la  esperiencia  práctica  que  el  pais  habia 
adquirido  en  los  4iez  años  anteriores,  durante  los  cua- 
les, a  pesar  de  la  lei  de  1846,  habia  disfrutado  de  lamas 
amplia  libertad  de  hecho  en  la  materia. 

La  verdad  es  que  los  abusos  de  la  libertad  de  impren- 
ta se  corrijen  por  la  imprenta  misma.  Un  artículo  se 
contesta  con  otro,  i  una  mala  publicación  o  un  mal  dia- 
rio llevan  en  sí  mismos  el  jérmen  de  su  destrucción, 
porque,  como  mui  bien  lo  ha  notado  el  príncipe  de  Bis- 
mark,  carecerán  de  suscriptores. 

Por  lo  demás,  es  claro  que  no  puede  haber  delitos  de 
imprenta.  El  delito  podrá,  como  en  el  caso  de  injurias, 
cometerse  por  medio  de  la  imprenta;  pero  esta  es  tan 
independiente  de  aquel,  como  lo  es  el  homicidio  respec- 
to del  arma  que  se  emplea  para  perpetrarlo. 

Al  reconocer  los  enormes  progresos  que  Chile  ha  he- 
cho en  esta  materia  en  los  diez  i  nueve  últimos  años,  tri- 
butando a  la  lei  de  1872  el  elojio  que  merece,  conviene 
observar  que  el  pais  está  aun  mas  adelantado  que  ella, 
porque,  como  lo  ha  manifestado  el  desenfreno  de  la  pren- 
sa durante  las  elecciones  de  1876,— desenfreno  que  no  tu- 
vo otro  correctivo  que  el  de  la  opinión  ilustrada, — ya  na- 
die echa  mano,  salvo  en  casos  mui  contados,  del  recurso 
de  acusar  impresos  injuriosos.  Si  la  injuria  es  proferida 
por  quien  carece  de  prestijio,  se  desprecia  i  cae  por  sí 
sola.  Si  tiene  algún  fundamento  aparente  o  es  cobijada 
por  un  diario  respetable,  se  refuta  por  el  mismo  medio. 

Notamos  con  satisfacción  que  el  artículo  3.°  de  la  lei 
de  17  de  julio  de  1872  no  incluye  entre  los  abusos  de  la 
libertad  de  imprenta,  la  excitación  a  la  revuelta  o  al  odio 
contra  las  autoridades.  Si  los  impresos  que  tal  cosa  pre- 
tendieran fuesen  justos  i  fundados,  deber  de  las  autori- 
dades sería  atender  sus  indicaciones.  En  el  caso  contrar 
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rio,  no  habría  porqué  temer  que  el  país  se  conmoviera 
por  excitaciones  destituidas  de  razón.  Por  sí  mismas  se 
desvanecerían. 


6 

Al  terminar  nuestras  observaciones  respecto  del  art. 
12  de  ía  Constitución,  llamamos  la  atención,  como  hemos 
í  tenido  oportunidad  de  hacerlo  incidentalmente,  al  párra- 

fo final  Je  lá  atribución  6.a  del  art.  36,  según  el  cual,  fue- 
ra de  los  casos  previstos  en  el  primer  párrafo  de  dicha 
atribución,  es  prohibido  dictar  leyes  (¡con  cuánta  mayor 
razón,  simples  decretos  o  bandos!)  que  suspendan  o  res- 
trinjan las  libertades  o  derechos  que  asegura  el  artículo 
que  acabamos  de  examinar. 


Capítulo  vi 

Del  Congreso  Nacional 

Akt.  13 

(íEl  poder  lejislativo  reside  en  el  Congreso  Nacional, 
tompuesto  de  dos  Cámaras,  una  de  Diputados  i  otra  de  Se- 
nadores. D 

Para  darse  cuenta  del  verdadero  alcance  de  este  artí- 
culo,  es  menester  considerarlo  con  relación  a  otros  va- 
rios de  nuestra  Constitución.  En  efecto,  según  los  artí- 
culos 40,  43,  44,  45,  46,  47,  48,  49,  53,  incisos  1.°,  4.°  i 
5.°  del  82,  i  91,  el  Presidente  de  la  República  constituye 
Una  tercera  rama  del  poder  lejislativo,  i  una  rama  impor- 
tantísima que  concurre  a  la  formación  de  las  leyes,  ini- 
ciándolas por  medio  de  mensajes;  prorogaiido  las  sesio- 
nes ordinarias  del  Congreso;  convocándolo  a  estraordi- 
narias;  discutiendo  en  las  Cámaras  por  medio  de  los 
Ministros;  modificando  o  corrijiendo  los  proyectos  de  lei 
que  hubieren  sido  aprobados  por  el  Congreso,  i  aun  re- 
chazándolos por  completo,  como  tendremos  ocasión  do 
notarlo  oportunamente  al  ocuparnos  do  los  diversos  ar- 
tículos a  que  acabamos  do  referirnos.  El  poder  lejislativo 
no  está,  por  consiguiente,  confiado  esclusivamente  a  las 
dos  Cámaras,  como  podría  alguien  creerlo  leyendo  aisla- 


• 
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damente  el  artículo  13.  Pensamos  que  este  habría  sidcr 
mas  preciso  i  mas  conforme  a  la  verdad,  si  se  le  hubiera 
agregado  la  espresion  siguiente:  «  sin  perjuicio  de  las 
atribuciones  que,  en  la  iniciativa,  discusión  i  formación 
de  las  leyes,  confiere  esta  Constitución  al  Presidente  de 
la  República.» 

La  conveniencia  manifiesta  de  confiar  a  dos  asambleas, 
i  no  a  una  sola,  la  formación  de  las  leyes,  es  algo  que 
todas  las  naciones  cultas  i  rejidas  por  el  sistema  repre- 
sentativo han  aceptado  casi  con  completa  uniformidad. 
El  ensayo  que  en  Francia  se  ha  hecho  del  sistema  de  una 
sola  Cámara,  ha  producido  fatales  resultados. 

Para  convencerse  de  las  ventajas  que  presenta  el  sis- 
tema de  dos  Cámaras  sobre  el  de  una  sola,  nos  referimos 
a  la  lección  XV  de  la  Historia  de  la  Constitución  de  Es- 
tados Unidos,  del  célebre  publicista  francés  Eduardo  La- 
boulaye,  limitándonos  a  copiar  de  la  obra  del  mismo  au- 
tor titulada  «Le  Parti  Libérala  las  frases  siguientes: 

«No  tomar  cosa  alguna  de  la  Inglaterra  i  formar  con 
piezas  de  todo  jénero  una  obra  maestra  que  en  nada  se 
asemejara  a  lo  conocido,  tal  fué  la  quimera  de  los  cons- 
tituyentes de  1789.  Así  es! que,  por  desden  a  los  ingle- 
ses, rechazaron  las  dos  Cámaras,  sin  notar  que  esta  di- 
visión de  la  lejislatura,  conservada  por  los  republicanos 
de  América,  era  una  necesidad  de  todos  los  tiempos  i  de 
todos  los  lugares.  Un  poder  sin  límites  i  sin  responsabi- 
lidad no  puede  ser  sino  una  forma  de  despotismo,  sea  que 
se  confie  a  un  solo  hombre  o  a  una  asamblea.  Mas  aun,  de 
todos  los  rejímenes,  el  mas  insoportable  será  siempre  el 
despotismo  bastardo  de  una  Cámara  única,  porque  con  un 
solo  golpe  paraliza  al  gobierno  i  esclaviza  al  pueblo;  fa- 
vorece al  mismo  tiempo  la  anarquía  i  la  tiranía.  Si  los 
constituyentes  hubieran  tenido  la  modestia  dé  consultar 
la  historia,  habrían  encontrado  el  ejemplo  del  Largo 
Parlamento  de  Inglaterra  i  del  Congreso  de  la  Confede- 
ración Americana,  dos  asambleas  que  perecieron  por  la 


72  LA  CONSTITUCIÓN  ANTP  EL  CONGRESO 

anarquía;  pero  la  esperiencia  nada  importaba  para  loa 
discípulos  de  Rousseau.  Sabían  todo  sin  haber  aprendi- 
do nada.» 

I  mas  adelante  añade: 

o: En  todos  los  pueblos  libres,  la  representación 

nacional  está  dividida  en  dos  Cámaras.  Esta  división  es 
hoi  un  axioma  político  tantas  veces  verificado  por  la  es- 
periencia5  que  ya  no  se  le  discute.  Se  puede  afirmar  con 
plena  seguridad  que  toda  asamblea  única,  sea  constitu- 
yente o  lejislativa,  llevará  al  país  a  la  anarquía  i  a  la  re- 
volución. Inútil  es  citar  ejemplos  de  esta  verdad j  sería, 
lo  creo,  imposible  citar  ejemplo  alguno  de  lo  contrario. 
Uña  Cámara  única  fué,  según  mi  opinión,  el  craso  error 
de  la  revolución  (1789),  la  fuente  de  nuestros  desórde- 
nes i  de  nuestras  miserias.  Lo  que  ha  faltado  a  nuestros 
padres  para  fundar  la  libertad,  es  una  segunda  Cámara 
que  mantuviese  a  la  primera  i  que  fuera  mantenida  por 
esta  en  el  respeto  a  la  Gonstitucion  i  a  la  voluntad  nacio- 
nal. El  poder  absoluto  ha  embriagado  i  perdido  a  nues- 
tros lejisladores.D 

La  misma  opinión  profesaba  el  eminente  estadista  fran- 
cés M.  Thiers.  Fueron  sus  esfuerzos  incesantes  los  que, 
después  del  orden  de  cosas  a  que  dio  lugar  la  caída  del 
segundo  imperio  en  4  de  setiembre  de  1870,  consiguie- 
ron establecer  nuevamente  en  Francia  el  sistema  de  las 
dos  Cámaras,  que  mutuamente  se  fiscalicen,  i  que  es  una 
garantía  de  que  la  lei  se  discutirá  siempre  con  calma  i 
madurez,  precaviendo  las  resoluciones  que,  en  un  mo- 
mento de  arrebato,  puede  arrancar  a  una  Cámara  la  pa- 
labra de  un  orador  eminente. 

Con  la  existencia  de  dos  Cámaras  el  pais  está  mas  se- 
guro de  que  no  surjirán  los  manejos  poco  escrupulosos 
de  un  Gobierno  falto  de  dignidad. 

¿Qué  habría  sido  de  la  forma  republicana  en  Francia 
si,  cuando  el  Mariscal  Presidente  dictó  la  famosa  i  des- 
graciada medida  que  lleva  la  fecha  del  16  de  mayo  de 
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1877,  apoyada  por  una  de  las  Cámaras,  no  hubiera  exis- 
tido la  otra  que,  con  tanta  dignidad  i  entereza,  la  resis- 
tió hasta  el  fin,  sin  salir  de  la  órbita  legal,  i  obtuvo  el 
triunfo  de  aquel  sistema  sobre  el  de  la  reacción  monár- 
quica? 

AfcT.  14 

(  Los  Diputados  i  Senadores  son  inviolables  por  las  opi- 

niones que  manifiesten  i  votos  que  emitan  en  el  desempeño 
de  sus  cargos* 

Art.  i  5 

Ningún  Senador  o  Diputado,  desde  el  dia  de  su  elección^ 
podrá  ser  acusado,  perseguido  o  arrestado^  salvo  en  el  caso 
de  delito  in-fraganti,,  si  la  Cámara  a  que  pertenece  no  au- 
toriza previamente  la  acusación  declarando  haber  lugar  a 
formación  de  causa. 

AfeT.  16 

Ningún  Diputado  o  Senador  será  acusado  deéde  et  dia 
f  de  sti  elección,  sino  ante  sil  respectiva   Cámara,  o  ante  la 

Comisión  Conservadora,  si  aquélla  estuviere  en  Seceso.  Si 
se  declara  haber  lugar  a  formación  de  causa,  queda  el  acu- 
sado suspendido  de  sus  funciones  lejislativas  i  sujeto  al  juez 
competente. 

Art.  lí 

Un  caso  de  ser  arrestado  algún  Diputado  ó  Senador  por 

delito  in-fraganti  será  puesto  inmediatamente  a  disposición 

de  la  Cámara  respectiva  o  de  la   Comisión  Conservadora, 

11 
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con  la  información  sumaria.  La  Cámara  o  la  Comisión 
procederá  entonces  conforme  a  lo  dispuesto  en  la  segunda 
parte  del  artículo  precedente. 

La  inviolabilidad  que  la  Constitución  asegura  a  los 
Diputados  i  Senadores  se  refiere  solo,  como  lo  espresa  el 
art.  14,  a  las  opiniones  que  manifiesten  i  votos  que  emitan 
en  el  desempeño  de  sus  cargos.  Lejos  de  referirse  a  los 
delitos  que  pudieren  cometer  sea  como  individuos  par- 
ticulares, v.  gr.  un  robo,  sea  como  funcionarios  públicos, 
por  ejemplo,  el  cohecho,  los  arts.  15  a  17  determinan  el 
procedimiento  que  debo  observarse  para  acusarles. 

Esa  inviolabilidad  es  condición  indispensable  de  la 
organización  de  las  cámaras  en  el  sistema  representativo. 
Donde  quiera  que  este  rije,  aquella  inviolabilidad  está 
asegurada  a  los  miembros  de  las  cámaras.  I  debe  estarlo, 
porque  es  imposible  idear  un  sistema  de  gobierno  dentro 
del  cual  no  exista  alguna  autoridad  cuyos  miembros 
no  puedan  estar  sujetos  a  otra  fiscalización  que  la  de  su 
propia  conciencia  i  la  de  la  opinión  pública,  manifestada 
por  una  prensa  bien  dirijida.  El  poder  inspectivo  no 
puede  organizarse  como  entidad  distinta  i  separada  de 
los  demás,  porque  él  también  tendría  que  ser  inspeccio- 
nado por  álgirien,  i  así  la  serie  de  poderes  sería  intermi- 
nable* Por  eso  la  inspección  suprema  quo  el  pais  debe 
ejercer  sobre  las  autoridades  constituidas  dentro  de 
cierta  medida,  no  puede  tener  lugar  sino  confiándola  a 
los  representantes  que  la  misma  nación  elije  i  renueva 
periódicamente  para  ejercer  el  poder  lejislativo  i,  junto» 
con  este,  el  inspectivo.  Ni  habría  otro  medio  de  conse- 
guir tan  interesante  resultado. 

o 

Con  la  mira  de  evitar  que,  por  medio  de  acusaciones, 
persecuciones  o  arrestos  infundados,  pudiera  impedirse 
a  los  Diputados  i  Senadores  el  libre  ejercicio  de  sus  fuu- 
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fc  iones,  ío¡á  arts.  15  i  16  disponen  que,  desde  el  dia  de  su 
elección,  éstos  no  podrán  ser  acusados,  perseguidos  o 
arrestados,  salvo  en  el  caso  de  delito  in-fragantij  si  la 
Cámara  respectiva,  o,  en  su  receso,  la  Comisión  Conser- 
vadora, no  autorizare  previamente  la  acusación,  que  anto 
ella  debe  iniciarse*  declarando  haber  lugar  a  formación 
de  causa.  Esta  declaración  suspende  las  funciones  lejis- 
lativas  del  acusado  i  le  deja  sujeto  al  juez  competente. 

Esta  garantía  principia  ú,  existir  deisde  la  fecha  en  qud 
rte  tiene  Conocimiento  oficial  de  la  elección  de  los  Diputa- 
dos i  Senadores.  Es  claro»  que  ántos  se  ignora  legalmen- 
te  quienes  son  estos,  i  por  dia  de  su  elección  rio  puede 
entenderse  sino  aquel  dri  que  ella  es  conocida  piara  lá 
lei.  Si  la  garantía  principiara  ú,  existir  solo  en  la  fechü 
en  que  el  Congreso  abriera  sus  sesiones  o  en  aquella  en 
que  el  Senador  o  Diputado  se  incorporase  a  la  Cámara 
respectiva,  podría  resultar  que  se  intentaran  medios  in- 
debidos, tales  como  acusaciones  calumniosas  u  otros  aná- 
logos, para  evitar  que  las  Cámaras  pudieran  funcionar, 
i  para  impedir  que  sus  miembros  se  incorporaran  en 
tiempo  oportuno.  Conviene  que  el  individuo  electo  para 
Senador  o  Diputado  goce  de  la  garantía  a  que  aludimos, 
desde  que  consta  que  ha  merecido  esa  distinción  de  .sus 
conciudadanos,  i  desde  entonces  debe  sentirse  seguro  do 
que  su  persona  será  respetada. 


o 
o  ó 


Atltes  de  lá  reforma  del  art.  1G1  q[üe,  en  su  forma  ac- 
tual, dispone  que  aun  durante  el  estado  de  sitio  no  so 
podrán  violar  las  garantías  constitucionales  concedidas 
a  los  Diputados  i  Senadores,  se  suscitó  la  cuestión  de  si, 
vijente  el  primitivo  art.  161,  tenían  cabida  las  garantías 
mencionadas  cuando  la  autoridad  pública,  previa  decla- 
ración de  estado  de  sitio,  decretaba  el  arresto  de  un  Se- 
nador o  Diputado,  no  para  que  se  les  formara  causa  alga- 
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na,  sino  únicamente  como  medida  de  precaución  para  con- 
servar el  orden. 

Él  señor  don  Jerónimo  Urmeneta,  Ministro  del  Inte- 
rior, i  el  señor  Diputado  don  Antonio  Varas  sostuvieron, 
en  sesión  de  la  Cámara  de  Diputados  de  9  de  junio  de 
1859,  que  las' garantías  (pié  los  arts.  15  i  16  establecen, 
no  tienen'  lugar  ni  soií  aplicables  cuando  se  trata  de 
arrestos  o  traslaciones  de  Diputados  o  Senadores,  decre- 
tados por  el  Ejecutivo  en  uso  de  las  facultades  que  ema- 
naban de  una  dteelaraeion  de  estado  de  sitio. 

Esta  opinión,  que  ha  prevalecido  en  la  práctica  en  mas 
de  un  caso,  como  fué  el  del  arresto  cfel  señor  Senador 
don  Francisco  Ignacio  Ossa  en  setiembre  de  1859,  podia 
sostenerse  antes  de  la  reforma  del  art.  161,  fundándose 
en*  la  letra  de  los  arts.  15  i  16  qire  se  refieren  al  caso  do 
formación  de  causa.  Nosotros,  sirc  embargo,  nos  habría- 
mos atenido  con  preferencia  a  la  opinión  contraria,,  úni- 
ca compatible  con  la  existencia  del  Congreso:  Kada 
impediría  al  Presidente  déla  República  decretarla  com- 
pleta disolución  de  las  Cámaras,  una  Vez  que  se  le  reco- 
nociera la  facultad  de  arrestar  a  los  miembros  que  las 
forman.  La  Constitución  reformada  ha  obrado  cuerda- 
metfte  zanjando  esta  cuestión  en  el  único  sentido  com- 
patible  con  los  sanos  principios  i  la  conveniencia  pú- 
blica.. 


o 
o  o 


¿Puede  una  Cámara  aprobar  o  votar  proposiciones  de 
censura  contra  sus  propios  miembros?  La  Cámara  de  Di- 
putados-opinó  por  la  afirmativa,  en  sesión  de  14  de  junio 
de  1859,  al  votar  por  unanimidad  un  acuerdo  que  decla- 
raba que  «el  Diputado  suplente  por  San  Felipe,  don 
Francisco  Vargas  Fontecil la,  habia  faltado  a  su  deber  de 
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Diputado,  retirándose  de  la  Cámara  en  la  sesión  ante- 
rior i  desentendiéndose  de  la  orden  del  Presidente.» 

En  sesión  de  la  misma  Cámara  de  23  de  junio  de 
1868,  después  de  un  debate  sostenido  por  el  señor  don 
Antonio  Varas,  en  el  sentido  de  que  la  Cámara  carece 
de  tal  facultad  por  ser  ella  incompatible  con  la  inviola- 
bilidad del  Diputado,  apoyando  el  señor  don  Joaquín 
Blest  Gana,  Ministro  de  Justicia,  la  tesis  contraria,  se 
propuso  censurar  al  señor  don  Pedro  León  Gallo  por 
haber  tratado  de  infame  calumniador  al  Ministro  de  Ha- 
cienda. La  proposición  de  censura  fué  aceptada  en  la 
sesión  del  dia  siguiente  por  treinta  i  nueve  votos  contra 
diez. 

Todavía  la  Cámara  de  Diputados,  en  sesión  de  12  de 
noviembre  de  1878,  aprobó,  por  treinta  votos  contra  ca- 
torce, una  proposición  de  censura  contra  el  señor  Dipu- 
tado por  Curicó  don  Anjel  Custodio  Vicuña,  por  una 
palabra  anti-parlamentaria  que  habia  pronunciado  en  la 
misma  sesión  contra  el  señor  Diputado  por  Chillan  don 
Aniceto  Vergara  Albano. 

Nosotros  tuvimos  el  honor  de  decir  en  esta  última  se- 
sión que,  aunque  creíamos  que  una  Cámara  puede  cons- 
titucionalmente  censurar  a  sus  miembros,  porque  la 
inviolabilidad  que  la  Constitución  les  asegura  es  esten- 
siva  solamente  a  las  opiniones  i  votos  que  emitan  en  el 
desempeño  de  sus  cargos,  .sin  que  de  ello  se  infiera  que  les 
sea  lícito  faltar  al  orden,  proferir  injurias,  retirarse  de  la 
sala  en  ciertos  momentos,  etc.,  etc.,  creíamos  también 
que  debia  hacerse  jaso  de  semejante  facultad  solo  en  ca- 
sos mui  graves,  i  con  suma  parcimonia,  solo  cuando 
hubieran  sido  insuficientes  i  se  hubieran  agotado  los 
remedios  que,  para  tales  .casos,  tuviere  previstos  el  Re- 
glamento de  Sala.. 

Por  eso  votamos  en  contra  de  la  eeoisura  propuesta 
por  el  señor  Diputado  don  Enrique  MacJver  en  el  ter- 
cero de  los  casos  que  ^dejamos  citados.  En   resumen, 
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reconocemos  la  facultad  de  la  Cámara,  pero  no  recomen^ 
damos  su  ejercicio,  que  puede  dar  lugar  *  peligrosos 
abusos  de  mayoría. 

o 
o  o 

¿Puede  una  Cámara  imponer  multas  a  sus  miembros 
por  causa  de  inasistencia  a  sus  sesiones,  estableciéndolas 
en  artíciilos  de  su  Reglamento  Interior?  El  señor  don 
Joaquín  Larrain  Gandarillas  sostuvo  la  negativa  en  se- 
sión de  la  Cámara  de  Diputados  de  21  de  julio  de  1866, 
fundándose  en  que  la  Constitución  no  confiere  a  las  Cá- 
maras semejante  facultad  i  en  que  la  imposición  de  penas 
ps  materia  de  lpi, 

'  La  Cámara  opinó  oomo,  el  señor  Larrain  Gandarillas,' 
rechazando,  por  trpinta  i  seis  votos  contra  siete,  el  artí- 
culo que,  sobre  la  materia,  le  ftié  propuesto  para  adicionar 
&u  reglamento  en  ui*  proyecto  de  acuerdo  que  tenia  por 
objeto  reglamentar  la  asistencia  de  los  Diputados.  Pen- 
camos que  el  señor  Larrain  i  la  Cámara  tuvieron  perfec- 
ta razón  al  resolver  la  cuestión  propuesta  en  un  sentido 
jiegatiyo, 

o  o 

fnDe'  qué  antecedentes  debe  partir  una  Cámara  para  de- 
clara? que  liai  lugar  a  /afinación  de  causa  contra  uno  de 
sus  miembros?  ¿Bastará  el  solo  lieclio  de  presentarse  al- 
guien acusándolos?  Pensamos  que  nó,  i  así  se  ha  resuel- 
to prácticamente  la  cuestión. 

En  sesión  de  29  de  julio  de  1844,  después  de  una  dis- 
cusión habida  entre  el  señor  don  Manuel  Montt  i  el  señor 
dou  Podro  Palazuelos,  en  que  aquel  sostuvo,  i  oon  mu-< 
cha  razón,  que  para  desaforar  a  un  Diputado  era  menes- 
ter ((que  la  acción  se  presentara  al  primer  aspecto  fun- 
dada, que  el  hecho  denunciado  apareciera  con  el  carácter 
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de  dolito»,  la  Cámara  de  Diputados  desechó,  por  vein- 
tiún votos  contra  trece,  la  solicitud  de  desafuero  que 
unte  ella  pendia  contra  el  señor  Diputado  don  Rafael 
Gatica.  (1) 

En  sesión  de  3  de  octubre  de  1854,  la  misma  Cámara 
declaró  otra  vez  implícitamente  idéntica  cosa,  al  aprobar 
por  unanimidad  el  informe  de  su  comisión  de  lejislacion. 
i  justicia,  en  que  ésta  pidió  se  procediera  por  el  Juez  del 
Crimen  de  Santiago  a  levantar  una  información  acerca 
de  los  hechos  que  don  Andrés  Arríeta  imputaba  al  señor 
Diputado  Jeneral  don  José  Ignacio  García. 

En  sesión  de  27  de  noviembre  de  1375  la  Cámara  de 
Diputados,  declarando  por  veintiséis  votos  contra  une 
(este  último  creemos  fué  el  del  señor  Diputado  cuyo,  de- 
safuero se  pedia)  no  haber  lugar  a  la  formación  de  cau- 
sa solicitada  por  el  señor  don  Belisario  Henriquez  -contra 
el  señor  don  Francisco  de  Paula  Figueroa,  aceptó  las 
conclusiones  del  informe  que  en  aquel  asunto  nos  cupo 
la  honra  de  redactar  para  la  comisión  de  constitución, 
lejislacion  i  justicia,  el  cual  lleva  las  firmas  de  los  seño- 
res Balmaceda,  Cood  i  Fábres,  ademas  de  la  nuestra.  (2) . 

Según  ese  informe  una  Cámara  no  debe  autorizar  una 
acusación  contra  uno  de  sus  miembros  sino  cuando  con- 
curren copulativamente  dos  circunstancias:  1.*  la  existen- 
cia plenamente  probada  de  un  hecho  que  constituya  delito 
o  que  so  presente  con  el  carácter  de  tal;  i  2  .••que  apa- 
rezca sena-plenamente  probado  que  es  el  Senador  o  Dipu- 
tado cuyo  desafuero  se  pretende,  el  autor  responsable, 
cómplice  o  encubridor  de  ese  hecho. 

No  basta  la  sola  imputación  de  un  delito  hecha  a  un 
Diputado  o  Senador  para  que  la  Cámara  respectiva  de- 
clare haber  lugar  a  formarle  causa.  En  tal  caso  el  privi- 
lejio  que  la  Constitución  les  asegura  a  nada  conduciría. 

(1)  Suplemento  a  El  Progreso,  núm.  54L 
.(2)  Anexo,  núm,  7, 
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Nó:  es  menester  que  a  la  solicitud  de  desafuero  se  acom- 
pañe un  sumario,  levantado  por  la  justicia  ordinaria,  del 
cual  se  deduzcan  los  dos  antecedentes  a  que  acabamos 
de  referirnos,  o,  a  falta  de  sumario,  documentos  que  in- 
duzcan a  idénticas  consecuencias. 

Si  la  Cámara,  una  vez  en  posesión  de  tales  datos,  en- 
puentra  plenamente  probada  la  existencia  del  delito  o  del 
hecho  que  se  presenta  con  los  caracteres  de  tal,  i  que  el 
autor  responsable,  cómplice  o  encubridor  de  ese  hecho 
es  el  Diputado  o  Senador  cuyo  desafuero  se  pretende, 
debe  declarar  que  hai  lugar  a  formación  de  causa,  de- 
volviendo los  anteoedentes  al  juez  competente,  a  fin  de 
que  éste  proceda  contra  el  culpable  en  la  forma  ordi- 
naria. 

Si,  a  juicio  de  la  Cámara,  no  existiere  el  delito  que 
motivara  la  acusación,  o  no  presentare  ese  carácter  el 
hecho  que  se  denunciare  como  tal,  o,  si  aun  en  la  hipó- 
tesis contraria,  no  hubiere  semi-plena  prueba  contra  el 
Senador  o  Diputado  a  quien  se  tratare  de  acusar;  debe 
pntónces  declararse  que  no  hai  lugar  a  formación  de  cau- 
sa, quedando  en  tal  caso  paralizada  la  acción  de  los  tri- 
bunales mientras  el  Senador  o  Diputado  conserve  su  ca- 
rácter de  tal. 

Las  garantías  a  que  se  refieren  los  artículos  15  i  16  no 
se  aplican  cuando  se  trata  de  delito  in-fraganti.  En  este 
caso  el  Senador  o  Diputado  puede  ser  arrestado  desde 
luego  i  debe  ser  puesto  a  disposición  de  la  Cámara  res- 
pectiva o,  en  su  receso,  de  la  Comisión  Ooneiervadora,  con 
la  información  sumaria  que,  para  acredita1*  Ia  existencia 
del  delito  i  la  circunstancia  de  haber  sido   sorprendido 
in-feagai}ti  el  arrestado,  debe  levantar  el  juez  que  decre- 
tó el  arresto  o  ^nte  quien  fué  conducido  el  arrestado,  con 
arreglo  al  art.  136.  La  Cámara  o  la  Comisión,  en  vista 
de  esa  información,  procederá  entonces  en  la  forma  que 
hemos  indicado  en  los  párrafos  precedentes. 
En  el  citado  art.  136  nos  ocuparemos  de  lo  que  se  en- 
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tiende  por  delito  in-fraganti,  espresion  vaga  que  ninguna 
lei  ha  definido  todavía  entre  nosotros. 


De  la  Cámara  de  Diputados. 

Art.  18 

aLa  Cámara  de  Diputados  se  compone  de  miembros  ele- 
jidos  por  los  departamentos  en  votación  directa,  i  en  la  for- 
ma que  determina  la  lei  de  elecciones. » 

Art.  19 

uSe  elejirá  un  Diputado  por  cada  veinte  mil  almas,  i  por 
una  fracción  que  no  baje  de  doce  mil. 

ce  También  se  élejirán  Diputados  suplentes  en  el  número 
que  fije  la  lei.J> 

El  artículo  18  dispone  que  los  Diputados  serán  eleji- 
dos  por  los  departamentos  en  votación  directa  i  en  la 
forma  que  determine  la  lei  de  elecciones. 

Los  departamentos  a  que  la  Constitución  se  refiere  en 
este  artículo  no  son  ni  pueden  ser  otros  que  los  que  ella 
misma  crea  en  el  art.  115  para  los  efectos  de  la  división 
territorial  del  pais.  Luego,  los  Diputados  no  podrían  ser 
elejidos  por  fracciones  o  pedazos  de  un  departamento, 
infiriéndose  de  aquí  que  sería  inconstitucional  la  lei  que 
én  Chile  estableciera  para  la  elección  de  Diputados  el 
sistema  de  las  circunscripciones  electorales,  que  se  practi- 
ca en  Francia,  i  que  consistiría  en  dividir  el  territorio  de 
la  República  en  tantos  departamentos  electorales  cuantos 
son  los  Diputados  que  se  elijen  en  toda  ella,  a  fin  de  que 
pada  ciudadano  sufrague  solo  por  un  candidato. 

Ademas  de  inconstitucional,  el  sistema  de  circunscrip- 

12 
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ciones  electorales  violaría  los  principios  en  que  debe  ba- 
sarse la  organización  de  una  buena  lei  electoral,  porque 
dejaría  sin  representación  alguna  a  las  minorías. 

Refiriéndose  el  art.  18  a  la  lei  en  cuanto  a  la  forma  de 
la  elección  directa  de  los  Diputados,  diremos  dos  pala- 
bras acerca  de  los  diferentes  sistemas  que  aquella  po- 
dría establecer  para  dicha  elección,  como  también  para 
todas  las  elecciones  directas,  o  sea  las  de  Senadores,  de 
electores  de  Presidente  de  la  República  i  de  municipales. 
Esos  sistemas  son:  1.°  el  de  lista  completa;  2.°  el  do 
lista  incompleta  o  voto  limitado;  3.°  el  del  voto  acumula- 
tivo; i  4.°  el  del  voto  proporcional  o  cuotativo. 

El  sistema  de  lista  completa,  que  rijió  entre  nosotros 
en  todas  las  elecciones  directas  practicadas  antes  de  la 
aplicación  de  la  última  lei  electoral  de  12  de  noviembre 
de  1874,  subsiste  hoi  todavía  para  las  elecciones  de  Se- 
nadores i  de  electores  de  Presidente  de  la  República. 
Consistiendo  ese  sistema  en  que  cada  sufragante  vote 
por  tantas  personas  distintas  cuantos  son  los  candidatos 
que  deben  ser  elejidos,  de  manera  que  la  lista  se  com- 
plete con  nombres  diferentes,  sin  facultad  de  acumular, 
es  claro  que  él  consulta  solo  la  representación  de  la  ma- 
yoría. El  partido  que  cuenta  con  esta,  ganará  1$  elección 
de  todos  los  candidatos  que  figuren  en  la  lista,  escluyen- 
do  de  toda  representación  a  la  minoría.  Tal  sistema  está 
ya  definitivamente  condenado  por  la  ciencia  i  por  la  es» 
periencia. 

El  sistema  del  voto  limitado  o  de  lista  incompleta 
consiste  en  que  todo  sufragante  debe  suprimir  uno  o  mas 
candidatos  de  la  lista,  por  ejemplo  uno  de  cada  tres,  vo- 
tando solo  por  dos,  como  lo  dispone  hoi  la  lei  para  la 
elección  de  municipales.  Este  sistema  consulta  induda» 
blemente  la  idea  de  dar  representación  a  las  minorías, 
pero  de  una  manera  mucho  menos  satisfactoria  que  el 
voto  acumulativo.  Para  persuadirse  de  ello  bastará  fijar- 
se en  que  una  minoría,  para  obtener  el  triunfo  seguro  de 
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un  candidato  entre  tres,  necesita,  con  el  sistema  del  vo- 
to limitado,  contar  con  dos  quintos  mas  uno  del  número 
de  votantes.  Con  el  sistema  del  voto  acumulativo  solo 
Eecesitaría  de  la  tercera  parte. 

El  sistema  del  voto  acumulativo,  que  hoi  se  aplica 
entre  nosotros  a  la  elección  de  Diputados,  consiste  en  la 
facultad  que  el  elector  tiene  de  aplicar  en  favor  de  un 
solo  candidato  un  número  de  votos  igual  al  de  los  candi- 
datos que  corresponde  elejir,  o  de  distribuir  este  núme- 
ro de  votos  como  le  plazca,  en  favor  de  una  o  mas  per- 
sonas. 

Este  sistema,  aplicado  en  naciones  donde,  como  en 
Chile,  no  se  hace  la  elección  en  un  solo  colejio  en  todo 
el  pais,  ofrece  el  gravísimo  inconveniente  de  establecer 
una  desigualdad  verdaderamente  chocante  entre  el  de- 
recho electoral  de  los  ciudadanos,  según  el  departamen- 
to en  que  lo  ejercen.  Así,  un  ciudadano  olector  de  San- 
tiago, tiene  diez  votos;  uno  de  Rancagua  cinco;  uno  de 
Linares  tres;  uno  de  Copiapó  dos;  i  el  de  Ancud  solo  uno. 

Supone  una  organización  compacta  i  buena  disciplina 
en  los  partidos.  Los  errores  de  estos  pueden  traerles 
consecuencias  funestas,  como  sucedió  en  Valparaíso  en 
las  elecciones  de  1876,  donde  el  partido  que  contaba  con 
la  mayoría,  puesto  que  ganó  la  elección  del  Diputado 
suplente,  perdió,  sin  embargo,  la  elección  de  cuatro  de 
'  los  cinco  Diputados  propietarios  que  corresponden  a  ese 

departamento. 

En  sesión  de  la  Cámara  de  Diputados  de  15  de  junio 
de  1869,  los  señores  don  Joaquín  Blest  Gana  i  don  Vi- 
cente Sanfuentes  impugnaron  como  contraria  a  la  Cons- 
titución la  idea  del  voto  acumulativo.  El  señor  don 
Antonio  Varas  sostuvo  lo  contrario,  i  la  leí  de  12  de 
noviembre  de  1874  le  ha  dado  la  razón,  i  con  justicia. 

En  efecto,  no  vemos  de  donde  podría  deducirse  la 
inconstitucionalidad  del  sistema,  aplicado  dentro  de  cada 
departamento,  en  la  forma  determinada  por  la  lei  vijen* 
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te.  En  ninguna  parte  escluye  la  Constitución  la  idea  de 
que  las. minorías  tengan  representación  en  las  Cámaras 
i  en  las  Municipalidades.  Lejos  de  eso,  al  hablar  de  las 
elecciones  directas,  se  refiere  siempre  a  la  lei,  en  cuanto 
a  su  forma. 

El  sistema  del  voto  proporcional  o  cuotativo,  en  la  for- 
ma ideada  por  el  célebre  publicista  ingles  Tomas  Haré, 
teniendo  todos  los  electores  voto  igual  i  de  idéntico  al- 
cance, lo  que  supone  la  unidad  de  colejio  en  todo  el 
país,  es  indudablemente  el  mas  perfecto  de  los  sistemas 
electorales,  porque  asegura  a  todos  los  partidos  una  re- 
presentación proporcionada  a  su  fuerza  efectiva. 

No  podría  aplicarse  en  Chile,  en  toda  su  latitud,  sin 
que  se  reformara  la  Constitución  en  cuanto  determina 
que  las  elecciones  directas  se  hagan  por  fracciones  te- 
rritoriales, dos  de  ellas  por  departamentos  i  una  por  pro- 
vincias. Nosotros  desearíamos  que  este  sistema  se  esta- 
bleciera para  la  elección  del  Senado,  como  lo  indicare- 
mos mas  adelante. 


o 
o  o 


Con  relación  a  los  arts.  18  i  19  <jue  examinamos,  se 
han  suscitado  algunas  cuestiones. 

En  sesión  de  la  Cámara  de  Diputados  de  2  de  agosto 
de  1864,  el  señor  don  Manuel  Antonio  Matta,  al  discu- 
tirse el  proyecto  de  lei  que  creó  el  departamento  de 
Coquimbo,  sostuvo  que,  con  arreglo  al  art.  18,  todo  de- 
partamento debia  elejir  por  lo  menos  un  Diputado,  cual- 
quiera que  fuese  su  población.  El  señor  Matta  olvidó, 
al  sostener  esta  opinión  (que  siempre  ha  sido  rechazada), 
que  el  art.  18  debe  relacionarse  con  el  19,  i  que,  fijando 
este  para  la  elección  de  Diputados  cierta  base  de  pobla- 
ción, un  máximun  i  un  mínimun,  resulta,  combinando 
ambos  artículos,  que  hai  departamentos  que  no  pueden 


ARTÍCULOS  18  I  19  85 

• 

elejir  Diputados  por  sí  solos,  cuando  no  cuentan  con  el 
mínimun  de  habitantes  fijado  en  la  Constitución. 

Esta  quiere  que  la  elección  de  Diputados  se  haga 
por  los  departamentos^  es  verdad;  pero  lejos  de  disponer 
que  cada  departamento  deba  elejir  por  lo  menos  un  Di- 
putado, dispone  que  se  elejirá  uno  por  cada  veinte  mil 
almas,  i  por  una  fracción  que  no  baje  de  doce  mil.  Lue- 
go es  claro  que,  aplicando  literalmente  la  prescripción 
del  art.  19,  solo  podría  elejir  un  Diputado  el  departa- 
mento que  tuviera  un  mínimun  de  habitantes  de  veinte 
mil.  La  fracción  de  doce  mil  a  que  se  refiere  dicho  artí- 
culo, está  unida  a  la  anterior  por  la  conjunción  copulati- 
va i,  no  por  la  disyuntiva  o,  de  manera  que,  según  la 
letra  de  la  Constitución,  un  Diputado  puede  representar 
un  mínimun  de  veinte  mil  habitantes  i  un  máximun  de 
treinta  i  dos  mil. 

Sin  embargo,  todas  las  leyes  que  han  fijado  el  número 
de  Diputados,  han  entendido  i  aplicado  el  precepto  cons- 
titucional como  si  él  hubiera  fijado  la  cifra  de  doce  mil 
(antes  de  diez  mil)  como  mínimun,  i  la  de  treinta  i  dos 
mil  (antes  treinta  mil)  como  máximun  para  la  elección 
de  un  Diputado. 

I  con  el  fin  de  evitar  que  los  departamentos  cuya  po- 
blación no  alcanzare  al  mínimun  fijado  por  la  Constitu- 
ción, queden  sin  representación  en  la  Cámara  de  Dipu- 
tados, la  lei  ha  dispuesto  siempre  también  que  se  anexen, 
para  los  efectos  electorales,  a  otro  departamento  de  la 
misma  provincia,  elijiendo  conjuntamente  el  número  de 
Diputados  que  corresponda  a  la  población  de  ambos.  Así 
hoi  elijen  dos  Diputados  los  departamentos  de  Copiapó 
i  Caldera  conjuntamente;  uno  los  de  Concepción  i  Tal- 
cahuano,  etc. 


o  o 


Para  obviar  el  inconveniente  de  que  dos  depártamela 
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tos  hicieran  conjuntamente  una  elección,  el  señor  doi* 
Ricardo  Claro,  eñ  sesión  de  la  Cámara  de  Diputados  de 
25  do  setiembre  de  18G6,  hizo  indicación  para  que  se 
variara  la  demarcación  territorial  de  los  departamentos 
de  Llanquihue  i  de  Osorno,  agregando  al  uno  tantas  pa-> 
rroquias  del  otro  cuantas  fuera  necesario  para  que  ambos 
contaran  con  mas  de  diez  mil  habitantes  (entonces  era 
ese  el  mínimun  en  lugar  de  doce  mil)  i  pudiera  así  ele- 
jir  cada  uno  un  Diputado,  i  no  uno  solo  entre  los  dos. 
La  indicación  fué  rechazada  por  .treinta  i  tres  Votos  con- 
tra cuatro,  porque  constitucionalmente  no  es  admisible 
que  un  Diputado  represente  a  un  departamento  i  a  una 
sección  o  pedazo  de  otro. 

El  deseo  del  señor  Claro  habría  podido  satisfacerse 
constitucionalmente  dictando,  con  arreglo  al  inciso  5.* 
del  art.  37,  una  lei  que  alterara  los  límites  i  estensiotí 
de  aquellos  departamentos. 

« 

o 

o  6 

Él  üuevd  art.  19  de  la  Constitución,  además  efe  haber 
elevado  a  doce  mil  la  fracción  de  diez  mil  habitantes 
que  señalaba  el  antiguo,  ha  agregado  a  estef  un  segundo 
inciso  que  prescribe  la  elección  dé  Diputados  suplentes 
en  el  número  que  fije  la  lei. 

Así  se  ha  dado  existencia  constitucional  a  los  Diputa- 
dos suplentes,  qxíc  antes  la  teñian  solo  en  tirtüd  de  lei. 
Nosotros,  que  creemos  perjudicial  esta  refoíma,  tuvimos 
ía  honra  de  oponernos  a  ella  en  sesión  de  la  Cámara  de 
Diputados  de  8  de  setiembre  de  1873.  (1)  Mas  adelante, 
al  ocuparnos  de  los  Senadores  suplentes,  manifestaremos 
las  razones  de  nuestra  opinión. 

En  consecuencia,  nosotros  suprimiríamos  del  art-  19 
eí  inciso  relativo  a  Diputados  suplentes,  i  redactaríamos 

(1)  Boletín  de  Sesione»  de  1873,  páj.  484. 
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el  primero,  a  fin  de  evitar  ambigüedades,  en  la  forma 
siguiente: 

<(Se  elejirá  un  Diputado  por  cada  veinte  mil  habitan- 
tes i  por  una  fracción  que  no  baje  de  doce  mil.  Un  Di- 
putado no  podrá  representar  mas  de  treinta  i  dos  mil 
habitantes,  ni  menos  de  doce  mil.» 

Art.  20 

<aLa  Cámara  de  Diputados  se  renovará  en  su  totalidad 
cada  tres  años». 

Ninguna  cuestión  sujiere  este  artículo.  Tres  años  es 
un  período  bien  calculado;  ni  demasiado  largo  ni  dema- 
siado corto.  Nos  parece  una  buena  base  para  determinar 
la  duración  que  debería  asignarse  a  otras  funciones  pú- 
blicas, como  lo  notaremos  al  estudiar  la  organización  del 
Senado. 

Art.  21 

xPara  ser  ele/ido  Diputado  se  necesita.' 
«í/*  Estar  en  posesión  de  los  derechos  de  ciudadano  elec- 
tor* 

*2°  Una  renta  de  quinientos  pesos,  a  lo  menos». 

Aunque,  según  lo  dispuesto  en  el  inciso  primero  del 
artículo  que  examinamos,  es  menester  que  el  individuo 
electo  para  Diputado  (i  para  Senador  según  el  art.  32) 
esté  calificado,  poique  si  no  lo  estuviere  es  claro  que  no 
podría  votar,  con  aríeglo  a  lo  prescrito  en  el  art.  9.°,  so 
ha  resuelto  constantemente  lo  contrario,  prescindiendo  do 
la  letra  de  la  Constitución. 

En  efecto,  en  marzo  de  1843  fueron  elejidos  Diputa- 
dos por  Chillan  los  señores  don  Antonio  Varas  i  don 
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Antonio  García  Reyes.  Ni  aquél  ni  éste  se  habían  cali- 
ficado en  noviembre  de  1842,  quizá  por  no  tener  enton- 
ces veinticinco  años  de  edad.  Los  tenían,  sin  embargo, 
cuando  fueron  elejidos  cinco  meses  después;  pero  abri- 
gando dudas  acerca  de  la  lejitimidad  de  su  elección,  lo 
hicieron  presente  a  la  Cámara  cuando  ésta  abrió  sus 
sesiones  en  junio  de  1843.  La  Cámara  resolvió  que  di- 
chos señores  podían  funcionar  como  Diputados,  aun 
cuando  evidentemente  no  estaban  en  posesión  de  los 
derechos  de  ciudadanos  electores,  desde  que  no  se  ha- 
bían calificado  con  arreglo  a  lo  prescrito  en  el  art.  9.° 

Posteriormente  ha  rejido  siempre  la  misma  práctica, 
i  sin  reclamación  alguna.  Así  en  1870  el  señor  don  Ab- 
don  Cifuentes  fué  plecto  Diputado  por  Rancagua,  sin 
estar  calificado,  porque  en  noviembre  de  1869  se  encon- 
traba ausente  de  Chile.  Hoi  mismo  los  señores  don  Maj 
nuel  Irarrázabal  i  don  Adolfo  Ibañez  son  Senadores,  a 
pesar  de  no  estar  calificados,  pues  se  encontraban  au- 
sentes del  pais  en  noviembre  de  1875,  fecha  de  las  pen- 
liltimas  inscripciones  electorales.  I  como  estos  sería  fá- 
cil citar  infinitos  casos  idénticos. 


o 
o  o 


No  han  faltado  taitípoco  casos  en  que  individuos  ins- 
critos en  el  rejistro  de  electores  respectivo,  a  pesar  de 
no  tener  veinticinco  años  de  edad  i  de  ser'  solteros,  han 
ejercido  el  cargo  de  Diputados,  sin  reclamación  alguna. 
Nos  parece  evidente,  sin  embargo,  que  esa  práctica  es  < 
contraria  a  la  Constitución,  pues  si  esta  exije  para  el 
desempeño  de  un  cargo  público  la  condición  de  estar  en 
posesión  de  los  derechos  de  ciudadano  elector^  es  claro' 
que,  a-fortiori  i  como  antecedente  indispensable,  exije  en 
el  electo  las  condiciones  que  menciona  el  art.  8.°  de  la 
Constitución. 

Igualmente  ha  sido  violado  el  segundo  inciso  del  ar-» 


artículos  22  i  23  8$ 

tículo  2Í¿  Mas  de  un  caso  podríamos  citar  de  individuos 
que,  sin  tener  la  renta  do  quinientos  pesos  a  lo  menos 
que  dicho  inciso  exije  para  poder  ser  elejido  Diputado,» 
lo  lian  sido,  sin  embargo,  i  han  conservado  su  puesta 
sin  reclamación  alguna. 

Nos  parece  que  prácticas  tan  abiertamente  contrarias 
a  la  Constitución  no  deberían  autorizarse.  Bueña  o  maJ 
la,  la  lei  es  leij  i  mientras  lo  sea  debe  respetarse* 

Art.  2¿ 

ílLos  Diputados  son  reelejibles  indefinidamente.» 

Los  fundamentos  de  esta  disposición  son  tan  óbvioá 
que  no  necesitan  de  comentarios.  Ella  existe  en  todos 
los  países  donde  rije  él  sistema  constitucional  represen- 
tativo, i  no  lia  sujerido  ili  es  posible  sujiera  dificultades 
en  su  aplicación  práctica. 

Art.  23    ■ 

(lNo  pueden  ser  elejidos  Diputados  los  siguientes  indivi- 
duos: 

<zLos  eclesiásticos  regulares; 

(lLos  párrocos  i  mee-párrocos; 

aLos  jueces  letrados  de  primera  instancia; 

aLos  Intendentes  de  provincias  i  Gobernadores  de  depar- 
tamentos; 

dLos  chilenos  a  que  se  refiere  el  iriciso  3.°  del  drt.  6.°y  si 
no  hubieren  estado  en  posesión  de  sz¿  carta  de  naturaliza- 
ción a  lo  menos  cinco  años  antes  de  su  elección. 

¿Pueden  ser  elejidos,  pero  deben  optar  entre  el  cargó  de 
Diputado  i  sus  respectivos  empleos: 

«Los  empleados  con  residencia  fuera  del  lugar  de  las  se- 
siones del  Conqreso. 

13 
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« Todo  Diputado  que,  desde  el  Tnomento  de  su  elección^ 
acepte  empleo  retribuido  de  nombramiento  esclusivo  del  Pre~ 
sidente  de  la  República,  cesará  en  su  representación,  salvo 
la  excepción  consignada  en  el  art.  90  de  esta  Constitución.» 

Para  manifestar  nuestra  opinión  respecto  de  este  ar- 
tículo, debemos  establecer  antes  ciertos  antecedentes. 

En  nuestro  concepto  hai  dos  motivos  que  exijen  el  es- 
tablecimiento de  las  incompatibilidades  parlamentarias, 
como  tuvimos  el  honor  de  espresarlo  ante  la  Cámara  de 
Diputados  en  sesión  de  17  de' octubre  de  1873,  al  discu- 
tirse la  reforma  del  primitivo  art.  23  de  la  Constitución. 

Es  el  primero,  la  necesidad  de  hacer  efectiva  la  divi- 
sión' del  poder  público  en  diferentes  ramas.  Esa  necesi- 
dad ño  puede  satisfacerse  si  se  permite  que  se  acumulen 
en  un  mismo  individuó  funciones  propias  de  ramas  o 
poderes  distintos.  Sería  imposible  obtener  la  separación 
del  poder  ejecutivo  i  del  judicial  si  se  permitiera  que  un 
mismo  individuo  ejerciera  a  la  vez  las  funciones  de  Pre- 
sidente de  la  República  i  de  Presidente  de  la  Corte  Su- 
prema; de  Ministro  de  Estado  í  de  Ministro  de  un  tribu- 
nal superior;  de  Intendente  i  de  vocal  de  una  Corte;  de 
Gobernador  i  de  juez  de  letras;. de  subdelegado  i  de  juez 
de  subdelegacion. 

La  misma  consideración  milita  tratándose  de  las  fun- 
ciones de  los  poderes  ejecutivo  i  judicial  respecto  del 
lejislativo.  Por  eso  el  Diputado  o  Senador  que  fuere  ele- 
jido  Presidente  de  la  República,  pierde  aquellos  cargos 
por  el  solo  hecho  de  admitir  este  último.  Aunque  la 
Constitución  no  lo  espresa  terminantemente,  ella  reco- 
noce el  principie  de  las  incompatibilidades  hasta  el  punto 
de  decir,  como  dice  en  su  art.  90,  que  tío  son  incompati- 
bles las  funciones  de  Ministro  con  las  de  Senador  o  Di- 
putado, manifestando  así  que  consentía  en  que  la  regla 
jeneral  de  las  incompatibilidades  tuviera  en  ese  caso- 
una  excepción,  i  dando  a  entender  mui  claramente  que 


> 

j 
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tales  funciones  habrían  sido  incompatibles  si  tío  se  expre- 
saba lo  contrario. 

Por  idéntica  razón  vemos  que,  aun  cuando  tampoco  lo 
espresa  la  Constitución,  no  puede  un  mismo  individuo 
ejercer  conjuntamente  los  cargos  de  Senador  i  de  Dipu- 
tado. ¿A  qué  conduciría  la  división  del  Congreso  en  dos 
Cámaras  si  ambas  contaran  en  su  seno  con  un  mismo 
personal? 

Obedeciendo  siempre  al  primero  de  los  fundamentos 
que  hemos  apuntado,  la  Constitución  reformada  prohibe 
absolutamente  que  los  intendentes  i  gobernadores,  cual- 
quiera que  sea  la  provincia  o  departamento  que  los  eli- 
jiere,  puedan  ser  Senadores  o  Diputados,  ampliando  así 
la  prohibición  limitada  que,  respecto  de  aquellos  funcio- 
narios, establecía  la  Constitución  primitiva  solo  en  cuan- 
to a  ser  elejidos  por  la  provincia  o  departamento  que 
mandaran. 

La  misma  razón  fundamental  de  que  ños  ocupamos, 
sirve  de  apoyo  a  la  inhabilidad  impuesta  a  los  jueces  le- 
trados de  primera  instancia.  I  en  ella  también  nos  fun- 
dábamos nosotros  para  proponer  ante  la  Cámara  de  Dis- 
putados, en  sesiones  de  17  i  20  de  octubre  de  1873,  que 
idéntica  inhabilidad  se  hiciera  estensiva  oca  los  majistra- 
dos  de  los  tribunales  superiores  de  justicia»,  indicación 
que  la  Cámara  rechazó  por  treinta  i  cuatro  Votos  contra 
Veinticuatro,  en  sesión  del  24  del  mismo  mes  i  año-  (1) 

El  segundo  motivo  que,  ajuicio  nuestro,  exije  el  esta- 
blecimiento de  incompatibilidades  parlamentarias,  pro- 
viene de  las  atribuciones  inspectivas  o  conservadoras 
que  ejercen  las  Cámaras:  la  de  Diputados  acusando  a 
ciertos  funcionarios  públicos,  i  la  de  Senadores  juzgán- 
dolos. 

De  aquí  lá  necesidad  de  evitar  que  ciertos  empleados, 
cuyo  nombramiento  es  esclusivo  del  Presidente  de  la 

(1)  Boletín  de  Sesiones  de  1873,  páj.  230. 
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República  i  posterior  a  la  elección,  continúen  formando 
parte  de  las  Cámaras,  a  fin  de  evitar  que  consideracio- 
nes de  gratitud  comprometan  su  independencia*  De  aquí 
también  la  necesidad  de  que  tampoco  puedan  formar 
parte  do  las  Cámaras  aquellos  empleados  cuya  remoción 
penda  solo  de  la  voluntad  del  Ejecutivo,  i  cuya  indepen- 
dencia pudiera  amenguarse  por  temor  a  una  destitución 
arbitraria. 

El  último  inciso  del  srt.  23  éalva.  el  primero  délos 
dos  inconvenientes  que  acabamos  de  apuntar,  disponien- 
do que  todo  diputado  que,  desde  el  momento  de  su  elec- 
ción, acepte  empleo  retribuido  de  nombramiento  esclu- 
sivo  del  Presidente  de  la  República,  cesará  en  su  re- 
presentación, salvo  la  excepción  que,  respecto  de  lo& 
Ministros  de  Estado,  Consigna  el  art.  90.  Pero  no  toma 
en  cuenta  el' segundo  de  los  inconvenientes  enunciados,, 
como  nosotros  lo  propusimos,  al  discutirse  la  reformada 
este  artículo,  indicando  que  las  funcioóes  de  Diputada 
fueran  inconípatibles  con  las  de  todo  empleo  rentado  i 
permanente  cuyo  nombramiento  o  remoción  estuvieran  su- 
jetos solo  a  la  voluntad  del  Presidente  de  la  República. 


o 


Examinando  las  diferentes  disposiciones  que  contiene 
el  art.  2*3,  observaremos,  en  cuanto  a  las  dos  primeras, 
referentes  a  los  eclesiásticos  regulares  i  a  los  párrocos  i 
vice-párrocos,  que  estatf  esclusioñes,  tomadas  de  la  Cons- 
titución primitiva,  na  tienen  para  nosotros  otro  funda- 
mento c[ue  la  necesidad  de  evitar,  dentro  del  sistema  de 
relaciones  del  Estado  con  la  Iglesia  establecido  en  Chi- 
le, el  influjo  que  el  clero  podría  ejercer  en  la  dirección 
dé  la  cosa  pública,  ocupando  puestos  en  las  Cámaras. 
Consideración  es  esta  que  nosotros  no  admitiríamos  una 
tez  separados  el  Estado  i  la  Iglesia. 


ARTÍCULO  23  93 

La  reforma  del  art.  23  suprimió  la  prohibición  que 
para  muchos  existia,  de  que  los  obispos  pudieran  ser  ele- 
jidos  Diputados  o  Senadores  a  consecuencia  de  la  frase 
celos  eclesiásticos  seculares  que  tengan  cura  de  almas», 
do  que  se  servia  el  artículo  primitivo.  Si  es  indudable 
que  los  obispos  ejercen  cura  de  almas,  era  indudable 
también  que  no  podían  ser  elejidos  Diputados  o  Senado- 
res, según  la  letra  del  antiguo  precepto  constitucional. 
Sin  embargo,  el  hecho  es  que  lo  fueron,  i  sin  reclama- 
ción alguna,  en  mas  de  un  caso.  Así  el  señor  Vicuña  fué 
Senador,  siendo  arzobispo  de  Santiago,  i  el  señor  Dono- 
so lo  fué  también  en  1861,  siendo  obispo  de  la  Serena. 
La  nueva  redacción,  que  so  refiere  solo  a  los  párrocos  i 
vice-párrocos,  confirma  i  legaliza  la  práctica  observada, 


o 
o  o 


Nada  tenemos  que  observar  en  cuanto  a  la  esclusion 
de  los  jueces  letrados  de  primera  instancia.  Hemos  indi- 
cado mas  arriba  su  fundamento,  i  nos  limitamos  a  la- 
mentar que  no  se  hiciera  estensiva  en  1873  a  los  majis- 
trados  de  los  tribunales  superiores  de  justicia,  respecto 
de  los  cuales  militan  las  mismas  razones,  i  con  mayor 
fuerza  todavía,  que  hacen  necesario  escluir  de  las  Cáma- 
ras a  los  jueces  letrados. 

Las  consideraciones  que  aconsejan  escluir  de  las  Cá- 
maras a  los  majistrados  de  los  tribunales  superiores  de 
justicia,  fueron  sólidamente  espuestas  por  el  señor  don 
Francisco  Marin  en  sesión  del  Senado  de  25  de  junio  de 
1869,  citando  las  opiniones  del  eminente  jurisconsulto 
Lord  Brougham,  dignas  de  ser  recordadas  con  respe- 
to.  (1) 

Sin  embargo,  la  moción  del  señor  Marin,  que  tenia 


(1)  Sesiones  ordinarias  del  Senado  en  1869,  pajinas  24  i  25.. 
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por  objeto  escluir  del  Congreso  a  los  majistrados  de  los 
tribunales  superiores,  fué  rechazada  en  jeneral,  por  siete 
votos  contra  seis,  en  la  sesión  del  Senado  de  28  del  mis- 
mo mes  i  año,  después  de  haber  sido  impugnada  como 
contraria  a  la  Constitución  por  los  señores  don  Federi- 
co Errázuriz,  don  Melchor  de  Santiago  Concha  i  don 
Manuel  Camilo  Vial. 

Nosotros,  partidarios  decididos  de  esa  esclusion  que, 
como  lo  hemos  dicho  ya,  tuvimos  el  honor  de  proponer 
ante  la  Cámara  de  Diputados  el  20  de  octubre  de  1873, 
cuando  ésta  ejercía  las  funciones  de  verdadera  constitu- 
yente, rechazaríamos  también  una  lei  ordinaria  como  la 
que  propuso  al  Senado  el  honorable  señor  Marin,  pues 
creemos  que  no  es  lícito  al  poder  lejislativo  crear  inha- 
bilidades para  el  ejercicio  de  cargos  públicos,  amplian- 
do el  número  de  las  que  crea  el  poder  constituyente.  Si 
la  Constitución  no  hubiera  previsto  el  caso,  podría  ad- 
mitirse que  la  lei  llenara  los  vacíos  de  que  aquella  ado- 
leciera. Pero  cuando  la  Constitución  estatuye  acerca  de 
una  materia  i  establece  uña  inhabilidad  espresa  para 
ciertos  i  determinados  casos,  nos  parece  evidente  que  su 
voluntad  es  que  esa  inhabilidad  exista  única  i  esclusi- 
vamente  en  esos  i  no  en  otros  casos. 

Por  idéntica  razón  pensamos  que  la  lei  no  podría  am- 
pliar las  causas  de  incompatibilidad  que  establecen  los 
dos  últimos  párrafos  del  art.  23  reformado.  Hoi  la  Cons- 
titución dispone  acerca  de  incompatibilidades,  i  si  solo 
establece  dos,  es  claro  que  la  lei  no  podrid  aumentar  el 
número  de  éstas.  De  otra  manera  se  caería  en  el  absur- 
do de  que  una  simple  lei  podría  crear  esolusiones  que  las 
Cámaras,  cuando  obraban  como  cuerpos  constituyentes 
en  1873  i  1874,  rechazaron  por  buenas  o  por  malas  ra- 
zones. 

Para  establecer  en  Chile  nuevos  motivos  de  esclusion 
o  nuevas  causas  de  incompatibilidad  en  el  ejercicio  de 
las  funciones  de  Diputado  o  Senador,  nos  parece  eviden- 


ARTÍCULO  23  95 

te  que  se  necesitaría  reformar  la  Constitución.  No  bas- 
tan para  ello  leyes  ordinarias. 


o  o 


Hemos  indicado  mas  arriba  el  fundamento  en  que  des- 
cansa la  prohibición  de  que  los  Intendentes  de  provin- 
cia i  Gobernadores  de  departamento  puedan  ser  elejidos 
Diputados  o  Senadores.  La  Constitución  reformada  en 
esta  parte  vale  mas  que  la  primitiva. 


o 
o  o 


En  el  párrafo  6.°  del  artículo  que  examinamos,  se  es- 
cluye  de  las  Cámaras  a  los  chilenos  a  que  se  refiere  el 
inciso  3.°  del  art.  6.°,  es  decir  a  los  chilenos  por  domici- 
lio, si  no  hubieren  estado  en  posesión  de  su  carta  de  na- 
turalización a  lo  menos  cinco  años  antes  de  su  elección. 

Con  relación  a  es+e  .punto,  la  disposición  primitiva  del 
art.  23  establecia  que  no  podrían  ser  Diputados  los  indi- 
viduos nacidos  fuera  de  Chile,  sino  cuando  hubieran  es- 
tado en  posesión  de  su  carta  de  naturaleza,  a  lo  menos 
seis  años  antes  de  su  elección. 

Según  esto,  todo  chileno  por  estraccion,  por  domicilio 

0  por  privilejio,  estaba  sujeto  a  la  restricción  precitada. 

1  todavía  era  cuestionable,  como  lo  hemos  indicado  al 
ocuparnos  del  inciso  2.°  del  art.  6.°,  si  el  chileno  por  es- 
traccion debia  o  no  obtener  carta  de  naturaleza  para  ser 

reputado  como  tal. 

Con  la  mira  de  zanjar  esa  dificultad  i  para  evitar  cues- 
tiones análogas  a  la  del  easo  ocurrido  con  el  señor  don 
Carlos  Bello,  a  que  hicimos  referencia  al  ocuparnos  del 
inciso  2.°  del  art.  6.°,  nosotros  tuvimos  la  honra  de  propo- 
ner a  la  Cámara  de  Diputados,  en  sesión  de  20  de  octu- 
bre de  1873,  el  párrafo  6.°  del  art.  23  en  la  forma  que 
¿actualmente  tiene  i  que  guarda  conformidad  con  el  ar.ti- 
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pulo*  7.°  reformado.  Nuestra  indicación  mereció  la  apro- 
bación unánime  de  la  Cámara,  en  sesión  de  24  del  mismo 
mes  i  año,  quedando  así  establecido  que  los  chilenos  por 
estraceion  i  por  privilejio  a  que  se  refieren  los  incisos  2.° 
i  4.°  del  art.  6.°,  no  están  sujetos  a  restricción  alguna  pa-: 
ra  poder  ser  elejidos  Diputados,  i  que  la  condición  do 
haber  poseído  la  carta  de  naturaleza  cinco  años  antes  de 
la  elección  rije  solo  respecto  de  los  chilenos  por  domici- 
lio a  que  se  refiere  el  inciso  3.°  de  dicho  artículo. 


O  o 


Después  de  haber  establecido  quienes  no  pueden  ser 
plejidos  Diputados,  el  art.  23  reformado  determina  que 
pieben  optar  entre  el  cargo  de  Diputado  i  sus  respecti- 
vos empleos: 

1.°  Los  empleados  con  residencia  fuera  del  lugar  de 
las  sesiones  del  Congreso,  i 

2.°  Loq  Diputados  que,  desde  el  momento  (Jo  su  elec- 
pion?  aceptaren  empleo  retribuido  de  nombramiento  es- 
elusivo  del  Presidente  de  la  República,  salvo  los  Ministros 
de  Estado. 

La  primera  de  estas  dos  incompatibilidades  se  esplica 
por  sí  sola,  La  exije  la  naturaleza  misma  de  las  cosas. 

En  cuanto  ala  segunda,  adolece  del  defecto  de  ser  in- 
completa, como  lo  hemos  indicado  mas  arriba.  La  Cons- 
titución se  ha  preocupado  solo  de  ovitarque  el  Ejecutivo 
pueda  ganarse  la  adhesión  de  los  Diputados  confiriéndo- 
les empleos  rentados  de  esclusivo  nombramiento  suyo; 
pero  no  se  ha  cuidado  de  evitar  el  peligro,  mayor  toda- 
vía, de  que  la  independencia  del  Diputado  pueda  verse 
amenazada  con  la  perspectiva  de  una  destitución  tam-i 
bien  sujeta  a  la  esclusiva  voluntad  del  Presidente  de  la 
República. 

Esta  inconsecuencia  se  habría  salvado  si  se  hubiera 


ARTÍCULO  23  97 

etdmitido  la  idea  que  nosotros  propusimos  a  la  Cámara 
pon  relación  a  este  punto  en  la  sesión  ya  mencionada. 


o 


En  la  forma  que  hoi  tiene  el  último  párrafo  del  art.  23, 
ha  dado  lugar  a  la  siguiente  cuestión. 

Habiendo  sido  nombrado  relator  de  la  Corte  de  Ape- 
laciones de  Santiago  el  señor  Diputado  por  la  Ligua  don 
Abraham  Koenig,  el  señor  Diputado  por  Petorca  don 
Pedro  Montt  sostuvo,  en  sesión  de  1.°  de  agosto  de  1876, 
que  aquel,  por  el  hecho  de  haber  aceptado  la  relatoría, 
había  perdido  la  diputación,  porque  el  nombramiento  es 
la  designación  de  una  persona  pan*  el  desempeño  de  un 
cargo,  i  la  facultad  de  nombrar  del  Presidente  de  la  Re- 
pública, no  deja  de  ser  esclusiva  porque  la  lei  haya  limi- 
tado el  campo  en  que  pueda  ejercerse,  bien  sea  que  la 
limitación  proceda  de  propuestas  que  deban  hacer  otras 
autoridades,  o  de  las  condicioi*es  que  deba  tener  el  nom- 
brado. 

Esta  opinión  del  señor  Montt  fué  combatida  por  no- 
sotros i  otros  señores  Diputados,  sosteniendo  que,  si  las 
.cosas  se  entendieran  en  ese  sentido,  todo  nombramiento 
hecho  por  el  Presidente  de  la  República  produciría  el 
efecto  de  hacer  perder  su  diputación  al  nombrado,  care- 
ciendo entonces  de  importancia  la  palabra  esclusivo  que 
emplea  la  Constitución.  No  pudiendo  tal  consecuencia 
admitirse  en  buena  lójica,  'es  forzoso  concluir  que  la  fa- 
cultad de  nombrar  no  es  esclusiva  del  Presidente  de  la 
República,  cuando,  como  en  el  caso  de  los  relatores,  tie- 
ne que  decidirse  por  alguno  de  los  individuos  que  le  fue- 
ren propuestos  en  las  ternas  formadas  por  las  Cortes  su- 
periores de  justicia. 

I  como  nosotros  lo  entendió  también  la  Cámara  de 

Diputados,  resolviendo,  en  sesión  de  3  de  agosto  de  1876, 

•  14 
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por  62  votos  contra  2,  que  el  señor  Koenig  no  había 
perdido  su  diputación  por  haber  aceptado  el  empleo  de 
relator. 

La  verdad  es  que,  como  lo  hicimos  notar  a  la  Cámara 
en  aquella  ocasión,  el  precepto  a  que  aludimos  trae  con- 
secuencias absurdas.  Si  algún  Diputado  fuese  nombrado, 
por  ejemplo,  Contador  Mayor,  perdería  la  diputación, 
porque  ese  nombramiento  esesclusivo  del  Presidente  de 
la  República,  quien  lo  verifica  por  sí  i  ante  sí,  sin  ter- 
nas ni  propuestas  previas.  I  si  otro  Diputado  fuere  nom- 
brado, verbi-gracia,  Contador  de  resultas,  no  perdería  la 
diputación,  porque  este  empleo  no  es  de  nombramiento 
esclusivo  del  Presidente  de  la  República,  desde  que  de- 
be proceder  a  propuesta  del  Contador  Mayor.  Sin  embar- 
go, es  evidente  que  un  Contador  Mayor  está  colocado  en 
una  condición  mas  independiente  i  segura  que  un  subal- 
terno suyo,  ya  que  aquel  no  podría  ser  destituido  sino 
con  acuerdo  del  Senado  o  de  la  Comisión  Conservadora, 
al  paso  que  este  puede  serlo  por  el  Presídele  de  la  Re- 
pública, sin  mas  trámite  que  el  informe,  favorable  o  des- 
favorable, del  jefe,  o  sea  sin  traba  alguna. 

Creemos  que,  para  evitar  anomalías  de  esta  especie, 
convendría  reformar  el  art.  23,  estableciendo  que  no  pue- 
den ser  elejidos  Diputados  los  empleados  rentados  cuya 
destitución  estuviere  sujeta  solo  a  la  voluntad  del  Pre- 
sidente de  la  República. 

Agregando  al  artículo  esta  esclusion  i  la  de  los  majis- 
trados  de  los  tribunales  superiores  de  justicia,  pensamos 
que  consultaría  todas  las  garantías  apetecibles  en  la  gra- 
ve materia  de  incompatibilidades  e  inhabilidades  parlan 
mentarías,  sin  caer  en  exajeraciones  que  conviene  siem-r 
pre  evitar. 

o 
o  o 

Todo  lo  dicho  en  cuanto  a  los  Diputados  al  ocuparnos 
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del  art.  23,  es  aplicable  a  los  Senadores,  a  virtud  de  lo 
dispuesto  en  el  último  párrafo  del  art.  32. 


De  la  Cámara  de  Senadores. 

Art.  24 

<lEI  Senado  se  compone  de  miembros  elejidos  en  votación 
directa  por  provincias,  correspondiendo  a  cada  una  elejir  un 
Senador  por  cada  tres  Diputados  i  por  una  fracción  de  dos 
Diputados. 

<tSe  elejir á  en  la  misma  "forma  un  Senador  suplente  por 
cada  provincia  para  que  reemplace  a  los  propietarios  que 
a  ella  correspondan.» 

• 
Art.  25 

<í  Tanto  los  Senadores  propietarios  como  los  suplentes,  per- 
manecerán en  el  ejercicio  de  sus  funciones  por  seis  aftospu- 
diendo  ser  reelejidos  indefinidamente.» 

Art.  26 

«Los  Senadores  propietarios  se  renovarán  cada  tres  años 
en  la  forma  siguiente: 

&Las  provincias  que  elijan  un  número  par  de  'Senadores, 
harán  la  renovación  por  mitad  en  la  elección  de  cada  trienio; 

<tLas  que  elijan  un  número  impar,  la  harán  en  el  primer 
trienio,  dejando  para  el  trienio  siguiente,  la  del  Senador 
impar  que  no  se  renovó  en  el  anterior; 

(üLas  que  elijan  un  solo  Senador,  lo  renovarán  cada  seis 
años,  aplicándose  esta  misma  regla  a  los  Senadores  suplen- 
tes. y> 

Los  tres  artículos  que  preceden  han  reemplazado  a  los 
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artículos  24  a  31  i  33  i  34  de  la  Constitución  de  1833  en 
su  forma  primitiva,  quedando  suprimidos  los  artículos 
28,  29,  30,  31,  33,  i  34. 

El  nuevo  sistema  adoptado  por  la  Constitución  refor- 
mada para  la  organización  i  elección  del  Senado,  fué 
motivado  por  los  inconvenientes  a  que  daban  lugar  los 
antiguos  artículos  24  a  34  (menos  el  32  que  no  ha  sido 
reforínado)  i  que  el  señor  don  José  Victorino  Lastarria 
espone,  con  su  habitual  claridad  i  precisión,  en  sus  co- 
mentarios a  dichos  artículos,  que  terminan  con  las  si- 
guientes palabras: 

«Toca  a  la  historia  apreciar  los  resultados  de  este  sis- 
tema (el  que  establecía  la  Constitución  antigua),  pero  a 
la  ciencia  política  le  corresponde  condenarlo  como  vicio- 
so, porque  en  último  análisis  es  un  arbitrio  hipócrita  adop- 
tado para  disfrazar  el  verdadero  oríjen  de  uno  de  los 
cuerpos  lejisladorés,  haciéndolo  aparecer  nacional,  cuando 
propiamente  está  en  el  Ejecutivo,  que  lo  nombra,  i 
que  por  este  medio  puede  conculcar  todas  las  ventajas  del 
sistema  democrático  representativo.» — 

La  lei  de  reforma  de  13  de  agosto  de  1874  ha  modifi- 
cado sustancialmente  el  orden  (Je  cosas  que,  relativamen- 
te al  Senado,  había  rejido  hasta  entonces,  en  cinco  pun- 
tos importantísimos.  Son  los  siguientes: 

1.°  La  elección  de  Senadores,  que  antes  era  indirecta, 
ha  pasado  a  ser  directa; 

2.°  Dicha  elección,'  que  antes  se  hacía  por  toda  la  Re- 
pública, se  hace  hoi  por  provincias; 

3.°  Cada  provincia  elije  un  Senador  propietario  por 
cada  tres  Diputados  o  fracción  de  dos,  lo  que  eleva  el 
número  de  Senadores,  que  antes  era  fijo  i  solo  alcanzaba 
a  veinte,  a  una  cifra  mayor,  que  guarda  proporción  con 
el  número  de  Diputados; 

4.°  Cada  provincia  elije  hoi  un  Senador  suplente.  An- 
tes se  elcjian  nueve  suplentes  por  toda  la  República,  pe-r 


artículos  24,  26  i  20  101 

ro  solo  en  virtud  de  lei.  Los  Senadores  suplentes  tienen 
ahora  su  existencia  asegurada  por  la  Constitución;  i 

5.°  Los  Senadores,  que  antes  funcionaban  por  nueve 
años  i  se  renovaban  por  terceras  partes  cada  tres  años, 
funcionan  hoi  solo  por  seis  años  i  se  renuevan  por  mitad 
cada  tres  años. 

Todas  estas  modificaciones  importantes,  que  tenían  por 
objeto  correjir  los  defectos  patentes  del  antiguo  sistema, 
fueron  aceptadas  por  la  Cámara  de  Senadores  en  se- 
sión de  7  de  diciembre  de  1870,  i  por  la  de  Diputados  en 
la  de  27  de  octubre  de  1878,  por  mayorías  considerables. 


o 

«    0 


La  segunda  de  esas  modificaciones,  referente  a  la 
elección  de  Senadores  por  provincias,  dio  lugar,  sin  em- 
bargo, a  un  interesante  debate  en  la  citada  sesión  de  la 
Cámara  de  Diputados. 

En  ella  tuvimos  el  honor  de  proponer,  en  lugar  de  los 
artículos  24  a  31  de  la  Constitución  antigua,  uno  solo  re- 
dactado en  los  términos  siguientes:  «El  Senado  se  com- 
pone de  un  número  de  miembros  igual  a  la  tercera  parte 
del  de  la  Cámara  de  Diputados. — Los  Senadores  son  ele- 
jidos  en  votación  directa  por  los  ciudadanos  activos  con 
derecho  de  sufrajio  de  toda  la  República,  en  la  forma 
que  determine  la  lei  de  elecciones.? 

Nuestra  indicación,  que  dejaba  a  la  lei  la  adopción  del 
sistema  de  elección  directa  que  juzgara  preferible,  fué 
rechazada  por  27  votos  contra  14. 

En  la  misma  sesión  fué  también  rechazado,  por  27  vo- 
tos contra  17,  el  artículo  propuesto  por  los  miembros  de 
la  Comisión  de  Constitución  señores  don  Antonio  Varas, 

don  Domingo  Santa-María  i  don  Joaquín  Bíest  Gana,  que 
decía  así: 

«El  Senado  se  compondrá  de  48  Senadores. — Los  Se- 
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nadores  serón  elejidos  por  toda  la  República)  en  votación 
directa,  con  voto  acumulativo.» 

Nosotros  creíamos,  con  los  señores  miembros  de  la 
Comisión  de  Constitución  i  con  el  señor  don  Manuel  An- 
tonio Matta,  que  defendió  junto  con  el  señor  Varas  el  ar- 
tículo propuesto  por  aquellos,  que  los  Senadores  debían 
ser  elejidos  por  el  voto  directo  de  todos  los  ciudadanos 
electores  de  la  República,  disintiendo  solamente  en  el 
punto  ya  indicado,  de  dejar  a  la  lei  la  adopción  del  sis- 
teiíia  de  elección  directa  que  juzgare  preferible. 

El  señor  don  Eulojio  Altamirano,  Ministro  del  Interior, 
defendió  el  sistema  de  elección  por  provincias,  manifes- 
tando la  dificultad  con  que  se  tropezaría  para  uniformar 
los  votos  de  todos  los  ciudadanos  electores,  si  la  elección 
hubiera  de  hacerse  en  un  solo  colejio  por  toda  la  Re- 
pública. 

El  señor  Matta,  reconociendo  que  esa  dificultad  podía 
admitirse  respecto  de  los  Diputados,  por  la  circunstan- 
cia especial  de  tener  representación  local  que  llenar,  sos- 
tenia  que  ella  no  tendría  lugar  respecto  de  los  Senado- 
res, que  debían  ser  los  representantes  de  toda  ía  Nación, 
i  reforzó,  a  nuestro  juicio,  sólidamente  el  informe  de  la 
Comisión,  que  nop  permitimos  transcribir  a  continuación, 
en  la  parte  referente  a  la  organización  del  Senado. 

ce  En  la  parte  de  la  reforma  relativa  al  Senado,  decían 
los  señores  Varas,  SantajMaría  i  Blest  Gana,  nos  hemos 
visto  precisados  a  separarnos  casi  completamente  del 
proyecto  (el  aprobado  por  la  Cámara  de  Senadores)  so- 
bre que  informamos.  El  Senado,  según  el  proyecto,  nada 
representa,  no  es  mas  que  otra  Cámara  de  Diputados, 
elejida  por  provincias  i  que  dura  mas  largo  tiempo.  I  de- 
cimos que  nada  representa,  porque  la  división  de  pn>- 
vincias,  según  nuestro  rejimen,  no  está  calculada  para 
constituir  de  ellas  una  entidad  social;  es  una  simple  de- 
marcación territorial,  para  facilitar  el  réjimen  adminis- 
trativo. El  departamento  es  el  centro  de  intereses  locales 
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que  la  Municipalidad  administra;  hai  en  él  una  verdade- 
ra personalidad,  con  intereses  comunes,  intereses  que  el 
Diputado  puede  también  representar,  no  obstante  su 
mandato  jeneral.  Para  que  la  elección  del  Senado  por 
provincias,  tuviese  algún  significado,  sería  menester  que 
variásemos  la  organización  de  la  provincia,  que  consti- 
tuyamos de  ella  una  personalidad;  en  buenos  términos, 
que  nos  encaminemos  a  un  réjimen  federal.  Si  ese  es  el 
pensamiento  que  ha  prevalecido,  mui  del  caso  habría  si- 
do espresarlo.  Por  nuestra  parte,  no  deseamos  encaminar 
la  República  al  réjimen  federal;  no  creemos,  en  conse- 
cuencia, que  convenga  crear  esta  personalidad  política 
de  provincia,  i  sí  que  debe  desarrollarse  i  fomentarse  la 
personalidad  del  municipio.  No  aceptamos,  pues,  la  elec- 
ción del  Senado  por  provincias,  porque  no  será  mas  que 
una  segunda  Cámara  de  Diputados,  menos  numerosa  i  de 
mas  larga  duración. 

«La  Constitución  constituye  hasta  cierto  punto  a  los 
Diputados,  en  representantes  de  departamentos;  ¿no  con- 
vendría constituir  la  otra  Cámara  en  representante  direc- 
to de  la  nación  entera?  Este  pensamiento  hemos  tomado 
por  guia  para  la  elección  del  Senado.  Aumentamos  el  nú- 
mero de  miembros  que  la  Constitución  le  asigna,  hasta 
48,  i,  como  el  proyecto,  establecemos  que  se  elija  por  vo- 
tación directa,  pero  con  voto  acumulativo  por  toda  la  Re- 
pública. Los  Senadores  representarán  entonces  al  pais 
entero;  seián  el  resultado  del  voto  de  los  ciudadanos  en 
jeneral.  La  Cámara  de  Diputados,  a  mas  de  su  represen- 
tación jeneral,  tendrá  también  en  sus  miembros  la  re- 
presentación de  localidades:  el  Senado  será  la  represen- 
tación directa  de  la  República. 

«Esta  forma  de  elección  es,  mas  o  menos,  la  que  publi- 
cistas de  nota  señalan  como  la  única  capaz  de  dar  a  una 
asamblea  la  representación  efectiva  de  un  pueblo.  Para 
constituir  al  Senado  en  representante  de  la  nación,  ella 
es  el  mas  seguro  medio.  La  elección  de  Senadores  por 
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provincias^  puesto  que  no  hai  el  propósito  no  hai  tampo- 
co conveniencia  en  constituirlos  representantes  de  inte- 
reses locales,  da  por  resultado  que  son  Senadores  los  que 
han  obtenido  el  roto  de  quinientos  electores,  i  que  no  lo  son 
los  que  han  obtenido  el  voto  de  cinco  mil.  Eñ  la  provin- 
cia de  Valdivia,  que  elije  dos  Senadores  i  en  que  solo  hai 
ochocientos  calificados^  los  qué  obtengan  cuatrocientos 
un  votos,  son  Senadores,  i  en  la  provincia  de  Santiago, 
donde  hai  once  mil  calificados,  los  candidatos  que  hayan 
obtenido  cinco  mil  votos,  no  son  Senadores.  ¿No  es  una 
verdadera  aberración  que  no  pueda  ser  Senador  el  que 
cinco  mil  ciudadanos  designan,  i  que,  sin  embargo,  pueda 
serlo  el  que  designan  cuatrocientos  uno?  Si  se  trata  de 
representación  local,  bien  se  Comprende  que  la  mayoría 
de  los  electores  de  la  localidad  designe  el  candidato:  pe- 
ro tratándose  de  una  representación  jeneral,  es  absurdo 
que  no  sea  Senador  el  que  tuvo  la  designación  de  cinco 
mil  ciudadanos,  i  que  lo  sea  el  qué  solo  fué  designado 
por  la  duodécima  parte  de  ese  número. 

«Nosotros  que  tenemos  en  la  Cámara  de  Diputados  la 
representación  local  debemos  buscar  en  la  otra  Cámara 
la  representación  de  la  nación  entera  haciendo  qué  toda 
ella  en  común,  concurra  a  designar  sus  miembros.  De  es- 
ta manera  caracterizamos  una  i  otra  Cámara,  i  haremos 
que  esta  división  corresponda  a  un  pensamiento.    . 

«Discurriendo  como  es  necesario,  bajo  el  supuesto  de 
que  en  lo  futuro  haya  libertad  en  la  elección  ¿cuál  será  el 
resultado  probable  de  la  elección  de  Senadores  hecha  se- 
gún proponemos?  que  recaiga  en  individuos  que  por  sus 
servicios,  por  sus  talentos,  por  su  espíritu  emprendedor, 
o  por  otras  circunstancias  análogas,  sean  conocidas  del 
pais  entero.  De  otra  manera  no  se  comprendería  que  elec- 
tores de  diversas  provincias,  los  designasen  por  sus  vo- 
tos. Los  hombres  que  sobresalen,  serán  pues,  los  que  ya- 
yan  a  ocupar  asiento  en  el  Senado,  i  el  pais  ganará  in- 
dudablemente en  ello. 
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«Comprendemos  que  se  dude  de  ese  resultado  si  tam- 
bién se  duda  de  que  las  elecciones  lleguen  a  ser  libres 
entre  nosotros.  Mas  el  abuso  que  sería  mui  justo  tomar 
en  cuenta  al  dictar  una  lei  común  destinada  a  reprimirlo, 
no  debe  tomarse  como  antecedente  cuando  se  trata  de  le- 
yes constitucionales.  Si  la  influencia  oficial  ha  de  conti- 
nuar dominando  entre  nosotros,  si  se  ha  de  ejercer  con 
la  intemperancia  de  que  hemos  visto  ejemplo,  si  nos  he- 
mos de  declarar  incapaces  de  correjirla  por  medios  lega- 
les, si  la  opinión  pública  no  ha  de  levantarse  lo  bastante 
para  servirle  de  freno,  cualquiera  que  sea  la  forma  de 
elección  que  se  adopte,  esa  influencia  se  impondrá  brutal 
o  fraudulentamente.  Pero  ese  estado  no  puede  ser  normal, 
ni  es  posible  basar  las  leyes  constitucionales  en  el  su- 
puesto de  su  continuación.  Sería  lo  mismo  que  sujetar  la 
vida  del  hombre  en  salud  a  reglas  dictadas  en  el  supues- 
to de  un  estado  de  enfermedad, 

«El  sistema  de  elección  que  adopta  el  proyecto  del  Se- 
nado, discurriendo  en  el  supuesto  que  se  ponga  en  prác- 
tica sin  que  la  acción  oficial  lo  perturbe,  no  da  bastantes 
garantías  de  acertados  nombramientos.  Las  preferencias 
de  localidades,  las  relaciones  personales,  influirán  en  la 
designación  de  candidatos,  i  si  en  todas  las  provincias 
hai  vecinos  mui  honorables,  no  es  frecuente  que  reúnan 
también  las  condiciones  de  competencia,  de  ilustración 
i  de  esperiencia  de  los  negocios  públicos,  que  la  conve- 
niencia del  país  reclama  en  los  Senadores.  Prevalecerá 
con  frecuencia  en  las  designaciones  el  espíritu  de  locali- 
dad con  desventaja  para  el  Senado  i  para  el  pais. 

«El  sistema  de  elección  del  proyecto  del  Senado,  da 
por  otra  parte  gran  preponderancia  a  las  mayorías  loea- 
leáf  aunque  sean  minorías  insignificantes  comparadas  con 
la  mayoría  del  pais.  Para  dar  representación  a  las  ma- 
yorías locales,  está  la  elección  de  Diputados,  que  se  ha- 
ce por  departamentos.  Para  dar  representación  a  la  ma- 
yoría nacional,  el  único  camino  es  la  forma  de  elección 
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del  Senado  que  proponemos.  La  grande  influencia  que 
con  el  sistema  del  proyecto  del  Senado  han  de  tener  las 
mayorías  locales,  produce  un  efecto  que  debe  tomarse  en 
cuenta.  Los  electores  en  minoría  en  una  provincia,  no 
tienen  motivo  ni  aliciente  que  los  decida  a  tomar  parte 
en  una  elección,  en  que  la  mayoría  local  impondrá  lalei; 
i  el  espíritu  público,  que  conviene  fomentar  en  un  pais 
representativo,  decaerá  indudablemente.  Pero  en  una 
elección  común  a  toda  la  República,  las  minorías  locales 
de  ciertas  provincias  no  pueden  contar  jamas  sus  votos 
como  perdidos;  porque  conformes  en  ideas  con  las  mino- 
rías o  mayorías  de  otras  provincias,  siempre  les  alienta 
la  esperanza  de  que  sus  esfuerzos  no  serán  estériles.» 

Las  consideraciones  que  preceden,  justifican  nuestra 
manera  de  ver  en  cuanto  a  la  idea  que  tenemos  del  ca- 
rácter de  cuerpo  representante  de  los  intereses  naciona- 
les que  habríamos  deseado  invistiera  el  Senado,  adoptan- 
do para  la  elección  desús  miembros  el  sistema  propuesto 
por  los  señores  Varas,  Santa-María  i  Blest  Gana,  i  tau 
bien  defendido  por  el  señor  Matta. 

Nos  es  grato,  sin  embargo,  reconocer  que  el  sistema  de 
elección  por  provincias  en  votación  directa,  es  inmensa- 
mente superior  al  de  elección  indirecta  por  toda  la  Re- 
pública. Así  como  una  larga  esperiencia  de  este  último 
nos  había  hecho  conocer  sus  perniciosos  resultados,,  la 
•aplicación  que  ya. ha  tenido  aquel  nos  permite  atestiguar 
que  con  él  ha  ganado  enormemente  nuestro  mecanismo 
constitucional. 


o 
o  o 


Otro  de  los  puntos  en  que  diferimos  también  de  la  re- 
forma que  realizó  la  lei  de  13  de  agosto  de  1874,  es,  co- 
mo lo  hornos  indicado  al  ocuparnos  del  artículo  19,  el 
relativo  a  la  creación  de  Senadores  suplentes.  En  la  re- 
cordada sesión  de  27  de  octubre  de  1873,  propusimos 
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Bolo  que  el  número  de  Senadores  fuera  igual  a  la  tercera 
parte  del  de  Diputados,  refiriéndonos  nada  mas  que  a  loa 
propietarios.  La  lei  de  reforma  ya  citada  ha  dado  a  los 
Suplentes  una  existencia  constitucional,  que  antes  lio  te- 
nían; i  es  curioso  observar  que,  apenas  promulgada,  la 
reacción  se  pronunció  de  una  manera  tan  marcada,  que* 
la  lei  de  elecciones  de  12  de  noviembre  del  mismo  año, 
redujo  el  número  de  los  Diputados  suplentes  a  solo  uñó 
por  cada  departamento,  sin  considerar  para  liada  el  nú- 
mero de  propietarios* 

El  sistema  de  elejir  suplentes  para  íás  Cámaras,  es 
completamente  descoriocido  en  la  lejislacion  constitucio- 
nal de  todos  los  países  bien  organizados.  No  se  élijen  en 
Inglaterra,  en  Béljica,  en  Suiza^  en  Estados  Unidos,  en 
el  Brasil,  etc.  etc.,  ¿Por*  qué?  Porque  sucede  a  menudo  que,' 
perteneciendo  el  propietario  i  el  supleíite  a  distintos  par- 
tidos, nacen  de  allí  choques  el  intrigas,  por  desgracia 
demasiado  frecuentes,  que  hacen  de  la  asistencia  a  la 
Cámara  una  cuestión  de  Cabalas,  iríais  que  otra  cosa,  i  co- 
locan a  la  fracción  territorial  representada  por  ambos  en 
el  caso  singular  de  quereí*  hoi  lo  que  mañana  rechazará; 
o  vice-versa. 

Mas  natural  i  conforirie  a  los  sanas  principios  es  cí 
sistema  de  elejir  representantes  en  elecciones  estraordi- 
narias,  pai^a  llenar  las  vacantes  que  ocurrieren  ern  las 
Cámaras*  El  pueblo  se  familiarizaría  así  con  el  ejercicio 
del  derecho  electoral,  habituándose  a  considerarlo  como 
uñ  acto  ordinario  de  su  vida  política,  i  se  evitarían  los 
inconvenientes  que  dejamos  apuntados* 

Por  otra  parte,  la  elección  de  suplentes  no  salva  el 
inconveniente  qxte  con  ella  se  quiere  evitar.  Así,  en  el 
caso  ocurrido  con  la  provincia  de  Valparaíso  en  la  elec- 
ción senatorial  de  1876,  se  ha  vis-to  que  ella  ha  carecida 
de  representación  en  el  Senado,  por  cuanto  uno  de  los 
Senadores  propietarios,  el  señor  don  José  Ltíís  Borgoño, 
i  el  Senador  suplente,  señor  don  Santiago  Lindsay,  fa- 
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Mecieron  mui  poco  tiempo  después  de  su  elección.  Falle-' 
ciendo  o  imposibilitándose  a  la  vez  el  propietario  i  el 
suplente,  ¿en  qué  condición  queda  la  fracción  territorial 
que  los  elijió?  ¿No  valdría  mas  haber  adoptado  el  sistema 
de  elecciones  estraordinaria&que  hemos  indicado? 

o 
ó  o 

En  sesión  de  la  Cámara  de  Diputados  de  31  de  octubre 
de  1873,  nos  opusimos  también  a  que  el  período  asigna- 
do a  la  duración  del  cargo  de  Senador  se  redujera  de 
nueve  años  a  seis.  Comprendemos  bien  que  no  puede  in- 
vocarse en  abstracto  principio  alguno  para  resolver  que 
los  Senadores  funcionen  por  nueve  años  mas  bien  que 
por  ocho,  por  siete  o  por  seis.  Pero  pensamos  que  esta 
cuestión  puede  decidirse,  i  mui  acertadamente,  en  el  te- 
rreno concreto,  esto  es,  tomando  en  cuenta  la  duración 
asignada  a  las  funciones  de  Diputado  i,  sobre  todo,  a  las 
del  Presidente  de  la  República,,  siii  echar  en  olvido  las 
reglas  a  que  se  sujeta  la  formación  de  las  leyes,  en  cuan- 
to a  la  mayoría  que  se  requiere  para  que  prevalezca  el 
voto  de  las  Cámaras  sobre  las  opiniones  del  Ejecutivo,, 
manifestadas  en  Iforma  de  veto  suspensivo  o  de  simples 
correcciones  o  modificaciones.  Todo  esto  es  menester  que 
guarde  cierta  relación  armónica,  i  que  consulte  el  equi- 
librio que  debe  existir  entre  las  diferentes  ramas  del  po- 
der lejislativo. 

Si  se  estableciera  que  la  Cámara  de  Diputados  se  re- 
novara en  su  totalidad  cada  dos  años,  i  que  la  duración 
de  las  funciones  del  Presidente  de  la  República  fuera  de 
cuatro  años,  sería  aceptable  que  los  Senadores  funciona- 
ran por  seis,  renovándose  por  terceras  partes  cada  2b* 
años,  como  sucede  en-  Estados  Unidos;  bien  que,  per- 
mitida allí  la  reelección  inmediata  del  Presidente,  la  ba- 
se del  sistema,  menester  es  confesarlo,  cae  por  tierra. 

No  siendo   admisible  en  una  República  la  creación  do 
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un  cuerpo  oligárquico,  compuesto  de  Senadores  per- 
manentes, vitalicios  e  irresponsables,  nos  parece  que, 
conservada,  como  acertadamente  se  ha  conservado,  la 
duración  actual  de  los  Diputados  por  tres  años,  i  la  de 
la  presidencia  por  cinco  (que  nosotros  elevaríamos  has- 
ta seis,  sobre  la  base  de  que  los  Senadores  funcionaran 
por  nueve,  i  se  renovaran  por  terceras  partes  cada  tres 
años),  no  ha  habido  razón  alguna  de  peso  en  apoyo  de 
la  reforma  que  examinamos. 

Parece  que  ella  ha  sido  tomada  de  la  Constitución 
belga,  según  la  cual  los  Senadores  son  elejidos  por  pro- 
vincias, funcionan  por  ocho  años,  i  se  renuevan  por  mi- 
tad cada  cuatro.  I  como  allí  las  funciones  de  los  Dipu- 
tados tienen  esta  última  duración,  se  ha  asignado  una 
doble  a  las  de  los  Senadores.  Mas  esto,  que  ha  podido 
aceptarse  sin  inconvenientes  en  una  monarquía,  no  tie- 
ne razón  de  ser  en  una  República.  En  aquel  sistema  de 
gobierno,  puede  prescindirse  del  rei  al  fijar  la  duración 
de  las  funciones.de  los  miembros  de  cada  Cámara,  por 
que  las  de  aquel  son  vitalicias  i  hereditarias,  no  cabiendo 
entre  unas  i  otras  relación  alguna  de  tiempo.  En  una 
República  sucede  todo  lo  contrario;  las  funciones  del 
Presidente  son  tan  temporales  i  electivas  como  las  de  los 
Senadores  i  Diputados,  i  debe  por  lo  mismo  buscarse 
cierta  relación  entre  ellas,  relación  que  sirva  de  garantía 
al  pais  contra  la  presión  indebida  que  el  Ejecutivo  po- 
dría ejercer  en  las  elecciones,  i  que,  a  la  vez,  ponga  al 
Gobierno  i  con  este  a  la  Nación  misma,  a  salvo  de  los 
embarazos  que  podría  ocasionar  una  renovación  casi 
completa  del  personal  de  ambas  Cámaras,  verificada  ba- 
j[o  la  influencia  inmediata  de  un  espíritu  exaltado  de  mal 
4|tendido  patriotismo,  que,  aun  en  la  hipótesis  de  ser  de- 
bido a  sentimientos  nobilísimos,  podría  acarrear  a  la  Na^- 
cion  funestos  resultados. 

Un  Senado  cuya  totalidad  o  cuya  mayoría  de  miem- 
bros es  elojida  en  un  mismo  momento,  o  cuyas  rei*ovt> 


110  LA   CONSTITUCIÓN  ANTE   EL  CONGRESO 

piones  parciales  guardan  poca  distancia,  de  manera  que 
la  renovación  total  quepa  dentro  de  un  solo  período 
presidencial,  jamas  ofrecerá,  en  el  ejercicio  de  sus  fun- 
ciones lejislativas  i  en  el  de  las  judiciales  que  la  Cons- 
titución encomienda  al  nuestro,  las  mismas  garantías  de 
imparcialidad  qi|e  si  la  renovación  de  sus  miembros  se 
hace  evitando  esos  graves  inconvenientes.  ¿Qué  habría 
sucedido  en  1868,  cuando  la  Cámara  de  Diputados  acor- 
dó, tan  injustamente,  acusar  ante  el  Senado  a  cuatro 
majistrados  de  la  Corte  Suprema,  si  todos  los  miembros 
que  formaban  entonces  nuestro  cuerpo  de  los  ancianos, 
hubieran  sido  elejidos  en  1864  i  en  1867,  cuando  nues- 
tra atmósfera  política  estaba  saturada  de  antipatías  con- 
tra el  partido  que  se  creyó  atacar  iniciando  aquella  tris- 
te acusación?  No  habría  sido  imposible  entonces  que 
los  cuatro  majistrados  del  primer  tribunal  de  la  Repúbli- 
ca hubieran  sido  tan  injustamente  condenados,  como  fue- 
ron injustamente  acusados.  Si  algo  salvó  a  Chile  del  do- 
lor do  agregar  a  la  historia  una  nueva  i  vergonzosa  pa- 
jina do  lo  que  es  en  realidad  la  justicia  administrada 
por  altos  cuerpos  políticos,  fué  probablemente  la  ch> 
punstancia  de  quedar  aun  en  el  Senado  un  residuo  de 
Senadores  elejidos  en  J.861,  bajo  el  influjo  de  circuns- 
tancias, de  ideas  i  aun  de  pasiones  diferentes. 

Tales  fueron  las  consideraciones  que,  en  la  citada  se- 
sión de  31  de  octubre  de  1873,  nos  indujeron  a  rechazar 
la  reducción  a  seis  años  de  los  nueve  quo  la  Constitución 
fie  1833  ^signaba  al  período  senatorial. 


Art.  27 


« Guando  falleciere  algún  Senador  o  se  imposibilitare, 
por  ciialquier  motivo,  para  desempeñar  sus  junciones,  la 
provincia  respectiva  elefirá  en  la  primera  renovación  otrQ 
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que  le  subrogue  por  el  tiempo  que  le  faltare  para  llenar  su 
período  constitucional. 

algual  procedimiento  se  adoptará  siempre  que  un  Sena- 
dor, se  encuentre  en  alguno  de  los  casos  del  art  23. » 

Este  artículo  reformado,  que  reemplaza  al  antiguo  ar- 
tículo 35  (hoi  suprimido,  como  igualmente  los  que  lle- 
vaban los  números  28,  29,  30,  31,  33  i  34),  solo  difiere 
de  este  en  cuanto  prescribe  que  la  elección  del  Senador 
reemplazante  se  haga  por  la  provincia  respectiva,  i  en 
cuanto  contiene  el  inciso  2.°,  que  se  refiere  a  los  casos  del 
art.  23.  La  primera  modificación  era  consecuencia  de  las 
reformas  introducidas  en  la  elección  de  los  Senadores;  la 
segunda  da  claridad  a  algo  que  habría  podido,  sin  em- 
bargo, deducirse  de  la  última  parte  del  art.  32.  Bueno 
es  haber  establecido,  sin  dar  lugar  a  ambajes,  que  las 
mismas  circunstancias  que  inhabilitan  para  continuar 
siendo  Diputado,  inhabilitan  también  para  el  cargo  de 
Senador. 

e 
o  o 

¿Podría,  con  arreglo  al  art.  27,  procederse  a  elejir  Se- 
nador reemplazante  de  un  Senador  suplente  que  pasará 
a  ser  propietario?  Esta  cuestión  se  suscitó  cuando  rejia 
el  art.  35,  i  fué  resuelta  afirmativamente  en  dos  casos. 
En  1858  el  señor  don  Manuel  José  Balmaceda  fué  eleji- 
do  Senador  reemplazante  del  señor  don  Manuel  José 
Cerda,  para  el  caso  en  que  este  último,  entonces  Sena- 
dor suplente,  fuera  elejido  propietario,  como  lo  fué  efec- 
tivamente. En  1864  el  señor  don  Patricio  Larrain  fué,  a 
suArez,  elejido  Senador  reemplazante  del  suplente  señor 
don  Eujenio  Domingo  Torres,  que  pasó  a  ser  propie- 
tario. 

Esto  nos  parece  deplorable,  por  mas  que,  atendida  la 
antigua  organización  del  Senado,  estuviera  en  la  con- 
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ciencia  pública  que  los  Senadores  eran  todos  elejidosf 
por  el  Ejecutivo.  Como  este  adivinaba,  sin  duda,  cuales* 
de  los  suplentes  pasarían,  después  de  la  elección,  a  ser 
propietarios,  decretaba  así  la  elección  de  reemplazantes 
de  aquellos  suplentes  que  preveía  no  podrían  continuar 
siéndolo.  Calculando  una  imposibilidad  futura,  se  decre- 
taba de  antemano  una  elección  indebida.  I  nosotros  no 
vacilamos  en  calificarla  de  esta  manera,  porque  nos  pa- 
rece incuestionable  que  cuando  la  Constitución  ha  dis- 
puesto que  se  elijan  Senadores  reemplazantes,  es  solo 
para  aquellos  propietarios  o  suplentes  que  hubieren  fa- 
llecido o  se  hubieren  imposibilitado  por  cualquier  moti- 
vo, antes  de  la  renovación  inmediatamente  posterior  a  la 
fecha  del  fallecimiento  o  imposibilidad.  De  otra  manera, 
cada  tres  años  debería  procederse  a  elejir  reemplazantes 
de  todos  los  Senadores,  porque  puede  suceder  que,  des-: 
pues  de  la  elección,  fallezcan  o  se  imposibiliten  para  de-: 
sempeñar  sus  funciones. 


Abt,  32 


uPara  ser  Senador  se  necesita: 

al?  Ciudadanía  en  ejercicio. 

n2.°  Treinta  i  seis  años  cumplidos. 

*3.°  No  haber  sido  condenado  jamas  por  delito. 

<l4.°   Una  renta  de  dos  mil  pesos  a  lo  menos. 

üLa  condición  esclusiva  impuesta  a  los  Diputados  en  el 
fxrt.  23  comprende  también  a  los  Senadores.  x> 

En  cuanto  al  primero  de  los  requisitos  que  se  exijen 
para  poder  ser  elejido  Senador  (no  para  serlo,  como  dice 
impropiamente  el  artículo),  reproducimos  lo  dicho  al  ocu- 
parnos del  inciso  1.°  dpi  art.  21.  Decimos  igual  cosa  del 
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cuarto  requisito,  refiriéndonos  a  lo  espuesto  con  relación 
al  2.°  del  citado  art.  21. 

o 
o  o 

El  requisito  de  tener  treinta  i  seis  años  cumplidos  no 
ha  sujerido  cuestión  alguna. 


o 


o  o 


El  tercero,  de  no  haber  sido  jamas  condenado  por  de- 
lito, ha  sido  interpretado  prácticamente  en  el  sentido  de 
referirse  solo  a  los  delitos  comunes^  no  a  los  políticos.  Es- 
ta interpretación  guarda  conformidad  con  la  que  la  lei 
electoral  ha  dado  también  a  los  delitos  a  que  se  refieren 
los  art.  10  i  11,  según  lo  hemos  manifestado  al  ocu- 
parnos de  éstos.  Vijente  hoi  en  Chile  un  Código  Penal 
que  clasifica  los  delitos  en  tres  categorías:  el  crimen,  el 
simple  delito  i  la  falta,  pensamos  que  la  condición  exiji- 
da  por  el  número  3.°  del  art.  32  para  poder  ser  elejido 
Senador,  no  es  comprensiva  de  las  faltas.  Absurdo  sería 
que  un  individuo  que  hubiera  sido  condenado  a  una  mul- 
ta de  diez  o  veinte  pesos  por  no  haber  hecho  barrer  la 
parte  de  la  calle  a  que  da  frente  su  casa,  o  por  haber  car- 
gado armas  sin  permiso  de  la  autoridad  administrativa, 
o  por  otro  de  los  hechos  que  clasifican  como  faltas  los 
arts.  494,  495  i  496  del  Código  Penal,  quedara,  por 
solo  semejante  condenación,  inhabilitado  perpetuamente 
para  ser  Senador.  Comprendemos7que,  tratándose  de  crí- 
menes o  simples  delitos,  el  condenado  en  razón  de  ellos 
pueda  ofrecer  pocas  garantías  de  moralidad  i  de  honra- 
dez para  un  cargo  tan  importante.  No  sucede  igual  cosa 
con  el  condenado  por  infracción  de  meras  disposiciones 
de  policía,  que  nuestras  leyes  no  llamaban  delitos  cuando 
fué  dictada  la  Constitución  de  1833. 


o 

p  o 


f 
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El  último  párrafo  del  art.  32  reproduce,  para  las  elec- 
ciones de  Senadores,  todas  las  disposiciones  establecidas 
pura  las  de  Diputados  por  el  art.  23.  Así,  los  individuos 
que  no  pudieren  ser  elejidos  Diputados,  a  pesar  de  tener 
las  condiciones  exijidas  por  el  art.  21,  no  podrían  tam- 
poco ser  elejidos  Senadores  aun  cuando  reunieran  las 
que  exije  el  art.  32.  Así,  conforme  también  a  lo  dispues- 
to en  la  parte  final  del  art  27,  son  igualmente  aplicables 
a  los  Senadores  las  prescripciones  contenidas  en  los  tres 
últimos  párrafos  del  art.  23. 

Atribuciones  del  Congreso,  i  especiales 

de  cada  Cámara. 

Art.  36 

«Son  atribuciones  esclusivas  del  Congreso: 

l.%  Aprobar  o  reprobar  anualmente  la  cuenta  de  la  in- 
versión ele  los  fondos  desuñados  para  los  gastos  de  la  ad- 
ministración pública  que  debe  presentar  el  Gobierno. 

«2.a  Aprobar  o  reprobar  la  declaración  de  guerra  a  pro- 
puesta del  Presidente  de  la  República. 

«3.a  Declarar,  cuando  el  Presidente  de  la  República  hace 
dimisión  de  su  cargo,  si  los  motivos  en  que  la  funda,,  le  im- 
posibilitan, o  nó,  para  su  ejercicio,  i  en  su  consecuencia,  ad- 
mitirla o  desecharla. 

«4.a  Declarar,  cuando  en  los  casos  de  los  arts.  74  i  78 
hubiere  lugar  a  duda,  si  el  impedimento  que  priva  al  Presi- 
dente del  ejercicio  de  sus  funciones,  es  de  tal  naturaleza  que 
deba  proceder  se  a  nueva  elección. 

«5.a  Hacer  el  escrutinio,  i  rectificar  la  elección  de  Presi- 
dente de  la  República  conforme  a  los  arts  67,  68,  69, 
70,  71,  72  i  73. 

«■6.a  Dictar  leyes  excepcionales  i  de  duración  transitoria 
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que  no  podrá  exceder  de  un  año,  para  restrinjir  la  libertad 
personal  i  la  libertad  de  imprenta,  i  para  suspender  o  res- 
trinjir el  ejercicio  de  la  libertad  de  reunión,  cuando  lo  re- 
clamare la  necesidad  imperiosa  de  la  defensa  del  Estado, 
de  la  conservación  del  réjimen  constitucional  o  de  la  paz  in- 
terior. 

(L  Si  dichas  leyes  señalaren  penas,  su  aplicación  se  hará 
siempre  por  los  tribunales  establecidos. 

a  Fuera  de  los  casos  prescritos  en  este  inciso,  ninguna  leí 
podrá  dictarse  para  suspender  o  restrinjir  las  libertades  o 
derechos  que  asegura  el  art.  12.y> 

Este  artículo  principia  por  establecer  que  son  esclmi- 
vas  del  Congreso  las  seis  atribuciones  que  en  él  se  enu- 
meran, a  diferencia  de  las  materias  de  lei  a  que  se  refie- 
re el  art.  37.  En  estas  últimas  tiene  intervención  el 
Presidente  de  la  República,  como  tercera  rama  del  po- 
der lejislativo,  al  paso  que  en  aquellas  atribuciones  que 
corresponden  solo  al  Congreso  i  nada  mas  que  a  este,  se- 
mejante intervención  es  constitucionalmente  inadmisible, 
por  mas  que  en  la  práctica  se  observe  que  el  Ejecutivo 
sanciona  los  acuerdos  del  Congreso,  aprobatorios  de  las 
cuentas  de  inversión  de  los  fondos  públicos,  como  si  se 
tratara  de  verdaderos  proyectos  de  lei. 

Tal  práctica  está  en  pugna  abierta  con  la  Constitución, 
como  lo  estaría  el  que  el  Presidente  de  la  República  pre- 
tendiera también  intervenir  en  el  ejercicio  de  las  atribu- 
ciones 3.a,  4.a  i  5.a  que  este  artículo  menciona.  No  pode- 
mos decir  igual  cosa  de  la  2.a,  porque  el  Congreso  aprue- 
ba o  reprueba  la  declaración  de  guerra  a  propuesta  del 
Presidente  de  la  República,  a  quien  especialmente  co- 
rresponde la  facultad  de  declararla  conforme  a  la  parte 
18.a  del  art.  82;  ni  tampoco  de  la  parte  6.a,  porque  ella 
misma  se  refiere  a  leyes  excepcionales  i  de  duració  n  tran- 
sitoria que  restrinjen  o  suspenden  el  ejercicio  de  ciertas 
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libertades,  i  en  toda  lei  interviene  el  Presidente  de  la 
República  en  la  forma  ya  espresada. 

De  lo  espuesto  se  desprende  fácilmente  que,  en  rea- 
lidad, de  las  seis  atribuciones  que  este  artículo  enumera 
,como  esclimvas  del  Congreso,  no  lo  son  ni  la  2.a  ni  la  6.a 
La  enumeración,  por  lo  demás,  es  incompleta,  porque 
hai  otras  atribuciones  que  la  Constitución  confiere  al 
Congreso,  sin  que  sean  materia  de  lei,  tales  como  la 
de  conceder  carta  de  ciudadanía  por  privilejio  o  gracia, 
a  que  se  refiere  el  inciso  4.°  del  art.  6.°,  i  la  de  otor- 
gar los  permisos  que  requiere  el  inciso  4.°  del  artículo 
11.°  En  el  ejercicio  de  éstas  el  Presidente  de  la  Repú- 
blica interviene  tan  indebidamente  como  en  el  caso  de 
los  acuerdos  aprobatorios  o  reprobatorios  de  las  cuentas 
de  inversión,  que  no  importan  materia  de  lei,  sino  ver- 
daderas sentencias.  Es  también  atribución  esclusiva  del 
Congreso,  i  no  materia  de  lei,  la  concesión  de  indultos 
particulares,  en  el  caso  previsto  en  la  parte  final  del  in- 
ciso 15  del  art.  82. 

Antes  de  la  reforma  que  ha  esperimentado  la  parte 
6.a  del  art.  36,  cuando  era  lícito  dictar  leyes  que  au- 
torizaran al  Presidente  de  la  República  para  usar  de  fa- 
cultades estraordinarias,  cosa  que  hoi  no  puede  hacerse, 
interesaba  determinar  cuales  eran  las  atribuciones  lejis- 
lativas  cuyo  ejercicio  no  podia  delegarse  en  el  Ejecutivo 
mediante  la  concesión  de  semejantes  facultades,  ya  que 
habia  prevalecido  la  opinión  de  que  podia  constitucio- 
nalmente  hacerse  tal  delegación  aun  en  circunstancias 
normales,  i  revestirse  al  Presidente  de  la  República 
del  ejercicio  del  poder  lejislativo  en  asuntos  que  no  te<- 
nian  atinjencia  alguna  ni  con  la  conservación  del  orden 
en  el  interior  ni  con  la  seguridad  esterior  del  pais. 

A  juicio  nuestro,  nunca,  ni  aun  dentro  del  antiguo 
sistema  de  facultades  estraordinarias,  habría  podido  el 
Congreso  delegar  el  ejercicio  de  ninguna  de  sus  atribih 
eiones  esclitsivas,  ni  el  de  aquellas  que,  siendo  materia 
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de  leí,  requerían  la  intervención  espresa  del  Congreso,* 
según  preceptos  especiales  de  la  Constitución.  En  este 
caso  se  encontraban:  la  aprobación  de  los  tratados  inter- 
nacionales (parte  19.*  art.  82);  la  declaración  de  es- 
tado de  sitio  en  caso  de  conmoción  interior,  hallándose, 
el  Congreso  reunido  (parte  2.*  art.  82);  la  lei  sobre 
el  plan  jeneral  de  educación  nacional  (art*  153  i  parte 
5.*  del  art.  2.°  transitorio  antiguo) ;  la  formación  del  pre- 
supuesto de  gastos  públicos  (art.  155);  las  leyes  inter- 
pretativas de  la  Constitución  (art.  164);  i  las  leyes  sobre 
reformabilidad  i  reforma  de  la  misma  (arts.  165  a  168). 
En  todos  estos  casos  la  Constitución  hace  mérito  espre- 
samente  del  Congreso,  de  las  Cámaras;  de  manera  que, 
aun  siendo,  como  son,  tales  asuntos  materias  de  lei,  la 
eran  de  leyes  tales  que  no  podían. ser  dictadas  por  el 
Presidente  de  la  República  solo,  a  título  de  delegado  del 
Congreso  i  de  investido  por  éste  con  facultades  estra- 
ordinarias.  Nunca  habrían  podido  éstas  estenderse  a  los 
casos  que  acabamos  de  mencionar. 

Hoi,  por  fortuna,  todas  estas  dudas  han  quedado  zan- 
jadas con  la  reforma  de  la  parte  6.a  del  artículo  que  exa- 
minamos. El  Congreso  no  puede  ahora  delegar  sino  la 
atribución  de  imponer  contribuciones  a  que  se  refieren 
el  inciso  1.°  del  art.  37  i  el  art.  148.  La  redacción  de  es- 
te último,  de  que  nos  ocuparemos  a  su  tiempo,  manifies- 
ta que  el  Congreso  puede  autorizar,  no  solo  al  Presiden- 
te de  la  República,  sino  a  las  demás  autoridades  del  Es- 
tado i  aun  a  los  individuos  para  imponerlas. 


o 


l.ft  ATRIBUCIÓN 

La  primera  de  las  atribuciones  esclwivas  del  Congre-' 
so  es  la  de  aprobar  o  reprobar  anualmente  la  cuenta  de 
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inversión  de  los  fondos  destinados  para  los  gastos  de  la 
administración  pública  que  debe  presentar  el  Gobierno. 
Nos  parece  que  no  se  necesita  de  mucho  esfuerzo  para 
comprender  que  cuando  el  Gobierno  ejerce  esta  atribu- 
ción, funciona,  no  como  poder  lejislativo,  sino  como  au- 
toridad llamada  a  inspeccionar  i  a  juzgar  los  actos  del 
Ejecutivo.  Sus  acuerdos  son,  en  tales  materias,  verda- 
deras sentencias  que  aprueban  o  reprueban  esos  actos, 
i  de  una  manera  definitiva.  Absurdo  sería  que  el  Ejecu- 
tivo, que  es  en  estos  casos  la  parte  a  quien  afecta  la  reso- 
lución espedida  por  las  Cámaras,  pudiera  suspenderla  o 
vetarla.  Por  esto  la  Constitución  no  lia  incluido  esta 
importantísima  atribución  entre  las  materias  de  lei,  i 
por  eso  hemos  tenido  el  honor  de  decir  mas  de  una  vez 
en  la  Cámara  de  Diputados  que  los  acuerdos  del  Con- 
greso, referentes  a  las  cuentas  de  inversión,  deben  co- 
rrer la  misma  suerte  que  las  sentencias  de  los  tribunales 
superiores.  Ejecutarse  i  nada  mas;  pero  de  ningún  mo- 
do promulgarse  como  si  se  tratara  de  leyes. 

La  Cámara  de  Diputados  así  lo  ha  resuelto  en  sesión 
de  10  de  julio  de  1877,  aprobando  la  indicación  que  el 
señor  don  Justo  Arteaga  Alemparte  hizo,  en  la  discu^ 
,  sion  del  proyecto  de  lei  que  fija  las  reglas  a  que  debe 
sujetarse  la  formación  de  los  presupuestos,  cuentas  de 
inversión,  etc.,  para  que  los  acuerdos  del  Congreso  rela^ 
tivos  a  estas  se  comuniquen  al  Presidente  de  la  Rep&bli-' 
ca  para  su  publicación  en  el  Diario  Oficial. 

o 
o  o 

2«a  ATRIBUCIÓN 

•  j  • 

Coíresponde  esclusivamente  al  Congreso  aprobaf  o  fe- 
probar  la  declaración  de  guerra  a  propuesta  del  Presi- 
dente de  la  República,  a  quien  compete  especialmente  la 
atribución  de  declararla^  según  la  parte  18.a  del  art.  82, 
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Combinando  esta  última  disposición  con  la  que  consig- 
na la  parte  2.a  del  art.  36,  resulta  que  la  guerra  no  pue- 
de ser  declarada  sino  existiendo  acuerdo  entre  el  Presi- 
dente de  la  República  i  el  Congreso,  cosa  que  fácilmen- 
te se  comprende,  atendida  la  enorme  importancia  del 
asunto. 

Así,  el  Congreso  no  podría  constitucionalmente  obli- 
gar al  Presidente  de  la  República  a  declarar  la  guerra  a 
una  nación  estranjera,  si  este  funcionario,  a  quien  está 
confiada  la  seguridad  esterior  del  pais  i  el  mantenimien- 
to de  sus  relaciones  con  los  demás  Estados,  considerara 
que  semejante  eventualidad  no  habia  llegado  todavía. 

En  este  grave  negociado,  como  en  tantos  otros,  las 
Cámaras  pueden  indudablemente  obligar  al  Presidente 
de  la  República  a  dictar  medidas  contrarias,  talvez,  a  su 
opinión,  trazándole  cierta  política  internacional,  como  lo 
trazan  a  menudo  cierta  política  interior,  mediante  los 
procedimientos  que  parlamentariamente  se  observan  pa- 
ra obtener,  por  ejemplo,  un  cambio  de  Ministerio,  no 
obstante  que  es  también  atribución  especial  del  Jefe  del 
Ejecutivo  la  facultad  de  nombrar  i  remover  a  los  Minis- 
tros del  despacho. 

Así  como  las  Cámaras  influyen  en  el  nombramiento 
de  los  Ministros,  sin  que  por  eso  les  corresponda  nom- 
brarlos, igual  cosa  puede  suceder  con  la  declaración  de 
guerra,  respecto  de  la  cual  solo  les  confiere  la  Constitu- 
ción la  facultad  de  aprobarla  o  de  reprobarla. 


o 
o  o 


¿La  aprobación  o  reprobación  que  el  Congreso  d'ebo 
prestar  a  la  propuesta  de  declarar  la  guerra  que  le  hicie- 
re el  Presidente  de  la  República,  en  qué  momento  debe 
tener  lugar?  ¿Podría  el  Congreso  autorizar  al  Ejecutivo 
anticipadamente  para  declararla,  cuando  a  juicio  de  este 
llegare  el  caso  de  hacerlo,  o  debe  someterse  a  aquel  la 


120  LA  CONSTITUCIÓN  ANTE  EL  CONGRESO 

proyectada  declaración,  cuando  llegue  el  momento  pre- 
ciso.en  qué  el  Presidente  de  la  República  considerase 
ya  indispensable  hacer  uso  de  la  atribución  que  le  con- 
fiere la  parte  18.a  del  art.  82? 

Nosotros  estamos  por  esta  segunda  solución,  "recono- 
ciendo que  la  primera  cuenta  en  su  apoyo  con  el  prece- 
dente de  la  lei  de  10  de  octubre  de  1836,  en  que  se  au- 
torizó al  Presidente  de  la  República  para  declarar  la; 
guerra  al  Gobierno  del  Perú,  en  caso  de  no  obtener  de 
este  reparaciones  adecuadas  a  los  agravios  que  habia  in- 
ferido a  Chile.  A  pesar  de  la  autorización  que  envolvía 
este  acuerdo  del  Congreso,  el  Presidente  de  la  Repúbli- 
ca le  sometió  la  declaración  de  guerra  que  el  Ministro 
Plenipotenciario  de  Chile,  señor  don  Mariano  Egaña,  ha- 
bia hecho  al  Gobierno  del  Jeneral  Santa-Cruz,  i  el  Con- 
greso la  ratificó  solemnemente  por  acuerdo  promulgado  el 
26  de  diciembre  del  mismo  año. 

A  juicio  nuestro,  el  Congreso  jamas  ha  debido  dele- 
gar el  ejercicio  de  una  atribución  esclusivamente  suya. 
Desde  que  le  corresponde  aprobar  o  reprobar  la  declara- 
ción de  guerra  a  propuesta  del  Presidente  de  la  Repú- 
blica, nos  parece  de  todo  punto  evidente  que  no  podrá 
encontrarse  en  situación  de  prestar  o  de  negar  esa  apro- 
bación, sino  cuando,  llegado  el  momento  que  el  Ejecuti- 
vo considera  ya  decisivo,  se  le  someten  todos  los  antece- 
dentes relacionados  con  el  asunto  e  indispensables  para 
formarse  juicio  cabal  i  concreto  del  caso  en  cuestión. 
Esta  fué,  por  otra  parte,  la  manera  como  procedió  el 
Presidente  de  la  República  en  setiembre  de  1865,  cuan- 
do la  flota  española,  mandada  por  el  Almirante  Pareja, 
nos  pasó  su  ultimátum  de  bloqueo. 


o 

o  o 
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3.a  I  4.a   ATRIBUCIONES 


No  han  tenido  aplicación  todavía. 


6 
O   O 


6.a   ATRIBUCIÓN 

La  facultad  de  hacer  el  escrutinio  de  la  elección  de 
Presidente  de  la  República  se  ha  ejercido  por  el  Congre- 
so regular  i  periódicamente,  cada  cinco  años,  desde  1836 
hasta  1876.  La  de  rectificar  dicha  elección  no  se  ha  ejer- 
cido todavía.  No  ha  ocurrido  en  Chile  caso  alguno  de 
dispersión  de  votos  en  las  elecciones  presidenciales,  du- 
rante la  vijencia  de  la  Constitución  de  1833. 

ó 
o  o 

6.a  ATRIBUCIÓN 

La  redacción  primitiva  de  este  párrafo,  antes  de  su 
reforma  promulgada  por  la  lei  de  24  de  octubre  de  1874, 
era  la  siguiente:  «Autorizar  al  Presidente  de  la  Hepúbli* 
ca  para  que  use  de  facultades  estraordinarícLS}  debiendo 
siempre  señalarse  espresamente  las  facultades  que  se  le  con- 
ceden, i  fijar  un  tiempo  determinado  a  la  duración  de  esta 
lei. » 

Como  se  vé,  el  ejercicio  de  la  facultad  que  examina- 
mos era  materia  de  lei  según  la  disposición  antigua* 
a  pesar  de  estar  enumerada  entre  las  atribuciones  esclu- 
sivas  del  Congreso,  lo  cual  manifiesta  o  que  la  redacción 
de  la  Constitución  fué  mala,  o  que  no  se  dio  esta  cuenta 
exacta  de  lo  que  esa  espresion  realmente  significa. 

La  disposición  reformada  se  encuentra  en  idéntico  ca- 

17 
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so,  puesto  que  principia  por  establecer  que  es  atribución 
esclustva  del  Congreso  la  de  dictar  leyes  excepcionales  i 
de  duración  transitoria,  i  es  bien  sabido  que  el  Presi- 
dente de  la  República  concurre  también  a  la  formación 
de  las  leyes.  Por  lo  demás,  esta  impropiedad  de  redac- 
ción en  nada  afecta  el  carácter  de  la  atribución  que  exa- 
minamos, porque  nos  parece  evidente  que  ningún  Con- 
greso se  anticiparía  a  revestir  al  Presidente  de  la  Repú- 
blica de  facultades  estraordinarias,  como  antes  sucedía, 
o  a  restrinjir  el  ejercicio  de  la  libertad  personal,  de  la  de 
reunión  i  de  la  de  imprenta,  como  hoi  podría  suceder, 
sin  que  previamente  el  Ejecutivo  hubiera  solicitado  la 
adopción  de  semejantes  medidas  i  manifestado  su  abso- 
luta necesidad,  concurriendo  así  en  el  ejercicio  de  tan  de- 
licada atribución.  Se  vé,  por  consiguiente,  que  ella  ha 
sido,  que  es  i  que  debe  ser  materia  de  leí. 

o  • 

o  & 

A  pesar  de  que  la  disposición  constitucional  que  exa- 
minamos, sujetaba  la  concesión  de  facultades  estraordi- 
narias a  dos  limitaciones:  la  1.a  señalar  espresamente  las 
facultades  concedidas,  i  la  2/  fijar  un  determinado  tiem- 
po a  la  duración  de  la  lei;  se  aplicó  de  una  manera  tan 
singularmente  monstruosa,  que  fué  menester  acometer 
su  reforma,  reclamada  imperiosamente  por  k  opinión 
ilustrada  del  pais  desde  el  año  1849. 

La  lei  de  9  de  Noviembre  de  1836  (1)  facultó  ai  Pre- 
sidente de  la  República  para  «proceder  sin  sujetarse  a 
las  formalidades  prevenidas:  en  los  arts.  139,  143  i  146 
de  la  Constitución»,  entregando  así  la  libertad  indivi- 
dual i  la  inviolabilidad  del  hogar  al  capricho  del  Ejecu- 
tivo. Otras  leyes  de  facultades  estraordinarias  autoriza- 
ron al  Presidente  de  la  República  para  destituir  emplea- 

(1)  Boletín  de  las  Leyes,  libro  7,  páj.  78. 
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dos  sin  sujeción  a  las  formalidades  prevenidas  por  el 
inciso  10.°  del  art.  82,  incurriendo  así  en  la  anomalía  de 
suspender  preceptos  constitucionales  por  medio  de  sim* 
pies  leyes  ordinarias. 

El  desenfreno  se  llevó  eií  esta  materia  hasta  eí  punto 
de  dictar  el  Congreso  la  famosísima  lei  dé  31  de  enero 
de  1837  (1)  que  dice  así:  «El  Congreso  Nacional  decla- 
ra en  estado  de  sitio  el  territorio  de  la  República  por  el 
tiempo  que  durare  Id  actual  guerra  con  el  Perú,  i  queda 
en  consecuencia  autorizado  el  Presidente  de  la  Repúbli*- 
ca  para  usar  de  todo  el  podei4  público  qué  sü  prudencia 
bailare  necesario  para  fejit  el  Estado,  sin  otra  limitación 
que  la  de  no  poder  condenar1  por  sí,  ni  aplicar  penas,  de- 
biendo emanar  estos  actos  de  los  tribunales  estableci- 
dos, o  que  en  adelante  estableciere  el  mismo  Presidente.^ 

Esta  lei  incalificable  Violó  la  Constitución,  asignando 
a  la  duración  de  las  facultades  estfaórdiñarias  ún  tiempo 
indeterminado  (el  que  durare  la  guerra) ;  la  violó,  no 
fijando  las  facultades  concedidas,  puetí  subordinó  todo  a 
Imprudencia  del  Ejecutivo;  la  Violó,  facultándole  para 
establecer  tribunales,  que  solo  pueden  ser  creados  por 
lei,  con  arreglo  a  los  arts.  108  i  109.  ¡Ya  se  vé!  Ésto 
último  no  debe  parecer  sorprendente,  desde  que  el  Eje- 
cutivo quedaba  revestido  de  la  plenitud  del  poder  públi- 
co, pudiendo  lejislar  sobíe  toda  materia,  como  lo  hizo 
efectivamente  durante  los  años  1837  i  1838.  El  Congre- 
so desapareció  de  Chile  en  eáe  bienio  verdaderamente 
dictatorial,  i  solo  creyó  necesario  funcionar  dos  veces, 
la  una  para  decretal-  honores  a  la  memoria  del  señor  don 
Diego  Portales  i  la  otra  para  tributarlos  a  la  del  señor 
don  Agustín  Eizaguirre.  (2)  El  Presidente  de  la  Repú- 
-  blica  lejislaba  durante  ese  tiempo  sobre  implicancias  í 
recusaciones,  sobre  recursos  de  nulidad,  sobre  juicio  eje- 

(1)  Boletín  de  tai  Leyes,  libro  7,  páj.  93. 

(2)  Boletín  de  las  Leyes,  libro  7,  paja.  249  i  250, 


t 
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cutivor  sobre  tachas  de  ebriedad,  i  sobre  mil  materias 
que  ninguna  relación  tienen  con  la  seguridad  del  Esta- 
do. Establecia  tribunales,  como  los  consejos  de  guerra 
permanentes,  i,  en  suma,  su  prudencia  era  el  único  lími- 
te de  sus  omnímodas  facultades. 

I  todo  esto  se  hacía  en  nombre  de  la  Constitución, 
que,  a  pesar  de  la  redacción  vaga  de  la  parte  6.a  de  su 
art.  36  i  de  su  antiguo  art.  161,  del  cual  nos  ocuparemos 
a  su  tiempo,  en  manera  alguna  autorizaba  semejantes 
aberraciones. 

Como  mui  bien  lo  manifestó  el  tan  justamente  llorado 
i  distinguido  estadista  señor  don  Manuel  Antonio  To- 
cornal  Grez,  en  sesión  de  la  Cámara  de  Diputados  de  23> 
de  julio  de  1857,  del  poder  lejislativo  no  es  delegable  bajo 
la  forma  de  facultades  estraordinarias  especiales,  sino  en 
circunstancias  estraordinarias  especiales  i  cuando  así  lo  exi- 
ja la  conservación  del  orden  público.  La  delegación  del  po~ 
der  lejislativo  en  fuerza  de  cualquiera  otra  razón,  es  incons- 
titucional.^ Esta  opinión  justísima,  que  fué  combatida  en 
aquella  sesión  por  el  señor  don  Eujenio  Vergara,  no  fué 
la  que  prevaleció  bajo  el  imperio  de  la  antigua  parte-  6.a 
del  art  36,  como  lo  manifiestan  los  casos  que  hemos  rer 
cordado,  a  pesar  de  que,  pensando  como  el  señor  Tocor- 
nal,  creemos  que  no  era  concebible  la  existencia  de  fa- 
cultades estraordinarias  sino  en  vista  de  circunstancias 
también  estraordinarias.  I  con  él  opinamos  que  el  Con- 
greso solo  podia  delegar  en  el  Presidente  de  la  Repúbli- 
ca aquellas  de  sus  atribuciones  legislativas,  no  las  esclu- 
sivaS)  que  fueran  necesarias  para  restablecer  el  orden 
público  conmovido  en  el  interior  o  la  seguridad  del  paisr 
amenazada  por  alguna  potencia  estranjera,  ya  que,  fuera 
de  estos  dos  casos,  no  puede  haber  otros  que  constitu- 
yan circunstancias  estraordinarias  especiales. 

Según  esta  teoría,  solo  eran  delegables  en  su  ejercicio 
las  siguientes  atribuciones  lejislativas:  1.a  la  de  imponer 
contribuciones,  según  el  art.  148;  2.a  la  de  gastar  fuera 
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de  presupuesto;  3.a  la  de  aumentar  la  fuerza  pública;  4.a 
la  de  crear  o  suprimir  puertos  mayores  i  aduanas,  en  ca- 
so de  guerra  esterior;  i  5.a  la  de  permitir  la  salida  de 
tropas  nacionales  fuera  del  territorio.  Fuera  de  estas 
atribuciones,  cuyo  ejercicio  era  materia  de  lei  en  cir- 
cunstancias ordinarias,  no  era  concebible,  por  mas  que 
se  haya  hecho  mil  i  una  veces  lo  contrario,  la  necesidad 
de  delegación,  que  había  llegado  a  ser  en  Chile  habitual 
i  constante,  siempre  que  se  trataba  de  leyes  de  larga  es- 
tension. 

En  casos  como  estos  no  es  menester  que  el  poder  le- 
jislativo  se  desprenda  de  sus  atribuciones,  confiriendo  al 
Ejecutivo  la  facultad  de  ejercerlas.  Nó:  en  tales  casos, 
como  se  hizo  con  el  proyecto  del  Código  Civil,  con  el 
del  Código  de  Comercio,  con  la  nueva  lei  de  imprenta  en 
1872,  se  discute  i  aprueba  un  proyecto  formado  de  an- 
temano por  comisiones  competentes,  i  se  aprueba  así  un 
trabajo  conocido  i  concreto;  lo  que  es  mui  diverso  de 
conferir  al  Presidente  de  la  República  autorización  para 
dictar  la  lei  que  le  plazca  sobre  una  materia  dada,  sin 
traba  ni  restricción  alguna,  como  tan  frecuentemente  ha 
sucedido. 

Como  quiera  que  sea,  i  reconociendo  que  no  prevale- 
cieron las  opiniones  del  señor  Tocornal,  que  en  esta  ma- 
teria fueron  siempre  las  nuestras,  i  las  que  hemos  teni- 
do también  siempre  el  honor  de  sostener,  la  nueva  for- 
ma que  hoi  tiene  la  parte  6.a  del  art.  36  salva  toda  difi- 
cultad i  evita  las  absurdas  consecuencias  del  antiguo 
sistema,  como  se  entendía  i  aplicaba  entre  nosotros. 

Hoi,  mediante  la  reforma  de  la  parte  6.a  del  art.  36,  el 
Congreso  no  puede  delegar  sus  atribuciones  lejislativas 
en  el  Presidente  de  la  República,  porque  ningún  precep- 
to constitucional  le  confiere  la  facultad  de  hacerlo,  salvo 
solo  el  caso  del  art.  148,  que  no  ha  sido  reformado.  Solo 
cuando  lo  reclamaren:  1.°  la  necesidad  imperiosa  de  la 
defensa  del  Estado,  i  2.°  la  de  la  conservación  del  réjimea 
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constitucional  o  de  la  paz  interior,  podrá  el  Congreso 
dictar  leyes  excepcionales  i  de  duración  transitoria  que 
no  podrá  exceder  de   un  año,  i  solo  para  restrinjir   la 
libertad  personal  i  la  libertad  de  imprenta,  i  para  suspen- 
der o  restrinjir  el  ejercicio  de  la  libertad  de  reunión,  bien 
entendido:  1.°  que  si  dichas  leyes  señalaren  penas,  su 
aplicación  se  hará  siempre  por  los  tribunales  establecidos 
(no  por  los  que  después  se  establecieren) ;  i  2.°  que  fue- 
ra de  los  dos  casos  que  quedan  indicados,  ninguna  lei 
(¡cuánto  menos  los  decretos  o  bandos  de  las  autoridades 
administrativas!)  podrá  dictarse  para  suspender  o  res- 
trinjir las  libertades  o  derechos  que  asegura  el  art.  12, 
La  redacción  clara,  precisa  i  bien  significativa  de  la 
nueva  disposición  constitucional  a  que  acabamos  de  re- 
ferirnos, salva  todas  las  funestas  consecuencias  a  que 
daba  lugar  la  torcida  interpretación  que  se  atribuyó  a  la 
antigua,  i  satisface  las  justas  aspiraciones  que,  desde 
tantos  años  atrás,  había  manifestado  la  inmensa  mayo- 
ría del  pais.  Con  esta  reforma  i  la  del  art.  161  no  hai 
ya  peligro  de  ver  establecido  en  Chile,  bajo  el  amparo 
aparente  de  la  Constitución,  un  réjimen  verdaderamente 
despótico  i  dictatorial.   ¡Séanos  permitido  esperar  que 
seguirán  transcurriendo  los  años  sin  que  sea  menester 
que  el  Congreso  haga  uso  de  las  facultades  limitadas 
que  hoi  le  confiere  la  nueva  parte  6.*  del  art.  36,  i  sin 
que  el  estado  de  sitio,  aun  con  el  alcance  también  limi- 
tado que  hoi  le  asigna  el  art.  161  reformado,  vuelva  ja- 
mas a  declararse  en  Chile,  mientras  llega  el  momento  de 
suprimirlo  por  completo  de  nnestrq,  Constitución! 


o 

0   O 


Cuando  el  Congreso,  en  uso  de  la  atribución  que  le 
otorgaba  la  antigua  parte  6.a  del  art.  36,  autorizaba  al 
Presidente  de  la  República  para  dictar  una  lei  dentro  de 
pierto  plazo,  ¿podia  este,  una  vez  dictada  la  lei,  i  antes  de 
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vencido  el  plazo  de  la  autorización,  modificarla  por  sí 
solo? 

Esta  cuestión  se  suscitó  en  sesión  de  la  Cámara  de 
Diputados  de  7  de  diciembre  de  1864,  a  propósito  de  las 
críticas  que  se  hacían  a  la  Ordenanza  de  Aduanas,  que, 
en  virtud  de  la  autorización  conferida  por  lei  de  25  de 
julio  del  mismo  año,  habia  dictado  el  Presidente  de  la 
República  el  31  de  octubre  siguiente.  El  Ministro  de 
Hacienda,  señor  don   Alejandro   Reyes,   sin  afirmarlo 
categóricamente,  insinuó  la  idea  de  que,  estando  aun  vi- 
jente  el  término  de  seis  meses  fijado  a  la  autorización, 
podia  el  Ejecutivo,  antes  de  vencido  este  plazo,  reformar 
la  Ordenanza  ya  dictada.    El  señor    don  Miguel  Luis 
Amunátegui  sostuvo  la  opinión  insinuada  por  el  señor 
Reyes,  citando  en  su  apoyo  hechos  prácticos.  A  pesar 
de  estos,  la  opinión  contraria  fué  defendida,  a  nuestro 
juicio  victoriosamente,  por  los  sefiore*  don  Manuel  A. 
Matta,  don  Jovino  Novoa  i  don  Miguel  Cruchaga,  para 
quienes  toda  autorización  concedida  al  Ejecutivo  cadu- 
caba por  el  hecho  mismo  de  promulgarse  el  decreto-lei 
que,  en  virtud  de  ella,  se  hubiere  dictado,  siendo  menes- 
ter dictar  otra  lei  o  conceder  una  nueva  autorización  pa- 
ra que  aquella  pudiera  ser  derogada  o  modificada. 


Art.  37 

uSolo  en  virtud  de  una  lei  se  puede: 

«í.°  Imponer  contribuciones  de  cualesquiera  clase  o  na- 
turaleza, suprimir  las  existentes,  i  determinar  en  caso  nece- 
sario su  repartimiento  entre  las  provincias  o  departamen- 
tos. 

«&°  Fijar  anualmente  los  gastos  de  la  administración 
publica. 

«3*  Fijar  igualmente  en  cada  año  las  fuerzas  de  mar  i 
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tierra  que  han  de  mantenerse  en  pié  en  tiempo  de  paz  o  de 
guerra. 

ce  Las  contribuciones  se  decretan  por  solo  el  tiempo  de 
dieziocho  meses,  i  las  fuerzas  de  mar  i  tierra  se  Jijan  solo 
por  igual  término. 

<l4.°  Contraer  deudas,  reconocer  las  contraidas  hasta  el 
día,  i  designar  fondos  para  cubrirlas. 

<r5.°  Crear  nuevas  provincias  o  departamentos;  arreglar 
sus  límites;  habilitar  puertos  mayores,  i  establecer  adua- 
nas. 

<té>.°  Fijar  el  peso,  lei,  valor,  tipo  i  denominación  de  las 
monedas;  i  arreglar  el  sistema  de  pesos  i  medidas. 

a  7.°  Permitir  la  introducción  de  tropas  estranjeras  en  el 
territorio  de  la  República,  determinando  el  tiempo  de  su 
permanencia  en  él. 

a.8.°  Permitir  que  residan  cuerpos  del  ejército  permanen- 
te en  el  lugar  de  las  sesiones  del  Congreso,  i  diez  leguas  a 
su  circunferencia. 

d9.°  Permitir  la  salida  de  tropas  nacionales  fuera  del 
territorio  de  la  República,  señalando  el  tiempo  de  su  re- 
greso, 

ulO.  Crear  o  suprimir  empleos  públicos;  determinar  o 
modificar  sus  atribuciones;  aumentar  o  disminuir  sus  dota- 
ciones^ dar  pensiones,  i  decretar  honores  públicos  a  los  gran- 
des servicios.  ^ 

<l11,   Conceder  indultos  jenerales,  o  amnistías.  ^ 

<l12.  Señalar  el  lugar  en  que  debe  residir  la  Represen- 
tación Nacional  i  tener  sus  sesiones  el  Congreso. » 

Antes  de  examinar  separadamente  los  diferentes  inci- 
sos de  que  consta  esto  artículo,  observaremos  que,  sien- 
do la  lei,  según  lo  dispone  el  art.  1.°  de  nuestro  Código 
Civil,  una  declaración  de  la  voluntad  soberana  que,  ma- 
nifestada en  la  forma  prescrita  por  la  Constitución,  mana- 
da, prohibe  o  permite,  es  inmensa  la  esfera,  de  acción  del 
poder  lejislativo.  Imposible  sería  enumerar  todas  las  ma- 
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ierias  de  lei,  i  si  la  Constitución  ha  detallado  algunas  en 
el  art.  37,  ha  sido  solo  con  el  propósito  de  evitar  que,  en 
caso  alguno,  pudiera  el  Ejecutivo  creerse  facultado  para 
dictar  por  sí  solo  disposiciones  referentes  a  ellas. 


O 

O    O 


Inciso  1.° 

De  las  materias  reservadas  a  la  lei,  ninguna  mas  gra- 
ve i  de  mayor  interés  que  el  establecimiento,  supresión 
i  subsistencia  de  las  contribuciones.  Fácil  es  compren- 
der entonces  el  fundamento  de  las  diversas  disposiciones 
que,  ademas  de  las  dos  contenidas  en  el  art.  37,  les  con- 
sagra la  Constitución  en  los  arts.  12,  inciso  3.°,  40,  128, 
incisos  7.°  i  8.°,  148  i  149.  No  sería  admisible  imponer 
contribuciones  a  un  pueblo,  si  este  mismo  no  las  votara 
por  medio  de  sus  representantes.  Confiada  a  la  asamblea 
de  estos  la  facultad  de  crearlas  i  de  suprimirlas,'  ejerce 
así  una  influencia  decisiva  sobre  el  Poder  Ejecutivo,  a 
quien  concederá  o  negará  subsidios,  según  la  marcha  que 
siga  i  el  grado  de  confianza  que  inspire. 


o 

o  o 


Nunca  se  ha  presentado  en  Chile  el  caso  de  discutir 
si  el  Congreso  puede  o  no  negar  las  contribuciones.  No 
existe  en  la  Constitución  precepto  alguno  que  lo  resuel- 
va; pero  ya  que  en  esta  materia  nosotros  hemos  imitado 
a  los  ingleses,  conviene  recordar  que:  «La  Cámara  de 
»los  Comunes,  como  lo  dijo  el  conde  Grey  el  17  de  mayo 
»de  1832,  ejerce  sobre  la  Corona  un  derecho  de  vijilancia 
»tal  que  puede  rehusar  el  impuesto  en  casos  estremos. 
2>Ella  no  se  ha  visto,  desde  la  revolución,  en  la  necesidad 

j>de  poner  en  ejercicio  esa  facultad.  Así  para  derribar  en 

18 
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dI 784  a  la  administración  Pitt/se  limitó  a  aplazar  la  dis- 
cusión i  votación  del  presupuesto,"oponiendo  una  resis- 
tencia que  aquel  venció  por  otros  medios.»  (1) 


o 
o  o 


Aunque  el  art.  148  dice  que  solo  el  Congreso  puede 
imponer  contribuciones,  debe  tenerse  presente  que  el 
art.  37,  por  una  parte,  i  el  149,  por  la  otra,  declaran  ter- 
minantemente que  el  asunto  es  materia  de  lei,  lo  que 
prueba,  una  vez  mas,  que  la  Constitución  no  ha  sido 
mui  feliz  en  sus  redacciones  cuando  ha  querido  determi- 
nar aquello  que  es  del  resorte  esclusivo  del  Congreso.  I 
nótese  todavía,  como  lo  hemos  observado  ya  al  ocupar- 
nos de  la  parte  6.a  del  art.  36,  que  el  Congreso  puede 
autorizar  especialmente,  no  solo  al  Presidente  de  la  Repú- 
blica, sino  a  otras  autoridades,  las  municipalidades  por 
ejemplo,  para  imponer  contribuciones. 

Así  se  ha  practicado  constantemente  en  conformidad 
a  lo  dispuesto  en  el  art  148. 

o  . 
o  o 

Partiendo  la  Constitución  del  principio  consagrado  en 
la  parte  3.a  del  art.  12,  de  que  los  impuestos  i  contribu- 
ciones deben  repartirse  igualmente  entre  todos  los  habi- 
tantes de  la  República  a  proporción  de  sus  haberes,  ha 
determinado,  en  el  inciso  1.°  del  art.  37,  que  el  reparti- 
miento de  las  contribuciones  entre  las  provincias  o  de- 
partamentos solo  puede  hacerse  en  virtud  de  una  lei,  i 
en  el  inciso  7.°  del  art.  128  establece  que  corresponde 
a  cada  Municipalidad  hacer  el  repartimiento  de  las  con- 
tribuciones que  hubieren  cabido  a  su  respectivo  territo- 

(I)  Füchéli  Vogél  GoruU  i  Angleterre,  páj.  849  vol.  II. 
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rio,  en  los  casos  en  que  la  lei  no  haya  cometido  esa  atri- 
bución a  otra  autoridad  o  personas. 

Estas  disposiciones  no  se  han  aplicado  en  Chile,  sin 
duda  porque  el  sistema  de  impuestos  ideado  por  la  Cons- 
titución, aunque  el  mas  perfecto  en  teoría,  es  algo  que 
ha  quedado  reducido  a  la  categoría  de  una  mera  reco- 
mendación i  que  muchos  consideran  de  todo  punto  im- 
practicable. Nosotros  no  nos  contamos  entre  estos  pesi- 
mistas, i  creemos  que,  sino  en  toda  su  estension  ni  de 
una  manera  absoluta,  puede  implantarse  con  ventaja  el 
sistema  de  la  Constitución,  en  una  esfera  reducida  i  con- 
creta, que  establezca  en  Chile  alguna  vez  un  impuesto 
directo  sobre  los  haberes,  llamado  a  nivelar  anualmente 
las  entradas  i  los  gastos  de  la  República. 

o 

o  o 

Pasando  ya  a  ocuparnos  de  las  diversas  disposiciones 
que  contiene  el  art.  37  i  principiando  por  las  cuestiones 
que  han  sujerido  en  la  práctica  los  incisos  1.°  i  3.°  (este 
último  en  la  parte  que  determina  que  las  contribuciones 
se  decretan  por  solo  el  tiempo  de  dieziocho  meses),  debe 
observarse  ante  todo,  que  las  leyes  que  se  dictan  en 
cualquier  tiempo  imponiendo  contribuciones  o  suprimien- 
do las  existentes,  son  de  una  naturaleza  mui  diversa  de 
las  que  se  dictan  cada  dieziocho  meses  declarando  subsis- 
tentes o  autorizando  el  cobro  de  las  ya  establecidas. 

Si  la  Constitución  se  hubiera  limitado  a  espresar  que 
solo  en  virtud  de  una  lei  es  posible  crear  o  suprimir  con- 
tribuciones, i  no  hubiera  ordenado  que  estas  se  decreta- 
ran solo  por  el  tiempo  de  dieziocho  meses,  se  llegaría  a 
la  consecuencia  de  que  una  vez  creada  por  lei  una  con- 
tribución, sería  punto  menos  que  imposible  suprimirla 
sin  la  concurrencia  de  la  voluntad  del  Presidente  de  la 
República.  La  razón  es  clara:  una  lei  rije  mientras  otra 
»o  la  deroga,  i  la  derogación  de  la  lei,  siendo  lei,  requie- 
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re  la  intervención  del  Presidente  de  la  República,  que 
puede  devolverla  con  modificaciones  o  rechazarla  por 
completo  con  arreglo  al  art.  45.  Es  fácil  comprender  que 
el  Ejecutivo  no  se  sentiría  dispuesto,  en  la  mayor  parte 
de  los  casos,  a  aceptar  la  supresión  de  contribuciones 
que  podrían  proporcionarle  recursos  para  sostenerse. 

De  aquí,  para  evitar  tales  consecuencias,  la  necesidad 
absoluta  de  que  las  leyes  sobre  contribuciones  se  decre- 
ten solo  por  un  tiempo  corto  i  limitado,  de  la  misma  ma- 
nera que  las  que  autorizan  gastos;  las  que  fijan  el  monto 
de  la  fuerza  pública;  las  que  permiten  la  residencia  de 
cuerpos  armados  en  el  lugar  donde  el  Congreso  funcio- 
na. Si  leyes  como  estas  se  dictaran  con  el  carácter  de 
permanentes,  el  Ejecutivo  podría  prescindir  del  Congre- 
so, desatender  sus  advertencias  i  aun  disolverle  por 
completo,  sin  que  los  recursos  le  hicieran  falta. 

Mas  cuando  la  lei  de  recursos  tiene  una  duración  bre- 
ve, es  claro  que  antes  de  espirar  el  término  asigna- 
do a  su  vij encía,  el  Ejecutivo  se  verá  obligado  a  reca- 
bar de  las  Cámaras  una  nueva  leí  que  le  permita  cobrar 
las  contribuciones,  sin  violar  el  precepto  contenido  en 
el  art.  149  de  la  Constitución,  i  sin  incurrir  en  las  penas 
que  el  art.  157  del  Código  Penal  impone  al  empleado 
públiro  que,  sin  un  decreto  de  autoridad  competente, 
deducido  de  la  lei  que  autoriza  la  exacción  de  una  con- 
tribución o  de  un  servicio  personal,  los  exijiere  bajo 
cualquier  pretesto. 

Así,  la  corta  duración  de  las  leyes  de  contribuciones, 
de  gastos  públicos,  etc.,  son  para  el  país  la  garantía  mas 
segura  de  que  el  Congreso  vivirá  i  será  respetado.  Un 
Gobierno  que  tuviera  fondos  i  pudiera  gastarlos  sin  in- 
tervención del  Congreso,  representante  del  país,  haría 
imposible  de  todo  punto  la  existencia  del  sistema  repre- 
sentativo. 

Nuestra  Constitución,  comprendiéndolo  perfectamente, 
quiso  que  las  contribuciones  se  decretaran  solo  por  el 
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tiempo  de  dieziocko  meses,  según  prácticamente  se  ha  re- 
suelto desde  hace  ya  largos  años,  a  pesar  de  que  no 
faltan  quienes  piensen  que  ese  tiempo  debe  ser  solo  de 
un  año,  de  la  misma  manera  que  el  que  asigna  el  inciso 
2.°  de  este  artículo  a  la  lei  que  fiija  los  gastos  de  la  ad- 
ministración pública,  i  el  párrafo  1.°  del  inciso  3.°  a  la 
que  determina  el  monto  de  la  fuerza  de  mar  i  tierra. 

La  cuestión  de  si  las  contribuciones  deben  decretarse 
anualmente  o  cada  dieziocko  meses,  fué  debatida  en  sesio- 
nes de  la  Cámara  de  Diputados  de  7  i  9  de  enero  de 
1850,  sosteniendo  el  señor  don  Manuel  Montt  la  primera 
opinión,  i  el  señor  don  José  Victorino  Lastarria  la  se- 
gunda. Esta  última  es  la  que  ha  consagrado  ya  la  prác- 
tica de  largos  años;  i,  sin  desconocer  la  fuerza  que,  en 
el  terreno  de  la  conveniencia  i  de  la  lójica  constitucio- 
nal, tienen  las  razones  aducidas  por  el  señor  Montt  en 
el  debate  recordado,  debe  reconocerse  que  el  señor  Las- 
tarria contaba  en  su  apoyo  con  el  tenor  literal  de  la 
Constitución. 


o 
o  o 


Pero  esta  no  solo  ha  buscado  garantías  de  vida  i  res* 
petabilidad  para  el  Congreso,  estableciendo  un  sistema 
que  obliga  al  Ejecutivo  a  pedirle  subsidios  i  apoyo  con 
frecuencia,  de  manera  que  una  simple  negativa  de  las 
Cámaras  para  ocuparse  de  una  mera  autorización  para 
el  cobro  de  las  contribuciones,  bastaría  para  que  estas 
quedaran  suprimidas,  una  vez  vencidos  los  dieziocho 
meses  de  la  autorización  anterior;  sino  que  ha  pasado 
todavía  mas  lejos,  disponiendo,  en  su  art.  40,  que  las  le- 
yes sobre  contribuciones,  de  cualquier  naturaleza  que 
sean,  solo  pueden  tener  principio  en  la  Cámara  de  Di- 
putados. 

La  parte  del  art.  40  que  acabamos  de  recordar,  tiene 
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inmediata  relación  con  el  asunto  que  nos  ocupa  i  con  la 
interesante  cuestión,  resuelta  ya  afirmativamente,  de  si 
la  lei  que  cada  dieziocho  meses  se  dicta  autorizando  el 
cobro  de  las  contribuciones,  debe  o  no  detallarlas. 

En  efecto,  enumerándose  las  contribuciones  en  la  lei 
que  manda  dictar  la  Constitución  cada  dieziocho  meses, 
i  debiendo  esa  lei  tener  principio  en  la  Cámara  de  Di- 
putados, se  comprende  fácilmente  que,  por  el  mero  he- 
cho de  no  incluir  una  o  mas  contribuciones  en  la  nomen- 
clatura que  debe  detallarlas,  la  Cámara  de  Diputados 
sola,  por  sí  i  ante  sí,  hace  de  todo  punto  imposible  el 
cobro  de  la  contribución  o  contribuciones  escluidas  de 
la  enumeración.  La  razón  es  obvia.  El  Senado  puede 
modificar  el  proyecto  que  le  remita  la  Cámara  de  Dipu- 
tados, sin  duda  alguna;  pero  no  podría  incluir  en  él  una 
contribución  escluida  por  esta,  sin  convertirse  por  el 
mismo  hecho  en  Cámara  de  oríjen  en  materia  de  contri- 
buciones, cosa  que  la  Constitución  prohibe.  El  Presi- 
dente de  la  República,  por  sü  parte,  se  guardaría  mui 
bien  de  devolver  con  modificaciones  o  correcciones  el 
proyecto  de  lei  que  autorizara  el  cobro  de  las  contribu- 
ciones por  dieziocho  meses:  1.°  porque  correría  el  riesgo 
de  quedarse   sin  ellas,  mientras  el  Congreso   resolvía 
acerca  de  esas  correcciones,  ya  que  de  ordinario  estas 
autorizaciones  no  se  votan  sino  cuando  está  para  termi- 
nar el  período  de  la  anterior;  i  2.°  porque  el  Presidente 
de  la  República  carece  de  la  facultad  de  devolver  al  Con- 
greso con  adiciones  \o&  proyectos  de  lei  que  este  le  remi- 
te, i  no  podría,  por  consiguiente,  agregar  una  contribu- 
ción escluida  de  la  enumeración  contenida  en  el  proyec- 
ta. Menos  todavía  desecharía  este  en  el  todo,  porque,  en 
tal  caso,  se  tendría  por  no  propuesto,  ni  se  podría  propo- 
ner en  la  sesión  del  mismo  año;  i,  siendo  así,  ninguna 
contribución  podría  cobrarse,   absolutamente  ninguna, 
mientras  no  se  dictara  la  lei  prescrita  por  la  Constitu- 
ción, lo  cual  no  podría  hacerse,  en  este  caso  imajinario, 
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Bino  en  alguna  de  las  sesiones  de  los  dos  años  siguiente* 
a  la  devolución. 

El  caso,  como  se  vé,  es  de  todo  punto  imposible.  ¿Qué 
Gobierno  se  atrevería  a  cobrar  durante  un  año  o  mas 
contribuciones  no  autorizadas  por  lei,  haciéndolas  cadu- 
car él  mismo  por  el  hecho  solo  de  vetar  el  proyecto  apro- 
bado por  las  Cámaras?  Puede,  por  consiguiente,  afir- 
marse que  la  lei  que  autoriza  cada  dieziocho  meses  el 
cobro  de  las  contribuciones,  enumerándolas,  no  es  por  la 
naturaleza  de  las  cosas  susceptible  de  ser  observada  ni 
desechada  por  el  Presidente  de  la  República.  ¡Feliz  com- 
binación, que  destruye  en  este  caso  los  efectos  del  veto 
presidencial,  haciendo  que  sobre  él  prevalezca  la  volun- 
tad de  la  Nación,  representada  por  la  Cámara  de  Dipu- 
tados! 


o 

o  o 


Hemos  dicho  que  está  ya  resuelto  que  la  lei  que  au- 
toriza cada  dieziocho  meses  el  cobro  de  las  contribucio- 
nes, debe  enumerarlas.  Las  dos  últimas  dictadas  en  18 
de  enero  de  1877,  la  una  (1),  i  en  22  de  julio  de  1878,  la 
otra  (2),  detallan  todas  las  contribuciones  fiscales  cuya 
cobranza  autorizan,  i  la  segunda  menciona  también  una 
a  una  las  contribuciones  municipales,  i  aun  las  contribu- 
ciones i  emolumentos  establecidos  a  favor  de  institucio- 
nes de  beneficencia  o  de  instrucción  i  de  funcionarios 
públicos. 

Recordemos  los  antecedentes  que  han  procurado  al 
pais  esta  feliz  solución  de  un  punto  tan  interesante. 

La  idea  de  que  la  lei  que  autoriza  el  cobro  de  las 

contribuciones  (o  que  decretaba  su  subsistencia,   como 

,  antes  se  decía)  debía  mencionarlas  todas,  filé  insinuada 

(1)  Araucano  de  eea  fecha. 

(2)  Diario  Oficial,  año  II,  núm.  410. 
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por  primera  vez  en  la  Cámara  de  Diputados  por  el  señor 
doctor  don  José  Gabriel  Palma,  en  sesión  de  9  de  octu- 
bre de  1846. 

En  sesión  de  13  de  marzo  de  1864,  discutiéndose  en 
particular,  en  la  Cámara  de  Diputados,  el  proyecto  de 
lei  que  tenia  por  objeto  «declarar  subsistentes  por  el 
término  de  dieziocho  meses  las  contribuciones  legalmen- 
te  establecidas,»  el  señor  don  Antonio  Varas  presentó 
un  contra-proyecto  compuesto  de  tres  artículos,  deta- 
llando las  contribuciones.  Los  tres  artículos  de  dicho 
proyecto  [quedaron  para  segunda  discusión.  Esta  tuvo 
lugar  el  17  del  mismo  mes  i  año,  aprobándose  los  dos 
primeros  artículos,  o  sea  la  enumeración  de  las  contri- 
buciones, con  solo  dos  votos  en  contra.  El  artículo  ter- 
cero del  proyecto,  que  tenia  por  objeto  prohibir  el  cobro 
de  toda  contribución,  directa  o  indirecta,  que  no  estuvie- 
ra enumerada  en  los  anteriores,  continuó  discutiéndose 
en  sesión  de  12  de  abril  siguiente,  quedando  aplazada  la 
discusión  hasta  la  sesión  de  4  de  junio.  En  esta  sesión, 
renovada  ya  la  Cámara  de  Diputados  a  consecuencia  de 
las  elecciones  de  marzo  anterior,  el  Ministro  de  Hacien- 
da señor  don  Alejandro  Reyes,  al  discutirse  el  artícu- 
lo 3.°  del  proyecto  del  señor  Varas,  hizo  indicación  para 
que  todo  el  proyecto  se  refundiera  en  un  solo  artículo, 
que  lo  redactaba  en  la  forma  acostumbrada.  Esta  indi- 
cación fué  combatida  por  los  señores  Diputados  don 
Waldo  Silva,  don  Manuel  Antonio  Matta,  don  Santiago 
Prado  i  por  el  señor  Varas,  autor  del  proyecto  que  el 
señor  Reyes  deseaba  modificar.  A  pesar  de  que  los  ar- 
tículos 1.°  i  2.°,  que  enumeraban  las  contribuciones,  ha- 
bían sido  ya  aprobados  por  la  Cámara,  esta,  volviendo 
sobre  los  pasos  de  la  Cámara  anterior,  aceptó  la  indica- 
ción del  señor  Reyes  por  treinta  i  un  votos  contra  vein- 
tidós. A  renglón  seguido  resolvió,  por  veintinueve  votos # 
contra  veintisiete,  «no  enumerar  una  a  una  todas  las  con- 
tribuciones,!) i,  en  la  misma  sesión,  aprobó  con  solo  tres 
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Votos  en  contra  el  proyecto  siguiente:  «Se  declaran  sub- 
sistentes por  el  término  de  dieziocho  meses  las  contri- 
buciones existentes,  a 

El  señor  don  Antonio  Varas  suscitó  la  misma  cues- 
tión en  sesión  de  la  Cámara  de  Diputados  de  24  de  no- 
viembre de  1870,  indicando  nuevamente  se  enumeraran 
todas  las  contribuciones  en  la  lei  respectiva.  La  indica- 
ción del  señor1  Varas  dio  lugar  a  un  estenso  debate  que 
ocupó  varias  tíesiones  (las  de  3,  6,  10,  13  i  15  de  diciem- 
bre del  mismo  año)  i  que  terminó  con  el  rechazo  de  la 
indicación,  por  treinta  i  seis  vofos  contra  veintiuno. 

Por  tercera  vez  promovió  el  señor  Varas  la  cuestión 
en  sesión  de  la  Cámara  de  Diputados  de  20  de  junio  de 
1872,  proponiendo  una  moción  que  detallaba  todas  las 
.  contribuciones  fiscales  cuya  cobranza  se  trataba  de  au- 
torizar. Pero,  en  sesión  de  4  de  julio  siguiente,  la  Cáma- 
ra resolvió  nuevamente  no  enumerar  las  contribuciones, 
por  treinta  i  nueve  Votos  contra  veinticuatro,  desechan- 
do la  indicación  del  señor  don  Manuel  Antonio  Matta 
para  que  se  declarase  que,  en  la  lei  constitucional  de 
subsistencia  de  las  contribuciones,  debía  hacerse  la  enu- 
meración completa  de  ellas,  indicación  que  fué  apoyada 
por  los  señores  Varas  i  Cood  (don  Enrique)  i  combatida 
por  el  señor  don  Ramón  Barros  Luco  (Ministro  de  Ha- 
cienda) i  por  los  señores  don  Enrique  Tocornal  i  don 
Vicente  San  fuentes. 

Hasta  el  29  de  diciembre  de  1875  continuó  dictándose 
la  lei  sobre  subsistencia  de  las  contribuciones  en  la  forma 
establecida  por  la  práctica.  Esta  desapareció,  al  fin,  gra- 
cias al  proyecto  presentado  por  el  Ministro  de  Hacienda 
señor  don  Rafael  Sotomayor,  en  que  detallaba  las  con- 
tribuciones fiscales,  i  que  fué  aprobado  por  la  Cámara 
d§  Diputados  en  sesión  de  3  de  enero  de  1877,  siéndolo 
después  por  el  Senado  i  convirtiéndose  en  lei  de  la  Re- 
pública, que  se  promulgó  el  18  de  enero  de  1877. 

Tanto  esta  lei,  como  la  última  promulgada  el  22  de 


I 
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julio  de  1878,  autorizan  también  el  cobro  de  las  contri-' 
buciones  municipales,  con  la  sola  diferencia  de  que  la 
primera  se  refiere  a  ellas  en  globo  en  su  artículo  2.% 
pues  emimeró  solo  las  fiscales  en  el  primero,  i  de  que  la 
segunda  ha  enumerado  detalladamente  las  unas  i  las 
otras  en  su»  artículos  1.°  i  2.°,  destinando  el  3.°  a  las  es* 
tablecidas  a  favor  de  instituciones  o  personas  distintas 
del  Fisco  i  de  las  Municipalidades. 


o 

O  o 


Con  motivo  de  la  moción  que  el  señor  Varas  presentó 
a  la  Cámara  de  Diputados  en  sesión  de  20  de  junio  de 
1872y  a?  que  ántes:  hemos  aludido,  en  la  cual  se  enumera- 
ban solo  las  contribuciones  fiscales,  se  dio  cuenta,  en  se^ 
BÍon  de  27  del  mismo  mes  i  año;  del  informe  que,  sobre* 
dicha  moción,  presentó  la  mayoría  de  la  Comisión  d& 
Hacienda,  suserita  por  los  señores  don  Manuel  Antonio' 
Matta,  don  Enrique  Cood,  don  José  Besa  i  don  José  Ra- 
món Sánchez,  en  que  se  proponía  no  solo  la  enumeración 
de  las  contribuciones  fiscales,  la  de  las  empresas  nació-' 
nales,  monopolio*  fiscales  i  servicios  púbücoajenerales, 
sino  también  k  de  las  contribuciones  municipales:  Con- 
juntamente se  dio  cuenta  del  informe  de  la  minoría  de 
dicha  Comisión,  suscrito  por  los  señores  don  Nicomédes 
Ossa  i  don  Domingo  Fernández  Concha,  en  que  se  pro- 
ponía la  aprobación  del  proyecto  en  la  forma  usual  de 
declararse  subsistentes  por  dieciocho  meses  las  contri-" 
bueiones  legalmente  establecidas. 

En  la  discusión  de  ambos  inforínes,  que  tuvo  lüjgar  en 
dicha  sesión  i  en  la  de  4  de  julio*  siguiente,  aprobándo- 
se, coma  ya  lo  hemos  dicho,  el  de  la  minoríaf  el  señor 
don  Enrique-  Cood  espresó,  por  lo  que  hace  a  las  contri- 
buciones municipales,  que  su  opinión  particular  en  el 
seno  de  la  Comisión  fué  que  no  debían  enumerarse  ni 
tocarse  para  nada;  que  en  la  discusión  de  la  lei  consti- 


i 


II 
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tucional  sobre  subsistencia  de  las  contribuciones  sold 
debia  tratarle  de  la  apreciación  de  los  fondos  jeneraleá 
para  los  gastos  públicas;  que  las  contribuciones  munici^ 
pales  estaban  ya  impuestas  por  lei;  que  los  presupuestos* 
municipales  se  forman  i  aprueban  todos  los  años  en  la 
forma  determinada  por  la  lei  orgánica,  i  que  la  Cámara 
no  tenia  para  qué  examinar  si  esas  contribuciones,  que 
la  Constitución  llama  arbitrios  en  su  art.  128,  necesitan 
aumento  o  disminución. 

Muchos  años  antes  que  él  seño*  Oood  hiciera  las  pfej 
cedentes  observaciones,  el  señor  Presidente  del  Senado, 
doií  Mariano  Egaña,  i  los  señores  Senadores  don  Juan  de 
Dios  Vial  del  Rio  i  don  Diego  José  Beñavente  las  adu- 
jeron, en  sesión  del  Senado  de  21  de  agosto  de  1844,  a 
propósito  de  la  discusión  de  un  proyecto  de  lei  que  te-1 
nia  por  objeto  establecer  la  contribución  de  matadero  a 
favor  de  la  Municipalidad  de  Santiago,  sosteniendo  to- 
dos tres  que  cuando  lá  Constitución  habla  de  contribu- 
ciones en  los  incisos  L°  i  3.°  del  art.  37  i  otros,  se  refiere 
solo  a  las  nacionales,  no  a  las  municipales.  Aunque  el 
señor  Senador  don  Andíes  Bello  sostuvo  lo  contrario,  i, 
en  consecuencia,  que  las  contribuciones  municipales  no 
pueden  tener  su  oríjen  sino  en  la  Cámara  de  Diputados  j 
ni  pueden  decretarse  por  mas  de  dieziocho  meses^  el  Se* 

■ 

nado  aprobó  el  proyecto  por  seis  votos  contra  5,  fijando 
en  diez  años  la  duración  del  impuesto*  (1) 

Considerada  la  lei  que  autoriza  el  cobro  de  las  contri- 
buciones don  relación  a  la  poderosa  influencia  que  ella 
proporciona  al  Congreso  en  la  dirección  de  los  negocios 
del  Estado,  nos  parecen  fundadas  las  observaciones  de 
los  señores  Egaña^  Vial  del  Rio,  Beñavente  i  Cood,  ya 
que  es  imposible  desconocer  que  las  Cámaras  no  tienen 
intervención  alguna  en  los  asuntos  municipales,  desde 
que  no  aprueban  los  presupuestos  de  los  cabildos,  ni 

(1)  Progreso,  suplemento  al  núm.  568. 
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examinan  bus  cuentas  de  inversión,  ni  fijan  el  monto  de 
sus  fuerzas  de  policía.  Luego,  no  deberían  tampoco  ocu- 
parse de  las  contribuciones  locales,  sino  cuando  se  tra- 
tara de  establecerlas  conforme  al  inciso  8.°  del  artículo 
128.  (1) 

A  pesar  de*  esto,  i  sino  por  consideraciones  de  consti- 
tucionalidad,  de  evidente  conveniencia  a  lo  menos,  las 
dos  últimas  leyes  ya  citadas  sobre  autorización  para  el 
cobro  de  las  contribuciones,  han  resuelto  la  cuestión  en 
el  sentido  de  que  debe  hacerse  mención,  i  mención  de- 
tallada, de  las  contribuciones  municipales  en  la  lei  cons- 
titucional que  se  dicta  cada  dieziocho  meses.  I  es  de  ad- 
vertir que,  en  la  discusión  de  la  primera  de  las  dos  leyes 
citadas,  la  Cámara  de  Diputados  escluyó,  a  indicación 
nuestra,  la  contribución  fiscal  de  la  media  annata  de  la 
enumeración  propuesta  en  el  proyecto  del  señor  Sotoma- 
yor;  i  que,  en  la  discusión  de  la  segunda,  escluyó  tam- 
bién mas  de  un  impuesto  municipal  hasta  entonces  co- 
brado (julio  de  1878),  confirmando  así  la  verdad  de  la» 
observaciones  con  que  mas  arriba  hemos  apoyado  esta 
útil  innovación  introducida  en  nuestras  prácticas  parla- 
mentarias. 

Ni  se  arguya  contra  ella,  como  se  ha  pretendido  ha- 
cerlo, que  las  contribuciones  solo  pueden  suprimirse  en 
virtud  de  una  lei,  i  no  en  fuerza  únicamente  de  la  volun- 
tad de  la  Cámara  de  Diputados;  porque  una  cosa  es  su- 
primir una  contribución  durante  el  término  constitucio- 
nal de  su  existencia,  para  lo  cual  es  indudable  que  se 
requiere  una  lei,  o  sea  la  voluntad  de  las  dos  Cámaras 
i  la  del  Presidente  de  la  República;  i  otra  mui  distinta 
es  negarse  a  autorizar  la  subsistencia  de  una  contribu- 

^"  ■    ■  —  ■         ■    ■       I     — — — ^— — — ^— ^■^^^— ^—  »■■■■■■      !■  ■— — ■ «^ ^— ^— ^ ^ü^i— »^—^—  ■  ■     ■    ■  ■  .^-— — ^^-^-»— —  ■        I* 

(1)  En  Inglaterra  la  asamblea  de  los  jueces  de  paz,  qae  son  a  la  ves 
administradores  i  magistrados,  vota  los  impuestos  locales  del  condado,  sin 
intervención  del  Parlamento  (páj.  218,  tamo  4.°,  Batbü.  Droü  public  et 

adminútratif). 
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cion  por  un  nuevo  periodo  constitucional  de  dieciocho 
meses,  para  lo  cual  basta  la  negativa  de  la  Cámara  de 
Diputades,  en  la  cual  deben  necesariamente  tener  prin- 
cipios las  leyes  de  esa  especio. 

I  esto  nada  tiene  de  anómalo,  porque  tal  es  la  natura- 
leza de  la  prerogativa  de  la  Cámara  de  oríjen.  Así  por 
ejemplo,  ¿sería  posible  dictar  una  lei  de  amnistía  si  el 
Senado  se  negara  a  aprobarla,  aun  cuando  tal  fuera  el  de- 
seo de  todos  los  miembros  de  la  Cámara  de  Diputados 
i  el  del  Presidente  de  la  República?  La  parte  final  del 
art.  40,  en  cuanto  determina  que  las  leyes  sobre  amnis- 
tía deben  tener  principio  en  el  Senado,  resuelve  negati- 
vamente esta  pregunta;  i  por  idéntica  razón  debe  resol- 
verse en  el  mismo  sentido  el  caso  de  las  contribuciones, 
tratándose  de  la  Cámara  de  Diputados.  Si  esta-  no  quie- 
re dictar  la  lei,  no  habría  medio  de  obtenerla.  I  como  las 
contribuciones  no  pueden  decretarse  por  mas  de  diezio- 
cho  meses,  no  permitiendo  la  Constitución  establecerlas 
permanentemente  ni  por  un  tiempo  mayor,  es  claro  que 
cuando  la  Cámara  de  Diputados  no  autoriza  el  cobro  de 
una  contribución  para  el  período  constitucional  de  diezio- 
cho  meses  inmediatamente  posterior,  no  deroga  una  leí, 
porque  la  que  autorizaba  el  cobro  de  dicha  contribución 
para  el  período  que  está  por  terminar,  caduca  por  com- 
pleto i  deja  de  ser  lei  una  vez  que  este  período  espira. 
No:  lo  que,  en  tal  caso,  hace  la  Cámara  de  Diputados  es 
negarse  simplemente  a  aprobar,  en  esa  parte,  un  proyec- 
to de  lei  que  debe  surtir  efectos  en  lo  futuro;  i  esa  nega- 
tiva se  manifiesta  escluyendo  de  la  enumeración  el  im- 
puesto que,  a  juicio  de  dicha  Cámara,  es  innecesario  o 
inconveniente,  i  cuya  nueva  creación  para  un  nuevo  pe- 
ríodo no  quisiere  esta  autorizar. 

Cuando  se  discurre  de  una  manera  distinta  de  la  que 
acabamos  de  indicar,  se  echa  eir  olvido  la  naturaleza  es- 
pecial de  las  leyes  sobre  contribuciones,  desentendién- 
dose de  que  estas  caducarían  por  sí  Bolas,  i  sin  necesi- 
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dad  de  lei  alguna,  si,  espirado  el  período  de  diezioclio 
meses  asignado  a  su  duración,  no  se  dictara  otra  lei  que 
las  creara  o  autorizara  su  cobro  por  un  nuevo  perío-» 
do.  Precisamente  en  esto  estriba  la  influencia  que  el 
Congreso  debe  ejercer  en  la  dirección  de  la  cosa  pública, 
i  es  esto  lo  que  constituye  la  enorme  importancia  de  la 
prerogativa  que  nuestra  Constitución  ha  confiado  a  la 
Cámara  de  Diputados,  reservándole  la  iniciativa  en  la 
formación  de  las  leyes  sobre  contribuciones,  de  cual-» 
quier  naturaleza  que  fueren. 


o  o 


Cuando  en  12  de  enero  de  1864  se  puso  en  discusión 
en  la  Cámara  de  Diputados  el  proyecto  de  lei  sobre  sub- 
sistencia de  las  contribuciones  legalmente  establecidas 
por  el  término  de  dieziocho  meses,  el  señor  don  Francia-» 
co  Puelm^  fyizo  indicación  para  que  se  esceptuaran  de 
la  declaración  (Je  subsistencia  las  contribuciones  proce- 
dentes de  las  bulas  de  cruzada  i  de  carne,  mientras  no 
fueren  sometidas  a  la  aprobación  del  Congreso,  Esta  in- 
dicación suscitó  un  largo  debate  en  que  el  referido  señor 
Puelma  i  el  señor  don  Santiago  Prado  sostuvieron  que 
esas  bulas  importaban,  por  una  parte,  disposiciones  jene- 
rales  que,  con  arreglo  al  inciso  14  del  art.  82,  no  podían 
tener  vigor  en  Chile  sin  la  aprobación  del  Congreso,  i, 
pQr  la  otra,  verdaderas  contribuciones  que  requerían  la 
misma  aprobación  ponfonne  ^1  art.  J.48  de  la  Consti- 
tución. \ 

I^os  Ministros  señores  dpn  l^añnel  ^tonia  Tocornai 
i  don  Domingo  Santa-María  sostuvieron  la  tesis  contra- 
ria, quedando  la  indicación  para  segunda  discusión. 

El  señor  don  Manuel  Antonio  l^atta  la  promovió  de 
nuevo  en  sesión  de  4  de  junio  de  1864,  i,  después  de  un 
corto  debate  en  que  él  sostuvo  que  las  bulas  de  cruzad^ 
}  de  carne  importaban  verdaderas  contribuciones,  i  el 
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señor  don  Joaquín  Larrain  GrandaríUas  lo  contrario,  la 
Cámara  de  Diputados  rechazó,  por  28  votoscontra  20,  la 
referida  indicación. 

Nosotros  pensamos,  como  los  señores  Tocornal,  Santa- 
María  i  Larrain  Gandaríllas,  que  las  bulas  de  cruzada  i 
de  carne  no  son  sino  una  erogación  voluntaría  de  parte 
de  los  fieles  católicos,  que  sol©  les  obliga  en  el  fuero  de 
la  conciencia,  i  cuyo  pago  no  puede  jamas  hacerse  com*. 
pulsivo  por  las  autoridades  políticas  del  país.  Siendo 
esto  así,  es  claro  que  no  importan  una  verdadera  contri- 
bución, porque  esta  no  existe  desde  que  no  puede  com- 
pelerse al  contribuyente  a  satisfacerla,  o  desde  que  este 
'  no  incurre  etí  sanción  alguna  material  i  esterna  si  viola 
la  disposición  que  crea  el  impuesto. 

Lo  voluntario  de  una  contribución  no  1$  esceptúa  de  la 
regla  que  acabamos  de  indicar,  pues  ello  se  refiere  solo 
al  oríjen  de  la  contribución  misma.  Así,  si  se  dictara 
una  leí  que  autorizase  al  Gobierno  para  aceptar  donati- 
vos, i  yo,  porque  quiero,  me  obligo  a  darle  sensualmen- 
te cien  pesos,  tal  contribución  sería  voluntaria  en  su  orí- 
jen;  pero,  una  vez  que  me  la  impuse  i  existiendo  lei  que 
la  autorizara, podría ampelérsenie  judicialmente  apagarla, 
cosa  que  jamas  puede  hacerse  para  obtener  el  pago  de 
las  erogaciones  prescritas  por  las  bulas  de  cruzada  i  de 
carne. 

Luego,  estas  no  son  contribuciones  para  la  Constitu- 
ción ni.  para  la  lei. 

Tampoco  creemos  que  esas  bulas  importen  disposición 
nes  jenerales  en  el  sentido  en  que  emplea  estas  espresio- 
nes el  inciso  14  del  art.  82,  porque,  para  los  efectos  de 
ese  inciso,  se  ha  resuelto  constantemente  que  solo  son 
disposiciones  jenerales  las  materias  de  lei,  i  no  es  materia 
de  lei  aquello  que  atante  únicamente  a  la  conciencia  reli~ 
jiosa  del  individuo,  ni  aquello  que  carece  de  sanción  es- 
terna i  de  fuerza  compulsiva. 

Eu  consecuencia,  pensamos  que  no  se  ha  violado  Id 
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Constitución  por  los  diversos  Presidentes  que  han  con« 
cedido  el  pase  a  las  bulas  mencionadas,  procediendo  so- 
Jo  con  acuerdo  del  Consejo  de  Estado. 


o 
o  o 


Inciso  2.° 

Solo  en  virtud  de  una  lei  se  puede,  conforme  al  inciso 
£.°  del  art.  37,  fijar  anualmente  los  gastos  de  la  adminis- 
tración p  ública. 

Esta  interesante  disposición  está  íntimamente  rela- 
cionada con  las  de  los  arts.  82,  parte  12.*,  89,  105,  inciso 
4.°,  i  155,  en  todos  los  cuales  la  Constitución  ha  buscado 
garantías  eficaces  para  que  los  fondos  públicos  sean  in- 
vertidos con  pureza  i  legalidad. 

El  fundamento  filosófico  de  estas  disposiciones  es 
análogo  al  de  las  referentes  a  contribuciones,  i  su  fuerza 
tan  evidente,  que  no  hai  para  qué  detenerse  a  manifes- 
tarla. Poner  en  ízanos  del  Ejecutivo  la  facultad  de  in- 
vertir los  caudales  públicos  discrecional  o  arbitrariamen- 
te, sería  minar  por  su  base  los  cimientos  del  sistema 
constitucional  representativo. 

Esto  dicho,  examinemos  las  variadas  cuestiones  que 
en  la  práctica  se  han  suscitado  a  propósito  del  inciso  2.° 
<lel  art.  37. 

o  o 

1.*  oübstión.— ¿Cómo  debe  formarse  el  presupuesto? 
La  Constitución  quiere  en  su  art.  155  que  sea  aprobado 
por  las  Cámaras^  por  manera  que,  aun  cuando  rejía  la 
antigua  parte  6.*  del  art.  36,  estas  no  habrían  podido  de- 
legar jamas,  ni  nunca  lo  hicieron,  en  el  Presidente  de 
la  República  la  facultad  de  aprobar  el  presupuesto  de 
Jps  gastos  públicos, 
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El  presupuesto  debe  formarse,  dividiéndolo  en  tantas 
secciones  cuantos  son  los  departamentos  en  que  están 
divididos  los  Ministerios  de  Estado.  Así  lo  dispone  el 
art.  89,  al  ordenar  que  cada  Ministro  presente  anualmen- 
te al  Congreso  el  presupuesto  de  los  gastos  que  deben 
hacerse  en  sus  respectivos  departamentos  en  el  año  si- 
guiente. 

Mas  aun.  El  art.  155  quiere  que  para  que  un  pago  sea 
admitido  en  cuenta  a  las  tesorerías  del  Estado,  lo  sea  a 
virtud  de  un  decreto  en  que  se  esprese  la  le  i  (inciso  12, 
art.  82),  o  la  parte  del  presupuesto  aprobado  por  las  Cá- 
maras, en  que  se  autoriza  el  gasto.  Luego,  cada  sección 
del  presupuesto  debe  subdividirse  en  partidas,  que  de- 
tallen los  gastos  de  una  manera  clara  i  metódica,  esta- 
bleciendo las  distinciones  que  proceden  de  la  diferente 
aplicación  que  ellos  deben  tener. 

Sería,  por  consiguiente,  inconstitucional  aprobar  un 
presupuesto  que  consultara  la  suma  de  quince  millones 
de  pesos  para  todos  los  gastos  públicos.  Lo  sería  tam- 
bién aprobar  uno  que  asignara  dos  millones  para  el  de- 
partamento del  Interior,  medio  millón  para  el  de  Rela- 
ciones Esteriores,  medio  millón  para  el  de  Justicia,  igual 
suma  para  el  del  Culto,  i  así  cantidades  en  globo  para 
cada  sección.  Para  proceder  conforme  a  la  Constitución, 
es  indispensable  formar  el  presupuesto  como  se  forma 
desde  hace  largos  años,  dividiéndolo  en  tantas  secciones 
cuantos  son  los  departamentos  ministeriales,  i  subdivi- 
diendo  cada  sección  en  tantas  partidas  cuanta  s  sean  las 
diversas  materias  en  que  los  fondos  deben  o  pueden  in- 
vertirse; lo  cual  se  consulta  de  una  manera  mas  fácil  i 
lójica,  gubdividiendo  las  partidas  en  tantos  ítem  cuan- 
tos son  los  diferentes  capítulos  de  gastos  que  correspon- 
dan a  una  misma  categoría,  a  una  misma  oficina,  a  una 
misma  necesidad  pública,  etc.,  etc. 

Pero  no  debe  confundirse  la  formación  del  presupues-» 

to  con  su  discusión.  La  Constitución  determina,  es  ver- 

20 
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ciad,  las  reglas  a  que  deben  sujetarse  las  Cámaras  para 
formar  las  leyes,  pero  no  determinan  la  manera  como 
estas  deben  ser  discutidas.  Materia  es  esta  que  se  rije 
por  los  reglamentos  en  cuanto  fueren  aplicables  al  caso, 
o  por  acuerdos  de  las  Cámaras  mismas.  La  división  de 
las  discusiones  en  jeneral  i  particular,  los  trámites  de 
primera,  segunda  i  aun  tercera  discusión  particular,  son 
asuntos  en  que  la  Constitución  nada  tiene  que  ver  i  que 
las  Cámaras  arreglan  según  su  soberana  voluntad,  su- 
bordinándose, como  es  natural,  a  los  preceptos  que  ellas 
mismas  han  aceptado  en  sus  reglamentos  interiores,  o 
a  sus  propios  acuerdos,  en  cuanto  no  estuvieren  previs- 
tos en  aquellos. 

Prácticamente  las  Cámaras  discuten  separadamente 
el  presupuesto  de  cada  Ministerio,  considerando  separa- 
damente también  cada  una  de  sus  partidas.  El  presu- 
puesto de  cada  Ministerio  se  ha  discutido  a  veces  en  je- 
neral; otras  Veces  ha  habido  una  sola  discusión  jeneral 
para  todo  el  presupuesto.  Cada  partida  se  somete  a  dis- 
cusión particular,  sometiéndose  a  primera,  segunda  i  aun 
tercera  discusión. 

La  práctica,  en  lo  referente  a  la  discusión  jeneral,  ha 
sido  diversa.  Para  nosotros  ella  no  implica  cuestión  al- 
guna constitucional,  sino  simplemente  de  prudencia  i  de 
buena  táctica  parlamentaria.  Nada  impediría  que  una 
Cámara  sometiera,  por  ejemplo,  a  discusión  cada  ítem 
del  presupuesto  separadamente,  si  lo  creyere  necesario, 
así  como  nada  ha  impedido  aprobar  el  presupuesto,  en 
una  sola  discusión,  en  ciertas  ocasiones. 

Así,  en  sesión  de  la  Cámara  de  Diputados  de  19  de  no-» 
viembre  de  1858,  el  Ministro  del  Interior  señor  don  Je- 
rónimo Urmeneta  propuso  que  «se  aprobaran  los  presu- 
puestos para  1859,  presentados  por  el  Presidente  de  la 
República,  en  los  mismos  términos  que  los  había  apro- 
bado el  Senado,  d— JEsta  indicación  fué  apoyada  por  los 
señores  don  Antonio  Varas,  don  Evaristo  del  C&rapo, 
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don  Santiago  Prado  i  don  Francisco  Puelma,  i  combatida 
por  los  señores  don  Alejandro  Reyes,  don  Manuel  Anto- 
nio Matta,  don  Alvaro  Covarrúbias  i  don  Domingo  San- 
ta-María. La  indicación  del  señor  Urmeneta  se  votó  en 
sesión  de  22  del  mismo  mes  i  año,  después  de  un  largo 
debate,  resultando  aprobada  por  43  votos  contra  1,  i 
absteniéndose  la  minoría  de  votar  por  las  razones  que 
espresa  la  protesta  a  que  se  dio  lectura  en  la  misma  se- 
sión (1). 

En  sesión  de  25.de  setiembre  de  1865,  la  Cámara  de 
Diputados,  aceptando  la  indicación  que  habíamos  tenido 
el  honor  de  hacerle  el  dia  anterior,  aprobó,  sin  discusión 
particular,  los  presupuestos  para  1866  en  la  misma  for- 
ma que  le  habían  sido  remitidos  por  el  Senado. 

En  este  segundo  caso,  nuestra  indicación  fué  acepta- 
ida  por  toda  la  Cámara,  de  manera  que  en  él  fué  correcto 
el  procedimiento  observado,  porque,  según  el  reglamen- 
to interior  de  la  Cámara  de  Diputados,  puede  omitirse  el 
trámite  de  djscugipij.  particular  si  así  se  acuerda  por  una- 
nimidad. 

No  pensamos  lo  mismo  respecto  del  primer  caso  antes 
citado,  pues  lejos  de  aceptarse  en  él  por  unanimidad  la 
idea  de  omitir  la  discusión  particular  de  cada  partida  del 
presupuesto,  filé  vivamente  combatida  i  por  una  minoría 
respetable.  En  este  sentido  consideramos  fundada  la 
protesta  a  que  dio  lectura  el  señor  don  Domingo  Santa-r 
JMaría  en  la  citada  sesión  de  %2  de  noviembre  de  1858. 

o 
c  o 

2  *  cuestión.^ — ¿Es  vetable  el  presupuesto? 

Aun  cuando  la  fijación  anual  de  los  gastos  de  la 
administración  pública  es  materia  de  leí,  según  el  in- 
ciso que  examinamos,  debe  reconocerse  que  la  leí  de 
presupuestos,  si  fuere  una   sola,  tendría  un  carácter 

Cl)  Páj,  446,  Sesiones  Cta.  de  Dipe.  de  1853. 
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tan  especial  como  la  que  autoriza  por  dieziocho  meses 
el  cobro  de  las  contribuciones,  i  la  que  fija  anualmente 
el  monto  de  las  fuerzas  de  mar  i  tierra  que  hayan  de  man- 
tsnerse  en  pié  en  tiempo  de  paz  o  de  guerra. 

En  efecto,  leyes  que  se  dictan  para  producir  sus  efec- 
tos en  un  período  inmediato  de  un  año  o  de  dieziocho 
meses,  no  son  susceptibles  de  ser  vetadas  por  el  Presi- 
dente de  la  República,  conforme  al  art.  45.  Los  efectos 
que  el  veto  presidencial  produciría  conforme  a  ese  artícu- 
lo i  a  los  artículos  47  i  48,  serían  nada  menos  que  dejar 
al  Ejecutivo  sin  medio  alguno  de  hacer  los  gastos  públi- 
cos i  obligado  a  licenciar  toda  la  fuerza  armada  tan  lue- 
go como  principiara  el  año  en  que  el  presupuesto  vetado 
debería  haber  comenzado  a  rejir. 

En  realidad,  i  así  lo  quiere  la  naturaleza  misma  de  las 
cosas,  la  aprobación  de  los  presupuestos,  en  la  hipótesis 
sobre  que  discurrimos,  sería  atribución  exclusiva  del 
Congreso,  como  lo  hemos  dicho  oportunamente  tratando 
de  la  lei  que  autoriza  el  cobro  de  las  contribuciones.  No 
sería  así,  si  se  considerase  el  presupuesto  como  un  con- 
j  unto  de  tantas  leyes  cuantos  son  los  ítem  que  lo  com- 
ponen, cuestión  de  cuyo  estudio  pasamos  a  ocuparnos. 


o 

o  o 


3.a  cuestión. — El  presupuesto  anual  de  los  gastos  de  la 
administración  pública  ¿es  una  sola  lei,  o  un  conjunto 
de  tantas  leyes   cuantos   son  los  ítem  que  comprende? 

Esta  cuestión  se  ha  debatido  infinitas  veces,  se  ha  re- 
suelto en  diferentes  sentidos,  i  hoi  mismo  no  está  decidi- 
da todavía  por  el  medio  único  como  podría  serlo,  cual 
sería  una  lei  interpretativa  dictada  conforme  al  art.  164 
de  la  Constitución. 

Recordemos  algunos  de  los  casos  ocurridos. 

En  sesión  de  19  de  octubre  de  1849  i  siguientes  el 
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Senado  aprobó  el  presupuesto  del  Interior  i  de  Relaciones 
Esteriores,  sin  incluir  en  él  partida  alguna  referente  a  la 
Legación  en  Roma.  Remitido  dicho  presupuesto  a  la 
Cámara  de  Diputados,  esta,  a  indicación  del  Ministro  del 
Interior  i  Relaciones  Esteriores  señor  don  José  Joaquin 
Pérez,  hecha  en  sesión  de  29  del  mismo  mes  i  modifica- 
da por  el  señor  don  José  Victorino  Lastarria,  agregó 
una  partida  que  consultaba  los  gastos  de  la  espresada 
legación,  pero  solo  por  cuatro  meses.  Devuelto  el  presu- 
puesto al  Senado,  este  cuerpo,  a  indicación  de  su  presi- 
dente el  señor  don  Diego  José  Benavente,  apoyada  por 
el  señor  Pérez,  modificó  la  nueva  partida  que  habia  in- 
troducido la  Cámara  de  Diputados,  asignando  fondos  pa- 
ra dicha  legación  hasta  doce  meses,  o  sea  para  todo  el 
año  50,  i  esto  lo  hizo  el  Senado  por  unanimidad,  ape- 
sar  de  haber  sido  cámara  de  oríjen  respecto  del  presu- 
puesto. 

Es  claro,  entonces,  que  si  se  creyó  con  facultad  para 
modificar  la  partida  agregada  por  la  Cámara  de  Diputa- 
dos, es  porque  consideró  a  esta  como  cámara  de  oríjen 
respecto  de  esa  nueva  partida,  i  a  esa  nueva  partida  co- 
mo una  lei  especial,  susceptible  de  ser  modificada  por  la 
cámara  revisora. 

Devuelto  el  presupuesto  a  la  Cámara  de  Diputados 
con  esa  modificación  introducida  por  el  Senado,  se  sus- 
citó en  aquella,  en  sesiones  de  27  de  diciembre  de  1849  i 
de  2  de  enero  de  1850,  un  largo  debate  a  fin  de  averi- 
guar si  ala  Cámara  necesitaba  las  dos  terceras  partes  de 
los  votos  de  sus  miembros  presentes  para  insistir  en  su 
anterior  acuerdo.»  Los  señores  don  Federico  Errázuriz, 
don  José  Victorino  Lastarria  i  don  Salvador  Sanfuentes, 
fundados  en  que  el  presupuesto  es  un  conjunto  de  leyes, 
i  en  que  la  Cámara  de  Diputados  era  Cámara  de  oríjen 
respecto  de  la  nueva  partida  agregada  por  ella,  soste- 
nían que  para  insistir  esta  en  su  anterior  acuerdo  (debie- 
ron decir,  para  aceptar  o  rechazar  la  modificación  intro- 
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ducida  por  el  Senado  en  esa  nueva  lei)  necesitaba  sold 
de  mayoría  absoluta  conforme  al  art.  51. 

Los  señores  don  Manuel  Montt,  don  Manuel  Antonio 
Tocornal  (Ministro  de  Justicia)  i  don  Antonio  García 
Reyes  (Ministro  de  Hacienda),  fundados  en  que  el  pre- 
supuesto es  una  sola  lei,  i  considerando  entonces  como 
mera  adición  hecha  por  la  cámara  revisora  la  partida 
agregada  por  la  Cámara  de  Diputados,  sostenían  que 
esta  necesitaba  mayoría  de  dos  tercios  para  insistir  en 
ella,  aplicando  a  este  caso  la  misma  regla  que  si  aquella 
adición  hubiera  sido  rechazada  por  el  Senado,  cuando  en 
realidad  éste  cuerpo  habia  submodificado  una  modificación 
introducida  en  el  proyecto  de  lei  por  la  otra  Cámara,  de 
lo  cual  no  ha  sido  este  el  único  ejemplo  ocurrido,  como 
lo  notaremos  al  ocuparnos  del  art.  51  ya  citado. 

La  Cámara  de  Diputados,  después  de  la  discusión  a 
que  acabamos  de  aludir,  resolvió,  en  la  segunda  de  las 
sesiones  citadas  (2  de  enero  de  1850),  que  necesitaba  de 
los  dos  tercios  para  insistir  en  su  anterior  acuerdo,  o,  lo 
que  era  equivalente,  que  bastaba  simple  mayoría  abso- 
luta para  aceptar  la  modificación  del  Senado,  que  fué  en 
efecto  aprobada  en  la  misma  sesión  por  solo  22  votos 
contra  IB. 

La  Cámara  de  Diputado^  no  aceptó,  por  consiguiente, 
en  el  caso  citado,  la  opinión  de  que  el  presupuesto  se 
considere  como  un  conjunto  de  leyes.  Ello  se  deduce 
de  la  discusión  habida  con  motivo  de  la  proposición  vo- 
tada, que,  a  nuestro  juicio,  no  se  fijó  correctamente  ni 
fué  la  que  debió  votarse. 

En  sesión  del  Senado  de  27  de  julio  de  1850,  eí  señor 
don  Manuel  José  Cerda  presentó  un  proyecto  de  lei  que 
tenia  por  objeto  declarar  que  cada  ítem  del  presupuesto 
debe  considerarse  como  una  lei  especial,  a  fin  de  evitar* 
que,  rechazado  un  ítem,  quedara  sin  efecto  toda  la  lei, 
como  debict  suceder,  a  sti  juicio,  si  todos  los  ítem  forma- 
ban parte  integrante  de  una  lei  única.  I  decimos  a  si¿ 
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Jiucio,  porque,  como  lo  manifestaremos  al  estudiar  los  ar~ 
tículos  50  i  51 ,  no  es  esa  nuestra  opinión. 

El  señor  don  José.  Joaquin  Pérez  manifestó  que  el 
proyecto  era  «contrario  a  la  Constitución,  que  considera 
a  todo  el  presupuesto  como  una  sola  leí».  Habiéndose  de- 
jado el  proyecto  para  2.a  discusión,  esta  tuvo  lugar  en 
sesión  de  24  de  agosto  del  mismo  año.  En  ella  el  señor 
don  Manuel  José  Balmaceda  modificó  el  proyecto  en  el 
sentido  de  que  el  presupuesto  quedara  aprobado  por  el 
Congreso  a  lo  menos  un  mes  antes  de  principiar  el  año 
en  que  debiera  comenzar  a  rejir;  pues  con  esto  se  sal- 
vaba el  peligro  que  inducia  al  señor  Cerda  a  presentar 
bu  proyecto,  i  se  evitaban  los  inconvenientes  que  pre- 
sentaba la  idea  de  considerarse^  como  una  lei  cada  ítem 
del  presupuesto,  porque,  siendo  así,  cada  ítem  debería 
sujetarse  a  tres  discusiones,  una  jeneral  i  dos  particula- 
res, Urque  embarazaría  i  aun  podría  hacer  interminable 
la  discusión  de  los  presupuestos.  La   discusión  quedó 
pendiente  hasta  la  sesión  de  8  de  agosto  del  año  siguien- 
te, en  la  cual,  después  de  un  debate  en  que  apoyaron  el 
proyecto  el  señor  Cerda  i  el  señor  Ministro  del  Iirterior, 
don  Antonio  Varas,  i  lo  combatió  el  señor  Pérez,  el  Se- 
nado lo  aprobó  con  solo  un  voto  en  contra  (el  deí  señor 
Pérez)  en  la  forma  propuesta  por  el  señor  Balmaceda, 
agregándole  un  inciso  qtfe  disponía  que  «el  desacuerdo 
de  las  Cámaras  sobre  una  o  mas  partidas  del  presupues- 
to, no  obstaba,  sin  embargo,  para  que  las  partidas  apro- 
badas por  ambas  surtieran  stis  efectos,»  lo  que  equiva- 
lía a  resolver  implícitamente  la  cuestión  según  el  modo 
de  pensar  del  señor  Cerda,  En  sesión:  de  26  de  agosto 
de  la  Cámara  de  Diputados  se  dio  cuenta  de  dicho  pro- 
yecto, que  ha  quedado  hasta  ahora  paralizado. 

En  su  sesión  de  10  de  noviembre  de  1862  el  Senado 
fué  aun  mas  esplíeito.  Se  trataba  de  una  indicación  del 
señor  Senador  don  Eujenio  Domingo  Torres  i  del  señor 
Ministro  de  Hacienda  don  José  Victorino  Lastarria,  pa- 
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ira  incluir  en  la  partida  28  del  presupuesto  del  ramo  el 
ítem  que  asignaba  a  don  Fernando  Urízar  Garfias  el 
monto  de  la  jubilación  que  le  habia  otorgado  el  Presi- 
dente de  la  República,  conforme  a  la  parte  11.a  del  artí- 
culo 82.  Esta  indicación  del  señor  Lastarria  habia  sido 
rechazada  por  la  Cámara  de  Diputados  en  sesión  de  4 
de  noviembre  del  mismo  año,  por  32  votos  contra  6.  El 
señor  Cerda,  Presidente  del  Senado,  sostuvo  que  no  po- 
día discutirse  la  indicación  por  considerarla  contraria  a 
lo  dispuesto  en  el  art.  42  de  la  Constitución,  desde  que, 
siendo  cada  ítem  una  lei,  la  Cámara  de  Diputados,  que 
habia  ya  desechado  la  que  se  proponía  ante  el  Senado, 
no  podría,  si  este  la  aprobaba,  considerarla  otra  vez  en 
las  sesiones  de  aquel  año.  El  señor  Torres  no  conside- 
raba cada  ítem  del  presupuesto  como  un  proyecto  de  lei, 
e  hizo  indicaoion  espresa  para  que  se  admitiera  a  discu- 
sión el  ítem  propuesto  por  el  señor  Ministro  de  Hacien- 
da. Hl  señor  don  Máximo  Mujica,  apoyando  al  señor 
Cerda,  sostuvo  «que  el  presupuesto  contiene  tantas  le- 
yes cuantos  son  los  gastos  públicos  que  abraza,  porque 
todo  gasto  se  hace  por  una  lei  espresa,  debatida  i  san- 
cionada como  cualquiera  otra  lei  fuera  del  presupuesto,  » 
Votada  la  indicación  del  señor  Torres  se  rechazó  por  9 
votos  contra  2,  declarando  así  el  Senado  implícitamente 
que  el  ítem  que  se  negaba  a  discutir  importaba  un  pro- 
yecto de  leí  especial,  desechado  ya  por  la  Cámara  de  Di- 
putados. 

Los  señores  don  Alvaro  Covarrubias  i  don  Alejandro 
Reyes  sostuvieron  también,  en  sesión  del  Senado  de  29 
de  noviembre  de  1875,  que  cada  partida  del  prewipues- 
to  es  una  lei  separada. 

La  Cámara  de  Diputados,  por  su  parte,  al  aprobar,  co- 
mo lo  hizo  por  20  votos  contra  8,  en  sesión  de  19  de  ju- 
nio de  1877,  el  inciso  5.°  del  art.  5.°  del  proyecto  de  lei 
referente  a  la  manera  de  aprobar  i  formar  la  lei  de  con- 
tribuciones, el  presupuesto  i  la  cuenta  de  inversión,  in- 
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ciso  que  dice  que  tcada  ítem  del  presupuesto  es  una  leír>f 
ha  manifestado  su  opinión  en  este  último  sentido  de  una 
manera  bien  significativa. 

En  sesión  del  Senado  de  i  3  de  enero  del  año  actual 
(1879),  el  señor  don  Antonio  Varas  dijo,  considerando 
una  de  las  modificaciones  introducidas  en  el  presupuesto 
de  Justicia  por  la  Cámara  de  Diputados,  que,  para  él, 
todo  el  presupuesto  es  una  sola  le¿s  i  que,  no  habiendo 
acuerdo  de  las  dos  Cámaras,  toda  la  lei  queda  fuera  de 
combate. 

La  diversidad  de  opiniones  es,  como  se  vé,  confetaiite 
i  completa. 

I  la  cuestiorL  está  mui  lejos  de  ser  insignificante,  por* 
que  si  se  considera  el  presupuesto  como  una  sola  lei$  la 
desaprobación  de  un  ítem  por  la  Cámara  revisora  deber- 
ía ser  reputada  como  mera  corrección  o  modificación, 
que  la  Cámara  de  oríjen  puede  rechazar  por  simple  ma- 
yoría, con  arreglo  ál  art.  51,  necesitando  dos  tercios  la 
Cámara  revisora  para  insistir  en  ella,  i  no  pudiendo  des*- 
virtuarse  esta  insistencia  sino  por  el  voto  de  los  dos  ter- 
cios también  de  la  Cámara  de  oríjen. 

Si,  por  el  contrario,  el  presupuesto  se  considera  tíoino 
un  conjunto  de  tantas  leyes  cuantos  son  los  ítem  que  lo 
forman,  desaprobado  uno  de  estos  por  la  Cámara  revi- 
sora, la  de  oríjen  necesitaría  desde  luego  dos  tercios  pa- 
ra insistir  en  su  anterior  aprobación,  con  arregló  al  ar* 
tículo  50* 

Luego,  pues,  de  la  mañera  como  se  entienda  la  cues* 
tion,  depende  la  solución  del  caso,  ya  conforme  al  artí- 
culo 50  o  al  51  de  la  Constitución. 

Por  otra  parte,  si  el  presupuesto  se  considera  Como 
una  sola  lei*  es  evidente  que  el  Presidente  de  la  Repú- 
blica, como  hemos  tenido  ya  ocasión  de  indicarlo,  care- 
cería de  la  facultad  de  devolverlo  desechándolo  en  el 
todo,  modificándolo  o  corrijiéndolo,  so  pena  de  correr  el 
riesgo,  sobre  todo  en  el  primer  caso,  de  carecer  de  pre- 
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•  supuesto  alguno  para  el  año  siguiente,  lo  que  no  sería 
constitucional. 

En  cuanto  a  nosotros,  pensamos  que  la  cuestión  no  es 
taii  difícil  como  pudiera  creerse  en  vista  de  los  prece- 
dentes que  hemos  recordado,  elijiendo  los  mas  notables 
de  entre  los  muchos  ocurridos. 

Pensamos  como  el  señor  don  Ramón  Luis  Irarrázavaly 
en  sesión  de  la  Cámara  de  Diputados  de  15  de  octubre 
de  1845;  como  el  señor  don  Salvador  Sanfuentes,  en  se- 
sión de  la  misma  Cámara  de  2  de  enero  de  1850;  como 
el  señor  don  Máximo  Mujica,  en  sesión  del  Senado  de  10 
de  noviembre  de  1862;  como  la  Cámara  de  Diputados 
misma,  en  sesión  de  19  de  junio  de  1877,  que  hai  en  el 
presupuesto  tantas  leyes  cuantos  son  los  gastos  que  en  él 
se  autorizan,  de  la  misma  manera  que  un  Código  com- 
prende tantas  leyes  cuantos  son  los  artículos  o  disposi- 
ciones de  que  consta. 

Si  cada  íten*  del  presupuesto  no  fuera  una  lei,  ¿cómo 
se  comprendería  que  lo  fueran  las  que  todos  los  años  se 
dictan  concediendo  suplementos  a  un  ítem  determinado? 
¿Sería  lei  la  autorización  para  aumentar  la  suma  calcula- 
da de  un  gasto  i  no  lo  sería  la  que  facultó  la  inversión 
de  la  suma  ampliada?  No  se  haga,  pues,  cuestión  de  la  cir- 
cunstancia insignificante  de  estar  escritos  todos  los  ítem 
en  un  mismo  libro  o  cuaderno,  porque  esto  no  altera  la 
naturaleza  i  el  carácter  de  las  disposiciones  diversas  que 
se  escriben  unas  en  pos  de  otras,  como  lo  notaremos 
otra  vez  al  ocuparnos  del  art.  51. 

Tampoco  admitimos  que  sea  inconveniente  para  re- 
solver que  cada  ítem  es  una  lei,  la  necesidad  de  some- 
terlos separadamente  a  tres  discusiones,  una  jeneral  i 
dos  particulares:  1.°  porque  tal  necesidad  no  la  pres- 
cribo la  Constitución;  i  2.°  porque  las  Cámaras,,  por  me- 
dio de  acuerdos  particulares,  salvan  ese  inconveniente, 
adoptando  reglas  especiales  para  la  discusión  de  un  pro- 
yecto que  contiene  una  larga  serie  do  leyes,  como  lo 
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han  hecho  en  la  discusión  del  Código  Civil  i  de  los  de-* 
mas  dictados  con  posterioridad,  i  como  lo  ha  hecho  la 
Cámara  de  Diputados  en  1872  con  la  lei  de  imprenta,  i 
en  1877  con  la  de  navegación* 


o 

o  o 


4.a  cuestión, — ¿Pueden  suprimirse,  dismiiiuirse  o  ati* 
mentarse  en  la  discusión  del  presupuesto  las  partidas  o 
ítem  referentes  a  empleos  públicos  creados  por  leyes 
anteriores  i  de  efectos  permanentes,  i  las  Relativas  a  los 
sueldos  asignados  por  esas  leyes  a  dichos  empleos? 

Ninguna  cuestión  se  ha  suscitado  con  mas  frecuen- 
cia que  esta.  No  ha  trascurrido  casi  un  solo  kfio  sin  que* 
haya  sido  materia  de  debate  en  nuestras  Cámaras.  Sirj 
Van  de  ejemplo  los  casos  que  pasamos  a  recordar. 

En  sesión  de  la  Cámara  de  Diputados  de  22  de  agos-* 
to  de  1845  (1),  habiendo  hecho  indicación  el  señor  don 
Rafael  Larrain  Moxó,  al  discutirse  el  presupuesto  de 
Instrucción  Pública,  para  que  se  rechazara  la  partida  refe- 
rente a  los  sueldos  de  la  Universidad,  el  señor  don  An- 
tonio Varas,  Ministro  de  Justicia,  i  el  señor  don  Ramón 
L.  Irarrázaval,  Presidente  de  la  Cámara^  la  impugnaron 
alegando,  entre  otras  tazones,  que  esos  sueldos  estaban 
fijados  por  una  lei  especial^  i  que  mientras  esta  no  se 
derogase  por  otra,  la  Cámara  debía  aprobar  todas  las 
partidas  conformes  con  las  leyes,  no  pudiendo  estas  su-* 
primirse  ni  rebajarse  en  la  discusión  del  presupuesto.  (2) 
Igual  opinión  sostuvieron  el  mismo  señor  Irarrázaval  i 
el  señor  doctor  don  José  Gabriel  Palma  en  sesión  de  29 


(1)  El  ProffresOy  núm.  870. 

(2)  Idéntica  opioion  habían  sostenido  los  señores  don  Juan 
Manuel  Cobo  i  don  José  Ignacio  Eyzaguirre  en  sesión  de  la  Cá- 
mara de  Diputados  de  &  do  noviembre  de  1843.  Progreso  núme- 
ro 305, 
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del  mismo  mfes  i  año,  (1)  a  propósito  de  haberse  indicada 
que  se  suprimiera  la  Factoría  del  Estanco,  alegando  que 
en  la  discusión  del  presupuesto  no  puede  tratarse  de  la 
supresión  de  oficinas  o  establecimientos  creados  por  leiT 
sin  que  antes  se  haya  esta  derogado.  La  misma  opinión 
reprodujo  el  señor  doctor  Palma  en  sesión  de  24  de  se- 
tiembre siguiente  (2),  tratándose  Je  la  supresión  del 
sueldo  de  doscientos  pesos  del  oficial  de  pluma  del  Con- 
sulado de  Santiago.  t)ijo  que  parecía  ya  principio  recono- 
cido que  el  sueldo  establecido  por  una  lei,  no  puede  su- 
primirse sin  haber  derogado  aquella. 

En-  sesión  del  Senado  de  26  de  octubre  de  1845  (3)^ 
a  propósito  de  ciertas  reducciones  pedidas  en  la  partida 
de  gastos  relativa  a  la  Academia  Militar,  el  señor  don 
Mariano  Egaña  dijo:  que  siempre  que  en  el  presupuesto 
se  propone  una  partida  de  efectos  permanentes,  ya  para  au- 
mentar la  dotación  de  un  establecimiento  o  ya  para  ha- 
cer un  gasto-  que  ha  de  continuar  todos  los  años,  se  ha 
exijido  un  proyecto  de  lei;  que  cuando  la  suma  debe  in- 
vertirse en  solo  un  año,  basta  con  que  se  ponga  en  el 
presupuesto. 

Votadas  las  reducciones,  fueron  desechadas,  aprobán- 
dose la  partida  orijinal  por  siete  votos  contra  cinco. 

En  sesión  de  la  Cámara  de  Diputados  de  15  de  octu- 
bre de  1845  (4),;  puesto  en  discusión  el  ítem-  2.°  de  la 
partida  3.a  del  presupuesto  de  la  Guerra,  reterente  al 
sueldo  del  Capitán  Jeneral  don  Ramón  Freiré,,  que,  es- 
tando en  retiro,  fué  llamador  durante  la  Vice-Presiden- 
cia  del  señor  Irarrázavalr  a  la  Comisión  calificadora  do 
retiros  en  qner  servia  en  esa  fecha,  se  suscitó  un  largo» 
debate  entre  el  referido  señor  Irarrázaval,  Presidente 

•m  »  i    ni  .    .  -  i  — — .».  .  i  ■  iii  i  ■■    i 

(1)  El  Progreso,  núm.  879. 

(2)  El  Progreso,  núm.  897. 
(8)  Et  Progreso  nim.  902. 
(4)  El  Progreso*  núm.  919. 
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entonces  de  la  Cámara  de  Diputados,  i  el  señor  don  An- 
tonio García  Reyes,  a  consecuencia  de  haberse  modifi- 
cado dicho  ítem  en  el  Senado,  aceptando  la  indicación 
de  la  Comisión  de  presupuestos,  que  propuso  no  se  asig- 
nara a  dicho  jeneral  sino  el  sueldo  de  retiro.  El  señor 
Irarrázaval  sostuvo  que  el  Congreso  debía  aprobar  el 
ítem  orijinal,  porque  de  otro  modo  dejaría  sin  efecto  una 
medida  administrativa  dictada  con  perfecto  derecho.  El 
señor  García  Reyes  combatió  semejante  teoría,  porque 
según  ella  los  decretos  gubernativos  impondrían  leyes 
al  Congreso,  i  el  Presidente  de  la  República  haría  por  sí 
solo  lo  que  no  debe  hacerse  sino  en  consorcio  con  la  Le- 
jislatura. 

Votada  la  modificación  del  Senado,  fué  rechazada  por 
24  votos  contra  6,  i  en  sesión  de  17  del  mismo,  dicha 
Cámara,  reconsiderando  su  acuerdo,  resolvió  no  insis- 
tir en  él,  quedando  aprobado  el  ítem  en  los  términos  que 
lo  glosaba  el  presupuesto  orijinal. 

El  señor  don  Manuel  A.  Tocornal  Ghrez  hizo  indica- 
ción, en  sesión  de  la  Cámara  de  Diputados  de  23  de  oc- 
tubre de  1848,  para  que  se  aumentara  .en  800  o  1,000 
pesos  el  sueldo  de  4,000  que  el  presupuesto  asignaba  al 
Intendente  de  Atacama.  En  la  sesión  siguiente  de  30 
del  mismo  mes,  el  señor  don  Antonio  García  Reyes  se 
opuso  a  dicha  indicación,  porque,  a  su  juicio,  a  en  los 
presupuestos  no  conviene  que  la  Cámara  entre  a  hacer 
reformas  en  los  ramos  del  servicio  público,  i  el  presu- 
puesto se  debe  limitar  a  consignar  el  resultado  que  den 
las  otras  leyes  especiales  anteriores  a  él».  El  señor  To- 
cornal, defendiendo  su  indicación,  la  consideró  «del  nú- 
mero de  aquellas  a  que  se  ha  dado  el  nombre  de  eventua- 
les, las  cuales  pueden  ser  aumentadas  o  disminuidas  por 
la  Cámara».  Manifestó  que  si  se  tratara  del  sueldo  de 
un  Ministro  de  la  Corte  Suprema  o  de  otro  empleado  de 
esta  categoría,  sería  él  de  la  misma  opinión  -del  señor 
García,  porque  en  tales  casos  debe  consultarse  solo  si  di- 
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ehos  sueldos  son  o  no  conformes  con  las  leyes  anteriores; 
pero  que  su  indicación  debia  considerarse  como  una 
asignación  independiente  del  sueldo.»  Se  siguió  una  dis- 
cusión sobre  si  debia  considerarse  el  gasto  como  even- 
tual o  permanente,  i,  votada  finalmente  la  indicación,  fué 
aprobada  por  19  votos  contra  12. 

En  sesión  de  la  Cámara  de  Diputados  de  26  de  agosto 
de  1850,  el  mismo  señor  T  ocornal,  al  discutirse  la  parti- 
da 22  del  presupuesto  del  Interior,  apoyó  la  solicitud  de 
los  empleados  de  la  Intendencia  de  Valparaíso  para  que 
se  les  aumentara  el  sueldo,  «haciéndolo  de  un  modo 
eventual  hasta  el  año  venidero,  en  que  el  Presidente  de 
la  República  presentaría  un  pro)recto  de  lei  que  le  diera 
parácter  de  estabilidad.»  El  señor  don  Fernando  Urízar 
Garfias  combatió  la  idea  propuesta,  pues,  aunque  creía  en 
la  justicia  de  la  medida,  pensaba,  como  lo  habia  indicado 
el  Mirústro  del  Interior,  señor  don  Antonio  Varas,  que  el 
aumento  no  debia  hacerse  en  el  presupuesto,  i  que  si 
una  lei  habia  Jijado  el  sueldo,  otra  debia  aumentarlo.  La 
indicación  fué,  sin  embargo,  aprobada. 

En  cesión  de  la  misma  Cámara  de  26  de  agosto  de 
1851,  al  tratarse  de  la  partida  26  del  presupuesto  del 
Ministerio  del  Interior,  el  señor  Tocornal,  contestando 
al  Ministrq  del  ramo,  señor  Varas,  quien  creia  poco  arre- 
glado a  la  lei  aumentar  el  suekfp  a  los  empleados  al  tiem- 
po de  discutirse  el  presupuesto,  n^anifestó  que  <mo  creia 
fuera  inconveniente  el  intercalar  nuevas  partidas,  porque 
una  nueva  no  importaría  la  derogación  de  la  lei  acerca  de 
los  sueldos  de  que  deben  gozar  los  empleados»,  i,  con- 
forme con  esta  opinión,  hizo  indicación  para  que  se  asig- 
naran 2,000  pesos  como  sueldo  al  Gobenjador  de  Calde- 
ra, indicación  que  fué  abandonada  por  sil  autor,  una  vex 
que  se  le  hubo  manifestado  que  el  departamento  de  Cal- 
dera no  habia  sido  creado  todavía.  La  partida  fué  apro- 
bada sin  aumento  alguno, 

ÍJn  sesión  de  9  de  agosto  de  1852  el  señor  don  Enri- 
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que  Tocornal  reiteró  la  indicación  para  dotaran  Gober- 
nador en  el  puerto  de  Caldera;  pero  ella  no  se  tomó  en 
cuenta,  a  consecuencia  de  haber  observado  el  señor  Va- 
ras que  era  necesaria  una  lei  especial  para  crear  esa  go- 
bernación i  que  pronto  se  presentaría  al  Congreso  el 
proyecto  del  caso. 

En  sesión  de  la  Cámara  de  Diputados  de  18  de  agosto 
del  mismo  año,  con  motivo  de  una  indicación  del  Minis- 
tro de  Justicia,  señor  don  Silvestre  Ochagavía,  sobre  el 
sueldo  del  Obispo  de  la  Concepción,  el  señor  don  San- 
tiago Gandaríllas,  observó  que  csi  el  Gobierno  no  puede 
deponer  a  un  Obispo,  no  habia  otro  recurso  que  suspen- 
derle el  sueldo,  i  que  si  la  Cámara  no  estaba  facultada 
para  suprimir  partidas  era  inútil  que  se  le  presentaran 
los  presupuestos.  >  El  señor  Ministro  del  Interior,  don 
Antonio  Varas,  contestó:  «que  no  era  estéril  la  presen- 
tación de  los  presupuestos  porque  la  Cámara  no  pudiera 
quitar  el  sueldo  a  los  empleados;  que  el  Ejecutivo  tiene 
que  fijar  los  gastos  de  la  Administración  para  que  el 
Congreso  introduzca  modificaciones  o  agregaciones  en 
la  parte  eventual;  que  de  otra  manera  no  debia  preceder- 
se, porque  es  preciso  respetar  los  derechos  que  la  Cons- 
titución asegura.»  La  indicación  del  señor  Gandaríllas 
fué,  sin  embargo,  aprobada,  en  votación  secreta,  por  17 
votos  contra  14,  en  la  forma  condicional  impugnada  por 
el  señor  Varas.  Dice  así:  «Itenta  del  reverendo  Obispo 
de  la  Concepción,  para  cuando  vuelva  a  su  dióces¿st  5,000 
pesos. 

En  sesión  del  Senado  de  2  de  julio  de  1855  el  Minis- 
tro de  Justicia,  señor  don  Francisco  J.  Ovaile,  hizo  indi- 
cación para  que  el  sueldo  de  los  canónigos  de  Concep- 
ción se  igualara  eon  los  de  Santiago.  El  señor  don  Má- 
ximo Mujica  manifestó  que  ello  debia  hacerse  no  en  el 
presupuesto,  sino  por  una  lei  especial.  El  señor  don  Juan 
de  Dios  Correa  combatió  también  la  indicación,  i,  ha- 
biendo quedado  para  segunda  discusión,  en  la  sesión  si- 


160     LA  CONSTITUCIÓN  ANTE  EL  CONGRESO 

guíente  do  4  de  julio,  contestando  este  señor  a  las  ob- 
servaciones del  Ministro,  manifestó  que  «la  renta  de  los 
empleados  no  se  puede  aumentar  o  disminuir  por  solo 
una  indicación,  porque  la  Cámara  no  tiene  facultad  para 
ello;  si  una  lei  les  señaló  la  renta  de  que  disfrutaban, 
otra  debia  ser  la  que  les  asignara  la  que  se  pretendía 
concederles.!)  El  Ministro  contestó  a  este  argumento 
pon  el  hecho  de  que  la  lei  que  fijaba  la  renta  a  los  canót 
nigos,  les  concedía  una  mucho  mayor  que  aquella  de 
que  gozaban  según  el  presupuesto  vijente  i  que  emana-? 
ba  de  una  partida  inserta  en  el  presupuesto  de  1848. 
Votada  la  indicación,  resultó  empate;  votada  nuevamen- 
te en  la  sesión  siguiente,  resultó  nuevo  empate,  motivo 
por  el  cual  se  declaró  desechada  por  9  votos  contra  4  en 
sesión  de  9  de  julio. 

En  sesión  de  la  Cámara  de  Diputados  de  24  de  julio 
del  mismo  año,  se  aumentó,  por  24  votos  contra  22,  la 
partida  12  del  presupuesto  del  Ministerio  del  Interior . 
con  dos  ítem  de  500  pesos,  como  sueldo  de  los  gober- 
nadores de  Arauoo  i  de  Nacimiento,  apesar  de  la  opi- 
nión del  señor  don  Jerónimo  Urmeneta,  quien  creía  que 
Bolo  en  virtud  de  una  lei  se  pueden  variar  los:  ítem  del 
presupuesto  que  emanan  de  leyes  especiales. 

En  sesión  de  23  de  julio  de  1858  el  Senado  aprobó, 
por  12  votos  contra  2,  la  indicación  del  señor  don  Ma- 
nuel J.  Balmaceda  que  establecía  que  en  La  discusión  de 
los  presupuestos  no  se  puede  aumentar  o  disminuir  suel- 
dos, ni  fijarlos  nuevos,  requiriéndose  para  todos  estos 
oasos  lei  especial.  Sin  embargo,  el  mismo  Senado  en  la 
sesión  siguiente  de  26  de  julio,  aprobó  el  aumento  del 
sueldo  del  director  de  la  Escuela  de  Artes  i  Oficios  por 
7  votos  oontra  5,  a  pesar  de  que  el  señor  don  Rafael  La- 
írain  hizo  notar  la  contradicción  en  que  se  incurría  con 
pl  acuerdo  de  la  anterior  sesión.  El  señor  don  Diego  Jo- 
pé Benavente  observó  que  se  trataba  de  un  sueldo  anual 
\  el  sefior  don  José  Joaquín  Pérez  sostuvo  que  el  prer 
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supuesto  es  una  lei  como  cualquiera  otra;  que  el  Senado 
estaba  en  su  derecho  para  aumentar  el  sueldo  de  que  se 
trataba  desde  que  era  una  parte  de  esa  lei.  Idéntica  opi- 
nión sostuvieron  los  señores  don  Tomas  Gallo,  don  Ma- 
nuel A.  Matta  i  don  Domingo  Santa-María  en  sesión 
de  la  Cámara  de  Diputados  de  29  del  mismo  mes  i  año, 
combatiéndola  los  señores  don  Antonio  Varas,  don  Fran- 
cisco Puelma,  don  Juan  Herrera  i  don  Santiago  Prado. 

En  sesión  de  la  Cámara  de  Diputados  de  15  de  no- 
viembre de  1858,  se  suscitó  nuevamente  el  mismo  de- 
bate, con  motivo  de  haber  propuesto  el  señor  don  Ma- 
nuel Antonio  Matta  que  se  redujera  en  quinientos  pesos 
el  primer  ítem  de  la  partida  tercera  del  Ministerio  del 
Interior.  El  objeto  del   señor  Matta  al  indicar  que  el 
sueldo  del  Presidente  de  República  se  redujera  en  aque- 
lla suma,  era  resolver  la  duda  que  había  quedado  pen- 
diente en  la  sesión  de  29  de  julio  anterior,  en  la  cual  so- 
lo se  había  aceptado  que  podrían  aumentarse,  pero  no 
disminuirse  en  la  discusión  del  presupuesto  los  sueldos 
fijados  por  leyes  especiales.  El  señor  Matta  fué  apoyado 
por  los  señores  don  Alejandro  Reyes  i  don  Nicomédes 
Ossa,  i  combatido  por  el  señor  Ministro  del  Interior,  don 
Jerónimo  Urmeneta,  i  por  el  señor  don  Eujenio  Vergara. 
La  Cámara,  votando  la  indicación  del  señor  Reyes  para 
que,  en  jeneral,  se  declarara  si  podrían  alterarse  en  el  pre- 
supuesto los  gastos  fijados  por  leyes  preexistentes,  resol- 
vió la  negativa  por  23  votos  contra  17.  Idéntica  resolu- 
ción fué  adoptada  por  dicha  Cámara,  en  sesión  de  17  de 
noviembre  del  mismo  año,  por  29  votos  contra  11. 

En  sesión  del  Senado  de  27  de  julio  de  1859,  el  señor 
don  José  Joaquín  Pérez  sostuvo,  al  discutirse  el  aumen- 
to de  sueldo  al  Obispo  de  Ancud,  que  en  la  discusión  de 
los  presupuestos  se  puede  aumentar  o  disminuir  los  suel- 
dos de  los  empleados.  El  señor  Cerda  (don  Manuel  Jo- 
sé) presentó  entonces  la  moción  de  que  hemos  hecho 

mérito  en  otra  parte,  a  fin  de  considerar  cada  ítem  del 

22 
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presupuesto  como  una  lei,  i,  en  consecuencia,  el  Senado 
aprobó  unánimemente  la  partida  orijinal,  reservándose  la 
discusión  de  las  indicaciones  referentes  a  ella  para  cuan- 
do se  considerase  la  moción  del  señor  Cerda. 

En  sesión  de  la  Cámara  de  Diputados  de  19  de  no* 
viembre  de  1866,  el  señor  don  Miguel  Cruchaga  hizo  in- 
dicación para  reducir  a  12,000  pesos  el  sueldo  del  Pre- 
sidente de  la  República.  Combatida  por  los  señores  # 
Ministros  del  Interior  i  de  Hacienda  don  Alvaro  Cova- 
rrúbias  i  don  Alejandro  Reyes,  i  defendida  por  su  autor 
i  por  el  señor  don  Manuel  Antonio  Matta,  la  indicación 
fué  desechada  por  35  votos  contra  3. 

En  sesión  del  Senado  de  7  de  agosto  de  1867,  el  se- 
ñor don  Alvaro  Covarrúbias  se  opuso  a  una  indicación 
hecha  por  el  señor  don  Juan  de  Dios  Correa  para  supri- 
mir la  oficina  de  estadística,  porque,  creada  por  lei  espe- 
cial, se  necesitaba  también  de  lei  especial  para  supri- 
mirla. El  Senado  aceptó  esta  manera  de  ver  la  cuestión, 
rechazando,  por  14  votos  contra  1,  la  indicación  pro- 
puesta. 

En  sesión  de  la  Cámara  de  Diputados  de  16  de  octu- 
bre de  1867,  apropósito  de  una  indicación  del  señor 
don  Manuel  A.  Matta  para  reducir  proporcionalmente 
los  sueldos  de  los  militares  que  excedieran  de  1,000  pe- 
sos, el  señor  don  Fernando  Urízar  Garfias  sostuvo  que 
es  ilegal  suprimir  en  el  presupuesto  gastos  que  tienen 
su  oríjen  en  una  lei,  sin  que  esta  sea  derogada  por  otra, 
pues,  según  él,  el  hecho  de  consignarlos  en  el  presupues- 
to no  tiene  otro  objeto  que  manifestar  el  monto  total  de 
los  gastos  públicos,  mas  no  la  necesidad  de  aprobarlos 
de  nuevo.  Después  de  un  largo  debate  en  que  la  opinión 
del  señor  Urízar  Garfias  fué  combatida  por  los  señores 
don  Manuel  Antonio  Matta  i  don  Domingo  Arteaga 
Alemparte,  la  indicación  fué  rechazada  por  48  votos 
contra  3. 

En  sesión  del  Senado  de  2  de  agosto  de  1869  los  se- 
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ñores  don  Francisco  de  Borja  Solar  i  don  Francisco  Ja- 
vier Ovalle  combatieron,  entre  otras  razones,  la  indica- 
ción del  señor  don  Federico  Errázuriz  para  suprimir  la 
partida  referente  a  la  Inspección  de  Escuelas,  con  la  do 
requerir  esa  supresión  una  tei  especial,  desde  que  a  una 
también  especial  debia  su  existencia.  La  partida  fué 
aprobada  por  11  votos  contra  4. 

En  sesión  de  29  de  diciembre  de  1870  la  Cámara  de 
Diputados  aprobó,  por  40  votos  contra  13,  la  indicación 
del  señor  don  Tadeo  Reyes  para  aumentar  los  ítem  re- 
ferentes a  los  sueldos  de  los  secretarios  de  las  Intenden- 
cias de  Santiago  i  de  Valparaíso;  por  34  votos  contra  19 
la  de  aumentar  también  los  sueldos  de  los  oficiales  de 
las  secretarías  de  ambas  Intendencias,  i  la  de  don  Gui- 
llermo Matta  para  elevar  el  sueldo  del  oficial  de  estadís- 
tica de  la  Intendencia  de  Santiago,  por  29  votos  contra 
21.  El  Senado,  en  sesión  de  4  de  enero  de  1871,  recha- 
zó todas  estas  indicaciones  por  9  votos  contra  2,  «a  cau- 
sa de  hallarse  aquellos  sueldos  fijados  por  leyes  especia- 
les i  de  no  poder,  por  tanto,  ser  alterados  en  la  discusión 
del  presupuesto»,  según  lo  observó  el  señor  don  Alvaro 
Covarrábias.  En  sesión  nocturna  del  mismo  dia  la  Cá- 
mara de  Diputados  resolvió  no  insistir  en  sus  anteriores 
acuerdos. 

En  sesión  del  Senado  de  23  de  octubre  de  1871,  los 
señores  don  Alvaro  Covarrúbias  i  don  Alejandro  Reyes 
impugnaron  una  indicación  hecha  por  el  señor  don  Ma- 
nuel Camilo  Vial  para  elevar  a  600  pesos  el  sueldo  del 
escribiente  del  fiscal  de  la  Corte  de  Apelaciones  de  San- 
tiago, por  razones  idénticas  a  las  que  el  espresado  señor 
Covarrúbias  habia  hecho  valer  en  la  recordada  sesión  de 
4  de  enero  anterior;  i,  eu  vista  de  ellas,  el  señor  Vial  de- 
sistió de  su  indicación. 

La  Cámara  de  Diputados,  en  sesión  de  11  de  noviem-' 
bre  de  1872,  aprobó,  por  33  votos  contra  16,  la  indica- 
ción del  señor  don  Cornelio  Saavedra  para  aumentar  cu 
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,S00  pesos  el  sueldo  de  los  Gobernadores  de  Arauco  i 
de  Nacimiento. 

En  sesión  de  3  de  diciembre  de  1873  el  Senado  apro- 
bó por  unanimidad  el  aumento  del  sueldo  del  Secretario 
de  la  Corte  de  la  Serena,  de  cuatrocientos  a  mil  pesos, 
acordado  por  la  Cámara  de  Diputados  en  sesión  de  18 
de  noviembre  anterior,  a  pesar  de  que  el  sueldo  de  cua- 
trocientos pesos  estaba  fijado  por  la  lei  de  1845  que  creó 
las  Cortes  de  la  Serena  i  de  Concepción,  i  no  obstante 
que  nosotros  tuvimos  el  honor  de  combatir  dicho  aumen- 
to, que  aceptábamos  en  forma  de  gratificación,  a  fin  de 
no  violar  las  reglas  que  constantemente  han  sostenido 
en  la  materia  la»gran  mayoría  de  nuestros  estadistas. 

Otra  vez  la  Cámara  de  Diputados  suprimió,  en  sesión 
de  12  de  diciembre  de  1876,  en  las  partidas  relativas 
a  las  intendencias  de  Linares,  Bio-Bio  i  Arauco,  un  em- 
pleado auxiliar  de  cada  una,  a  pesar  de  que  esos  em- 
pleos debían  su  existencia  a  las  leyes  de  11  de  diciem- 
bre de  1873  i  de  13  de  octubre  de  1875,  que  crearon 
aquellas  provincias.  El  Senado  hizo  igual  cosa,  apro- 
bando también  estas  supresiones  en  sesión  de  22  del 
mismo  mes. 

Por  último,  en  sesión  de  23  de  octubre  de  1878,  la 
Cámara  de  Senadores,  al  discutir  el  presupuesto  del  Mi-  * 
nisterio  del  Interior  para  el  año  actual,  acordó,  por  7  vo- 
tos contra  6,  suprimir  las  gratificaciones  asignadas  por 
lei  especial  a  los  Intendentes  de  Atacama,  Coquimbo  i 
Valparaíso,  habiendo  manifestado  el  señor  don  José  Vic- 
torino Lastarria  que,  aunque  el  presupuesto  es  una  lei  i 
puede,  por  lo  tanto,  modificar  o  revocar  las  anteriores, 
piensa  que  ese  principio  sufre  modificación  tratándose 
de  sueldos  fijados  por  leyes  orgánicas  de  oficinas  o  servi- 
cios públicos.  Como  las  referidas  gratificaciones  no  han 
sido  fijadas  por  leyes  de  ese  carácter,  el  señor  Lastarria 
votó  por  la  supresión  de  aquellas.  La  Cámara  de  Dipu- 
tados, pensando  talvez  de  distinta  manera,  incluyó  las 
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mencionadas  gratificaciones  en  el  presupuesto  citado,  í 
habiendo  vuelto  el  Senado  sobre  su  acuerdo,  figuran  hoí 
en  el  presupuesto  corriente. 

Como  ha  podido  notarse  por  la  serie  de  casos  que  he- 
mos recordado  de  entre  los  innumerables  ocurridos  en 
nuestras  Cámaras,  la  práctica  ha  variado  mucho  en  la 
manera  de  resolver  la  cuestión  que  nos  ocupa.  Ha  ha- 
bido casos  en  que  el  Congreso  ha  aumentado  sueldos  al 
formar  el  presupuesto,  i  los  ha  habido  en  que  ha  supri- 
mido en  él  empleos  creados  por  leyes  especiales. 

Las  razones  aducidas  por  quienes  sostienen  la  omni- 
potencia de  las  Cámaras  al  discutir  los  presupuestos,  no 
nos  parecen  convincentes.  No  creemos  que  el  presupues- 
to sea  una  lei  idéntica  a  todas  las  demás,  porque  es  una 
lei  anual  i  no  de  efectos  permanentes.  'Tampoco  pensa- 
mos que  sea  inútil  consignar  en  los  presupuestos  aun 
aquellos  gastos  que,  al  tiempo  de  la  discusión,  no  pue- 
den ser  alterados,  porque,  sin  tenerlos  todos  a  la  vista, 
sería  imposible  que  el  Congreso  fijara,  con  mediana  dis- 
creción i  prudencia,  el  monto  de  todos  los  que  deben 
hacerse  en  el  año  siguiente. 

Para  nosotros,  i  respetando  mucho  la  opinión  contra- 
ria, que  no  es  la  que  ha  prevalecido,  la  creación  o  supre- 
sión de  empleos  públicos,  i  el  aumento  o  disminución  de 
sus  dotaciones,  son  materias,  no  de  la  lei  anual  que  fija 
los  gastos  de  la  administración  pública,  conforme  al  in- 
ciso 2.°  del  art.  37,  sino  de  las  leyes  especiales  i  perma- 
Tientes  a  que  se  refiere  el  inciso  10.°  del  misipo  artículo. 

Si  los  empleos  públicos  establecidos  por  leyes  espe- 
ciales i  permanentes  pudieran  suprimirse  en  la  discusión 
de  los  presupuestos;  si  durante  ella  los  sueldos  que  aque- 
llas fijaren  a  los  empleados  pudieran  ser  aumentados  o 
disminuidos  a  virtud  de  lo  dispuesto  en  el  inciso  2.°,  ¿a 
qué  conduciría  la  disposición  contenida  en  el  inciso  10.°? 

No  nos  parece  posible  dar  solución  satisfactoria  a  esta 
pregunta  dentro  de  la  teoría  que  combatimos,  i  que  com- 
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batimos,  no  solo  por  considerarla  en  pugna  con  la  letra 
i  el  espíritu  del  citado  inciso  10.°,  sino  también  por  re- 
putarla contraria  a  la  conveniencia  pública  que  no  se 
consultaría  debidamente  si,  al  discutirse  los  presupues- 
tos, se  fuera  a  retocar  i  trastornar  la  organización  de  las 
oficinas  públicas,  creando  o  suprimiendo  empleos  per- 
manentes i  aumentando  o  disminuyendo  sus  dotaciones; 
Es  evidente  que  la  creación  de  un  empleo  permanen- 
te i  la  íy  ación  del  sueldo  no  se  decreta^  por  el  Congre- 
so, en  casi  la  totalidad  de  los  casos,  sino  para  la  satis- 
facción de  necesidades  también  permanentes  o  de  larga 
duración.  No  se  concibe,  entonces,  cómo  pudiera  alte- 
rarse en  la  discusión  de  una  lei  que  va  a  surtir  efecto» 
solo  durante  un  año,  lo  que  la  lei  misma,  i  tina  lei  dicta- 
da con  mas  madurez  i  detención,  ha  querido  que  rija  fija 
i  constantemente. 

Si  es  posible  disentir  en  cuanto  a  la  manera  de  apre- 
ciar las  consideraciones  de  conveniencia  i  de  maduren 
en  el  procedimiento  que  abonan,  a  nuestro  juicio,  la  opi- 
nión que  sostenemos;  no  comprendemos,  sin  émbargoy 
cómo  podría  ella  ser  rechazada  sin  una  violación  clara  i 
manifiesta  de  la  Constitución. 

En  efecto,  como  müi  bien  lo  indicaba  el  señor  don  Mi- 
guel Luis  Amunátegui,  en  sesión  de  la  Cámara  de  Di- 
putados de  9  de  agosto  de  1864,  «es  inconstitucional  de- 
rogar una  lei  por  la  supresión  de  uno  o  vario»  ítem  del 
presupuesto,  porque  la  tramitación  a  que  la  lei  funda- 
mental ha  sometido  la  aprobación  de  los  presupuestosy 
es  distinta  de  la  que  exije  para  la  derogación  de  una 
lei.» 

No  podrá  negarse  qtfe  la  derogación  de  una  lei  requio-* 
re  la  aprobación  de  ambas  Cámaras  i  la  del  Presidente 
de  la  República,  por  manera  que,  ejerciendo  este  su  pre- 
rogativa  de  devolver  el  proyecto  derogatorio  desechán- 
dolo en  el  todo  o  vetándolo,  paralizaría  o  dejaría  sin 
efecto  la  derogación  acordada  por  las  Cámaras,  por  uü 
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año  o  mas,  conforme  a  lo  prescrito  en  los  arts.  45,  47  i 
48.  Mas  claro,  no  puede  dictarse  lei  alguna,  sea  o  no  de- 
rogatoria de  otra,  sin  que  el  Presidente  de  la  República 
ejerza  las  facultades  que  le  confieren  los  arts.  43  a  48  de 
la  Constitución. 

Pues  bien,  la  consideración  precedente,  que  es  obvia 
por  demás,  se  desprecia  por  completo  si  se  admite  que 
en  la  discusión  de  los  presupuestos  las  Cámaras  pueden 
suprimir  o  alterar  ítem  referente  a  empleos  i  sus  suel- 
dos basados  en  leyes  especiales  i  de  efectos  permanen- 
tes; porque  con  este  procedimiento  se  arrebatan  las  atri- 
buciones que,  en  la  formación  de  las  leyes,  competen 
constitucionalmente  al  Presidente  de  la  República. 

Así,  i  suponiendo  que  los  presupuestos  formen  ana  so- 
la  leí,  como  esta  no  sería  vetable  por  la  naturaleza  misma 
de  las  cosas,  según  en  otra  parte  lo  hemos  indicado,  su- 
primida del  presupuesto  de  Justicia,  por  ejemplo,  por  la 
sola  voluntad  de  las  Cámaras,  la  partida  referente  a  la 
Corte  Suprema  i  todos  los  ítem  de  que  consta,  el  Pre- 
sidente de  la  República  no  podría  hacer  observaciones,  i 
la  lei  que  creó  ese  tribunal^quedaria  derogada  tal  vez  sin 
su  voluntad  i  aun  contra  su  opinión.  ¿Es  esto  admisible? 

I  si  el  presupuesto  se  considera,  como  lo  reputamos 
nosotros,  como  un  conjunto  de  tantas  leyes  cuantos  fue- 
ren los  ítem  de  que  consta,  suprimiendo  un  ítem,  que 
consultara  el  sueldo  fijado  por  lei  especial  a  un  empleo 
público,  tal  como  el  de  un  Ministro  de  Estado,  i  supri- 
mido solo  por  las  Cámaras  en  la  discusión  del  presu- 
puesto, el  Presidente  de  la  República  tendría  que  resig- 
narse, porque  los  ítem  suprimidos,  del  mismo  modo  que 
los  proyectos  de  lei  desaprobados,  no  se  remiten  al  Eje- 
cutivo, i  no  es  concebible  que  se  ejerza  veto  sobre  reso- 
luciones negativas  del  Congreso,  ni  que  se  observe  u  ob- 
jete lo  que  no  existe,  lo  que  las  Cámaras  suprimen  o  de- 
sechan i  que  a  nadie  remiten  en  seguida.  El  Presidente 
de  la  República  puede  vetar,  sin  duda,  aquello  que  se  le 
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remite  aprobado  por  el  Congreso;  mas  ¿cómo  vetaría  lo 
desechado  por  este? 

Véase,  pues,  como  la  opinión  que  impugnamos  vul- 
nera las  prerogativas  constitucionales  del  Ejecutivo,  ya 
sea  que  el  presupuesto  se  considere  como  una  sola  lei  o 
como  un  conjunto  de  leyes.  En  uno  i  otro  caso  se  llega- 
ría, aceptándola,  a  la  anómala  conclusión  de  que  leyes 
dictadas  por  las  tres  ramas  del  poder  lejislativo  (las  dos 
Cámaras  i  el  Presidente  de  la  República),  se  derogaban 
o  suspendían  sin  la  concurrencia  de  una  de  ellas,  i  nada 
xüénos  que  sin  la  de  aquella  a  la  cual  la  Constitución  ha. 
conferido  la  alta  i  gravísima  atribución  del  veto. 

Pero  a  todo  esto  se  dirá  que  igual  cosa  sucede  con  las 
contribuciones,  las  cuales,  según  oportunamente  lo  diji- 
mos, quedan  suprimidas  por  la  sola  voluntad,  no  ya  del 
Congreso,  sino  solo  de  la  Cámara  de  Diputados,  si,  ven- 
cido el  término  de  dieziocho  meses  de  su  subsistencia,  estai 
Cámara  no  las  incluye  em  la  nueVa  lei  dictada  para  el  si- 
guíente  período  constitucioftal^que,  de  idéntica  manera^ 
cuando  el  Congreso,  que  debe  fijarNfcqdos  los  gastos  pú- 
blicos en  la  lei  anual  a  que  se  refiere\l  párrafo  2.°  del 
art.  37  de  la  Constitución,  no  incluyere  uno  o  mas  gas* 
tos  en  dicha  lei,  debe  reputarse  también  suprimido1. 

Nosotros,  reconociendo,  como  nos  complacemos  en  re- 
conocer, que  todo  gasto  público,  sin  mas  excepción  que 
aquellos  que  son,  por  su  naturaleza,  variables,  estrtaordi- 
narios  e  imprevistos  a  la  vez,  debe  necesariamente  in- 
cluirse en  el  presupuesto,  porque  el  inciso  2.°  del  art.- 37 
no  establece  distinciones;  i  reconociendo  todavía  que, 
aunque  es  verdad  que  todo  gasto  previsto^  sea  estraordiT 
nario  u  ordinario,  autorizado  por  una  lei  complementaria, 
del  presupuesto  de  un  año,  dictada  conforme  a  lo  dispuesto 
en  el  art.  155,  cesa  de  hecho  i  no  puede  continuar  ha- 
ciéndose en  el  año  siguiente,  sino  se  incluye  en  el  presu- 
puesto de  este  último;  pensamos,  sin  embargo,  que  las 
leyes  especiales  i  de  efectos  permanentes  que  se  dictan 


A 
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conforme  al  inciso  10.°  del  citado  art  37,  son  de  un  ca- 
rácter diferente,  tanto  porque  la  naturaleza  de  las  cosas» 
como  porque  la  Constitución  así  lo  quieren. 

No  se  dictad,  leyes  orgánicas  de  oficinas  o  servicios 
públicos,  leyes  de  planta,  én  buenos  términos,  para  que 
surtan  efecto  solo  durante  un  año.  Cuando  esto  quiera 
hacerse,  nada  mas  fácil  qué  crear  el  destino  solo  por  ese 
tiempo  i  en  el  presupuesto,  como  se  ha  hecho  con  la  Ofi- 
cina de  Contabilidad  Jenerál  i  en  cien  otros  casod.  Des- 
tinos creados  de  esta  manera,  pueden  suprimirse  tam- 
bién del  mismo  modo.  No  sucede  igual  cosa  con  los  que 
deben  su  existencia  a  leyes  de  otra  especie. 

La&  leyes  orgánicas  de  servicios  públicos,  v.  gr.,  la  de 
tribunales*  la  de  ministerios,  etc.»  etc,  son  sin  duda  al- 
guna permanentes,  aunque  ellas  no  lo  digan,  porque  el 
inciso  10t°  del  art.  37  no  espresa  que  las  leyes  a  que  él 
se  refieíe  sean  anuales^  como  lo  hacen  los  incisos  2¿°  i  3.*, 
i  cuando  la  leí  que  crea  una  oficina  o  empleo  no  señala 
la  fecha  en  que  ha  de  cesar,  es  claro  que  debe  continuar 
existiendo  hasta  que  otra  lei  derogatoria  disponga  lo  con- 
trario, i  en  la  formación  de  esta  última  compete  al  Eje- 
cutivo una  enorme  participación  constitucional»  de  que 
no  puede  privársele  obrando  correctamente* 

Como  se  vé,  nosotros  no  aceptamos  la  opinión  de  que 
el  Congreso  no  pueda  modificar  o  derogar  en  la  discu- 
sión del  presupuesto  ninguna  leí  de  gastos  públicos.  No: 
admitimos  esta  manera  de  ver  solo  respecto  de  las  leyes 
que  crean  empleos  o  los  suprimen,  i  de  las  que  aumen- 
tan o  disminuyen  sus  dotaciones,  con  propósitos  esta- 
bles, fijos  i  permanentes,  porque  solo  a  ellas  son  aplica- 
bles las  consideraciones  que,  a  nuestro  juicio,  se  des- 
prenden de  la  prescripción  contenida  en  el  tantas  veces 
citado  inciso  10.°  del  art  37, 

En  cuanto  a  todas  las  demás,  con  la  sola  limitación  que 
indicaremos  al  ocuparnos  de  la  cuestión  siguiente,  pen- 
samos, no  solo  que  las  Cámaras  pueden  suprimir  o  íno- 

28 
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efificar  los  gastos  autorizados  por  ellas,  en  la  discusión 
del  presupuesto,  sino  que  no  sería  constitucional  hacer 
tales  gastos  en  el  año  en  que  ese  presupuesto  va  a  rejir, 
sino  se  hubieran  incluido  en  él  espresamente. 


o 

O   9 


5.*  cuestión. — La  leí  que  debe  espresarse  en  el  decre- 
to que  ordena  el  pago,  para  que  este  sea  admitido  en 
cuenta  a  las  tesorerías  del  Estado,  cuando  no  es  el  caso 
de  imputarlo  a  parte  alguna  del  presupuesto  aprobado 
por  las  Cámaras,  ¿debe  ser  dictada  solo  durante  la  vijen- 
cia  del  presupuesto  del  año  en  que  el  pago  se  decreta,  o 
puede  haberlo  sido  con  anterioridad,  de  manera  que  en 
1878,  por  ejemplo^  puede  imputarse  un  gasto  a  una  lei 
dictada  diez,  veinte,  o  treinta  años  antes?  Mas  claro: 
¿aquella  lei  es  permanente,  o  es  solo  lei  adicional  i  comple- 
mentaria del  presupuesto,  que  caduca  con  este? 

Cuestión  es.  esta,  que,  aunque  relacionada  directamen- 
te con  el  art.  155,  lo  está  también,  i  de  una  manera  gra- 
vísima, con  el  presupuesto  de  gastos  públicos,  motivo 
por  el  cual  nos  anticipamos  a  tratarla  aquí,  observando 
un  orden  rigorosamente  metódico  de  materias. 

Si  la  cuestión  propuesta  hubiera  de  resolverse  en  el 
sentido  de  que  es  constitucional  imputar  en  un  año  dado 
a  leyes  dictadas  antes  de  ese  año,  uno  o  mas  gastos  pú- 
blicos, se  llegaría  entonces  a  la  consecuencia  de  que  el 
presupuesto  serviría  de  bien  poca  cosa,  desde  que  en  61 
no  se  fijarían  todos  los  gastos  de  la  administración,  vio- 
lando así  los  preceptos  del  art.  37,  inciso  2.°,  el  art.  89, 
i  el  105,  inciso  4.°T  los  cuales  hablan  de  esos  gastos,  sin 
distinciones  ni  cortapisas  de  ningún  j  enero,  de  lo  que  se 
infiere  que  en  el  presupuesto  deben  comprenderse  todos, 
absolutamente  todos,  bien  sean  fijos  o  variables,  ordinarios 
o  psiraordivarios,  i  aun  los  imprevistos,  dentro  de  la  úni- 
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ca  medida  cu  que  sea  posible  calcular  lo  que  no  es  dador 
prever. 

Los  gastos  ocasionados  por  leyes  referentes  a  creación 
de  empleos  i  fijación  de  los  sueldos,  i,  por  consiguiente* 
por  las  leyes  de  planta,  que  organizan  las  oficinas  i. ser- 
vicios públicos,  siempre  que  tienen  un  carácter  mas  o 
menos  estable  i  permanente,  deben  comprenderse  en  el 
presupuesto,  aunque  no  puedan  ser  alterados  en  su  dis- 
,  cusion,  por  razones  de  buen  orden  i  de  notoria  conve- 

niencia, segün  ya  lo  hemos  manifestado. 

Todos  los  demás  gastos  autorizados  por  leyes  especiales, 
referentes  a  cualesquiera  otras  materias,  caducan  con  el 
presupuesto  durante  cuya  vij  encía  se  dictaron,  sino  se 
reproducen  en  el  presupuesto  siguiente,  porque  ese  es, 
ajuicio  nuestro,  el  único  carácter  de  la  leí  distinta  deí 
presupuesto  a  que  se  refiere  el  art.  155,  lei  puramente 
adicional  i  complementaria  del  presupuesto  en  ejercicio. 
La  única  excepción  que.  a  esta  intelijencia  del  artículo 
citado  puede  admitirse,  es  la  referente  a  aquellas  leyes 
que  autorizan  gastos  que,  por  su  naturaleza,  fueren  va- 
riables e  imprevistos  conjuntamente,  como  los  que  pue- 
den imponer  sentencias  dadas  contra  el  Fisco  en  los 
pleitos  de  este,  i  los  demás  que  autorizan  las  leyes  de 
28  de  diciembre  de  1841  i  de  12  setiembre  de  1846.  I  la 
razón  de  esta  única  excepción  emana  de  la  fuerza  mis- 
'  ma  de  las  cosas,  que  no  permite  prever  lo  que  es  impre- 

visto^ pues  dejaría  de  serlo  una  vez  que  se  calculara  con 
mas  o  menos  certidumbre. 

I  aun  esta  dificultad  se  salva,  en  parte,  asignando  en 
globo  una  partida  para  gastos  imprevistos  en  el  presu- 
puesto de  cada  Ministerio. 

La  práctica  de  algunas  de  nuestras  administraciones 
no  ha  guardado  conformidad,  sin  embargo,  con  nuestra 
manera  de  ver,  pues  nada  ha  sido  mas  frecuente  que  in- 
cluir en  los  presupuestos  solo  los  gastos  fijos  i  ordina- 
rios, no  haciendo  en  ellos  mención  alguna  de  los  ostra- 
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ordinarios-  autorizados  por  leyes  especiales,  como  sí 
estas  pudieran*  tener  vigor  no  incorporándose  en  el  pre-^ 
supuesto' de  los  años  posteriores  a  su  fecha. 

Mas  todavía..  Se  ha  incurrido  en  la  corruptela  de  im- 
putar gastos- a  leyes  que  no  autorizan  gastos,  sino  que 
reglamentan  el  ejercicio  de  ciertas  atribuciones  consti- 
tucionales del  Presidente  de  la  República,  como  la  de 
jubilacionesrla  de  montepíos,  etc. 

Todo  esto,  por  fortuna,  ha  merecido  ya  la-  condena- 
ción severa  de  la  opinión,  i  podemos  hacer  notar  con 
satisfacción  que  los  presupuestos  de  los  años  1877,  137$ 
i  18Í9;-  incluyen  iodos  los  gastos,  sin  exceptuar  los  estra^ 
ordinarios  autorizados  por  leye»  especiales*  i  procuran 
asignar  a  los  gastos  variables  un  monto  que  no  deje  en 
descubierto-  al  Erario^  i  que  corte  el  abuso  de  echar  ma-- 
no  del  sistema  irregular  e  inaceptable  de  hacer  imputa- 
ciones a  imprevistos,  para  suplir  la  falta  de  partidas  pre- 
vistas agotadas,  en*  lugar  de  pedir,  como  debe  hacerse,, 
suplementos  al  Congreso  en  cada  caso  particular: 

La  interesante  cuestión,  a  que  nos  estamos  refiriendo^ 
hoi  decidida  ya  en  su  verdadero  sentido^  no  se  ha  sus- 
citado; con  gran  frecuencia*  en  nuestras  Cámaras  antes 
de  estos  últimos  años.  No  han  faltado^  sin  embargo;  vo 
ees  autorizadas  que,  en  época  relativamente  remota,  han; 
dado  a  la  palabra  lei  de  que  se  sirve  el  art.  155  dé  la. 
Constitución  la  intelrjencia  que  nosotros  le  damos* 

Así,  en  sesión  de  la  Cámara  de  Diputados  de  30  de 
octubre  de  1848,  con  motivo  de  una  indicación*  hecha 
por  el  señor  don  Ramón-  Rosas  Mendiburu  para  que  en 
el  presupuesto  de  Justicia  se  consultaran  las  sumas  ne- 
cesarias para  plantear  las  Cortes  de  Concepción  i  de- 
Coquimbo*  que  habían»  sido  creadas  por  lei  de  1845,  el 
señor  dou  Salvador  Sanfuentes,  Ministro  del  ramo,  ma- 
nifestó que  era  efectivo  que  el  Gobierno  estaba  decidido- 
a  establecer  cuanto  antes  esas  Cortes,  pero-  que  conside- 
raba inútil  presupuestar  partida  alguna  con  ese  objeto^  por 
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estar  el  Ejecutivo  suficientemente  autorizado  para  hcwer  to- 
dos los  gastos  que  exijiera  el  establecimiento  de  esos  tñbu- 
Qiales  por  la  lei  de  su  creación. 

El  señor  don  Manuel  Montt,  Presidente  entonces  de 
la  Cámara  de  Diputados,  impugnando  la  opinión  mani- 
festada por  el  señor  Sanfuentes,  la  refutó  victoriosamen- 
te en  el  siguiente  discurso,  que,  por  su  claridad  i  preci- 
sión, copiamos  en  seguida: 
/  «Se  ha  emitido,  dijo  el  señor  Montt,  una  opinión  que 

juzgo  de  malas  consecuencias  en  el  orden  administrati- 
vo, i  esto  me  mueve  a  tomar  la  palabra. 

<rSe  dice  que  se  puede  hacer  un  gasto  que  no  está  in- 
cluido en  el  presupuesto  con  tal  de  que  se  halle  autori- 
zado por  una  lei.  Yo  creo  que  no  basta  la  existencia  de 
una  lei,  sino  que  es  preciso  ademas  que  el  gasto  esté 
comprendido  en  el  presupuesto  del  año  en  que  va  a  te- 
ner lugar.  Es  una  de  las  atribuciones  de  las  Cámaras 
fijar  anualmente  los  gastos  del  servicio  público,  i  esto  es 
precisamente  lo  que  hacen  por  medio  de  los  presupues- 
tos, cuyo  valor  i  fuerza  solo  dura  por  un  año.  El  gasto, 
pues,  que  no  está  comprendido  en  los  presupuestos,  no 
está  fijado  en  aquel  año  por  las  Cámaras,  i  por  consi- 
guiente no  puede  llevarse  a  efecto.  Por  este  principio 
¡se  consultan  en  los  presupuestos,  tanto  las  cantidades 
que  deben  gastarse  en  virtud  de  una  lei,  como  las  que 
están  destinadas  a  satisfacer  necesidades  eventuales,  i 
que  esperimentan  frecuentes  variaciones:  escluida  algu- 
na de  estas  cantidades  no  se  podria  llamar  fijada  en 
aquel  año,  i,  por  lo  tanto,  no  sería  lícita  su  inversión. 
Autorícese  el  gasto  por  solo  la  existencia  de  una  lei  dic- 
tada tres  años  ha,  i  tendremos  por  consecuencia  que  se 
pueden  emplear  todas  aquellas  sumas  para  que  autori- 
zaban las  leyes  españolas,  i  se  puede  proveer  i  dar  ren- 
ta a  empleos,  como  lenguaraz  de  indios,  por  ejemplo, 
creados  por  aquellas  leyes.  Habría  en  este  caso  para  él 
cuerpo  lejislativo  la  mas  completa  incertidumbre  de  la 
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inversión  de  los  caudales  públicos,  que  solo  él  debe  fijar 
í  determinar  cada  año.  La  discusión  misma  de  los  pre- 
supuestos sería  en  su  mayor  parte  inútil  bajo  esta  hipó- 
tesis, porque  debia  quedar  limitada  a  solo  las  partidas 
eventuales,  no  habiendo  ninguna  ventaja  en  examinar 
las  que  están  fundadas  en  una  lei,  puesto  que  basta  la 
pola  existencia  de  la  lei  para  autorizar  permanentemen- 
te el  gasto. 

«El  artículo  de  la  Constitución  que  manda  «que  nin- 
gún pago  se  admita  en  cuenta  a  las  Tesorerías  del  Es- 
tado, sino  se  hiciese  a  virtud  de  un  decreto  en  que  se 
esprese  la  lei,  o  la  parte  del  presupuesto  aprobado  por 
las  Cámaras,  en  que  se  autoriza  aquel  gasto»,  dio  en 
otro  tiempo  lugar  a  dudas  graves  sobre  la  presente  cues- 
tión. En  efecto,  este  artículo  parece  no  requerir,  para  la 
lejitimidad  del  gasto,  mas  que  una  de  estas  dos  cosas, 
una  lei  que  lo  autorice,  o  una  parte  del  presupuesto  en 
que  se  apruebe.  Pudo,  pues,  sostenerse  en  otra  época,  de 
una  manera  mas  o  menos  plausible,  que  era  lícito  gastar 
una  si^ma  que  emanase  de  uija  lei  aun  cuando  no  estu- 
viese comprendida  en  el  presupuesto.  Mas  la  intelijen- 
cia  del  artículo  constitucional  (1)  ha  sido  determinada  i 
deslindada  por  una  disposición  lejislativa  i  en  el  dia  no 
pueden  suscitarse  dificultades  i  cuestiones,  ni  abrigarse 
duda  alguna.  Es,  pues,  ya  convenido  que  las  leyes  de 
que  habla  este  artículo  de  la  Constitución  son  las  poste- 
riores al  presupuesto,  que  son  un  suplemento  de  él,  o  un 
presupuesto  adicional,  que  conserva  su  valor  hasta  que 
en  el  año  siguiente  vuelve  a  aprobarse  por  la  Cámara  el 
nuevo  presupuesto  jeneral. 

«Si  el  Gobierno,  como  se  ha  dicho,  está  dispuesto  a 
verificar  pronto  los  nombramientos  de  jueces  para  las 
Cortes  de  la  Serena  i  Concepción,  es  preciso  incluir  en 

(1)  Se  aladia  a  las  leyes  de  2j8  de  diciembre  de  1841  i  de  12  de  §e- 
ttembre  de  1846. 


/ 
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el  presente  presupuesto  los  sueldos  de  estos  empleos.»- 
Habiéndose  dejado  la  indicación  del  señor  Rosas  para 
segunda  discusión,  esta  tuvo  lugar  en  la  sesión  de  8  de 
noviembre  siguiente,  agregando  el  señor  Montt,  a  lo  di- 
cho en  la  de  30  de  octubre,  lo  que  sigue; 

«Aunque  en  la  sesión  pasada  se  discutió  la  cuestión 
que  ahora  se  promueve,  voi,  no  obstante,  a  recordar  al- 
gunas observaciones  a  la  Cámara,  porque,  en  mi  concep- 
to, importa  mucho  que  en  esta  materia  queden  reconoci- 
dos sin  contradicción  los  principios. 

«Se  dijo  entonces  i  se  sostiene  ahora  que  el  Presiden- 
te de  la  República  podría  decretar  un  gasto  que  emana- 
se de  una  lei,  aunque  no  estuviese  incluido  en  el  presu- 
puesto. Yo  juzgo  que  esto  no  es  lícito.  Es  *ina  de  las 
atribuciones  esclusivas  del  Congreso  fijar  anualmente 
los  gastos  de  la  administración  pública,  para  que  en  ca- 
da año  se  gaste  solo  las  cantidades  que  han  sido  fijadas 
i  determinadas  i  no  mas.  Para  llenar  este  deber  se  exa- 
minan i  aprueban  todos  los  años  los  presupuestos,  de 
manera  que  lo  que  no  está  incluido  en  ellos  no  puede 
gastarse,  aun  cuando  exista  una  lei  anterior  que  dispon- 
ga tal  gasto.  Si  los  presupuestos  no  tienen  este  efecto, 
poco  menos  que  inútil  sería  su  adopción  anual,  porque  la 
mayor  parte  de  las  partidas  que  en  ellos  se  encuentran 
no  son  otra  cosa  que  la  repetición  de  lo  que  disponen  le- 
yes anteriores.  Sosteniéndose  que  se  puede  pagar  suel- 
do a  los  funcionarios  que  se  nombren  para  las  Cortes  de 
la  Serena  i  Concepción,  porque  tres  años  ha  se  dictó  una 
lei  sobre  esta  materia,  debía  pretenderse  también  que  se 
borrasen  del  presupuesto  las  rentas  de  todos  los  emplead- 
dos  en  los  diversos  ramos  de  la  administración,  porque 
acerca  de  todos  ellos  existen  igualmente  leyes  anterio- 
res que  determinan  estas  rentas.  Pero  no  es  esto  lo  que 
quiere  la  Constitución,  pues  exije  terminantemente,  sin 
distinguir  entre  los  gastos,  que  todos  ellos  sean  fijados  i 
determinados  en  cada  año;  ya  eu  otra  vez  me  parece  ha- 
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.  ber  manifestado  el  diverso  efecto  que  producen  las  leyeg 
anteriores  i  las  posteriores  al  presupuesto  relativamente 
a  la  presente  cuestión. 

«La  opinión  que  acabo  de  emitir  está  de  acuerdo  con 
la  práctica  observada  por  el  Gobierno.  Una  lei  del  Con-* 
greso  autorizó  al  Presidente  de  la  República  para  invertir 
250,000  pesos  en  la  construcción  de  una  casa  que  sirvie- 
se  para  el  Instituto  Nacional.  Anualmente  se  ha  coloca* 
do  en  el  presupuesto  la  oantidad  que  prudencialmente 
se  ha  creido  podia  gastarse  en  este  objeto  en  cada  año. 
Agotada  la  suma  que  se  habia  calculado  para  el  presen- 
te, el  Presidente  de  la  República  ha  pedido  8,000  pesos 
mas  para  continuar  la  obra,  i  el  Congreso  recientemente 
acaba  de  aoordar  este  gasto,  fastos  8,000  pesos  son  una 
parte  de  los  250,000,  i  ni  el  Presidente  de  la  República 
pensó  que  para  invertirlos  le  bastaba  la  autorización  de 
la  lei  anterior,  ni  las  Cámaras  formaron  tampoco  seme- 
jante  conoepto,  puesto  que  espidieron  una  nueva  lei,  que 
habría  sido  enteramente  supérflua  conservando  la  pri- 
mera el  valor  que  se  pretende  darle.  He  aludido  a  este 
caso  por  ser  mui  reciente,  no  obstante  que  hai  otros  mu- 
chos que  podrían  servir  igualmente  de  comprobación  del 
principio  que  estci  sosteniendo. 

«Recurrir  ya  a  los  presupuestos,  ya  a  las  leyes  ante- 
teriores  para  invertir  una  oantidad,  es  ejecutar  gastos 
que  no  han  sido  fijados  por  el  Congreso  para  aquel  año, 
i  esto  no  puede  menos  que  produoir  confusión  en  la  in- 
versión de  las  rentas  públicas  i  también  en  las  cuentas 
que  de  ella  deben  rendirse.  Este  resultado  es  el  que  me 
ha  movido  a  tocar  de  nuevo  esta  ouestion.»  * 

Terminado  el  discurso  precedente,  que  nos  parece  de-* 
cisivo,  la  Cámara  aceptó  la  manera  de  ver  de  m  autor, 
aprobando,  por  22  votos  oontra  11,  la  agregación  de  las 
nuevas  partidas  referentes  a  las  Cortes  de  Concepción  i 
de  Coquimbo. 

Opinión  idéntica  a  la  que  en  1848  habia  sostenido  el 
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gefior  don  Manuel  Montt,  defendió  el  señor  don  Alejan-* 
dro  Reyes  en  sesión  de  la  Cámara  de  Diputados  de  2  de 
diciembre  de  1858,  al  tiempo  de  discutirse  la  cuenta  de 
inversión.  Dijo  el  señor  Reyes,  entre  otras  cosas,  que 
«en  materia  de  gastos  públicos  no  creía  que  hubiera 
otra  lei  suprema  que  la  de  presupuestos,  a  no  ser  las 
que  fueren  dictadas  posteriormente  por  ambas  Cámaras 
para  suplir  alguna  necesidad  urjente.........  que  el  Go- 
bierno no  está  autorizado  a  decretar  ni  el  gasto  de  un 
centavo  sin  que  sea  apoyado  en  alguna  partida  del  pre- 
supuesto o  en  una  lei  posterior  dictada  por  el  acuerdo  de 
ambas  Cámaras.» 

A  juicio  del  señor  Reyes  no  es  lícito  hacer  imputacio- 
nes de  gastos  a  leyes  anteriores  al  año  en  que  el  gasto 
se  decreta,  o,  lo  que  tanto  vale,  esas  leyes  anteriores  no 
rijen  después  del  año  dentro  del  cual  se  dictan  sino  son 
aceptadas  en  los  presupuestos  posteriores. 

I  en  el  mismo  sentido  que  los  señores  Montt  i  Reyes 
resolvió  el  Senado  la  cuestión  én  el  siguiente  caso,  ocurri- 
do en  sesión  de  15  de  julio  de  1868. 

Se  discutía  el  presupuesto  de  Hacienda,  i  el  mismo 
señor  Reyes,  entonces  Ministro  del  ramo,  hizo  indicación 
para  que  se  consultara  una  partida  final  de  un  millón  de 
pesos  para  los  almacenes,  muelle  i  otras  obras  fiscales 
de  Valparaíso.  Habiendo  el  señor  don  Melchor  de  Santiago 
Concha  promovido  la  duda  de  si  quedarían  vij entes  las  le- 
yes que  antes  se  habían  dictado  autorizando  esos  mismos 
gastos,  una  vez  aceptada  la  partida  propuesta,  el  señor 
don  Federico  Errázuriz,  Senador  i  Ministro  de  la  Gue- 
rra, hizo  indicación  para  que  dicha  partida  se  glosara 
espresando  que,  en  la  referida  suma  de  un  millón,  que- 
daba incluida  la  cantidad  que  a  principios  de  1869  no  se 
hubiera  alcanzado  a  invertir  Gonforme  a  las  dos  leyes  es- 
traordinariamente  dictadas  para  efectuar  aquellos  tra- 
bajos. 

Y\  Senado  aprobó  la  partida  en  esta  forma  por  unam* 

n 
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midad,  de  lo  que  puede  deducirse  que,  a  su  juicio,  no 
habría  sido  lícito  invertir  en  1869  suma  alguna  impu- 
table a  las  dos  leyes  citadas,  si  de  estas  no  se  hubiera 
hecho  mérito  espresamente  en  el  presupuesto  de  ese 
año. 

Posteriormente,  cuando  asomó  la  práctica  contraria  a 
la  opinión  que  sostenemos,  levantó  siempre  vivas  pro- 
testas, hasta  que  al  fin  el  imperio  del  sistema  correcta- 
mente constitucional  se  ha  establecido  con  firmeza.  ¡Es- 
peremos que  con  firmeza  también  se  mantenga! 


o 
o  o 


6.a  cuestión. — ¿La  inversión  de  las  sumas  consultadas 
en  los  presupuestos  es  obligatoria  para  el  Ejecutivo,  o  es 
para  éste  meramente  facultativa? 

En  sesión  de  la  Cámara  de  Diputados  de  10  de  di- 
ciembre de  1869  se  debatió  esta  interesante  cuestión. 
Fué  promovida  por  el  señor  don  José  Manuel  Pizarro, 
con  motivo  de  no  haberse  invertido  por  completo  en  1869 
la  suma  de  ocho  mil  pesos  que,  en  el  presupuesto  co- 
rriente, se  consultaba  para  la  fábrica  del  templo  de  San 
Fernando. 

El  señor  Pizarro  i  el  señor  don  Manuel  Antonio  Matta 
sostuvieron:  que  las  cantidades  fijadas  en  el  presupuesto 
para  objetos  determiriados  deben  necesariamente  inver- 
tirse en  su  totalidad  en  dichos  objetos,  i  el  señor  don 
Ramón  Barros  Luco  dijo:  que  «el  Gobierno  está  en  la 
obligación  de  invertir  las  partidas  que  han  sido  acorda- 
das por  el  Congreso  en  los  objetos  a  que  ellas  son  destín 
nadas.» 

El  señor  don  Joaquín  Blest  Gana,  Ministro  del  Culto, 
i  los  señores  don  Francisco  Vargas  Fontecilla  i  don 
Alejandro  Reyes,  sosteniendo  lo  contrario  i  jeneralizan- 
do  demasiado,  adujeron  ejemplos  un  tanto  inconducen- 
tos,  como  el  de  la  cantidad  que  se  consulta  para  caminos, 
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sin  observar,  tal  vez,  que  el  presupuesto  no  determina  en 
qué  caminos  ha  de  invertirse,  lo  cual  no  sucedía  con  el 
gasto  a  que  se  referia  el  señor  Pizarro,  el  cual  era  fijo  en 
su  monto  i  determinado  en  su  fin. 

Nos  parece  indudable  que  cuando  el  presupuesto  asig- 
na un  gasto  jijo  en  su  monto  i  determinado  en  su  objeto, 
aplicable  en  favor  de  una  persona  natural  o  jurídica,  el 
derecho  que  esta  adquiere  es  correlativo  de  la  obliga- 
f  cion  que  pesa  sobre  el  Gobierno  de  hacer  el  gasto.  No 

sucede  igual  cosa  con  la  partida  de  caminos  i  con  todas 
aqueles  que  se  refieren  a  gastos  eventuales  i  de  carác- 
ter indeterminado.  Estos  son,  por  su  propia  naturaleza,  ver- 
daderamente condicionales,  pues  están  subordinados  a 
circunstancias  variables,  que  solo  el  Ejecutivo  puede  ca- 
lificar. Así,  sino  ocurrieran  deterioros  en  los  caminos, 
no  sería  menester  gastar  en  repararlos. 

En  el  primer  caso  las  leyes  del  presupuesto  imponen 
un  deber  al  Presidente  de  la  República;  en  el  segundóle 
confieren  una   autorización.  En  el  primero,   el  gasto  es 
obligatorio   para  el   Ejecutivo;  en  el  segundo  es  mera- 
mente facultativo. 

A  pesar  de  que  el  caso  suscitado  por  el  señor  Pizarro 
incidía  en  el  primero  de  los  dos  que  acabamos  de  apun- 
tar, la  Cámara,  queriendo  mirar  la  proposición  de  dicho 
/  señor  como  un  voto  de  censura,  la  rechazó  por  39  votos 

contra  10.  Resolución  es  esta  que  no  nos  parece  ajusta- 
da a  los  buenos  principios  i  que  no  aconsejaríamos  fue- 
ra imitada  en  casos  análogos. 


o 
o  o 


7.a  cuestión. — ¿Pueden  las  Cámaras  negarse  a  discutir 
los  presupuestos  hasta  que  se  cambie  el  Ministerio? 

En  Chile  jamas  ha  ocurrido  el  caso.  Solo  ha  tenido 
Jugar  el  de  aplazar  dicha  discusión  hasta  que  se  cono* 


180  LA  CONSTITUCIÓN   ANTE  EL  CONGRESO 

<ciera  el  personal  de  un  Ministerio  que  estaba  para  nom- 
brarse. 

Este  último  caso  tuvo  lugar  en  sesión  de  la  Cámara 
de  Senadores  de  10  de  agosto  de  1857.  La  indicación  de 
aplazamiento  fué  hecha  por  el  señor  don  Fernando  Laz- 
«ano  i  defendida  por  el  señor  don  José  Joaquin  Pérez.  La 
combatieron  los  señores  don  Máximo  Mujica  i  don  Diego 
José  Benavente,  i  filé  aprobada  por  once  votos  contra 
siete. 

Nos  parece  incuestionable  la  facultad  que,  en  aquel 
«caso,  puso  en  ejercicio  la  Cámara  de  Senadores.  No  se 
trataba  entonces  de  negarse  absolutamente  a  discutir  los 
presupuestos.  La  indicación  tenia  por  objeto  influir  en 
la  designación  de  las  personas  que  debían  formar  el 
nuevo  Gabinete,  i  es  indudable  que,  aunque  la  facultad 
de  nombrar  los  Ministros  depende  solo  de  la  voluntad 
del  Presidente  de  la  República,  conforme  a  la  parte  6.* 
del  art.  82,  en  el  sistema  parlamentario  las  Cámaras 
pueden  servirse  de  medios  como  el  indicado,  para  que 
el  Gabinete  tenga  este  o  aquel  color  político.  En  esto 
consiste  precisamente  la  ventaja  de  los  Gobiernos  re- 
presentativos, 

Mas  todavía.  Si  las  Cámaras  quisieran  negarse  a  dis- 
cutir los  presupuestos,  podrían  hacerlo,  aunque  jamas  lo 
hayan  hecho,  de  la  misma  manera  que  podrían  negar 
las  contribuciones,  A  propósito  de  esta  facultad  decía  el 
señor  don  Manuel  Montt,  en  sesión  de  la  Cámara  de  Di- 
putados de  7  de  enero  de  1850,  lo  que  sigue:  <iEl  dere- 
clio  terrible  de  suspender  las  contribuciones  no  puedo 
usarse  sino  en  casos  sumamente  estraordinarioSj  contra  un 
Gobierno,  por  ejemplo,  que  conculcase  todos  los  dere- 
chos, que  violase  todas  las  leyes,  i  ejerciese  en  todo  sen- 
tido una  verdadera  i  odiosa  tiranía.  Para  evitar  los  le- 
vantamientos populares  que  suelen  acontecer  en  estos 
e8tremos,  ha  puesto  la  Constitución  en  manos  del  Congre- 
so esta  arma  terrible,  cuyo  uso  no  puede  ser  lejítimo 
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sin  qtte  intervengan  las  mismas  causas  que  lejitimarian 
una  revolución.  Sobre  las  revoluciones  debe  caer  la  exe- 
cración pública  i  sobre  los  actos  que  encaminan  necesa- 
riamente a  ellas,  v 

El  señor  Montt  reconocía  en  el  Congreso  el  derecho  de 
esgrimir,  en  los  casos  estremos  a  que  aludía,  el  arma 
terrible  de  suspender  las  contribuciones.  Pensando  co- 
mo él,  creemos  que  solo  en  casos  de  esa  naturaleza  podrí» 
también  ejercer  el  de  negarse  a  discutir  los  presupues- 
tos. Reconocemos  en  él  la  facultad,  deseando  i  esperan- 
do que  jamas  llegará  el  caso  de  tener  que  ejercitarla. 


o  o 


Ikcíso  3.° 

Á  pesar  de  que  este  inciso  se  refieíe,  en  jetoeral,  a  las 
fuerzas  de  mar  i  tierra^  i  a  pesar  de  que  es  incuestiona- 
ble que  estas  las  forman  no  solo  el  ejército  i  la  armada^ 
sino  también  la  guardia  nacional  o  milicias,  i  aun  la  poli* 
cía,  es  un  hecho  que  el  Congreso,  al  discutir  anualmente 
la  lei  a  que  alude  dicho  incisot  ha  fijado  solo  el  monto  de 
las  fuerzas  del  ejército  i  de  la  armada,  que  no  son  sino 
una  parte  del  todo  de  nuestras  fuerzas  de  mar  i  tierra. 

Para  convencerse  de  que  estas  espresiones  no  son  si- 
nónimas i  de  que  la  Constitución  no  las  emplea  promis- 
cuamente, basta  recordar  algunas  de  las  atribuciones 
que  ella  confiere  al  Presidente  de  la  República. 

Así,  según  la  parte  9.a  del  art.  82,  el  Presidente  no 
puede  conferir  por  sí  solo,  fuera  del  campo  de  batalla, 
los  empleos  o  grados  de  coroneles,  capitanes  de  navio  i 
demás  oficiales  superiores  del  ejército  i  armada;  a  pesar 
de  que,  conforme  a  las  atribuciones  16.a  i  17.a  del  mismo 
artículo,  le  corresponde  ^disponer  de  la  fuerza  de  mar 
i  tierra,  organizaría  i  distribuirla  según  lo  hallare  por  con- 
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veniente,  i  mandarla  personalmente  en  ciertos  casos.» — • 
Si,  según  estas  atribuciones,  el  Presidente  es  jefe  supe- 
rior también  de  las  milicias,  porque  se  comprenden  en  la 
fuerza  de  mar  i  tierra,  i  si  lo  es  aun  de  la  policía,  atendida 
la  organización  que  esta  tiene  entre  nosotros  según  las 
leyes  del  réjimen  interior  i  de  municipalidades;  ¿cómo 
se  comprende  entonces  que,  cuando  se  trata  de  atribu- 
ciones del  Congreso,  la  guardia  nacional  no  forme  ya 
.  parte  de  la  fuerza  de  mar  i  tierra?  . 

Bien  se  concibe  que  el  Congreso  no  intervenga  en  la 
fijación  de  las  fuerzas  de  policía,  desde  que  estas  son  lo- 
cales i  corren  a  cargo  de  las  municipalidades,  cuyos  gas- 
tos el  Congreso  no  está  llamado  a  fijar  por  la  Consti- 
tución. 

Pero  la  guardia  nacional  presta,  o  debo  prestar,  ser- 
vicios de  carácter  jeneral,  i  los  gastos  que  ocasiona  son 
sufragados  por  el  Fisco.  Ella  depende  del  Presidente  i 
puede  hacef  se  servir  para  mil  abusos.  Luego,  por  razo- 
nes idénticas  a  las  que  militan  respecto  del  ejército  i  do 
la  armada,  el  Congreso  debería  fijar  en  cada  año  el  má- 
ximum de  los  individuos  que  pudieran  ser  enrolados  en 
las  milicias,  repartiendo  ese  número  entro  todos  los  mu- 
nicipios de  la  República  proporcionalmento  a  la  pobla- 
ción de  cada  uno. 


o 
o  o 


Del  inciso  qtte  examinamos  puede  surjir  otra  dificul- 
tad, a  causa  de  la  contradicción  que  se  nota  entre  el  pla- 
zo de  un  año  que  señala  en  su  primer  párrafo,  i  el  do 
dieziocho  meses  que  indica  en  el  segundo,al  referirse  a  las 
fuerzas  de  mar  i  tierra. 

En  la  práctica  la  cuestión  no  se  ha  suscitado,  porque 
siempre  las  fuerzas  del  ejército  i  de  la  armada  se  han 
fijado  solo  por  el  término  de  un  año,  i  es  natural  que  así 
sea,  porque,  como  lo  decía  mui  bien  el  señor  don  José 


/ 


/ 
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Victorino  Lastarria  en  sesión  de  la  Cámara  de  Diputa- 
dos de  9  de  enero  de  1850,  «¿cómo  podría  suceder  que 
se  votase  el  presupuesto  anualmente  sin  tener  al  mismo 
tiempo  presente  la  fuerza  del  ejército  que  debe  existir, 
cuando  en  ese  presupuesto  están  consultados  los  fondos 
qué  en  dicha  fuerza  se  invierten?  Esta  es  la  razón  prin- 
cipal que  la  Constitución  ha  tenido  para  ordenar  que  se 
fijen  cada  año  las  fuerzas  de  mar  i  tierra;  i  esta  razón  no 
milita,  por  cierto,  respecto  de  las  contribuciones.» 

Como  se  vé,  el  señor  Lastarria  tomaba  en  cuenta  solo 
la  parte  del  precepto  constitucional  que  ordena  fijar 
igualmente  en  cada  año  (el  igualmente  se  refiere  al  pre- 
cepto anterior  que  se  ocupa  de  los  presupuestos)  las  fuer- 
zas de  mar  i  tierra,  desentendiéndose  de  las  palabras 
con  que  termina  i  que  dicen:  (das  fuerzas  de  mar  i  tie- 
rra se  fijan  solo  por  igual  término.» 

El  señor  don  Manuel  Montt,  en  la  sesión  anterior  de 
7  del  mismo  mes,  habia  tratado  de  relacionar  los  dos 
distintos  plazos  que,  respecto  de  las  fuerzas  de  mar  i 
tierra,  establece  la  Constitución  en  el  inciso  que  estudia- 
mos, sosteniendo  que  la  lei  que  las  fija,  de  la  misma  ma- 
nera que  la  de  contribuciones,  debe  preceder  seis  meses 
a  la  fecha  en  que  haya  de  ejecutarse,  «tiempo  requerido 
por  la  prudencia,  i  en  muchos  casos  por  una  notoria  jus- 
ticia, para  que  las  alteraciones  hechas  por  el  Congreso 
en  el  pié  de  la  fuerza  se  lleven  a  efecto  sin  los  inconve- 
nientes anexos,  por  lo  común»,  a  esas  alteraciones,  incon- 
venientes que  el  señor  Montt  indicó,  haciéndolos  tam- 
bién estensivos  a  las  contribuciones. 

Pero  la  Verdad  es  que,  si  puede  ser  tan  conveniente 
como  se  quiera  que  leyes  que  requieren  graves  medidas 
para  ser  planteadas,  se  dicten  con  alguna  anticipación 
respecto  de  la  fecha  en  que  deben  ponerse  en  vigor,  la 
Constitución  en  lynguna  parte  dispone  que  aquellas  a 
que  se  refiere  el  inciso  3.°  de  su  art.  37,  se  dicten  con 
esa  ni  con  ninguna  otra  anticipación.  Eso  es  mera  cues- 
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tion  de  prudencia,  que  solo  el  lejislador  mismo  aprecias 
en  cada  caso  particular. 

líosotros  pensamos,  por  consiguiente,  que  la  contra- 
dicción que  ha  motivado  las  precedentes  observaciones 
es  positiva,  i  que  debería  suprimirse  la  última  parte  de 
la  disposición  constitucional  contenida  en  el  inciso  S* 
del  citado  art.  37,  La  práctica  constante  de  nuestros 
Congresos  la  ha  borrado  virtualmente,  fijando  i  decre- 
tando el  monto  de  las  fuerzas  de  mar  i  tierra  solo  por 
un  año,  nunca,  que  nosotros  sepamos,  por  dieziooho  me- 
ses. 


o 

o  o 


Incisos  4;°,  5.°  i  6¡:° 

No  han  suscitado  cuestiones  en  su  aplicación  práctica. 

En  cuanto  al  primero  debemos  observar  que  no  es 
constitucional  la  práctica  observada  por  varios  cíe  nues- 
tros gobiernos  de  contraer  deudas,  sin  autorización  de 
las  Cámaras.  El  inconveniente  nos  parece  que  podría 
salvarse  dictando  alguna  lei  permanente  que  facilitara 
al  Ejecutivo  los  medios  cíe  efectuar  aquellas  operaciones 
que  requiere  el  buen  crédito  del  pais,  sin;  salir  de  los  lí- 
mites fijados  en  los  presupuestos  i  en  la  lei  que  autoriza 
el  cobro  de  las  contribuciones.  No  conviene  perpetuar 
el  sistema  de  violaciones  constitucionales,  por  mui  bien 
intencionados  que  sean  los  móviles  de  sus  autores, 

o 
o  o 

Inciso  7.° 

No  ha  tenido  aplicación  todavía.  ¡Esperemos  que  ja- 
mas la  tenga!  , 


V 


\ 


/ 


ARTÍCULO    37  185 


Inciso  8.° 


Durante  largos  años  la  práctica  del  Congreso  ha  sido 
conceder  el  permiso  necesario  para  que  residan  cuerpos 
del  ejército  permanente  en  el  lugar  de  sus  sesiones  i  en 
una  circunferencia  de  diez  leguas,  solo  por  doce  meses. 
Esta  práctica  ha  sido  alterada  posteriormente,  otorgán- 
dose esos  permisos  por  trece  meses  en  algunos  casos.  £1 
primero  de  estos  ocurrió  en  1870,  dando  lugar  a  un  de- 
bate sostenido  en  sesión  de  la  Cámara  de  Diputados  de 
28  de  junio,  entre  el  señor  don  Francisco  Echáurren, 
Ministro  de  la  Guerra,  que  sostenía  lar  modificación,  i  los 
Befiores  don  Manuel  Antonio  Matta  i  don  Anjel  Custo- 
dio Gallo,  que  la  impugnaban  por  razones  políticas,  sin 
desconocer  que  el  Congreso  puede,  como  es  evidente, 
señalar  a  ese  permiso  la  duración  que  quiera,  puesto  que 
la  Constitución  no  la  determina. 


Inciso  9.° 


No  ha  sujerído  dificultades  en  su  aplicación. 


o 

o  o 


Inciso  10.° 

Según  este  inciso  solo  en  virtud  de  una  leí  se  puede: 
1.°  crear  o  suprimir  empleos  públicos;  determinar  o  mo- 
dificar sus  atribuciones;  aumentar  o  disminuir  sus  dota- 
ciones; 2.°  dar  pensiones  i  decretar  honores  públicos  a 
los  grandes  servicios. 

25 
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Ocupémonos  de  cada  una  do  estas  dos  materia»  sepa- 
radamente. 


o  .. 

o  « 

¿A  qué  empleos  se  refiere  la  Constitución  en  el  inciso* 
que  en  este  momento  pasamos  a  estudiar? 

La  palabra  empleo,  según  el  Diccionario  de  la  Realí 
Academia  Española,  significa:  «destino,  ocupación,  ofi- 
cio. 2>  La  misma  Constitución,  en  su  art.  130,  al  decir 
que  «todos  los  erftplcoú  municipales  son  cargos  consejil¿sf 
de  que  nadie  podrá  efecusar'se  sin  tefnei"  causa  señalada 
por  la  lei,»  refiriéndofee  así  a  las  funciones  de  alcalde  í 
de  rejidor,  da  a  esa  palabra  una  estension  enorme  i  equi- 
valente a  la  de'  funcionario.  Al  expresar  en  el  últimb*  pá- 
rrafo de  sil  art.  23  qrte:  todo  Diputado  que/  desde  el  mo- 
mento de  su  elección,  acepte  empleo  retribuido  de  nom- 
bramiento cscíusivo  del  Prebidente  efe  la  República,- 
cesará  en  su  representación^»  admite  tqptfinantemente' 
otra  vez  que  existen  también  empleos  rtú  Retribuidos. 

Según  esto,  la  creación  de  todo  empleo^  sea  o  no  re^ 
munerada  por  el  Fiscof  piles  nú  trata  la  Conbtitticion  en 
el  inciso  10.°  del  art.-  37  sino  de  los  destinos  públicos,  o 
sea  de  aquellos  que  se  establecen  para  asuntos  de  interés 
jeneraly  requeriría  la  intervención  del  legislado^,  si  se 
aplicara  dicho  inciso  conforme  a  su  tenor  literal  i  sin  in- 
troducir distinciones  dolido  la  Constitución  no  ks  esta- 
blece. 

Sin  embargo,-  la  práctica  fío  guarda  conformidad  con 
la  opinión  precedente.  Se  ha  entendido'  que  el  inciso  se 
refiere  solo  a  los  empleos  públicos  rentados,  porque  en 
él  mismo  se  habla  del  aumento  o  disminución  de  sus  do- 
taciones. 1^  lo  qué  es  todavía  mas  grave,  el  Presidente 
de  la  República  há  creado,  por  medió  de  simples  decretos 
i  sin  que  exista  lei  alguna  que  le  haya  conferido  esa  fa- 
cultad, empleos  públicos  rentados,  conferidos  al  nombra-' 
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do  con  el  carácter  de  péiHianentes  i  con  desechó  a  jubila* 
bion.  Es  esto  ló  que  vtene  sucediendo  desdé  hace  largos 
años  con  todos  los  destinos  de  profesor  de  los  estableci- 
mientos de  enseñanza  sostenidos  por  la  Nadioh. 

Éste  píocedíniiento  iñconstitutíionál,  i  que  se  ha  repe- 
lido eü  muchos  otros  casos,  és  debido  a  la  falta  dé  cuni- 
plimiento  por  parte  del  Congredo  de  la  obligaéion  dé 
íórmaí  el  plan  jenéral  dé  educadion  nacional  á  que  alu- 
de el  art  Í53  de  la  (jonstitucioüj  obligación  que  Sólo 
fcihora,  después  de  45  años  corridos  desdé  1833;  ha  veni- 
do  a  Henar  con  la  promulgación  de  li  léi  de  9  de  eneró 
del  año  actual  (1#79). 

La  falta  de  ese  plan  áe  ha  suplido,  éji  gran  parte;  por 
ínedio  dé  dééretos  qué  las  Cámaras  jamas  han  objetado, 
i  que,  lejos  dé  elld,  haú  ratificado  al  aprobar  las  cuentas 
de  inveráiori  qué  el  Ejecutivo  les  ha  presentado  anual- 
khente,  quedando  así  este  revestido  de  facultades  verda- 
derauieiite  lejislativás  éñ  niatéria  dé  instrucción  pública. 
Igual  cosa  ha  sucedido  con  la  guardia  nacional  i  coil 
(cuanto  a  ella  sfe  refiere; 

Todo  esto  es  mas  qué  iiicóríeétój  i  ilóá  páretíé  qué  el 
Congreso  ha  jJrinéipiadó  ya  á  reaccionar  en  la  materia^ 
Reivindicando  las  atribuciones  que  lé  son  propias^  Según 
6é  deja  ver  por  la  léi  dé  instrucción  níedia  i  Superior  qué 
acaba  de  ser  promulgada}  i  éñ  la  cuál  si  se  ha  creidó  ne- 
cesario conferir  al  Presidente  de  la  Repúblitía  la  facilitad 
dé  Crear  clases,  sé  lé  sujetó  a  las  forniálidádés  ptóvias 
que  la  misma  léi  determinas 

Que  el  Ejecutivo  creé  destinos  cuando  la  lei  lé  facul- 
ta espresámenté  pai*á  hacerlo,  es  algo  tari  arreglado  a  la 
Constitución  conló  él  que  contraiga  una  deúda¿  sí  la  lei 
lé  autoriza  también  para  ello; 

La  Constitución  exijé  que  los  énipléós  públicos  Sean 
croados  potí  lei;  pero  no  eiije  una  lei  especial  para  cada 
destino  en  particular.  Así  la  lei  do  15  do  octubre  de 
1875¿  sobre  organización  i  atribuciones  de  los  tribuna- 
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les,  faculta  al  Presidente  de  la  República  para  crear, 
previas  también  las  formalidades  que  ella  misma  deter- 
mina, ciertos  empleos  a  cargos  subalternos  del  orden  ju- 
dicial. 

La  opinión  de  que  el  Ejecutivo  puede  crear,  por  medio 
de  simples  decretos,  empleos  públicos  no  retribuidos,  no 
tiene  base  en  la  Constitución,  i  ella  lia  suscitado  protes- 
tas en  mas  de  una  ocasión. 

Así,  en  sesión  de  la  Cámara  de  Diputados  de  6  de  di- 
ciembre de  1871,  los  señores  don  Anjel  Custodio  Gallo 
i  don  Francisco  Puelma  sostuvieron,  al  tiempo  de  discu- 
tirse el  presupuesto  de  Relaciones  Esteriores,  que  no  ha- 
bía sido  constitucional  el  nombramiento  hecho  por  el 
Ejecutivo  en  el  señor  don  Maximiano  Errázuriz  para 
Ministro  Plenipotenciario  de  Chile  en  Viena,  porque, 
aunque  el  nombrado  lo  hubiera  sido  sin  sueldo,  la  crea- 
ción de  la  legación  misma  era  materia  de  lei.  El  señor 
don  Enrique  Cood  impugnó  esa  opinión,  deduciendo  la 
facultad  del  Ejecutivo  del  hecho  de  haber  sido  nombra- 
do el  diplomático  sin  sueldo  alguno,  i  de  la  atribución 
constitucional  que  le  compete  de  nombrar  los  aj  entes  di- 
plomáticos i  consulares. 

Nos  parece,  sin  embargo,  que  una  cosa  es  crear  una 
legación,  i  otra  bien  diversa  nombrar  al  que  debo  servir- 
la. La  Constitución  en  ninguna  parte  confiere  al  Ejecu- 
tivo la  facultad  de  crear  empleos  sin  sueldo,  i  solo  sí  la  de 
nombrar  los  empleados,  presupuesta  la  creación  del  em- 
pleo por  la  autoridad  competente.  Nosotros  no  aceptamos 
el  sistema  de  destinos  gratuitos  creados  por  medio  de  sim- 
ples decretos.  Semejante  sistema  destruye  por  su  base  todo 
nuestro  edificio  constitucional,  pues  daria  lugar  a  que  el 
Ejecutivo  creara  entre  sus  amigos  acaudalados,  una  falan- 
je  de  empleados  gratuitos,  que  ocuparan  para  sí  los  des- 
tinos públicos,  so  color  de  que  los  servían  de  valde. 

Así  podría  el  Ejecutivo  crearse  un  ejército  pagado 
por  sus  amigos,  i  no  se  divisa  tampoco  porque  no  habría 
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de  recibir  de  estos  los  fondos  necesarios  para  sostenerse 
en  el  poder,  aun  cuando  las  Cámaras  se  negaran  a  votar 
las  contribuciones.  La  pendiente  del  abuso  es  resbala- 
diza, . 

Cuando  la  Constitución  ha  querido  que  los  empleos 
públicos  sean  creados  por  la  lei,  no  ha  distinguido  entre 
los  pagados  i  los  no  pagados.  Ha  querido  reservar    al 
CongFeso  cierta  intervención  superior  en  los  negocios 
con  los  cuales  se  relaciona  el  empleo  que  se  trata  de  es- 
tablecer. Para  crear  una  legación,  por  ejemplo,  es  menes- 
ter apreciar  las  circunstancias  que  pueden  o  no  hacerla 
necesaria  o  conveniente,  i  no  puede  decirse  que  lo  gratuito 
del  cargo,  que  es  algo  que  depende  en  la  mayor  parte 
de  los  casos  de  las  circunstancias  especiales  del  nombra- 
do, haya  de  hacer  ilusoria  esa  intervención   superior, 
que,  en  el  sistema  parlamentario,  ejerce  el  Congreso  aun 
sobre  aquellas  atribuciones  del  Ejecutivo  que  son  de  un 
carácter  mas  esclusivo,  como  el  nombramiento  de   los 
Ministros  del  despacho  i  otras. 

Aunque  el  caso  que  acabarais  de  aludir  ha  ocurrido 
mas  de  una  vez,  no  creemos  que  deba  ser  imitado,  pues  no 
conocemos  lei  alguna  que  faculte  al  Ejecutivo  para  crear 
legaciones  gratuitas  donde  le  plazca.  No  existiendo  esa 
lei,  no  divisamos  en  qué  pudiera  fundarse  el  ejercicio  de 

semejante  facultad,  sino  en  una  práctica  que  ya  es  tiem- 
po de  correjir,  si  nuestros  Congresos  no  quieren  conti- 
nuar siendo,  como  hasta  ahora,  bien  poco  celosos  de  sus 
prcrogativas.  I  la  verdad  es  que  pocas  de  ellas  han  sido 
mas  atropelladas  que  la  de  crear  empleos  a  que  se  refie- 
re la  primera  parte  del  inciso  10.°  del  art  37. 

e 
o  o 

En  cuanto  a  la  facultad  de  dar  pensiones,  materia  tam- 
bién de  lei  según  dicho  inciso,  no  es  cuestión  constitu- 
cional la  de  resolver  si  las  Cámaras  deben  votar,  antes 
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de  decidir  en  materia  de  pensiones,  si  el  individuo  a 
quien  o  a  cuya  familia  se  trata  de  concederlas,  ha  empe-. 
nado  o  no  1$  gratitud  nacional.  IJsto  es  materia  de  sim-. 
pie  trámite,  que  se  rije  por  lqs  reglamentos  q  acuerdos 
interiores  de  las  Cáiparag  mismas. 

Pero  esa  práctica,  que  se  observó  durante  nachos! 
años  en  la  Cándara  de  Diputados,  creemos  que  hasta 
1852,  se  relaciona  con  un  punto  que  es  grave. 

Al  hacer  mérito  (Je  las  pensiones,  la  Constitución  se- 
para la  proposición  ddar  pensiones*,  4e  la  siguiente — xtí 
decretar  honores  públicos  a  los  grandes  servicios,»  solo 
por  una  con^a,  no  por  puntQ  i  coma,  como  lo  hace  res*, 
pecto  de  Iqs  períodos  anteriores.  Luego  es  ol^ro  que  el 
pomplenjento.  final  <ta  los  grandes  servicios^   se  refie-. 
re  tai^to  al  verib»q  dar  como  al  verbo  decretar \  que  es-i 
tan  unicjqs  por  la  conjunción  copulativa  i,  siéndolo  en«* 
toncos  que,  con^o  mui  bien  lo  sostuvo  el  señor  don  Ma-. 
jiuel  Antonio  Matta,  en  sesión  de  la  Cándara  de  Diputa- 
dos de  14  de  agqsto  dq  1853,  la  lei  no  puede  dar^en-, 
piones  sino  a  lqs  grandes,  servicios,  i  solo  st  estos,  a  pesar 
de  quq  la  opinión  contraria,  que  en  dicl^a  sesión  sostuvo 
el  señor  don  Waldq  Silva,  según  la  cual  se  conceden 
pensiones  a  servicios  que  no  son  grandes  ni  notables,  se 
ha  convertidq  en  una  rqala  escuela  que  constituye  al 
Estado  en  protector  de  los  desvalidos,  i  aun  en  muchos 
casos  de  quienes  no  lo  sop. 

Nosotros,  pensando  coiuq  §1  señor  Matta,  desearíamos 
que  cada  vez  quq  se  tratara  4q  dan  pensiones,  las  Cama-: 
^as  recordaran  previamente,  restableciendo  el  trámite  que 
antes  se  empleaba  oq  la  de  Diputados,  que  solo  es  oons-, 
fitucional  acordarlas  a  los  grandes  servicios.  Tal  es  1^  vo-, 
Juntad  de  la  Lei  Fundamer^tal,  voluntad  que  debe  sey 
siempre  respetada. 


o 
o.  o 
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¿I  qué  se  entiende  por  honores  públicos  para  los  efec- 
tos de  la  disposición  que  examinamos?  El  Senado,  des- 
pués de  una  larga  discusión  habida  en  sus  sesiones  de 
8  i- 10  de  julio  de  1846,  con  ocasión  de  un  proyecto  que 
tenia  por  objeto  honrar  la  memoria  del  señor  don  Maria- 
no Egaña,  resolvió,  por  once  votos  contra  cinco,  quo 
podía  decretar  por  sí  solo  honores  en  su  recinto,  deci» 
diendo  así  que  ellos  no  tienen  el  carácter  de  públicos. 

A  la  verdad  que  no  es  fácil  comprender  lo  que  se  en-* 
tiende  por  honor  público,  sino  lo  es,  por  ejemplo,  colocar 
el  retrato  del  honrado  en  el  lugar  donde  tiene  sus  sesio-* 
nes  una  de  las  Cámaras.  Lo  visible  u  ostensible  del  ho- 
nor tampoco  decide  acerca  de  su  carácter  de  público, 
porque  se  han  tributado  cutre  nosotros  honores  tan  vi- 
sibles, como  el  de  levantar  estatuas  en  las  calles,  plazas 
o  paseos,  costeadas  solo  con  erogaciones  particulares  i 
sin  que  ninguna  leí  las  haya  decretado. 

La  columna  trajana  que  tenemos  en  Santiago,  con  los 
perfiles  de  los  señores  Benavente,  Tocornal,  Sanfuentes 
í  García  Reyes,  nos  parece  que  es  un  honor  público,  si 
por  público  se  entiende  lo  que  está  a  la  vista  de  todos. 
Lo  es  también  la  estatua  de  Cochrane  en  Valparaíso,  la 
de  Wheel wright  en  el  mismo  puerto.  I,  sin  embargo,  en 
todos  estos  casos  i  en  muchos  otros,  honores  que  son 
públicos  en  el  sentido  que  acabamos  de  indicar,  no  han 
eido  autorizados  por  lei  alguna. 

Debemos,  en  consecuencia,  deducir  de  lo  que  precede, 
que,  según  la  intelij  encía  prácticamente  dada  a  la  Cons- 
titución, i  que,  por  lo  demás,  guarda  armonía  con  la  que 
ge  ha  dado  a  la  segunda,  parte  del  art.  5.°,  solo  se  entien- 
de que  es  público  el  honor  votado  por  el  Congreso  a  es- 
pensas  de  la  Nación. 


o 
9  O 
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Inciso  11.° 

Amnistía^  según  ol  Diccionario  de  la  Real  Academia 
Española,  es:  «Olvido  de  los  delitos  políticos,  el  cual  de- 
creta el  soberano. 3> — Indulto  es:  «Gracia  por  la  cual  el 
superior  remite  la  pena,  o  exceptúa  i  exime  a  alguno  do 
la  lei  o  de  otra  cualquier  obligación.» — La  amnistía,  se- 
gún el  art.  93  de  nuestro  Código  Penal,  número  3.°,  tes- 
tingue  por  completo  la  pena  i  todos  sus  efectos;*  la  gracia 
de  indulto,  según  el  número  4.°  del  mismo  artículo,  «so- 
ló remite  o  conmuta  la  pena;  pero  no  quita  al  favorecido 
el  carácter  de  condenado  para  los  efectos  de  la  reinciden- 
cia o  nuevo  delinquimiento  i  demás  que  determinan  las 
leyes,» 

Según  esto,  la  amnistía  recae  sobre  delitos  políticos; 
el  indulto  sobre  delitos  comunes;  aquella  borra  el  hecho 
i  todos  sus  efectos  desaparecen  para  la  lei;  este  no 
borra  el  hecho,  sino  que  perdona  la  pena,  sin  que  desa- 
parezcan para  la  lei  todos  los  efectos  de  aquel 

Estas  distinciones  tan  marcadas,  i  que  todos  los  juris- 
consultos han  aceptado  sin  discusión,  nos  parece  que 
fueron  olvidadas  por  la  lei  de  8  de  noviembre  de  1865, 
que  dice  así:  «Se  concede  amnistía  a  todos  los  compro- 
«metidos  en  el  hecho  que  tuvo  lugar  en  la  ciudad  de 
«Talca  el  7  de  julio  último,  quedando  en  consecuencia 
«fenecidos  los  juicios  que  hayan  tenido  oríjen  o  sido  con- 
«secuencia  de  ese  hecho.» 

El  hecho  a  que  esa  lei  alude  fué  el  de  haber  sido  que- 
mada en  la  plaza  de  Talca  una  copia  de  cierta  sentencia 
dada  por  la  Corte  de  Apelaciones  de  Santiago,  en  la 
causa  criminal  promovida  por  un  vecino  de  aquella  ciu- 
dad contra  el  Juez  Letrado  de  la  provincia.  El  delito  era 
el  de  desacato  o  falta  de  respeto  a  la  Corte;  su  carácter 
era,  por  consiguiente,  el  de  delito  común. 
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Si  esto  es  así,  no  debió  dictarse  una  lei  de  amnüúa, 
desde  que  esta  no  tiene  aplicación  sino  tratándose  de 
delitos  políticos. 

Por  otra  parte,  encontrándose  pendientes  los  procesos 
a  que  aquel  hecho  dio  oríjen,  nos  parece  que  la  lei  cita- 
da violó  el  art.  108  de  la  Constitución,  porque  con  ella 
se  entorpeció  i  paralizó  la  acción  de  los  tribunales  en 
causas  de  que  se  hallaban  conociendo. 

Mas  todavía,  ¿cómo  concebir  amnistía  o  indulto  donde 
no  ha  habido  condenado?  Si  todo  procesado  tiene  derecho 
a  ser  reputado  como  inocente,  mientras  no  declara  lo  con- 
trario una  sentencia  ejecutoriada,  mal  se  comprende  que 
se  amnistié  o  indulte  al  inocente.  No  se  puede  estinguir 
ni  remitir  una  pena  que  no  existe,  desde  que  no  ha  sido 
aplicada. 

Creemos  que  la  lei  a  que  hemos  llamado  la  atención 
fué  aconsejada  por  móviles  sanos  i  elevados  en  los  difí- 
ciles momentos  que  la  guerra  con  España  acababa  de 
crear  al  país;  pero  creemos  que  ella  es  constitucional- 
mente  objetable  en  mas  de  un  sentido,  i  que  no  debe 
admitirse  como  precedente  digno  de  ser  imitado. 


o 
o  o 


La  lei  solamente  puede  conceder  indultos  jenerales  i 
amnistías.  Aunque  la  Constitución  emplea  la  conjunción 
o  para  unir  las  dos  espresiones,  ellas  tienen,  como  lo  he- 
mos indicado  ya,  bien  distinta  significación.  Los  indul- 
tos particulares  solo  pueden  ser  concedidos  por  el  Presi- 
dente de  la  República,  conforme  a  la  parte  15.*  del  artí- 
culo 82,  salvas  las  excepciones  que  ella  misma  deter- 
mina. 

Siendo  esto  así,  es  evidente  que  el  Congreso,  fuera  de 

los  casos  de  excepción  allí  espresamente  enumerados,  no 

26 
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puede  otorgar  indulto  alguno  particular.  Por  consiguien- 
te,  el  que  las  Cámaras  pretendieron  conceder  a  don  Juan 
Alduhate  en  1849,  por  medio  de  un  proyecto  de  lei,  fué 
inconstitucional;  i  el  Presidente  de  la  República  obró 
bien  al  devolver  dicho  proyecto  al  Congreso  desechán- 
dolo en  el  todo,  como  lo  demostró  perfectamente  el  señor 
don  Manuel  Antonio  Tocornal  Grez,  entonces  Ministro 
de  Justicia,  contestando,  en  sesión  de  la  Cámara  de  Di- 
putados de  31  de  octubre  de  1849,  a  las  observaciones 
que  el  señor  don  Federico  Errázuriz  formuló  acerca  del 
p^jercioio  del  veto  por  parte  del  I^ecntivo  en  epe  caso. 


Inciso  12.° 

No  hai  pleonasmo  en  este  inciso.  Una  cosa  es  el  lugar 
donde  debe  residir  la  Representación  Nacional»  o  sea  la 
capital  de  la  República,  porque  forman  parte  de  la  refe- 
rida Representación  el  Presidente  de  la  República  i  otras 
autoridades,  como  la  Corte  Suprema,  Corte  de  Apelacio- 
nes de  Santiago,  etc. ;  i  otra  diversa  es  el  lugar-  donde 
debe  tener  sus  sesiones  el  Congreso,  lugar  que  la  Consti* 
tucion  no  ha  querido  que  este  solo  pueda  cambiar  a  su 
Arbitrio,  exijiendo  por  eso  que  el  asunto  sea  materia  4e 
Jei,  a  fin  de  que  tan  gr^ve  medida  jamas  llegue  a  reali* 
zarse  sin  la  concurrencia  del  Üjjeeutivo. 

No  conocemos  la  lei  especial  que  haya  declarado  <jue 
Santiago  es  la  capital  de  la  República,  i  que  en  dicha 
papital  deba  tener  sus  sesiones  el  Congreso.  No  ha  lie* 
gado  el  caso  de  aplicar  el  precepto  contenido  en  este  irj-» 
piso  4esde  J.833. 
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Abt.  38 

Son  atribuciones  esclusive^g  de  la  Cámara 

4e  Diputados 

(ti.*  Calificar  las  elecciones  de  sus  miembros \  conocer  so^ 
bre  los  reclamos  de  nulidad  que  ocurran  acerca  de  ellas,  i 
admitir  su  dimisión,  si  los  motivos  en  que  la  fundaren,  fue- 
ren de  tal  naturaleza  que  los  imposibilitaren  Jhica  o  moral- 
mente  para  el  ejercicio  de  sus  Junciones.— J*ava  calificar  los 
motivos  deben  conourrir  las  tres  cuartas  partes  de  los  Di-* 
putados  presentes^ 

<i2.*  Acusar  ante  el  Senado,  cuando  .frailare  por  con* 
veniente  hacer  efectiva  la  responsabilidad  de  los  siguientes 
funcionarios — 

a  A  los  Ministros  del  despacho,  i  a  los  Consejeros  de  Es* 
todo  en  la  forma,  i  por  los  crímenes  señalados  en  los  artí- 
culos 92,  93,  94,  95,  96,  97  i  107. 

<lA  losjenerales  de  un  ejército  o  armada  por  haber  com* 
prometido  gravemente  la  seguridad  i  el  honor  de  la  Nadonf 
%  en  la  misma  forma  que  a  los  Ministros  del  despacho  i 
Consejeros  de  fistado. 

a  A  los  miembros  de  la  Comisión  Conservadora  por  gra-i 
ve  omisión  en  el  cumplimiento  del  deber  que  le  impone  la 
parte  2.*  del  art  58. 

a  A  los  Intendentes  de  las  provincias  por  los  crímenes  de 
traición,  sedición,  infracción  de  la  Constitución,  malversa-* 
pión  de  los  fondos  públicos  i  concusión^ 

<ij\  los  majistrados  de  los  Tribunales  superiores  deJusti-% 
cia  por  notable  abandafio  de  sus  deberes. 

üEn  los  tres  últimos  casos  la  Cámara  de  Diputados  den 
clara  primeramente  si  ha  lugar  o  no,  a  admitir  la  proposit 
pión  de  acusación,  i  después,  con  intervalo  de  seis  dias,  $$ 
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fia  lugar  a  la  acusación,  oyendo  previamente  el  informe  de 
riña  Comisión  de  cinco  individuos  de  su  seno,  elejida  a  la 
suerte.  Si  resultare  la  afirmativa  nombrará  dos  Diputados 
que  la  formalicen  i  prosigan  ante  el  Senado.* 

o 
o  o 

1.a  ATRIBUCIÓN 


La  disposición  de  la  parte  1.a  del  art.  38,  referente  a 
la  dimisión  de  los  Diputados  no  ha  sujerído  cuestión  al- 
guna, pues  hasta  ahora  jamas  ha  llegado  el  caso  de  apli- 
carla. 

Muí  distinta  oosa  ha  sucedido  con  la  disposición  refe- 
rente a  la  calificación  de  las  elecciones  de  los  Diputados, 
la  cual  ha  suscitado  siempre  idéntica  cuestión  en  el  pri- 
mer año  de  todos  los  períodos  lejislativos  que  se  han  ve- 
nido sucediendo  desde  1849,  i  cuestión  que,  a  la  verdad, 
lia  sido  resuelta  siempre,  i  no  podia  sino  serlo  así,  en 
el  sentido  de  establecer  una  diferencia  marcadísima  en- 
tre la  atribución  constitucional  que  a  la  Cámara  compete 
de  calificar  las  elecciones  de  sus  miembros,  i  la  atribución 
meramente  reglamentaria  de  calificar  los  poderes  que 
olios  presentaren, 

'  Hai  distinciones  que  fluyen  de  la  lei  de  la  necesidad, 
de  la  naturaleza  misma  de  las  cosas.  Si  la  Cámara  no 
hubiera  de  comenzar  sus  operaciones  por  la  calificación 
de  los  poderes  de  sus  miembros,  ¿cómo  se  constituiría? 
I  obsérvese  que,  mientras  no  se  constituye,  no  es  ni  pue- 
de llamarse  una  parte  de  la  representación  nacional,  co- 
mo mui  bien  lo  hacía  notar  el  señor  don  Domingo  Ar- 
teaga  Alemparte,  en  sesión  de  la  Cámara  de  Diputados 
de  8  de  junio  de  1867.  Es  preciso,  como  ello  decia,  em- 
pezar por  el  principio,  i  para  ello  no  existe  temperamen- 
to mas  adecuado  que  el  que  constantemente  se  ha  adop- 
tado de  hacer  ante  todo  la  calificación  de  los  poderes  ^  sin 
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perjuicio  de  considerar  mas  tarde  el  fondo  mismo  de  la 
elección,  si  a  ello  hubiere  lugar. 

Renovada  la  Cámara  por  la  elección  del  pueblo,  con- 
forme a  la  lei,  es  sabido  que  los  presuntivamente  electos 
reciben  una  copia  del  acta  de  la  respectiva  junta  escru- 
tadora departamental,  copia  que  les  sirve  de  credencial  o 
poder  para  concurrir  a  las  sesiones  preparatorias  de  la 
Cámara. 

Es  evidente,  sin  embargo,  que  los  electos  no  pueden 
ser  reputados  como  verdaderos  diputados,  mientras  su 
elección  no  haya  sido  calificada  por  la  Cámara,  ya  quo 
es  posible  que  dicha  elección  haya  sido  nula  o  viciosa.  I 
como  todos  los  presuntos  miembros  de  la  Cámara  se  en- 
cuentran en  idéntico  caso,  resultaría  que  no  habría  me- 
dio posible  de  hacer  la  calificación  de  una  manera  seria 
i  formal,  sino  se  arbitrara  algún  espediente  para  consti- 
tuir a  la  Cámara  misma  desde  luego. 

Con  el  sistema  de  principiar  por  el  examen  de  los  po- 
deres}  sin  perjuicio  de  la  calificación  posterior  de  la  elec- 
ción, cuando  esta  diere  lugar  a  objeciones,  se  salva  todo 
inconveniente,  i  se  llega  al  resultado  de  constituir  la  Cá- 
mara con  celeridad. 

En  la  sesión  preparatoria  que  la  Cámara  de  Diputados 
celebra  el  29  de  mayo  posterior  a  la  elección  de  sus  nue- 
vos miembros,  se  designa  una  comisión  de  cinco  de  es- 
tos, con  el  esclusivo  objeto  <tde  examinar  los  poderes  de 
los  electos  i  de  presentar  respecto  a  ellos  los  correspon- 
dientes informes  a  la  Cámara  en  su  primera  sesión  ordi- 
naria. 3> 

Esta  comisión  se  limita  solo  a  examinar  la  forma  es- 
terna de  los  poderes,  esto  es,  si  están  realmente  confor- 
mes con  el  resultado  del  acta  de  la  junta  escrutadora 
jeneral,  con  el  de  los  escrutinios  parciales  de  cada  junta 
receptora,  si  vienen  firmados  por  autoridad  competente, 
i,  en  suma,  si  del  mismo  poder  no  aparecen  vicios  o  de- 
fectos que  lo  hagan  insuficiente  para  que  quien  lo  pre- 
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kéñta  sea  admitido  a  funcionar,  aunque  sea  provisional- 
mente, tíoíno  mifcnibro  electo  de  la  Cámara.  Esta,  al 
aceptar  comd  suficiente  Ün  poder,  nd  hace  otra  cosa  qué 
pronunciarse  &certíb  de  su  forma  esterna  i  aparente;  i| 
reservándose  la  facultad  de  decidir  acertía  del  fondo  mis- 
mo de  lú  eledcion,  rio  confiere  al  Diputado,  cuyo  es  el 
poder,  sillo  una  tepf  eseiitatíion  condicional  que  se  con- 
vierte éií  definitiva  i  estable^  si  la  elección  misma,  coma 
sucede  en  la  gran  mayoría  de  los  oasos^  no  es  objetada 
por  miembro  alguno  de  la  Cámara^  ni  impugnada  como 
mala  por  ninguií  ciudadano  dentro  del  término  fijado  por 
la  lei. 

Si  el  pdder  no  estúViexfe  eñ  órdén5  poique  no  emana  de 
autoridad  competente ;  porque  el  resultado  del  escrutinio 
aparece  falseado* en  él  mismo;  porqttó  contiene  borradu- 
ras, raspaduras  o  falsifitiacioriesj  ú  pdr  otro  motivo  Cual- 
quiera tjtie,  resultando  de  sti  inisíná  inspección,  lo  haga 
indigno'  de  fe,  la  Cámara  no  lo  &cépfa¿  i;  mientras  llega 
el  momento  de  protíuntíiarse  acertía  de  la  eletícíión  rfiis- 
ma,  no  es  admitido  a  funcionar  como  diputado  quien  lof 
presentó. 

Aprobados  tantos  poderes  cuantos  dieren  menester^ 
a  lo  ménds  para  que  haya  Quorum,  en  la  forma  sumaria  i 
espedita  que  acabantes  de  indicar,  la  Cámara  queda  yai 
en'  aptitud  de  pronunciarse  acerca  de  los  podefes  que  nof 
consideró  admisibles  prima-facia,  fesolvierido  las  cuestio- 
nes de  fondo  que  se  relacionan  con  la  elección,  entrando* 
a  la  calificación  de  esta  i  fallando  los  reclamos  de  nulidad 
pendientes. 

Si  la  calificación  del  poder,  cototio  ltf  hemos  dicho  coto- 
iorme  a  la  práctitfa  invariablemente  observada  por  la 
Cámara  de  Diputados,  es  algo  que  en  nada  menoscaba 
el  ejercicio  de  las  atribuciones  constitucionales  de  esta 
para  calificar  la  elección^  es  claro  que,  cuando  un  pode?' 
es  calificado  de  suficiente,  no  queda  resuelto  que  la  clec~ 
don  es  correcta  ni  válida.  I,  al  revés,  cuando  se  califica 
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Una  elección  como  ilegal,  cuando  es  declarada  nula,  el 
ppder  cae  por  tierra,  cesando  la  representación  de  quien 
lo  exhibió. 

Calificar  una  elección  es  ejercer  cuantas  atribuciones 
íueren  necesarias  para  depurarla  de  los  vicios  de  que 
adoleció,  i  para  íestablecer  la  verdad  del  sufrajio,  alte- 
rada por  Cualquier  motivo.  Así,  al  ejercitar  aquella  fa- 
cultad, puede  la  Cámara  rectificar  escrutinios;  puede  or- 
denar que  se  le  remitan  lols  actas  parciales  para  verifi- 
carlo, cuando  se  hubiere  negado  a  hacerlo  la  autoridad 
establecida  por  la  lei;  puede  anvlat  de  oficio,  o  sin  peti- 
ción de  persona  estraña,  la  elección  que  califica;  puede, 
enfin,  si  acepta  la  elección  Como  válida,  correjirla  do 
los  defectos  con  que  se  la  hubiere  falseado,  para  hacer 
que  su  resultado  favorezca  a  quien  fué  el  verdadero  ele- 
jido  del  pueblo,  i  para  evitar  que  usurpe  la  representa- 
ción de  este  quieü  careciere  de  título  para  asumirla. 

Citaremos  algunos  casos  prácticos  en  comprobación 
de  lo  que  acabamos  de  afirmar. 

En  sedion  de  7  de  junio  de  1864,  la  Cámara  de  Dipu- 
tados, al  ocuparse  de  lod  poderes  que,  por  el  departa- 
mento de  Valparaíso,  le  habían  presentado  los  señores 
don  Antonio  Varas,  don  Domingo  Santa-María  i  don 
Ignacio  Zenteno,  como  diputados  propietarios,  i  los  se- 
ñores don  Adriano  Borgoflo  1  don  Justo  Arteaga  Alelu- 
yarte cotíio  suplantes,  observó  que  de  esos  mismos  po- 
etares resultaba  <¿ue  el  señor  Zenteno  habia  obtenido 
solo  cuatrocientos  treinta  i  áeis  votos  para  diputado 
propietario;  al  pdso  que  el  señor  don  José  Victorino  Las- 
tarria  i  doü  Victorino  Lastarria,  nombres  que  evidente- 
mente se  referían  a  lina  sola  persona,  i  que  la  Munici- 
palidad de  Valparaíso  quiso  considerar  como  do&  dife- 
rentes, habia  obtenida  cuatrocientos  cuarenta  votos.  Ob- 
servó que  el  señor  Arteaga  habia  reunido  solo  cuatro- 
cientos treinta  i  seis  votos  para  suplente,  al  paso  que 
del  poder  resultaba  que  el  señor  don  Francisco  Vargas 
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i^ontecilla  reunía  cuatrocientos  cuarenta,  aplicándole, 
como  era  evidente,  los  votos  emitidos  en  favor  suyo  i 
los  emitidos  en  favor  de  don  Francisco  Vargas  Fuente- 
cilla,  que  dicha  Municipalidad  tuvo  también  la  idea  de 
considerar  como  personas  diferentes. 

Persuadida  la  Cámara  de  que  aquello  importaba  un  ar- 
did inaceptable,  i  de  que  don  José  Victorino  i  don  Victori- 
no Lastarria  eran  una  misma  persona,  como  era  también 
una  misma  don  Francisco  Vargas  Fuentecilla,  o  Fonte- 
cilla,  pues  se  sabía  mui  bien  quienes  habían  sido  los 
candidatos  de  cada  partido;  calificando  la  elección,  la  de- 
puró de  aquel  vicio,  i,  rectificando  el  escrutinio,  declaró, 
por  45  votos  contra  5,  que  eran  diputados  por  Valparaí- 
so los  señores  Lastarria  i  Vargas,  i  que  no  lo  eran  los, 
señores  Zenteno  i  Arteaga. 

La  misma  Cámara,  en  sesión  de  9  del  citado  mes  i 
año  (junio  de  1864),  al  ocuparse  de  los  poderes  duales 
que  habían  presentado  por  el  departamento  de  Petorca 
los  señores  don  Luis  Ovalle  i  don  Waldo  Silva,  resolvió 
que  no  eran  bastantes  los  poderes  de  aquel  ni  los  de 
este.  Acto  continuo  acordó,  por  35  votos  contra  16,  ofi- 
ciar al  Presidente  de  la  República  a  fin  de  que  impartie- 
ra las  órdenes  necesarias  para  que  se  verificara  nueva 
elección  en  Petorca,  con  lo  cual  declaró  virtualmente  nula 
la  que  habia  tenido  lugar  en  marzo  anterior,  a  pesar  de 
que  nadie  habia  iniciado  reclamo  en  ese  sentido. 

Igual  cosa  decidió  la  misma  Cámara,  en  sesión  de  18 
de  junio  de  1867,  declarando  que  no  aceptaba  los  pode- 
res de  ninguno  de  los  grupos  de  la  dualidad  habida  en 
Linares,  i  acordando  hacerlo  saber  al  Ejecutivo  para  que 
se  procediera  a  nueva  elección,  sin  que  hubiera  precedido 
reclamación  alguna  de  nulidad.  En  sesión  de  5  de  julio 
de  1870,  declaró  también  nulas  las  elecciones  del  depar- 
tamento de  Cauquénes,  verificadas  el  3  de  abril  de  ese 
año,  sin  que  se  hubiera  entablado  tampoco  reclamación  en 
ese  sentido. 
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En  sesión  de  2  de  junio  del  citado  año  1870,  la  Cáma- 
ra de  Diputados  rectificó  el  escrutinio  de  las  elecciones  de 
Copiapó,  declarando  que  los  electos  por  aquel  departa* 
mentó  eran  ios  señores  don  Pedro  León  Gallo  i  don  Ma- 
nuel Antonio  Matta,  i  no  los  señores  don  Miguel'  Luis 
Amunátegui  i  don  Luis  Pereira,  a  quienes  habían  sido 
remitidos  los  poderes. 

En  sesión  de  28  de  julio  del  mismo  año,  tratando  de 
los  poderes  de  la  elección  del  departamento  de  Petorca, 
la  Cámara  de  Diputados,  rectificando  otra  vez  el  escrvJdnioi 
proclamó  como  diputados  propietarios  a  los  señores  don 
Ambrosio  Montt  i  don  Ramón  Cerda,  i  como  suplente  al 
señor  don  Miguel  Cruchaga,  en  lugar  de  los  señores 
don  Ruperto  Ovalle,  don  Pablo  Flores  i  don  José  Anto- 
nio Soffia.  Esta  resolución  fué  adoptada  por  38  votos 
contra  27. 

En  sesión  de  11  de  junio  anterior  la  Cámara  tabla 
hecho  algo  mas  graVe*  Como  la  Municipalidad  de  Frei- 
riña  se  hubiera  negado  a  verificar  el  escrutinio  de  la 
elección  de  diputados  que  se  efectuó  el  3  de  abril  de 
1870*  elección  cuyo  resultado  habia  favorecido  al  señor 
don  Ambrosio  Montt,  la  Cámara  ordenó  que  se  le  remi- 
tieran las  actas  de  los  escrutinios  parciales  de  las  mesas 
receptoras,  i^  supliendo  la  omisión  de  la  referida  Muni- 
cipalidad, practicó  ella  misma  el  escrutinio  en  dicha 
sesión,  i  declaró  al  señor  Montt  diputado  por  aquel  de- 
partamento» 

La  observación  que  entonces  hizo  el  señor  don  Vicen- 
t3  Sanfuéntes,  idéntica  a  la  que  el  señor  don  Antonio 
Varas  habia  hecho  en  1864,  en  el  caso  de  los  señores 
Lastarria  i  Zenteno,  de  que  la  facultad  de  escrutar  no 
corresponde  a  la  Cámara,  porque  entonces  la  lei  la  en- 
comendaba a  las  Municipalidades  (hoi  a  las  juntas  escru- 
tadoras que  crea  la  lei  de  12  de  noviembre  de  1874), 
nada  arguye  en  contra  del  procedimiento  observado  por 

la  Cámara  en  los  casos  que  hemos  recordado;  porque 

27 
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rectificar,  corregir  o  completar  un  escrutinio,  es  algo  tan 
distinto  de  escrutar,  como  lo  es  fallar  un  proceso  en  pri- 
mera instancia  de  revisarlo  en  segunda.  Como  quiera 
que  sea,  suponemos  que  nadie  sostendrá  que  una  elec- 
ción correctamente  hecha  en  favor  de  una  o  mas  perso- 
nas haya  de  quedar  sin  efecto  porque  la  autoridad  en- 
cargada por  la  lei  del  escrutinio  final  se  niega  a  hacerlo* 
Entonces,  la  Cámara,  que  se.  vé  así  ajada  en  uno  o  va- 
rios de  sus  miembros,  pone  en  ejercicio  la  facultad  que 
le  acuerda  la  Constitución  de  calificar  la  elección,  facultad 
que  envuelve  todas,  absolutamente  todas  las  necesarias 
para  hacer  que  prevalezcan  la  luz,  la  verdad  i  la  justicia. 

Si  para  ello  es  menester  escrutar,  escrutará  la  Cámara. 
Si,  al  ocuparse  del  examen  de  la  elección,  encontrare  que 
es  nula,  la  declarará  nula  de  oficio,  como  lo  ha  hecho  en 
varios  de  los  casos  que  hemos  apuntado. 

Nos  parece  que  k>  dicho  basta  para  manifestar  que 
calificar  poderes  es  bien  distinta  cosa  de  calificar  eleccio- 
nes. Esto  último  lo  comprende  todo;  es  el  jénero  respec- 
to de  la  especie,  si  nos  es  permitido  espresarnos  así. 
Cuando  se  califica  una  elección,  la  Cámara  la  declara  vá- 
lida o'  nula  en  definitiva,  aunque  no  hubiere  habido  re- 
clamo. Cuando  este  se  entablare  en  forma,  debe  proce- 
derse  conforme  a  lo  dispuesto  en  la  lei  de  elecciones 
Por  lo  demás,  la  práctica  constante  de  nuestras  Cámaras 
ha  resuelto  ya  uniformemente  la  cuestión  que  ha  moti- 
vado las  observaciones  precedentes,  en  el  sentido  que 
dejamos  indicado,  único  conveniente,  razonable  i  po- 
sible. 

La  aprobación  de  los  poderes,  lo  repetimos  para  con- 
cluir, no  escluye  los  reclamos  de  nulidad  pendientes,  ni 
los  que  pudieran  entablarse  dentro  del  término  señalado 
por  la  lei,  ni  estorba  la  calificación  posterior  de  la  elec- 
ción misma,  si  fuore  necesaria.  Aquella  resolución,  me- 
ramente provisional,  nada  prejuzga  acerca  del  fondo  de 
la  elección,  i  por  eso  los  poderes  se  aprueban  siempre 
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sin  perjuicio  de  reclamos  de  nulidad.  Así  lo  resolvió  la 
Cámara  de  Diputados,  por  40  votos  contra  3,  en  sesión 
de  8  de  junio  de  1849,  i  así  lo  ha  decidido  constantemente 
en  todos  los  períodos  lejislativos  en  que  se  ha  suscitado 
la  cuestión.  Esta  puede,  por  lo  tanto,  considerarse' como 
resuelta  definitivamente  por  nuestras  prácticas  parlamen- 
tarías, ya  tan  claramente  establecidas  que  hacen  innece- 
saria mayor  digresión. 


o 
o  o 


2.a  ATRIBUCIÓN 

La  atribución  de  acusar  a  ciertos  altos  funcionarios 
públicos,  que  la  parte  2.a  del  art.  38  confiere  a  la  Cáma- 
ra de  Diputados,  es  esclusiva  solo  en  cuanto  a  acusarlos 
ante  el  Senado.  Así,  algunos  de  esos  funcionarios  pue- 
den ser  acusados  ante  la  justicia  ordinaria  por  el  minis- 
torio  público  o  por  un  particular,  i  en  razón  de  los  mis- 
mos  delitos  que  autorizarían  a  la  Cámara  de  Diputados 
para  llevarlos  a  la  barra  del  Senado. 

Siendo  la  Cámara  de  Diputados  la  única  autoridad  que  ' 
puede  acusar  ante  el  Senado  a  ciertos  funcionarios  pú- 
blicos, es  evidente  entonces  que  si  algún  individuo  que 
no  fuere  miembro  de  aquella,  solicitare  que  ponga  en 
ejercicio  esa  facultad,  la  solicitud  no  tendría  consecuen- 
cia ñi  importancia  alguna,  sino  fuera  patrocinada  por 
algún  Diputado  que  la  acojiera  como  suya,  según  se  re- 
solvió en  el  caso  que  recordamos  al  ocuparnos  del  inciso  6.° 
del  art.  12,  en  la  parte  referente  al  derecho  de  petición. 
I  en  idéntico  sentido  fueron  resueltas  peticiones  análo- 
gas en  sesiones  de  la  Cámara  de  Diputados  de  18  de 
agosto  de  1852  i  de  27  de  julio  de  1853,  en  que  se  de- 
volvieron al  señor  don  Ignacio  de  la  Carrera,  por  no 
haber  sido  patrocinadas  por  ningún  Diputado,  las  soli- 
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citudes  en  que  pedia  a  la  Cámara  encargara  a  alguna 
de  sus  miembros  que  acusasen  ante  el  Senado  a  los  ma~ 
jidtrados  de  una  de  las  Cortes  Superiores,  que  le  habían 
inferido  perjuicio  en  una  sentencia  confirmatoria  por 
ellos  pronunciada. 

Eti  el  caso  de  poder  ser  acusados  ante  la  justicia  or- 
dinaria por  el  ministerio  público  o  por  un  particular,  se 
encuentran  los  Jenerales,  los  Intendentes  de  provincia  i 
los  Majistrados  de  los  tribunales  superiores  de  justicia. 
Así  ha  habido  ejemplo  de  Intendente,  no  solamente  acu- 
sado ante  los  tribunales  ordinarios  por  el  crimen  de 
infracción  de  la  Constitución,  sino  también  condenado 
por  estos. 

De  acusaciones  contra  Jenerales  de  ejército  o  armada 
iniciadas  por  la  Cámara  de  Diputados  ante  el  Senado, 
no  se  ha  presentado  en  Chile  caso  alguno.  Si  llegara  a 
ocurrir,  lo  que  no  esperamos,  se  sujetarían  a  las  mismas 
reglas  que  las  de  los  Ministros  del  despacho  i  de  los 
Consejeros  de  Estado,  de  los  cuales  nos  ocuparemos  al 
estudiar  los  artículos  92  a  97  i  107  de  la  Constitución. 

El  art.  83  nos  proporcionará  ocasión  para  ocuparnos 
también  de  las  acusaciones  que  es  lícito  entablar  contra 
el  ex-Presidente  de  la  República,  dentro  del  término,  en 
la  forma  i  por  los  crímenes  que  dicho  artículo  de- 
termina. 


Por  el  momento  nos  corresponde  recordar  las  cues- 
tiones a  que  han  dado  lugar  las  acusaciones  contra  los 
Intendentes  i  Majistrados  de  los  tribunales  superiores, 
las  cuales,  del  mismo  modo  que  las  que  la  Cámara  de 
Diputados  iniciare  contra  los  miembros  de  la  Comisión 
Conservadora  por  grave  omisión  en  el  cumplimiento  del 
deber  que  les  impone  la  parte  2.a  del  art.  58,  se  sujetan 
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a  las  formalidades  especiales  que  establece  el  último 
párrafo  del  art.  38. 

Notaremos  desde  luego,  i  por  punto  jeneral,  que  la 
Cámara  de  Diputados  ejerce  la  facultad  de  acusar  bien 
sea  que  se  encuentre  funcionando  en  sesiones  ordinarias 
o  estraordtnariasy  sin  necesidad  de  que  el  Ejecutivo  in- 
cluya la  acusación  en  la  convocatoria.  Así  se  deduce  de 
las  palabras  cuando  hallare  por  conveniente  que  emplea 
la  Constitución  en  el  primer  párrafo  de  la  atribución  que 
es  materia  de  nuestras  observaciones,  i  así  lo  ha  resuel- 
to la  práctica  constante  de  nuestras  Cámaras,  práctica 
que  es  perfectamente  correcta  i  constitucional,  como  lo 
manifestaremos  al  estudiar  las  cuestiones  que  ha  suje- 
rido  la  aplicación  del  art.  53. 

o 
o  o 

No  ha  ocurrido  caso  alguno  de  acusación  contra  miem- 
bros de  la  Comisión  Conservadora.  Atendida  la  natura- 
leza de  las  funciones  que  a  esta  encomienda  el  art.  58,  i 
tomando  en  cuenta  que  solo  son  acusables  sus  miembros 
cuando  omiten  dirijir  al  Presidente  de  la  República  re- 
presentaciones conducentes  a  velar  por  la  observancia  de 
la  Constitución  i  de  las  leyes,  i  a  prestar  protección  a  las 
garantías  individuales;  nos  parece  poco  menos  que  impo- 
sible que  ocurra  el  caso  de  tal  acusación,  pues,  para  que 
ella  tuviere  algún  fundamento,  sería  menester  probar,  no 
solo  que  hubo  una  infracción  de  la  Constitución  o  de  la  lei, 
o  un  atropello  de  las  garantías  individuales  de  cierta  gra- 
vedad, sino  que  los  miembros  de  la  Comisión  Conserva- 
dora tuvieron  noticia  del  hecho,  que  lo  calificaron  como 
tal  infracción  o  atropello,  i  que,  a  pesar  de  esto,  incurrie- 
ron en  la  grave  omisión  de  no  representarlo  al  Presi- 
dente de  la  República. 

o  a 
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La  Constitución,  después  del  párrafo  destinado  a  la 
acusación  contra  los  miembros  de  la  Comisión  Conser- 
vadora, respecto  del  cual  es  inútil  agregar  cosa  alguna 
a  lo  ya  dicho,  establece  que  los  Intendentes  de  provin- 
cia pueden  ser  acusados  ante  el  Senado  por  la  Cámara 
de  Diputados  por  los  crímenes  de  traición,  sedición,  in- 
fracción de  la  Constitución,  malversación  de  los  fondos 
públicos  i  concusión. 

De  estas  acusaciones  ha  habido  mas  de  un  caso,  i  ellas 
han  sujerido  las  siguientes  cuestiones:  1.*  ¿dentro  de 
qué  término  puede  un  Intendente  ser  acusado  por  la 
Cámara  de  Diputados  ante  el  Senado?;  2.a  ¿qué  se  en- 
tiende por  crimen  de  infracción  de  la  Constitución  para 
los  efectos  de  tal  acusación?;  3.a  ¿puede  la  Cámara  de 
Diputados  proponer  votos  de  censura  contra  un  Inten- 
dente?; 4.a  ¿puede  dicha  Cámara  acusar  ante  el  Senado 
a  un  Gobernador? 

o 

o  o 

1.a  cuestión. — En  cuanto  al  tiempo  dentro  del  cual 
pueden  ser  acusados  los  Intendentes,  obsérvese  que  la 
Constitución  guarda  completo  silencio,  i  otro  tanto  suce- 
de respecto  de  todos  aquellos  funcionarios  que  son  acu- 
sables ante  el  Senado  por  la  Cámara  de  Diputados,  con 
excepción  solamente  del  Presidente  de  la  República  i  de 
los  Ministros  del  despacho.  En  cuanto  al  primero,  el 
art.  83  fija  para  la  acusación  el  año  inmediato  a  la  espi- 
ración del  periodo  presidencial;  en  cuanto  a  los  últimos 
el  art.  101  señala  el  término  del  ejercicio  del  cargo  i  los 
seis  meses  siguientes  a  la  separación. 

Nada  dice  la  Constitución  respecto  al  plazo  den- 
tro del  cual  son  acusables  por  la  Cámara  de  Diputados 
los  Intendentes,  Majistrados  de  los  tribunales  superiore  s 
i  demás  funcionarios  a  que  se  refiere  la  parte  2.a  del  art. 
38  (Consejeros  de  Estado,  Jenerales  de  ejército  o  arma- 


ARTÍCULO  38  207 

da  i  miembros  de  la  Comisión  Conservadora),  parece 
evidente  que  solo  pueden  ser  acusados  mientras  ejercen 
sus  funciones,  ya  que,  una  vez  que  hubieren  cesado  de 
desempeñarlas,  desaparecería  el  fundamento  en  que  des- 
cansa principalmente  la  facultad  excepcional  de  acusar, 
que,  en  todos  los  paises  sujetos  al  sistema  representati- 
vo, corresponde  i  debe  corresponder  a  la  Cámara  de  Di- 
putados, de  representantes  o  de  los  comunes,  ante  la 
otra  Cámara.  Ese  fundamento  es  la  necesidad  de  obte- 
ner que  un  funcionario  indigno  sea  separado  del  puesto 
que  no  podría  continuar  desempeñando  sin  grave  ofensa 
para  la  vindicta  pública. 

He  aquí  porqué  el  art.  98  de  la  Constitución,  al  de- 
terminar las  facultades  que  el  Senado  ejerce  en  el  juzga- 
miento de  los  funcionarios  que  ante  él  puede  acusar  la 
Cámara  de  Diputados,  establece  que  la  declaración  de 
culpabilidad  hecha  por  aquel  cuerpo  produce  la  destitu- 
ción del  acusado,  el  cual  debe  ser  juzgado  con  arreglo  a 
las  leyes  por  el  tribunal  ordinario  competente  tanto  para 
la  aplicación  de  la  pena  señalada  al  delito  cometido, 
cuanto  para  hacer  efectiva  la  responsabilidad  civil  por 
los  daños  i  perjuicios  causados  al  Estado  o  a  particu- 
lares. 

Así,  como  sucede  en  Inglaterra,  según  dice  Macaulay, 
desde  la  caída  de  Roberto  Walpole  en  1742,  debe  repu- 
tarse la  pérdida  del  cargo  i  la  desaprobación  pública 
como  un  castigo  suficiente  para  los  errores  de  la  admi- 
nistración, no  imputables  a  hechos  personales  de  corrup- 
ción. De  estos  últimos,  toda  vez  que  constituyan  delitos, 
debe  buscarse  el  castigo  ante  el  tribunal  ordinario  com- 
petente. 

Luego,  pues,  i  exceptuando  los  casos  de  acusación 
contra  el  Presidente  i  sus  Ministros,  porque  respecto  do 
ellos  la  Constitución  dispone  otra  cosa,  por  motivos  que 
a  su  tiempo  indicaremos,  es  obvio  que  un  Intendente  no 
puede  ser  acusado  por  la  Cámara  de  Diputados  una  vez 
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que  hubiere  dejado  de  serlo.  La  Constitución  autoriza  a 
dicha  Cámara  para  acusar  a  los  Intendentes,  mas  no  a 
los  ex-Intendentés  de  provincias.  Otro  tanto  decimos  de 
los  Majistrados  de  los  tribunales  superiores  de  justicia, 
de  los  Consejeros  de  Estado,  Jenerales  de  ejército  o  ar- 
mada i  miembros  de  la  Comisión  Conservadora, 

La  opinión  que  acabamos  de  emitir  fué  sostenida  en 
sesión  de  la  Cámara  de  Diputados  de  3  de  julio  de  1849 
por  el  señor  don  Juan  Bello,  i  en  la  de  7  del  mismo  mes 
i  año  por  el  señor  don  José  Victorino  Lastarria.  En 
idéntico  sentido  discurrió  el  señor  don  Marcial  Martínez 
cuando,  al  dar  cuenta  el  señor  Ministro  del  Interior,  don 
Miguel  Luis  Amunátegui  a  la  Cámara  de  Diputados,  en 
sesión  de  27  de  noviembre  de  1869,  de  que  el  Intenden- 
te del  Maule,  señor  don  Nicolás  Figueroa,  acababa  de 
ser  reemplazado,  declaró  en  el  acto  que  no  tenia  ya  ob- 
jeto i  que  no  podia  ser  ventilada  la  acusación  que  contra 
dicho  Intendente  pendia  ante  la  Cámara..  Esta  aceptó,  en 
su  sesión  inmediata  de  29  del  mismo,  la  manera  de  ver 
del  señor  Martínez,  admitiendo  el  retiro  de  la  acusación 
por  44  yotos  contra  6,  i  sancionando  así  la  teoría  que 
dejamos  espuesta,  cuya  verdad  nos  parece  incontrover- 
tible. 

Esa  teoría  es  tanto  mas  necesaria  puanto  que  la  juris- 
dicción verdaderamente  excepcional  que,  en  virtud  de 
sus  atribuciones  inspectivas,  deben  ejercer  las  Cámaras, 
la  una  acusando  i  la  otra  juzgando,  no  conviene  sea  am- 
pliada mas  allá  de  lo  estrictamente  necesario,  a  fin  de 
que  haya  algún  límite  para  el  ejercicio  de  tan  extraordi- 
narias facultades,  i  se  evite  el  peligro  d©  que  la  justicia 
que  administran  las  Cámaras,  sea  frecuentemente  poco 
justa,  i  se  inspire,  como  de  ordinario  sucede,  en  paliquea 
políticas  del  momento. 

Una  vez  separado  del  puesto  el  funcionario  que  se 
intenta  acusar,  está  satisfecha  la  razón  en  que  reposa  el 
pistema  do  acusaciones  estraordinarias  a  que  se  refiere 
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la  parte  2.a  del  art.  38,  i  debe  cesar  o  suspenderse  la  acu* 
sacion,  menos  en  los  casos  en  que  la  Constitución  misma 
disponga  otra  cosa. 


o 

o  o 


2.a  cuestión. — ¿La  infracción  de  una  leí,  i  especial- 
mente de  aquellas  a  que  se  refiere  la  Constitución,  im- 
porta crimen  de  infracción  de  esta  para  los  efectos  de 
una  acusación  contra  Intendentes  de  provincia? 

Esta  cuestión  se  debatió  estensamente  en  sesión  de  la 
Cámara  de  Diputados  de  28  de  abril  de  1864,  con  oca- 
sión de  las  acusaciones  entabladas  contra  los  Intenden- 
tes de  Aconcagua  i  de  Colchagua,  señores  don  José 
Antonio  Pérez  Mascayano  i  don  Anjel  Prieto  i  Cruz. 

Nosotros  sostuvimos  que  la  infracción  de  una  lei,  co- 
mo la  de  elecciones,  a  la  cual  se  refiere  la  Constitución 
expresamente  en  varios  de  sus  artículos,  importa  infrac- 
ción de  la  Constitución,  i  llamábamos  la  atención  de  la 
Cámara  a  la  importante  circunstancia  de  que  si  así  no 
fuera,  no  se  comprendería  porqué  la  Constitución  auto- 
rizaba la  acusación  contra  Intendentes  por  infracción 
simplemente  de  ella,  i  no  por  infracción  abierta  de  la 
misma,  como  sucede  tratándose  del  Presidente  de  la  Re- 
pública. 

Los  Ministros  del  Interior  i  de  Hacienda,  señores  don 
Manuel  Antonio  Tocornal  Grez  i  don  Domingo  Santa- 
María,  sostuvieron  la  opinión  contraria,  a  pesar  de  que 
la  Cámara,  por  el  hecho  de  haber  admitido  a  examen  las 
proposiciones  de  acusación  contra  aquellos  Intenden- 
tes, se  había  pronunciado  implícitamente  en  un  sentido 
conforme  a  nuestra  manera  de  ver. 

Los  fundamentos  en  que  esta  descansa  se  encuentran 

en  el  discurso  que  tuvimos  el  honor  de  pronunciar  en  la» 
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4.a  cuestión. — ¿Puede  la  Cámara  de  Diputados  acusar 
ante  el  Senado  a  un  Gobernador,  a  un  juez  de  letras,  o 
a  cualquiera  otro  funcionario  que  no  esté  espresamente 
mencionado  en  los  arts.  38  i  83  de  la  Constitución? 

Nos  parece  que  basta  plantear  la  cuestión  para  deci- 
dirla negativamente.  La  facultad  de  acusar  que  la  Cons- 
titución confiere  a  la  Cámara  de  Diputados  i  la  de  juzgar 
que  atribuye  al  Senado,  conforme  a  los  arte.  38  i  39,  es 
una  verdadera  excepción  al  principio  jeneral  consignado 
en  el  art.  108,  de  que  solo  a  los  tribunales  establecidos 
por  la  lei  corresponde  el  juzgamiento  de  todas  las  causas 
civiles  i  criminales,  no  pudiendo  el  Congreso,  ni  por 
consiguiente  las  Cámaras  que  lo  forman,  ejercer  tales 
funciones,  sino  en  los  casos  que  la  misma  Constitución 
exceptúe  espresamente.  Luego,  no  estando  incluidos  los 
Gobernadores,  jueces  de  letras,  etc.  entre  los  funciona- 
rios que  mencionan  los  ya  citados  artículos  38  i  83,  es 
claro  que  respecto  de  todas  las  causas  en  que  ellos  tu- 
vieren parte  rije  el  precepto  jeneral  del  art.  108. 

Así  lo  ha  decidido  también,  i  no  podia  decidirlo  de 
otra  manera,  el  art.  5.°  de  la  lei  de  15  de  octubre  de 
1875,  refiriéndose  en  la  primera  de  sus  excepciones  so- 
lamente a  los  espresados  arts.  38  i  83  de  la  Constitución. 


o 
o  o 


El  penúltimo  párrafo  de  la  parte  2.*  del  art.  38  dispo- 
ne que  es  atribución  esclusiva  de  la  Cámara  de  Diputa- 
dos acusar  ante  el  Senado  a  los  majistrados  de  los  tri- 
bunales superiores  por  notable  abandono  de  sus  deberes. 
¿Qué  significa  esta  espresion  notable  abandono  de  sus  de* 
beres? 

Cuestión  es  esta  que  se  debatió  largamente  en  la  Cá- 
mara de  Diputados  en  sus  sesiones  de  agosto  a  noviem- 
bre de  1868,  a  propósito  de  la  acusación  entablada  por 
el  señor  don  Vicente  Sanfuéntes,  Diputado  por  la  Union, 
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contra  los  señores  don  Manuel  Montt,  don  José  Gabriel 
Palma,  don  José  Alejo  Valenzuela  i  don  José  Miguel 
Barriga,  majistrados  todos  cuatro  de  la  Corte  Suprema 
de  Justicia;  i  que,  mal  resuelta  por  la  Cámara  de  Dipu- 
tados, que  admitió  a  examen  aquella  acusación  i  declaró 
en  seguida  haber  lugar  a  ella,  vino  a  ser  decidida  defi- 
nitivamente, en  su  sentido  correcto  i  constitucional,  por 
la  sentencia  que,  en  aquel  ruidoso  asunto,  libró  el  Sena- 
do el  10  de  mayo  de  1869. 

Los  amparadores  de  aquella  celebérrima  acusación, 
sostenían,  de  acuerdo  con  la  mayoría  de  la  comisión  in- 
formante, compuesta  de  los  señores  don  Marcos  Mena, 
don  Ramón  E.  Errázuriz,  don  Pedro  Pablo  Olea  i  don 
Manuel  J.  Irarrázaval,  que  «todo  acto  que  imponga  res* 
ponsabilidad  personal  a  los  majistrados  de  los  tribunales 
superiores  implica  necesariamente  la  faka  de  cumplimien* 
to  notable  de  deberes.»  «De  manera,  agregaba  la  mayoría 
de  la  comisión,  que  toda  vez  que  esta  falta  exista,  toda 
vez  que  alguna  responsabilidad  pese  a  virtud  de  ella  so- 
bre la  alta  majistratura  judicial,  debe  existir  también  la 
fiscalización  de  la  Cámara  acusadora  i  la  jurisdicción  del 
Senado,  encargado  de  hacerla  efectiva  dentro  de  la  ór- 
bita de  las  facultades  que  le  ha  trazado  la  Lei  Funda- 
mental. * 

Como  se  vé,  no  era  posible  dar  a  la  frase  notable  aban" 
dono  de  deberes,  una  significación  mas  amplia,  mas  lata 
ni  mas  comprensiva  que  la  que  le  atribuía  la  mayoría  de 
la  comisión  informante. 

El  señor  don  Domingo  Arteaga  Alemparte,  que  infor- 
mó por  separado,  pues  él  solo  formó  la  minoría  de  la  co- 
misión, no  aceptaba  aquella  amplia  significación  atribui- 
da a  la  frase  notable  abandono  de  deberes.  «Me  parece 
dudoso,  por  lo  menos,  decia  en  su  luminoso  informe,  que 
en  la  espresion  notable  abandono  de  los  deberes  de  un  ma~ 
jistrado  puedan  comprenderse  todos  los  delitos  i  críme- 
nes de  que  el  mismo  majistrado  pueda  hacerse  reo. — De 
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un  juez  que  infrinje  maliciosamente  la  lei,  o  que  estam- 
pa a  sabiendas  falsos  considerandos  en  sus  sentencias, 
se  dice  en  nuestro  idioma  que  ha  cometido  el  delito  de 
prevaricación,  o  de  torcida  administración  de  justicia,  al 
paso  que  puede  decirse  con  razón  de  otro  juez  que  ha 
incurrido  en  notable  abandono  de  sus  deberes,  aunque 
no  haya  llegado  a  hacerse  prevaricador. — Creo,  pues, 
mui  cuestionable  que  el  art.  38  de  nuestra  Carta  Funda- 
mental haya  querido  someter  a  la  jurisdicción  del  Señan- 
do a  los  majistrados  superiores  del  orden  judicial  por 
todos  los  delitos  i  crímenes  que  pueden  cometer.  Si  tal 
hubiera  sido  la  mente  del  lejislador,  no  se  concibe  por- 
que no  la  habría  espresado  claramente,  como  podía  ha- 
cerlo. Ademas,  es  imposible  desconocer  la  gran  suma 
de  peligros  e  inconvenientes  que  afecta  a  esa  ilimitada 
jurisdicción  ejercida  por  un  cuerpo  político  irresponsa- 
ble, cuyos  miembros  no  tienen  que  Sujetarse  a  ninguna 
regla  fija  de  procedimientos,  ni  es  seguro  posean  siem- 
pre la  competencia  bastante  para  juzgar  ciertos  delitos.  * 
En  el  misma  sentido  que  el  señor  Arteaga  trataron  la 
cuestión  de  derecho  los  señores  don  Antonio  Varas  i 
don  Domingo   Santa-María.   En  el  brillante,  erudito  i 
concienzudo  discurso  que  este  último  pronunció  en  se- 
siones de  6  i  7  de  noviembre  de  1868,  manifestó,  hasta 
no  dejar  la  mas  mínima  duda,  que  era  exacta  la  inteli- 
j  encía  que  él  mismo  habia  dado  al  precepto  constitucio- 
nal en  la  sesión  de  28  de  agosto  anterior. 

En  esta  última  dijo  el  señor  Santa-María  lo  siguiente: 
«Las  leyes  han  trazado  a  los  tribunales  un  procedi- 
miento diario,  constante,  uniforme  para  el  ejercicio  de 
ciertas  funciones.  En  esta  esfera  los  tribunales  tienen 
deberes  que  cumplir,  cuyo  abandono,  cuando  se  hace 
notable,  constituye  un  delito  a  los  ojos  de  la  Constitu- 
ción, que  puede  denunciarse  ante  esta  Cámara  i  perse- 
guirse ante  el  Senado.  Así,  un  tribunal  debe  comenzar 
su  audiencia  a  tal  hora,  debe  inspeccionar  i  vijilar  la 
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conducta  de  sus  subalternos,  debe  visitar  los  lugares  de 
detención,  etc.;  i  si  violara  estos  deberes  de  una  manera- 
notable,  si  hiciera  un  punible  abandono  de  ellos,  se  ha- 
ría reo  de  un  delito  que  podría  denunciarse  ante  esta 
Cámara. 

a  Pero,  juntamente  con  estas  funciones,  los  tribunales 
tienen  otra  tarea  mas  grave  i  delicada,  cual  es  aplicar  la 
lei  i  dirimir,  mediante  esta  aplicación,  las  contiendas  ju- 
diciales que  ante  ellos  se  ventilan.  En  esta  aplicación  de 
la  lei  un  tribunal  puede  también  delinquir,  siempre  que 
haga  una  falsa  aplicación,  no  por  error  de  concepto,  sino 
a  sabiendas,  con  dañada  i  torcida  intención.  En  una  pa- 
labra, un  tribunal  puede  prevaricar. 

cPues  bien,  estas  diversas  funciones  encomendadas  a 
los  tribunales,  como  de  su  esclusivo  resorte  i  competen- 
cia, han  sido  tomadas  en  cuenta  separadamente  por  la 
Constitución  en  cuanto  a  la  responsabilidad  que  el  aban- 
dono u  olvido  de  ellas  puede  imponer  a  los  jueces.  En  un 
caso  ha  querido  la  Constitución  que  el  juez  sea  el  Sena- 
do, puesto  que  tratándose  de  hechos  comunes,  de  fácil 
calificación,  basta  el  sentido  común  para  apreciarlos.  En 
el  otro,  la  Constitución  se  ha  alejado  de  este  terreno, 
porque  tratándose  de  averiguar,  de  estimar  la  buena  o 
mala  aplicación  que  haya  podido  hacerse  de  una  lei,  has- 
ta descubrir  la  dañada  i  punible  intención,  no  ha  queri- 
do ni  creido  que  tal  investigación  pudiera  hacerse  por 
personas  legas,  desnudas  de  conocimientos  jurídicos  e 
incapaces,  por  consiguiente,  de  establecer  la  falsa  o  rec- 
ta aplicación  de  esa  lei.» 

A .  pesar  de  la  fuerza  incontestable  de  las  considera- 
ciones precedentes,  la  Cámara  de  Diputados,  aprobó,  en 
sesión  de  9  de  noviembre  de  1868,  el  informe  de  la  ma- 
yoría de  la  comisión,  aceptando  varios  de  los  cargos  en 
que  se  fundaba  la  acusación,  i  entre  ellos  algunos  que 
evidentemente,  aun  siendo  ciertos  los  hechos  en  que 
descansaban,  no  importaban  notable  abandono  de  deberes, 
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según  la  intelijencia  que  los  señores  Varas  i  Santa-Ma- 
ría dieron  a  esa  frase  en  el  curso  del  debate;  según  la 
que  también  le  dieron  los  señores  Diputados  don  José 
Victorino  Lastarria,  don  José  Manuel  Pifcarro,  don  En- 
rique Cood,  don  Manuel  Renjifo  i  don  Marcial  Martínez 
en  la  consulta  que,  sobre  el  particular,  dirijieron  el  18 
de  aquel  mes,  en  unión  con  el  señor  Varas,  al  cuerpo  de 
abogados  dé  Santiago,  i  según  la  que  le  dieron  igual- 
mente los  miembros  de  nuestro  foro,  que  suscriben  la 
respuesta  a  dicha  consulta  de  24  del  mismo  mes. 

Los  términos  en  que  está  redactada  esa  respuesta,  que 
tuvimos  el  honor  de  meditar  i  de  suscribir,  nos  ahorran 
el  trabajo  de  estendernos '  aquí  en  mayores  digresiones 
para  manifestar  que  la  frase  notable  abandono  de  deberes, 
no  comprende  los  crímenes  a  que  se  refiere  el  art.  111 
de  la  Constitución.  Preferimos,  atendida  la  importancia 
excepcional  del  caso,  reproducir  la  consulta  i  su  res- 
puesta, publicándolas  al  fin  de  este  volumen  (1). 

Por  lo  demás,  si  la  Cámara  de  Diputados  echó  en  ol- 
vido la  verdadera  intelijencia  de  la  frase  notable  abando- 
no de  deberes  que  emplea  el  precepto  constitucional  que 
examinamoSj  el  Senado,  en  su  sentencia  de  10  de  mayo 
de  1869  (2),  dio  el  triunlo  a  la  opinión  que  sostenemos, 
estableciendo  en  uno  de  los  considerandos  en  que  ella 
descansa:  «que  no  compete  al  Senado  juzgar  acerca  de 
la  verdadera  i  jenuina  aplicación  de  las  leyes  que  hagan 
los  tribunales,»  i  en  otro:  «que  en  ninguno  de  los  capí- 
tulos de  la  acusación  hai  culpabilidad  ni  notable  aban- 
dono de  deberes;»  i  concluyendo  por  declarar  sin  lugar 
la  acusación,  conforme  a  lo  preceptuado  por  el  art.  98 
de  la  Constitución. 

Este  precedente  importante,  único  ocurrido  entre  no- 
sotros, ha  reconocido  el  principio  de  que  el  crimen  de 

(1)  Anexo  núm.  9. 

(2)  Bol  de  Seeionee  de  1869,  páj.  62, 
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notable  abandono  de  deberes,  es  distinto  de  los  crímenes 
a  que  se  refiere  el  art.  111  de  la  Constitución.  Si  se  con- 
siderara a  estos  como  comprendidos  en  aquel,  la  inde- 
pendencia del  poder  judicial  sería  de  todo  punto  ilusoria, 
porque  el  Congreso  revisaría  los  fallos  de  los  tribunales, 
se  avocaría  el  conocimiento  de  causas  pendientes  o  de 
procesos  fenecidos,  i  ejercería  funciones  judiciales  de 
aquellas  que  le  prohiben  ejercer  los  buenos  principios  i, 
con  ellos,  el  art  108  de  la  Constitución. 


o 

o  o 


Procedimientos  que  han  de  observarse  en  las  acusaciones 
que  la  Cámara  de  Diputados  entabla  ante  el  Senado  contra 
miembros  de  la  Comisión  Conservadora,  Intendentes  de 
provincia,  i  majistrados  de  los  tribunales  superiores  de 
justicia. — A  esta  importante  materia  está  destinado  el 
último  párrafo  del  art.  38,  según  el  cual  la  Cámara  de 
Diputados  declara  primeramente,  en  los  tres  indicados 
casos,  si  ha  lugar  o  no  a  admitir  la  proposición  de  acusa- 
ción, i  después,  con  intervalo  de  seis  días,  si  ha  lugar  a 
la  acusación,  oyendo  previamente  el  informe  de  una  co- 
misión de  cinco  individuos  de  su  seno,  elejida  a  la  suer- 
te, i  nombrándose  en  seguida,  si  resultare  la  afirmativa, 
dos  diputados  que  formalicen  i  prosigan  la  acusación 
ante  el  Senado. 

En  las  diferentes  ocasiones  en  que  ha  llegado  el  caso 
de  aplicar  esta  disposición, — esto  es:  en  1850,  cuando  el 
señor  Diputado  don  Fernando  Urízar  Garfias  acusó  al 
Intendente  de  Aconcagua,  señor  don' José  Manuel  No- 
voa;  en  1858,  cuando  el  señor  Diputado  don  Alejandro 
Reyes  acusó  al  Intendente  de  Concepción,  señor  don 
Adolfo  Larénas;  en  1864,  cuando  los  señores  Diputados 
don  José  Eujenio  Vergara  i  don  Francisco  Puelma  acu- 
saron, aquel  al  Intendente  de  Aconcagua,  señor  don  Jo- 

29 


218  LA   CONSTITUCIÓN  ANTE  EL   CONGRESO 

Bé  Antonio  Pérez  Mascayano,  i  este  al  Intendente  de 
Cólchagua,  señor  don  Anjel  Prieto  i  Cruz;  en  1868, 
cuando  el  señor  Diputado  don  Vicente  Sanfaéntes  inició 
la  acusación  contra  cuatro  Majistrados  de  la  Corte  Su- 
prema, de  que  mas  arriba  nos  hemos  ocupado;  i  en  1876, 
cuando  el  señor  Diputado  don  Isidoro  Errázuriz  acusó  al 
Intendente  de  Valparaíso,  señor  don  Francisco  Echáu- 
rren  Huidobro, — surjió,  con  mas  o  menos  precisión,  la 
duda  de  si,  por  el  solo  hecho  de  entablar  un  Diputado 
acusación  Conforme  al  último  párrafo  del  art.  38,  debe 
o  no  ser  admitida  la  proposición. 

En  la  primera  de  aquellas  acusaciones,  el  señor  don 
Antonio  Varas,  Ministro  del  Interior,  dijo,  en  sesión  de 
la  Cámara  de  Diputados  de  31  de  julio  de  1850,  que, 
acusado  el  Intendente  de  Aconcagua  por  infracción  de 
varios  artículos  de  la  Constitución,  correspondía  a  la  Cá- 
mara, para  pronunciarse  acerca  de  su  admisibilidad,  re- 
solver solo  si  la  acusación  se  fundaba  en  delito  por  el 
cual  dicha  Cámara  pudiera  acusar,  o,  en  otros  términos, 
si  ella  era  o  no  competente,  tocándole  resolver  únicamente 
si  los  hechos  o  delitos  que  se  imputaban  son  de  aquellos 
que  por  la  Constitución  pueden  ser  acusados  por  la  Cá- 
mara. 

Esta  admitió  la  proposición  de  acusación  por  unani- 
midad en  la  misma  sesión. 

En  sesión  de  la  Cámara  de  Diputados  de  11  de  no- 
viembre de  1858,  al  discutirse  la  segunda  de  las  acusa- 
ciones que  hemos  recordado,  el  señor  don  Manuel  Anto- 
nio Matta  sostuvo  que:  «una  proposición  de  acusación 
se  asemeja  a  cualquiera  otro  proyecto  de  lei  que  tenga 
su  oríjen  en  la  Cámara,  no  estando,  por  consiguiente,  en 
el  arbitrio  de  esta  rechazarla,  una  vez  que  uno  de  los  Di- 
putados la  haya  iniciado,  i  a  la  Cámara  no  le  queda  otro 
medio  que  admitir  la  proposición  de  acusación,  i  nombrar 
las  personas  que  la  lei  prescribe  para  que  declaren  en 
el  término  señalado  si  hai  o  no  lugar  a  la  acusación. a — I 
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mas  adelante  agregaba  todavía:  &que  no  se  puede  por  fné* 
nos  que  admitir  la  acusación.) 

El  señor  don  Antonio  Varas,  refutando  la  opinión  del 
señor  Matta,  dijo,  en  resumen:  que  le  parecía  hasta  in- 
conciliable con  el  buen  sentido  sostener  que  la  Cámara 
debe  admitir  a  examen  una  proposición  de  acusación, 
por  el  solo  hecho  de  haber  sido  emitida;  que  para  enjui- 
ciar es  necesario,  ante  todo,  probar  la  existencia  del  de* 
lito;  que  solo  después  de  esto  puede  procederse  a  for- 
mar el  sumario  del  cual  debe  resultar  la  semi-plena 
prueba  capaz  de  inducir  a  la  Cámara  a  declarar  que  hai 
lugar  a  la  acusación;  que  para  el  caso  de  las  acusacio- 
nes contra  los  Ministros  del  despacho,  los  arte.  93  i  94, 
a  los  cuales  se  refiere  el  38,  ordenan  que,  para  admitir  a 
examen  la  proposición  de  acusación,  se  oiga  previamen- 
te el  informe  de  una  comisión  de  nueve  Diputados,  (1) 
lo  que  revela  bien  claramente  que  la  resolución  de  ese 
punto  no  implica  un  mero  trámite,  sino  que  envuelve  al- 
go de  grave  i  que  requiere  antecedentes  bastantes. 

El  señor  don  Alejandro  Reyes,  autor  de  la  proposición 
de  acusación  que  se  discutió,  sostuvo  que:  «la  Cámara, 
según  la  interpretación  natural  i  jenuina  de  la  lei,  no 
tiene  mas  que  averiguar  si  el  delito  de  que  se  acusa  al  In- 
tendente está  o  no  comprendido  en  la  Constitución,  i  solo 
después  es  cuando  debe  ver  si  hai  o  no  semi-plena  prue- 
ba o  prueba  para  iniciar  la  acusación  ante  el  Senado.» 

El  señor  don  José  Victorino  Lastarria  decia,  en  la 
misma  sesión:  «Admítase  la  proposición,  que  en  segui- 


(1)  Esto  lo  exijia  la  Constitución  primitiva;  pero  aun  ¿esputa  da  la 
reforma  verificada  en  1874,  el  art.  93  ordena  que,  presentada  la  propo- 
sición de  acotación,  te  señalo  uno  de  los  ocho  diat  siguientes  para  que  el 
Ministro  contra  quien  se  dirije  dé  esplicaciones  sobre  las  luchos  que  se  Je 
imputan,  i  para  deliberar  sobre  si  la  proposición  de  acusación  se  admite 
o  no  a  eximen.  Luego,  es  claro  que  esta  deliberación  implica  conocimien- 
to i  calificación  de  los  hechos  imputados. 
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da  veremos  si  hai  justicia  o  no  para  llevar  adelante  la 
acusación,  d 

En  la  sesión  siguiente,  de  13  de  noviembre  del  mis- 
mo año,  el  señor  Secretario  don  Francisco  Puelma  apo- 
yó las  opiniones  del  señor  Varas. — El  señor  don  Domin- 
go Santa-María  sostuvo  en  ella  que  mientras  no  llegara 
el  momento  de  resolver  si  se  acusaba  o  no  ante  el  Sena- 
do, «la  Cámara  de  Diputados  no  puede  exijir  antecedentes 
para  admitir  la  proposición  de  acusación;  porque  esto 
seria  atrepellar  los  trámites  que  la  Constitución  ha  asig- 
nado a  cada  operación  de  la  Cámara.  Lo  que  debemos 
ver  nosotros  ahora,  es,  agregaba  el  señor  Santa-María, 
si  los  motivos  que  se  aducen  en  contra  del  Intendente  en- 
vuelven o  no  una  infracción  constitucional.'» «Aquí  no 

se  trata  sino  de  admitir  un  simple  denuncio le  bas- 
ta al  juez  oir  que  ha  habido  tal  crimen La  Cámara 

no  tiene  otra  cosa  que  hacer  sino  ver  si  el  hecho  es  de 
aquellos  que  envuelven  infracción  de  la  Constitución,  i 
admitir  la  proposición  sin  necesidad  de  que  haya  mas  datos 
que  comprueben  el  hecho,  d 

El  señor  don  Ambrosio  Rodríguez,  contestando  al  se- 
ñor Santa-María,  principió  por  negar  que  la  acusación 
entablada  en  1850  por  el  señor  Diputado  don  Fernando 
Urízar  Garfias  contra  el  Intendente  de  Aconcagua  se- 
ñor don  José  Manuel  Novoa,  hubiera  sido  admitida,  co- 
mo se  aseveraba,  por  el  solo  hecho  de  ser  presentada 
por  un  señor  Diputado,  sin  mas  fundamento  que  su  sim- 
ple esposicion.  Afirmó  que  se  habia  presentado  a  la  Cá- 
mara en  aquella  ocasión  un  espediente  revestido  de  to- 
dos los  documentos  que  podían  dar  mérito  para  aceptar- 
la. El  señor  don  Santiago  Prado  combatió  también  la 
proposición  de  acusación. 

El  señor  don  Alvaro  Covarrúbias,  ocupándose  del 
punto  en  debate,  dijo  que:  «lo  único  que  debo  hacer  (la 
Cámara)  es  ver  si  se  presenta  la  acusación  en  forma, 
quiero  decir,  si  se  nombra  quien  es  el  acusado,  si  está 
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indicado  de  que  se  le  acusa,  i  si  la  acusación  versa  so- 
bre uno  de  los  delitos  consignados  en  el  art.  38  de  la 
Constitución  o  no.i> 

En  esa  misma  sesión  la  Cámara  resolvió,  por  28  votos 
contra  14,  no  admitir  la  proposición  de  acusación. 

En  las  acusaciones  promovidas  en  sesión  de  12  de 
abril  de  1864,  ante  la  Cámara  de  Diputados  por  los 
miembros  de  esta,  señores  Vergara  i  Puelma,  contra  los 
Intendentes  de  Aconcagua  i  de  Colchagua,  a  que  mas 
arriba  hemos  aludido,  dicha  Cámara  acordó,  por  35  vo- 
tos contra  2,  haber  lugar  a  la  admisión  de  la  primera,  e 
igual  cosa  respecto  de  la  segunda,  por  34  votos  contra 
3,  sin  debate  alguno  previo  respecto  de  la  cuestión  que 
nos  ocupa.  Se  discutió  solo  si  podia  o  no  acusar  en  se- 
siones estraordinarias,  sin  estar  las  acusaciones  inclui- 
das en  la  convocatoria,  resolviendo  de  hecho  que  sl7  i 
resolviendo  bien,  como  lo  veremos  al  ocuparnos  del  ar- 
tículo 58. 

En  la  referida  sesión  de  12  de  abril  de  1864,  admiti- 
das las  dos  citadas  proposiciones  de  acusación,  se  nom- 
braron también  a  la  suerte,  i  sin  debate,  las  dos  comi- 
siones de  cinco  Diputados  que  debían  informar  acerca 
de  si  habia  o  no  lugar  a  dichas  acusaciones. 

En  los  debates  a  que  dio  lugar,  en  1868,  la  admisibi- 
lidad de  la  proposición  de  acusación  entablada  por  el  se- 
ñor Diputado  don  Vicente  Sanfuéntes  contra  los  Majis- 
trados  de  la  Corte  Suprema,  señores  Montt,  Palma,  Ba- 
rriga i  Valenzuela,  espresaron  la  opinión  de  que  la  re- 
ferida acusación  debía  ser  admitida  a  examen,  sin  otros 
antecedentes  que  los  que  esponia  el  señor  Sanfuéntes, 
considerando  esta  primera  resolución  de  la  Cámara  co- 
mo un  mero  trámite,  los  señores  don  José  Victorino  Las- 
tarria,  en  sesión  de  30  de  julio,  don  Ramón  Barros  Lu- 
co, en  la  de  25  de  agosto,  don  Manuel  Antonio  Mattat 
en  la  de  29  de  agosto,  i  don  Pedro  León  Gallo,  en  la 
misma.  Todos  estos  caballeros  consideraban  que  la  ad- 
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misión  de  la  acusación  nada  prejuzgaba  i  que  tenia  por 
objeto  solo  abrir  la  puerta  para  la  investigación  de  los 
hechos. 

El  señor  don  Domingo  Santa-María,  fundando  su  voto 
negativo  a  la  admisión  de  la  proposición,  dijo,  en  sesión 
de  28  de  agosto,  que  la  Cámara  debía  «examinar  no  solo 
la  importancia  de  los  hechos  denunciados,  sino  la  com- 
petencia que  la  Constitución  le  reconozca  para  deliberar 
sobre  ellos,  porque  no  todas  las  faltas  que  los  tribunales 
pueden  cometer  son  justiciables  ante  el  Senado.»  I  agre- 
gaba todavía  que:  «Por  lo  que  toca  al  abandono  de  de- 
beres, la  Cámara  no  debe  olvidar  que  no  basta  el  simple 
abandono,  puesto  que  la  Constitución  ha  querido  que  sea 
notable,  es  decir,  continuado,  persistente  e  incorrejible. 
El  simple  abandono  no  da  mérito  para  una  proposición 
de  acusación,  porque  la  Constitución  ha  puesto  en  ma- 
nos de  otro  poder  la  facultad  necesaria  para  correjirlo.» 

Pero  fué  el  señor  don  Antonio  Varas  quien  planteó  la 
cuestión  que  estudiamos  en  su  verdadero  terreno,  con 
toda  claridad  i  precisión,  en  la  sesión  de  29  del  citado 
mes  de  agosto,  al  pronunciar  las  siguientes  palabras:  cEs 
verdad  que  algunos  señores  Diputados  sostienen  que 
a  toda  proposición  de  acusación,  cualquiera  que  sean  sus 
fundamentos,  debe  dársele  curso,  porque  es  necesario, 
dicen,  dejar  la  puerta  abierta  a  la  denuncia  de  los  delitos. 
Respeto  esa  opinión,  pero  para  mí  toda  proposición  de 
acusación  está  sujeta  a  dos  trámites,  el  de  su  admisibili- 
dad i  el  de  su  examen  i  aceptación,  i  al  establecerlos  la 
Constitución  ha  tenido  un  objeto  serio.  Si  por  el  solo 
hecho  de  introducirse  a  la  Cámara  una  proposición  de 
acusación  debiera  ser  admitida  i  tramitada,  ¿para  qué  la 
Constitución  habría  puesto  a  la  Cámara  en  el  caso  de 
pronunciarse  sobre  la  admisibilidad  de  la  proposición? 
Es  menester,  pues,  apreciar  primeramente  si  la  propo- 
sición es  admisible,  si  los  hechos  en  que  se  apoya  dan 
materia  de  acusación  para  darle  curso  i  tramitarla 
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Toda  acusación  exije  un  delito;  si  falta  él  delito  la  atusar 
don  no  es  posible.  ¿Hai  delito  en  los  hechos  enunciados? 
Para  contestar  a  esta  pregunta  bueno  es  recordar  lo  que 
todos  los  códigos  i  tratadistas  entienden  por  delito.  Pue- 
de decirse  que  todos  ellos  convienen  en  que  delito  es  la 
acción  u  omisión  de  un  hecho  a  que  la  lei  señala  una 
pena.  No  basta,  pues,  que  haya  infracción  de  lei  para 
constituir  delito,  se  requiere  ademas  que  esa  infracción 
tenga  señalada  una  pena.» 

La  Cámara  admitió,  sin  embargo,  la  proposición  de 
acusación,  el  referido  dia  29  de  agosto  de  1868,  por  40 
votos  contra  15. 

En  el  curso  del  largo  debate  que  también  provocó  la 
5.*  i  última  de  las  acusaciones  que  mas  arriba  hemos 
mencionado, — la  promovida  por  el  señor  Diputado  don 
Isidoro  Errázuriz  contra  el  Intendente  de  Valparaíso 
señor  don  Francisco  Echáurren  Huidobro,— debate  que 
principió  en  la  sesión  de  la  Cámara  de  Diputados,  de  20 
de  junio  de  1876  i  terminó  en  la  aeeion  nocturna  de  11 
de  julio  siguiente,  el  espresado  señor  Errázuriz,  i  los  se- 
ñores don  Justo  Arteága  Alemparte,  don  Aníbal  Las 
Casas,  don  Jovino  Novoa  i  don  José  Manuel  Balmaceda, 
sostuvieron  que  la  admisión  a  examen  de  una  proposi- 
ción de  acusación  importa  solo  un  trámite^  que  no  requie- 
re estudio  previo  de  antecedentes  ni  recepción  de  prue- 
bas, que  serian  oportunas  solo  cuando  llegara  el  mo- 
mento de  resolver  si  ha  o  no  lugar  a  la  acusación  o  a  for- 
mación de  causa. 

Los  señores  don  Enrique  Cood  i  don  Exequias  Alliende 
Caro  sostuvieron  la  opinión  contraria,  la  misma  que  el  se- 
ñor don  Antonio  Varas  habia  defendido  en  la  sesión  de  29 
de  agosto  de  1868,  i  esta  fué  fcn  realidad  la  que  prevale- 
ció, puesto  que  se  discutieron  i  examinaron  minuciosa- 
mente todos  i  cada  uno  de  los  capítulos  en  que  se  apo- 
yaba la  acusación,  a  fin  de  determinar  si  constituían  o 
no  delito,  i  delito  de  aquellos  que. establecen  la  couipe- 


224  LA   CONSTITUCIÓN   ANTE   EL   CONGRESO 

tencia  de  la  Cámara  de  Diputados  para  acusar  a  un  In- 
tendente ante  el  Senado. 

Así,  los  señores  don  Enrique  Mac-Iver,  don  Carlos 
Castellón  i  don  Manuel  Antonio  Matta,  fundaron  su  voto 
negativo  a  la  admisión  de  la  proposición  de  acusación 
en  que  las  faltas  o  delitos  imputados  al  señor  Echáurren 
no  implicaban  infracción  de  la  Constitución:  en  que  no 
eran  de  aquellas  que  autorizan  a  la  Cámara  de  Diputa- 
dos para  arrastrar  a  un  Intendente  a  la  barra  del  Sena- 
do, i  en  que,  como  lo  dijo  el  señor  Matta,  en  la  sesión 
dé  11  de  julio,  ajamas  se  ha  podido  probar  que  las  faltas 
de  que  se  acusa  al  Intendente  de  Valparaíso  caigan  en 
la  terminante  prescripción  del  art.  38  de  la  Constitución, 
único  por  el  cual  puede  la  Cámara  acusar  a  este  funcio- 
nario.»— La  Cámara  resolvió,  en  dicha  sesión,  no  admi- 
tir la  proposición  de  acusación,  rechazándola  así  de  pla- 
no, por  £9  votos  contra  22. 

Los  casos  prácticos  que  hemos  recordado  manifiestan 
que  aun  muchos  de  aquellos  que  han  sostenido  alguna 
vez  que  la  admisión  a  examen  de  una  proposición  de 
acusación  importa  un  mero  trámite,  han  modificado  mas 
tarde,  i  con  justicia,  tal  opinión.  Las  discusiones  mismas 
habidas  en  los  casos  de  1858,  1868  i  1876,  estensas  i 
concienzudas,  dan  a  conocer  bien  claramente  que  la  ad- 
misibilidad de  una  acusación  importa  algo  mas  que  un 
simple  trámite,  algo  que  envuelve  una  significación 
grave. 

En  efecto,  no  se  concibe  que  una  Constitución  se  ocupe 
de  dictar  reglas  de  mera  tramitación.  Atendida  la  natu- 
raleza de  un  Código  fundamental,  si  las  determina,  es 
forzoso  reconocer  que  deben  tener  algún  alcance,  i  este 
no  puede  ser  otro  que  crear  garantías  eficaces  en  favor 
del  funcionario  a  quien  se  trata  de  acusar,  a  fin  de  que 
no  se  atropello  todo  miramiento  i  se  haga  fácilmente  de 
una  alta  atribución  judicial  un  instrumento  destinado  a 
satisfacer  mezquinas  pasiones  políticas.  Nosotros  pen- 
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gamos  que  la  Constitución  no  ha  podido  establecer  trá- 
mites i  fórmulas  que  nada  signifiquen,  i  pensamos,  por 
lo  tanto,  que  la  admisión  a  examen  de  una  proposición 
de  acusación  es  algo  que  presupone  cierto  estudio  i  que 
implica  la  resolución  de  algunos  puntos  graves. 

En  nuestro  concepto,  admitir  a  examen  una  proposi- 
ción de  acusación  o  simplemente  admitirla,  importa  re- 
solver: 1.°  que  la  acusación  ha  sido  entablada  en  tiempo 
i  forma;  2.°  que  el  crimen  o  delito  que  la  motiva  existe 
o  que  hai  por  lo  menos  semi-plena  prueba  de  su  existen- 
cia, o  que  el  hecho  denunciado  se  presenta  con  el  carác- 
ter de  tal  crimen  o  delito;  i  3.°  que  el  crimen  o  delito,  o 
el  hecho  que  se  presenta  con  el  carácter  de  tal  i  que  se 
imputa  al  funcionario  a  quien  se  trata  de  acusar,  es  de 
aquellos  que,  conforme  a  la  Constitución,  constituyen  a 
la  Cámara  de  Diputados  en  autoridad  competente  para 
acusar  ante  el  Senado. 

El  examen  detenido  de  estos  tres  puntos,  i  mui  parti- 
cularmente del  segundo  i  del  tercero,  nos  parece  que 
importa  algo  de  mas  serio  i  grave  que  un  simple  trámite. 
Si  la  Cámara  resuelve  los  tres  puntos  indicados  en  sen- 
tido afirmativo,  debe  admitir  la  proposición  de  acusación. 
En  el  caso  contrario,  si  las  tres  mencionadas  proposicio- 
nes, si  dos  de  ellas  o  una  sola  fueren  resueltas  en  sentido 
negativo,  debe  rechazar  de  plano  la  proposición  de  acu- 
sación. 

Una  vez  admitida  a  examen  la  proposición  de  acusa- 
ción, llega  el  caso,  previo  el  informe  de  la  comisión  res- 
pectiva compuesta  de  cinco  Diputados  (o  de  nueve  en  los 
casos  en  que  fuere  aplicable  el  art.  94),  de  resolver  si  ha 
o  no  lugar  a  la  acusación  (o  a  formación  de  causa  según 
el  art.  97). 

Para  espedir  esta  segunda  resolución,  la  Cámara  debe 

proceder  como  juez  sumariante,  exijiendo  que  haya  por 

lo  menos  semi-plena  prueba  dé  que  el  funcionario  a  quien 

Be  pretende  acusar,  es  el  autor  responsable,  cómplice  o 

SO 
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encubridor  del  crimen  o  delito  que  se  le  imputa.  De  aqui 
se  infiere  que  la  comisión  puede  recibir  declaraciones  de 
testigos  e  ilustrarse  por  todos  los  medios  que  conceptúe 
necesarios  para  formarse  conciencia  del  asunto  i  presen- 
tar a  la  Cámara  un  informe  motivado,  que  pueda  servir 
de  base  a  la  declaración  de  haber  o  no  lugar  a  formación 
de  causa,  como  se  procedió  por  las  comisiones  nombra- 
das para  informar  en  las  acusaciones  entabladas  en  1864 
i  1868,  a  que  mas  arriba  hemos  aludido. 

La  existencia  de  un  delito,  o  de  un  hecho  que  se  pre- 
sente con  el  carácter  de  tal,  es  la  base  de  todo  procedí* 
miento  criminal,  i  es,  por  consiguiente,  algo  que  debe 
esclarecerse  cuando  se  delibera  acerca  de  la  admisibili- 
dad de  la  acusación.  Para  pronunciarse  acerca  del  se- 
gundo punto,  la  declaración  de  haber  lugar  a  formación 
de  causa,  se  debe  averiguar  si  el  funcionario  a  quien  se 
trata  de  acusar  aparece,  prima-facie,  en  virtud  de  semi- 
plena prueba,  como  responsable  del  delito. 

Aplicamos,  pues,  a  este  caso,  las  mismas  considera* 
ciones  que  hicimos  valer  en  el  informe  que,  en  unión  de 
varios  colegas,  presentamos  a  la  Cámara  de  Diputados 
en  sesión  de  27  de  noviembre  de  1875,  con  motivo  del 
desafuero  pedido  contra  el  señor  Diputado  don  Francis- 
co de  Paula  Figueroa. 


o 
o  o 


£1  plazo  de  seis  dias  a  que  se  refiere  el  último  párra- 
fo del  art.  38  para  que  informe  la  comisión  de  cinco  Di- 
putados de  que  en  él  se  hace  mérito,  no  es  fatal.  Debe 
entenderse  que  el  informe  no  puede  presentarse  antes  da 
vencido  ese  término,  pero  sí  después.  Así  lo  resolvió  la 
Cámara  de  Diputados  en  sesión  de  1.°  de  setiembre  de 
1868,  por  46  votos  contra  3,  i  lo  resolvió  bien,  porque 
ese  plazo  se  fija  como  garantía  para  evitar  la  precipita- 
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cion  en  materia  tan  grave,  i  porque  nadie  puede  ser  obli- 
gado a  lo  imposible. 

o 
o  o 

* 

Por  lo  que  hace  a  las  relaciones  de  la  comisión  acusa- 
dora que  la  Cámara  nombra  conforme  a  la  parte  final  del 
último  inciso  del  art.  38  (o  conforme  al  art.  96),  con  los 
tribunales  de  justicia,  la  Cámara  de  Diputados  resolvió, 
en  sesión  de  15  de  diciembre  de  1868,  por  40  votos  con- 
tra 10,  que  debia  presentarse  ante  ellos  por  medio  de 
escritos,  i,  por  45  votos  contra  5,  que  en  estos  debia  usar 
de  papel  sellado. — Lo  primero  nos  parece  aceptable;  pe- 
ro no  alcanzamos  a  comprender  el  fundamento  de  lo  se- 
gundo, desde  que  el  costo  del  papel  sellado  no  es  eroga- 
do por  los  Diputados  personalmente  considerados. 

o 
o  o 

Todavía,  a  propósito  de  la  acusación  de  1868,  se  sus- 
citó la  duda  de  si  los  tribunales  ordinarios  de  justicia 
podian  compeler  a  la  comisión  nombrada  por  la  Cámara 
de  Diputados  para  proseguir  i  formalizar  una  acusación 
ante  el  Senado,  a  usar  de  firma  de  letrado  en  los  escri- 
tos que  ante  ellos  tuviera  que  presentar.  La  Cámara,  en 
sesión  de  1.°  de  mayo  de  1869,  resolvió  que  no  por  43 
votos  contra  6,  después  de  haber  oido  sobre  el  particu- 
lar a  su  comisión  de  Constitución,  Lejislacion  i  Justicia, 
la  cual  presentó  dos  informes,  el  uno  suscrito  en  mayo- 
ría por  los  señores  don  Manuel  Amunátegui  i  don  Luis 
Pereira,  i  el  otro  en  minoría  por  el  señor  don  Antonio 
Varas. 

Nosotros  creemos,  con  los  señores  Amunátegui  i  Pe- 
reira, que  las  leyes  que  facultan  a  los  tribunales  para 
exijir  en  ciertos  casos  firma  de  letrado  a  las  partes  üti- 
gantes;  no  son  aplicables  a  la  comisión  acusadora  nom- 
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brada  por  la  Cámara  de  Diputados,  porque,  aparte  de 
no  ser  la  comisión  ni  la  Cámara  un  litigante  común,  de- 
be conservar  en  el  ejercicio  de  sus  funciones  todos  los 
fileros  propios  de  la  Cámara  misma;  porque  la  comisión 
ejerce  las  funciones  del  ministerio  público  en  su  mas  al- 
to grado-;  i  porque  no  puede  ser  trabada  en  sus  procedi- 
mientos por  una  voluntad  estraña,  cual  seria  la  del  abo- 
gado cuya  firma  fuera  necesaria. 

Si  los  miembros  de  una  comisión  acusadora  cometen 
abusos  o  se  conducen  de  una  manera  poco  decorosa,  es 
a  la  Cámara  misma  a  quien  debe  pedirse  la  aplicación 
del  correctivo  necesario  para  reprimir  aquellos  i  enmen- 
dar esta. 


Hemos  dicho  mas  arriba  que  la  comisión  de  cinco  Di- 
putados (o  de  nueve  según  el  art.  95)  que  se  nombra 
para  informar  a  la  Cámara  sobre  si  debe  o  no  haber  lu- 
gar lugar  a  la  acusación,  tiene  facultad  para  hacer  decla- 
rar testigos  i  para  proporcionarse  cuantos  esclarecimien- 
tos necesite  para  desempeñar  acertadamente  su  encargo. 

Esta  facultad  de  las  comisiones  que  informan  en  las 
acusaciones  que  la  Cámara  de  Diputados  puede  enta- 
blar ante  el  Senado,  es  aplicable  a  las  comisiones  que, 
conforme  a  la  lei  de  12  de  noviembre  de  1874,  pueden 
nombrar  para  esclarecer  los  hechos  i  adelantar  la  prue- 
ba en  las  reclamaciones  de  nulidad  de  las  elecciones  de 
sus  miembros. 

Mas  aun,  esa  facultad  es  propia  de  todas  las  comisio- 
nes que  las  Cámaras  nombran  para  el  ejercicio  correcto 
de  las  atribuciones  que  les  competen,  cuando  este  re- 
quiere investigaciones  o  datos  previos,  que  la  Cámara 
misma,  obrando  en  cuerpo,  no  podría  proporcionarse. 

En  cuanto  a  la  facultad  que  las  Cámaras  tienen  de 
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nombrar  comisiones  para  los  efectos  que  les  pluguiere, 
aun  para  sostener  la  una  ante  la  otra  un  proyecto  cual- 
quiera,  ella  no  pueda  ponerse  en  discusión,  i  se  ejerce 
constantemente  sin  embarazo  algujio.  Pero  sí  se  ha  pues- 
to en  duda  la  facultad  que  esas  comisiones  pudieran  tener 
para  practicar  ante  sí  actos  de  investigación  judicial, 
compeliendo  testigos  a  prestar  ante  ellas  declaraciones, 
exijiendo  la  exhibición  de  documentos,  ordenando  el  re- 
jistro  de  los  archivos  públicos,  etc.,  etc. 

Para  ilustrarla  acerca  de  este  punto,  la  Cámara  de  Di- 
putados nombró,  en  sesión  de  21  de  noviembre  de  1863, 
una  comisión  especial  compuesta  de  los  señores  don  Jo- 
sé Eujenio  Vergara,  don  Santiago  Prado  i  don  Ambrosio 
Montt,  aceptando  por  unanimidad  la  indicación  formula- 
da por  el  señor  don  Francisco  Puelma,  con  motivo  de  las 
dificultades  con  que  había  tropezado,  en  el  ejercicio  de 
sus  funciones,  la  comisión  compuesta  de  los  señores  don 
Evaristo  del  Campo  i  don  Ambrosio  Olivos,  que  la  mis- 
ma Cámara  había  nombrado  el  26  de  setiembre  anterior, 
apara  practicar  una  investigación  de  los  hechos  ocurri- 
dos en  el  departamento  de  Petorca,  i  especialmente  so- 
bre la  formación  de  un  nuevo  rejistro  electoral,  emisión 
de  nuevas  calificaciones,  i  procedimientos  empleados  por 
el  Gobernador  en  la  ejecución  de  esos  actos. » 

Como  el  señor  del  Campo  hiciera  presente  a  la  Cáma- 
ra, en  sesión  de  7  de  noviembre  de  aquel  año,  que  la 
comisión  investigadora  de  que  él  formaba  parte,  había 
tropezado  con  dificultades  opuestas  por  el  Intendente  de 
Aconcagua,  quien  pretendía  restrinjirla  en  sus  investi- 
gaciones, amenguando  las  atribuciones  de  la  Cámara;  el 
señor  Puelma  formuló  la  indicación  que  trajo  por  resul- 
tado el  nombramiento  de  la  comisión  especial  a  que  aca- 
bamos de  aludir,  compuesta  de  los  señores  Vergara,  Pra- 
do i  Montt. 

Esta  comisión  presentó  su  informe  en  sesión  de  5  de 
diciembre  del  mismo  año,  i  de  esa  pieza,  notable  por  su 
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precisión,  claridad  i  elegancia,  nos  permitimos  transcri- 
bir los  párrafos  siguientes: 

«¿Tiene  la  Cámara,  o,  mas  propiamente  hablando,  el 
Congreso  la  facultad  de  nombrar  comisiones  investiga* 
doras  que  puedan,  por  derecho  propio  i  sin  auxilio  de 
una  autoridad  estraña,  poner  manos  en  los  archivos  i  re- 
jistros  electorales,  penetrar  en  las  oficinas  administrati- 
vas i  tomar,  en  suma,  todas  las  medidas  conducentes  al 
esclarecimiento  de  los  hechos  que  se  procura  conocer? 

ce  La  comisión  entra  no  sin  repugnancia  en  el  eximen 
de  estas  diversas  proposiciones.  La  sola  duda,  aun  leve, 
supone  el  desconocimiento  de  nuestro  sistema  d^  go- 
bierno, i  el  error  verdaderamente  grave,  de  que  él  Eje- 
cutivo pueda  tener  una  posición  constitucional  inviola- 
ble i  a  cubierto  de  toda  tentativa  de  pesquisa.  No  es 
esto  lo  que  ha  querido  la  Constitución  vijente,  ni  otra 
alguna  de  las  que  han  rejido  la  República,  £1  Poder 
Ejecutivo,  que  por  su  naturaleza  concentra  en  su  mano 
la  enerjía  material  de  la  sociedad,  disponiendo  de  los  fa- 
vores, de  los  empleos,  de  la  fuerza,  de  todos  los  medios 
de  premio  i  de  conminación,  necesariamente  ha  de  estar 
equilibrado,  a  menos  de  crearse  un  despotismo  mons- 
truoso, por  el  poder  del  Congreso  o  asamblea  del  pue- 
blo, que  por  su  naturaleza  representa  la  enerjía  moral, 
la  opinión,  la  conciencia  pública. 

«Limitar  las  facultades  de  una  asamblea  a  la  sola  for- 
mación de  las  leyes,  es  lo  mismo  que  limitar  la  acción 
ejecutiva  a  la  sola  firma  de  títulos  i  diplomas.  Nada  mas 
absurdo.  El  Congreso  es  el  amalaya  perpetuo  del  pueblo, 
encargado  de  vijilar,  no  con  el  arma  al  brazo,  sino  con 
la  Constitución  en  la  mano,  la  conducta  del  Ejecutivo, 
que,  por  la  condición  de  los  poderes  activos,  tiende  al 
ensanche  ilimitado  de  su  influencia,  a  la  absorción  i  al 
dominio  de  todo.  Un  Congreso  meramente  lejislador  se- 
ria idéntico  al  cuerpo  lejislativo  del  primer  imperio  fran- 
cés: asamblea  nula,  sin  vitalidad  ni  movimiento,  sin  la 
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enerjía  de  la  palabra,  del  pensamiento  i  de  la  concien- 
cia, triple  poder  que  crea  la  lei,  verdadera  eBpresion  de 
la  voluntad  nacional.  ¿Es  esta,  por  ventura,  la  situación 
que  en  Chile,  República  popular  representativa,  se  ha 
dejado  a  los  mandatarios  de  la  Nación,  constituidos  en 
Congreso?  En  verdad  que  mas  valdría  cerrar  la  Sala  de 
sesiones  i  poner  a  la  puerta  el  sarcasmo  que  Cromwell 
hizo  escribir  en  el  pórtico  de  Westminster,  el  palacio 
del  parlamento:  Esta  casa  se  alquila.  ¡Era  ya  inútil  para 
un  destino  mas  noble! 

«Hai  una  serie  de  actos  del  Congreso,  emanados  de  la 
Constitución,  sin  embargo,  que  suponen  el  examen  i  co- 
nocimiento de  hechos  dados  i  que,  por  consiguiente,  se 
hallan  fuera  del  dominio  de  la  lejislacion 

♦•./..«No  será  necesario  torturar  nuestra  Carta  Funda- 
mental para  llegar  a  la  conclusión  de  que  ha  encargado 
al  Congreso  en  conjunto  i  a  cada  una  de  las  Cámaras 
funciones  judiciales  i  administrativas,  al  frente  de  las 
cuales  se  hallan  las  facultades  de  investigación  i  de  pes- 
quisa. Desde  el  reglamento  constitucional  de  1812,  pun- 
to de  partida  de  nuestro  derecho  público,  hasta  la  Cons- 
titución de  1833,  todas  nuestras  Cartas  Fundamentales, 
sin  excepción  de  una  sola,  han  reservado  al  Congreso  un 
poder  enérjico  de  tuición  i  vijilancia  en  la  administra- 
ción ejecutiva  del  Estado los  precedentes  i  prácti- 
cas parlamentarias  deben  guiarnos  en  la  intelij  encía  i 
ejercicio  de  la  facultad  de  investigar 

«En  la  sesión  35.*  ordinaria  de  1858,  la  Cámara 

de  Diputados  acordó  nombrar  a  propuesta  del  señor  don 
Antonio  Varas,  una  comisión  de  cinco  miembros  para 
que  «investigase  la  administración  del  ferrocarril  entre 
Santiago  i  Valparaíso. 

«El  Presidente  de  la  República  no  observó  ni 

contradijo  el  nombramiento  i  objeto  de  la  comisión  i  por 
el  contrario  dio  orden  de  facilitar  a  los  Diputados  el  co- 
nocimiento de  los  datos,  libros,  cuentas  i  demás  piezas 
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conducentes  al  esclarecimiento  de  los  hechos  denuncia- 
dos. 

«Este  caso  es  único  i  la  comisión  conviene  sin  di- 
ficultad en  que  no  basta  a  constituir  un  derecho  de  pre- 
cedentes, un  derecho  consuetudinario. 

«No  cuento,  dice  un  publicista  francés,  (Helio) 

entre  las  invasiones  al  Poder  Ejecutivo  la  investigación 
que  puede  ordenar  una  Cámara  con  el  objeto  de  esclare- 
cer un  asunto  de  su  deliberación.  El  derecho  de  investi- 
gar es  inherente  a  todo  poder  que  delibera,  vota,  decide 

i  al  cual  importa  conocer  la  verdad.» .*.• 

«Como  ejemplo  da  el  publicista  la.  investigación 

ordenada  por  la  Cámara  de  Diputados  de  Francia,  du- 
rante el  reinado  de  Luis  Felipe,  con  motivo  de  la  lei  so- 
bre tabacos  i  de  la  verificación  de  los  poderes  de  sus 
miembros. 

«El  poder  de  acusar  e  investigar,  dice  el  juez  Story, 
comentador  de  la  Constitución  de  los  Estados  Unidos  de 
Norte  América,  debe  entenderse  como  una  manera  de 
pesquisar  la  conducta  de  los  funcionarios  públicos,  d 

La  comisión  cita  en  seguida  algunos  importantes  ca- 
sos prácticos  de  investigaciones  decretadas  por  la  Cáma- 
ra de  los  Comunes  en  Inglaterra  i  por  la  de  Represen- 
tantes en  Estados  Unidos;  i  fundándose,  entre  otras  con- 
sideraciones, en  «que  es  un  principio  fundamental  de  la 
Constitución  el  derecho  del  Congreso  i  de  cada  una  de 
las  Cámaras  a  vijilar  la  observancia  de  la  lei,  investigar 
la  conducta  de  los  funcionarios  públicos  i  tomar  las  pro- 
videncias conducentes  al  esclarecimiento  de  los  asuntos 
sometidos  a  su  deliberación:  principio  consagrado  i  es- 
tablecido espresamente  en  las  Constituciones  de  1812  i 
de  1818,  de  octubre  i  diciembre  de  1823,  de  1828  i  de 
1833»  i  en  «que  el  derecho  de  investigar,  establecido 
por  la  Constitución,  hace  necesario  i  lejítimo  el  empleo 
de  los  procedimientos  que  hagan  efectivo  i  posible  su 
ejercicio,»  terminó  proponiendo  a  la  Cámara  que  la  co- 
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misión  nombrada  anteriormente  se  trasladara  de  nuevo 
a  Petorca  con  el  objeto  de  indagar  los  abusos  come- 
tidos por  el  Gobernador  o  cualquiera  otra  persona  con 
la  mira  de  coartar,  violentar  o  restrinjir  el  derecho  de 
«ufrajio,  debiendo  proceder  dicha  comisión,  en  nombre  i 
como  delegado  de  los  poderes  constitucionales  de  la  Cá- 
mara, a  la  investigación  de  los  hechos  denunciados,  to- 
mando al  efecto  todas  las  providencias  i  medios  de  in- 
vestigación que  juzgare  convenientes.»  El  informe  que 
dejamos  estractado  fué  aprobado  por  la  Cámara,  en  la 
misma  sesión  de  5  de  diciembre  de  1863,  en  que  de  él 
se  dio  cuenta,  i  sin  discusión  alguna,  por  35  votos  con- 
tra 2. 

La  comisión,  renovada  con  los  señores  don  Fran- 
cisco Puelma  i  don  Ignacio  Zenteno,  para  dar  cum- 
plimiento al  acuerdo  de  la  Cámara,  desempeñó  su  encar- 
go, ejerciendo  toda  especie  de  facultades  de  investigación 
en  Petorca,  hasta  el  punto  de  hacer  que  comparecieran 
ante  ella  a  prestar  declaraciones  el  Gobernador  mismo 
del  departamento,  el  párroco  i  toda  clase  de  personas, 
sin  distinción  de  fuero.  El  Ejecutivo  ordenó  se  le  faci- 
litaran todos  los  medios  necesarios  para  el  buen  desem- 
peño de  su  encargo,  atributando  de  este  modo  un  ho- 
menaje elocuente  al  principio  innegable  de  los  derechos 
que  en  este  orden  de  cosas  corresponden  a  los  cuerpos 
lejislativos,»  como  lo  decian  los  referidos  señores  Puel- 
ma i  Zenteno  en  el  informe  que,  dando  cuenta  de  su 
misión,  presentaron  a  la  Cámara  el  29  de  diciembre  de 
1863. 

Poco  después,  en  sesión  de  22  de  marzo  de  1864,  la 
Cámara  de  Diputados  nombró  por  unanimidad  una  comi- 
sión compuesta  de  los  señores  don  Rafael  Sotomayor,  don 
José  Miguel  Barriga  i  don  Vicente  Reyes  para  que,  «tras- 
ladándose a  la  mayor  brevedad  al  departamento  de  San 
Fernando,  practique  las  investigaciones  necesarias,  a  fin 

de  comprobar  las  falsificaciones  ejecutadas  en  setiembre 
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último  en  el  rejistro  electoral  de  dicho  departamento,  co- 
mo también  los  demás  abusos  que  se  hayan  cometido 
i  cometieren  allí  con  relación  a  las  próximas  eleccio- 
nes.» 

Esta  comisión  presentó  su  informe  a  la  Cámara  en  se- 
sión de  12  de  abril  siguiente,  dando  cuenta  del  desem- 
peño de  su  encargo.  De  ese  informe  resulta  que  recojió 
treinta  declaraciones  de  testigos,  entre  otros  medios  de 
investigación. 

En  las  sesiones  diurna  i  nocturna  de  20  de  diciembre 
de  1866,  a  consecuencia  de  una  interpelación  dirijidapor 
el  señor  don  Ricardo  Claro  al  Ministro  del  Interior,  con 
motivo  de  ciertos  defectos  en  que  se  había  incurrido 
en  la  formación  del  rejistro  electoral  de  Lontué,  dicho 
señor  i  el  señor  don  Jovino  Novoa  reprodujeron  las  ideas 
sostenidas  en  el  informe  de  los  señores  Vergara,  Prado  i 
Matta,  que  mas  arriba  hemos  estractado,  refutando  la 
opinión  emitida  por  el  señor  don  Federico  Errázuriz, 
Ministro  accidental  del  Interior,  de  que  el  nombramien- 
to de  una  comisión  investigadora,  propuesta  por  el  se- 
ñor Claro,  sería  inconstitucional,  porqué  ello  implicaría 
una  violación  del  art.  108  que  prohibe  al  Congreso  ejer- 
cer funciones  judiciales. 

Aunque  la  Cámara  rechazó  la  indicación  del  señor 
Claro  en  la  segunda  de  dichas  sesiones,  por  28  votos  con- 
tra 9,  pensamos  que  sería  en  virtud  de  las  otras  razones 
aducidas  contra  la  indicación  durante  el  debate;  pues 
nos  parece  evidentemente  erróneo  suponer  que  la  facul- 
tad de  juzgar  causas  civiles  i  criminales  i  que  los  funcio- 
nes judiciales  a  que  se  refiere  el  art.  108  de  la  Constitu- 
ción, sean  algo  idéntico  (cuando  son  en  realidad  algo 
perfectamente  distinto)  a  las  facultades  de  mera  investiga- 
ción que  indisputablemente  corresponden  a  las  Cámaras 
para  el  acertado  desempeño  de  sus  atribuciones  consti- 
tucionales, i  muí  especialmente  para  el  ejercicio  de  la 
sujyervijilancia  que  les  pertenece  sobre  todos   los  ramos  de 
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la  administración  pública,  conforme  al  párrafo  1.°  del  art. 
58.  (1) 


Art.  39 

<tSon  atribuciones  de  la  Cámara  de  Senadores — 

« 1  .*  Calificar  las  eleeciones  de  sus  miembros;  conocer  en 
los  reclamos  de  nulidad  que  se  interpusiesen  acerca  de  ellas, 
i  admitir  su  dimisión  si  los  motivos  en  que  la  fundaren, 
fueren  de  tal  naturaleza  que  los  imposibilitaren  física  o  mo- 
ralmente  para  el  desempeño  de  estos  cargos. — No  podrán 
calificarse  los  motivos  sin  que  concurran  las  tres  cuartas' 
partes  de  los  Senadores  presentes. 

«2.*  Juzgar  a  los  funcionarios  que  acusare  la  Cámara 
de  Diputados^  con  arreglo  a  lo  prevenido  en  los  arts.  38 
i  98. 

<ac3.a  Aprobar  las  personas  que  el  Presidente  de  la  Re* 
pública  presentare  para  los  Arzobispados  i  Obispados. 

&4.*  Prestar  o  negar  su  consentimiento  a  los  ajctos  del 
Gobierno  en  los  casos  en  que  la   Constitución  lo  requiere.» 

•Este  artículo  no  contiene  la  espresion  esclusxvas  que 
se  consigna  en  el  38,  al  enumerar  las  atribuciones  del 
Senado.  Ello  se  comprende  fácilmente,  desde  que  la 
cuarta  de  las  que  en  él  se  detallan,  no  es  realmente  es- 
elusiva  de  aquel  cuerpo,  porque,  en  su  receso,  como  se 
vé  por  los  incisos  9.°,  10.°  i  17.°  del  art.  82,  la  ejerce  la 
Comisión  Conservadora. 

o 
o  o 

Respecto  a  la  primera  de  las  atribuciones  que  este  ar- 
tículo confiere  al  Senado,  reproducimos  todo  lo  dicho  con 

(1)  Véase  discurso  nuestro  en  sesión  de  la  Cámara  de  Diputados  de 
26  de  agosto  de  1873.— Anexó  núm.  10. 
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motivo  de  la  primera  que  el  art.  38  concede  a  la  Cáma- 
ra de  Diputados. 

o 
*>  o 

La  segunda  la  ejerce  el  Senado  con  arreglo  a  las  dis- 
posiciones contenidas  en  el  art.  98,  que  estudiaremos 
oportunamente. 

o 
«  o 

En  cuanto  a  la  tercera,  que  se  relaciona  con  la  parte 
8.*  del  art.  82,  que  será  examinada  a  su  tiempo,  solo  te- 
nemos que  notar:  1.°  que  la  aprobación  que  ella  exijo 
por  parte  del  Senado,  es  solo  para  las  personas  que  el 
Presidente  de  la  República  hubiere  de  presentar  a  la 
Santa  Sede  para  los  Arzobispados  i  Obispados  que  exis- 
ten en  Chile,  mas  no  para  las  personas  que  el  Sumo 
Pontífice  nombrare  Obispos  in  partíbus-infidelium;  i  2.° 
que  no  pudiendo  esta  atribución  ejercerse  por  la  Comi- 
sión Conservadora,  como  las  otras  a  que  se  refiere  la 
parte  4.*  de  este  artículo,  en  receso  del  Senado,  este 
cuerpo  ha  sido  convocado  especialmente  por  el  Presi- 
dente de  la  República  para  el  ejercicio  de  la  referida 
atribución  3.a  Así  lo  fué,  en  efecto,  &  una  sesión  espe- 
cial, que  tuvo  lugar  el  28  de  enero  de  1852,  para  apro- 
bar la  presentación  que  el  Presidente  de  la  República 
hizo  a  la  Santa  Sede  del  señor  Obispo  de  Ancud,  don 
Justo  Donoso,  para  el  Obispado  de  la  Serena,  vacante 
por  fallecimiento  del  señor  don  Jerónimo  Sierra.  Negar 
al  Ejecutivo  esta  facultad  respecto  del  Senado  solo  en 
casos  análogos,  sería  obligarle  a  convocar  estraordina- 
riamente  ambas  Cámaras  para  una  sesión  en  la  cual  la 
de  Diputados  nada  tendría  que  hacer. 

En  cuanto  a  los  Obispos  in-partibus^  que  no  ejercen 
potestad  de  jurisdicción,  sino  solo  la  de  orden,  hai  va- 


ARTÍCULO  40  237 

rios  casos  prácticos  que  confirman  nuestra  opinión,  en- 
tre los  cuales  recordamos  el  del  señor  don  José  Miguel 
Arístegui,  nombrado  Obispo  de  Himeria,  i  el  del  señor 
don  Joaquín  Larrain  Gandaríllas,  nombrado  Obispo  de 
Martirópolis. 


De  la  formación  de  las  leyes 


Abt.  40 


dLas  leyes  pueden  tener  principio  en  el  Senado  o  en  la 
Cámara  de  Diputados  a  proposición  de  uno  de  sus  miem- 
bros, o  por  mensaje  que  dirifa  el  Presidente  de  la  Repúbli- 
ca.— Las  leyes  sobre  contribuciones  de  cualquier  naturaleza 
que  sean,  i  sobre  reclutamientos,  solo  pueden  tener  princi- 
pio en  la  Cámara  de  Diputados.  Las  leyes  sobre  reforma 
de  la  Constitución  i  sobre  amnistía  solo  pueden  tener  prin- 
cipio en  el  Senado.'* 

Establecida  la  necesidad  de  la  división  del  poder  pú- 
blico por  lo  menos  en  tres  ramas,  que  se  llaman  también 
poderes,  separadamente  considerados  el  uno  respecto  de 
los  otros,  como  lo  hemos  manifestado  al  ocuparnos  del 
art.  2.a,  es  del  caso  preguntar  si,  confiado  el  poder  lejis- 
lativo  al  Congreso  Nacional,  como  lo  dispone  el  art.  13, 
tiene  o  no  objeto  el  presente  artículo. 

Fácil  es  contestar  que  lo  tiene  i  de  una  alta  importan- 
cia. El  que  la  prerogativa  de  aprobar  o  formar  la  lei  re- 
sida en  uno  o  en  dos  cuerpos  colejiados,  no  es  un  ante- 
cedente del  cual  pudiera  deducirse,  si  la  Constitución  no 
lo  espresara,  que  los  miembros  de  aquel  o  de  estos  cuer- 
pos tuvieran  la  facultad  de  proponer  proyectos  de  lei. 
Menos  todavía  podría  deducirse  que  semejante  facultad 
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hubiera  de  corresponder  neceante  .1  Poder  Eje- 
cutivo. 

En  esta  materia  no  todas  las  Constituciones  han  adop- 
tado idénticos  principios. 

Las  hai  que  reservan  la  iniciativa  para  la  proposición 
de  proyectos  de  lei  únicamente  a  los  miembros  de  las 
Cámaras.  Otras  la  confieren  ademas  al  Poder  Ejecutivo 
i  a  la  Corte  Suprema,  bien  que  solo  tratándose  de  asun- 
tos judiciales  respecto  de  esta  última.  Otras,  i  esto  es  lo 
mas  jeneral  i  conveniente,  dan  esa  facultad  a  los  miem- 
bros de  las  Cámaras  i  al  Poder  Ejecutivo,  como  sucede 
en  Chile;  i  otras  la  reservan  solamente  al  Poder  Ejecu- 
tivo. 

Este  último  sistema  es  el  que  dominó  en  Francia  du- 
rante la  mayor  parte  del  primero  i  del  segundo  imperio. 
Reservada  al  Emperador  la  facultad  de  proponer  proyec- 
tos de  lei,  las  Cámaras  debian  limitarse  a  aprobarlos  o 
rechazarlos,  careciendo  aun  de  la  facultad  de  modificar- 
los. «Sujeto  a  un  réjimen  semejante,  el  Parlamento  deja 
de  serlo,  como  mui  bien  lo  observa  Prevost  Paradol,  i 
merece  solo  el  nombre  de  «Consejo.  3>  (1)  Las  Cámaras 
forman  entonces  parte  integrante  del  réjimen  consultivo 
( consultatif  ) ,  que  no  es  sino  una  variante  del  gobierno 

absoluto,  pero  que  nada  tiene  de  común  con  el  gobierno 
parlamentario.!) 

Nuestra  Constitución,  adoptando  el  sistema  que  rije 
en  las  naciones  mas  cultas  i  mejor  orgaijizadas,  ha  atri- 
buido la  iniciativa  para  la  proposición  de  proyectos  de 
lei  no  solo  a  los  miembros  de  cada  Cámara  en  aquella 
de  que  formaren  parte,  como  debe  ser,  sino  también  al 
Presidente  de  la  República  por  medio  de  mensajes,  re- 
servándola solo  a  este  cuando  el  Congreso  funciona  en  se- 
siones estraordinarias.  Pero,  en  todo  caso,  la  facultad  de 


(1)  Prevost  Paradol,  JSaáü  depolitigue  et  liUéraiure,  tome  1.",  cha- 
pitre  VIL 
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adicionar,  correjir  o  enmendar  los  proyectos  que  le  fue- 
ren sometidos,  no  tiene  en  nuestras  Cámaras  limitación 
alguna  positiva. 

El  artículo  reserva,  en  su  segunda  parte,  ciertos  asun- 
tos especiales  que  solo  pueden  tener  principio  en  una  u 
otra  de  las  Cámaras.  Así,  las  leyes  sobre  contribuciones 
i  sobre  reclutamientos  solo  pueden  tener  principio  en  la 
Cámara  de  Diputados;  i  las  leyes  sobre  reforma  de  la 
Constitución  i  sobre  amnistía,  solo  pueden  tenerlo  en  el 
Senado.  ¿Tienen  fundamento  alguno  estas  excepciones? 

Las  dos  primeras  lo  tienen,  a  nuestro  juicio,  no  en  la 
circunstancia  de  representar  la  Cámara  de  Diputados 
mas  directamente  al  pueblo,  o  de  representarlo  esclusi- 
vamente,  como  sucede  en  Inglaterra  con  la  Cámara  de 
los  Comunes;  sino  en  que,  siendo  la  Cámara  de  Diputa- 
dos hoi  tres  veces  mas  numerosa  que  el  Senado,  ofrece 
mas  garantía,  como  Cámara  de  oríjen,  tratándose  de 
contribuciones  i  reclutamientos.  Es  indudable  que  es 
mas  difícil  para  un  Gobierno  echar  legalmente  sobre  los 
hombros  del  pueblo  una  nueva  carga,  cuando  la  lei  debe 
necesariamente  tener  principio  en  una  Cámara  que  cons- 
te de  109  miembros,  que  si  pudiera  tenerlo  en  una  que 
se  compone  solo  de  37. 

Esta  consideración  no  es  aplicable  ni  a  las  leyes  de 
amnistía  ni  a  las  de  reforma  de  la  Constitución.  Bien  se 
comprende  que  los  convencionales  de  33  lo  establecieran 
así  respecto  de  ambas,  determinando  que  debían  tener 
principio  en  el  Senado,  porque  este  cuerpo,  tal  como  lo 
organizó  la  Constitución  primitiva,  era  un  elemento  mas 
conservador  que  el  que  representa  la  Cámara  de  Dipu- 
tados, o,  mas  bien  dicho,  era  un  elemento  elejido  esclu- 
sivamente  por  el  Ejecutivo.  Semejante  razón  es  inacep- 
table, sobre  todo  después  de  la  reforma  introducida  en 
la  organización  del  Senado,  i  es  por  eso  que  se  ha  decla- 
rado ya  necesaria  la  reforma  de  este  artículo  en  la  parte 
que  dispone  que  las  leyes  sobre  reforma  de  la  Constitu- 
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cion  deben  tener  principio  en  ese  cuerpo.  Igual  cosa 
puede  decirse  de  las  leyes  sobre  amnistía. 


o 

O   3 


En  sesión  de  19  de  agosto  de  1863,  puesto  en  discu- 
sión particular  un  proyecto  de  lei  que  facultaba  al  Eje- 
cutivo para  rectificar  el  avalúo  de  la  renta  de  los  fundos 
rústicos  de  la  provincia  del  Maule,  el  Senado,  después 
de  empatada  la  votación,  resolvió  en  comité,  por  7  votos 
contra  5,  que  dicho  proyecto  debia  pasarse  a  la  Cámara 
de  Diputados  por  ser  referente  a  contribuciones. 

En  sesión  de  la  Cámara  de  Diputados  de  11  de  junio 
de  1864,  el  señor  don  Enrique  Cood  pidió  esplicaciones 
a  los  señores  Ministros  del  Interior  i  de  Hacienda,  acer- 
ca de  ciertos  proyectos  que  calificó  como  de  contribucio- 
nes, bajo  la  forma  de  empleos,  empréstitos  u  otros  gas- 
tos, por  haberlos  presentado  ante  el  Senado  como  Cáma- 
ra de  orijen. 

El  Senado  se  ocupó  del  asunto  en  sesión  de  13  del 
mismo  mes  i  año,  sosteniendo  el  Ministro  de  Hacienda, 
señor  don  Alejandro  Reyes,  que  el  art.  40  se  refiere  solo 
a  las  leyes  que  establecen  contribuciones  o  que  tienenpor 
objeto  imponerlas,  lo  cual  no  es  en  manera  alguna  con- 
forme ni  con  la  letra  ni  con  el  espíritu  de  dicho  artículo, 
que  habla  espresamente  de  las  leyes  sobre  contribuciones 
de  cualquier  naturaleza  que  sean,  sin  distinción  ni  limita- 
ción alguna. 

En  la  sesión  que  la  Cámara  de  Diputados  celebró  al  dia 
siguiente,  el  señor  Cood,  insistiendo  en  la  opinión  que 
habia  manifestado  en  la  sesión  del  11  del  mismo  mes, 
dio  también  al  precepto  constitucional  un  alcance  dema- 
siado lato  i  que  no  tiene  evidentemente,  pues  lo  hacía  es- 
tensivo  a  una  lei  sobre  empréstito  i  a  otra  sobre  asignar 
fondos  para  dos  legaciones,  discurriendo  como  si  toda  lei 
que  autoriza  gastos  se  encontrara  comprendida  dentro  del 


i 
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precepto  de  este  artículo,  por  cuanto  puede  dar  oríjen  a 
contribuciones.  La  Cámara  de  Diputados,  sin  pronun- 
ciarse en  sentido  alguno,  pasó  a  la  orden  del  dia. 

En  cuanto  al  Senado,  resolvió  por  10  votos  contra  3, 
en  sesión  de  15  del  mismo  mes  i  año,  no  volver  sobre  el 
acuerdo  que  habia  celebrado  en  la  sesión  del  10,  apro- 
bando un  proyecto  sobre  condonación  del  impuesto  agrí- 
cola que  debió  cubrirse  en  abril  de  ese  año.  En  este  ca- 
so nos  parece  evidente  que  el  Senado  obró  incorrecta- 
mente al  ocuparse  de  ese  proyecto  como  Cámara  de  orí- 
jen,  puesto  que  en  él  se  trataba  de  una  contribución,  i  no 
debió  el  Senado  distinguir  donde  la  Constitución  no  dis- 
tingue. 

Por  lo  demás,  i  sin  hacer  caudal  de  otros  casos  prác- 
ticos, pues  nos  parece  que  es  bien  claro  el  sentido  del 
precepto  que  reserva  a  la  Cámara  de  Diputados  el  carác- 
ter de  Cámara  de  oríjen  en  todo  proyecto  referente  a  con- 
tribuciones, sea  cual  fuere  su  naturaleza,  hemos  esplicado 
ya,  en  el  estudio  del  inciso  1.°  del  art.  37,  la  enorme  im- 
portancia que  tiene  dicho  precepto  constitucional. 


o 
o  o 


Debe  tenerse  presente  que  la  Constitución,  al  deter- 
minar que  las  leyes  sobre  contribuciones,  de  cualquier 
naturaleza  que  fueren,  bien  sea  que  las  creen,  que  las  su- 
priman o  que  las  modifiquéis  tengan  principio  en  la  Cá- 
mara de  Diputados,  no  ha  privado  al  Senado  de  la  facul- 
tad de  correjir  o  adicionar  los  proyectos  que  aquella  le  re- 
mitiere, usando  de  la  atribución  que  a  la  Cámara  revisora 
confiere  el  art  51. 

Rije  entre  nosotros  el  mismo  sistema  que  establece  la 
Constitución  de  Estados  Unidos,  según  la  cual  puede  el 
Senado  enmendar  los  proyectos  de  lei  que  para  levantar 
renta  hubiere  aprobado  la  Cámara  de  Representantes;  i 
no  el  sistema  ingles  conforme  al  cual,  i  por  causas  que 

*2 
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se  esplican  fácilmente,  la  Cámara  de  los  Lores  carece  de 
la  facultad  de  enmendar  o  modificar  los  proyectos  que, 
con  el  espresado  objeto,  le  pasare  la  Cámara  de  los  Co- 
munes. . 

La  facultad  de  adicionar  o  correjirlos  proyectos  delei 
sobre  contribuciones  que  indudablemente  corresponde  al 
Senado,  desde  que  la  prescripción  contenida  en  el  art. 
51  es  jeneral  i  absoluta,  no  tiene  otra  limitación  que  la 
de  conservar  i  respetar  la  idea  capital  del  proyecto  apro- 
bado por  la  Cámara  de  Diputados.  Así,  si  esta  aprobare 
un  proyecto  de  impuesto  directo  sobre  el  capital,  no  se- 
ría constitucional  que  el  Senado  devolviera  un  proyecto 
de  impuesto  sobre  la  renta,  porque  así  esta  contribución 
tendría  su  oríjen  en  una  Cámara  donde  no  puede  tenerlo, 
conforme  a  los  dispuesto  en  el  art.  40. 

Esto  nos  parece  evidente  i  de  ello  nuestra  historia  par- 
lamentaria nos  suministra  el  siguiente  ejemplo: 

La  Cámara  de  Diputados  aprobó,  en  la  sesión  anual 
de  1873,  un  proyecto  de  lei  para  todas  las  Municipali- 
dades de  la  República  destinado  a  aumentar  la  contri- 
bución de  sereno  i  alumbrado.  El  Senado  devolvió  aquel 
proyecto  a  la  Cámara  de  Diputados  con  graves  modifi- 
caciones, limitando  sus  efectos  a  la  Municipalidad  de 
Santiago  para  el  año  1877,  i  duplicando  las  contribucio- 
nes de  sereno  i  alumbrado,  la  de  patentes  de  carruajes,  la 
de  canchas  de  bolas  i  diversiones  públicas,  i  suprimiendo 
las  de  puestos  fuera  de  recoba  i  puestos  ambulantes,  apesar 
de  la  justa  observación  hecha  por  el  señor  don  José  Vic- 
torino Lastarria,  Ministro  del  Interior,  en  la  sesión  de 
29  de  Diciembre  de  1876,  poniendo  en  duda  la  constitu- 
cionalidad  de  los  acuerdos  que  en  ella  aprobó  el  Senado. 

La  Cámara  de  Diputados,  al  tomar  en  consideración  el 
proyecto  así  modificado,  acordó,  en  sesión  de  4  de  enero 
de  1877,  por  21  votos  contra  14,  pasarlo  a  comisión,  a 
causa  de  las  graves  observaciones  que,  en  cuanto  a  su 
constitucionaüdad,  hicieron  valer  los  señores  don  Luis 
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Aldunate,  don  Demetrio  Lastarria,  don  Aniceto  Vergara 
Albano,  don  Abraham  Kónig,  don  Justo  Arteaga  Alem- 
parte,  don  José  Victorino  Lastarria  (Ministro  del  Inte- 
rior) i  nosotros.  El  proyecto  quedó  así  sin  efecto,  por- 
que, destinado  a  producir  sus  efectos  en  1877,  la  comi- 
sión no  lo  ha  informado  hasta  la  fecha.  Era  claro  que 
este  trámite  no  tenia  otro  objeto  que  evitar  un  conflicto 
entre  ambas  Cámaras,  no  siendo  sino  una  manera  atenta 
empleada  por  la  de  Diputados,  para  manifestar  que  el 
Senado  no  habia  obrado  constitucionalmente  en  aquel 
caso. 

En  efecto,  el  Senado  pudo,  como  Cámara  revisora,  li- 
mitar los  efectos  del  proyecto  jeneral  sobre  contribución 
de  sereno  i  alumbrado  a  solo  la  Municipalidad  de  Santia- 
go i  pudo  también  limitar  su  duración  a  solo  el  año  de 
1877.  En  esto  usaba  de  la  facultad  de  correjir.  Pero  el 
Senado  no  pudo  ni  debió  convertirse  en  Cámara  de  orí- 
jen  duplicando  o  triplicando  la  contribución  de  patentes, 
i  suprimiendo  las  de  puestos  fuera  de  recoba  i  ambulan-  . 
tes,  porque  el  proyecto  de  la  Cámara  de  Diputados  no  se 
referia  a  estas,  sino  esclusivamente  a  la  de  sereno  i  alum- 
brado. En  consecuencia,  solo  respecto  de  esta  última  po- 
día el  Senado  hacer  uso  de  sus  facultades  de  Cámara 
revisora.  Eñ  lo  demás  se  excedió  de  ellas  evidente- 
mente. 


o 
o  o 


Dijimos  antes  que  se  ha  declarado  necesaria  la  refor- 
ma de  este  artículo  en  la  parte  que  dispone  que  las  leyes 
sobre  reforma  (reformabilidad)  de  la  Constitución  deben 
tener  principio  en  el  Senado.  Así  lo  declaró,  en  efecto, 
la  lei  de  4  de  julio  de  1877,  cuyo  artículo  único  dice  así: 
«Se  declara  que  necesitan  reforma  los  artículos  165, 166, 
167  i  168  de  la  Constitución,  i  el  artículo  40  en  la  parte 
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que  determina  que  las  leyes  sobre  reforma  de  esta  deben 
tener  principio  en  el  Senado.»  (1) 

Estando  para  ser  elejido  el  Congreso  que  debe  efec- 
tuar la  reforma  de  esos  artículos  i  que  se  inaugurará  el 
1.°  de  junio  próximo,  i  existiendo  íntima  relación  entre 
la  reformabilidad  del  art.  40,  en  la  parte  indicada,  i  la 
de  los  artículos  165  a  168,  nos  ocuparemos  de  la  historia 
de  la  citada  lei  de  4  de  julio  de  1877  al  fin  de  este  volu- 
men, ya  que  la  publicación  del  segundo  que  proyecta- 
mos puede  retardarse  por  motivos  independientes  de 
nuestra  voluntad,  i  llegarían  a  ser,  en  tal  caso,  inoportunas 
nuestras  observaciones  referentes  a  la  indicada  lei.  Las 
consignaremos,  por  consiguiente,  a  continuación  del  ar- 
tículo 58. 


Art.  41 

&  Aprobado  un  proyecto  de  lei  en  la  Cámara  de  su  orí- 
jen,  pasará  inmediatamente  a  la  otra  Cámara  para  su  dis- 
cusión i  aprobación  en  el  periodo  de  aquella  sesión. » 

La  palabra  aprobación  que  se  emplea  en  este  artículo, 
está  impropiamente  usada.  Es  claro  que  la  Cámara  re- 
visora  no  tiene  obligación  de  aprobar  los  proyectos  que 
le  envía  la  Cámara  de  oríjen.  Si  así  fuera,  no  tendría  ra- 
zón de  ser  su  existencia.  Los  artículos  siguientes  esta- 
blecen que  la  Cámara  revisora  puede  aprobar,  desechar, 
adicionar  o  correjir  los  proyectos  que  le  remitiere  apro- 
bados la  Cámara  de  oríjen.  Luego,  no  es  exacto  decir, 
como  dice  el  art.  41,  que  se  le  remiten  para  su  aproba- 
ción. En  lugar  de  esta  palabra,  debió  decirse:  «para  los 
efectos  que  previenen  los  arts.  42,  43,  50  i  51»,  que  son 
los  que  consignan  las  reglas  a  que'  deben  sujetarse  las 


(1)  Boletín  de  las  Leyes  de  1877,  lib.  65,  páj.  375, 
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relaciones  de  ambas  Cámaras  en  la  formación  de  las  le- 
yes. 

La  palabra  inmediatamente  que  emplea  el  artículo,  in- 
dica que  el  propósito  de  la  Constitución  ha  sido,  sin  du- 
da alguna,  que  la  Cámara  revisora  no  retarde  el  despa- 
cho de  los  proyectos  que  le*pasa  la  Cámara  de  oríjen. 
Igual  consecuencia  se  desprende  de  la  parte  del  artículo 
que  quiere  que  el  proyecto  pasado  por  la  Cámara  de 
oríjen  sea  despachado  por  la  revisora  en  el  mismo  perío- 
do de  la  sesión  en  que  aquella  lo  aprobó,  es  decir,  dentro 
del  mismo  trienio  lejislativo. 

El  período  lejislativo,  como  lo  define  el  reglamento 
interior  de  la  Cámara  de  Diputados,  es  el  trienio  por  el 
cual  duran  las  funciones  de  los  Diputados.  La  serie  de 
sesiones  no  interrumpidas  por  un  receso  de  la  Cámara, 
se  llama,  según  el  reglamento  de  ambas,  «Lejislatura»  o 
Sesión  anual,  conforme  a  la  Constitución. 

C  ada  Sesión  anual  o  Lejislatura  es  ordinaria  o  estra- 
ordinaria,  i  cada  reunión  especial  de  la  Cámara  se  llama 
también  sesión,  según  los  citados  reglamentos. 

En  este  artículo  i  en  todos  los  siguientes  relativos  a 
la  formación  de  las  leyes,  la  palabra  sesión  está  tomada 
en  el  sentido  de  Lejislatura  o  conjunto  de  sesiones  de  un 
año  de  los  tres  que  componen  el  período  lejislativo. 


Del  art.  41  han  surjido  dos  cuestiones.  Es  la  primera 
saber  si  un  proyecto  de  lei  aprobado  por  la  Cámara  de 
oríjen,  puede  ser  considerado  por  la  otra  dentro  de  un 
periodo  lejislativo  distinto  de  aquel  en  que  aquella  lo 
aprobó.  Es  la  segunda  saber  si  la  Cámara  revisora  pue- 
de aplazar  indefinidamente,  sea  de  un  modo  espreso, 
acordándolo  así,  o  de  un  modo  tácito,  desentendiéndose 
de  ellos  por  completo,  los  proyectos  que  le  remite  apro- 
bados la  Cámara  de  oríjen,  o  si  debe  constitucionalmen- 
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te  aprobarlos  a  su  vez,  desecharlos  o  modificarlos,  sin 
que  le  sea  lícito  aplazarlos. 

Tuvimos  el  honor  de  ocuparnos  del  examen  de  ambas 
cuestiones,  bien  que  solo  de  paso  respecto  de  la  según* 
da,  en  sesión  de  la  Cámara  de  Diputados  de  27  de  julio 
de  1876,  a  consecuencia  da  haber  manifestado  en  ella  el 
señor  don  Justo  Arteaga  Alemparte  la  opinión  de  que 
el  proyecto  de  lei  contra  el  bandolerismo,  que  la  0  ama- 
ra de  Diputados  habia  aprobado  en  la  última  sesión  del 
período  lejislatívo  que  terminó  el  31  de  mayo  de  aquel 
año,  i  que  el  Senado  acababa  de  aprobar  también  en  las 
primeras  sesiones  del  nuevo  período  legislativo  que  prin- 
cipió en  esta  fecha,  no  debía  pasarse  al  Presidente  de  la 
República,  sino  que,  atendida  la  hora  en  que  llegaba  a 
la  Cámara  de  Diputados,  constituía  a  esta  en  Cámara 
revisora,  aunque  en  1875  hubiera  sido  Cámara  de  oríjen. 

Refutando  nosotros  esta  opinión,  aunque  reconocien- 
do que  descansa  en  la  letra  del  art.  41,  discurrimos  de 
la  manera  siguiente: 

«El  señor  Huneeus. — Entiendo  que  el  señor  Diputa- 
do por  Valparaíso  quiere  que  se  dé  al  proyecto  contra  el 
bandolerismo  el  trámite  que  se  da  a  todo  proyecto  que 
se  presenta  por  primera  vez.  De  esa  indicación  me  voi 
a  ocupar.  El  señor  Presidente  puede  llamarme  al  orden 
solamente  si  me  desvío  de  ella. 

«Para  hacer  uso  de  la  palabra  pido  se  lea  la  nota  pasa- 
da por  el  señor  Presidente  del  Senado  a  este  respecto. 
(Se  leyó).  Fíjese  bien  la  Cámara  en  que  esa  nota  prin- 
cipia diciendo-1— ce  Devuelvo  a  V.  E.  el  proyecto  sin  varia* 
don  alguna»,  i  que  no  dice  remito. 

«Hecha  esta  observación,  entro  en  materia. 

«Por  primera  vez,  en  los  43  años  de  vijencia  que  cuen- 
ta nuestra  Constitución,  se  promueve  ante  la  Cámara  la 
grave  cuestión  que  envuelve  la  indicación  formulada  por 
el  honorable  Diputado  por  Valparaíso.  Llamo  grave  esa 
cuestión,  no  tanto  porque  ofrezca  dificultades  la  inteli- 


i 


ARTÍCULO  41  247 

j encía  que  deba  darse  al  art.  41  de  la  Carta  Fundamen- 
tal en  la  parte  que  dice:  «en  el  período  de  aquella  se- 
sión,» sino  porque,  dados  los  antecedentes  parlamentarios 
del  pais  i  tomada  en  cuenta  la  situación  actual  del  pro- 
yecto devuelto  por  el  Senado  a  esta  Cámara,  la  resolu- 
ción que  nosotros  adoptemos  «puede  producir  consecuen- 
cias que  realmente  merecen  aquel  calificativo. 

«He  dicho  que  la  intelijencia  que  debe  darse  al  artícu- 
lo constitucional  no  sujiere  dificultades,  porque,  en  efec- 
to, su  tenor  literal  es  perfectamente  claro.  Quiere  la 
C  onstitucion  que  el  proyecto  de  lei  aprobado  por  una  de 
las  Cámaras  pase  tnrwdiatarnente  a  la  otra  para  su  dis- 
cusión en  el  período  de  aquella  sesión,  es  decir,  dentro 
del  mismo  trienio  lejislativo.  Esto  es  obvio,  i  el  funda- 
mento de  la  regla  se  concibe  fácilmente.  Se  ha  querido 
evitar  con  ella  que  la  Cámara  revisora  retarde  indefini- 
damente la  discusión  del  proyecto  que  le  ha  remitido  la 
Cámara  de  oríjen,  i  que  lo  devuelva  aprobado  cinco,  diez 
o  veinte  años  después  de  la  fecha  en  que  esta  lo  tomó  en 
consideración,  cuando  las  circunstancias  que  dieron  orí- 
jen  al  proyecto  han  variado  quizás  por  completo. 

«  Apesar  dé  esto,  no  es  posible  desconocer  que  la  re- 
gla fijada  por  la  Constitución  presentaría  el  grave  obs- 
táculo, aplicada  rigorosamente,  de  hacer  inútil  la  discu- 
sión i  aprobación  de  todo  proyecto  de  lei  en  una  i  otra 
de  las  Cámaras  en  los  últimos  dias  de  un  período  o  trie- 
nio lejislativo.  El  trabajo  de  las  Cámaras,  cuando  no  hai 
tiempo  de  que  ambas  despachen  el  proyecto  en  la  última 
sesión  anual  de  un  período,  sería  enteramente  inútil  i  se 
perdería  completamente  en  la  mayor  parte  de  los  casos. 
Mas  aun:  consecuencia  de  esa  aplicación  rigorosa  de  la 
lei  sería  también  la  de  que  las  Cámaras,  después  de  su 
renovación,  no  deberían  tomar  en  cuenta  los  trabajos 
hechos  por  sus  antecesoras  en  el  período  anterior,  por 
mas  adelantados  que  estuvieran.  Así,  nosotros  no  debe- 
ríamos continuar  ahora  la  discusión  del  proyecto  sobre 
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reforma  de  la  lei  municipal,  tomándolo  en  el  estado  en 
que  lo  dejó  la  Cámara  de  1875,  sino  que  sería  forzoso 
empezar  a  discutirlo  de  nuevo,  desde  su  primer  artículo; 
porque  es  lój ico  suponer  que  si  una  Constitución  quiere 
que  los  proyectos  de  lei  sean  aprobados  por  ambas  Cá- 
maras dentro  de  un  mismo  período,  con  mayor  razón  ha- 
brá querido  que  una  sola  de  ellas  lo  despache  dentro  de 
ese  plazo. 

«I,  sin  embargo,  antes  de  ayer  no  mas  hemos  hecho  lo 
contrario,  principiando  la  discusión  de  ese  proyecto  en 
su  art.  33.  Esto  revela  que  si  la  regla  cuya  aplicación 
hoi  se  invoca  tiene  bases  filosóficas,  ofrece  también  in- 
convenientes.  Por  esto  es,  sin  duda,  que  casi  la  totali- 
dad de  las  Constituciones  hoi  vij entes  en  el  mundo  civi- 
lizado, guardan  completo  silencio  a  este  respecto.  Así 
las  de  Béljica,  Holanda,  Italia,  Dinamarca,  Portugal, 
Brasil,  Estados  Unidos  de  Norte  América  i  Confederación 
Arj entina  no  establecen  regla  alguna  tendente  a  fijar  el 
tiempo  que  puede  o  debe  mediar  entre  la  aprobación  que 
una  Cámara  presta  a  los  proyectos  que  hubieren  tenido 

su  oríjen  en  la  otra. 

«El  art.  68  de  la  Constitución  del  Perú* dispone  que: 

«aprobado  un  proyecto  de  lei  por  la  Cámara  de  oríjen, 

pasará  a  la  otra  para  su  oportuna  discusión  i  votación.  j> 

«Como  se  ve,  no  es  fácil  averiguar  lo  que  esa  palabra 

oportuna  significa.   Con  ella  o  sin  ella  habría  siempre 

motivos  para  dudar.  Solo  en  Inglaterra  la  cuestión  está 

resuelta  de  un  modo  claró  i  esplícito.  Allí,  para  que  un 

bilí  se  repute  aprobado  por  el  Parlamento  i  para  que 

pueda  ser  remitido  a  la  Corona,  es  menester  que  lo  haya 

sido  por  ambas  Cámaras  en  el  curso  de  una  misma  sesión 

anual;  por  lo  que,  dice  Laferriére,  uno  de  los  modos  de 

rechazar  un  bilí  es  pedir  que  se  le  dé  segunda  lectura 

dentro  de  seis  meses,  o  sea  cuando  el  Parlamento  haya 

clausurado  sus  sesiones.  La  regla  del  art.  41  de  nuestra 

Constitución,  menos  severa  que  la  inglesa,  tampoco  es- 


ARTÍCULO  41  249 

taba  consignada  en  la  de  1828;  i,  bien  sea  por  su  nove- 
dad, bien  sea  por  inadvertencia  o  bien  por  otra  causa 
cualquiera,  es  el  hecho  que  nunca  se  ha  aplicado,  i  que, 
lejos  de  eso,  ha  sido  desatendida  en  muchísimos  casos, 
de  los  cuales  me  permitiré  recordar  algunos. 

«La  lei  de  13  de  julio  de  1852,  que  concedió  una  gracia 
al  jeneral  O'Brien,  fué  aprobada  por  la  Cámara  de  Dipu- 
dos  en  sesión  de  28  de  agosto  de  1851,  i  por  el  Senado 
en  el  periodo  siguiente,  en  sesión  de  2  de  julio  de  1852. — 
La  lei  de  20  de  octubre  de  1852,  sobre  reforma  postal, 
fué  aprobada  por  la  Cámara  de  Diputados  en  sesiones  de 
1851,  terminándose  su  discusión  i  remitiéndose  al  Sena- 
do el  28  de  agosto  de  aquel  año.  El  Senado  no  principió 
a  discutir  el  proyecto  sino  en  el  período  siguiente,  en  se- 
siones de  14  de  junio  de  1852  i  siguientes;  e  introdujo  en 
él  varias  modificaciones  que  la  nueva  Cámara  de  Dipu- 
dos,  conservando  su  carácter  de  Cámara  de  oríjen,  acep- 
tó el  de  4  de  octubre  de  1852. — La  lei  de  elecciones  de 
1861  fué  aprobada  por  la  Cámara  de  Diputados  en  1860; 
en  ese  mismo  año  la  aprobó  también  el  Senado,  pero 
modificando  sus  arts.  136  i  137.  La  nueva  Cámara  de 
Diputados  de  1861  no  vaciló  en  reconocer  que  conser- 
vaba su  carácter  de  Cámara  de  oríjen  i,  como  tal,  acep- 
tó esas  modificaciones. — Igual  cosa  ha  sucedido  con  la 
lei  de  elecciones  de  12  de  noviembre  de  1874,  hoi  vijen- 
te.  La  Cámara  de  Diputados  aprobó  sus  cuatro  primeros 
títulos  en  1872,  i  el  Senado  los  aprobó  también  con  al- 
gunas modificaciones  en  1873,  esto  es  en  un  período  dis- 
tinto del  de  la  sesión  de  1872,  reconociendo  siempre  a  la 
Cámara  de  Diputados  como  de  oríjen,  i  esta,  obrando  en 
igual  carácter,  aceptó  algunas  de  esas  modificaciones  i 
rechazó  otras  en  la  sesión  del  año  1874. — I  para  no  citar 
mas  casos,  que  podrían  multiplicarse  quien  sabe  hasta 
donde,  recordaré  a  la  Cámara  que  las  leyes  que  realiza- 
ron la  reforma  de  los  artículos  de  la  Constitución  com- 
prendidos en  la  lei  sobre  reformabilidad  de  28  de  agos- 

33 
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to  de  1867  (salvo  los  arts.  61  i  62)  fueron  aprobadas 
por  el  Senado  en  1871  i  1872.  Sin  embargo,  la  Cámara 
de  Diputados  elejida  en  1873  discutió  i  aprobó  esas  le- 
yes en  el  citado  año  1873  i  en  1874,  sin  creer  que  hubie- 
sen caducado  ya  esos  proyectos  aprobados  por  el  Sena- 
do en  el  período  anterior. 

«Supongo  que  bastarán  los  ejemplos  que  me  he  permi- 
tido recordar  para  comprender  que  la  cuestión  que  ahora 
se  inicia  jamas  ha  sido  promovida  en  ninguna  de  las  ra- 
mas del  Congreso,  i  que  tácita  e  implícitamente  ha  sido 
resuelta  en  contra  de  la  letra  del  art.  41  i  dando  a  este 
el  alcance  de  una  mera  recomendación. 

«Pero  se  dirá  que  la  práctica  jamas  puede  prevalecer  en 
contra  del  tenor  literal  de  la  lei,  i  que  los  hechos  recor- 
dados prueban  solo  que  la  Cámara  que  pudo  en  aquellos 
casos  reclamar  el  cumplimiento  del  artículo  constitucional, 
renunció  al  ejercicio  de  su  derecho.  A  lo  primero  con- 
testo que  la  respuesta  es  perfectamente  exacta  i  que  yo 
estoi  de  acuerdo  con  el  principio  de  que  la  costumbre 
contra  lei  no  tiene  fuerza  alguna;  pero  agrego,  en  res- 
puesta a  lo  segundo,  que  el  artículo  no  confiere  derecho 
alguno  renunciáble  a  ninguna  de  las  Cámaras,  i  que,  si  él 
importa  un  precepto  de  orden  público,  las  Cámaras  no  te- 
nían facultad  de  dejarlo  sin  cumplimiento,  i  el  Presidente 
de  la  República  debió  vetar  las  leyes  en  cuya  formación 
se  hubiera  violado  la  regla  que  el  artículo  sanciona.  Si 
esas  leyes  no  han  sido  devueltas  por  el  Ejecutivo  al  Con- 
greso, ello  prueba  que  el  artículo  mencionado  no  ha  sido 
entendido  por  el  Poder  encargado  de  guardar  i  hacer 
guardar  la  Constitución,  en  el  sentido  que  se  desprende 
de  su  tenor  literal. 

«¿Cómo  esplicar  entonces  que  si  ese  tenor  es  claro— 
soi  el  primero  en  reconocerlo — se  haya  interpretado  solo 
como  una  mera  recomendación,  i  no  como  un  mandato 
imperativo  i  eficaz?  Permítame  la  Cámara  detenerme  en 
el  examen  de  este  punto,  que  es,  sin  duda,  el  mas  grave 
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i  de  mayor  interés  para  la  acertada  solución  de  la  difi- 
cultad que  tenemos  pendiente. 

«¿Cuál  es,  señor  Presidente,  la  sanción  que  la  Carta  im- 
pone para  el  caso  en  que  sea  infrinjida  la  regla  que  es- 
tablece su  art.  41?  ¿Dice  acaso  la  Constitución  que  cuan- 
do el  proyecto  no  fuere  aprobado  por  ambas  Cámaras 
dentro  de  un  mismo  período  se  considere  como  no  pro- 
puesto en  la  Cámara  que  fué  de  oríjen?¿Dice  que  el  pro- 
yecto debe  ser  tomado  nuevamente  en  consideración  por 
esta?  Ni  una  sola  palabra.  I  este  silencio  de  la  Carta  es 
verdaderamente  singular,  si  se  toma  en  cuenta  que  todos 
los  artículos  siguientes,  relativos  a  la  formación  de  las 
leyes,  han  cuidado  siempre  de  establecer  claramente  los 
efectos  que  produce  el  rechazo  del  proyecto  por  la  Cámara 
de  oríjen;  los  que  produce  la  aprobación  o  rechazo  del 
mismo  por  la  Cámara  revisora;  los  que  causa  la  devolu- 
ción del  proyecto  por  el  Presidente  de  la  República,  sea 
que  lo  corrija  o  modifique,  sea  que  lo  deseche  en  el  todo. 
En  todos  estos  casos  la  Constitución  nos  dice  clara  i  es- 
plícitamente  cual  es  la  suerte  que  corre  el  proyecto.  Ya 
dispone  que  no  podrá  proponerse  en  la  sesión  de  aquel 
año;  ya  que  se  le  tendrá  por  no  propuesto;  i  ya,  en  fin,  que 
las  Cámaras  deberán  aprobarlo  nuevamente  dentro  de  los 
dos  años  siguientes,  so  pena  de  que,  cuando  quiera  que 
se  proponga  después,  se  tendrá  como  nuevo  proyecto  pa- 
ra todos  los  efectos  constitucionales. 

«Si  el  proyecto  de  lei  sobre  modificaciones  en  nuestro 
sistema  penal  aprobado  por  esta  Cámara  el  año  anterior 
i  remitido  inmediatamente,  como  lo  fué,  al  Senado,  no  fué 
aprobado  por  este  cuerpo  en  aquel  año  también,  sino  en 
este  año,  es  decir,  dentro  del  nuevo  período  que  ha 
principiado  el  1.°  de  junio  último,  ¿se  deduce  de  aquí 
que  la  falta  cometida  por  la  Cámara  de  Senadores  frustra 
por  completo  i  hace  ineficaz  la  aprobación  que  esta  Cá- 
mara le  prestó  en  1875?  ¿Se  deduce  de  aquí  que  haya 
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fracasado  i  caducado  para  esta,  i  que  deba  tomarlo  nue- 
vamente en  consideración? 

«Puede  ser,  señor  Presidente;  pero  la  Constitución  no 
espresa  semejante  cosa;  i  si  al  establecer  la  regla  del 
art.  41,  no  cuidó  de  darle  sanción  alguna,  cabe  entonces 
sostener  que  su  propósito  fué  dar  a  esa  regla  el  carácter 
de  una  mera  recomendación,  i  de  una  recomendación  cuyo 
cumplimiento  es  de  todo  punto  imposible  cuando  en  las 
últimas  sesiones  del  tercer  año  de  un  período,  una  Cá- 
mara termina  la  aprobación  de  un  proyecto  de  largo 
aliento,  de  un  Código  talvez,  i  el  proyecto  aprobado  se 
remite  a  la  otra  Cámara  en  vísperas  precisamente  de  la 
clausura  del  Congreso. 

<íl  esto  no  es  raro  en  nuestra  Constitución.  Así,  en  su 
art.  168  dispone  que,  establecida  por  la  lei  la  necesidad 
de  la  reforma  de  uno  o  varios  de  sus  artículos,  se  aguar- 
dará la  próxima  renovación  de  la  Cámara  de  Diputados, 
i  que  en  la  primera  sesión  que  tenga  el  Congreso,  después 
de  esa  renovación,  se  discutirá  i  deliberará  sobre  la  re- 
forma que  haya  de  hacerse.  Pues  bien,  a  pesar  de  esas 
palabras  primera  sesión,  que  son  bien  claras,  he  recorda- 
do ya  que  la  reforma  de  los  artículos  constitucionales 
comprendidos  en  la  lei  de  28  de  agosto  de  1867  (monos 
los  arts.  61  i  62),  no  fué  discutida  ni  resuelta  por  el 
Congreso,  esto  es  por  ambas  Cámaras,  en  la  sesión  de 
1870,  o  sea  dentro  del  término  trascurrido  desde  el  1.° 
de  junio  de  aquel  año  hasta  el  31  de  mayo  de  1871.  To- 
dos sabemos  que  esa  discusión  i  deliberación  tuvo  lugar, 
en  su  mayor  parte,  en  las  sesiones  de  los  años  1872, 
1873  i  1874,  de  tal  manera  que  no  solo  no  se  efectuó  en 
la  primera  sesión  del  Congreso  renovado,  sino  que  un 
Congreso  subsiguiente  llenó  la  misión  que  la  Carta  confía 
al  próximo  o  siguiente,  i  dentro  de  un  período  distinto  del 
señalado  por  la  Constitución  misma. 

«Este  hecho,  harto  significativo,  revela  que  el  precepto 
del  art.  168,  en  lo  relativo  a  lapmnera  sesión  de  que  en 
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61  se  habla,  tampoco  se  ha  considerado  como  imperativo 
sino  también  como  una  mera  recomendación^  que,  infrin- 
jida,  no  produce  efecto  alguno,  porque  otra  vez  la  Carta 
no  ha  dado  sanción  a  esa  regla,  i,  lejos  de  eso,  guarda 
nuevamente  silencio  absoluto  acerca  de  la  suerte  que 
corre  la  lei  sobre  reformabilidad,  cuando  no  se  delibera 
acerca  de  la  reforma  que  haya  de  hacerse  dentro  del 
plazo  fijado  por  el  citado  art.  168. 

«Lo  que  es  indudable  es  que  obra  mal  la  Cámara  revi- 
sora que  aplaza,  de  hecho  o  por  acuerdo  espreso,  la  con- 
sideración de  un  proyecto  que  le  remite  aprobado  la  otra 
Cámara.  Obra  mal,  porque  semejante  procedimiento  vul- 
nera las  prerogativas  de  la  Cámara  de  oríjen,  desde  que 
•esta,  cuando  la  revisora  rechaza  el  proyecto  por  mayoría 
absoluta,  puede  insistir  en  él  por  los  dos  tercios,  i,  en  tal 
caso,  para  que  el  proyecto  fracase,  es  menester  que  la 
Cámara  revisora  insista  en  su  rechazo  también  por  los 
dos  tercios  de  los  votos  de  sus  miembros  presentes.  De 
aquí  es  que  un  aplazamiento,  que  la  Cámara  revisora 
puede  adoptar  por  simple  mayoría  absoluta  o  por  el  solo 
hecho  de  desentenderse  del  proyecto  que  le  remitió  apro- 
bado Ip,  Cámara  de  oríjen,  es  algo  que  no  puede  admitir- 
se entre  nosotros.  Ello  es  aceptable  en  Inglaterra,  donde 
rije  un  sistema  distinto  del  nuestro  para  la  formación  de 
las  leyes,  porque  en  aquella  nación,  como  en  otras  mu- 
chas, todo  proyecto  de  lei  fracasa  sin  mas  que  por  la 
circunstancia  de  no  haber  merecido  la  aprobación  de  la 
mayoría  absoluta  en  ambas  Cámaras.  Entonces  se  concibe 
que  un  aplazamiento,  que  también  requiere  esta  misma 
mayoría,  sea  un  medio  atento  de  rechazar  un  proyecto 
in-limine. 

«Pero  si  el  aplazamiento  adoptado  por  el  Senado  el 
ano  anterior  respecto  del  proyecto  que  nos  ocupa,  im- 
porta una  irregularidad  constitucional,  que  aquella  Cá- 
mara se  ha  apresurado  a  correjir  ahora,  ¿se  deduce  de 
aquí  que  esta  Cámara  tenga  la  facultad  de  convertirse 
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hoi  en  revisora  respecto  de  ese  proyecto  que  el  Senado 
le  devuelve  aprobado  sin  variación  alguna,  como  lo  dice 
la  nota  del  honorable  señor  Presidente  de  aquel  cuerpo 
respetable?  La  consecuencia  me  parece  fuerte,  i  quizá 
nos  conduciría  a  la  situación  de  arrogarnos  atribuciones 
que  ni  la  Carta  ni  la  lei  espresamente  nos  confieren,  coló* 
candónos  así  en  un  terreno  que  autorizaría  contra  noso- 
tros el  cargo  de  haber  violado  el  art.  160  de  nuestro 
Código  Fundamental.  I  para  adoptar  el  sistema  que  se 
nos  propone,  tendríamos  que  llegar  al  duro  estremo  de 
declarar,  implícitamente  por  lo  inénos,  que  la  otra  rama 
del  Congreso  ha  violado  la  Constitución  de  la  República. 
Nos  arrogaríamos  el  carácter  de  Cámara  revisora,  cuan- 
do el  Senado,  según  se  ve  por  la  nota  a  que  acabo  de 
aludir,  nos  considera  siempre  como  Cámara  de  oríjen  en 
cuanto  al  proyecto  a  que  dicha  nota  se  refiere. 

«Es  esto,  señor  Presidente,  lo  que  me  induce  a  pensar 
que  el  asunto  es  en  estremo  grave  i  delicado.  Suponga^ 
se  adoptado  por  esta  Cámara  el  procedimiento  que  se 
nos  propone;  ¿no  podría  el  Senado  sostener  mañana  que 
el  art.  41  de  la  Constitución  no  confiere  a  esta  Cámara 
el  derecho  de  arrogarse  el  carácter  de  revisora?  ¿No  po- 
dría sostener  que,  aun  prescindiendo  de  la  práctica  cons- 
tantemente observada,  ese  artículo  carece  de  sanción  e 
importa  una  mera  recomendación?  ¿No  podría  protestar 
todavía  que  no  reconoce  en  la  Cámara  de  Diputados  el 
derecho  de  constituirse  en  juez  de  las  infracciones  cons- 
titucionales cometidas  por  el  Senado,  en  la  hipótesis  de 
que  ese  cuerpo  las  hubiera  cometido?» 

I  si  tal  cosa  sucediera,  lo  que  no  sería  improbable,  si 
se  toman  en  cuenta  los  términos  en  que  está  redactada 
la  nota  que  a  esta  Cámara  ha  dirijido  el  honorable  señor 
Presidente  del  Senado,  ¿cómo  se  salvaría  tan  chocante 
conflicto  entre  las  dos  ramas  del  Congreso?  Supóngase 
que  el  Senado,  en  presencia  del  acuerdo  de  esta  Cámara, 
acordara  a  su  vez  mañana,  con  arreglo  a  lo  dispuesto 
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en  el  art.  43  de  la  Constitución,  remitir  el  proyecto  en 
cuestión  al  Presidente  de  la  República,  puesto  que  en  él 
nada  ha  alterado,  i  adoptara  este  camino  por  considerar, 
a  su  turno,  que  era  indebido  el  procedimiento  observado 
por  esta  Cámara.  ¡Tendríamos  entonces  el  peligroso  i 
anormal  espectáculo  ofrecido  al  pais  i  al  mundo  civiliza- 
do de  las  dos  Cámaras  de  Chile  censurándose  implícita- 
mente la  una  a  la  otra,  como  infractoras  de  la  Constitu- 
ción! 

«No  se  eche  en  olvido  que  la  Constitución  en  ninguna 
parte  dispone  que,  cuando  un  proyecto  de  lei  aprobado 
por  una  Cámara  lo  fuere  también  por  la  otra,  debe  esta 
devolverlo  a  aquella,  a  fin  de  que,  por  conducto  de  la 
Cámara  de  oríjen,  sea  remitido  al  Presidente  de  la  Re- 
pública. Nó:  ese  trámite  no  lo  prescribe  el  art.  43  ni 
otro  alguno  de  la  Constitución.  El  es  un  trámite  de  re- 
glamento i  nada  mas  que  de  reglamento.  I  como  no  es 
posible  sostener  que  una  prescripción  interna  i  regla- 
mentaria de  una  u  otra  de  las  Cámaras,  prevalezca  so- 
bre lo  que  manda  la  Constitución  misma,  i  nunca  una 
disposición  de  aquel  carácter  puede  arrebatar  a  ninguna 
de  las  ramas  del  Congreso  los  derechos  que  la  Constitu- 
ción le  acuerda,  no  es  aventurado  suponer  que  el  Sena- 
do obrara  de  la  manera  que  yo  imajino. 

«Aquella  Cámara,  según  la  nota  a  que  he  aludido  ya,  re* 
puta  a  esta  como  Cámara  de  oríjen,  i  considera,  por  con- 
siguiente, que  el  proyecto  está  aprobada  ya  por  ambas 
Cámaras,  i  que  debe  remitirse  al  Presidente  de  la  Re- 
pública. Luego,  si  esta  Cámara  no  lo  remite,  aquella 
podría  hacerlo,  si  no  participara  de  nuestra  opinión.  ¿Qué 
haria  entonces  esta  Cámara  en  presencia  del  procedi- 
miento que  yo  supongo  adoptado  por  la  de  Senadores? 

«I  no  se  nos  diga  que  la  nota  del  honorable  Presidente 
del  Senado  nada  significa,  o  que  se  ha  redactado  como 
lo  está  por  inadvertencia.  No.  Desde  hace  dias  se  habla 
mucho  en  todos  los  círculos  políticos  de  la  cuestión  que 
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en  este  momento  estamos  debatiendo.  Los  señores  Se- 
nadores no  han  podido  dejar  de  darse  cuenta  de  ella, 
cuando  han  observado  que  los  sostenederos  del  proyec- 
to en  aquella  Cámara  han  hecho  valer,  como  razón  prin- 
cipal para  que  en  él  no  se  introdujese  la  mas  lijera  mo- 
dificación, la  conveniencia  de  evitar  que  esta  Cámara  lo 
tomara  nuevamente  en  consideración.  Cuando  tales  ra- 
zones se  adujeron  en  el  Senado,  i  cuando  aquel  cuerpo 
resolvió  que  se  tomara  como  base  para  la  discusión,  el 
proyecto  aprobado  por  la  Cámara  de  Diputados,  i  no  el 
informe  de  la  comisión  respectiva;  ¿cómo  es  que  ningún 
honorable  Senador  levantó  entonces  la  voz  para  protes- 
tar contra  semejante  teoría  i  para  sostener  que  la  Cá- 
mara de  Senadores  era  hoi  Cámara  de  oríjen,  respecto 
del  proyecto  en  cuestión,  i  no  ya  C  amara  revisora? 

«Este  silencio  absoluto  guardado  en  la  otra  Cámara 
acerca  del  punto  que  discutimos,  prueba  una  de  dos  co- 
sas: o  que  todos  los  miembros  del  Senado  presentes  en 
la  discusión,  han  participado  por  completo  de  la  opinión 
emitida  por  los  sostenedores  del  proyecto,  en  cuanto  con- 
sideraban siempre  a  esta  Cámara  como  de  oríjen,  opi- 
nión manifestada  también  en  la  nota  con  que  el  Senado 
lo  ha  devuelto;  o  que,  si  alguno  o  algunos  Senadores 
han  pensado  que  aquella  Cámara  se  ha  convertido  hoi 
en  Cámara  de  oríjen  respecto  de  dicho  proyecto,  se  man- 
tuvo en  reserva  tal  opinión,  quizá  para  impedir  las  con- 
secuencias a  que  podría  dar  lugar  un  conflicto  entre  las 
dos  ramas  del  Congreso,  conflicto  que  yo,  por  mi  parte, 
también  abrigo  el  deseo  de  evitar. 

«La  verdad  es  que  cuando  las  Cámaras  incurren  en  al- 
guna irregularidad  en  la  formación  de  las  leyes,  no  tiene 
la  una  facultad  de  correjir,  por  sí  i  ante  sí,  los  errores-de 
la  otra.  En  semejante  caso  incumbe  al  Presidente  de  la 
República,  i  solo  a  él,  poner  en  ejercicio  la  delicada  atri- 
bución de  devolver  el  proyecto  al  Congreso,  desechán- 
dolo en  el  todo,  i  llamando  la  atención  de  este  a  la  irre- 
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gularidad  cometida,  como  lo  hizo  el  Ejecutivo  el  16  de 
noviembre  de  1857,  eri  el  único  caso  que  recuerdo  haya 
ocurrido  entre  nosotros  de  haber  sido  vetado  completa- 
mente un  proyecto  de  lei  por  inobservancia  de  las  fór- 
mulas i  trámites  constitucionales. 

<rSi  el  Presidente  de  la  República,  a  cuyo  conocimiento 
llegará  indudablemente  esta  discusión,  piensa  como  lo 
indica  el  honorable  Diputado  por  Valparaíso,  pondrá  en 
ejercicio  la  alta  atribución  que  le  corresponde.  Si  piensa 
como  parece  haber  pensado  la  Cámara  de  Senadores,  i  si 
cree  que  el  art.  41  no  consigna  un  mandato  imperativo, 
porque  la  Carta  no  ha  determinado  los  efectos  que  pro- 
duce su  infracción  en  tal  caso,  sancionará  el  proyecto, 
si  no  lo  observa  por  otros  motivos,  i  lo  promulgará  como 
lei  del  Estado. 

«Entonces  el  único  camino  que  puede  i  debe  tomarse 
para  evitar  en  adelante  nuevas  discusiones  como  la 
presente,  es  el  que  señala  el  art.  164  de  la  Constitución. 
Díctese  una  lei  interpretativa,  que  llene  el  vacío  que  se 
nota  en  el  art.  41 ;  una  lei  que  determine  claramente  los 
efectos  que  produce  la  infracción  de  la  regla  que  ese  ar- 
tículo consigna,  si  la  considera  como  un  mandato  i  no 
como  una  mera  recomendación;  una  lei,  en  fin,  que  esta- 
blezca una  sanción  precisa  para  el  caso  de  que  ese  man- 
dato no  se  respete. 

«Adoptando  este  camino,  se  salvará  la  dificultad,  i  se 
salvará  buscando  el  acuerdo  que  debe  reinar  siempre  en- 
tre las  dos  Cámaras;  ese  acuerdo  que  es  una  garantía  de 
érden  en  todo  pais  bien  constituido.  Mientras  tanto,  si- 
guiendo yo  el  ejemplo  que  nos  da  el  honorable  Senado, 
al  devolvernos  el  proyecto  en  cuestión  como  a  Cámara  de 
oríjen,  e  imitando  la  conducta  prudente  que  en  aquel  dis- 
tinguido cuerpo  se  ha  observado  al  reputarse  siempre 
como  Cámara  revisora  de  dicho  proyecto,  termino  es- 
presando  que  votaré  porque  él  sea  remitido  al  Presiden- 
te de  la  República  para  los  efectos  constitucionales.» 

3i 
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Habiendo  el  señor  Arteaga  Alemparte  retirado  la  indi- 
cación qué  habia  formulado  para  que,  en  lugar  de  enviarse 
el  proyecto  al  Ejecutivo,  lo  retuviera  la  Cámara  de  Di- 
putados, reputándose  como  Cámara  revisora,  se  dio  por 
terminado  el  incidente,  pasándose  a  la  orden  del  dia,  sin 
oposición  alguna.  El  proyecto  se  remitió  al  Presidente 
de  la  República  i  fué  promulgado  como  lei  el  3  de  agos- 
to del  mismo  año  1876. 

o 

o  o 

En  el  discurso  que  hemos  copiado  dijimos:  que  cobra 
mal  la  Cámara  revisora  que,  de  hecho  o  por  acuerdo  esr 
preso,  aplaza  la  consideración  de  los  proyectos  de  lei  que 
le  remite  aprobados  la  otra  Cámara,  d 

Debemos  reconocer,  sin  embargo,  que  la  práctica  no 
ha  sido  uniforme  en  esta  materia. 

Así,  el  Senado,  en  sesión  de  26  de  julio  de  1854,  apro- 
bó un  proyecto  de  lei  que  se  le  presentó  suscrito  por  ca- 
torce senadores,  permitiendo  a  los  jesuitas  restablecer  su 
orden  en  Chile,  i  cediendo  en  favor  de  ella  el  edificio  que 
antes  habia  ocupado  el  Instituto  Nacional  i  la  suma  de 
diez  mil  pesos  para  su  reparación.  Remitido  a  la  Cáma- 
ra de  Diputados,  en  el  acto  de  dársele  cuenta  de  dicho 
proyecto  en  sesión  de  29  del  mismo  mes  i  año,  se  leyó 
un  proyecto  de  acuerdo,  suscrito  por  29  diputados,  en 
que  se  pedia  el  aplazamiento  indefinido  de  dicho  proyec- 
to. Con  este  motivo  se  suscitó  en  dicha  Cámara  un  de- 
bate en  que  los  señores  don  Manuel  José  Cerda  i  don 
Eujenio  Domingo  Torres  impugnaron  el  referido  proyec-^ 
to  de  acuerdo  como  inconstitucional,  sosteniendo  lo  con- 
trario el  señor  Ministro  del  Interior  don  Antonio  Varas 
i  el  señor  diputado  don  Máximo  Mujica. 

Después  de  ese  debate,  la  Cámara  de  Diputados  apro- 
bó el  proyecto  de  acuerdo,  aceptando  el  aplazamiento  in- 
definido, por  31  votos  contra  7. 
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Con  este  motivo,  el  Senado  celebró  sesión  secreta  el 
31  de  dicho  mes  i  año.  La  Cámara  de  Diputados,  en  se- 
sión de  3  de  agosto  siguiente,  acordó  reconsiderar  su 
acuerdo  del  29  de  julio  anterior,  resolviendo,  por  27  vo- 
tos contra  9,  tratar  desde  luego  del  proyecto  aprobado 
por  el  Senado.  Puesto  en  discusión  jeneral  acto  conti- 
nuo, fué  rechazado  sin  debate  por  30  votos  contra  6. 

El  Senado,  que  parece  reclamó  del  acuerdo  de  aplaza- 
miento en  su  sesión  secreta  de  31  de  julio,  no  ha  vuelto 
a  ocuparse  del  asunto. 

Nos  parece  que  la  Cámara  de  Diputados  obró  bien  al 
reconsiderar,  en  su  sesión  de  3  de  agosto,  su  acuerdo  de 
aplazamiento^  i  pensamos  que,  aunque  no  faltan  ejemplos 
de  tales  aplazamientos  en  una  i  otra  Cámara,  ellos  han 
surtido  efecto  solo  porque  la  Cámara  cuyos  fueros  se  vul- 
neran con  tales  acuerdos  no  ha  reclamado  de  estos.  Es, 
por  otra  parte,  mui  fácil  que  la  Cámara  de  oríjen  obten- 
ga de  la  otra  el  inmediato  despacho  de  un  proyecto  de 
lei,  nombrando,  como  lo  ha  hecho  la  Cámara  de  Diputa- 
dos en  mas  de  un  caso,  (por  ejemplo,  en  1878,  en  la  2.a 
leí  de  iñconvertibilidad  de  billetes  de  Banco)  una  comi- 
sión de  sus  miembros  que  defienda  el  proyecto  ante  la 
Cámara  revisora. 

En  sesión  de  9  de  setiembre  de  1878  el  Senado  acor- 
dó por  unanimidad  aplazar  indefinidamente  la  discusión 
del  proyecto  aprobado  por  él  sobre  derogación  del  Códi- 
go de  Minería  en  la  parte  que  prohibe  a  los  jueces  ad- 
quirir minas,  proyecto  que  la  Cámara  de  Diputados,  en 
su  carácter  de  revisora,  le  habia  devuelto  correjido.  En 
este  caso  el  acuerdo  del  Senado  no  presenta  el  carácter  de 
gravedad  que  ofrecía  el  acuerdo  de  la  C  amara  de  Dipu- 
tados de  29  de  julio  de  1854,  porque  el  proyecto  aplaza** 
do  habia  tenido  su  oríjen  en  el  Senado  mismo.  Sin  em- 
bargo, no  nos  parece  aceptable  este  precedente  i  somos 
de  sentir  que  en  ningún  caso  deben  las  Cámaras  separar- 
se del  único  camino  que  les  traza  la  Constitución,  abor- 
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dando  las  cuestiones  con  franqueza  i  resolviéndolas  en  uno 
o  en  otro  sentido,  mas  no  dejándolas  dormir  el  eterno 
sueño  de  las  secretarías. 


Art.  42 

«El  proyecto  de  lei  que  fuere  desechado  en  la  Cáma- 
ra de  su  oríjen,  no  podrá  proponerse  en  ella  hasta  la 
sesión  del  año  siguientes 

El  tenor  literal  de  este  artículo  no  corresponde  a  la 
idea  que  en  él  va  indudablemente  envuelta.  Desechado 
un  proyecto  por  una  Cámara,  no  puede  reconsiderarlo  en 
la  misma  sesión  anual.  Esto  es  claro,  i  así  lo  decidió,  por 
ejemplo,  el  Senado  en  14  de  julio  de  1854,  negándose  a 
reconsiderar  la  solicitud  de  doña  Rosalía  Sánchez,  que 
habia  sido  rechazada  por  él  en  esa  misma  sesión  anual. 

Pero,  ¿qué  sucedo  si  el  proyecto  rechazado  por  una  Cá- 
mara se  propone  ante  la  otra,  i  esta  última  lo  aprueba  en 
la  forma  en  que  aquella  lo  desechó  i  en  la  misma  sesión 
anual?  ¿Qué  haría  con  el  proyecto  la  Cámara  que  fué  de 
oríjen  al  rechazarlo,  i  que  viene  a  convertirse  en  reviso- 
ra  mediante  la  iniciativa  de  la  otra  Cámara?  ¿Podría 
tomarlo  en  consideración  en  la  misma  sesión  anual  en  que 
lo  habia  desechado?  Parece  evidente  que  rao,  porque  la 
Constitución  prohibe  aun  el  que  le  sea  propuesto  en  la 
misma  sesión  anual.  I  si  esto  es  así,  ¿no  es  lójico  deducir 
de  allí  quo  tampoco  puede  proponerse,  durante  esa  se- 
sión, ante  la  otra  Cámara,  ya  que,  aun  suponiéndolo 
aprobado  por  esta,  no  podría  ser  propuesto  hasta  la  se- 
sión del  año  siguiente  en  la  Cámara  que  lo  desechó? 
Nos  parece  indudable  que  sí;  porque,  como  lo  dice  mui 
bien  en  sus  comentarios  el  señor  don  José  Victorino 
Lastarria,  la  misma  razón  que  obsta  a  que  un  proyecto 
se  presente  ante  la  Cámara  que  lo  desechó  en  la  sesión 
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anual  en  que  esto  tuvo  lugar,  «impide  que  durante  aque- 
lla lejislatura  pueda  ser  presentado  a  la  otra  Cámara, 
porque  si  esto  fuera  permitido,  podría  eludirse  este  artí- 
culo constitucional,  que  se  propone  diferir  la  considera- 
ción del  asunto  durante  un  plazo,  en  el  cual  pueden 
variar  las  circunstancias  o  sufrir  modificación  los  motivos 
que  hubo  para  desechar  el  proyecto  en  la  Cámara  de  su 
oríjen.  A  esto  se  agrega  que  aun  cuando  el  proyecto  se 
tratara  en  la  otra  Cámara  i  se  aprobase,  siempre  sería 
imposible  presentarlo  durante  aquel  año  a  la  primera 
Cámara  en  que  fué  desechado.» 

La  Cámara  de  Senadores  aplicó  la  disposición  de  este 
artículo  conforme  a  la  intelijencia  que  le  da  el  señor 
Lastarria,  i  que  nos  parece  perfectamente  exacta,  en  el 
caso  siguiente  que  hemos  recordado  a  propósito  de  otra 
cuestión,  al  ocuparnos  del  inciso  2.°  del  art.  37. 

Discutiéndose  en  1862  en  la  Cámara  de  Diputados,  que 
en  aquel  año  fué  Cámara  de  oríjen  para  la  discusión  de 
los  presupuestos,  el  correspondiente  al  Ministerio  de  Ha- 
cienda, el  señor  Lastarria,  Ministro  del  ramo,  hizo  indi- 
cación para  que,  en  la  partida  de  jubilaciones,  se  consul- 
tara un  ítem  de  dos  mil  novecientos  pesos  para  pagar  la 
que  el  Ejecutivo  acababa  de  decretar  en  favor  del  señor 
don  Fernando  Urízar  Garfias.  La  Cámara  de  Diputados, 
después  de  un  largo  i  vivo  debate,  rechazó,  por  32  votos 
contra  6,  el  ítem  propuesto  por  el  señor  Lastarria,  en 
sesión  de  4  de  noviembre  del  citado  año  1862. 

Remitido  el  presupuesto  al  Senado,  i  llegado  el  mo- 
mento de  discutirlo  ante  ese  cuerpo  como  Cámara  revi- 
sora,  el  señor  Ministro  de  Hacienda  reprodujo,  en  sesión 
de  10  del  citado  mes  i  año,  la  misma  indicación  que  la 
Cámara  de  Diputados  había  desechado  seis  dias  antes. 
Con  este  motivo  se  suscitó  un  debate  en  que  el  señor 
don  Eujenio  Domingo  Torres  defendió  e  hizo  suya  la 
indicación  del  señor  Lastarria,  i  en  que  la  impugnaron 
como  inconstitucional  los  señores  don  Manuel  José  Cer- 
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da  i  don  Máximo  Mujica.  Manifestaron  estos  que  cada 
ítem  del  presupuesto  debía  considerarse  como  un*  leí,  i 
que,  por  consiguiente,  suponiendo  que  el  Senado  apro- 
bara el  que  se  le  proponía,  tendría  que  remitirlo  a  la 
Cámara  de  Diputados,  la  cual  no  podría  considerarlo 
nuevamente,  puesto  que  lo  había  ya  desechado  en  esa 
misma  sesión  anual. 

Por  9  votos  contra  2  resolvió  el  Senado,  en  la  fecha  re- 
cordada, ano  admitir  a  discusión  la  indicación  del  señor 
Torres,»  dando  a  entender  así  que,  a  su  juicio,  un  pro- 
yecto de  lei  desechado  en  la  Cámara  de  oríjen  no  puede  ser 
propuesto  nuevamente  ante  ninguna  de  las  dos  Cámaras 
durante  la  sesión  anual  en  que  el  rechazo  tuvo  lugar.  El 
Senado  aplicó  pues  el  art.  42,  dándole  la  misma  intelij  en- 
cía i  alcance  que  le  atribuye  el  señor  Lastarria  en  sus  co- 
mentarios a  la  Constitución  de  1833,  i  partiendo  del 
antecedente,  que  el  señor  Torres  negaba,  de  que  cada 
ítem  del  presupuesto  es  una  lei.  El  señor  Lastarria,  que 
había  sostenido  esto  último  en  1849,  como  lo  hemos  re- 
cordado en  lugar  oportuno,  no  tomó  parte  alguna  en  el 
debate  a  que  acabamos  de  referirnos.  En  la  difícil  situa- 
ción en  que  le  habia  colocado  el  voto  de  la  Cámara  de 
Diputados,  que,  por  primera  i  por  última  vez  hasta  ahora, 
desconoció  los  efectos  de  un  decreto  de  jubilación  espe- 
dido por  el  Presidente  de  la  República,  el  señor  Lasta- 
rria prefirió,  sin  duda,  guardar  silencio  antes  que  caer 
en  contradicción  con  sus  antiguas  opiniones  de  publicis- 
ta, como  prefirió  abandonar  la  cartera  de  Hacienda,  antes 
que  soportar  el  peso  de  un  voto  contrario  de  ambas  Cá- 
maras, cuya  justicia  era  por  lo  menos  dudosa. 

El  Senado,  al  discutir  como  Cámara  de  oríjen  el  pre- 
supuesto de  Relaciones  Esteriores,  negó  su  aprobación, 
en  sesión  de  26  de  noviembre  de  1877, ala  partida  refe- 
rente a  la  Legación  en  el  Perú.  Sin  embargo  de  esto,  la 
Cámara  de  Diputados,  en  sesión  nocturna  de  26  de  di- 
ciembre  siguiente,  aprobó  por  30   votos  contra  25  la 
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agregación  a  dicho  presupuesto  de  la  partida  citada,  i  el 
Senado,  a  quien  incumbía  reclamar  contra  ese  procedi- 
miento, si  consideraba  cada  ítem,  i  con  mas  razón  cada 
partida  del  presupuesto,  como  una  lei,  no  solo  no  hizo 
observación  alguna,  sino  que,  en  sesión  de  2  de  enero 
de  1878,  aprobó  por  11  votos  contra  3  la  misma  parti- 
da que  apenas  un  mes  antes  había  rechazado. 

Quizá  las  Cámaras  han  discurrido  en  este  caso  como 
si  cada  partida  o  ítem  del  presupuesto  no  fuera  una  lei 
especial,  considerándola  aprobada  por  la  Cámara  de  Di- 
putados como  una  mera  adición  al  proyecto  remitido  por 
él  Senado,  i  no  como  un  proyecto  de  lei  especial  al  cual 
pudiera  aplicarse  el  precepto  del  art.  42.  Sin  embargo, 
en  la  discusión  habida  en  la  Cámara  de  Diputados  se 
sostuvo  que  el  art.  42  prohibe  solo  que  un  proyecto  de 
lei  desechado  en  la  Cámara  de  oríjen  se  vuelva  a  pro- 
poner en  ella,  i  nada  mas  que  en  ella^  en  la  sesión  del 
mismo  año;  i  se  añadió  todavía  que  la  proposición  de  un 
proyecto  no  tiene  lugar  en  una  de  las  Cámaras  sino  por 
mensaje  del  Presidente  de  la  República  o  por  indicación 
o  moción  de  alguno  de  sus  miembros,  mas  no  cuando  el 
proyecto  se  remite  a  dicha  Cámara,  como  revisora,  por 
la  Cámara  de  oríjen. 

Esta  manera  de  discurrir,  que  atribuye  mas  importan- 
cia a  palabras  mal  empleadas,  que  a  los  verdaderos  fun- 
damentos en  que  descansa  el  art.  42,  i  la  contradicción 
que  resulta  de  los  casos  prácticos  que  hemos  recordado, 
revelan  que  habría  sido  mejor  dar  al  referido  artículo 
una  redacción  clara  i  precisa,  que,  rindiendo  homenaje 
a  la  única  opinión  aceptable,  que  es  ademas  regla  de 
atención  i  de  buena  táctica  parlamentaria,  dispusiera 
categóricamente  que  el  proyecto  de  lei  que  fuere  dese- 
chado en  la  Cámara  de  su  oríjen  no  podrá  proponerse  en 
ella  ni  en  la  otra  Cámara  hasta  la  sesión  del  año  si- 
guiente. 
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Art.  43 

« Aprobado  un  proyecto  de  leí  por  ambas  Cámaras,  se- 
rá remitido  al  Presidente  de  la  República,  quien,  si  tam- 
bién lo  aprueba,  dispondrá  su  promulgación  como  lei.» 

Art.  44 

&Si  el  Presidente  de  la  República  desaprueba  el  pro- 
yecto de  lei,  lo  devolverá  a  la  Cámara  de  su  orí/en,  ha- 
ciendo las  observaciones  convenientes  dentro  del  término 
de  quince  dias.J* 

Art.  45 

a  Si  el  Presidente  de  la  República  devolviere  el  pro- 
yecto de  lei  deseeMhdolo  en  el  todo,  se  tendrá  por  no 
propuesto,  ni  se  podrá  proponer  en  la  sesión  de  aquel 
año.» 


Art.  46 

<aSi  el  Presidente  de  la  República  devolviere  el  proyecto 
de  lei,  corrigiéndolo  o  modificándolo,  se  reconsiderará  en 
una  i  otra  Cámara,  i  si  por  ambas  resultare  aprobado, 
según  ha  sido  remitido  por  el  Presidente  de  la  Repúbli- 
ca, tendrá  fuerza  de  lei,  i  se  devolverá  para  su  promul- 
gación. 

a  Si  no  fueren  aprobadas  en  ambas  Cámaras  las  mo- 
dificaciones i  correcciones,  se  tendrá  como  no  propuesto, 
ni  se  podrá  proponer  en  la  sesión  de  aquel  año.» 


artículo»  43,  44,  45,  46,  47,  48  i  49      2G5 


Art.  47 

*Si  en  alguna  de' las  sesiones  de  los  dos  años  siguien- 
tes se  propusiere  nuevamente,  i  aprobare  por  ambas  Cá- 
maras el  mismo  proyecto  de  leij  i  pasado  al  Presidente 
*de  la  República,  lo  devolviere  desechándolo  en  el  todo, 
las  Cámaras  volverán  a  tomarlo  en  consideración,  i  ten- 
drá fuerza  de  leí,  si  cada  una  de  ellas  lo  aprobare  por 
una  mayoría  de  las  dos  terceras  partes  de  los  miembros 
presentes.  Lo  mismo  sucederá  si  el  Presidente  lo  devol- 
viere modificándolo  o  corrijiéndolo,  i  si  cada  Cámara  lo 
aprobare  sin  estas  modificaciones  o  correcciones  por  los 
mismas  dos  terceras  partes  de  sus  miembros  presentes.» 

Art.  48 

<iSi  el  proyecto  de  lei,  una  vez  devuelto  por  el  Presi- 
dente de  la  República,  no  se  propusiere  i  aprobare%  por 
las  Cámaras  en  los  dos  años  inmediatos  siguientes,  cuan- 
do quiera  que  se  proponga  después,  se  tendrá  co?no  nue- 
vo proyecto  en  cuanto  a  los  efectos  del  artículo  anterior.» 

* 

Art.  49 

«/SY  el  Presidente  de  la  República  no  devolviere  el  pro* 
yecto  de  lei  dentro  de  quince  dios  contados  desde  la  fe- 
cha de  su  remisión,  se  entenderá  que  lo  aprueba  i  se  pro- 
mulgará como  lei.  Si  las  Cámaras  cerrasen  sus  sesiones 
antes  de  cumplirse  los  quince  dios  en  que  ha  de  verifi- 
carse la  devolución,  el  Presidente  de  la  República  la  liará 
dentro  de  los  seis  primeros  dias  de  lo  sesión  ordinaria 
del  año  siguiente.» 


3 


r» 
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Conforme  a  los  siete  artículos  precedentes,  que,  por 
referirse  a  una  misma  materia,  examinamos  conjunta- 
mente, remitido  al  Presidente  de  la  República  un  pro- 
yecto de  lei  aprobado  por  ambas  0  amaras,  puede  aquel 
funcionario:  1.°  aprobarlo;  2.°  desecharlo  en  el  todo,  i  3.° 
devolverlo  correjido  o  modificado. 

Ocupémonos  de  cada  uno  de  estos  tres  casos  en  el 
orden  indicado. 


o 
o  o 


Primer  caso. — La  aprobación  de  un  proyecto  de  lei 
por  parte  del  Presidente  de  la  República  se  obtiene  de 
dos  maneras:  la  una,  que  es  la  usual  i  corriente,  cuando 
el  Presidente  aprueba  el  proyecto  de  un  modo  espreso, 
oyendo  al  Consejo  de  Estado;  la  otra,  cuando  no  lo  de- 
vuelve a  la  Cámara  de  su  orí  jen  dentro  del  término  de 
quince  dias,  contados  desde  su  remisión,  pues,  vencido 
ese  plazo,  se  entiende  aprobado  i  debe  promulgarse  co- 
mo lei. 

Este  término  de  quince  dias,  que  la  Constitución  se- 
ñala para  la  devolución  del  proyecto,  se  suspende  si,  an- 
tes de  cumplido,  las  Cámaras  cerrasen  sus  sesiones  ordi- 
narias. Entonces  el  Presidente  de  la  República  debe 
hacer  la  devolución  dentro  de  los  seis  primeros  dias  de 
la  sesión  ordinaria  del  año  siguiente.  Hemos  agregado 
la  palabra  ordinarias  a  la  frase  cerrasen  sus  sesiones  que 
emplea  el  art.  49,  porque  el  uso  que  de  ella  hace  dicho 
artículo  en  su  parte  final,  da  a  conocer  bien  claramente 
su  espíritu,  i  porque  siendo  las  Cámaras  el  suj.eto  del 
verbo  cerrasen^  debe  referirse  este  solo  a  las  sesiones  or- 
dinaria*, desde  que  son  estas  las  únicas  sesiones  que  el 
Congreso  cierra  por  sí  mismo,  conforme  al  art.  52. 

Las  sesiones  estraordinarias  las  convoca  i  las  clausura 
el  Presidente  de  la  República,  i  en  ellas  las  Cámaras  no 
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pueden  ocuparse  sino  de  los  proyectos  de  lei  que  él  mis- 
mo incluye  en  la  convocatoria. 

Se  ha  dicho  ya  que  para  devolver  a  las  Cámaras  un 
proyecto  de  lei  aprobado  por  ambas,  la  Constitución  se- 
ñala al  Presidente  un  plazo  de  quince  días,  contados 
desde  su  remisión. 

La  Constitución  no  espresa  cuando  debe  hacerse  esa 
remisión.  Según  los  reglamentos  de  las  Cámaras  i  la 
práctica  establecida,  ella  se  verifica  por  la  Cámara  de 
oríjen  tan  luego  como  el  proyecto  ha  merecido  la  apro- 
bación de  ambas.  Esta  práctica  es  tan  fondada,  que  no- 
sotros creeríamos  contrario,  sino  a  la  letra,  a  lo  menos  al 
espíritu  manifiesto  de  la  Constitución,  el  que  una  Cáma- 
ra se  permitiera -retardar  la  remisión  al  Ejecutivo  de  un 
proyecto  de  lei  aprobado  ya  por  ambas.  Un  procedi- 
miento semejante  se  prestaría  a  abusos  injustificables. 
Depositaría  en  manos  de  una  mayoría  accidental  i  fortui- 
ta de  la  Cámara  de  oríjen,  el  medio  de  sobreponerse  a 
las  resoluciones  constitucionalmente  aprobadas  por  ella 
misma  i  por  la  otra  Cámara. 


Segundo  caso. — Cuando  el  Presidente  de  la  República 
devuelve  un  proyecto  de  lei  desechándolo  en  el  todo,  ejerci- 
ta la  atribución  que  se  conoce  con  el  nombre  de  veto  sus- 
pensivo, porque  el  proyecto  se  tiene  por  no  propuesto,  ni 
puede  proponerse  en  la  misma  sesión  anual.  El  veto  del 
Presidente  suspende  de  hecho  todos  los  efectos  del  pro- 
yecto hasta  la  sesión  del  año  siguiente.  I  si  el  mismo 
proyecto  de  lei  se  propusiere  i  aprobare  nuevaiñente  por 
ambas  Cámaras  en  alguna  de  las  sesiones  de  los  dos  años 
siguientes,  todavía,  una  vez  que  le  fuere  remitido  por  se- 
gunda vez,  puede  el  Presidente  de  la  República  devol- 
verlo desechándolo  en  el  todo  también  por  segunda  vez,  i 
solo  tendría  fuerza  de  lei  si  ambas  Cámaras  lo  aprobasen 
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por  tercera  vez  i  por  mayoría  de  los  dos  tercios  de  lo» 
miembros  presentes  de  cada  una.  Si  devuelto  el  proyec- 
to por  el  Presidente,  no  se  propusiere  i  aprobare  nueva- 
mente por  las  Cámaras  en  los  dos  años  inmediatos  siguien- 
tes, cuando  quiera  que  se  proponga  después,  se  reputa 
como  nuevo  proyecto  en  cuanto  a  los  efectos  espresados. 

Como  se  ve,  el  veto  suspensivo  del  Presidente  de  la 
República  en  la  formación  de  las  leyes,  tiene  en  Chile 
un  alcance  enorme.  Son  necesarias  tres  aprobaciones 
prestadas  a  un  mismo  proyecto  por  las  dos  Cámaras, 
mediando,  por  lo  menos,  una  sesión  anual  entre  la  pri- 
mera i  la  segunda,  i  debiendo  la  tercera,  que  viene  des- 
pués de  una  segunda  devolución,  reunir  los  votos  de  dos 
tercios  de  los  miembros  presentes  también  de  ambas, 
para  que  la  voluntad  del  Congreso  pueda  llegar  a  pre- 
valecer sobre  la  del  Presidente,  en  caso  de  un  choque  de 
opiniones  llevado  hasta  el  último  estremo.  £1  veto  sus- 
pensivo organizado  de  esta  manera,  importa  un  verdade- 
ro veto  absoluto  en  sus  consecuencias;  importa  algo  que, 
si  es  concebible  dentro  del  sistema  monárquico,  no  pue- 
de admitirse  ni  cabe  dentro  del  sistema  republicano. 

Nosotros  admitimos  la  necesidad  del  veto  suspensivo 
en  el  Presidente  de  la  República  para  la  formación  de  las 
leyes;  pero  dentro  de  los  límites  que  establece  la  Cons- 
titución de  Estados  Unidos.  Con  arreglo  a  ella,  cuando 
el  Presidente  no  aprueba  un  proyecto  de  lei,  aprobado 
ya  por  ambas  Cámaras,  lo  devuelve  en  el  término  de  diez 
dias  (excepto  el  domingo)  a  la  Cámara  en  que  tuvo  prin- 
cipio. Las  Cámaras  lo  discuten  de  nuevo,  tan  luego  co- 
mo quieren,  i  si  una  i  otra  lo  aprobaren  nuevamente  por 
las  dos  terceras  partes  de  sus  miembros,  debiendo  la  vo- 
tación ser  en  ambas  nominal,  el  proyecto  adquiere  el  ca- 
rácter de  lei. 

Según  esto,  en  Estados  Unidos  el  veto  presidencial  no 
suspende  por  un  año  ni  por  un  mes  los  efectos  del  pro- 
yecto; o,  mas  bien  dicho,  no  paraliza  la  acción  del  Con- 
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greso  respecto  de  él,  como  entre  nosotros.  Una  vez  que 
las  Cámaras  lo  reconsideren,  lo  que  pueden  hacer  inme- 
diatamente que  les  es  devuelto,  si  lo  aprueban  de  nuevo 
por  los  dos  tercios  de  sus  miembros,  no  puede  el  Presi- 
dente de  Estados  Unidos  devolverlo  segunda  vez,  como 
sucede  según  el  art.  47  de  nuestra  Constitución,  i  el  pro- 
yecto adquiere  fuerza  de  lei. 

Pensamos,  por  consiguiente,  que  el  citado  art.  47  debe 
reformarse  mas  o  menos  en  el  sentido  de  la  Constitución 
norte-americana.  Por  fortuna,  nunca  se  ha  aplicado  prác- 
ticamente, porque  en  los  dos  únicos  casos  que  recorda- 
mos de  proyectos  de  lei  desechados  en  el  todo  por  el  Pre- 
sidente de  la  República,  las  Cámaras  han  dejado  pasar 
no  solo  los  dos  años  inmediatos  siguientes  a  que  se  re- 
fiere el  art.  48,  sin  tomarlo  de  nuevo  en  consideración,  si* 
no  que  los  dejaron  de  mano  por  completo  i  hasta  la  fecha. 

£1  primero  de  los  dos  mencionados  casos  tuvo  lugar 
en  31  de  octubre  de  1849,  con  motivo  del  indulto  parti- 
cular que  las  Cámaras  pretendieron  conceder  a  don 
Juan  Aldunate,  por  medio  de  un  proyecto  de  lei7  que  el 
Presidente  de  la  República,  Jeneral  don  Manuel  Búlnes 
i  el  Ministro  de  Justicia,  señor  don  Manuel  Antonio 
Tocornal  Grez,  desecharon  en  el  todo,  según  lo  hemos 
recordado  al  ocuparnos  del  inciso  11  del  art.  37. 

El  segundo  caso  ocurrió  en  noviembre  de  1857,  a  con- 
secuencia de  haber  el  Senado  remitido  al  Ejecutivo  un 
proyecto  de  reforma  de  la  lei  de  elecciones,  compuesto 
de  cuatro  artículos,  con  inclusión  del  2.°  que  no  habia 
sido  aprobado  por  la  Cámara  de  Diputados.  El  mensaje 
en  que  se  desecha  el  proyecto  en  el  todo,  lleva  las  firmas 
del  Presidente  de  la  República,  señor  don  Manuel  Montt, 
i  del  Ministro  del  Interior,  señor  don  Jerónimo  Urmene- 
ta.  El  Senado  debió  reconocer  la  justicia  de  la  devolu- 
ción, desde  que  acordó,  por  siete  votos  contra  cuatro,  li- 
mitarse a  acusar  recibo  de  dicho  mensaje,  en  sesión  de 
20  de  aquel  mismo  mes  i  año. 
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El  fundamento  en  que  el  Ejecutivo  se  apoyó  en  los 
dos  casos  citados  para  poner  en  ejercicio  la  grave  atri- 
bución que  le  confiere  el  art.  46,  fué  uno  mismo:  el  de 
ser  ambos  proyectos  contrarios  a  la  Constitución,  único 
motivo  quizá  que  puede  autorizar  el  uso  de  una  facultad 
que,  en  los  países  bien  organizados,  si  existe  en  la  lei, 
no  debe  existir  en  la  práctica.  Así  en  Inglaterra,  la  Co- 
rona que  tiene  en  derecho  la  facultad  de  vetar  los  pro- 
yectos de  lei  aprobados  por  el  Parlamento,  en  el  hecho 
jamas  la  ejercita.  Desde  los  tiempos  de  la  Reina  Ana  no 
hai  ejemplo  de  que  en  aquella  nación,  modelo  de  los  paí- 
ses constitucionales,  haya  el  Soberano  vetado  resolución 
alguna  de  las  Cámaras.  ¡Esperemos  que  en  Chile  habrá 
de  transcurrir  también  siglo  i  medio  sin  que  sea  menes- 
ter recordar  al  Congreso,  como  en  1849  i  1857,  que  hai 
una  valla  que  no  le  es  lícito  salvar:  la  del  respeto  que  es 
debido  a  la  Constitución  del  Estado!  ¡Esperemos  que  el 
veto  del  Ejecutivo  exista  también  en  adelante  entre  noso- 
tros en  la  letra  de  la  lei  constitucional,  mas  no  en  su 
aplicación  práctica! 

e  o 

Tercer  caso.— El  Presidente  de  la  República  puede, 
en  tercer  lugar,  devolver  al  Congreso  un  proyecto  de  lei 
aprobado  por  este,  corrijiéndolo  o  mo&jicándolo,  según 
lo  dispone  el  art.  46,  a  fin  de  que  en  una  i  otra  Cámara 
sea  reconsiderado,  lo  cual  puede  verifioarse  sin  demora 
alguna,  pues  para  ello  no  fija  término  dicho  artículo. 

Si  por  ambas  Cámaras  resultare  aprobado,  según  ha 
sido  remitido  por  el  Presidente  de  la  República,  tendrá 
fuerza  de  lei  i  se  devolverá  a  este  para  su  promulgación. 
I  si  las  modijkxxciones  i  correcciones  no  fueren  aprobadas 
en  ambas  Cámaras  se  tendrá  como  no  propuesto,  ni  po- 
drá proponerse  en  la  sesión  de  aquel  año. 

Es  claro,  por  consiguiente,  que,  en  este  caso,  el  rol  de 


artículos  43,  44,  45,  46,  47,  48  i  49      271 

las  Cámaras  se  limita  a  aprobar  las  correcciones  o  modi- 
ficaciones, según  han  sido  remitidas  por  el  Ejecutivo,  sin 
alteración  alguna,  o  a  negarse  a  aprobarlas  en  esa  forma. 

La  Constitución  no  les  confiérela  facultad  de  cor rej ir- 
las a  su  vez,  de  alterarlas  o  adicionarlas.  Si  no  fueren 
aprobadas  según  las  remite  el  Ejecutivo,  dice  el  art.  46, 
el  proyecto  se  tiene  por  no  propuesto,  ni  puede  propo- 
nerse en  la  misma  sesión  anual.  Es  esp lícita  la  redacción 
de  dicho  artículo,  i  así  se  ha  aplicado  i  entendido  inva- 
riablemente en  todos  los  casos  en  que  el  Presidente  de  la 
República  ha  devuelto  al  Congreso  proyectos  de  lei  mo- 
dificados o  correjidos. 

Llamamos  la  atención  a  estas  dos  palabras,  porque  si 
el  art.  46  confiere  al  Presidente  de  la  República  la  facul- 
tad de  correfir  o  modificar  el  proyecto  de  lei  que  le  fue- 
re remitido  aprobado  por  el  Congreso,  no  le  confiere  la 
de  adicionarlo.  Ésta  última  facultad  la  concede  el  art.  51 
a  la  Cámara  revisora,  i  la  diferencia  de  redacción  entre 
ambos  artículo?  revela  bien  claramente  la  exactitud  de 
nuestra  opinión.  Esta  se  comprueba  mas  todavía  si  se 
recuerda  que  el  art.  46  i  el  47,  en  su  parte  final,  poniéndo- 
se en  el  caso  de  que  el  Presidente  de  la  República  devuelva 
un  proyecto  modificándolo  o  corrijiéndolo,  determina  la 
suerte  que  debe  correr,  según  la  que  corran  las  modifica- 
dones  o  correcciones,  no  hablándose,  como  se  ve,  en  nin- 
guno de  los  dos  artículos,  de  adiciones  que  importan  co- 
sa bien  diversa. 

En  efecto,  si  se  admitiera  que  el  Presidente  de  la  Re- 
pública tuviese  la  facultad  de  devolver  un  proyecto  ai 
Congreso  con  adiciones,  resultaría  que,  debiendo  estas 
ser  aprobadas  o  rechazadas  simplemente,  i  no  pudiendo 
el  Congreso  modificarlas,  el  Ejecutivo  podría,  con  el  tí- 
tulo de  adiciones,  proponer  «a  las  Cámaras  verdaderos 
proyectos  de  lei  enteramente  nuevos,  que  el  Congreso  no 
tendría  facultad  de  correjir,  modificar  o  adicionar  como 
fuere  de  su  agrado.  Tendría  el  Congreso  que  limitarle  a 


272  LA   CONSTITUCIÓN  ANTE  EL  C0NCIRE8O 

decir  sí  o  nó\  lo  que  si  bien  lo  establece  la  Constitución 
para  el  caso  de  correcciones  o  modificaciones  propuesta» 
por  el  Presidente,  no  lo  establece,  en  manera  alguna, 
para  el  de  adiciones.  Esto  último  habría  sido  caer  en  el 
sistema  que  llama  consultivo  Prevost  Paradol,  al  cual 
hemos  aludido  en  el  art.  40.  Forzoso  es  reconocer  que, 
atendida  la  letra  de  la  Constitución  i  conforme  a  los  bue- 
nos principios,  el  Ejecutivo  no  puede  proponer  adiciones 
sino  en  la  forma  de  proyectos  de  lei  perfectamente  dis- 
tintos de  aquel  que  se  modifica  o  corrije. 

Así  lo  hizo  notar,  con  perfecta  exactitud,  el  señor  don 
Ricardo  Letelier,  en  sesión  de  la  Cámara  de  Diputados 
de  31  de  octubre  de  1874,  a  propósito  de  la  verdadera 
adición  que  importaba  el  párrafo  3.°  del  art.  31  de  la  lei 
electoral,  en  la  forma  en  que  lo  corrijió  el  Ejecutivo,  re- 
duciendo a  uno  el  número  de  los  Diputados  suplentes  en 
todos  los  departamentos.  Nosotros  encontramos  fundada 
la  observación,  pues  era  evidente  que  esa  adición  impor- 
taba un  proyecto  de  lei  verdaderamente  nuevo  i  relativo 
a  una  materia  de  que  no  se  ocupaba  el  proyecto  de  re- 
forma de  la  lei  de  elecciones,  observado  por  el  Presiden- 
te de  la  República.  En  efecto,  el  número  de  Diputados 
suplentes  estaba  determinado  por  una  lei  especial,  como 
siempre  ha  sucedido,  i  no  por  la  lei  electoral. 


i 


o 

o  o  1 

Del  art  46  surjo  todavía  otra  cuestión  interesante. 

Devuelto  un  proyecto  de  lei  wrrejido  o  modificado  por 
el  Presidente  de  la  República,  ¿a  qué  reglas  deben  suje- 
tarse las  Cámaras  para  reconsiderarlo,  a  fin  de  aprobar  o 
no  las  modificaciones  o  correcciones  según  han  sido  pro- 
puestas por  el  Ejecutivo? 

Piensan  algunos  que  si  las  modificaciones  o  correccio- 
nes no  fueren  aprobadas  por  la  mayoría  absoluta  de  los 
miembros  presentes  de  cada  Cámara,  debe  entenderse 
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que  quedan  rechazadas,  teniéndose  el  proyecto  como  no 
propuesto,  i  no  pudiendo  proponerse  en  la  sesión  de 
aquel  año. — Otros  creen,  i  nosotros  entre  ellos,  que  si 
las  correcciones  no  fueren  aprobadas  por  mayoría  abso-» 
luta  en  la  Cámara  de  oríjen,  indudablemente  fracasa  el 
proyecto;  pero  que  si  en  ella  fueren  aprobadas  por  esa 
mayoría,  i  la  Cámara  revisorano  las  aprobare  por  mayoría 
absoluta,  la  de  oríjen  tiene  facultad  de  insistir  en  ellas 
por  dos  tercios,  i  debe  entenderse  que  igualmente  las 
aprueba  la  revisora  sino  insiste  en  su  rechazo  también 
por  dos  tercios. 

La  primera  de  estas  dos  opiniones  no  tiene  apoyo  al- 
guno en  la  letra  de  la  Constitución,  porque  ella  no  esta- 
blece que  las  correcciones  deban  ser  en  este  caso  apro- 
badas por  la  mayoría  absolvía  de  una  i  otra  Cámara.  No: 
todo  lo  que  dice  es  que  el  proyecto  correjido  se  reconsi- 
derará en  mía  i  otra  Cámara^  I  desde  que  no  establece 
reglas  especiales  para  la  reconsideración,  es  evidente 
que  esta  debe  sujetarse  a  la  disposición  jen  eral  que  con- 
tiene el  art.  60. — Tal  opinión  tampoco  puede  apoyarse 
en  el  espíritu  de  la  Carta,  porque  si  la  Cámara  de  oríjen 
aceptara  las  correcciones  propuestas  por  el  Presidente 
de  la  República  por  unanimidad,  vervigracia,  i  la  reviso- 
ra las  rechazara  solo  por  simple  mayoría  absoluta,  acep- 
tándolas también  un  tercio  de  esta,  no  habría  razón 
alguna  para  que  tales  correcciones  no  se  convirtieran  en 
lei,  ni  la  habría  para  alterar  el  sistema  jeneral  ideado 
por  la  Constitución,  conforme  al  cual  jamas  puede  la 
simple  mayoría  de  la  Cámara  revisora  privar  a  la  de  orí- 
jen  de  la  facultad  de  insistencia  por  los  dos  tercios,  que 
le  acuerdan  los  arte.  50  i  51. 

Si  es  cierto  que  un  proyecto  de  lei  se  reputa  aprobado 
por  ambas  Cámaras,  para  los  efectos  del  art.  43,  cuando 
lo  ha  sido  por  los  dos  tercios  en  la  de  oríjen  i  por  un 
tercio  en  la  revisora,  conforme  al  art.  50,  ¿qué  lójica  ha- 
bría en  sostener  que,  en  el  caso  de  modificaciones  o  co- 

36 
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rrecciones  propuestas  por  el  Presidente  de  la  Repáblicat 
el  proyecto  no  quedaba  aprobado,  según  hubiera  sido 
remitido  por  este  funcionario,  cuando  en  esa  forma  lo 
aprobaren  la  Cámara  de  oríjen  por  los  dos  tercios  i  la  re* 
visora  por  un  tercio?  A  la  verdad  que  no  la  divisaríamos. 

Sin  embargo  de  parecemos  la  opinión  que  acabamos 
de  sostener  la  única  conforme  con  la  letra  i  con  el  espí- 
ritu de  la  Constitución,  hemos  reconocido  que  no  le  han 
faltado  contradictores  en  el  único  caso  en  que  ha  surjido 
la  dificultad  que  motiva  las  precedentes  observaciones. 

Ese  caso  práctico  es  el  que  pasamos  a  referir. 

Remitido  al  Presidente  de  la  República  el  proyecto  de 
reforma  electoral,  que  se  ha  convertido  en  la  lei  vijente 
de  12  de  noviembre  de  1874,  lo  devolvió  aquel  funciona- 
rio a  la  Cámara  de  Diputados,  que  fué  la  de  oríjen  res- 
pecto a  los  artículos  observados,  con  las  correcciones  de 
que  hace  mérito  el  mensaje  de  27  de  octubre  de  aquel 
año,  publicado  en  la  pajina  391  del  Boletin  de  Sesiones  Es* 
traordinarias  de  esa  Cámara,  correspondiente  a  aquella 
sesión  anual.  Dicha  Cámara  aprobó  todas  las  correccio- 
nes en  sesiones  de  27  i  31  del  mismo  mes. 

Remitido  el  proyecto  al  Senado  con  las  correcciones 
introducidas  por  el  Ejecutivo  i  aprobadas  ya  por  la  Cá- 
mara de  Diputados,  i  puestas  en  discusión  dichas  correc- 
ciones en  sesión  de  2  de*  noviembre  del  mismo  año,  el 
señor  Senador  don  Manuel  Irarrázaval  promovió  la  duda, 
sosteniendo  con  los  señores  don  Melchor  de  Santiago 
Concha  i  don  Rafael  Larrain  Moxó,  que  si  el  Senado  de- 
sechaba alguna  de  las  correcciones,  el  proyecto  debería 
considerarse  como  no  propuesto  i  no  podría  proponerse 
hasta  la  sesión  del  año  siguiente.  El  señor  don  Alejandro 
Reyes  refutó  victoriosamente  esa  manera  de  ver,  soste- 
niendo que,  si  el  Senado  desechaba  alguna  de  las  correc- 
ciones, el  proyecto  debía  volver  a  la  Cámara  de  Dipata- 
dos  a  fin  de  que  esta  insistiera  o  no  en  ella  por  los  dos 
tercios,  bien  entendido  que  si  insistía,  el  Senado  tendría 
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a  su  vez  que  insistir  también  por  dos  tercios  en  su  desa- 
probación, reputándose  aprobada  por  él  la  corrección  .si 
no  contaba  para  el  segundo  rechazo  con  esta  segunda 
mayoría.  £1  asunto  quedó  para  segunda  discusión. 

En  la  sesión  siguiente  de  4  de  noviembre,  puestas  en 
discusión  las  correcciones  propuestas  por  el  Ejecutivo, 
fueron  aprobadas  todas  menos  la  sesta,  según  la  cual  no 
podrían  formar  parte  de  las  juntas  de  mayores  contribu- 
yentes que  nombran  las  mesas  receptoras,  aquellos  indi- 
viduos que  hubieren  formado  parte  de  las  que  nombra- 
ron las  mesas  calificadoras.  Esta  corrección  fué  rechazada 
por  14  votos  contra  uno. 

Devuelto  el  proyecto  a  la  Cámara  de  Diputados,  esta, 
en  sesión  de  7  del  mismo  mes  de  noviembre  de  1874, 
acordó,  por  el  voto  tácito  de  la  sala,  no  insistir  en  la  ob- 
servación sesta  rechazada  por  el  Senado,  bien  que  con 
lia  protesta  de  los  señores  don  Enrique  Tocornal  i  don 
Zorobabel  Rodríguez,  quienes,  profesando  la  opinión  del 
señor  Irarrázaval,  no  reconocían  en  la  Cámara  de  Dipu- 
tados la  facultad  de  insistir  o  no  en  aquella  observación, 
pues  la  consideraban  definitivamente  reohazada  para  los 
efectos  del  inciso  2.°  del  art.  46  de  la  Constitución,  por 
el  solo  hecho  de  haberla  desaprobado  el  Senado,  Cámara 
revisora,  por  mayoría  absoluta. 

La  verdad  es  que  así  como  la  Cámara  de  Diputados 
no  insistió  pudo  haber  insistido,  desde  que  fué  consulta- 
da, i  esto  prueba  que  ella  pensó  en  aquel  caso  como 
pensamos  nosotros.  ¿Qué  habría  hecho  el  Senado  si  la 
Cámara  de  Diputados  hubiera  insistido  en  aprobar  aque- 
lla observación  por  los  dos  tercios?  ¿Se  habría  negado  a 
reconsiderarla  a  su  vez,  a  fin  de  rechazarla  también  por 
igual  mayoría?  No  es  posible  adivinarlo;  pero  es  el  he- 
cho que,  en  sesión  de  9  del  mismo  mes  i  año,  se  le  dio 
cuenta  de  un  oficio  en  que  la  Cámara  de  Diputados  le 
comunicaba  no  haber  insistido  en  la  ya  citada  corrección 
sesta,  sin  que  ningún  Senador  objetara  el  procedimiento 
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de  aquella  Cámara.  Quedó,  pues,  aceptada  la  constitu- 
cionalidad  de  ese  procedimiento,  i  resuelta  así  la  cues- 
tión en  este  caso,  único  ocurrido  hasta  ahora,  como  ya 
lo  hemos  dicho,  en  el  sentido  de  la  opinión  sostenida  por 
el  señor  don  Alejandro  Reyes,  que  ha  sido  siempre  la 
nuestra. 

Lo  singular  del  caso  que  acabamos  de  recordar  deta- 
lladamente, a  causa  del  vivo  interés  que  ofrece,  pasó 
todavía  mas  allá. 

Como  se  ha  visto,  la  sesta  corrección  del  Ejecutivo  al 
proyecto  de  reforma  de  la  lei  de  elecciones,  quedó  defi- 
nitivamente desechada  por  ambas  Cámaras.  Luego,  con- 
forme a  la  parte  segunda  del  art.  46  de  la  Constitución, 
el  referido  proyecto  debió  considerarse  como  no  pro- 
puesto. I,  sin  embargo,  el  hecho  es  que  fué  remitido  al 
Presidente  de  la  República,  suprimiéndose  de  él  la  men- 
cionada corrección,  i  que  fué  promulgado  como  lei  el  12 
de  noviembre  de  1874.  ¿Cómo  se  e aplica  es+o  procedí* 
miento,  al  parecer  tan  incorrecto? 

Ello  proviene  de  que  el  Ministro  del  Interior,  señor 
don  Eulojio  Altamirano,  prometió  al  Senado  en  la  sesión 
del  4,  a  nombre  del  Ejecutivo,  retirar  la  observación 
sesta,  si  la  Cámara  de  Diputados,  que  la  había  ya  apro- 
bado, consentía  en  ello.  Esta  Cámara,  aunque  no  con 
esas  palabras  precisamente,  así  lo  acordó  en  su  sesión 
del  7,  quedando  implícitamente  resuelto:  que  «el  Presi- 
dente de  la  República  puede  retirar  las  modificaciones 
con  que  hubiere  devuelto  un  proyecto  a  las  Cámaras, 
obteniendo  el  asentimiento  de  ambas.» 


Art.  50 

a  El  proyecto  de  lei  qm  aprobado  por  mía  Cámara  fue- 
re desechado  en  su  totalidad  por  la  ótra}  volverá  a  la  de 
mi  oríjeri)  donde  se  tomará  nuevamente  en  consideración^ 
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i  si  fuere  en  ella  aprobado  por  una  mayoría  de  las  dos 
terceras  parte*  de  sus  miembros  presentes,  pasará  segun- 
da vez  a  la  Cámara  que  lo  desechó,  i  no  se  entenderá  que 
esta  lo  reprueba,  sino  concurre  para  ello  el  voto  de  tas 
dos  terceras  partes  de  sus  miembros  presentes.» 

Según  este  artículo,  que  es  perfectamente  claro,  el 
proyecto  de  lei  que,  aprobado  por  la  Cámara  de  oríjen  i 
desechado  por  la  revisora,  fuere  aprobado  nuevamente 
por  los  dos  tercios  de  los  miembros  presentes  de  aquella 
i  no  fuere  rechazado  segunda  vez  por  igual  mayoría  de 
esta,  queda  aprobado  por  ambas  Cámaras  i  debe  remi- 
tirse al  Presidente  de  la  República.  En  el  caso  contra- 
rio, si  la  Cámara  de  oríjen  no  insistiere  en  su  primer 
acuerdo  por  las  dos  terceras  partes  de  sus  miembros 
presentes,  o  si  la  Cámara  revisora  insistiere  en  repro- 
barlo por  igual  mayoría,  el  proyecto  se  consideraría  de- 
sechado i  no  podría  proponerse  hasta  la  sesión  del  año 
siguiente. 

Esto  es  obvio  i  se  deduce  fácilmente  de  la  combina- 
ción del  sistema  establecido  por  este  artículo,  con  las 
prescripciones  contenidas  en  los  arts.  42  i  43. 

Pero  el  art.  50  se  ha  puesto  en  el  caso  de  que  el  pro- 
yecto de  lei  aprobado  por  una  Cámara  sea  desechado  en 
su  totalidad  por  la  otra,  lo  que  rarísima  vez  habrá  de 
ocurrir.  Mas  él  no  espresa  qué  suerte  corre  el  proyecto 
cuando  es  aprobado  en  parte  i  en  parte  desechado  por  la 
Cámara  revisora.  Este  segundo  caso,  que  es  frecuente, 
no  lo  decide  el  art.  50.  En  la  práctica  se  ha  entendido 
siempre  que  cuando  la  Cámara  revisora  aprueba  ciertas 
disposiciones  de  las  que  contiene  un  proyecto  de  lei 
aprobado  por  la  Cámara  de  oríjen,  i  desecha  otras,  supri- 
miéndolas como  medio  de  negarles  su  aprobación,  la  cues- 
tión debe  resolverse  aplicando  las  reglas  contenidas  en 
el  art.  51  para  el  caso  de  las  adiciones  o  correcciones  que 
aquella  tiene  facultad  de  introducir  en  el  proyecto.  So 
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ha  entendido,  pues,  que  suprimir  disposiciones  de  un 
proyecto  es  algo  idéntico  a  adicionarlo  o  corregirlo;  i  co- 
mo la  supresión  de  una  parte  del  proyecto  importa  dese- 
charlo parcialmente,  i  el  art.  50  se  refiere  únicamente  a 
la  desaprobación  total,  se  ha  buscado  el  medio  de  decidir 
la  dificultad  en  el  art.  51,  cuyo  estudio  nos  suministrará 
oportunidad  de  volver  sobre  esta  cuestión. 

Art.  51 

nEl  proyecto  de  lei  que  fuere  adicionado  o  corr ejido 
por  la  Cámara  revisora,  volverá  a  la  de  su  oríjen;  i  sí 
en  esta  fueren  aprobadas  las  adiciones  o  correcciones  por 
la  mayoría  absoluta  de  sus  miembros  présenles,  pasará  al 
Presidente  de  la  República. 

uPero  si  las  adiciones  o  correcciones  fuesen  reprobadas, 
volverá  el  proyecto  segunda  vez  a  la  Cámara  revisara;  don- 
de, si  fuesen  nuevamente  aprobadas  las  adiciones  o  correc- 
ciones por  una  mayoría  de  las  dos  terceras  partes  de  sus 
miembros  presentes,  volverá  el  proyecto  a  la  otra  Cáma- 
ra, i  no  se  entenderá  que  esta  reprueba  las  adiciones  o 
correcciones,  si  no  concurre  para  ello  el  voto  de  las  dos 
terceras  partes  de  los  miembros  presentes.» 

Las  disposiciones  de  este  artículo  tienen  aplicación 
frecuente  i  constante.  Así  como  debe  ser  raro  que  una 
Cámara  deseche  en  su  totalidad  los  proyectos  aprobados 
por  la  otra,  es  natural  que  los  acepte  con  modificaciones 
o  epmiendas.  Este  es  el  caso  que  reglamenta  el  art.  51. 
Él  sujiere  algunas  cuestiones  interesantes,  que  pasamos 
a  examinar. 


o 
o  o 


1.a  cuestión. — ¿Puede  la  Cámara  de  oríjen  subenmen- 
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dar  las'  enmiendas  o  modificaciones  introducidas  en  uíi 
proyecto  de  lei  por  la  Cámara  revisora,  o  debe  limitarse 
solo  a  aprobarlas  o  desecharlas? 

Este  punto  no  ofrece  hoi  dificultad.  La  larga  práctica 
de  los  últimos  veinte  años  lo  ha  resuelto  en  el  sentido  de 
que  la  Cámara  de  oríjen  no  tiene  facultad  de  sub-enmen- 
dar  enmiendas,  sino  que  debe  aprobarlas  o  desecharlas 
lisa  i  llanamente. 

Apesar  de  que  esto  parece  ahora  obvio,  no  han  falta- 
do casos  en  que  la  Cámara  de  oríjen  ha  modificado  las 
modificaciones  introducidas  por  la  Cámara  revisora  en 
proyectos  de  lei  aprobados  por  aquella.  El  señor  Lasta- 
rria  recuerda  en  sus  comentarios  lo  ocurrido  con  el  pro- 
yecto de  lei  aprobatorio  del  Código  Civil,  i  recuerda 
también  que  en  la  discusión  de  los  presupuestos  ha  sido 
frecuente  el  empleo,  por  la  Cámara  de  oríjen,  de  la  fa- 
cultad de  sub-enmendar.  Entre  estos  últimos  podría  ci- 
tarse el  caso  ocurrido  a  fines  de  1849  con  la  partida  del 
presupuesto  referente  a  la  Legación  de  Boma,  que  he- 
mos referido  detalladamente  al  ocuparnos  de  la  tercera 
cuestión  que  suscita  el  inciso  2.°  del  art.  37. 

Pero  aunque  es  cierto  que  la  facultad  de  sub-enmen- 
dar se  ha  puesto  en  ejercicio  no  pocas  veces  por  la  Cá- 
mara de  oríjen,  ello  ha  tenido  lugar  probablemente  por 
inadvertencia.  En  efecto,  son  pocas  las  ocasiones  en  que 
el  ejercicio  de  tal  facultad  se  ha  sujetado  a  discusión. 

Espondrémos  aquí  las  principales. 

En  sesión  de  la  Cámara  de  Diputados  de  3  de  noviem- 
bre de  1843,  al  discutirse  el  art.  106  del  proyecto  de  leí 
del  réjimen  interior,  que  había  sido  agregado  por  el  Se- 
nado como  Cámara  revisora,  el  señor  don  Antonio  Gar- 
cía Reyes  propuso  que  se  le  diera  una  nueva  redacción. 
El  señor  don  Antonio  Varas,  Diputado  entonces  por  Chi- 
llan, hizo  presente:  «que  el  art.  51  de  la  Constitución 
manda  que  cuando  un  proyecto  sea  reformado  por  la 
Cámara  revisora,  pasará  a  la  de  su  oríjen,  la  cual  solo 
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deberá  admitir  o  desechar  las  adiciones,  pero  no  podrá 
hacer  otras  nuevas,  i  que,  por  consiguiente,  la  Cámara 
no  podía  adicionar  ni  reformar  el  artículo  del  Senado, 
sino  admitirlo  o  desecharlo.» 

El  señor  García  Reyes  contestó:  «que  el  artículo  de 
que  se  trataba  era  nuevo,  introducido  por  el  Senado,  de- 
biendo este  considerarse  como  Cámara  de  oríjen  respec- 
to de  él,  de  lo  que  se  deducía  que  la  Cámara  de  Diputa- 
dos bien  podía  hacerle  nuevas  adiciones;  que  este  modo 
de  entender  el  precepto  constitucional  ofrecía  sus  ven- 
tajas, porque  así  los  proyectos  de  lei  serian  mas  consi- 
derados en  ambas  Cámaras  i  se  meditarían  con  mas  ma- 
durez. D 

El  señor  Varas,  replicando,  dijo  entonces:  «El  artícu- 
lo constitucional  dice  literalmente: — «el  proyecto  de  lei 
que  fuere  adicionado. » — Habla,  pues,  de  proyecto,  no  de 
artículo  o '  adición,  i  el  Senado  no  deberá  considerarse 
como  del  oríjen  del  proyecto,  solo  por  haberle  añadida 
un  artículo.  Por  lo  que  toca  a  la  madurez  de  la  discu- 
sión, con  los  trámites  que  permite  la  Constitución  se 
ofrece  bastante  garantía  de  que  los  asuntos  serán  bien 
considerados  en  ambas  Cámaras.  Admitir,  por  otra  par- 
te, la  interpretación  que  acaba  de  proponerse,  sería  for- 
mar una  cadena  interminable,  porque  si  el  haber  añadi- 
do el  Senado  un  artículo  al  proyecto  es  suficiente  motivo 
para  que  se  considere  como  Cámara  de  su  oríjen,  la  de 
Diputados  será  C  amara  revisora,  i  como  tal  podría  añadir 
nuevas  adiciones;  pasará  otra  vez  al  Senado  i  después 
a  la  Cámara  de  Diputados,  i  de  este  modo  la  cadena  no 
se  termina  jamas.»  (1) 

En  sesión  de  la  Cámara  de  Diputados  de  27  del  mis- 
mo mes  i  año,  i  con  motivo  de  la  discusión  del  mismo 
proyecto,  el  señor  Varas  reprodujo  la  opinión  que,  sobre 
la  cuestión  constitucional,  había   emitido   veinticuatro 


-** 


(1)  Progreso,  núm.  860,  6  de  noviembre  de  1843. 
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dias  antes.  En  aquel  caso  las  Cámaras  nombraron  Una 
comisión  mista  para  conciliar  las  opiniones  encontradas 
de  ambas. 

El  Senado,  en  sesión  de  12  de  jimio  de  1847,  resolvió 
la  duda  en  el  mismo  sentido  que  el  señor  Varas,  apro- 
bando por  unanimidad  el  art.  2.°  del  proyecto  de  acuer- 
do que  se  había  encomendado  al  señor  don  Andrés  Bello 
redactar  en  la  sesión  anterior.  Ese  artículo  prescribe 
que  cuando  un  proyecto  de  lei  sea  devuelto  al  Senado 
con  modificaciones  o  correcciones,  introducidas  por  el 
Presidente  de  la  República  o  por  la  Cámara  de  Diputados, 
conforme  a  los  arts.  46,  47  i  61,  después  de  considera- 
das i  discutidas  por  su  orden,  votará  el  Senado  sobre  la 
cuestión  siguiente:  <rSe  admite  o  no  la  alteración  pro* 
puesta. » 

Este  acuerdo  del  Senado,  debido  a  la  pluma  eminente 
del  señor  Bello,  resolvía  la  dificultad  en  el  único  sentido 
conforme  con  el  precepto  constitucional,  no  poniéndose 
siquiera  en  la  hipótesis  de  que  fuera  lícito  a  la  Cámara 
de  oiíj  en  introducir  correcciones  en  las  aprobadas  por  la 
Cámara  revisora. 

El  mismo  señor  Bello  sostuvo  idéntica  opinión  en  se- 
sión del  Senado  de  27  de  octubre  de  1848,  afirmando,  co- 
mo es  la  verdad,  que  el  art  61  no  distingue  entre  las 
adiciones  i  las  correcciones  introducidas  en  un  proyecto  de 
lei  por  la  Cámara  revisora,  sino  que  coloca  aquellas  i  es- 
tas en  un  mismo  nivel.  El  señor  don  Francisco  Antonio 
Pinto  habló  en  el  mismo  sentido  que  el  señor  Bello,  in- 
vocando el  acuerdo  aprobado  por  el  Senado  en  la  sesión 
ya  citada  de  12  de  junio  de  1847,  i  se  procedió  a  votar 
si  sé  aprobaba  o  no  el  artículo  agregado  por  la  Cámara 
de  Diputados  al  proyecto  de  lei  que  tenia  por  objeto  ce- 
der seis  mil  pesos  a  la  Iglesia  Metropolitana  para  la  com- 
pra de  un  órgano,  resultando  aceptado  el  artículo  por 
unanimidad,  sin  corrección  alguna. 

En  sesión  de  la  Cámara  de  Senadores  de  5  de  setieín- 
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bre  de  1853,  al  tomarse  en  consideración  las  modifica-' 
ciones  que  la  Cámara  de  Diputados  había  introducido  en 
el  proyecto  de  lei  sobre  secuestros  aprobado  ya  por 
aquella  Cámara,  espuso  el  señor  don  Antonio  Varas,  Mi- 
nistro del  Interior,  que  ano  siendo  lícito,  según  la  Cons- 
titución, alterar  dichas  modificaciones*  convendría  que, 
al  aprobarlas,  el  Senado  esplicara  el  sentido  que  atribuía 
a  las  espresiones  autoridad  competente^  empleadas  por  la 
Cámara  de  Diputados,  a  fin  de  satisfacer  las  justas  exi- 
jencias  del  señor  Encargado  de  Negocios  de  Su  Majes- 
tad Católica,»  haciéndose  la  explicación  en  el  oficio  en 
que  debía  comunicarse  a  la  Cámara  revisora  la  aproba- 
ción de  sus  modificaciones. 

Votada  la  indicación  que  hizo  el  señor  Varas  con  tal 
objeto,  fué  aprobada  por  9  votos  contra  4. 

En  sesión  de  la  Cámara  de  Senadores  de  11  de  setiem- 
bre de  1854,  considerando  las  alteraciones  hechas  por  la 
Cámara  de  Diputados  en  el  proyecto  de  lei  aprobado  por 
aquella  Cámara,  sobre  declarar  de  utilidad  pública  los 
llanos  de  Arquen,  se  suscitó  la  misma  cuestión  que  vie- 
ne ocupándonos.  Los  señores  Senadores  don  Fernando 
Lazcano,  Presidente  de  la  Cámara,  i  don  Francisco  An- 
tonio Pinto  sostuvieron,  i  sin  oposición  alguna,  idéntica 
opinión  a  la  emitida  por  los  señores  Bello  i  Varas  en  los 
casos  ya  citados.  Espresó  el  señor  Pinto  que  la  Cámara 
de  oríjen  no  puede  decir  sino  si  o  no  a  las  modificacio- 
nes de  la  revisora,  sin  agregarles  ni  quitarles  una  pala- 
bra. 

El  señor  don  José  Victorino  Lastarria,  discutiéndose 
en  sesión  de  la  Cámara  de  Diputados  de  16  de  junio  de 
1855,  un  proyecto  de  lei  que  tenía  por  objeto  establecer 
un  impuesto  a  favor  de  la  Municipalidad  de  la  Serena, 
sostuvo  que,  modificado  por  la  Cámara  de  Senadores,  co- 
mo lo  había  sido,  el  artículo  que  fijaba  el  plazo  en  que 
debía  principiar  a  rejir  la  lei,  no  había  inconveniente  pa- 
ra que  la  Cámara  de  Diputados,  que  lo  era  de  oríjen  res- 
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pecto  de  dicho  proyecto,  sub-modificara  a  su  Vez  aquel 
artículo,  a  fin  de  evitar  de  este  modo  todo  retardo  que 
dejaría  sin  efecto  la  lei. 

El  señor  Lastarria  citó,  en  apoyo  de  su  manera  de  ver, 
el  caso  ocurrido  en  el  Senado  en  1849  a  propósito  de  la 
partida  del  presupuesto  referente  a  la  Legación  en  Ro-* 
ma,  a  que  hemos  aludido  mas  arriba,  i  a  propósito  de  la 
cuestión  constitucional  dijo  que:  «Es  verdad  qué  el  artfa 
culo  constitucional  dice :  aprobar  o  reprobar  las  modifi- 
caciones hechas  por  la  Cámara  re visora;  pero  esto  puede 
entenderse  que  es  para  que  la  0  amara  deoríjenno  vuel-* 
va  sobre  lo  que  ya  acordó,  dejándole  no  obstante  la  facul- 
tad de  sub-enmendar  lo  que  juzgare  conveniente*» 

El  señor  don  Antonio  Varas,  Ministro  del  Interior,  re3 
futo  otra  vez,  a  nuestro  juicio  victoriosamente,  esa  opi- 
nión, sosteniendo  lo  mismo  que  había  defendido  en  i  843 
i  1853,  i  con  argumentos  idénticos  a  los  que  adujo  en  la 
primera  de  aquellas  ocasiones. 

La  Cámara  aprobó  por  unanimidad  la  inctitfacioii  de 
suspender  la  consideración  del  asunto,  hasta  que  el  se- 
ñor don  Santiago  Prado  presentara  un  nuevo  proyecta 
que,  sobre  la  materia,  se  ofreció  a  redactar,  salvando  las 
dificultades  ocurridas. 

El  señor  don  Alejandro  Reyes  había  níaiiifestado,  en 
la  sesión  anterior  de  14  de  junio  de  1855,  la  misma  opi- 
nión que  el  señor  Varas  respecto  de  la  cuestión  consti- 
tucional. 

finalmente,  i  para  no  citar  mas  casos,  éil  sesión  de  lá 
Cámara  de  Diputados  de  3  de  setiembre  de  1862,  i  des- 
pués de  discutido  el  punto  erí  la  sesión  anterior  de  30  de 
agosto,  se  rechazó,  por  28  Votos  contra  11,  la  indicación 
del  señor  don  Manuel  Miquel  para  ampliar  hasta  un  año 
el  plazo  de  seis  meses  que,  en  Un  segundo  artículo  ag're-* 
gado  por  el  Senado  fijó  esta  Cámara  para  que  principiara  a 
rejir  el  proyecto  de  lei  que  la  de  Diputados  había  apro- 
bado don  el  objeto  do  eximir  de  derechos  de  esportacion 


I 
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el  cobre  fundido  con  combustible  del  pais.  El  artículo 
agregado  por  el  Senado  se  aprobó  con  solo  un  voto  en 
contra. 

Los  señores  don  Francisco  Puelma  i  don  Ambrosio 
Montt  sostuvieron,  en  aquel  debate,  que  la  Cámara  de 
Diputados,  que  era  de  oríjen  respecto  del  proyecto,  care- 
cía de  íacultad  para  modificar  el  artículo  agregado  por 
la  de  Senadores,  i  que  debía  limitarse  a  aprobarlo  o  dese- 
charlo. 

El  señor  don  Waldo  Silva,  reconociendo  que  un  artí- 
culo de  un  proyecto  aprobado  por  una  Cámara  i  modifi- 
cado por  la  otra,  no  puede  ser  nuevamente  modificado  por 
aquella,  sostuvo  que  no  sucede  igual  cosa  cuando  la  Cá- 
mara revisora  introduce  en  el  proyecto  un  artículo  dis- 
tinto, estraño  a  los  que  tenía  en  la  de  su  oríjen,  porque 
entonces  el  artículo  agregado  importa  un  proyecto  de  lei 
completamente  nuevo. 

Al  discurrir  de  esta  manera,  tratando  de  distinguir  en- 
tre correcciones  i  adiciones,  se  echaba  en  olvido  que,  como 
lo  dijo  el  señor  don  Andrés  Bello  en  1848,  el  art.  51  de 
la  Constitución  coloca  aquellas  i  estas  en  idéntica  condi- 
ción, que  aplica  a  ambas  las  mismas  reglas,  i  que  no  es 
lícito  introducir  distinciones  donde  la  lei  no  distingue. 

La  práctica  constante  de  ambas  Cámaras  durante  vein- 
te o  mas  años  no  presenta  ejemplo  alguno,  al  menos  co- 
nocido por  nosotros,  de  que  se  haya  violado  la  disposi- 
ción cotenida  en  el  art.  51,  tal  como  la  entendía  el  señor 
don  Andrés  Bello. 

Es  cierto  que  el  señor  don  Francisco  Puelma  hizo  no- 
tar, en  sesión  de  la  Cámara  do  Diputados  de  1.°  de  di- 
ciembre de  1871,  que  la  Camarade  Senadores  había  vio-  ] 
lado  el  art.  51  de  la  Constitución  en  el  caso  siguiente. 
Aprobado  por  dicha  Cámara  el  proyecto  de  lei  que  tenia 
por  objeto  crear  un  quinto  Ministro  del  Despacho,  deno- 
minado de  Relaciones  Esteriores,  la  Cámara  de  Diputa- 
dos lo  aprobó  también,  agregando  a  los  ramos  que  de- 
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Tnan  quedar  a  carga  del  nuevo  Ministro  los  de  coloniza- 
ción i  civilización  de  indíjenas.  El  Senado,  en  sesión  de 
29  de  noviembre  de  aquel  año,  aceptó  por  unanimidad  la 
adición  referente  a  colonización,  i  desechó  también  por 
unanimidad  la  referente  a  civilización  de  indíjenas.  El  se- 
ñor Puelma  pensó  que  la  Cámara  de  Senadores  había 
corr ejido  la  modificación  de  la  Cámara  de  Diputados,  i, 
considerándola  como  una  sola,  creyó  que  había  infrinji- 
do  la  Constitución,  por  cuanto  no  la  había  aprobado  ni 
reprobado  por  completo,  lisa  i  llanamente. 

Nosotros  creemos,  sin  embargo,  como  el  señor  Presi- 
dente do  la  Cámara  de  Diputados,  don  Miguel  Luis  Amu- 
nátegui,  que  en  el  caso  que  motivó  la  protesta  del  señor 
Puelma,  hubo  dos  adiciones  distintas  introducidas  en  el 
proyecto  del  Senado  por  aquella  Cámara,  i  que  el  Sena- 
do, obrando  dentro  de  sus  facultades,  aprobó  la  una  i  re- 
probó la  otra.  Cuando  las  modificaciones  introducidas  en 
un  proyecto  por  la  Cámara  revisora  son  varias,  no  es  for- 
zoso que  la  Cámara  de  oríjen  adopte  respecto  de  todas 
ellas  idéntica  resolución.  Lejos  de  eso,  puede  aceptar 
unas  i  rechazar  otras. 

En  apoyo  de  la  opinión  de  que  la  Cámara  que  es  de 
oríjen  respecto  de  un  proyecto  de  lei,  no  puede  sub-en- 
mendar  las  correcciones  o  adiciones  introducidas  en  él 
por  la  Cámara  revisora,  existen,  aparte  de  las  incontes- 
tables razones  de  conveniencia  que  se  han  indicado  en 
la  esposicion  precedente,  dos  argumentos  derivados  d& 
la  Constitución  misma  i  que,  a  juicio  nuestro,  no  admi- 
ten réplica. 

Es  el  primero  que  el  art.  51  habla  solo  de  aprobación 
o  reprobación  de  las  adiciones  o  correcciones  por  la  Cá- 
mara revisora,  sin  conferir  e  esta  la  facultad  de  sub-en- 
mendarlas.  Luego,  carece  de  ella  dicha  Cámara,  desde 
que  la  Constitución  no  se  la  confiere,  i  desde  que  ningu- 
na majistratura  o  autoridad  pueble  ejercer  otras  faculta- 
des  que  aquellas  que  espresamente  le  señala  la  lei. 
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• 

Es  el  segundo  una  razón  efe  analojía,  derivada  del  pre- 
cepto contenido  en  el  art.  46.  Ya  hemos  visto  que  este, 
al  ocuparse  del  caso  en  que  el  Presidente  de  la  Repúbli- 
ca devuelva  al  Congreso  un  proyecto  do  lei  con  modifi- 
caciones o  correcciones,  no  admite  sino  dos  soluciones: 
o  que  estas  sean  aprobadas  según  hayan  sido  remitidas 
por  el  ÍJjecutivo,  o  que  no  lo  sean.  Pero  no  acepta  la 
posibilida4  de  que  sean  a  su  vez  correjidas  por  el  Con-* 
greso.  L*a  misma  razón,  sino  mayor  todavía,  milita  en 
favor  de  esta  regla  para  aplicarla  a  las  relaciones  de  una 
Cándara  con  la  otra. 


o 


2.%  cuístion.-— ¿Qué  suerte  corre  un  proyecto  de  lei 
que  contiene  varias  disposiciones,  cuando  respecto  de 
una  o  mas  de  ellas  no  hai  acuerdo  entre  las  dos  Cama-* 
ras,  habiéndolo  respecto  de  las  otras?  ¿Fr^oasa  todo  el 
proyecto,  o  fracasan  $olo  las  disposiciones  que  son  mate-> 
ria  del  desacuerdo? 

La  cuestión  no  puede  ser  mas  trascendental,  porque 
si  hubiera  de  decidirse  en  el  sentido  de  que  fracasa  todo 
^l  proyeoto,  nunca  habríamos  tenido  presupuestos  apro- 
bados por  ambas  Cámaras,  porque  no  hai  año  en  que  no 
se  produzcan  entre  ambas  desacuerdos  respecto  de  uno 
o  mas  ítem,  sin  que  por  eso  se  haya  dejado  de  dar  cur- 
po  a  todos  aquellos  que  han  perecido  la  aceptación  de 
la  i}na  i  de  la  ot?a. 

Par^  ilustrar  bien  la  n^ateria,*  principiaremos  por  re- 
pordar  un  caso  notable. 

Aprobado  por  la  Cán^ara^de  Senadores,  en  sesión  de 
24  de  agosto  de  1857,  uq  proyecto  de  lei  sobre  eleccio- 
nes, compuesto  de  cuatro  artículos  que  contenían  cuatro 
disposiciones  perfectamente  distintas,  la  Cámara  de  Di- 
putados, en  sesiones  de  17  i  22  de  octubre  siguiente,  apro^ 
feo  el  proyecto  corrijiéndolo  en  todos  sus  artículos.  Ei 
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Senado,  en  sesión  de  26  del  mismo,  desechó  todas  las 
correcciones;  la  Cámara  de  Diputados,  en  sesión  de  31 
del  citado  mes  de  octubre  de  1857,  insistió  solo  en  una 
de  ellas,  la  que  había  introducido  en  el  art.  2.°,  por  los 
dos  tercios  de  sus  miembros  presentes;  i,  finalmente,  el 
Senado,  en  sesión  de  4  de  noviembre  siguiente,  deseóhó 
nuevamente  esa  corrección  única  por  14  votos  contra  1, 
o  sea  por  mas  de  la  mayoría  de  los  dos  tercios  de  sus 
iniepabros  presentes. 

En  este  estado  las  cosas,  se  suscitó  en  el  Senado  la 
cuestión  de  saber  qué  suerte  debía  correr  el  proyecto, 
después  de  la  anterior  tramitación.  El  Presidente  señor 
don  Pedro  Nolasco  Mena  i  el  señor  don  Fernando  Laz- 
cano  sostuvieron  que  el  proyecto  debía  considerarse 
aprobado  por  el  Congreso  i  debía,  por  lo  tanto,  remitirse 
al  Presidente  de  la  República.  Los  señores  don  Máximo 
Mujica  i  don  Diego  José  Benavente  creían  que  el  pro- 
yecto había  fracasado  definitivamente  i  que  debía  rele- 
garse para  la  lejislatura  siguiente.  El  señor  don  José 
Joaquín  Pérez  manifestó  que  debía  ser  lei  los  tres  artí- 
culos aprobados,  con  abstracción  del  segundo  que  había 
sido  materia  de  disentimiento. 

Apesar  de  ser  esta  la  única  opinión  lójica  i  fundada, 
el  Senado  aceptó  la  de  los  señores  Mena  i  Lazcano, 
acordando,  por  9  votos  contra  6,  remitir  el  proyecto  al 
Ejecutivo,  i,  por  unanimidad,  hacer  mérito  en  el  oficio 
remisorio  i  en  el  que  debía  pasarse  a  la  Cámara  de  Di- 
putados, de  todos  los  incidentes  ocurridos. 

La  Cámara  de  Diputados,  al  dársele  cuenta  de  la  nota 
del  Senado,  i  después  de  una  discusión  en  que  el  señor 
Ministro  del  Interior  don  Jerónimo  Urmeneta,  i  los  so- 
ñores  Diputados  don  Ramón  Renjifo,4on  Antonio  Varas 
i  don  José  Miguel  Barriga  sostuvieron  que  el  procedi- 
miento observado  por  la  Cámara  de  Senadores  era  in- 
constitucional, aprobó  por  unanimidad,  en  sesión  de  7  de 
noviembre   de  1857,  el  siguiente  proyecto  de  acuer- 
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do;  «Elproyecto.de  lei  electoral,  figurando  en  él  el  art. 
2S9  aprobado  por  la  Cámara  de  Senadores,  no  ha  podido 
pasarse  constitucionalmente  al  Presidente  de  la  Repúbli- 
ca para  su  promulgación  como  lei.» 

Con  estos  antecedentes  el  Ejecutivo  devolvió  el  pro- 
yecto al  Senado,  desechándolo  en  el  todo,  en  mensaje 
de  16  de  noviembre  de  1857,  del  cual  se  dio  cuenta  en 
aquel  cuerpo  el  20  del  mismo,  acordándose,  por  7  votos 
contra  4,  limitarse  a  acusar  recibo  simplemente  de  dicho 
mensaje.  Este  es  el  segundo  de  los  casos  de  veto  suspen- 
sivo que  recordamos  al  ocuparnos  de  los  arts.  43  a  49. 

Si  el  Senado,  como  lo  pensó  el  señor  Pérez  i  como  lo 
manifestó  bien  claramente  la  Cámara  de  Diputados  en 
su  proyecto  de  acuerdo,  hubiera  remitido  al  Presidente 
de  la  República  el  proyecto  con  inclusión  solamente  de 
los  tres  artículos  aprobados  constitucionalmente  por  am- 
bas Cámaras,  nos  parece  evidente  que  dicho  proyecto  no 
habría  podido  ser  vetado,  a  lo  menos  por  argumentos  de 
constituoionalrdad. 

Creemos,  en  efecto,  que  cuando  un  proyecto  de  lei 
comprende  disposiciones  diferentes,  que  corresponden  a 
ideas  distintas  i  que  pueden  existir  con  entera  indeperen- 
cia  las  unas  de  las  otras,  no  debe  considerarse  rechaza- 
do todo  el  proyecto,  porque  hai  desacuerdo  entre  las  dos 
Cámaras  respecto  de  una  o  varias  de  aquellas  disposi- 
ciones. Así  se  ha  resuelto  prácticamente  en  la  formación 
de  los  presupuestos,  que  no  fracasan  porque  no  existe 
acuerdo  respecto  de  todas  sus  disposiciones,  i  así  se  re- 
solvió también  en  1874  en  el  caso  del  proyecto  del  Có- 
digo Penal,  que  no  se  consideró  desechado,  porque  las 
Cámaras  no  pudieron  ponerse  de  acuerdo  respecto  de 
sus  arts.  118  i  261. 

La  Constitución  no  ha  dictado  ni  podía  dictar  regla 
alguna  absoluta  en  la  materia.  La  solución  de  cada  caso 
depende  de  su  naturaleza,  Así,  es  claro  que  si  las  dos 
Cámaras  están  de  acuerdo  en  varias  disposiciones  de  un 
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proyecto  que  envuelve  preceptos  que  pueden  existir  i 
aplicarse  apesar  del.  desacuerdo  que  hubiere  surjido 
respecto  de  otras,  el  proyecto  debería  remitirse  al  Presi* 
dente  de  la  República  con  inclusión  de  las  disposiciones 
aprobadas  por  ambas  Cámaras,  como  debió  haberlo  he- 
cho el  Senado  en  el  caso  de  1857. 

Por  el  contrario,  si  lo  desaprobado  tiene  tan  íntima  i 
estrecha  relación  con  lo  aprobado,  que  no  se  conciba  la 
existencia  de  lo  segundo  sin  la  de  lo  primero,  como  en 
eljcaso  de  fracasar,  por  ejemplo,  un  artículo  fundamental 
dé  un  proyecto  de  reforma  de  la  lei  de  elecciones,  enton- 
ces todo  el  proyecto  debería  tenerse  por  desechado.  Cues- 
tión es  esta  que  las  Cámaras  mismas  deben  resolver  en 
cada  caso  de  duda,  pues  ella  lo  es  solamente  de  sana  tácti- 
ca parlamentaria,  de  prudencia  i  aun  de  simple  buen  sen- 
tido, cosas  las  tres  que  no  es  dado  sujetar  a  reglas  fijas  e 
invariables. 

Hasta  imposible  sería  dictarlas  sin  el  grave  peligro 
de  sacrificar  en  muchos  casos  el  verdadero  acuerdo  de 
ambas  Cámaras  .acerca  de  ciertas  disposiciones  acepta- 
das por  ellas,  por  consideración  simplemente  a  una  cues- 
tión de  palabras.  En  muchos  casos  el  desacuerdo  existe 
solo  en  la  forma  i  no  en  el  fondo  de  lo  que  se  discute. 

Así,  por  ejemplo,  en  las  sesiones  estraordinariás  de 
1877,  el  Senado  aprobó  la  partida  del  presupuesto,  del 
Interior  referente  a  los  auxilios  que  se  acuerdan  a  las 
municipalidades  para  sostener  las  fuerzas  de  policía, 
fijando  en  $  50,000  el  ítem  relativo  a  la  Municipalidad 
de  Santiago;  la  Cámara  de  Diputados  corrijió  ese  ítem, 
entre  otros,  elevándolo  hasta  ochenta  mil  pesos;  el  Se- 
nado rechazó  en  seguida  esta  modificación;  la  Cámara 
de  Diputados  insistió  en  ella  por  los  dos  tercios  de  sus 
miembros  presentes,  i  el  Senado,  finalmente,  acordó,  en 
sesión  de  9  de  enero  de  1878,  no  insistir  en  su  rechazo 
ide  la  referida  corrección,  quedando  así  esta  aprobada. 

jPero  el  Senado,  para  volver  sobre  sus  pasos,  oyó  pré* 
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viamente  el  dictamen  de  una  comisión  compuesta  de  lo» 
señores  don  Ramón  Guerrero,  don  Antonio  Varas,  don 
José  Eujenio  Vergara  i  don  Joaquín  Blest  Gana,  que 
debía  ilustrarle  acerca  de  la  suerte  que  correría  aquel 
ítem,  i  otros  que  se  encontraban  en  idéntico  caso,  si  el 
Senado  insistía  en  desechar  la  corrección  aprobada  por 
la  Cámara  de  Diputados. 

La  dificultad  consistía  en  saber  si,  en  esta  hipótesis, 
fracasaba  el  ítem  por  completo,  o  si  debía  entenderse 
rechazado  solo  en  cuanto  a  los  treinta  mil  pesos  en  que 
lo  había  elevado  la  Cámara  de  Diputados.  Si  esta  se  en- 
contraba dispuesta  a  autorizar  un  gasto  de  ochenta  mil 
pesos,  es  evidente  que  aceptaba  el  de  cincuenta  mil  pe* 
sos,  i  que  hasta  esta  cifra  había  acuerdo  entre  ambas 
Cámaras. 

Sin  embargo,  la  comisión  arriba  nombrada  no  mani- 
festó opinión  alguna  en  su  informe  acerca  de  esta  cues- 
tión constitucional,  limitándose  a  recomendar  al  Senado, 
en  buenos  términos,  que,  a  fin  de  evitar  conflictos,  no 
insistiera  en  rechazar  las  modificaciones  de  la  Cámara 
de  Diputados.  Parece,  pues,  que  la  comisión  temió  que 
la  insistencia  del  Senado  importara  el  completo  fracaso 
del  ítem  o  de  los  ítem  que  dieron  márjen  a  correcciones,  i 
no  simplemente  el  de  estas. 

Este  caso,  que  puede  ocurrir  diariamente  en  la  discu- 
sión de  los  presupuestos  principalmente,  no  ofrecería 
dificultad  en  buena  lójica.  Quien  quiere  conceder  ochen- 
ta mil,  concede  cincuenta  mil  mas  treinta  mil  i  si  no  ob- 
tiene lo  que  trata  de  agregar,  no  es  de  suponer  que  de- 
sistirá de  la  parte  que  no  ofrece  dificultad.  Fracasará  la 
corrección  referente  a  los  treinta  mil  agregados;  pero  no 
se  divisa  razón  para  que  fracase  también  el  ítem  primi- 
tivo, que  es  un  verdadero  proyecto  de  lei,  aceptado  por 
ambas  Cámaras  en  cuanto  a  la  fracción  de  cincuenta  mil 
que  no  suscita  desacuerdo.  En  el  caso  citado,  ¿puede 
racionalmente  admitirse  que  la  Cámara  de  Diputados 
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habría  preferido  dejar  a  la  policía  de  Santiago  sin  sub- 
vención alguna,  quitándole  aun  la  de  cincuenta  mil  pe- 
sos aceptada  por  el  Senado,  solo  porque  no  había  obte- 
nido que  ella  fuera  elevada  hasta  ochenta  mil  pesos?  A 
la  verdad,  que  tal  suposición  nos  parece  inadmisible. 

La  verdad  es  que  los  arts.  50  i  51  no.  resuelven  cuál 
es  la  suerte  que  corre  un  proyecto  de  lei,  o  un  artículo  o 
disposición  de  un  proyecto,  cuando  las  adiciones  o  co- 
rrecciones introducidas  por  la  Cámara  revisora  quedan 
definitivamente  reprobadas,  ya  porque,  rechazadas  por 
la  Cámara  de  oríjen,  no  insistió  en  ellas  la  Cámara  revi- 
sora por  dos  tercios,  ya  porque,  habiendo  esta  insistido 
en  ellas  por  dicha  mayoría,  la  Cámara  de  oríjen  insiste 
también  por  dos  tercios  en  su  desaprobación. 

Rechazadas  así  las  adiciones  o  correcciones,  ¿se  entien- 
de aprobado  el  proyecto,  el  artículo  o  disposición  de  él 
que  las  motivó,  en  la  forma  que  lo  aprobó  primitivamen- 
te la  Cámara  de  oríjen? 

Así  lo  entendió  el  Senado  en  sesión  de  4  de  noviem- 
bre de  1857,  en  el  caso  que  hemos  narrado  mas  arriba. 
Pero  hemos  dicho  que  ese  cuerpo  obró  mal  al  proceder 
en  esa  inteljjgncia,  porque  el  art.  2.°  del  proyecto  que 
dio  márjen  a  la  dificultad,  no  había  sido  aprobado  por 
ambas  Cámaras. 

En  efecto,  cuando  la  Cámara  de  Diputados  corrijióese 
¿artículo  por  mayoría  absoluta  primero,  e  insistió  después, 
en  la  corrección  por  (Jos  tercios,  es  claro  que  rechazó  el 
¿artículo  correjido,  en  la  forma  que  le  había  dado  el  Se- 
nado, primero  por  mayoría  i  en  seguida  por  dos  tercios. 
El  Senado,  al  rechazar  la  corrección  por  mayoría  abso- 
luta primero  i  en  seguida  por  dos  tercios,  insistió  por 
idénticas  mayorías  en  el  artículo  primitivo.  Este,  sin 
duda,  había  sido  aprobado,  tres  veces  si  se  quiere,  por 
la  Cámara  de  Senadores,  i  aun  admitamos  que  por  una- 
nimidad en  todas  ellas;  pero  esto  no  bastaba  para  repu- 
jarlo 9»proba(Jo  por  la  Cámara  <Je  Diputados,  que  implí- 
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citamente  lo  había  desechado   dos  veces,  la  una  por 
«imple  mayoría  absoluta  i  la  otra  por  dos  tercios. 

Se  comprende  que  un  proyecto  se  considere  aprobado 
por  ambas  Cámaras  para  los  efectos  de  su  remisión  al 
Ejecutivo;  cuando  obtiene  la  aprobación  de  los  §  de  una 
(Jamara  i  de  ^  de  la  otra,  porque  así  se  obtiene  la  mis- 
ma unidad  que  se  consigue  sumando  dos  mayorías  ab- 
solutas: £-j-£=l — ^-f-£.=l;  pero  no  es  aceptable  que 
prevalezca  la  voluntad  de  los  §  o  de  la  unanimidad  de 
una  de  las  Cámaras,  con  prescindencia  de  la  voluntad 
contraria  de  la  otra,  manifestada  también  por  §  o  por 
unanimidad. 

Obró  bien,  por  consiguiente,  el  Presidente  de  la  Re- 
pública al  poner  en  ejercicio  su  veto  suspensivo  en  el  ca- 
so ocurrido  en  1857. 

El  señor  Lastarria,  en  sus  comentarios  al  art.  51,  exa- 
minando la  cuestión  que  nos  ocupa,  dice  que  cuando  las 
adiciones  o  correcciones  fueren  desechadas  segunda  vez 
por  mayoría  de  los  dos  tercios  de  la  Cámara  rechazante, 
(íel  proyecto  quedará  paralizado  i  no  podrá  proponerse 
hasta  la  lejislatura  del  año  siguiente.!) — Esto,  que  no  lo 
dice  la  Constitución,  nos  parece  exacto  cuando  la  dispo- 
sición que  resultare  rechazada  en  definitiva  fuere  de 
aquellas  que  comprometieren  la  existencia  de  todo  el 
proyecto.  Pero  creemos  que  esa  opinión  no  es  aceptable 
,  de  una  manera  absoluta  i  aplicable  a  todos  los  casos  sin 
limitación  alguna. 

La  práctica  ha  confirmado  la  verdad  de  la  distinción 
que  nosotros  hemos  establecido  mas  arriba.  Citaremos 
un  caso  reciente  i  notable  que  así  lo  demuestra. 

La  Cámara  de  Senadores,  en  sesiones  de  1873  i  1874, 
aprobó  el  proyecto  de  Código  Penal  en  cierta  forma.  La 
Cámara  de  Diputados,  en  sesiones  de  setiembre  del  se- 
gundo de  los  dos,  años  citados,  lo  aprobó  también,  pero 
corrijiendo  notablemente  aus  arts.  118  i  261.  El  Senado 
rechazó  esas  correcciones  en  sesión  de  16  de  octubre  del 
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mismo  año,  por  9  votos  contra  6  la  primera  i  por  10  vo- 
tos contra  o  la  segunda.  La  C  Amara  do  Diputados,  en 
sesión  de  22  del  mismo  mes,  insistió  en  ambas  correc- 
ciones por  dos  tercios,  i  el  Senado  insistió  a  su  vez  en 
el  rechazo  de  una  i  otra,  también  por  dos  tercios,  en  se- 
sión de  26  del  referido  mes  de  octubre  de  1874. 

Era,  entonces,  evidente  que  los  arts.  118  i  261,  en  la 
forma  que  les  dio  el  Senado  al  discutirlos  la  primera  vez 
como  Cámara  de  oríjen,  no  habían  sido  aprobados  en  esa 
forma  por  la  Cámara  de  Diputados.  Lejos  de  eso,  al  co- 
rrej  irlos  primero  por  mayoría  absoluta  i  luego  por  ma- 
yoría de  dos  tercios,  manifestó  claramente  que  no  acep- 
taba, por  idénticas  mayorías,  el  artículo  primitivo.  Así 
lo  entendieron  ambas  Cámaras,  considerando  esos  artí- 
culos desechados  (al  contrario  de  lo  que  hizo  el  Senado 
en  1857)  i  suprimiéndolos  del  proyecto  de  Código  Penal 
que  se  remitió,  sin  ellos,  al  Presidente  de  la  República,  i 
que  no  se  consideró  ni  por  un  momento  que  hubiera  fra- 
casado eñ  todos  los  artículos  que  habían  merecido  la 
aprobación  de  las  dos  Cámaras. 

Muí  lejos  de  eso,  el  Senado  aprobó  por  unanimidad, 
en  sesión  de  28  de  octubre  de  1874,  i  la  Cámara  de  Di- 
putados, en  sesión  del  dia  siguiente,  i  con  un  solo  voto 
en  contra,  un  proyecto  de  lei:  «autorizando  al  Presiden- 
te de  la  República  para  que,  al  hacer  la  promulgación 
del  Código  Penal,  en  los  términos  que  lo  ha  aprobado  el 
Congreso,  altere  las  referencias  de  unos  artículos  a  otros 
tomando  en  cuenta  las  supresiones  hechas  en  el  proyec- 
to primitivo,  d 

El  Congreso,  en  este  caso  reciente  e  interesante,  ma- 
nifestó: 1.°  que,  a  su  juicio,  el  desacuerdo  definitivo  de  am- 
bas Cámaras  respecto  de  las  adiciones  o  correcciones  in- 
troducidas en  un  proyecto  de  disposición  lejislativa,  im- 
porta no  solo  el  fracaso  de  dichas  adiciones  o  correcciones, 
sino  también  el  de  la  disposición  a  que  ellas  se  refieren;  i 
2.°  que  el  desacuerdo  de  ambas  Cámara»  en  una  o  mas 
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disposiciones  de  las  contenidas  en  un  proyecto  de  leí,  üO 

importa  «precisamente»  el  fracaso  de  todo  el  proyecto* 
ror  eso,  en  el  caso  citado,  fracasaron  no  solo  las  en- 
miendas introducidas  por  la  Cámara  de  Diputados  en  los 
arts.  118  i  261  del  proyecto  de  Código  Penal,  sino  tam- 
bién esos  mismos  artículos  en  la  forma  que  los  había 
aprobado  la  Cámara  de  Senadores;  pero  no  fracasaron 
los  cuatrocientos  o  quinientos  artículos  que  habían  ob- 
tenido la  aprobación  definitiva  de  ambas  Cámaras. 

En  resumen,  i  para  concluir  con  estas  observaciones* 
la  Constitución  no  ha  dictado  reglas  espresas  e  invaria- 
bles para  casos  que  pueden  ser  de  mui  distinta  natura- 
leza. Nos  parece  que  los  que  ocurran  deben  ser  resuel- 
tos conforme  a  las  opiniones  que  hemos  manifestado,  i 
que,  en  todo  evento,  es  facilísimo  que  las  Cámaras  mis- 
mas puedan  ponerse  de  acuerdo  respecto  de  aquello  que 
ha  merecido  la  aprobación  de  ambas,  a  fin  de  no  sacrifi- 
car talvez  a  un  mero  formulismo  de  palabras  verdaderas 
cuestiones  de  fondo  respecto  de  las  cuales  no  existe  qui- 
zás sino  una  diverjencia  aparente.  En  tales  situaciones, 
produce  saludables  resultados  el  nombramiento  de  co- 
misiones mistas  que  estudien  las  dificultades  i  propongan 
proyectos  de  lei  o  de  acuerdo,  que,  aceptados  por  ambas 
Cámaras,  zanjan  las  cuestiones,  espedita  i  satisfactoria- 
mente, como  acaba  de  hacerse  respecto  de  uno  de  los 
artículos  transitorios  del  proyecto  que  es  hoi  la  lei  da 
instrucción  secundaria  i  superior  de  la  República. 


o 
o  o 


3.*  cuestión. — ¿Las  supresiones  acordadas  por la  Cáiña* 
ra  revisora  en  un  proyecto  de  lei  aprobado  por  la  Cáma- 
ra de  oríjen,  se  rijen  por  las  reglas  que  el  art.  51  esta-' 
blece  para  las  adiciones  i  correcciones? 

Aunque  esta  cuestión  jamas  se  ha  discutido,  i  praGti-* 
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camente  se  ha  resuelto  afirmativamente,  entendiéndose 
que  la  palabra  correcciones  comprende  las  supresiones,  nos 
permitimos  poner  en  duda  la  lójica  de  semejante  modo 
de  entender  el  art.  51  de  la  Constitución. 

Entender  que  las  supresiones  de  una  o  mas  disposicio- 
nes de  un  proyecto  de  lei,  que  no  son  en  realidad  sino 
rechazos  parciales,  se  rijen  por  las  reglas  del  art.  51  i  no 
por  las  del  50,  que  prevee  el  caso  de  un  rechazo  total  del 
proyecto,  nos  parece  algo  que  ofrece  graves  inconve- 
nientes. Dando  a  la  palabra  corrección  de  que  se  sirve  el 
art.  51,  un  alcance  que  ni  aun  gramaticalmente  tiene,  se 
aplica  a  un  caso  no  previsto  en  la  Constitución  una  re- 
gla dictada  para  otro  que  es  bien  diferente. 

En  efecto,  según  el  Diccionario  de  la  Academia  Espa- 
ñola, correjire*:  «enmendarlo  que  está  errado;*  suprimir 
es:  «detener,  impedir  o  estorbar  el  curso  de  alguna  cosa,» 
es  «omitir;»  i  «desechar»  es  «esclwr,  reprobar.»  Luego, 
es  claro  que  cuando  la  Cámara  revisora  suprime  de  un 
proyecto  algo  de  lo  que  en  él  aprobó  la  Cámara  de  orí- 
jen,  reprueba  o  desecha  lo  que  suprime,  cosa  bien  distin- 
ta, ante  la  gramática  i  la  lójica,  de  correfir  o  enmendar. 
¿Cómo  aplicar  entonces  a  aquel  caso  las  reglas  dictadas 
para  este,  sin  caer  en  un  verdadero  absurdo?  Si  el  caso 
de  reprobación  parcial  de  un  proyecto  no  está  previsto 
espresamente  en  la  Constitución,  ¿nó  sería  mas  natural, 
cuando  esa  reprobación  parcial  no  implica  el  fracaso  de 
todo  el  proyecto,  aplicarle,  por  analojía,  las  reglas  que 
el  art.  50  establece  para  el  caso  de  reprobación  total,  en 
cuanto  le  fueran  aplicables,  en  lugar  de  resolverlo  con- 
forme al  art.  51,  dictado  para  situaciones  diferentes? 

Fácil  es  persuadirse  de  ello,  discurriendo  sobre  un  ca- 
so concreto. 

El  Senado,  al  discutir,  a  fines  de  1876,  el  presupues- 
to de  Hacienda,  introdujo  en  él  un  ítem  especial  destina- 
do a  gratificar  a  los  empleados  públicos  con  un  diez  i 
seis  por  ciento  sobre  sus  sueldos,  aprobando  ese  ítem  por 
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mayoría  absoluta  de  12  votos  contra  9.  Remitido  dicho 
proyecto  a  la  Cámara  de  Diputados,  esta  desechó  aquel 
ítem  también  por  mayoría  absoluta  de  52  votos  contra 
32.  Al  desechar  ese  ítem,  que  pudo  mui  bien  figurar  ais- 
ladamente como  un  proyecto  de  lei  especial  i  separado, 
cuya  suerte  en  nada  afectaba  la  de  todo  lo  restante  del 
presupuesto,  es  evidente  que  la  Cámara  de  Diputados  lo 
suprimió  del  presupuesto  mencionado,  sin  que  sea  dable 
sostener  que  dicho  ítem  fué  adicionado  ni  correjido. 

Ahora  bien,  devuelto  al  Senado  aquel  presupuesto,  en 
vez  de  votar  ese  cuerpo  si  insistía  o  na  en  la  aprobación 
del  ítem,  que  no  importaba  otra  cosa  que  un  verdadero 
proyecto  de  lei  desechado  por  la  Cámara  revisora,  votó, 
en  sesión  de  13  de  diciembre  de  1876,  si  aceptaba  o  no 
la  modificación  introducida  en  el  presupuesto  de  Hacien- 
da por  la  Cámara  de  Diputados,  i  resolvió  aceptarla  por 
15  votos  contra  6,  o,  lo  que  es  mas  exacto,  decidió,  por 
dicha  mayoría,  no  insistir  en  su  anterior  acuerdo,  que  en 
nada  habla  sido  enmendado,  quedando  así  rechazado  el 
ítem  por  ambas  Cámaras. 

Supóngase  por  un  momento  que  el  Senado,  en  lugar 
de  resolver  lo  que  resolvió  en  su  sesión  de  13  de  diciem- 
bre de  1876,  hubiera  reprobado,  siempre  por  mayoría 
absoluta  de  12  votos  contra  9,  la  llamada  corrección  de 
la  Cámara  de  Diputados,  i  que  esta  hubiera  insistido  en 
rechazar  o  suprimir  el  ítem  segunda  vez,  pero  solo  por 
la  misma  mayoría  absoluta  de  52  votos  contra  32  con 
que  lo  desaprobó  la  vez  primera,  mas  no  por  mayoría  de 
los  dos  tercios  de  sus  miembros  presentes.  ¿Qué  habría 
sucedido  entonces?  Juzgado  el  caso  con  arreglo  al  art. 
51,  i  persistiéndose  en  considerar  el  rechazo  del  ítem 
por  la  Cámara  de  Diputados  como  una  corrección,  en  que 
esta  insistía  por  dos  tercios,  se  habría  tenido  que  llegar 
a  la  consecuencia  de  que  dicho  ítem  estaba  aprobado  por 
el  Congreso,  apesar  de  que  salta  a  la  vista  que  habría 
sido  aprobado  dos  veces  por  mayoría  absoluta  en  el  Se- 


artículo  51  297 

nado,  i  desechado  dos  veces  también  por  igual  mayoría; 
en  la  Cámara  de  Diputados.  ¿Dónde  habría  estado  en- 
tonces la  aprobación  de  ambas  Cámaras,  que  solo  puede 
obtenerse  cuando  ambas  aprueban  un  proyecto  por  ma- 
yoría absoluta  (i-}~i=l)>  o  cuando  la  una  lo  aprueba 
por  |  i  la  otra  no  alcanza  a  desecharlo  por  igual  mayoría, 
aceptándolo  así  por  £  (§-|-^=l)? 

¿No  se  vé  que  semejante  resultado  habría  sido,  en  eí 
fondo,  inconstitucional? 

Apliqúese  al  caso  la  regla  del  art.  50,  i  se  vera  que* 
nada  de  lo  dicho  sucedería.  No  se  confunda  la  corrección 
con  la  rejprohacion1  atribuyendo  una  importancia  casi 
pueril  a  la  eventualidad  fortuita  i  ocasional  de  encon- 
trarse escritos  en  un  solo  pedazo  de  papel  dos  o  cien 
proyectos  de  lei,  verdaderamente  distintos  e  indepen- 
dientes los  unos  respecto  de  los  otros,  i  ülvid&ñdü  l&s 
únicas  reglas  que  deben  aplicarse  para  considerar  a£ro* 
bados  o  desechados  definitivamente  cada  uno  de  ellos. 

Lo  que  constituye  la  unidad  de  una  lei  no  es  la  volun- 
tad del  que  escribe  mil  ítem  de  un  presupuesto*  o  mil 
artículos  de  un  Código  en  un  solo  cuaderno  conjunta- 
mente. No:  esa  unidad  la  constituye  únicamente  Id  re- 
lación íntima  que  existe  entre  todas  las  disposiciones  de 
un  proyecto,  cuando  faltando  una  o  Varias  Cafeceríaii  de 
base  las  demás.  Pero  cuando  esto  no  sucede,  cada  dis- 
posición debe  mirarse  como  un  proyecto  de  lei  especial, 
que  si  es  desechado  por  la  Cántara  reviaora,  tidne  que 
ser  reconsiderado  por  la  de  oríjen  i  no  se  entenderá 
aprobado  nuevamente  por  esta,  ai  para  ello  no  concu- 
rrieren los  votos  de  los  des  tercios  de  los  miembros  pre- 
sentes, conforme  a  lo  dispuesto  en  el  art.  50, 

I  es  por  esto  que  aun  cuando  se  rechacen  tino  o  mas 
ítem  de  un  proyecto  de  presupuesto,'  uno  o  mas  artícu- 
los de  un  proyecto  de  Código*  ni  fracasa  todo  el  píesu- 
puesto,  ni  fracasa  el  Código  entero.  La  razón  es  obvia: 

cada  artículo  de  un  Código  es  una  lci?  aunque  esté  pro* 

89 
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mulgado  con  mil  otros  conjuntamente;  cada  ítem  del 
presupuesto  debe  ser  también  reputado  como  una  lei  es- 
pecial, según  lo  hemos  manifestado  en  lugar  convenien- 
te, aun  cuando  se  promulgue  con  otros  quinientos. 

Repetimos,  sin  embargo,  que  la  práctica  no  es  confor- 
me con  nuestra  manera  de  apreciar  esta  cuestión.  Así  la 
Cámara  de  Senadores,  al  discutir  en  las  sesiones  ordi- 
narias de  1878  el  proyecto  de  lei  que  la  Cámara  de  Di- 
putado había  aprobado,  consultando  varias  economías  en 
los  gastos  públicos,  desechó  los  incisos  referentes  a  supre- 
sión de  los  sueldos  de  los  decanos  de  la  Universidad  i 
la  supresión  de  las  subvenciones  acordadas  a  los  Semi- 
narios de  Valparaíso  i  de  Talca.  La  Cámara  de  Diputa- 
dos, en  sesión  de  4  de  junio  de  1878,  considerando  las 
resoluciones  desaprobatorias  del  Senado  como  correccio- 
nes introducidas  en  el  proyecto,  votó  si  las  aceptaba  o  no, 
i  no  si  insistía  en  mantener  aquellas  supresiones  de  gas- 
tos, que  importaban  materias  de  leyes  distintas.  Dese- 
chadas las  llamadas  modificaciones  o  correcciones  del  Se- 
nado, esta  Cámara,  en  sesión  de  8  del  mismo  mes  i  año, 
votó,  a  su  vez,  si  insistía  o  no  en  ellas,  quedando  resuel- 
ta la  negativa,  por  no  haber  contado  la  insistencia  con 
los  dos  tercios  de  los  Senadores  presentes,  pues  hubo 
solo  11  votos  contra  6  en  favor  de  la  primera  corrección, 
i  9  votos  contra  8  en  favor  de  la  segunda. 

Acatando  mucho  los  precedentes,  cuando  son  funda** 
dos  en  buenas  razones,  abrigamos  dudas  serías  en  cuan- 
to a  la  bondad  de  los  que  hemos  citado  i  de  los  que  pu- 
dieran citarse  con  referencia  a  la  cuestión  que  acabamos 
de  examinar. 


*/ 
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De  las  sesiones  del  Congreso 


Art.  52 


<tEl  Congreso  abrirá  sus  sesiones  ordinarias  el  dia  1.° 
de  junio  de  cada  año}  i  las  cerrará  el  1.°  de  setiembre.» 

La  Constitución  de  1828,  al  enumerar,  en  su  art.  84, 
los  deberes  del  Poder  Ejeeutivo>  le  imponía  en  el  inciso 
4.°  de  dicho  artículo,  el  de:  «Dar  anualmente  al  Congre- 
so, luego  que  abra  sus  sesiones,  razón  del  estado  de  la 
Nación  en  todos  los  ramos  del  Gobierno.»  Aparte  de 
esta  obligación  impuesta  al  Jefe  del  Poder  Ejecutivo,  el 
art  88  de  la  misma  disponía  que:  «Luego  que  las  Cá- 
maras abran  sus  sesiones  anuales,  darán  cuenta  los  Mi- 
nistros, en  particular  a  cada  una  de  ellas,  del  estado  de 
sus  ramos  respectivos, »  Este  segundo  precepto  corres- 
ponde al  que  contiene  el  artículo  también  88  de  la  Cons- 
titución de  1833.  Mas,  apesar  de  que  esta  última  no  ha 
reproducido  la  disposición  consignada  en  el  inciso  4.° 
del  art.  84,  el  Presidente  de  la  República,  que,  en  cum- 
plimiento de  dicho  inciso,  leyó  su  discurso  de  apertura 
al  tiempo  de  abrirse  las  sesiones  del  Congreso  el  1.°  de 
junio  de  1832,  ha  continuado  desde  1833  hasta  ahora, 
con  excepción  solo  del  año  1838,  durante  el  cual  no  fun- 
cionaron las  Cámaras,  llenando  la  misma  formalidad, 
que,  sin  tener  apoyo  en  precepto  alguno  de  la  Constitu- 
ción vijente,  deriva  su  existencia  de  la  de  1828,  i  se  ha 
convertido  en  una  práctica  constante  i  saludable,  que 
pone  en  comunicación  directa  al  Jefe  del  Ejecutivo  con 
el  Congreso  Nacional. 

Podemos  considerar  que  el  discurso  del  Presidente  de 
la  República  en  las  aperturas  de  las  sesiones  ordinarias 
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del  Congreso,  importa  ya  una  obligación  que  pesa  sobre 
aquel  funcionario,  fundada  en  nuestro  derecho  constitu- 
cional consuetudinario,  desde  que  se  lia  cumplido  con 
ella  durante  cuarenta  i  cinco  años  6Ín  otra  excepción 
que  la  única  apuntada  mas  arriba. 

o 
o  o 

Si  el  Presidente  de  la  República  debe  dar  cuenta  suma- 
ria al  Congreso  en  su  discurso  anual,  del  estado  de  los 
negocios  público^  haciendo  mérito  de  lo  hecho,  de  lo 
que  se  propone  hacer  i  diseñando  la  tendencia  de  su  po- 
lítica, es  evidente  que  cada  una  de  las  Cámaras  a  quie- 
nes ese  discurso  es  dirijido,  tiene  indisputablemente  la 
facultad  de  contestarlo,  consignando  en  su  respuesta  las 
apreciaciones  que  la  esposicion  del  Presidente  le  su- 
jiera. 

I,  en  efecto,  una  i  otra  lo  contestaron  desde  1842  has- 
ta 1847  inclusive.  El  Senado,  en  sesión  de  2  de  junio  de 
1848,  aoordó,  a  indicación  del  señor  don  Andrés  Bello* 
omitir  la  respuesta  al  discurso  presidencial  i  pasar  a  la 
Cámara  de  Diputados,  a  indicación  del  señor  don  Juan 
de  Dios  Vial  del  Rio,  un  oficio  «para  ver  si  quería  se- 
gundar la  marcha  de  la  de  Senadores.» 

£1  señor  Bello  fundó  su  indicación  en  la  inutilidad  de 
la  respuesta,  cuya  discusión  ocupaba  dias  consecutivos 
sin  provecho  alguno,  i  en  que  la  contestación  al  discurso 
del  Presidente  es  una  costumbre  puramente  monárquica, 
i  nada  mas  que  una  arenga  en  que  muchas  veces  luchan 
i  se  encienden  los  partidos. 

La  Cámara  de  Diputados,  por  su  parte,  en  sesión  de  5 
del  mismo  mes  i  año,  nombró  una  comisión  compuesta 
de  los  señores  don  Antonio  García  Reyes,  don  José  Ga- 
briel Palma  i  don  José  Franciso  Gana  para  que  redac- 
tara el  proyecto  de  contestación  al  discurso  presiden- 
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Con  este  motivo,  el  señor  don  Manuel  Antonio  Tocor- 
nal  i  Grez  reprodujo  en  ella  la  indicación  hecha  por  el 
señor  Bello  en  el  Senado,  sosteniéndola  con  razones 
análogas  a  las  que  habían  servido  a  su  autor  para  fun- 
darla. El  señor  don  Antonio  Varas  se  opuso  a  la  supre- 
sión de  la  respuesta,  i,  después  de  un  estenso  debate 
sostenido  en  sesión  de  7  del  citado  mes  de  junio  de  1848, 
en  que  el  señor  Varas  impugnó  la  indicación  del  señor 
Tocornal  i  en  que  este  la  defendió  estensamente,  la  Cá- 
mara de  Diputados  resolvió,  por  21  votos  contra  11,  <mo 
conformarse  con  el  acuerdo  del  Senado.» 

En  consecuencia,  la  Cámara  de  Diputados  contestó  en 
1848  el  discurso  presidencial,  i  es  digno  de  atención  el 
oficio  que,  defendiendo  esa  práctica,  dirijió  al  Senado 
con  fecha  10  de  junio  de  aquel  año,  suscrito  por  su  Pre- 
sidente i  Secretario,  señores  don  Manuel  Montt  i  don 
llamón  Renjifo.  (1) 

El  Senado,  en  sesión  de  4  de  junio  de  1849,  acordó 
otra  vez,  por  unanimidad,  no  contestar  el  discurso  pre- 
sidencial, e  insistió  en  observar  idéntico  procedimiento 
hasta  1862. 

La  Cámara  de  Diputados  continuó  nombrando  comi- 
siones para  redactar  la  contestación  al  discurso  presiden- 
cial hasta  el  año  1852  inclusive,  i  parece  que,  sin  acuer- 
do alguno,  abandonó  también  esa  práctica  desde  1853 
hasta  1862  inclusiye. 

En  sesión  de  11  de  junio  de  1863,  la  Cámara  de  Di* 
putados,  a  indicación  del  señor  don  José  Eujenio  Ver^ 
gara,  acordó  por  unanimidad  nombrar  una  comisioi* 
para  que  redactara  un  proyecto  de  respuesta  al  discurso 
presidencial.  Igual  cosa  acordó  el  Senado,  en  sesión  del 
dia  siguiente,  por  9  yo  tos  contra  3,  a  '  indicación  del  se- 
ñor don  Hanuel  José  Balraaceda. 

Los  proyectos  de  contestación  fueron  discutidos  esten^ 

*  ■  T  -  .  ■  ■  ■  i    i  0     li  . 

(1)  Pajina  27  Boietio  de  flesfojwwi  4e  1848. 
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sámente  por  las  respectivas  Cámaras,  pronunciando  el 
señor  don  Manuel  Antonio  Tocornal  Grez,  Ministro  del 
Interior,  en  sesión  del  Senado  de  24  de  junio  de  1863, 
un  notable  discurso  en  que  reconociendo  que  las  Cáma- 
ras tenían  facultad  evidente  de  contestar  el  discurso  pre* 
sidencial,  i  que  ese  punto  no  envolvía  una  cuestión 
constitucional,  ni  siquiera  de  alta  política,  sostuvo  que 
ese  trámite,  sino  importaba  una  mera  fórmula  o  ceremo- 
nia, era  por  lo  menos  inútil,  i  aun  podía  ser  hasta  peli- 
groso, por  cuanto  el  medio  único  de  que  puede  i  debe 
servirse  .una  Cámara  para  desaprobar  los  actos  o  la  po- 
lítica del  Ejecutivo,  es  entenderse  con  los  Ministros, 
csin  encararse  directamente  con  el  Presidente  de  la  Re- 
pública,» cuyas  funciones  tienen  una  duración  fija  i  cuya 
responsabilidad  no  puede  hacerse  efectiva  sino  después 
de  terminadas  aquellas,  no  sucediendo  lo  mismo  con  los 
Ministros,  que  pueden  retirarse  sin  inconveniente  en 
cualquier  momento  i  que  pueden  ser  acusados  desde 
luego. 

Desde  1864  hasta  la  fecha  las  Cámaras  no  han  vuelto 
a  contestar  el  discurso  presidencial,  apesar  de  haber  for- 
mulado indicación  ante  la  Cámara  de  Diputados  para  que 
esta  lo  hiciera,  el  señor  don  Manuel  Antonio  Matta  casi 
todos  los  años,  i  el  señor  don  José  Victorino  Lastarria 
en  1867  i  1868.  Esas  indicaciones  han  sido  siempre  re- 
chazadas por  considerables  mayorías.    " 

Si  la  lectura  de  un  discurso  por  el  Presidente  de  la 
República,  al  tiempo  de  abrir  el  Congreso  sus  sesiones 
ordinarias,  es  algo  que  se  apoya  en  una  larga  i  excelente 
práctica,  pero  no  algo  que  traiga  su  oríjen  de  la  Consti- 
cion,  como  lo  observó  el  señor  Tocornal  en  la  menciona- 
da sesión  del  Senado  d&24  de  junio  de  1863;  es  eviden- 
te que  la  contestación  a  ese  discurso  tampoco  importa 
una  cuestión  constitucional,  ni  cosa  parecida.  Ella  impli- 
ca solamente  una  cuestión  .de  oportunidad  i  de  mera  tác- 
tica parlamentaria,  que  cada  Cámara  resuelve  óon  per- 


i 
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fecta  libertad  eu  cada  caso  concreto  según  lo  hallare  por 
conveniente,  sin  que  la  solución  que  se  adopte,  sea  afir- 
mativa o  negativa,  comprometa  principio  alguna 

o 
o  a 

En  resumen,  nosotros  llegamos  a  las  siguientes  con- 
clusiones: L*  que  el  Gongreso  abre  sus  sesiones  jure- 
propio,  con  o  sin  lectura  de  discurso  presidencial,  el  1.° 
de  junio  de  cada  año;  2.*  que  la  lectura  de  ese  discurso 
importa  una  excelente  práctica,  que  conviene  conservar, 
pero  que  no  es  exijida  por  ningún  precepto  de  la  Cons- 
titución vijente,  como  la  exijía  la  de  1828;  3.*  que  la  con- 
testación a  dicho  discurso  depende  de  la  sola  voluntad 
de  cada  Cámara,  cuya  facultad  para  darla  o  no  no  pue- 
de negarse;  4.*  que  ha  prevalecido  la  práctica  de  omitir 
la  referida  contestación,  i  5/  que,  salvo  en  casos  mui  ex- 
cepcionales, creemos,  como  el  señor  Tocornal  lo  creía  en 
1848  i  en  1863,  que  es  preferible  en  jeneral  abstenerse 
de  dar  una  contestación  cuyo  debate  implica  pérdida  de 
tiempo  las  mas  veces  i  puede  entrañar  peligros  graves 
en  no  pocas. 

o 
o  o 

Se  ha  dudado  alguna  vez  si  las  Cámaras  pueden  cele- 
brar sesión  ordinaria,  no  prorogada,  jure-propio,  el  dia 
1.°  de  setiembre.  Se  puso  en  tela  de  juicio  esa  facultad 
de  la  Cámara  de  Diputados  por  la  minoría  de  esta  en  un 
oficio  del  cual  se  dio  cuenta  en  sesión  de  16  de  setiem- 
bre de  1858,  i  en  el  cual  espresaban  los  señores  Diputa- 
dos que  lo  firmaban,  que  no  concurrían  a  la  sesión  de  esa 
fecha,  porque,  prorogadas  las  sesiones  ordinarias,  como 
lo  habían  sido,  solo  por  15  dias,  la  próroga  había  termi- 
nado el  dia  anterior,  15  de  setiembre. 

El  señor  don  Manuel  Valenzuela  Castillo,  Presidente 
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de  la  Cámara  de  Diputados,  observó,  con  perfecta  exac- 
titud, que  la  próroga  debía  contarse  solo  desde  el  2  de 
setiembre,  i  recordó  varios  casos  en  que  las  Cámaras  ha- 
bían celebrado  sesión  el  dia  1.°  de  setiembre,  apesar  de 
no  haber  sido  prorogadas  sus  sesiones  ordinarias. 

Después  de  un  debate  en  que  los  señores  don  Antonio 
Varas  i  don  Juan  Herrera  sostuvieron  que  la  sesión  del 
16  era  constitucional,  porque  la  del  dia  1.°  se  incluía  en- 
tre las  ordinarias  no  prorogadas,  i  los  señores  don  Ma- 
nuel Antonio  Matta  i  don  Anjel  Custodio  Gallo  afirma- 
ron lo  contrario,  la  Cámara  resolvió,  por  39  votos  contra 
3,  que  era  legal  dicha  sesión  del  16  de  setiembre  de  1858, 
i  en  sesión  estraordinaria  de  5  de  noviembre  siguiente 
aprobó,  por  35  votos  contra  5,  el  acta  de  aquella. 

Muchos  casos  de  sesión  ordinaria  no  prorogada  tenida 
por  una  u  otra  de  las  Cámaras  habían  ocurrido  antes  del 
debate  provocado  por  primera  i  por  última  vez  en  1858, 
i  muchos  han  tenido  lugar  sin  protesta  ni  reclamación 
alguna.  I,  en  efecto,  no  es  fácil  darse  cuenta  de  cómo 
ha  podido  abrigarse  duda  alguna  acerca  del  sentido  cla- 
ro del  art,  52  de  la  Constitución.  Este  dispone  que  el 
Congreso  abra  sus  sesiones  ordinarias  el  1.*  de  junio  i 
que  las  cierre  el  í.°  de  setiembre.  lluego,  si  el  artículo 
no  fija  la  hora  precisa  en  que  debe  verificarse  lo  uno  i  lo 
otro,  ¿cómo  sería  posible  sostener  qiie  el  Congreso  no 
cerraba  sus  sesiones  ordinarias  el  l.Qde  setiembre,  si  las 
cerraba  a  las  once  de  la  noche  del  referido  dia  1.°  de  se- 
tiembre? 

Nos  parece,  por  consiguiente,  que  no  puede  haber 
cuestión. sobre  el  particular,  i  que  la  práctica  establecida 
de  celebrar  las  Gámaras  sesión  ordinaria  no  prorogada  el 
dia  l.°de  setiembre  es  rigorosamente  ajustada  a  la  Cons- 
titución, no  debiendo,  por  consiguiente,  considerarse  in- 
cluido ese  dia  en  las  sesiones  ordinarias  prorogadas  o  en 
Jas  estraorcünarias,  cuando  hubiere  lugar  a  aquellas  o  ^ 

#S&s, 
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Art.  53 


€  Convocado  estraordinariamente  el  Congreso  se  ocupa- 
rá en  los  negocios  que  hubieren  motivado  la  convocatoria 
con  esclusion  de  todo  otro.» 


El  alcance  de  las  últimas  palabras  de  este  artícuL 
con  esclusion  de  todo  otro — ha  sido  materia  de  muchísi- 

4 

mas  discusiones  tendentes  a  determinar  cuales  son  los 
negocios  de  que  las  Cámaras  pueden  ocuparse  en  sesio- 
nes estraordinarias. 

Han  creido  algunos  que  las  palabras  a  que  hemos  lla- 
mado la  atención  se  refieren  a  todos  los  asuntos  que  son 
de  la  competencia  de  las  Cámaras,  sean  cuales  fueren  i 
sin  excepción  alguna.  Han  pensado  otros  que  esas  es- 
presiones se  refieren  únicamente  a  aquellas  atribucio- 
nes que  corresponden  al  Congreso,  como  son  las  lefislati- 
vas7  pero  de  ningún  modo  a  aquellas  que,  siendo  mera- 
mente internas  o  económicas,  inspectivas  o  conservadoras, 
corresponden  a  cada  una  de  las  Cámaras  esclusivamente 
i  con  prescindencia  de  la  otra. 

La  cuestión  está  hoi  ya  resuelta  prácticamente  en  este 
último  sentido,  único  que  consideramos  fundado  i  acep- 
table; mas  no  sin  que  esta  resolución  haya  dejado  de  en- 
contrar resistencia  en  muchas  ocasiones,  de  las  cuales 
nos  parece  conveniente  recordar  algunas. 

El  Senado  entró  a  ocuparse,  en  sesión  estraordinaria 
de  20  de  noviembre  de  1848,  de  varias  solicitudes  en  que, 
tratándose  de  cartas  de  ciudadanía,  se  impetraba  de  él 
la  declaración  que  debía  hacer  conforme  al  antiguo  art, 
7.°  de  la  Constitución.  Con  tal  motivo  el  señor  don  An* 
dres  Bello  dijo:  «Yo  creo  que  la  Constitución  no  prohi- 
be al  Senado  dar  esta  declaratoria  porque  ella  no  es  sino 

40 
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mi  mero  acuerdo  de  la  sala,  en  el  que  nada  tiene  que 
ver  la  otra  Cámara.»  Sin  embargo,  como  el  señor  don 
Juan  de  Dios  Vial  del  Rio  manifestara  duda  acerca  de 
la  cuestión  constitucional,  se  nombró  una  comisión  com- 
m  puesta  de  los  señores  don  Diego  José  Benavente,  don 
Juan  Francisco  Menéses  i  don  Pedro  Ovalle  Landa,  para 
que  informara  sobre  el  particular. 

En  la  sesión  de  29  del  mismo  mes  i  año,  el  señor  Be- 
navente dijo,  con  relación  al  asunto  que,  do  consideraba 
de  tan  fácil  resolución  que  creía  supérfluo  pasase  a  co- 
misión, pues  era  indudable  que  el  Senado  podía  siempre 
entender  en  todos  los  asuntos  que  le  son  privativos,  sin  que 
obste  el  hallarse  convocado  a  sesiones  estraordinarias.* 
La  sala  adhirió  a  la  opinión  del  señor  Benavente  por  una* 
nimidad,  i,  en  sesión  de  13  de  diciembre  del  mismo  año, 
despachó  declaraciones  relativas  a  varias  cartas  de  ciu- 
dadanía, sin  oposición  alguna. 

En  sesión  estraordinaria  de  la  Cámara  de  Diputados 
de  9  de  noviembre  de  1858,  el  señor  don  Alejandro  Reyes 
promovió  contra  el  Intendente  de  Concepción,  señor  don 
Adolfo  Larénas,  la  acusación  de  haber  violado  los  arts.  15 
i  16  de  la  Constitución.  Antes  de  discutir  si  se  admitía  o 
no  la  proposición  de  acusación,  tuvo  lugar  un  debate  pre- 
vio, a  propósito  de  las  dudas  manifestadas  por  el  señor 
Presidente  don  Manuel  Valenzuela  Castillo  i  por  el  Se- 
cretario señor  don  Francisco  Puelma,  acerca  de  la  facul- 
tad de  la  Cámara  para  ocuparse  de  la  acusación  en  se- 
siones estraordinarias.  Los  señores  don  José  Victorino 
Lastarria,  don  Alejandro  Beyes  i  don  Manuel  Antonio 
Matta,  sostuvieron  que  la  Cámara  tenía  indudablemente 
esa  facultad,  porque  era  suya  esclusivamente,  de  carácter 
inspeetivo  i  no  Ujislativo.  El  señor  don  Antonio  Varas 
sostuvo  la  opinión  contraria,  apoyándose  en  la  letra  del 
art.  53;  i  aunque  otros  señores  Diputados,  como  don  Jo- 
sé Eujenio  Vergara  i  don  Santiago  Prado,  sin  emitir  una 
opinión  categórica,  manifestaron  inclinarse  a  la  del  se- 
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ñor  Varas,  la  Cámara  resolvió,  sin  embargo,  la  duda  en 
un  sentido  conforme  con  la  manera  de  ver  de  los  señores 
Lastarria,  Reyes  i  Matta,  entrando  a  discutir,  i  discu- 
tiendo, en  las  sesiones  de  11  i  13  del  citado  mes  de  no- 
viembre de  1858,  si  «se  admitía  o  no  la  proposición  de 
acusación,»  que  filé  desechada,  como  lo  hemos  dicho  en 
otro  lugar,  por  28  votos  contra  14. 

Con  motivo  de  las  acusaciones  entabladas  ante  la  Cá- 
mara de  Diputados,  en  sesión  estraordinaria  de  12  de 
abril  de  1864,  por  los  señores  Diputados  don  José  Euje- 
nio  Vergara  i  don  Francisco  Puelma  contra  los  Inten- 
dentes de  Aconcagua  i  de  C  olchagua,  ambos  sostuvieron 
la  facultad  de  dicha  Cámara  para  acusar  en  sesiones  es- 
traordinarias,  i  asi  quedó  resuelto  de  hecho  en  esos  ca- 
sos, admitiéndose  a  exámenla  primera  acusación  por  35 
votos  contra  2,  i  la  segunda  por  34  contra  3. 

En  la  sesión  estraordinaria  de  28  del  mismo  mes  i  año, 
el  señor  Ministro  del  Interior,  don  Manuel  Antonio  To- 
cornal  Grez,  negó  a  la  Cámara  la  facultad  de  acusar  en 
sesiones  de  esa  especie.  Nosotros,  disintiendo  de  la  ma- 
nera de  ver  de  aquel  notable  estadista,  que  siempre  nos 
fué  tan  simpático  como  respetable,  tuvimos  el  honor  de 
sostener  lo  contrario. 

El  señor  don  José  Eujenio  Vergara  sostuvo  otra  vez 
la  opinión  de  que  la  Cámara  de  Diputados  puede  acusar 
en  sesiones  estraordinarias,  en  sesión  celebrada  por  ella 
después  de  su  renovación,  el  16  de  junio  de  1864,  defen- 
diendo victoriosamente  las  resoluciones  adoptadas  por  la 
Cámara  anterior  en  la  recordada  sesión  de  12  de  abril 
precedente.  La  misma  opinión  sostuvo  el  señor  don  Juan 
Herrera,  cuya  distinguida  intelijencia  arrebató  al  pais 
una  muerte  prematura. 

En  la  referida  sesión  de  16  de  junio  de  1864,  la  Cá- 
mara de  Diputados  renovada,  al  resolver,  por  34  votos 
contra  14,  seguir  conociendo  de  las  acusaciones  que  ha- 
bían quedado  pendientes  el  28  de  abril  del  mismo  año, 
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focha-  en  que  el  Ejecutivo  clausuró  las  sesiones  estraor- 
diñarías  que  hasta  ese  dia  se  estaban  celebrando,  recono- 
ció que  la  Cámara  anterior  había  iniciado  aquellas  cons- 
titucionalmeftte. 

En  sesión  estraordinaria  de  la  Cámara  de  Diputados 
•  de  8  de  octubre  de  1867,  se  promovió  cuestión  acerca  de 
si  podía  o  no  ocuparse  de  resolver  las  reclamaciones  de 
nulidad  de  elecciones,  que  ante  ella  estaban  pendientes, 
no  habiendo  sido  incluidas  en  la  convocatoria  a  estraor- 
dinarias.  Los  señores  don  Francisco  Vargas  Fontecilia, 
Ministro  del  Interior,  i  don  Alejandro  Reyes,  Ministro 
de  Hacienda,  sostuvieron  la  negativa,  apoyándola  en  ar- 
gumentos deducidos  de  lo  que  ambos  llamaban  términos 
claros  i  precisos  del  art.  53  de  la  Constitución,  de  ma- 
nera que  resolvían  así  la  cuestión  con  la  cuestión  misma. 
Los  señores  don  Manuel  Antonio  Matta  i  don  Domingo 
Arteaga  Alemparte  defendieron  brillantemente  la  afir- 
mativa, con  razones  que  este  último  condensó,  con  per- 
fecta claridad  i  erudición,  en  los  párrafos  de  su  discurso 
que  trascribimos  en  seguida. 

«Según  nuestra  Constitución,  decía  el  señor  Arteaga, 
la  Cámara  de  Diputados  es  una  rama  del  poder  lejislati- 
vo,  concurre  con  el  Senado  i  con  el  Presidente  de  la  Re- 
pública a  la  formación  de  las  leyes.  Pero  también,  según 
la  misma  Constitución  i  según  los  principios  del  derecho 
público,  es  un  cuerpo  político  que  necesita  i  posee  atri- 
buciones propias  para  existir  i  funcionar. 

«Este  doble  carácter  de  la  Cámara  de  Diputados  es  el 
oríjen  de  las  diversas  atribuciones  que  posee,  las  cuales 
es  preciso  distinguir  i  clasificar;  Estas  atribuciones  son 
lejislativas,  políticas  \  conservadoras.  La  Constitución  ade- 
mas le  ha  encomendado  ciertas  atribuciones  judiciales, 
cuando  ha  sometido  a  su  iniciativa  la  acusación  de  cier- 
tos funcionarios  públicos. 

«Esta  clasificación  de  las  atribuciones  de  la  Cámara 
permite  fijar  exactamente  el  alcance  de  la  acción  4si 
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Ejecutivo  sobre  ella.  La  acción  del  Ejecutivo  solo  puedo 
influir  en  las  atribuciones  lejislativas  de  la  Cámara,  cir-. 
cunscribiéndolas  durante  las  sesiones  estraordinarias  a 
la  discusión  de  cierto  número  de  asuntos  dados. 

«Pero  la  acción  del  Gobierno  no  alcanza  a  las  atribu- 
ciones políticas  4p  la  Cámara.  Por  eso  conserva  esta  la 
facultad  de  ejercitarlas,  sin  necesidad  de  que  se  le  otor- 
gue permiso  para  ello  en  la  convocatoria  a  sesiones  es- 
traordinarias. En  tales  sesiones  los  Diputados  pueden 
hacer,  como  en  la  lejislatura  ordinaria,  el  uso  mas  am- 
plio del  derecho  de  interpelación^  que  es  el  medio  por 
donde  la  Cámara  ejercita  sus  atribuciones  políticas. 

d Igual  cosa  pasa  con  sus  atribuciones  conservadoras. 
En  las  sesiones  estraordinarias  como  en  las  ordinarias, 
la  Cámara  elije  Presidente  i  Vice-Presidente,  acuerda 
llamar  a  los  Diputados  suplentes  cuando  se  hallan  impe- 
didos los  propietarios,  i  adopta  todas  las  demás  medidas 
conducentes  a  su  orden  i  composición,  es  decir,  ejercita 
todas  sus  atribuciones  conservadoras,  sin  necesidad  de 
que  el  Ejecutivo  la  haya  autorizado  para  hacerlo. 

€  Ahora  bien,  ¿qué  atribución  mas  alta  hai  entre  esas 
atribuciones  conservadoras  que  la  que  incumbe  a  la  Cá- 
mara de  calificar  la  elección  de  sus  miembros?  ¿Qué  atri- 
bución mas  indeclinable  que  esa?  ¿La  Cámara  podría 
elejir  a  los  que  han  de  presidirla,  podría  llamar  a  los 
Diputados  suplentes  que  han  de  integrarla  en  ausencia 
de  los  propietarios,  podría  hacer  todo  esto  en  sesiones 
estraordinarias  sin  la  venia  del  Ejecutivo,  i  no  podría 
ejercitar  una  atribución  análoga,  pero  mucho  mas  impor- 
tante, mucho  mas  indispensable  a  su  existencia  lejítima 
i  normal  cuál  es  la  de  saber  si  todas  las  personas  que  se 
sientan  en  esta  sala  tienen  derecho  de  estar  aquí?  ¿La 
Cámara  podría  ser  libre  para  ejercitar  en  todas  circuns- 
tancias la  parte  menos  vital  de  sus  atribuciones  conser- 
vadoras, i  ¡estaría  forzada  a  abdicar  el  restb  de  ellas  en 
el  período  de  las  sesiones  estraordinarias?  ¿Estaría  for- 
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zada  a  ejercer  sus  funciones  lej  isla  ti  vas  i  políticas  sin 
estar  segura  de  la  lejitimidad  de  todos  los  votos  que 
concurren  a  sus  deliberaciones,  sin  poseer  una  completa 
certidumbre  respecto  a  la  validez  del  mandato  de  todos 
sus  miembros? 

«Estas  nociones  son  tan  claras,  que  nve  admira  puedan 
ofrecer  dudas  a  cualquiera  que  esté  familiarizado  con  las 
cuestiones  mas  vulgares  de  la  ciencia  política,  del  Go- 
bierno constitucional  i  representativo,  cuanto  mas  a  un 
Ministro  de  Estado,  que  tiene  el  deber  de  conocer  estás 
cosas  mejor  que  otro  cualquiera. 

«Se  cree  oponer  un  argumento  decisivo  a  la  indicación 
del  honorable  Diputado  por  Copiapó,  citando  el  art.  53 
de  la  Constitución,  en  virtud  del  cual  el  Congredo  con- 
vocado estraordinariamente  solo  puede  ocuparse  en  los 
negocios  que  hubieren  motivado  la  convocatoria,  con 
esclusion  de  todo  otro.  Basta  leer  con  alguna  atención 
las  tres  primeras  palabras  de  ese  artículo  para  conven- 
cerse de  que  está  mui  lejos  de  oponerse  a  la  indicación 
del  honorable  Diputado  por  Copiapó,  i  de  que  antes  bien 
justifica  la  opinión  que  acabo  de  desarrollar.  Las  tres 
primeras  palabras  dicen :  «  Convocado  estrciordvnariarnen- 

te  el  Congreso »»  En  la  cuestión  que  se  debate  no  se 

trata  del  Congreso  sino  de  la  Cámara  de  Diputados.  Sin 
duda  que  el  Congreso,  durante  las  sesiones  estraordina- 
rias,  solo  puede  discutir  i  votar  aquellos  proyectos  de 
lei  que  el  Ejecutivo  determine  en  la  convocatoria;  pero 
así  como  el  Presidente  de  la  República  no  puede  pres- 
cribir a  la  Cámara  de  Diputados  que  ejercite  tales  o  cua- 
les de  sus  atribuciones  conservadoras,  tampoco  puede  es- 
torbárselo. La  calificación  de  las  elecciones  de  sus  miem- 
bros es  una  facultad  que  está  completamente  fuera  del 
alcance  del  Ejecutivo,  i  es  una  facultad  sin  cuyo  ejerci- 
cio muchos  de  los  que  ocupamos  un  asiento  en  este  re- 
cinto no  podemos  saber  si  tenemos  o  no  derecho  a  con- 
siderarnos  miembros   de  ese  Congreso  que  acaba  de 
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convocarse  estraordinariamente.  La  iniciativa  del  Eje- 
cutivo no  pasa,  ni  seria  posible  que  pasase  de  las  atri- 
buciones lejislativas  de  cada  Cámara.  ¿Cómo  podría  pre- 
ver ni  saber  el  Presidente  de  la  República  las  atribucio- 
nes políticas  i  conservadoras  que  cada  C arcara  necesita 
ejercitar?  ¿Con  qué  derecho  podría  impedir  a  ninguna 
de  ellas  que  se  lejitimara,  que  se  constituyera  definitiva- 
mente, que  adquiriera  la  conciencia  de  su  representación 
nacional?» 

£1  señor  Arteaga  Alemparte  dilucidó  la  cuestión,  en 
el  discurso  que  dejamos  copiado  en  la  parte  conducente, 
de  una  manera  tan  sólida  como  incontestable  en  favor 
de  la  única  opinión  compatible  con  la  diferente  natura- 
leza de  las  atribuciones  de  las  Cámaras,  que  él  clasifica- 
ba en  lejislativas,  políticas  i  conservadoras. 

Nosotros  llamamos  atribuciones  inspectivas  o  conser- 
vadoras, conformándonos  con  la  letra  i  el  espíritu  de  los 
arts.  57  i  58  de  la  Constitución,  las  que  el  señor  Artea- 
ga llamaba  políticas;  i  damos  el  nombre  de  internas  o  eco- 
nómicas  a  las  que  él  llamaba  conservadoras.  En  lo  demás, 
nos  hacemos  un  honor  en  adherirnos  por  completo  a 
cuanto  él  dijo  en  aquella  ocasión. 

La  Cámara  acordó,  sin  embargo,  por  44  votos  contra 
3,  en  la  citada  sesión  de  8  de  octubre  de  1867,  no  ocu- 
parse de  las  reclamaciones  de  nulidad  que  motivaron  la 
discusión  a  que  acabamos  de  referirnos. 

Debemos  creer,  apesar  de  ello,  que  no  la  indujeron  a 
adoptar  ese  acuerdo  las  razones  aducidas  por  los  Minis- 
tros señores  Vargas  Fontecilla  i  Reyes,  porque  esa  mis- 
ma Cámara,  en  sesión  estraordtnaría  de  9  de  noviembre 
de  1869,  acordó,  por  44  votos  contra  7,  no  obstante  la 
oposición  del  señor  don  Nicomédes  C.  Ossa  que  le  ne- 
gaba la  facultad  de  hacerlo,  ocuparse  del  desafuero  del 
señor  Diputado  don  Juan  de  Dios  Cisternas  Moraga, 
asunto  que  no  estaba  incluido  en  la  convocatoria. 

Mas  aun.  En  esa  misma  sesión,  i  en  la  siguiente  del 
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10,  se  dio  primera  i  segunda  lectura  a  la  proposición  de 
acusación  iniciada  por  el  señor  Diputado  don  Marcial 
Martínez  contra  el  Intendente  del  Maule,  señor  don  Ni- 
colás Figueroa,  acordándose  tratar  de  ella,  como  se  hizo 
efectivamente  en  la  sesión  estraordinaria  de  27  del  mis- 
mo mes  i  año,  en  que  la  fundó  i  desarrolló  el  señor  Mar- 
tínez. Habiendo  espuesto  el  Ministro  del  Interior,  señor 
don  Miguel  Luis  Amunátegui,  como  lo  hemos  dicho  en 
otra  ocasión,  que  el  señor  Figueroa  había  dejado  de  ser 
Intendente  del  Maule,  el  señor  Martínez  retiró  su  propo- 
sición de  acusación,  i,  consultada  la  Cámara  acerca  de 
este  punto,  después  de  haber  decidido  por  33  votos  con- 
tra 17  que  debía  serlo,  acordó,  en  sesión  estraordinaria 
de  29  del  citado  mes  de  noviembre  de  1869,  aceptar  el 
desistimiento  de  la  acusación  por  44  votos  contra  6.  í 

Así  la  Cámara  de  Diputados  resolvió  en  estos  dos  úl- 
timos casos  la  cuestión  que  nos  ocupa,  en '  un  sentido 
conforme  con  la  opinión  emitida  por  el  señor  don  Do- 
mingo Arteaga  Alemparte  en  la  sesión  de  8  de  octubre 
de  1867,  acerca  de  la  verdadera  estension  de  sus  facul- 
tades en  sesiones  estraordinarias. 

Desde  entonces  no  ha  vuelto  a  ponerse  en  duda  en 
las  Cámaras,  ateniéndonos  a  nuestros  recuerdos,  la  per- 
fecta facultad  que  les  asiste  para  ejercer,  durante  las  se- 
siones estraordinarias,  las  atribuciones  especiales  que  a 
cada  una  corresponden,  sean  de  carácter  meramente  in- 
terno o  económico,  sean  insjiectivas  conservadoras  o  judi- 
ciales. 

Así,  en  sesión  estraordinaria  de  4  de  octubre  de  1873, 
la  Cámara  de  Diputados  se  ocupó  de  una  reclamación  de 
nulidad  referente  a  las  elecciones  de  Illapel,  i  las  decla- 
ró válidas  por  27  votos  contra  24,  apesar  de  que  el  asun- 
to no  había  sido  incluido  en  la  convocatoria,  sin  que 
formulara  un  solo  Diputado  la  mas  mínima  objeción. 

En  sesión  también  estraordinaria  de  7  del  mismo  mes 
i  año,  se  presentó  ante  la  Cámara  de  Diputados  un  pro- 
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yecto  de  adición  al  reglamento.  Considerándose  el  asun- 
to como  materia  interna  i  privativa  de  dicha  Cámara,  es- 
ta acordó,  sin  oposición  i  después  que  su  Presidente,  el 
señor  don  Belisario  Prats,  hubo  llamado  la  atención  al 
punto  constitucional  que  venimos  examinando,  dar  al 
proyecto  los  trámites  de  estilo,  apesar  de  que  no  estaba 
incluido  en  la  convocatoria. 

Los  muchos  casos  análogos  o  idénticos  ocurridos  en 
ambas  Cámaras,  nos  permiten  afirmar  que  es  ya  cuestión 
resuelta  entre  nosotros  que  ellas  pueden,  en  sesiones  es- 
traordinarias,  ejercer  todas  sus  atribuciones  de  la  misma 
manera  que  en  las  sesiones  ordinarias,  exceptuando  tan 
solo  en  materias  de  lei.  Las  únicas  cuyo  ejercicio  queda 
subordinado  a  la  iniciativa  del  Ejecutivo,  son  las  atribu- 
ciones lejislativas  del  Congreso^  al  cual  se  refiere  espre- 
sámente  el  art.  53  de  la  Constitución. 

Ademas  de  las  razones  tomadas  del  discurso  citado  del 
señor  Arteaga  Alemparte,  que  sirve  de  base  sólida  a  la 
opinión  por  él  emitida,  nosotros  creemos  que  ella  ha  pre- 
valecido en  la  práctica  porque  las  cosas  no  podían  su- 
ceder de  otra  manera. 

En  efecto,  si  el  art.  53  de  la  Constitución  hubiera  de 
tomarse  en  el  sentido  de  que  no  solo  el  Congreso,  sino 
que  tampoco  puede  cada  Cámara  separadamente  ejercer 
durante  las  sesiones  estraordinarias  ninguna  de  sus  atri- 
buciones, sin  la  venia  del  Ejecutivo;  tendría  que  llegarse 
forzosamente  a  la  consecuencia  ineludible  i  lojica  deque, 
durante  tales  sesiones,  las  Cámaras  no  pueden  elejirlos 
miembros  de  su  mesa  directiva,  ni  ocuparse  de  ningún 
asunto  meramente  interno  i  económico,  sin  permiso,  pre- 
vio del  Presidente  de  la  República. 

Esto  nadie  se  ha  atrevido  a  sostenerlo  jamas.  Luego 
se  reconoce  que  el  art.  53  no  tiene  el  sentido  absoluto 
que  algunos  han  pretendido  atribuirle.  I  si  no  lo  tiene, 
ni  puede  tenerlo,  tratándose  de  las  atribuciones  económi- 
cas de  las  Cámaras,  ¿por  qué  habría  de  tenerlo  tratándo- 
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se  de  sus  atribuciones  inspectivas,  cuando  en  la  práctica 
nadie  ha  negado,  por  ejemplo,  a  los  Diputados  la  facul- 
tad de  interpelar  en  sesiones  estraordinarias? 

Nosotros  tuvimos  el  honor  de  sostener,  en  sesión  de 
la  Cámara  de  Diputados  de  12  de  abril  de  1864,  que  la 
facultad  de  acusar  a  ciertos  funcionarios  durante  las  se- 
siones estraordinarias,  no  podía  negarse  a  la  Cámara, 
porque  mientras  el  Congreso  funciona  no  puede  hacerlo 
la  Comisión  Conservadora,  i  porque  al  crear  este  cuerpo 
la  Constitución  de  1833  para  que  ejerciera,  durante  el 
receso  de  las  Cámaras,  las  atribuciones  inspectivas  que  a 
ellas  corresponden,  dentro  de  ciertos  límites,  lo  que  ha 
querido  es  la  permanencia  constante  de  esa  inspección 
superior,  que  puede,  según  eso,  i  debe  ejercitarse  en  todo 
tiempo. 

Pensamos  hoi  como  entonces,  i  con  mayor  razón  que 
entonces,  porque  la  práctica  de  largos  años  nos  la  ha  da- 
do, i  porque  la  nueva  redacción  que  la  reforma  de  1874 
dio  a  los  arts.  57  i  58  de  la  Constitución,  referentes  a  la 
Comisión  Conservadora,  confirma  i  vigoriza  los  argu- 
mentos recordados  en  el  párrafo  que  antecede.  Si  al  Con- 
greso corresponde  la  supervijilancia  sobre  todos  los  ra- 
mos de  la  administración;  si  la  Comisión  Conservadora 
obra  solo  en  representación  del  Congreso;  i  si  esa  super- 
vijilancia debe  ser  permanente  i  es  condición  indispen- 
sable del  sistema  representativo;  nos  parece  que  no  es 
posible  desconocer  en  las  Cámaras,  sea  que  funcionen  en 
sesiones  estraordinarias  o  no,  la  mas  amplia  facultad  pa- 
ra ejercer  libremente  las  atribuciones  inspectivas  que  les 
competen  a  fin  de  que  esa  supervijilancia  superior  sea 
efectiva  i  eficaz. 
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Esto  sentado,  solo  nos  resta  recordar,  a  propósito  del 
art.  53,  una  duda  que  se  ha   suscitado  en  cuanto  al  al- 
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cauce  de  las  facultades  que  a  las  Cámaras  corresponden, 
durante  las  sesiones  estraordinarias,  respecto  a  los  asun- 
tos o  negocios  lejislativos,  o  sea  a  las  materias  de  lei  in- 
cluidas por  el  Ejecutivo  en  dichas  sesiones. 

En  sesión  estraordinaria  de  la  Cámara  de  Diputados 
de  4  de  diciembre  de  1869,  contestando  el  señor  don  Mi- 
guel Luis  Amunátegui,  Ministro  del  Interior,  a  una  in- 
terpelación del  señor  don  Domingo  Arteaga  Alemparte, 
dijo:  que  estando  incluido  en  la  convocatoria  un  proyecto 
de  reforma  electoral,  «todos  los  Diputados  tenían  espedi- 
to  su  derecho  de  iniciativa  para  presentar  proyectos  so- 
bre la  materia.» — Como  el  señor  Arteaga  espresase  que 
no  le  parecía  aceptable  la  teoría  del  señor  Amunátegui, 
por  cuanto  la  iniciativa  de  los  Diputados  en  sesiones  es- 
traordinarias no  podía  ejercitarse  sino  por  medio  de  in- 
dicaciones formuladas  durante  la  discusión  del  proyecto 
de  lei  incluido  en  aquellas,  el  señor  Amunátegui,  insis- 
tiendo con  razón  en  su  manera  de  ver,  hizo  notar  que  el 
art.  53  dice  que  convocado  el  Congreso  a  sesiones  es- 
traordinarias se  ocupará  en  ellas  de  los  asuntos  (de  los 
negocios  dice  el  artículo,)  no  de  los  proyectos,  incluidos 
en  la  convocatoria,  i  terminó  espresando  que,  según  es- 
to, era  claro  que  los  Diputados  podían  presentar  los  pro~ 
yectos  que  tuvieren  a  bien  sobre  los  asuntos  comprendi- 
dos en  dicha  convocatoria. 

*  Como  se  vé,  los  señores  Arteaga  i  Amunátegui  disen- 
tían solo  en  cuanto  a  la  forma  del  procedimiento,  soste- 
niendo aquel  que  la  iniciativa  de  los  Diputados  debía 
ejercerse  por  medio  de  indicaciones  formuladas  durante 
el  debate  de  los  proyectos  de  lei  incluidos  en  la  convo- 
catoria, i  afirmando  el  último  que  esa  iniciativa  compren- 
día aun  la  presentación  de  verdaderos  proyectos,  con  tal 
que  se  refirieran  a  los  negocios  comprendidos  en  la  convo- 
catoria sobredicha. 

La  cuestión  así  situada,  no  es  ya  de  Constitución  sino 
de  reglamento;  es  una   simple  cuestión  de  forma.  En 
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cnanto  al  fondo,  es  indudable  que  el  señor  Amuiíátegni 
entendía  pe  rfectamente  bien  el  precepto  constitucional 
cuya  letra,   por  lo  demás,  no  süjiere  dudas  acerca  del 
punto  que  nos  ocupa. 

Sin  embargo,  en  sesión  de  la  Cámara  de  Diputados  de 
14  de  noviembre  de  1871,  el  Ministro  del  Interior,  señorf 
don  Eulojio  Altamirano,  puso  en  duda  la  facultad  de 
aquella  para  modificar  o  correjir  el  proyecto  de  lei  del 
Ejecutivo,  referente  a  la  creación  de  un  quinto  Ministro 
de  Relaciones  Esteriores,  en  el  sentido  de  que  ese  quin- 
to Ministro  lo  fuera  de  agricultura  i  obras  públicas.  Sin 
embargo,  en  la  sesión  siguiente  de  16  del  mismo,  el  se- 
ñor Altamirano  dijo  que  así  como  le  parecía  inconstitu- 
cional la  modificación  a  que  acabamos  de  referirnos,  no 
pensaba  igual  cosa  respecto  de  la  que  tenía  por  objeto 
agregar  el  ramo  de  colonización  al  de  Relaciones  Estej 
riores. 

El  señor  don  Manuel  Antonio  Matta,  en  la  citada  se- 
sión de  16  de  noviembre  de  1871,  sostuvo  la  facultad  def 
la  Cámara  para  modificar  los  proyectos  incluidos  por  el 
Ejecutivo  en  las  sesiones  estraordinarias,  citando  el  ejem* 
pío  del  proyecto  de  contribución  para  la  guerra,  que  esto 
presentó  en  sesiones  de  esa  especie  a  la  Cámara  de» 
Diputados  el  año  de  1866,  i  que  el  Senado  convirtió  eo, 
empréstito.  Dijo  el  señor  Matta  que  no  basta  el  título* 
antojadizo  que  el  Ejecutivo  ponga  a  un  proyecto  para» 
cercenar  el  derecho  de  la  Cámara. 

El  señor  don  Antonio  Varas,  en  la  sesión  siguiente  de 
18  del  mismo,  defendió  también  la  facultad  de  la  Cámara* 
haciendo  notar  que  la  constitucionalidad  del  procedi- 
miento no  podía  subordinarse  a  la  circunstancia  do  dejar 
al  nuevo  Ministro  cuya  creación  se  proponía  el  nombro 
de  Relaciones  Esteriores,  cuando  en  realidad  se  trataba 
simplemente  de  saber  si  se  creaba  o  no  un  quinto  Minis- 
tro, i  que  siendo  esta  la  idea  capital  del  negocio  incluido 
en  la  convocatoria,  las  Cámaras  la  conservaban  .corrí- 
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jicndo  ol  proyecto  eii  el  sentido  que  se  consideraba  como 
inconstitucional. 

Nos  parece  evidente  que  la  opinión  emitida  por  el  se- 
ñor Altamirano  en  el  caso  que  referimos,  nos  conduciría 
a  la  consecuencia,  verdaderamente  inadmisible,  de  que 
funcionando  el  Congreso  en  sesiones  estraordinarias,  su 
papel  se  limitaría  a  aceptar  o  rechazar  los  proyectos  de  lei 
que  el  Ejecutivo  le  remitiere.  Carecería  entonces  el  Con- 
greso de  la  facultad  de  correjirlos  i  adicionarlos,  i  caería- 
mos así  en  el  Gobierno  que,  según  lo  dijimos  ya  al  ocu- 
parnos* del  art  40,  llama  consultivo  el  malogrado  publi- 
cista francés  Prevost  ParadoL 

Si  debe  reconocerse  que  las  Cámaras  tienen  facultad 
de  correjir  o  modificar  los  proyectos  de  iei  que  discuten, 
sea  en  sesiones  ordinarias  o  estraordinarias,  porque  la 
Constitución  no  se  las  ha  quitado  en  estas  últimas,  es 
forzoso  también  admitir  que  dicha  facultad  no  puede 
tener  otro  límite  que  el  que  señalen  a  la  Cámara  la  pru- 
dencia i  cordura  de  sus  miembros,  quienes  naturalmente 
conservarán  siempre  en  el  proyecto  de  lei  que  discutie- 
ren su  idea  matriz  o  fundamental. 

Así,  en  el  caso  citado  por  el  señor  Matta  en  1871,  el 
Senado,  al  discutir  el  proyecto  de  impuesto  que  le  pre- 
sentó el  Ejecutivo  e*h  sesiones  estraordinarias,  alterando 
la  forma  en  que  lo  había  aprobado  la  Cámara  de  Dipu- 
tados, i  convirtiéndolo  de  impuesto  en  empréstito,  consi- 
deró, sin  duda,  que  la  idea  fundamental  del  proyecto  era 
la  de  proporcionar  recursos  al  Erario, 

Así,  el  Senado,  en  sesión  de  30  de  noviembre  de  1870, 
discutió  un  proyecto  redactado  por  su  comisión  de  ha- 
cienda exceptuando  del  pago  del  impuesto  agrícola  los 
fundos  cuya  renta  no  excediera  de  cien  pesos,  apesar 
de  que  en  la  convocatoria  a  estraordinarias  se  había  in- 
cluido únicamente  un  proyecto  sobre  condonación  de  las 
cantidades  que,  en  razón  del  impuesto  agrícola,  adeuda- 
ban solo  los  fundos  de  la  provincia  de  Chiloé,  i  apesar  de 
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que  en  esa  misma  forma  lo  había  aprobado  la  Cámara  de 
Diputados. 

Así,  en  sesión  de  17  de  diciembre  de  1870,  la  Cámara 
de  Diputados  acordó  por  31  votos  contra  22,  pasar  a  co- 
misión un  proyecto  de  lei  sobre  aumento  de  sueldo  a  los 
empleados  de  la  Aduana  de  Valparaíso,  a  fin  de  que  se 
hiciera  estensivo  a  los  de  todas  las  aduanas  de  la  Repú- 
blica, apesar  de  que  el  Ministro  de  Hacienda,  señor  don 
José  Antonio  Gandaríllas,  observó  que  el  proyecto  in- 
cluido en  la  convocatoria  se  refería  solo  a  aquellos,  i  se 
opuso  a  la  indicación  del  señor  don  Miguel  Cruchaga, 
por  creer  que  el  Congreso  no  podía  ocuparse  de  la  am- 
pliación que  ella  envolvía.  La  indicación  fué,  sin  em- 
bargo, aprobada  por  la  mayoría  que  acabamos  de  in- 
dicar. 

Estos  ejemplos  i  cien  otros  que  sería  fácil  citar,  reve- 
lan que  la  facultad  que  a  las  Cámaras  corresponde  do 
introducir  enmiendas  en  los  proyectos  de  lei  que  el  Eje- 
cutivo les  somete  en  sesiones  estraordinarias,  no  puede 
sujetarse  a  otros  límites  que  los  que  la  prudencia  i  la  ló- 
jica  de  las  mismas  Cámaras  establecen  en  cada  caso. par- 
ticular. 

Nos  parece  que  es  esta  la  única  solución  aceptable  en 
la  materia, 


Art.  54 


dLa  Cámara  de  Senadores  no  podr¿,  entrar  en  sesión 
ni  continuar  en  ella  sin  la  concurrencia  de  la  tercera 
parte  de  sus  miembros,  ni  la  Cámara  de  Diputados  sin 
la  de  la  cuarta  parte  de  los  suyos.» 

Este  artículo,  debido  a  la  lei  de  reformabilidad  de  3 
de  enero  de  1873  i  a  la  de  reforma  de  25  de  setiembre 
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del  mismo  año,  ha  reemplazado  al  antiguo  art.  54,  que 
decía  así: 

«Ninguna  de  las  Cámaras  puede  entrar  en  sesión  sin 
la  concurrencia  de  la  mayoría  absoluta  de  los  miembros 
de  que  debe  componerse.» 

En  sesión  estraordinaria  de  15  de  noviembre  de  [1872 
se  presentó  al  Senado,  suscrita  por  once  de  sus  miem- 
bros, la  moción  que  proponía  declarar  reformable  el  art. 
54  de  la  Constitución,  i  se  pidió  por  el  señor  don  Alejan- 
dro Royes  se  incluyera  en  la  convocatoria.  Hecho  esto 
por  el  Presidente  de  la  República,  la  moción  indicada  fué 
puesta  en  discusión  jeneral  i  particular,  i  aprobada  por 
unanimidad  i  sin  debate,  en  sesión  del  Senado  de  22  del 
mismo  mes  i  año.  La  Cámara  de  Diputados,  en  sesión 
de  20  de  diciembre  siguiente,  la  aprobó  también,  des- 
pués de  puesta  en  discusión  jeneral  i  particular,  con  un 
voto  en  contra,  i  fuó  promulgada  como  lei  el  3  de  enero 
de  1873. 

La  conveniencia  de  la  reforma  que,  nueve  meses  mas 
tarde,  llevó  a  efecto  la  lei  de  25  de  setiembre  del  mismo 
añQ,  fué  apoyada  por  nosotros  en  sesión  de  la  Cámara  de 
Diputados  de  28  de  agosto,  sosteniendo  el  informe  que 
nos  cupo  la  honra  de  redactar,  i  que,  modificando  el  pro- 
yecto de  la  Cámara  de  Senadores,  fué  aprobado  por  ambas 
en  su  parte  dispositiva,  que  es  hoi  la  disposición  consti- 
tucional vijente. 

En  sesión  de  la  Cámara  de  Diputados  de  24  de  agos- 
to de  1854,  el  señor  don  Jerónimo  Urmeneta,  apoyado 
por  el  señor  don  Antonio  Varas,  hizo  indicación  para 
que,  una  vez  reunidos  quince  Diputados,  se  procediera  a 
discutir  los  asuntos  pendientes  ante  la  Cámara,  reser- 
vándose votarlos  para  cuando  hubiera  número.  Habiendo 
observado  el  señor  don  Ramón  Renjifo  que  podría  consi- 
derarse inconstitucional  la  idea  sujeridaporelse&or  Ur- 
meneta, se  determinó  acordar  lo  conveniente  en  la  sesión 
inmediata,  lo  que  no  se  ha  hecho  hasta  ahora. 
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1  mr  a* 

Ar.  ¡jo 


a  Si  el  dia  señalado  por  la  Constitución  para  abrir  la9 
sesiones  ordinarias,  se  hallase  el  Congreso  en  sesiones  es- 
traordinariasy  cesarán  estas,  i  continuará  tratando  en  se- 
siones ordinarias  de  los  negocios  pam  que  había  sido  con- 
vocado .v 

Este  precepto  es,  en  su  primera  parte,  una  mera  con- 
secuencia del  arfc.  52  que  dispone  que  el  Congreso  abri- 
rá sus  sesiones  ordinarias  el  1.°  de  junio  de  cada  año,  sin 
distinguir,  si  al  llegar  ese  dia,  se  encuentra  en  receso  o 
funcionando  en  sesiones  estraordinarias. 

La  segunda  parte  del  artículo  importa  una  mera  reco- 
mendación, porque  nadie  ni  nada  puede  obligar  a  las  Cá- 
maras a  tratar,  en  sesiones  ordinarias  i  con  preferencia  a 
los  proyectos  de  lei  iniciados  por  sus  propios  miembros, 
de  los  incluidos  por  el  Ejecutivo  en  sesiones  estraordi- 
narias ya  conchudas. 

Pensamos,  por  consiguiente,  que  este  artículo,  que  ja- 
mas ha  suscitado  discusión,  podría  suprimirse  de  la  Cons- 
titución sin  inconveniente  alguno. 


Art.  56 

(íEl  Senado  i  la  Cámara  de  Diputados  abrirán  i  ce- 
rrarán sus  sesiones  ordinarias  i  estraordinarias  a  un  mis- 
mo tiempo.  El  Senado,  sin  embargo,  puede  reunirse  sin 
presencia  de  la  Cámara  de  Di^nitados  para  el  ejercicio 
de  las  funciones  judiciales  que  disponen  los  arts.  29,  30 
i  31,  i  la  parte  2*  del  art  39. 

a  La  Cámara  de  Diputados  continuará  sus  sesiones  sin 
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presencia  del  Senado,  si  concluido  el  periodo  ordinario 
hubieren  quedado  pemlientes  algunas  acusaciones  contra 
fos  funcionarios  que  designa  la  parte  2?  del  art.  38,  con 
el  esclusivo  objeto  de  declarar  si  Jia  lugar,  o  no,  a  la 
acusacion.i> 

El  primero  de  los  tres  preceptos  que  este  artículo  es- 
tablece, tiene  un  fundamento  tan  natural  i  obvio  que  no 
se  presta  a  dudas.  Si  ambas  Cámaras  no  estuvieran  fun- 
cionando siempre  constitucionalmente  a  un  mismo  tiem- 
po, sería  imposible  obtener  el  pronto  despacho  de  los 
proyectos  de  lei,  i  lo  sería  también  poner  en  práctica  el 
sistema  de  reconsideraciones  e  insistencias  inmediatas 
que  han  creado  los  arts.  50  i  51  de  la  Constitución.  Ni 
lo  uno  ni  lo  otro  se  conseguiría  si  el  Senado  funcionara, 
por  ejemplo,  desde  el  1.°  de  junio  hasta  el  15  de  julio,  i 
la  Cámara  de  Diputados  desde  el  16  de  julio  hasta  el  1.° 
de  setiembre  de  cada  año. 

Es  esto  tan  claro,  (pie  no  es  menester  insistir  en  ello, 

o 
o  o 

El  segundo  precepto  del  art.  56  ha  tenido  aplicación 
solo  una  vez,  cuando,  en  1869,  el.  Senado  funcionó,  jure- 
propio,  por  sí  solo,  sin  necesidad  de  convocatoria  del 
Ejecutivo,  para  conocer  de  la  acusación  entablada  en  no- 
viembre de  1868  por  la  Cámara  de  Diputados  contra 
cuatro  Majistrados  de  la  Corte  Suprema. 

Debe  tenerse  presente  que  ese  segundo  precepto  se  re- 
fiere solamente  a  la  atribución  judicial  que  corresponde 
al  Senado  conforme  a  la  parte  2.ft  del  art.  39;  porque,  a 
consecuencia  de  ser  hoi  directas  las  elecciones  de  Sena- 
dores, se  han  suprimido  de  la  Constitución  los  arts.  29, 
30  i  31  que  conferían  a  ese  cuerpo  la  facultad  de  hacer 
el  escrutinio,  la  proclamación  i  la  rectificación  de  las  elec- 
ciones de  sus  miembros.  Estas  facultades  cabían  den- 

42 
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tro  del  antiguo  sistema  de  elección  indirecta  o  de  segun- 
do grado,  abolido,  relativamente  al  Senado,  desde  1874. 
La  comisión  encargada  por  el  Congreso  de  hacer  pu- 
blicar una  nueva  edición  de  la  Carta  Fundamental  de 
1833,  ajustada  a  las  reformas  en  ella  introducidas  hasta 
que  principió  a  rejir  la  lei  de  reforma  de  24  de  octubre 
de  1874,  comisión  de  la  cual  tuvimos  el  honor  de  formar 
parte,  en  unión  con  los  señores  Senadores  don  Alejandro 
Reyes  i  don  Manuel  José  Irarrázaval,  i  con  el  señor  Dipu- 
tado don  Isidoro  Errázuriz,  no  se  creyó  facultada  para  eli- 
minar del  art.  56  la  referencia  inútil  a  los  arts.  29,  30  i 
31,  ya  suprimidos,  porque  aquel  no  fué  declarado  refor- 
mable ni  se  reformó  conforme  a  las  reglas  establecidas 
por  los  arts.  165  a  168. 

o 
o  o 

La  disposición  que  contiene  el  segundo  párrafo  del 
art.  56,  ha  suministrado  un  argumento  a  los  que  han  pre- 
tendido que  la  Cámara  de  Diputados  no  puede  ejercerla 
facultad  de  acusar  que  le  confiere  la  parte  2.a  del  art.  38 
en  sesiones  estraordinarias,  sino  está  la  acusación  inclui- 
da por  el  Ejecutivo  en  la  convocatoria,  para  sostener  esa 
opinión  que  parece  hoi  rechazada  ya  definitivamente. 

Puesto  que  ese  precepto  espresa  que  la  Cámara  de 
Diputados  continuará  sus  sesiones  sin  presencia  del  Se- 
nado, si  concluido  el  período  ordinario  hubieren  quedado 
pendientes  algunas  acusaciones,  i  no  espresa  igual  cosa 
tratándose  del  período  estraordinario,  es  evidente,  se  ha 
dicho,  que  no  puede  aplicarse  aquella  regla  a  este  se- 
gundo caso,  i  que,  no  pudiendo  aplicarse,  ello  manifiesta 
que  la  Cámara  de  Diputados  no  puede  acusar,  jure-pro- 
pio, en  sesiones  estraordinarias. 

Nosotros  negamos  por  completo  la  evidencia  de  seme- 
jante conclusión.  Si  es  cierto,  como  lo  hacían  notar  en 
1858  i   1864  los  señores   don  Alejandro  Reyes  i  don 
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Francisco  Puelma  (1),  que  la  parte  2.a  del  art.  38  confie* 
re  a  la  Cámara  de  Diputados  la  facultad  de  acusar  ante 
el  Senado  cuando  hallare  por  conveniente  hacer  efectiva 
la  responsabilidad  de  los  funcionarios  que  esa  disposi- 
ción menciona,  nos  parece  claro  que  puede  ejercitarla 
cuando  le  plazca,  sea  en  sesiones  ordinarias  o  estraordi- 
narias, aparte  de  las  demás  poderosísimas  consideracio- 
nes que,  en  apoyo  de  esta  opinión,  hemos  apuntado  al 
estudiar  el  art.  53. 

El  segundo  párrafo  del  art.  56  no  está  en  pugna  con 
esta  manera  de  ver.  Nó.  El  no  dice  lo  que  deberá  o  po- 
drá hacer  la  Cámara  de  Diputados  cuando,  iniciada  una 
acusación  durante  el  período  estraordinario,  terminara 
este  sin  que  se  hubiera  declarado  si  había  lugar,  o  no,  a 
la  acusación.  Nada  diciendo  el  precepto  que  nos  ocupa 
acerca  de  ese  punto,  pensamos  que  lo  evidente  en  realidad 
es  aplicarlo,  por  razones  de  identidad  completa,  al  caso  de 
las  acusaciones  iniciadas  en  sesiones  estraordinarias,  ya 
que  ellas,  para  el  funcionario  acusado,  en  nada  difieren 
de  las  promovidas  durante  las  sesiones  ordinarias. 

Cuando  una  lei  no  resuelve  todos  los  casos,  es  regla 
de  lójica  i  de  hermenéutica  resolverlos  a-pari  i  por  ana- 
lqjía  de  sus  disposiciones. 

Así  lo  entendió  la  Cámara  de  Diputados  en  el  oficio 
que  pasó  al  Presidente  de  la  República  el  29  de  abril  de 
1864,  cuando  tuvo  conocimiento  del  mensaje  de  clausura 
de  las  sesiones  estraordinarias,  pasado  precisamente  en 
los  momentos  en  que  se  ocupaba  de  discutir  si  había  o 
no  lugar  a  las  dos  proposiciones  de  acusación  que  había 
ya  admitido  a  examen  i  que  estaban  informadas  por  las 
respectivas  comisiones.  Ese  oficio,  aunque  firmado  solo 
por  el  Presidente  i  Secretario  de  la  Cámara,  en  la  forma 


(1)  Acusaciones  contra  los  señores  don  Adolfo  Larénas  i  don  Anjel 
Prieto  i  Cruz  a  que  hemos  aludido  en  nuestros  estudios  sobre  la  parte  2.* 
del  art.  38. 
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acostumbrada,  atendida  la  singularidad  del  caso  i  la  gra- 
vedad de  la  situación,  espresó  que  adherían  a  la  opinión 
en  él  manifestada  40  señores  Diputados,  entre  los  cuales 
tuvimos  la  honra  de  contarnos. 

Mas  tarde,  cuando  en  sesión  de  16  de  junio  de  1864, 
renovada  ya  la  Cámara  de  Diputados,  se  continuó  la  dis- 
cusión de  aquellas  acusaciones,  el  señor  don  Manuel  An- 
tonio Tocornal  Grez,  Presidente  en  esos  momentos  de 
dicha  Cámara,  i  que,  como  Ministro  del  Interior,  había 
iirmado  el  mensaje  de  clausura  de  28  de  abril  anterior, 
dijo,  entre  otras  cosas,  las  palabras  siguientes:  «Puedo 
asegurar  a  la  Cámara  que  el  Presidente  de  la  República 
jamas  habría  empleado  medio  alguno  coercitivo  contra 
ella,  si  hubiera  continuado  conociendo  de  las  acusaciones.» 

Estas  espresiones,  en  boca  de  un  estadista  tan  nota- 
ble i  digno  como  el  señor  Tocornal,  que  fué  siempre  ce- 
loso sostenedor  de  la  tesis  contraria  a  lo  que  nosotros 
hemos  defendido  i  defendemos,  prueban,  a  lo  menos,  que 
no  puede  calificarse  de  evidente  la  deducción  que  se  ha 
pretendido  deducir  del  segundo  inciso  del  art.  56  i  que 
nosotros  impugnamos.  El  error  de  esa  deducción  con- 
siste en  discurrir  a-contrario-sensu  en  un  caso  en  que  de- 
be discurrirse  a-par  i. 


De  la  Comisión  Conservadora 


Art.  57 


<iAutes  de  cerrar  el  Congreso  sus  sesiones  ordinarias^ 
file/irá  todos  los  ailos  cada    Cámara  siete  de  sus  miem- 
bros que  compongan  la   Comisión   Conservadora,    la  cual 
formará  tin  solo  cuerpo  i  cuyas  funciones  espiran  de  he- 
cho el  dia  31  de  mayo  siguiente.» 
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Art.  58 


aLa  Comisión  Conservadora,  en  representación  del  Con- 
greso, ejerce  la  supervijilancia  que  a  este  pertenece,  sobre 
todos  los  ramos  de  la  administración  pública. 

aLe  corresponde,  en  consecuencia: 

al.0  Velar  por  la  observancia  de  la  Constitución  i  de 
las  leyes,  i  prestar  protección  a  las  garantías  individua- 
les; 

<n2.°  Dirijir  al  Presidente  de  la  República  las  repre- 
sentaciones conducentes  a .  los  objetos  indicados,  i  reiterar- 
las por  segunda  vez,  si  no  hubieren  bastado  las  prime- 
ras. 

« Cuando  las  representaciones  tuvieren  por  fundamento 
abusos  o  atentados  cometidos  por  autoridades  que  depen- 
dan del  Presidente  de  la  República,  i  este  no  tomare  las 
medidas  que  estén  en  sus  facultades  para  poner  término 
al  abuso  i  para  el  castigo  del  funcionario  culpable,  se 
entenderá  que  el  Presidente  de  la  República  i  el  Minis- 
tro del  ramo  respectivo,  aceptan  la  responsabilidad  de  los 
actos  de  la  autoridad  subalterna,  como  si  se  hubiesen  eje- 
cutado por  su  orden  o  cotí  su  consentimiento: 

a3.°  Prestar  o  rehusar  su  consentimiento  a  los  actos  del 
Presidente  de  la  República  a  que,  según  lo  prevenido  en 
esta  Constitución,  debe  proceder  de  acuerdo  con  la  Comi- 
sión Conservadora; 

<l4.°  Pedir  al  Presidente  de  la  República  que  convoque 
estraordinariamente  al  Congreso  cuando,  a  su  juicio,  lo 
exijieren  circunstancias  estrtwrdinarías  i  excepcionales; 

<c5.°  Dar  cuenta  al  Congreso  en  su  piimera  reunión, 
de  las  medidas  que  hubiere  tomado  en  desempeño  de  su 
cargo. 

<íLa   Comisión  es  responsable  al  Congreso  de  su  omi- 
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sion  en  el  cumplimiento  de  los  deberes  que  los  incisos  pre- 
cedentes le  imponen.» 

La  Comisión  Conservadora,  que  la  Constitución  de 
1828  llamaba  Comisión  Permanente,  como  la  llaman  las 
Constituciones  del  Perú  i  del  Uruguai,  tiene  por  objeto 
hacer  constante  la  acción  inspectiva  que,  en  todo  pais 
rejido  por  el  sistema  representativo,  debe  corresponder 
al  Congreso  sobre  todos  los  ramos  de  la  administración 
pública. 

Antes  de  la  reforma  constitucional  de  1874,  la  Comi- 
sión Conservadora  se  componía  solo  de  siete  Senadores 
que  el  Senado  debía  elejir  el  dia  antes  de  cerrar  el  Con- 
greso sus  sesiones  ordinarias.  Hoi  se  compone  de  cator- 
ce, miembros,  siete  Diputados  i  siete  Senadores,  elejidos 
todos  los  años  por  la  Cámara  respectiva  antes  de  cerrar 
el  Congreso  sus  sesiones  ordinarias,  formando  la  Comi- 
sión un  solo  cuerpo  cuyas  funciones  espiran  de  hecho  el 
31  de  mayo  siguiente. 

La  reforma,  como  es  fácil  notarlo,  ha  elevado  el  nú- 
mero de  miembros  de  la  Comisión  Conservadora,  dando 
en  ella  cabida  a  representantes  de  las  dos  Cámaras,  i 
revistiéndola  así  de  mayor  prestijio  i  respetabilidad. 

Es  de  sentir,  sin  embargo,  que  la  reforma  no  haya 
establecido  cual  sistema  de  elección  debía  observarse 
por  las  Cámaras  al  designar  aquellos  de  sus  miembros 
que  deben  formar  la  Comisión,  adoptando  el  sistema  del 
voto  proporcional  o  el  del  voto  acumulativo.  Con  el  de 
lista  completa,  el  partido  que  cuenta  con  mayoría  en  las 
dos  ramas  del  Congreso,  elejirá  una  Comisión  Couser- 
vadora  cuyos  miembros  todos  militen  en  sus  filas. 

Una  lei,  es  cierto,  podría  salvar  ese  vacío  de  la  Cons- 
titución, ya  que  no  sería  dado  aceptar  que  materia  tan 
grave  hubiera  de  sujetarse  a  prescripciones  internas  i 
reglamentarias,  que  traerían  por  resultadQ  el  que  una 
Cámara  adoptara  un  sistema  de  elección  distinto  al  que 
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admitiera  la  otra.  Es  evidente  que  tal  desacuerdo  no 
tendría  esplicacion  alguna  satisfactoria. 


Q 

o  o 


Como  la  antigua  disposición  constitucional  contenida 
en  el  art.  57,  disponía  que  los  siete  Senadores  que  debían 
formar  la  Comisión  Conservadora  fuesen  elejidos  el  día 
antes  de  cerrar  el  Congreso  sus  sesiones  ordinarias,  ha 
habido  muchos  casos  en  que,  prorogadas  esas  sesiones, 
la  elección  se  ha  verificado  no  el  30  o  31  de  agosto,  como 
se  ha  hecho  i  se  hace  casi  siempre,  sino  a  mediados  de 
octubre,  antes  de  terminar  la  próroga.  Así,  en  1843  la 
elección  de  los  siete  Senadores  que  debían  formar  la 
Comisión  se  hizo  el  19  de  octubre.  Así,  en  30  de  agosto 
de  1844,  el  Senado  resolvió  por  unanimidad  aplazar  di- 
cha elección  hasta  la  víspera  del  dia  en  que  debían  ter- 
minar las  sesiones  ordinarias  prorogadas.  Así,  todavía, 
en  1845  esa  elección  se  efectuó  el  17  de  octubre. 


o 
o  o 


En  sesión  del  Senado  de  31  de  agosto  de  1853,  el  se- 
ñor don  Andrés  Bello  sostuvo  que  los  Senadores  suplen- 
tes no  podían  ser  elejidos  miembros  déla  Comisión  Con- 
servadora, contra  la  opinión  del  señor  Presidente  de  ese 
cuerpo  don  Fernando  Lazcano.  El  señor  don  Francisco 
Javier  Ovalle  sostuvo  opinión  idéntica  a  la  del  .señor 
Bello  en  sesión  del  Senado  de  30  de  agosto  de  1865.  En 
ninguno  de  los  dos  casos  citados  se  votó  proposición  al- 
guna que  indicara  el  modo  de  ver  del  Senado  acerca  de 
la  cuestión,  porque  en  ambos  resultaron  elejidos  siete 
Senadores  propietarios. 

La  duda  tenía  alguna  importancia  cuando  los  Senado- 
res suplentes  debían  su  existencia  nada  mas  que  a  la  leí. 
Hoi  que  tienen  existencia  constitucional,  del  mismo  mo- 
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do  que  los  Diputados  suplentes,  no  divisamos  razón  quo 
pudiera  impedir  a  la  Cámara  respectiva  elejir  miembro 
de  la  Comisión  Conservadora  a  un  Senador  o  Diputado 
suplente,  que,  a  consecuencia  de  muerte  o  inhabilidad 
absoluta  de  uno  o  de  varios  de  los  propietarios  a  quienes 
está  llamado  a  reemplazar,  ocupare  en  la  Cámara  su 
asiento  de  una  manera  estable  i  permanente.  En  este 
caso,  el  suplente  goza  de  la  misma  situación  constitucio- 
nal que  el  propietario. 

Cuando  la  suplencia  &e  sirve  solo  temporal  o  acciden- 
talmente, no  nos  parecería  correcta  la  elección  para 
miembro  de  1%  Comisión  Conservadora  de  un  suplente, 
que  podría  o  debería  ser  escluido  de  ella  por  su  propie- 
tario o  por  sus  propietarios.  Desde  que  estos  pueden  ser 
muchos,  i  desde  que  cada  provincia  elije  solo  un  Sena- 
dor suplente,  i  cada  departamento  un  Diputado  de  la 
misma  especie,  el  procedimiento  de  elejir  a  estos  últimos, 
fuera  del  caso  que  indicamos  en  el  párrafo  anterior,  da- 
ría lugar  a  dificultades  gravísimas  i  a  cuestiones  hasta 
poco  decorosas,  por  lo  mismo  que  tendrían  mucho  do 
personales. 


o 
o  o 


Dicho  lo  que  precede  con  relación  al  art.  57,  ocupé- 
monos del  nuevo  art.  58  de  la  Constitución,  que  difiere 
notablemente  del  antiguo. 

Principia  por  establecer  que  la  Comisión  Conservado- 
ra, «en  representación  del  Congreso,  ejerce  la  supervijilancia 
que  a  este  pertenece  sobre  todos  los  ramos  de  la  administración 
publica ¿>  correspondiéndole,  en  consecuencia,  velar  por 
la  observancia  de  la  Constitución  i  de  las  leyes,  i  prestar 
protección  a  las  garantías  individuales. 

Las  espresiones  escritas  en  letra  cursiva,  que  son  nue- 
vas en  el  artículo  que  estudiamos,  han  inducido,  en  mas 
de   un   caso,  la  creencia  errónea  de  que,    so  color  de 
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protejer.las  garantías  individuales,  la  Comisión  Conser- 
vadora o  el  Congreso  podrían  correjir  o  enmendar  reso- 
luciones judiciales,  sean  sentencias  definitivas  o  provi- 
dencias de  mera  tramitación. 

Recordaremos  los  dos  casos  ocurridos  después  de  la  re- 
forma de  1874,  i  nos  parece  que  su  simple  esposicion  i  las 
resoluciones  en  ellos  libradas,  bastarán  para  fijar  clara- 
mente la  verdadera  intelijencia  del  precepto  constitu- 
cional. 

El  primer  caso,  ocurrido  en  1875,  está  perfectamente 
narrado  por  la  Corte  Suprema  en  el  informe  que  pasó  a 
la  Comisión  Conservadora  el  2  de  abril  de  aquel  año, 
cuyo  tenor  es  el  siguiente: 

«Corte  Suprema  de  Justicia. — Santiago,  abril.  2  de 
1875. — Esta  Corte  ha  recibido  la  nota  del  22  del  pasado 
para  que  informe  acerca  de  una  solicitud  del  abogado 
don  Ricardo  Letelier  i  prescindiendo  por  esta  vez  de  la 
forma  irregular  de  la  comunicación  dirijida  por  secreta- 
ría, cree  conveniente  esponer  las  principales  considera- 
ciones que  a  su  juicio  deben  estar  en  conocimiento  do 
V.  E.  en  esta  materia. 

"Formóse  en  Talca  un  proceso  criminal  por  un  delito, 
grave  de  que  aparecía  indiciado  un  individuo;  i  por  au- 
sencia del  ájente  fiscal  e  inhabilidad  del  que  debía  su- 
brogarlo, el  juez  de  letras  nombró  al  abogado  don  Pedro 
Letelier  para  que  ejerciera  el  cargo.  Resistióse  el  nom- 
brado a  desempeñarlo  i  reclamó  de  la  providencia  del 
juez;  pero  su  solicitud  fué  denegada  no  ya  por  el  mismo 
majistrado  que  había  verificado  el  nombramiento  sino 
por  otro  que  había  tomado  el  conocimiento  de  la  causa. 
Interpuesta  apelación  i  concedida  en  todos  sus  efectos 
se  paralizó  el  juicio  con  grave  detrimento  de  la  inocen- 
cia del  reo  o  do  la  vindicta  pública.  Esta  Corte,  oídas  las 
partes,  confirmó  la  providencia  apelada  i  condenó  en  cos- 
tas al  reclamante  que  había  dado  ocasión  al  retardo  del 
juicio.  Estas  son  las  sentencias  que  se  califican  de  actos 
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de  fuerza  i  que  motivan  la  petición  de  que  esta  Be  alce, 
es  decir,  de  que  se  invaliden  i  anulen  i  se  dejen  sin 
efecto. 

"Estos  juzgamientos,  cualquiera  que  sea  el  carácter 
que  se  pretenda  atribuirles,  son  irrevocables  por  V.  £. 
Ellos  constituyen  un  juicio  definitivamente  resuelto,  cu- 
yo conoóimiento  no  puede  avocarse  ni  mucho  menos  ha- 
cer revivir  el  Congreso,  ni  el  Presidente  de  la  Repúbli- 
ca, según  el  precepto  del  art.  108  de  la  Constitución. 

"La  competencia  esclusiva  de  los  tribunales  de  justicia 
para  juzgar  en  la  causa  formada  por  el  delito  cometido 
no  puede  ponerse  en  duda  i  ella  comprende  precisa  i  ne- 
cesariamente la  de  resolver  todas  las  cuestiones  inci- 
dentales concernientes  al  mismo  juicio.  Ninguna  auto- 
ridad de  otro  orden  puede  apreciar  estas  cuestiones  pa- 
ra confirmar  o  revocar  el  fallo  que  se  hubiere  espedido 
sin  invadir  las  facultades  propias  de  un  poder  estrafio 
que  no  le  está  sumetido. 

"La  Carta  Fundamental  confiere  a  V,  E.  el  cargo  de  ve- 
lar por  la  observancia  de  la  Constitución  i  dé  las  leyes, 
prestar  protección  a  las  garantías  individuales  i  dirijir 
al  Presidente  de  la  República  las  representaciones  con- 
ducentes a  estos  objetos;  pero  esta  atribución  tiene  sus 
límites  claramente  deslindados;  nunca  llega  hasta  revi- 
sar los  fallos  de  los  tribunales,  alterando  o  modificando 
lo  que  por  ellos  hubiere  sido  juzgado.  Sin  esta  restric- 
ción V.  E.  sería  el  Tribunal  Supremo  en  todas  las  mate- 
rias judiciales  o  mas  propiamente  lo  sería  el  Congreso 
en  cuya  representación  obra  V.  E.  i  solo  para  darle  cuen- 
ta de  las  reclamaciones  que  hubiere  hecho. 

"Los  principios  sumariamente  insinuados  impiden  a  es- 
ta Corte  ocuparse  en  el  examen  de  los  fundamentos  de 
la  sentencia  que  espidió  i  de  las  alegaciones  de  la  solici- 
tud sobre  que  se  le  ha  pedido  informe.  No  puede,  en 
efecto,  discutirse  ante  V.  E.  la  legalidad  i  fuerza  de  la* 
cosa  juzgada  i  del  asunto  ya  fenecido,  ni  aun  conside- 
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rar&e  sí  en  la  causa  de  que  se  trata,  atendida  la  natura- 
leza del  delito»  debió  intervenir  el  ájente  fiscal,  si  el  ejer- 
cicio del  ministerio  público  en  ese  caso  especial,  i  por 
falta  de  Un  funcionario  que  lo  desempeñase,  era  una  car- 
ga que  pesaba  en  jeneral  sobre  todos,  i  en  particular  so-» 
bre  los  abogados  que  por  tazón  de  sus  conocimientos 
podían  auxiliar  mejor  la  acción  de  la  justicia;  si  el  juez 
pudo  designar  a  Un  individuo  para  este  efecto;  si  al  nom- 
brado le  fué  licito  sustraerse  a  este  deber,  sin  mas  razón 
ni  escusa  que  su  falta  de  voluntad,  i  otras  cuestiones  de 
análoga  naturaleza.  Para  estimar  el  valor  legal  de  todas 
ellas  en  el  proceso  de  Talca,  seria  necesario  que  este  vi- 
niese ante  V.  E.,  es  decir,  que  V.  E.  se  avocase  su  co- 
nocimiento haciendo  revivir  el  incidente  fenecido. 

"Esta  Corte  está  animada  del  deseo  de  dar  a  V.  E. 
testimonios  de  su  deferencia,  pero  no  puede  prescindir 
del  imperioso  deber  de  no  contribuir  por  su  parte  a  que 
las  funciones  judiciales  se  invadan  por  otras  autoridades, 
o  se  confundan  con  las  que  son  propias  de  estas,  i  se 
salve  la  barrera  que  la  Carta  Fundamental  ha  puesto 
para  deslindar  las  atribuciones  de  los  poderes  que  ella 
establece. 

"Dios  guarde  a  V.  É. — Manuel  Montt — José  Alejo 
Valenzuela. — José  Miguel  Barriga. — Alvaro  Ootiúrrúbias. 
-^-Alejúndro  Reyes, — A  la  honorable  Comisión  Conser- 
vadora." 

Las  opiniones  sostenidas  por  la  Corte  Suprema  en  el 
oficio  que  precede  fueron,  como  no  podían  dejar  de  ser- 
lo, acojidas  por  la  Comisión  Conservadora  en  el  caso  a 
que  hemos  aludido,  resolviéndolo  de  la  manera  siguiente: 

"Santiago,  abril  12  de  1875.— Vistos  los  antecedentes 
i  oida  la  esposicion  verbal  del  interesado,  la  Comisión 
Conservadora  declara  que  no  se  halla  en  el  caso  de  ha- 
cer uso  de  las  facultades  que  le  confiere  la  parte  1.a  del 
art.  58  de  la  Constitución. — Pérez. — Larrain. — Lira.— • 
Barros  Moran.^-Miguel  Gampinv,  secretario." 
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De  la  misma  manera  que  la  Corte  Suprema  i  que  la 
Comisión  Conservadora  de  1875,  nos  cupo  a  nosotros  la 
honra  de  discurrir  en  sesiones  de  la  Cámara  de  Diputa-, 
dos  de  30  de  noviembre  i  de  1.°  de  diciembre  de  1877,  a 
consecuencia  de  una  solicitud  presentada  ante  ella  a 
nombre  del  reo  de  homicidio  don  Miguel  J.  Triviños,  en 
que,  quejándose  de  la  tramitación  dada  a  su  causa  por 
la  Corte  Suprema,  pedía  a  la  Cámara  que,  en  virtud  de 
estar  llamada  por  1^  Constitución  reformada  a  prestar 
protección  a  las  garantías  individuales,  adoptara  las  me- 
didas convenientes,  a  fin  de  que  se  diera  a  dicha  causa 
la  tramitación  ordinaria  i  legal. 

Como  fiel  esposicion  de  nuestra  manera  de  apreciar  la 
naturaleza  i  alcance  de  la  atribución*  constitucional  quo 
examinamos,  nos  permitimos  transcribir  aquí  íntegra- 
mente los  dos  discursos  que  pronunciamos  en  la  recor- 
dada sesión  de  30  de  noviembre  de  1877,  el  que  pro- 
nunció en  la  misma  el  señor  don  Jo  vino  Novoa,  i  las 
pocas  palabras  que  nosotros  dijimos  en  la  sesión  del 
dia  siguiente: 

Leída  la  conclusión  de  la  solicitud,  que  nosotros  no 
conocíamos,  e  informados  de  que  se  pedía  que  dicha  so- 
licitud pasara  a  comisión,  combatiéndose  la  indicación 
hecha  por  el  Vice-Presidente  señor  don  Enrique  Cood 
para  que  fuera  devuelta  al  peticionario,  dijimos  lo  que 
sigue : 

«El  señor  Huneeus.- — No  necesito  mas,  señor  Presi- 
dente, para  formar  mi  juicio  acerca  del  alcance  que  debe 
darse  a  esta  solicitud.  Para  mí  es  un  recurso  nuevo  e 
inusitado  contra  el  primer  tribunal  de  la  República  i  que 
tiende  a  constituir  a  la  Cámara  en  un  tercer  tribunal  de 
apelación. 

"Según  lo  que  he  alcanzado  a  oir  del  discurso  de  mi 
honorable  amigo  el  señor  Diputado  por  San  Fernando,  el 
reo  Triviños  se  queja  de  que  se  le  ha  negado  una  próroga 
del  término  de  prueba  que  él  solicitaba,  i  pide  a  la  Ca- 
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mará  protección,  a  fin  de  que  esa  próroga  lo  sea  conce- 
dida. Esto  es  en  sustancia  lo  que  importa  ía  solicitud. 

"Desde  luego,  me  llama  la  atención  esto  de  recurrir  a 
la  Cámara  quejándose  de  los  procedimientos  de  un  tri- 
bunal. Supongamos  que  mañana  la  Corte  Suprema,  vio- 
lando la  lei,  da  una  sentencia  injusta  i  condena  a  un  ciu- 
dadano a  la  última  pena.  Este  se  queja  ante  la  Cámara. 
¿Podría  esta,  pregunto  yo,  aceptar  esa  solicitud  i  entrar 
de  lleno  a  rever  el  fallo  de  la  C  orte  Suprema?  Induda- 
blemente no,  porque  ello  sería  mui  peligroso,  i,  sobre  pe* 
ligroso,  inconstitucional. 

"El  reo,  agraviado  por  la  sentencia  de  la  Corte,  tiene 
todavía  el  camino  espedito  que  la  Constitución  le  fran- 
quea para  pedir  gracia,  ya  que  considera  que  la  senten- 
cia lia  sido  injusta.  El  reo  puede  ocurrir  al  Presidente  de 
la  República,  a  fin  de  que,  con  acuerdo  del  Consejo  de 
Estado,  le  conceda  indulto,  si  lo  tiene  a  bien;  pero  de 
ninguna  manera  a  la  Cámara. 

"Yo  creo  que  cada  rama  del  poder  público  debe  ser 
respetuosa  respecto  a  las  facultades  de  las  demás  ra- 
mas del  mismo  poder.  Para  algunos  es  doctrina  indiscu- 
tible esto  de  que  conviene  ir  ensanchando  las  libertades 
individuales,  limitando  las  atribuciones  del  Poder  Ju- 
dicial i  las  del  Ejecutivo,  i  confiriéndolas  al  Congreso. 
Yo  no  pienso  de  la  misma  manera. 

"Yo  acato  i  respeto  todas  las  opiniones;  pero  sostengo 
que  no  hai  libertad  donde  existe  acumulación  en  un  po- 
der de  las  atribuciones  que  deben  corresponder  a  los 
otros.  La  verdadera  libertad  consiste  en  asegurar  al  in- 
dividuo la  plenitud  de  sus  derechos,  sin  sujetar  el  ejer- 
cicio de  estos  a  trabas  de  ninguna  especie,  bien  sea  que 
estas  emanen  del  Poder  Judicial,  del  Ejecutivo  o  del  Le- 
jislativo.  I  esas  trabas  no  deben  ser  establecidas  sino 
cuando  lo  exijan  graves  consideraciones  de  orden  pu- 
blico. 
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"Todo  despotismo  es  inaceptable,  aun  ouando  lo  ejerza 
el  Congreso  Nacional. 

^Permítame  ahora  la  Cámara  ocuparme  brevemente  de 
la  indicaoiou  presentada  por  mi  honorable  amigo  el  se- 
ñor Vice-Presidente, 

aEl  reo  Triviños  se  apoya  en  la  disposición  oontenida 
en  el  inciso  1.°,  art.  58  de  la  Constitución,  que  dice: 

<tl.°  Velar  por  la  observancia  de  la  Constitución  i  de 
las  leyes,  i  prestar  protección  a  las  garantías  individua*  .g 

les.» 

"De  manera,  señor  Presidente,  que  si  hubiéramos  de 
entender  esta  disposición  constitucional  como  la  entien- 
de el  reo,  resultaría  que  jamas  tiene  el  Congreso  mayor 
suma  de  facultades  que  cuando  se  encuentra  representa- 
do por  la  Comisión  Conservadora.  Cuando  funciona  el 
Congreso,  la  Constituoion  le  señala  sus  atribuciones  en 
el  artf  38  i  no  puede  excederse  de  ellas;  [pero  ahora  se 
quiere  que  cuando  por  él  funciona  la  Comisión  Conser- 
vadora, tenga  un  poder  ilimitado  respecto  de  los  demás 
poderes, 

"Respecto  de  las  facultades  de  la  Comisión  Conserva- 
dora se  invocan  los  dos  primeros  incisos  del  art.  58. 

"Pero  se  olvida  lo  que  la  Constitución  dispone  en  el  art. 
108  respecto  a  las  atribuciones  del  Congreso,  a  quien 
niega  la  facultad  de  inmiscuirse  en  las  causas  pendien- 
tes i  la  de  avocarse  procesos  fenecidos.  Es  natural  creer, 
pues,  que  la  Constitución  no  ha  borrado  en  un  artículo 
lo  que  escribió  en  el  otro. 

(<E1  proceso  del  reo  Triviños  está  pendiente,  i  si  cree 
que  los  tribunales  han  violado  la  lei,  tiene  mui  espedi- 
to  su  dereoho  para  acusarlos  en  laTorma  correspondien- 
te. Ante  la  Cámara  no  puede  traerse  una  acusaoion  con- 
tra la  Corte  Suprema.  Solo  la  Cámara  misma  podría  acu- 
sarla ante  el  Senado  por  notable  abandono  de  sus  debe- 
res i  no  por  otro  motivo.  En  apoyo  de  esta  doctrina 
tenemos  la  resolución  que  adoptó  el  Senado  en  10  do 


>, 
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mayo  de  18G9,  cuando  fué  acusado  ante  él  el  Tribunal  Su- 
premo. El  honorable  Senado  sentó  entonces  ei  buen  pre- 
cedente de  que  la  Corte  Suprema  solo  puede  ser  acusa- 
da en  la  forma. que  acabo  de  espresar. 

"Por  otra  parte,  el  inciso  2.*  delart.  58  esplica  el  sen- 
tido del  inciso  1.°,  que  ha  paralogizado  a  algunos  señores 
Diputados. 

"Dice  el  inciso  2.*: 

cDirijir  al  Presidente  de  la  República  las  representa- 
ciones conducentes  a  los  objetos  indicados  i  reiterarlas 
por  segunda  vez  si  no  hubiere  bastado  la  primera.» 

"El  inciso  L°  dice: 

c  Velar  por  la  observancia  de  la  Constitución  i  de  las 
leyes,  i  prestar  protección  a  las  garantías  individuales. » 

"Ahora,  ¿en  qué  consiste  esta  protección  que  debe  la 
Comisión  Conservadora  a  las  garantías  individuales?  No 
en  otra  cosa  que  lo  que  deja  comprender  el  inciso  2.°  I 
si  este  inciso  2.°  faculta  a  la  Comisión  Conservadora  solo 
para  dirijir  representaciones  al  Presidente  de  la  Repú- 
blica para  los  objetos  indicados  en  el  1.*,  es  evideateque 
la  Constitución  quiere  que  la  vijilancia  que  encomienda 
a  la  Comisión  se  ejerza  sobre  los  empleados  subalternos 
del  orden  administrativo,  pero  de  ningún  modo  sobre  los 
miembros  del  Poder  Judicial,  respecto  de  los  cuales  el 
inciso  3.*  del  art.  82,  también  reformado,  no  confiere  fa- 
cultad alguna  al  Presidente  de  la  República  cuando  se 
trata  de  torcida  administración  de  justicia,  como  sucede 
en  el  caso  actual,  sino  solo  cuando  se  trata  de  su  con- 
ducta ministerial,  i  nada  mas  que  de  esta. 

"Esta  es  la  intelijencia  reeta  de  la  Constitución,  i  no  se 
puede  hacer  que  la  Cámara  se  mezcle  en  los  procedi- 
mientos de  los  Tribunales  de  Justicia.  Si  hoi  resuelve  la 
Cámara  mezclarse  en  este  asunto,  mañana  tendremos 
aquí  cincuenta  solicitudes  en  que  a  título  de  pedir  pro- 
tección para  las  garantías  individuales,  se  querría  que  la 
Cámara  se  injiriera  dia  por  dia  en  la  tramitación  de  los 
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pleitos.  ¿I  es  posible  aceptar  un  sistema  semejante?  Que- 
rría acaso  la  Cámara  arrogarse  .las  facultades  omnímodas 
de  un  Largo  Parlamento,  como  el  que  mandó  a  la  horca 
a  Carlos  I,  o  de  una  Convención  Nacional,  como  la  que , 
envió  a  la  guillotina  a  Luis  XVI? 

"Yo  no  lo  creo  ni  por  un  solo  instante. 
"Muí  mal  ejemplo  daría,  pues,  el  Congreso  chileno  si 
autorizase  la  solitud  de  Tri vinos.  Creo,  señor,  que  he 
comprendido  bien  el  asunto,  i  eBpero  que  la  mayoría  de 
la  Cámara  piense  como  yo.  Por  eso  rechazo  la  indicación 
para  que  el  asunto  pase  a  Comisión,  i  aceptaré,  cuando 
llegue  el  oaso,  la  indicación  del  señor  Vice-Preaidente» 
Todo  otro  camino  significaría  que  la  Cámara  se  atribuye 
una  competencia  de  que  carece  por  completo,  i  estable* 
cería  un  precedente  funesto  que  no  autorizaré  oon  mi 
voto.  J> 

Contestando  a  algunas  observaciones  del  señor  don 
Zorobabel  Rodríguez,  lo  hicimos  en  la  forma  siguiente: 
«El  discurso  que  acaba  de  pronunciar  el  honorable  Di- 
putado por  Chillan  me  obliga  a  volver  de  nuevo  al  de- 
bate, 

"Su  señoría  ha  combatido  la  indicación  del  señor  vice- 
presidente, fundándose  en  que  ella  importa  una  violación 
de  la  Constitución,  por  cuanto  desconoce  el  derecho  de 
petición  que  la  Constitución  acuerda  a  todos  los  ciuda- 
danos. Creo  que  en  .este  punto  su  señoría  está  paraloji- 
zado.  La  Constitución  asegura  a  los  habitantes  de  Chile 
el  derecho  de  dirijir  peticiones  a  todas  las  autoridades 
constituidas,  pero  con  la  condición  de  que  se  proceda  en 
términos  respetuosos  i  convenientes, 

"La  solicitud  de  Triviños  estará  redactada  en  términos 
respetuosos,  si  se  quiere;  pero  no  lo  está  en  términos  con- 
venientes, porque  no  es  legalmente  conveniente  aquello 
que  peca  abiertamente  contra  la  Constitución  misma  que 
nos  rije,  i  ya  he  manifestado  que  ella  está  en  abierta 
pugna  con  lo  dispuesto  en  el  art.  108. 
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"En  efecto,  ¿qué  clase  de  medidas  dictaría  la  Cámara, 
si  quisiera  dar  cabida  a  la  petición  de  Triviños?  ¿Se  di- 
rijiría  al  Presidente  de  la  República?  Si  tal  cosa  hiciera, 
¿qué  haría  el  Presidente  de  la  República?  Podría  recu- 
rrir al  Ministerio  Publico;  pero  entre  tanto,  la  marchado 
la  causa  no  se  interrumpiría  por  eso;  seguiría  su  curso 
natural,  i  esto  mismo  está  manifestando  la  inutilidad  de 
la  solicitud.  La  Cámara  no  tiene  facultad  de  revisar  un 
fallo  dado  por  la  Corte  Suprema,  sea  bueno  o  malo. 

"La  Constitución  dice  que  ni  el  Presidente  de  la  Repú- 
blica ni  el  Congreso  pueden  avocarse  el  conocimiento  de 
causas  pendientes  ni  revivir  las  fenecidas.  I  ¿puede  ne- 
garse que  esta  es  una  caaisa  pendiente?  ¿Podría  soste- 
nerse que  la  resolución  de  la  Cámara  en  este  asunto  no 
iría  a  ejercer  una  gran  influencia  en  la  marcha  de  la  cau- 
sa? ¿Es  posible  desconocer  que  de  esto  manera  se  vul- 
neraría la  independencia  del  Poder  Judicial? 

"Para  los  que  piensan  como  yo,  es  indudable  que  la  so- 
licitud no  se  presenta  en  una  forma  conveniente. 

"Podemos  e.star  en  desacuerdo  en  cuanto  al  anteceden- 
te. Si  el  señor  Diputado  por  Chillan  cree  que  es  discu- 
tible la  constitucionalidad  de  la  solicitud,  está  bien.  Yo 
respeto  ese  modo  de  ver. 

"Pero  hágasenos  también  a  nosotros  la  justicia  de  que 
creemos  que  el  procedimiento  no  es  correcto.  ¿Cómo 
es  posible  que  nosotros  vayamos  a  tramitar  una  solicitud 
que,  a  nuestro  juicio,  es  contraria  a  la  Constitución? 

"No  tenemos  duda  alguna  respecto  de  la  incompetencia 
de  la  Cámara.  I  entonces  ¿para  qué  pasamos  la  solicitud 
a  Comisión? 

"Pongámonos  en  este  caso.  Supongamos  que  mañana 
el  Presidente  de  la  República,  en  uso  de  sus  atribuciones 
constitucionales,  remueve  a  un  Intendente  de  provincia. 
¿Qué  diría  la  Cámara  si  el  Intendente  removido  se  le  pre- 
sentase diciendo:  yo  pido  a  la  Cámara  que  me  reponga 
en  mi  destino? 
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"Es  un  ejemplo  en  que  la  Cámara  no  puede  absoluta- 
mente ejercer  medida  alguna.  ¿Podría  la  Cámara  tomar 
en  consideración  una  solicitud  de  esa  clase?  ¿Qué  haría 
la  Cámara?  Diría:  el  Presidente  de  la  República  ha  he* 
cho  esto  en  virtud  de  sus  atribuciones;  talvez  hiao  mal 
en  separar  ai  Intendente.  I  podría  decir  al  Ministro:  es- 
ta medida  me  parece  buena  o  mala. 

4 'Pero  el  Ministro  del  ramo  le  diría  también:  la  Consti- 
tución en  la  parte  6.*  de  su  [art.  82,  me  confiere  esa  fa- 
cultad. 

UI  cuidado,  señor  Presidente,  que  esto  i  citando  un  caso 
que  ha  ocurrido  ya  entre  nosotros.  £1  año  de  1849  se  pidió 
ouenta  al  Ministro  del  Interior  por  una  destitución  de  esa 
clase,  i  el  Ministro  contestó  sencillamente  de  esa  mane- 
ra; i  la  mayoría  de  la  Cámara,  que  era  contraria  al  Ministe- 
rio, no  tuvo  qué  replicar. 

"Ahora,  si  el  Presidente  de  la  República  obra  bien  o 
mal,  eso  es  otra  cosa. 

"  Yo  he  querido  simplemente  satisfacer  esa  objeción  que 
hacía  el  honorable  Diputado  por  Chillan,  porque  siendo 
una  opinión  ilustrada,  deseaba  contestarla  desde  que  no 
estoi  de  acuerdo  con  ella. 

"Su  Señoría  cree  que  la  Cámara  violaría  la  Constitu- 
ción aceptando  la  indicación  del  señor  Vice-Presidente,  i 
yo  manifiesto  a  Su  Señoría  cómo  es  que,  si  la  solicitud 
os  contraria  a  la  Constitución,  es  por  lo  mismo  inconve- 
niente, i  cómo  es  que,  aceptando  la  indicación  del  señor 
Vice-Presidente,  lejos  de  violarla,  respetaremos  la  Cons- 
titución.» 

Como  el  señor  Rodríguez  insistiera  en  su  opinión,  el 
señor  don  Jovino  Novoa,  participando  de  la  nuestra, 
pronunció  el  discurso  siguiente  en  la  recordada  sesión 
de  30  de  noviembre  de  1877: 

«El  beüor  Novoa  (don  Jovino). — Llegué  a  la  Sala  de 
sesiones,  señor  Presidente,  cuando  hacía  uso  de  la  pala- 
bra el  honorable  Diputado  por  Valparaisoj  pero  por  el 
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jiro  de  la  discusión  me  persuadí  de  que  la  Cámara  tenía 
sobre  bu  mesa  una  solicitud  del  reo  Triviños,  sobre  la 
cual  se  trataba  de  tomar  alguna  resolución. 

aCon  el  objeto  de  manifestar  mi  opinión  a  este  respec- 
to, pedí  al  señor  Secretario  me  remitiera  dicha  solicitud, 
i  en  vista  de  lo  que  ella  espone,  creo  que  debe  ser  inme- 
diatamente devuelta,  por  ser  la  Cámara  incompetente 
para  proveerla. 

"Después  de  hacer  una  esposicibn  del  proceso  que  co- 
nocemos, i  que  yo  llamaría  un  proceso  moroso,  dice  la 
solicitud: 

«Llamado  V.  E.  por  la  Constitución  reformada  aprestar 
amparo  i  protección  a  las  garantías  individuales,  se  en- 
cuentra, a  mi  juicio,  en  el  caso  de  hacer  uso  de  sus  altas 
atribuciones,  tomando  las  providencias  necesarias  a  fin  de 
que  se  dé  a  la  causa  su  tramitación  ordinaria  i  legal.* 

"Se  pide,  pues,  que  se  tome  medidas  sobre  el  particu- 
lar; que  la  Cámara  revea  i  corrija  la  tramitación  tortuosa 
que,  ajuicio  del  solicitante,  se  ha  dado  al  proceso,  i  que 
establezca  el .  procedimiento  correcto  que,  en  concepto 
del  reo,  no  se  ha  cumplido. 

"I  en  la  parte  final  de  la  solicitud  espresa  lo  siguiente: 

«Por  tanto,  a  V.  E.  suplico  se  sirva  adoptar  las  medi- 
das que  estimare  convenientes,  a  fin  de  que  se  dé  a  mi 
causa  la  tramitación  legal.» 

"De  manera  que  la  petición  hecha  por  el  reo  Triviños 
importa  que  la  Honorable  Cámara  se  constituya  en  tri- 
bunal de  revisión  de  los  procedimientos  judiciales,  dic- 
tando medidas  de  tramitación  para  los  procesos  de  que 
debe  tomar  conocimiento  la  Excelentísima  Corte  Supre- 
ma. 

"Yo  preguntaría,  señor,  si  a  un  individuo,  mañana  en 
virtud  de  la  facultad  que  le  otorga  la  Constitución  de 
hacer  petición  a  las  autoridades  constituidas,  se  le  ocu- 
rriera presentar  una  solicitud  pidiendo  que  a  él  se  le 
dieran  los  dieziocho  mil  pesos  de  renta  de  que  goza  el 
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Presidente  de  la  República,  ¿la  acojería  la  Honorable 
C  amara?  ¿Sería  digno  i  decoroso  para  el  Cuerpo  Lejis- 
lativo  atender  a  una  solicitud  como  esta  que  solo  podría 
ser  obra  de  un  cerebro  estraviado? 

"Si  yo  mañana  me  presentara  a  la  Cámara  solicitando 
declarase  que  el  sueldo  que  perciben  todos  los  miembros 
de  los  Tribunales  de  Justicia,  debía  asignárseme,  ¿la 
Cámara  admitiría  i  trataría  tan  disparatada  solicitud?  Nó, 
por  cierto;  como  no  trataría  otra  semejante  a  aquella  a 
que  se  ha  referido  el  honorable  Diputado  por  Elqui,  de 
que  un  Intendente  de  provincia  removido  de  su  puesto 
por  el  Presidente  de  la  República,  pidiera  amparo  i  pro- 
tección para  que  se  le  repusiere  en  su  destino.  La  Cá- 
mara diría:  no  debo  tratarla  porque,  acojiéndola,  violo 
manifiestamente  las  prescripciones  constitucionales.  I 
puesto  que  aquí  estamos  para  amparar  i  protejer  las  ga- 
rantías individuales  i  observar  los  preceptos  de  nuestra 
Carta  Fundamental,  no  debemos  aceptar  solicitudes  que 
importen  para  la  Cámara  una  flagrante  infracción  de 
nuestra  Constitución,  como  es  el  absurdo  contenido  en 
la  presentada  a  nombre  del  reo  Triviños. 

"Yo  comprendería  que  se  dijese:  la  Corte  Suprema  ha 
obrado  ilegalmente,  i  en  uso  de  las  facultades  que  la 
Constitución  me  concede,  acuso  a  dicho  tribunal  i  solici- 
to de  la  Cámara  que,  en  vista  de  lo  que  aquella  dispone, 
designe  el  tribunal  competente  para  apreciar  los  hechos 
que  motivan  mi  petición.  Si  tai  fuera  la  solicitud  del  reo, 
la  Cámara  debiera  tomar  conocimiento  de  ella.  I  si  los  actos 
del  Supremo  Tribunal  de  Justicia  merecían  estudio  ante 
el  Senado,  este  entraría  a  calificarlos.  Pero  la  solicitud 
que  se  nos  presenta  pide  que  la  Cámara,  injiriéndose  en 
los  procedimientos  judiciales,  ordene  cual  es  la  tramita- 
ción que  debe  darse  al  proceso  iniciado. 

"Al  solicitar  el  reo  Triviños  que  esta  Cámara  dicte  las 
medidas  necesarias  para  que  se  dó  a  su  causa  la  trami- 
tación correspondiente,  quiere  decir  que  el  Congreso 
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debe  conceder  mayor  término  de  prueba.  ¿Puede  la  Ho-* 
norable  Cámara  vacilar  en  declararse  incompetente  para 
fallar  sobre  una  solicitud  semejante? 

"Pero  se  dice:  no  es  posible  devolver  una  solicitud  que 
no  ha  sido  estudiada;  pues  yo  observo  que  la  estamos 
estudiando,  i  al  ordenar  que  se  devuelva,  no  la  rechaza 
sin  imponerse  de  su  contenido.  Yo  entiendo,  pues,  que 
al  devolver  la  Cámara  esta  solicitud  por  creerse  ella  in- 
competente para  inmiscuirse  en  la  tramitación  de  nego- 
cios judiciales,  no  rechaza  esa  solicitud  sin  conocerla, 
Bin  oir;  al  contrario,  la  rechaza  con  pleno  conocimiento 
de  ella,  puesto  que  se  necesita  conocerla  a  fondo  para 
declarar  «no  soi  competente  para  tomar  medida  alguna; 
devuélvase. *  Esto  me  parece  evidente. 

"A  riesgo  de  molestar  a  la  Cámara,  voi  a  permitirme 
agregar  algo  sobre  la  teoría  constitucional  en  materia  de 
garantías  individuales  i  el  deber  del  Congreso  de  vijilar 
por  ellas;  i  lo  hago,  porque  se  ha  insistido  en  esta  cues- 
tión, apesar  de  la  clara  i  fundada  esposicion  que,  con  su 
autorizada  i  brillante  palabra,  ha  hecho  mi  Honorable 
amigo  señor  Huneeus. 

"El  art.  58  de  la  Constitución  recomienda  efectivamen- 
te a  la  Comisión  Conservadora,  en  representación  del 
Congreso,  velar  por  la  observancia  de  la  Constitución  i 
de  las  leyes  i  prestar  protección  a  las  garantías  indivi- 
duales. Pero  ¿cómo  debe  ser  esta  protección,  en  qué  con- 
sistirá? 

"Supongamos,  señor,  que  durante  el  receso  del  Con- 
greso un  Tribunal  de  Justicia  violara  la  Constitución  de 
la  manera  que  se  quiera.  ¿Qué  haría,  qué  debería  hacer 
la  Comisión  Conservadora?  Velar,  dice  la  Constitución, 
por  su  observancia;  pero  ¿cómo?  La  misma  Constitución 
se  lo  dice:  requiriendo  a  la  autoridad  competente  para 
que  hiciera  cumplir  con  su  deber  a  ese  juez;  i  ¿con  que 
objeto  haría  este  requirimiento?  ¿Para  cambiar  por  sí 
misma  los  procedimientos  del  juez?  De  ninguna  manera, 
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porque  eso  no  lo  puede  hacer  ni  el  mismo  Congreso.  Lo 
único  que  la  Comisión  Conservadora,  como  el  Congreso, 
puede  hacer,  es  establecer  de  parte  de  quien  está,  la  res* 
ponsabilidad,  para  proceder  en  seguida  como  lo  determina 
la  Constitución  respecto  a  lá  manera  de  hacer  efectiva 
esa  responsabilidad,  la  cual  solo  puede  hacerse  efectiva 
en  los  casos  determinados  i  taxativos  que  la  Constitución 
espresamente  enumera. 

''Establecida  la  responsabilidad  del  ac+o  denunciadot 
¿cómo  procedería  la  Comisión  Conservadora  o  el  Con- 
greso? La  Comisión  Conservadora  daría  cuenta  ai  Con- 
greso i  éste  por  medio  de  la  Cámara  de  Diputados  en- 
traría a  apreciar  los  capítulos  en  que  se  fundara  el  cargo 
o  los  cargos;  estimaría  si  eran  bastante  poderosos  para 
entablar  una  acusación  ante  el  Senado,  quien  entonces 
se  pronunciaría,  pero  se  pronunciaría  no  para  deshacer 
lo  hecho,  como  en  el  caso  actual  se  exije,  sino  para  im- 
poner alguna  pena  a  la  autoridad  declarada  culpable. 

"Esta  es  la  teoría  constitucional,  esta  es  la  manera  có- 
mo, según  ella,  debe  el  Congreso  velar  por  la  observan- 
cia de  la  Constitución  i  de  las  leyes. 

"Ahora,  volviendo  a  la  solicitud  que  nos  ocupa,  ¿tiene 
ella  algo  de  parecido  a  los  casos  en  que  puede  el  Con- 
greso entrar  a  juzgar  la  conducta  de  los  Tribunales  de 
Justicia?  Aquí  se  trata  de  una  solicitud  tan  abiertamente 
inconstitucional,  como  lo  sería  la  de  pretender  que  el 
sueldo  de  dieziocho  mil  pesos  del  Presidente  de  la  Re- 
pública debía  otorgarse  al  solicitante  i  nó  al  Supremo 
Majistrado  de  la  Nación.  ¿Cómo  puede  pedirse  informe 
de  Comisión  para  desechar  semejante  disparate? 

"Por  estas  consideraciones,  i  para  no  molestar  mas 
a  la  Cámara,  termino  pidiéndole  que  se  pronuncie  so- 
bre la  solicitud  presentada  en  la  forma  propuesta  por 
nuestro  honorable  Vice-Presidente,  señor  Cood,  devol- 
viéndola. > 

En  la  sesión  dfe  1.a  de  diciembre  de  1877,  a  propósito 
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de  ciert&s  observaciones  del  señor  don  José  Manuel 
Balmaceda,  condensamos  nuestras  opiniones  en  las  pala- 
bras  siguientes: 

"Tomo  la  palabra  solo  para  hacer  dos  observaciones: 

"Es  la  primera,  que  la  Constitución  reformada  i  la  an- 
tigua en  nada  difieren  sustanciahnente  acerca  del  dere- 
cho de  petición.  Según  la  parte  6.a  del  art.  12  de  la  re- 
formada, el  derecho  de  petición  debe  ejercerse  proce- 
diendo en  términos  respetuosos  i  convenientes.  Según  la 
antigua,  debía  ejercerse  procediendo  legal  i  respetuosa- 
mente. Toda  la  diferencia  consiste  en  la  sustitución  do 
la  palabra  conveniente  a  la  espreaion  legal.  Diferencia  es 
esta  que  no  lo  es  en  el  fondo,  porque  no  es  conveniente 
una  solicitud  que  no  es  legal,  i  es  en  alto  grado  inconve- 
niente una  petición  que  viola  abiertamente  la  Constitu- 
ción i  que  importa  un  verdadero  desatino,  porque  no  otro 
calificativo  merece  la  idea  de  constituir  a  la  Cámara  en 
tribunal  llamado  a  rever  los  fallos  de  los  Tribunales  de 
Justicia. 

"Solicitudes  semejantes,  se  devuelven,  como  vulgar- 
mente se  dice,  sin  mas  auto  ni  mas  traslado.  La  incompe- 
tencia de  la  Cámara  es  alga  tan  evidente,  que  no  puede 
ponerse  en  duda. 

"En  segundo  lugar  me  permito  hacer  notar 

•»•••••••••••••••••••••■••••••••••••••••••••••»•••••••••••■•••••••••%•»■ 

que  la  mejor  prueba  de  la  notoria  incompetencia  de  la 
Cámara  para  conocer  en  la  solicitud  de  Triviños,  consis- 
te en  su  absoluta  imposibilidad  de  dictar  medida  alguna 
en  el  sentido  que  se  pretende.  El  honorable  Diputado  por 
Carelmapu  acaba  de  decirnos  que  la  Cámara  podría  ele- 
var una  representación  al  Presidente  de  la  República 
llamando  su  atención  al  procedimiento  de  la  Excelentí- 
sima Corte  Suprema. 

"Suponiendo  que  tal  cosa  hiciera  la  Cámara,  ¿qué  avan- 
zaría con  ello?  pregunto  yo.  Nada,  absolutamente  nada. 
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El  Ministro  de  Justicia  recibiría  el  oficio  de  la  Cámara, 
i,  aun  queriéndolo,  nada  podría  hacer  respecto  de  la  Cor- 
te Suprema,  por  la  sencillísima  razón  de  que  en  el  caso 
actual,  se  trata  de  un  acto  de  la  Corte  que  no  está  sujeto- 
a  la  vijilancia  del  Ejecutivo.  Según  la  parte  3.*  del  art« 
82  de  la  Constitución,  en  la  forma  que  tiene  después  de 
la  reforma  de  1874,  hoi  el  Presidente  de  la  República 
carece  de  facultad  para  injerirse  en  la  pronta  %  cumplida 
administración  de  justicia,  pudiendo  solo  velar  sobre  la 
conducta  ministerial  de  los  jueces,  lo  que  es  cosa  bien  dis-  V 

tinta. 

aSe  concibe  que  si  un  Ministro  de  la  Corte  Suprema 
abandonara  su  asiento  en  el  tribunal  durante  un  mes  o 
dos  sin  licencia  de  la  autoridad  competente,  podría,  por 
esa  falta  meramente  ministerial,  ser  amonestado  por  el 
Ejecutivo.  Pero,  después  de  la  reforma  de  la  Constitu- 
ción, no  puede  sostenerse  que  semejante  amonestación 
pueda  dirijirse  por  el  Presidente  de  la  República  a  un 
tribunal  que  administra  justicia  cumplida  o  no  cumplidor 
mente. 

"Esta  reforma  importante,  en  la  cual  no  ha  parado 
mientes,  quizá,  el  honorable  Diputado  por  Carelmapu, 
manifiesta  que  la  representación  que  la  Cámara  elevara 
al  Ejecutivo  en  casos  como  el  actual,  no  produciría  efec- 
to alguno  i  sería  del  todo  ineficaz.  Semejante  resultado, 
que  sería  inevitable,  si  tal  paso  se  diera,  revela  clara- 
mente la  notoria  incompetencia  del  Congreso  para  cono- 
cer en  solicitudes  como  la  que  en  este  momento  nos 
ocupa. 

"Todavía  mas.  Lo  dije  anoche  i  lo  repito  ahora.  Ni 
aun  ante  el  Senado  podría  esta  Cámara  acusar  a  los  Ma- 
jistrados  de  la  Corte  Suprema  por  el  crimen  de  torcida 
administración  de  justicia  o  por  el  de  inobservancia  de 
las  leyes  que  reglan  el  proceso.  Esta  Cámara  podría  acu- 
sarles solo  por  notable  abandono  de  sus  deberes,  lo  que  es 
cosa  bien  diversa.  I  aun  por  los  dos  delitos  a  que  acabo 
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de  referirme,  la  Corte  Suprema  no  puede  sel4  acusada 
por  nadie,  ni  en  caso  alguno,  según  lo  dispuesto  en  la 
lei  vijente  sobre  Organización  i  Atribuciones  de  los  Tri- 
bunales. 

"Lo  dicho  basta  i  sobra  para  que  la  Cámara  compren- 
da que  no  es  aceptable  otro  procedimiento  que  el  de  de- 
volver la  solicitud  de  Triviños,  como  lo  ha  pedido'  mi 
honorable  amigo  el  señor  Cood,  porque  ese  procedió 
miento  significa  la  declaración  implícita  de  que  la  Cá- 
mara se  reconoce  incompetente  de  todo  punto  para  conocer 
de  tan  anormal  como  absurda  petición.» 

La  Cámara,  en  la  referida  sesión  de  1.°  de  diciembre 
de  1877,  pensó  como  nosotros,  aprobando,  por  38  Vo- 
tos contra  8,  la  siguiente  proposición:  «Oidala  discusión 
promovida  por  la  solicitud  de  Miguel  Triviños,  la  Cáma- 
ra declara  que  no  es  competente  para  resolver  sobre  ella.» 

La  teoría  sancionada  en  este  caso  por  la  Cámara  de 
Diputados  es,  como  se  vé,  la  misma  sostenida  por  la 
Corte  Suprema  i  acojida  por  la  Comisión  Conservadora 
en  abril  de  1875. 


o 


Antes  de  la  reforma  del  art.  58  de  la  Constitución,  la 
Comisión  Conservadora  jamas  había  ejercido  la  atribu- 
ción que  tuvo  desde  1833,  i  que  había  tenido  también 
conforme  a  la  Constitución  de  1828,  de  velar  sobre  la 
observancia  de  la  Constitución  i  de  las  leyes.  Sus  fun- 
ciones se  habían  reducido  a  prestar  su  acuerdo  al 
Ejecutivo  para  la  concesión  de  ascensos  militares,  en  re- 
ceso del  Senado,  o  a  declarar  si  había  o  no  lugar  a  for- 
mación de  causa  contra  algún  Diputado,  durante  el  re- 
ceso de  la  Cámara  respectiva*  ¡¡Pobre  papel  que  habría 
hecho  apetecible  la  supresión  completa  de  la  Comisión 
misma,  llamando  en  esos  casos  estraordinarios  a  la  Cá- 
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mará  correspondiente  al  ejercicio  directo  de  sus  atribu- 
ciones constitucionales!! 

Solo  en  mayo  de  1876  llegó  el  caso  de  que  la  Comi- 
sión Conservadora  pusiera  en  ejercicio  por  primera  vez, 
que  nosotros  sepamos,  sus  altas  atribuciones  inspectivas, 
a  consecuencia  de  la  presentación  que  le  fué  elevada 
por  los  señores  don  Benjamín  Vicuña  Mackenna,  don 
Justo  Arteaga  Alemparte  i  don  Isidoro  Errázuriz,  de- 
nunciando una  serie  de  hechos  abusivos,  que  minaban  la 
pureza  i  libertad  de  las  elecciones  populares  que  habían 
tenido  lugar  en  los  dos  meses  anteriores,  i  pidiendo  a  la 
Comisión  pusiera  en  ejercicio  las  facultades  que  le  con- 
fiere el  art.  58  de  la  Carta  Fundamental. 

Los  cargos  formulados  por  los  tres  mencionados  se- 
ñores afectaban  a  muchos  funcionarios  administrativos, 
principiando  por  el  Gabinete,  a  quien  se  imputaba  el 
cambio  de  Intendentes  i  Gobernadores,  hecho  a  última 
hora  con  propósitos  intervencionistas;,  siguiendo  con  el 
Intendente  de  Valparaíso,  a  quien  se  imputaba  princi- 
palmente el  bando  o  decreto  librado  por  él  el  17  de  abril 
de  aquel  año;  continuando  con  algunos  Gobernadores 
departamentales,  i  terminando  con  algunos,  subdelega- 
dos. 

El  denuncio  se  presentó  con  proporciones  tan  vastas, 
que  la  Comisión  Conservadora,  de  la  cual  nos  cabía  a  no- 
sotros la  honra  de  formar  parte,  principió  por  ordenar, 
el  4  de  mayo  del  año  citado,  que  los  señores  reclamantes 
presentaran  una  minuta  escrita  concretando  aquellos 
cargos  que  importaran  infracción  de  la  Constitución  o  de 
las  leyes. 

Hecho  esto,  la  Comisión  celebró  varias  scsioíies  desde 
el  13  hasta  ei  25  de  mayo,  adoptando  los  acuerdos  que 
se  consignan  en  las  actas  que  publicamos,  entre  las  pie- 
zas contenidas  al  fin  de  este  volumen.  (1) 

(1)  Anexp  número  11. 
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Los  votos  que  tuvimos  la  honra  de  emitir  durante 
aquellas,  sesiones  fueron  determinados  por  las  ideas  que 
abrigábamos  i  abrigamos  todavía  acerca  del  carácter  de  la 
Comisión  Conservadora  i  acerca  de  la  naturaleza  de  las 
atribuciones  que  hoi  le  corresponden  conforme  a  lo  dis- 
puesto en  los  incisos  1.°  i  2.°  del  art.  58. 

Procuraremos  condensarlas  con  la  claridad  i  precisión 
que  nos  sea  posible. 


o 
o  d 


La  C  omisión  Conservadora  no  es  tm  Tribunal  i  no  está 
llamada  a  fallar.  Su  acción  es  meramente  inspectiva  i  so 
limita  a  dirij  ir  representaciones  al  Ejecutivo,  en  los  casos 
a  que  aluden  los  párrafos  1.°  i  2.°  del  art.  58.  La  Comi- 
sión dictamina^  representa;  pero  no  resuelve  ni  sentencia  en 
esos  casos.  No  está,  por  consiguiente,  sujeta  a  las  reglas 
que  las  leyes  señalan  a  los  tribunales  para  tramitar  i 
para  decidir.  Es  la  Comisión  un  cuerpo  político  inspecti- 
vo  que  procede  i  dictamina  como  jurado,  según  el  leal  sa- 
ber i  entender  de  los  miembros  que  la  forman. 

Si  la  Comisión  está  encargada  de  ejercer,  en  represen- 
tación del  Congreso  i  durante  su  receso^  la  supervijilancia 
que  a  este  compete  sobre  todos  los  ramos  de  la  adminis- 
tración pública,  es  claro  que  no  sería  dable  atribuirle 
facultades  de  que  careciera  el  Congreso  mismo;  i  como 
este  carece  de  la  facultad  de  ejercer  funciones  judiciales 
de  aquellas  que  el  art.  108  atribuye  esclusivamente  a  los 
tribunales  establecidos  por  la  lei,  es  evidente  que  la  Co- 
misión carece  a-fortiori¡  de  la  de  injerirse  en  procesos  so- 
metidos al  conocimiento  i  decisión  de  la  justicia  ordina- 
ria, de  la  de  suspender  su  curso,  de  la  de  avocárselos  i 
de  la  de  revivir  procesos  fenecidos. 

Mas  todavía. 

Para  mantener  la  separación  debida  entre  los  poderes 
públicos  i  para  respetar  lu  independeuc-íu  de  cada  uno 
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de  ellos,  dentro  de  la  esfera  que  le  es  propia,  velando, 
sinembargo,  por  la  observancia  de  la  Constitución  i  de 
las  leyes  i  prestando  protección  a  las  garantías  indivi- 
duales, es  lójico  afirmar  que  la  Comisión  no  debe  inter- 
poner su  acción  inspectiva,  sino  en  aquellos  casos  en  que, 
tratándose  de  infracciones  a  la  Constitución  o  a  las  le- 
yes, o  de  abusos  o  de  atentados  cometidos  contra  las  ga- 
rantías individuales,  no  bastaren  o  no  fueren  suficiente- 
mente eficaces  i  espeditos,  para  hacer  cesar  el  abuso,  si 
este  no  hubiere  cesado,  i  para  obtener  en  todo  caso  el 
castigo  del  culpable,  los  remedios  ordinarios  establecidos 
por  las  leyes;  en  aquellos  casos  en  que  se  tratare  de  he- 
chos cuya  gravedad  fuera  tal,  atendida  su  naturaleza,  las 
circunstancias  en  que  tuvieron  lugar,  la  categoría  de  los 
funcionarios  que  los  hubieren  cometido,  o  las  trabas  es- 
tablecidas para  perseguir  la  responsabilidad  de  estos, 
que  solo  podría  ser  eficaz  i  espedita  para  su  represión  la 
intervención  directa  de  las  Cámaras  mismas,  en  uso  de 
las  atribuciones  inspectivas  que  les  competen. 

Guiados  por  estas  consideraciones,  que  a  la  Comisión 
misma  incumbe  apreciar,  sin  perjuicio  de  la  responsabi- 
lidad que  pesa  sobre  sus  miembros  ante  el  Congreso, 
creímos  en  1876  que,  tratándose  del  decreto  espedido 
por  el  Intendente  de  Valparaíso  el  17  de  abril  de  aquel 
año, — decreto  que  reputamos  inconstitucional  e  ilegal, — la 
Comisión  debió  dirijir  una  representación  al  Presidente 
de  la  Repiiblica,  ya  que  no  para  obtener  que  fuera  revo- 
cado, puesto  que  sus  efectos  habían  cesado,  a  lo  menos 
para  evitar  la  repetición  de  semejantes  atentados. — Las 
circunstancias  en  que  ese  decreto  se  dictó;  la  grave  na- 
turaleza de  las  disposiciones  que  contenía;  las  trabas  i 
dificultades  con  que  los  directamente  ofendidos  por  él 
tenían  que  tropezar  para  perseguir  la  responsabilidad 
del  Intendente,  autor  de  aquellas  medidas,  i  sujeto,  por 
otra  parte,  a  la  acción  fiscalizadora  de  la  Cámara  de  Di- 
putados, i,  por  consiguiente,  a  la  déla  Comisión;  impor- 
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taban  razones  que,  a  nuestro  juicio,  requerían  la  acción 
directa  de  la  Comisión. 

En  el  caso  de  abusos  de  inspectores  o  subdelegados, 
consistentes  en  el  servicio  compulsivo  de  patrullas,  im- 
puesto a  los  ciudadanos,  no  concurrían  tales  circunstan- 
cias. Aquellos  funcionarios,  interpretando  i  aplicando 
mal,  sin  duda  alguna,  el  art.  166  de  de  la  lei  del  Réjimen 
Interior,  obedecían  a  una  práctica  contraria  a  la  lei, 
pero  constantemente  observada  entre  nosotros  durante 
largos  años.  Las  leyes  no  los  rodean,  como  a  los  Intenden- 
tes i  Gobernadores,  de  garantías  que  traben  o  dificulten  la 
acción  que  contra  ellos  pudiera  interponerse  en  razón  de 
tales  medidas.  Lejos  de  eso,  se  les  puede  acusar  fácil- 
mente, en  razón  de  ellas,  ante  el  juez  letrado  ordinario,  i 
puede,  por  consiguiente,  obtenerse  pronta  reparación  del 
abuso  por  el  mismo  ofendido  ante  los  tribunales  llama- 
dos a  conocer  de  las  causas  criminales.  Por  estas  razones, 
creemos  que  la  Comisión  obró  bien  al  no  admitir  siquiera 
a  examen  los  cargos  que  con  este  motivo  se  formula- 
ron. 

Otro  tanto  decimos  relativamente  al  acuerdo  de  no 
admitir  a  examen  el  cargo  aducido  contra  el  señor  don 
Belisario  Henríquez  con  motivo .  de  la  nota  esplicativa 
agregada  por  él,  en  su  carácter  de  primer  alcalde  del 
Cabildo  de  Santiago,  al  acta  de  la  junta  escrutadora  de 
la  elección  municipal  habida  en  este  departamento  en 
abril  de  1876;  porque,  si  ese  acto  fué  indebido,  importa- 
ba un  delito  sobre  el  cual  pendía  ante  los  tribunales  or- 
dinarios un  proceso  del  cual  estos  conocían  i  debían  co- 
nocer esclusivamente,  según  el  art.  108  de  la  Constitu- 
ción i  el  5.*  de  la  lei  de  Organización  i  Atribuciones  de 
Los  Tribunales, 


c 

o  o 

lacrao  3-°  del  ibt\  58.— Los  actos  en  que  el  Rresi- 
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dente  de  la  República  debe  proceder  de  acuerdo  con  la 
Comisión  Conservadora,  cuando  el  Senado  se  hallare  en 
receso,  son  los  mencionados  en  las  atribuciones  9.a,  10,* 
i  17.a  del  art,  82  de  la  Constitución, 


o 
o  o 


o 
o  o 


El  inciso  5.°  del  art.  58  no  sujiere  observación  alguna. 
Nada  mas  natural  que  el  que  la  Comisión  Conservadora, 
que  obra  solo  en  representación  del  Congreso  i  durante 
su  receso,  dé  cuenta  a  este,  tan  luego  como  se  reuniere, 


i 


Inciso  4.°  del  art.  58, — La  atribución  de  pedir  al  V] 

Presidente  de  la  República  convoque  al  Congreso  a  se- 
siones estraordinarias,  cuando  lo  exijieren,  a  juicio  de  la 
Comisión  Conservadora,  circunstancias  estraordinarias  i 
especiales,  no  nos  parece  bastante  para  dar  a  dicha  Co- 
misión toda  la  respetabilidad  i  prestijio  necesarios,  por- 
que el  Ejecutivo  podría  negarse  a  decretar  la  convo- 
catoria, i  porque,  aun  queriéndola  el  Presidente  de  la 
República,  podría  encontrarse  en  la  imposibilidad  de 
llevarla  a  efecto,  si  el  Consejo  de  Estado  le  negase  el 
acuerdo  que,  para  tal  medida,  exije  la  parte  5.a  del  artí- 
culo 82, 

Creemos,  por  consiguiente,  que  el  inciso  4.°  del  art. 
58  debe  ser  reemplazado  por  el  3.°  del  art.  92  de  la  Cons- 
titución de  1828,  que  confería  a  la  Comisión  Permanente 
la  facultad  de  acordar  por  sí  sola,  en  caso  de  ser  insufi- 
cientes las  representaciones  que  hubiere  dirijido  al  Pre- 
sidente de  la  República,  la  convocación  del  Congreso  a 
sesiones  estraordinarias» 
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de  las  medidas  que  hubiere  tomado  en  desempeño  de  su 
cargo. 


o 


En  cuanto  a  la  responsabilidad  de  los  miembros  de  la 
Comisión  Conservadora,  nos  referimos  a  lo  que  acere  a 
de  ella  dijimos  al  ocuparnos  del  art.  38. 


CAPÍTULO  ÚLTIMO 


De  la  reforma  de  la  Constitución 

Cumpliendo  con  la  promesa  que  hicimos  al  ocuparnos 
del  art,  40  i  por  tener  el  asunto  un  interés  palpitante  de 
actualidad,  pasamos  a  esponer  brevemente  la  historia  de 
la  leí  de  reforma  de  4  de  julio  de  1877,  sin  entrar  en  de- 
talles prolijos  acerca  de  su  discusión,  pues  son  innece- 
sarios desde  que  ella  resolvió  la  cuestión  debatida. 

Esa  lei  declara  necesaria  la  reforma  de  los  arts.  165, 
166,  J67  i  108  de  la  Constitución,  i  la  del  art,  40  en  la 
parte  que  dispone  que  las  leyes  sobre  refonna  de  esta 
deben  tener  principio  en  el  Senado. 

Los  citados  arts,  165  a  168  de  la  Constitución  dicen 
así; 

Art.  165. 

<l  Ninguna  moción  para  reforma  de  uno  o  mas  artículos 
de  esta  Constitución,  podrá  admitirse  sin  que  sea  apoya* 
da,  a  lo  menos,  por  la  cuarta  parte  de  los  miembros 
presentes  de  la  Cámara  en  que  se  proponga.» 

Art.  166 
^Admitida  la  moción  a  discusión,  deliberará  la  Cama* 


4 
> 
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ra  si  exijen,  o  no¡  reforma  el  artículo  o  artículos  en  cues- 
tión.» 


Artí  167 

«Si  ambas  Cámaras  resolviesen  por  las  dos  tercias 
partes  de  sufrajios  en  cada  una,  que  el  artículo  o  artí- 
culos propuestos  exijen  reforma^  pasará  esta  resolución 
al  Presidente  de  la  República  para  los  efectos  de  los 
arts.  43,  44,  45,  46  i  47.» 


i 


Art.  168 

^Establecida  por  la  leí  la  necesidad  de  la  reforma,  se 
aguardará  la  próxima  renovación  de  la  Cámara  de  Di- 
putados; i  en  la  primera  sesión  que  tenga  el  Congreso, 
después  de  esta  renovación,  se  discutirá  i  deliberará  sobre 
la  reforma  que  haya  de  hacerse,  debiendo  tener  oríjen  la 
lei  en  el  Senado  conforme  a  lo  prevenido  en  el  art  40; 
i  procediéndose  según  lo  dispone  la  Constitución  para  la 
formación  de  las  demás  leyes.» 

Cuando  se  discutió  en  la  Cámara  de  Diputados  la  mo- 
ción de  los  doce  (con  este  nombre  fué  bautizada  la  que  se 
presentó  en  el  Senado  suscrita  por  doce  de  sus  miem- 
bros) que  dio  lugar  a  la  lei  de  reformabilidad  de  28  de 
agosto  de  1867,  el  señor  don  Melchor  Concha  i  Toro 
propuso,  por  la  vez  primera,  en  sesión  de  20  de  julio  del 
año  citado,  que  para  emprender  una  reforma  seria  i  bien 
meditada  de  la  Constitución,  lo  mejor  sería  principiar 
por  la  reforma  de  las  disposiciones  que  establecen  reglas 
para  verificarla.  La  idea  del  señor  Concha  i  Toro,  aun- 
que no  fué  votada  directamente,  no  fué  acojida  entonces* 


-é 
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Nosotros,  partidarios  decididos  de  ella,  la  presentamos 
en  forma  de  moción  ante  la  Cámara  de  Diputados  el  23 
de  setiembre  de  1873,  si?i  otra  firma  qxve  la  nuestra.  Leí- 
da dicha  moción,  fué  en  el  acto  suscrita  por  51  de  nues- 
tros colegas,  i,  pasada  a  la  comisión  respectiva,  fué  exi- 
mida de  ese  trámite  i  puesta  en  discusión  en  octubre  de 
1875. 

Capónos  entonces  la  honra  de  defenderla  ante  la  Cá- 
mara de  Diputados  el  23  del  mes  i  año  citados,  pronun- 
ciando el  siguiente  discurso: 

"El  señor  Huneeus. — Cuando  en  setiembre  de  1873 
tuve  el  honor  de  proponer  a  la  deliberación  de  la  Cáma- 
ra el  proyecto  que  en  este  momento  se  discute,  me  lison- 
jeaba con  la  esperanza  de  que  él  fuera  apoyado,  como  en 
efecto  lo  fué,  por  un  crecido  número  de  mis  honorables 
colegas.  Igualmente  me  alhagaba  la  idea  de  que  dicho 
proyecto  sería  prontamente  discutido.  En  esa  virtud,  me 
pareció  escusado  consignar  en  el  preámbulo  las  razones 
en  que  se  apoya  la  mencionada  moción,  desde  que  yo  me 
proponía  hacerlas  valer  verbalmente  ante  la  Cámara. 

"Aunque  la  moción  corrió  suerte  felicísima  al  tiempo  de 
dársele  lectura,  puesto  que  inmediatamente  fué  suscrita 
por  cincuenta  o  mas  señores  Diputados,  es  el  hecho  que 
cuando  en  la  sesión  siguiente  pidió  mi  honorable  amigo 
el  señor  Cood  que  dicha  moción  fuera  eximida  del  trá- 
mite de  Comisión,  la  Cámara  tuvo  a  bien  negarse  a  esa 
solicitud.  Desde  aquel  momento  desistí  del  propósito  de 
ocuparme  de  mi  proyecto,  i  no  pensé  mas  en  él  hasta  una 
de  las  últimas  sesiones,  aquella  en  que  mi  honorable  ami- 
go el  señor  Diputado  por  Vichuquen  pidió  se  discutiera 
el  referido  proyecto.  En  esa  sesión,  el  honorable  señor 
Matta  solicitó  a  su  vez,  lo  mismo  que  el  señor  Cood  ha- 
bía pedido  hace  dos  años; — que  el  proyecto  fuera  eximi- 
do del  trámite  de  Comisión.  La  Cámara  tuvo  a  bien 
acordarlo  así  en  esta  segunda  ocasión,  sin  que  ello  im- 
porte una  contradicción  censurable,  porque  quizás  en 
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1873  no  consideraba  urjente  el  despacho  de  un  asunto 
que  hoi  reviste  el  carácter  de  tal. 

"Llegado,  pues,  el  momento  de  la  discusión,  cumplo, 
señor  Vice-Presidente,  con  el  propósito  de  manifestar 
verbalmente  a  la  Cámara  las  razones  en  que  se  apoyn  la 
moción  relativa  a  la  reformabilidad  de  los  arts.  165  a  168 
de  la  Constitución  vijente.  I  cumplo  al  mismo  tiempo  con 
el  deber  de  manifestar  cuales  son  esas  razones,  porque 
es  un  deber,  tratándose  de  asuntos  tan  importantes,  es- 
presar los  fundamentos  de  las  opiniones  que  se  emiten 
en  el  seno  de  la  C  amara,  deber  tanto  mas  imperioso  en 
el  caso  presente,  cuanto  que  la  omisión  o  el  silencio  po- 
dría dar  márjen  a  que  me  fueran  atribuidas  opiniones 
que  no  profeso. 

"No  tengo  el  propósito  de  colocar  la  presente  cuestión, 
harto  grave  por  su  naturaleza  i  alcance,  en  el  terreno  de 
las  teorías.  Es  para  mí  punto  mui  discutible,  bajo  el  aspec- 
to de  los  principios,  aquello  de  determinar  si  debe  o  no 
existir  diferencia  entre  las  leyes  fundamentales  i  las  le- 
yes que  llamaré  secundarias  o  complementarias,  para  los 
efectos  de  su  reforma,  En  Inglaterra  no  existe  diferen- 
cia alguna  entre  aquellas  i  estas,  bajo  ese  punto  de  vis- 
ta. Allí  el  Parlamento  es  omnipotente,  i  no  reconoce  mas 
trabase» el  ejercicio  desús  funciones  lejislativas  qué  las 
de  una  imposibilidad  física,  como  sería  la  de  convertir 
un  hombre  en  mujer,  o  vice  versa,  según  la  feliz  espre- 
sion  de  un  publicista.  Allí,  hablando  con  propiedad,  no 
hai  Constitución,  i  todas  las  leyes  se  encuentran  en 
idéntica  situación,  bajo  cualquier  punto  de  vista  que  se 
las  considere. 

uSin  embargo,  forzoso  es  reconocer,  señor  Vice -Presi» 
dente,  que  el  sistema  ingles  no  ha  sido  adoptado  en  la 
grau  mayoría  de  las  naciones  civilizadas  i  bien  consti- 
tuidas. En  estas,  cómo  sucede  en  Chile,  se  ha  reconoci- 
do la  necesidad,  que  yo  acepto  por  mi  parte,  en  el  terre- 
no práctico  i  concreto,  de  sujetar  la  retoma  de  las  dis- 
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posiciones  constitucionales  a  trabas  mayores  que  las  que 
rijen  cuando  se  trata  de  reformar  las  leyes  secunda- 
rias. 

"Conforme  con  esta  idea,  que  creo  debe  ser  aceptada 
por  la  totalidad  de  los  señores  Diputados,  no  hai  motivo 
para  suponer  que  los  que  voten  en  favor  de  la  moción 
que  se  discute,  tengan  intención  o  deseo  de  sujetar  la  re- 
forma de  la  Constitución  a  las  mismas  reglas  a  que  está 
subordinada  la  de  una  lei  cualquiera.  Nó;  i  en  prueba 
de  ello,  recuérdese  que  en  el  proyecto  de  reforma  com- 
pleta de  la  Constitución,  presentado  por  el  honorable  se- 
ñor Matta  a  esta  Cámara,  en  1871,  se  consigna  una  dife- 
rencia capital  entre  una  i  otra  reforma,  pues,  si  mal  no 
recuerdo,  en  él  se  dispone  que  la  reforma  de  uno  o  va- 
rios artículos  de  la  Constitución  no  podrá  hacerse  sino 
por  medio  de  dos  leyes,  discutidas  i  aprobadas  por  ambas 
Cámaras  con  un  intervalo  de  dieziocho  meses  entre  la 
primera  i  la  segunda. 

"Parece,  por  consiguiente,  que  es  lícito  afirmar  que 
todos  estamos  conformes  en  aceptar  para  Chile  un  siste- 
ma que  dificulte  o  trabe  la  reforma  de  las  disposiciones 
constitucionales  en  un  grado  mayor  que  la  de  las  simples 
leyes  secundarias.  Pero  ¿se  infiere  acaso  de  esto  que  esas 
dificultades  o  trabas  hayan  de  ser  precisamentetlas  que 
nuestra  Constitución  establece  en  los  artículos  relativos 
a  su  reforma?  Yo  me  lisonjeo  con  la  esperanza  de  mani- 
festar a  la  Cámara  que  semejante  proposición  está  mui 
lejos  de  ser  cierta  hi  fundada. 

"I  ya  que  he  aludido  a  los  artículos  de  la  Constitución 
que  reglamentan  la  manera  como  debe  procederse  en  su 
reforma,  es  del  caso  salvar  aquí  una  omisión  involuntaria 
en  que  la  moción  ha  incurrido,  al  no  incluir  entre -los  ar- 
tículos cuya  reformabilidad  propone,  el  art.  40,  que  tam- 
bién se  ocupa  de  la  materia  en  su  parte  final. 

"A  fin  de  que  esa  disposición  no  llegue  a  ser  una  tra- 
ba para  el  Congreso  futuro,  si  este  ha  de  llevar  a  efecto 
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la  reforma  cuya  necesidad  ahora  discutimos,  hago  desde 
luego  indicación  formal  para  que  se  incluya  el  mencio- 
nado art.  40  de  la  Constitución  entre  aquellos  que  decla- 
ra reformables  el  proyecto  en  debate. 

"Esos  artículos,  que  son  los  comprendidos  desde  el 
número  165  al  168,  han  suscitado  en  la  práctica,  como  lo 
recordarán  los  señores  Diputados,  una  multitud  de  difi- 
cultades, muchas  de  ellas  de  carácter  gravísimo,  i  que,  a 
juicio  de  no  pocos,  han  sido  mal  resueltas. 

"Permítame  la  Cámara  recordar  brevemente  algunas 
de  esas  cuestiones. 

"¿Puede  declararse  la  necesidad  de  la  reforma  de  un 
artículo  de  la  Constitución  solo  por  partes  o  por  incisos? 
Esta  cuestión  fué  resuelta  negativamente  en  18G5,  cuan- 
do alguien  pidió  aquí  que  se  votase  separadamente  la 
necesidad  de  reformar  la  segunda  parte  del  art.  5.°  I  ,sin 
embargo,  la  misma  Cámara  que  tal  cosa  resolvió,  decidió 
precisamente  lo  contrario,  votando  mui  pocos  dias  des- 
pués la  necesidad  de  la  reforma  de  incisos  o  partes  de 
muchos  artículos  dfe  la  Constitución.  Esta  segunda  reso- 
lución es  la  que  ha  servido  de  norma  en  los  casos  ocu- 
rridos posteriormente.  Pero  ninguna  lei  interpretativa 
nos  ha  dicho  hasta  ahora  cuál  es  la  verdadera  regla  que 
eñ  la  materia  debe  rejir. 

"Otra  cuestión. 

"Cuando  un  Diputado  presenta  una  moción  sobre  re- 
formabilidad,  con  su  sola  firma,  como  tuve  yo  el  honor 
de  hacerlo  con  la  que  ahora  se  discute  ¿puede  dársele 
lectura,  sino  viene  firmada  por  la  cuarta  parte  de  los  Di- 
putados presentes,  o  debe  dársele  lectura,  para  el  efecto 
de  que  ese  apoyo  se  formule,  sea  firmando  el  proyecto, 
sea  aceptándolo  de  cualquier  otro  modo?  En  una  de  las 
sesiones  de  1859,  esta  Cámara  resolvió  lo  primero,  ne- 
gándose a  que  siquiera  se  diese  lectura  a  una  moción 
presentada  por  el  honorable  señor  don  Melchor  de  San- 
tiago Concha,  i  lo  resolvió  poí  una  inmensa  mayoría,  ca- 
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si  por  unanimidad.  I  apesar  de  esto,  en  el  caso  de  la 
moción  del  que  habla,  ella  fué  leída  en  el  acto  de  ser  pre- 
sentada, i  precisamente  después  de  leída  es  cuando  la 
firmaron  aquellos  de  mis  honorables  colegas  que  han  te- 
nido a  bien  prestarle  su  apoyo. 

"Como  se  vé,  la  contradicion  no  puede  ser  mas  evi- 
dente. 

"En  setiembre  de  1870,  si  no  me  engaña  mi  memoria, 
se  presentó  ante  esta  Cámara  una  dificultad  harto  mas 
seria  que  las  anteriores.  Se  trataba  de  saber  si,  conclui- 
do el  período  ordinario  de  sesiones  de  ese  año,  tenía  o 
no  el  Congreso  pleno  derecho  para  continuar  funcionan- 
do sin  convocación  del  Ejecutivo  a  sesiones  estraordina- 
rias,  para  el  solo  efecto  de  realizar  la  reforma  de  los  ar- 
tículos constitucionales  comprendidos  en  la  lei  de  agosto 
de  1867.  Sostuvieron  la  afirmativa  los  señores  Santa 
María,  Ambrosio  Montt,  Aniceto  Vergara,  Isidoro  Errá- 
zuriz,  Jovino  Novoa  i  Balmaceda.  Sostuvieron  la  nega- 
tiva, los  señores  Amunátegui,  Blest  G#na  i  Altamirano. 
La  Cámara  resolvió  la  cuestión  en  un  sentido  favorable 
a  la  opinión  de  estos  últimos.  ¿Quedaron  satisfechos  de 
la  justicia  de  esa  resolución  los  que  de  antemano  la  ha- 
bían impugnado?  ¿Puede  afirmarse  que  esa  misma  cues- 
tión no  podría  surjir  en  adelante,  una  o  mas  veces,  mien- 
tras subsista  el  art.  168  de  la  Carta  Fundamental,  en  la 
forma  en  que  hoi  está  redactado? 

aPero  no  es  esto  solo,  señor  Vice-Presidente.  Si  con 
arreglo  a  ese  artículo  es  el  Congreso  inmediato  a  aquel 
que  ha  declarado  la  necesidad  de  la  reforma,  la  única  au- 
toridad competente  para  deliberar  acerca  de  ella,  para 
realizarla  en  suma,  ¿cómo  se  esplica  que  sea  el  actual 
Congreso,  que  no  es  el  inmediato  a  las  Cámaras  que  fun- 
cionaban en  1867,  el  que  ha  venido  a  realizar  la  reforma 
de  casi  todos  los  artículos  que  comprendía  la  lei  de 
agosto  de  ese  año,  con  excepción  únicamente  de  los  re- 
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lativos  a  la  reelección  presidencial?  ¿Es  esto  conforme 
con  la  letra  del  mencionado  art.  168? 

"Pero  no  quiero  continuar  molestando  a  la  Cámara 
con  la  esposicion  de  las  dificultades  a  que  han  dado  lu- 
gar en  la  práctica  los  arts.  165  a  168  de  la  Constitución. 
Las  ya  mencionadas  sobran  para  hacer  comprender  que 
esos  artículos  están  tan  mal  redactados,  como  fueron  mal 
concebidos.  Pero  yo  debo  declarar  que  si  en  abono  de 
la  reforma  propuesta  no  militaran  sino  esas  dificultades 
o  defectos  de  redacción  a  que  he  llamado  la  atención  de 
la  Cámara,  yo  no  estaría  dispuesto  a  votar  la  necesidad 
de  la  reforma  de  tales  artículos;  porque  pienso  que  esas 
dificultades  podrían  mui  bien  ser  resueltas  satisfactoria- 
mente por  medio  de  una  lei  interpretativa  dictada  con 
arreglo  al  art.  164.  He  propuesto  la  moción  en  debate,  i 
votaré  en  favor  de  ella,  en  virtud  de  razones  muchísimo 
mas  serias  i  que  son  a  la  vez  de  una  gravedad  i  de  una 
fuerza  evidentes. 

"¿A  qué  plan  o  sistema  ha  obedecido  nuestra  Consti- 
tución en  sus  arts.  165  a  168?  Ella  no  ha  querido,  como 
sucede  en  Holanda,  en  Suecia  i  en  los  Estados  Unidos, 
que  un  Congreso  proponga  al  Congreso  siguiente  o  a 
una  Convención  especial,  o  al  pueblo  directamente,  como 
sucede  en  Suiza  i  en  Nueva  York,  ciertas  modificaciones 
o  enmiendas  redactadas  de  una  manera  'concreta,  i  per- 
fectamente conocidas,  por  consiguiente,  para  que  ese  fu- 
turo Congreso,  esa  Convención,  o  el  pueblo,  acepten  o  nó 
tales  modificaciones  concretas  i  determinadas,  limitándo- 
se a  ratificarlas  o  a  desecharlas. 

"Nó,  señor  Vice-Presidente :  la  Constitución  de  Chile? 
buscando  sus  inspiraciones  en  la  del  Brasil,  probable- 
mente, aceptó  un  sistema  que,  a  falta  de  otro  nombre, 
yo  me  permito  llamar  el  sistema  de  lo  desconocido.  No  se 
sorprenda  de  esto  la  Cámara,  porque  con  arreglo  a  ese 
curioso  sistema,  el  Congreso  actual  no  puede  sino  decla- 
rar necesaria  la  reforma  de  ciertos  artículos  constitucio- 
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nales;  pero  no  le  es  lícito  proponer  al  Congreso  futuro  el 
sentido  siquiera  en  que  pretende  o  desea  que  esa  refor- 
ma se  haga.  El  Congreso  futuro,  cuyo  personal  i  cuyas 
ideas  no  podemos  absolutamente  conocer,  dispondrá  so- 
beranamente en  la  materia;  i  si  nosotros  declaramos  hoi 
la  necesidad  de  la  reforma  de  un  artículo  constitucional 
con  la  mira  de  introducir  en  él  modificaciones  o  enmien- 
das en  un  sentido  liberal,  no  tenemos  el  derecho  de  pro- 
poner ni  el  de  redactar  siquiera  esas  modificaciones.  No 
nos  es  lícito  dar  cuerpo  ni  forma  a  nuestro  pensamiento, 
i  tenemos  forzosamente,  si  no  queremos  permanecer 
siempre  estacionarios,  que  abrir  de  par  en  par  una  puer- 
ta que,  si  aspiramos  a  que  nos  lleve  al  ancho  campo  de 
la  libertad,  podría  mui  bien  conducirnos  al  estrechísimo 
círculo  de  la  reacción. 

"¿Es  esto  admisible?  Yo  ruego  a  los  señores  Diputado» 
fijen  su  atención  en  este  punto  de  vista  de  la  cuestión. 
A  los  que  queremos  que  el  pais  marche  por  el  camino 
de  la  reforma,  se  nos  priva  del  derecho  de  proponerle 
las  que  deseamos,  dándoles  una  forma  concreta  i  precisa; 
i  se  nos  obliga  a  dar  un  voto  anticipado  de  ilimitada  con- 
fianza a  un  Congreso  desconocido,  colocándonos  así  en 
una  situación  que  nos  es  común  solamente  con  tres  o 
cuatro  naciones  regularmente  constituidas;  en  una  situa- 
ción mui  distinta  ciertamente,  no  diré  de  la  que  existe 
en  Inglaterra,  sino  de  la  que  existe  en  casi  todas  las  na- 
ciones civilizadas,  tales  como  los  Estados  Unidos,  la 
Holanda,  la  Suecia,  la  Noruega,  la  Dinamarca,  i  en  Sud- 
América,  el  Ecuador  i  el  Perú. 

a¡Cuán  lejos  estamos  del  sistema  que  rije  en  el  Impe- 
rio Alemán  i  en  los  reinos  de  Prusia,  de  Baviera  i  de 
Badén!  Las  Constituciones  de  estas  tres  últimas  monar- 
quías,  i  la  federal  de  Alemania  pueden  ser  reformadas 
por  la  vía  lejislativa  ordinaria,  exijiéndose  solamente  la 
aprobación  de  mayorías  especiales.  Mas  lejos  todavía  nos 
encontramos  del  sistema  que  consiste  en  que  cualquier 
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Congreso  ordinario  apruebe  modificaciones  o  enmiendas 
redactadas  en  una  forma  precisa  i  concreta,  i  aceptadas 
por  una  mayoría  también  especial,  i  las  proponga  en  se- 
guida a  la  ratificación  espresa  del  pueblo,  debiendo  este 
ratificarlas  o  desecharlas,  por  ún  sí  o  por  un  nó,  forman* 
do  resolución  definitiva  el  Voto  do  la  mayoría  de  los  su- 
fragantes. 

"Apesar  de  nuestro  decantado  liberalismo,  se  vé  que, 
en  esta  materia  al  menos,  estamos  mui  lejos  de  haber 
llegado  a  donde  han  alcanzado  ya  naciones  como  la  Pru- 
sia  i  otras,  que  de  ordinario  no  se  citan  como  tipo  de  ese 
liberalismo. 

"Pero  hai  mas  todavía.  Si  el  sistema  ideado  por  núes* 
tra  Constitución  nos  coloca  en  la  necesidad  dé  hacer, 
cuando  tratamos  de  reformarla,  lo  que  ningún  hombre 
medianamente  prudente  hace  ni  aun  en  Sus  asuntos  me- 
ramente privados,  puesto  que  nadie  confiere  sü  poder  a. 
un  desconocido,  ni  deposita  su  confianza  en  quien  no 
tiene  conciencia  de  que  la  merece;  existe  todavía  otra 
consideración  tan  fuerte  como  las  anteriores,  en  apoyo 
del  proyecto  que  se  discute. 

"Sabe  la  Cámara  que  en  sesiones  estraordinarias  pue- 
den discutirse  la^  mociones  sobre  reforma  constitucio- 
nal, cuando  ellas  están  incluidas  en  la  convocatoria*  En 
sesiones  estraordinarias  estamos  ahora,  i  la  actital  discu- 
sión comprueba  la  Verdad  de  mi  aserto.  Sentada  esta 
base,  fácil  es  concebir  que  el  Presidente  de  la  República 
podría  convocar  a  estraordinarias  a  las  actuales  Cáma- 
ras en  mayo  del  año  entrante,  después  del  último  domin- 
go de  marzo,  que  es  la  fecha  en  que  deberán  verificarse 
las  elecciones  de  los  Diputados  i  Senadores  que  princi- 
piarán a  funcionar  el  1»°  de  junio,  también  del  año  veni- 
dero* 

"Ahora  bien:  supóngase  que,  verificada  esa  convoca- 
toria a  estraordinarias  en  mayo  de  1876,  se  incluyera  en 

ella  un  provecto  sobre  reformabilidad  de  uno  o  Varios 
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artículos  de  la  Constitución,  como  se  ha  hecho  ahora 
con  el  que  en  este  momento  discutimos,  i  como  se  hizo 
en  diciembre  de  1872  con  el  relativo  al  art.  54  de  la 
Constitución,  cuya  reformabilidad  se  declaró  necesaria 
por  lei  de  enero  de  1873  i  se  realizó  por  lei  de  setiembre 
del  mismo  año,  dictada  ocho  o  nueve  meses  después. 

"Pues  bien:  las  Cámaras,  discurriendo  siempre  sobre  la 
misma  hipótesis,  aprueban  en  mayo  próximo  la  moción 
sobre  reformabilidad,  i  el  acuerdo  de  ambas  se  promulga 
como  lei,  por  ejemplo,  el  30  de  ese  mismo  mes.  Dos  o 
tres  días  después,  las  Cámaras  elejidas  en  marzo  do 
1876,  es  decir,  antes  de  discutida  i  aprobada  la  necesi- 
dad de  la  reforma,  la  llevan  a  efecto  el  2  i  el  3  de  jimio 
siguiente,  i  realizan  esa  reforma  en  el  sentido  que  les 
plazca.  £1  Presidente  de  la  República  acepta  el  acuerdo 
del  nuevo  Congreso,  i  promulga  también  la  nueva  lei 
que  lleva  a  efecto  la  reforma  el  6,  el  8  o  el  10  del  mismo 
mes  de  junio. 

"¿Cuánto  tiempo,  pregunto  yo  ahora,  ha  mediado  en- 
tonces entre  la  lei  de  reformabilidad  i  la  lei  de  reforma? 
Apenas  unos  cuantos  días.  Luego,  la  razón  del  tiempo 
que  algunos  aducen  en  apoyo  del  sistema  de  nuestra 
Constitución,  no  es  razón,  i  carece  de  todo  fundamento; 
porque  si  la  misma  reforma,  en  vez  de  ser  aprobada  en 
mayo  de  1876,  lo  hubiese  sido  en  junio  de  1873,  inme- 
diatamente después  de  instaladas  las  actuales  Cámaras, 
indispensable  habría  sido  aguardar  tres  años,  para  rea- 
lizar una  reforma  tal  vez  urjente. 

"Luego,  ni  aun  bajo  este  punto  de  vista  es  sosteniblo 
el  sistema  cuya  reforma  he  tenido  el  honor  de  proponer 
se  declare  necesaria.  No  se  sabe  si  el  espacio  do  tiempo 
que  puede  mediar  entre  la  lei  de  reformabilidad  i  la  lei 
de  reforma  será  de  tres  años  o  s@lo  de  tres  dias.  Puede 
suceder  tajjto  lo  primero  como  lo  segundo.  No  se  ha- 
ble, pues,  <Je  las  garantías  que  se  consultan  con  el  tiem- 
po que  debe  mediar  entre  ambas  leyes. 
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"Pero  no  es  esto  lo  mas  grave.  Discurriendo  siempre 
sobre  la  base  del  ejemplo  que  me  lie  permitido  formular, 
vendríamos  a  llegar  a  la  consecuencia  de  que  el  Congre- 
so elejido  en  marzo  de  1876,  habría  efectuado  en  junio 
del  mismo  año  una  reforma  que  se  había  declarado  ne- 
cesaria en  mayo,  es  decir,  después  de  su  elección.  Es 
claro  entonces  que  ese  Congreso  no  habría  recibido,  ni 
habría  sido  posible  que  recibiera  del  pueblo  un  mandato 
especial  para  deliberar  i  resolver  acerca  de  una  reforma 
iniciada  después  de  su  propia  elección.  Luego,  ese  Con- 
greso habría  efectuado  una  reforma  sin  derecho  alguno, 
según  la  teoría  de  los  que  sostienen  que  nunca  debe 
confiarse  a  un  solo  Congreso,  por  mas  trabas  i  restric- 
ciones que  para  ello  se  le  pongan,  la  facultad  de  realizar 
la  reforma  de  la  Constitución. 

aSi  lo  que  se  quiero  es  que  la  reforma  no  se  llevé  a 
efecto  sin  consultar  espresamente  la  voluntad  de  la  na- 
ción, ya  sea  que  esta  se  manifieste  por  el  pueblo  mismo, 
como  en  Suiza,  por  una  Convención  especial,  como  en  la 
Confederación  Arjentina,  por 'el  Congreso  siguiente,  co- 
mo en  Holanda  o  en  Béljica,  o  por  cualquiera  de  estos 
dos  últimos  sistemas,  como  en  Estado  Unidos;  si  esto  es 
lo  que  se  quiere,  repito,  me  permitirá  la  Honorable  Cá- 
mara declarar  que  a  ninguno  de  esos  sistemas  obedece 
nuestra  Constitución,  i  qué  ese  propósito  no  está  conse- 
guido, desde  que,  como  acabo  de  manifestarlo  con  el 
ejemplo  propuesto,  puede  haber  casos  en  que  un  Con- 
greso efectúe  i  realice  una  reforma,  sin  estar  investido 
para  ello  de  mandato  alguno  especial. 

"Las  precedentes  consideraciones  son,  señor  Vice- 
presidente, las  que  en  realidad  me  han  inducido  a  pre- 
sentar la  moción  que  estoi  sosteniendo.  Podría  desarro- 
llarlas todavía  mas,  sino  temiera  fatigar  a  la  honorable 
Cámara.  Pero,  considerándolas  mas  que  suficientes  para 
poner  en  evidencia  la  absoluta  carencia  de  fundamento 
i  aun  de  lójica  de  las  disposiciones  constitucionales  cu- 
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ya  reformabilidad  discutimos,  bien  sea  que  se  las  consi- 
dere en  su  letra,  en  su  espíritu  o  en  la  aplicación  que 
prácticamente  se  les  ha  dado,  dejaré  la  palabra  con  una 
observación  final,  aunque  de  bien  distinto  carácter. 

uPor  mas  que,  según  las  disposiciones  constituciona- 
les vij  entes,  no  nos  sea  hoi  lícito  hacer  otra  cosa  que  de- 
clarar la  neoesidad  de  la  reforma;  yo  no  creería  haber 
satisfecho  cumplidamente  mis  deberes,  si  no  terminara 
manifestando  a  la  Cámara  con  sinceridad  cuál  es  el  sis- 
tema  que  yo  desearía  reemplazase  al  que  establecen  pa- 
ra la  reforma  constitucional  los  arte.  40  i  165  a  168  de 
nuestra  Carta  Fundamental. 

"Cuando  se  pretende  una  reforma,  es  natural  que  so 
haya  ideado  algo  en  reemplazo  de  lo  que  se  quiere  des- 
truir. 

.  "En  este  sentido  yo  me  permito  declarar  que,  a  mi 
juicio,  convendría  que  en  Chile  se  verificara  la  reforma 
de  las  disposiciones  constitucionales,  con  arreglo  a  las 
bases  siguientes: 

"Toda  moción  sobre  reforma  debería  ser  apoyada  por 
una  cuarta  parte,  por  ejemplo,  de  los  miembros  de  una  i 
otra  Cámara,  para  poder  ser  discutida  en  esta  i  en  aque- 
lla. La  reforma,  que  se  propondría  redactada  en  térmi- 
nos claros,  precisos  i  concretos,  se  reputaría  aprobada 
por  cada  Cámara,  cuando  lo  fuera  por  el  voto  de  los  dos 
tercios  de  sus  miembros  presentes.  Para  estos  efectos 
las  Cámaras  no  podrían  deliberar  sino  con  la  concurren- 
cia de  la  mayoría  absoluta  o  de  los  dos  tercios  del  nú- 
mero de  miembros  de  que  constan.  Aprobada  la  reforma 
con  arreglo  a  estas  bases,  se  sometería  inmediatamente  a 
la  ratificación  de  todos  los  ciudadanos  activos  con  derecho 
de  sufrajio,  quienes  manifestarían  su  voto  directamente, 
como  se  hace  en  las  elecciones  populares,  i  por  medio  de 
un  simple  sí  o  nó.  Ratificadas  por  la  mayoría  absoluta 
de  los  votantes  de  toda  la  República,  las  enmiendas  pro- 
puestas por  el  Congreso  en  la  forma  espresada,  serían 
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promulgadas  incontinenti  como  parte  integrante  de  lá 
Constitución  del  Estado. 

uComo  se  vé,  este  sistema,  que  es  una  combinación  de 
varios  que  rijen  en  naciones  mui  cultas,  dificulta  i  em- 
baraza la  reforma  de  la  Constitución  haciéndola  harto 
mas  difícil  que  la  de  una  lei  común  o  secundaria,  i  esto 
sin  retardar  reformas  que  pueden  ser  urj entes,  sin  omi- 
tir la  intervención  superior  i  definitiva  de  la  nación,  i, 
en  suma,  sin  incurrir  en  ninguno  de  los  vicios  i  defectos 
en  que  incurrió  nuestra  Constitución  al  establecer  el  ab- 
surdo sistema  que  en  este  momento  tratamos  de  echar 
por  tierra. 

"Yo  creo  que  el  próximo  Congreso  no  frustrará  las 
miras  i  propósitos  de  los  que  hoi  sostenemos  esta  im- 
portante reforma.  Merced  a  las  disposiciones  de  la  nue- 
va lei  electoral,  debemos  esperar  que  la  opinión  que  en 
él  domine  será  un  fiel  reflejo  de  la  opinión  de  la  mayo- 
ría ilustrada  del  pais.  I  por  mas  que  sea  yo  poco  aficio- 
nado a  dar  a  nadie  votos  anticipados  de  confianza,  lo 
daré  en  el  caso  presente  al  Congreso  venidero  i  votaré 
en  favor  del  proyecto  en  debate,  como  el  único  medio 
posible  de  desterrar  para  siempre  de  Chile  ese  sistema 
de  reformas  constitucionales  que  he  calificado  i  califico 
nuevamente  como  absurdo." 

"El  señor  Lindsav  (Vice-Presidente):  observa  que  no 
se  puede  discutir  la  agregación  propuesta  por  el  hono- 
rable Diputado  por  la  Serena,  sin  que  previamente  apo- 
ye la  indicación  la  cuarta  parte  de  los  señores  Diputa* 
dos." 

"El  señor  Balmaceda  (poniéndose  de  pié J. — Bastaría 
que  se  pusiesen  de  pié  todos  los  señores  Diputados  que 
apoyen  la  indicación," 

"Así  se  acordó. 

"Fué  apoyada  la  indicación  del  señor  Huneeus  por  23 
votos  contra  8 . » 

La  Cámara  de  Diputados,  en  sesión  de  26  de  octubre 
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de  1875,  aprobó,  por  26  rotos  contra  5,  el  proyecto  quó 
declaraba  la  necesidad  de  la  reforma  de  los  arts.  40, 165, 
166,  167  i  168  de  la  Constitución.  Puesto  en  discusión 
ante  el  Senado  en  sesión  de  3  de  noviembre  siguiente, 
fué  aprobado  en  jeneral  por  6  votos  contra  1,  i  rechaza- 
do en  particular,  en  la  sesión  siguiente  de  5  del  mismo 
mes  i  año,  por  9  votos  contra  4,  fracasando  así  por  en- 
tonces, desde  que  la  Constitución  no  aplica  a  proyectos 
de  lei  de  esa  especie  las  disposiciones  contenidas  en  los 
arts.  $0  i  51,  como  puede  notarse  por  una  simple  lectu- 
ra del  art.  167,  que  se  refiere  solo  a  los  arts.  43,  44,  45, 
46  i  47.  Ni  habría  sido  posible  aplicar  la  teoría  de  insis- 
tencia por  dos  tercios  por  parte  de  la  Cámara  revisora  a 
proyectos  de  lei  de  una  naturaleza  tan  especial,  que  re- 
quieren para  su  aprobación  los  dos  tercios  de  ambas  Cá- 
Tnaras. 

Por  este  motivo,  otra  moción  idéntica  fué  presentada 
de  nuevo  ante  la  Cámara  de  Diputados,  en  sesión  de  22 
de  junio  de  1876,  proponiendo  se  declararan  reformables 
los  arts,  40,  165,  166,  167  i  168  de  la  Constitución,  sus- 
crita por  48  señores  Diputados,  entre  los  cuales  tuvimos 
la  honto  de  contarnos. 

En  la  discusión  de  este  nuevo  proyecto,  tomamos  otra 
vez  la  palabra,  en  sesión  de  26  de  octubre  del  citado  año 
1876,  para  defenderlo  en  los  términos  siguientes: 

«El  seSob  Hüneeus. — La  esplicacion  que  mi  honorable 
amigo  el  señor  Novoa,  acaba  de  dar,  manifestando  el 
sentido  en  que  él  acepta  la  reforma  del  an.  40  de  la 
Constitución,  me  pone  en  el  caso  de  manifestar  también 
a  la  Cámara  cuál  es  el  motivo  que  ha  inducido  a  la  Co- 
misionado Constitución,  Lejislacion  i  Justicia  a  proponer 
la  reforma  de  dicho  artículo.  Infrinjo  así  el  propósito  que 
me  animaba  de  no  tomar  parteen  la  discusión  jeneral  de 
este  asunto, 

"Cuando,  en  octubre  del  año  anterior,  se  discutió  en  la 
Cámara  do  Diputados,  en  jeneral  i  en  particular  a  la  vez, 
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un  proyecto  idéntico  al  que  actualmente  nos  ocupa,  tu- 
ve ocasión  de  desarrollar  estensamente  las  razones  en  que 
ese  proyecto,  del  cual  fui  entonces  autor,  estaba  apoya- 
do. Debo  suponer  que,  atendida  la  importancia  de  la  ma- 
teria, sino  todos,  la  mayoría  ai  menos  de  mis  honorables 
colegas,  habrán  leído  las  discusiones  que  entonces  tuvie* 
ron  lugar  i  se  habrán  impuesto  del  contenido  del  discur- 
so que  tuve  la  honra  de  pronunciar  en  la  Cámara  pasa- 
da, el  23  de  octubre  del  año  último.  Desearía  evitar  a 
los  miembros  de  esta  Cámara,  que  de  aquella  formaron 
parte,  la  molestia  de  escuchar  la  repetición  de  argumen- 
tos ya  conocidos;  i  esta  consideración  de  deferencia  a 
mis  colegas,  me  había  retraído  de  tomar  la  palabra  en  la 
presente  sesión. 

"Sin  embargo,  la  consideración  que  debo  a  mi  hono- 
rable amigo  el  señor  Novoa,  i  el  deber  que  pesa  sobre 
mí  como  miembro  de  la  Comisión  informante,  me  obligan 
a  seguir  una  línea  de  conducta  distinta  de  aquella  que 
me  había  trazado.  Espero  que  la  Honorable  Cámara 
me  perdonará  moleste  su  atención  por  algunos  breves 
instantes. 

"Al  incluir  el  art.  40  de  la  Constitución  en  el  proyec- 
to que  se  discute,  sus  autores  no  han  tenido  la  idea  de 
que  ese  artículo,  que  es  complejo,  se  reforme  en  todas  laa 
disposiciones  que  contiene.  Nó,  señor  Presidente.  La 
idea  nuestra,  que  coincide  por  completo  con  la  que  aca- 
ba de  manifestar  el  honorable  Diputado  por  Santiago, 
señor  Novoa,  es  que  el  artículo  se  declare  reformable  so- 
lo en  la  parte  que  determina  que  las  leyes  sobre  reforma 
deben  tener  su  oríjen  en  el  Senado. 

"Si  así  jio  se  ha  espresado  en  el  proyecto,  es  por  la 
razón  sencillísima  de  que  el  art  165  de  la  Constitución, 
que  es  precisamente  uno  de  los  que  dicho  proyecto  com- 
prende, no  permite  que  la  reformabilidad  se  declare  ne- 
cesaria por  palabras  o  por  líneas  de  artículos,  sino  que 
se  refiere  a  los  artículos  completos,  o  cuando  mas,  aten- 
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dida  la  práctica,  a  incisos  de  artículos  cuando  estos  con- 
tienen varios,  cosa  que  no  sucede  con  el  art.  40. 

"¡Ojalá  que  en  la  discusión  particular  q.  que  debe  so. 
meterse  pl  proyeoto,  si  es  aprobado  en  jeneral,  se  arbi-- 
tre  algún  medio  de  evitar  esta  dificultad,  que  viene  así 
a  suministrar  un  nuevo  i  poderoso  argumento  en  favor 
de  aquellos  que  sostenemos  h  necesidad  de  reformar  laa 
reglas  que  nuestra  Constitución  establece,  para  su  re- 
forma! 

44l<a  discusión  particular  tendría  así  alguna  utilidad, 
porque  a  la  verdad,  no  se  concebiría  que  aprobado  el  pro-» 
yecto  eu  jeneral,  pon  inclusión  do  los  cinco  artículos  que 
comprende,  hubiera  de  rechazarse  en  particular,  como  su-» 
cedió  en  el  Senado  en  el  año  anterior,  con  inclusión  tanjn 
bien  de  todos  i  de  cada  uno  de  esos  cinco  artículos. 

"No  dudo  que  se  arbitrará  algún  medio  de  evitar  ese 
absurdo  chooante  i  de  llegar  a  un  resultado  que  permita 
conciliar  las  opiniones  de  aquellos  que  aceptan  el  pro-» 
yecto  en  todas  sus  partes,  con  la  de  aquellos  que  solo  lo 
admiten  en  una  o  algunas  de  sus  disposiciones.  La  ne-» 
cesidad  de  buscar  ese  medio  es  algo  que  pondrá  en  evi-. 
dencia  los  defectos  de  que  adolecen»  entre  otros,  el  art.  165 
i  el  167  de  1%  Constitución,  defectos  que  en  lft  prápticahan 
producido  ya  funestas  consecuencias, 

"L<a  Cámara  recordará  que  1$  lei  de  agosto  de  1867  de- 
claró necesaria  1^  reforma  de  30  o  mas  artípulos  de  la 
Constitución.  Entre  ellos  se  comprendían  los  arts.  61  i 
62,  referentes  a  la  duración  del  período  presí4enpial  i  a 
la  reelección  para  pl  período  inmediato. 

"Si  se  estudia  la  historia  de  esa  lei  en  la  parte  que  a 
dichos  artículos  se  refiere,  sp  observará  que  el  prqpásito 
del  Congreso  de  1867  fuó,  no  solo  el  de  suprimir  la  re-* 
elección  inmediata,  sino  también  el  de  modificar  la  $\xr&i 
pión  del  período  presidencial,  que  algunos  querían  res-* 
trinjir  a  cuatro  años  i  que  otros  deseaban  amplia  h^sta 
seis* 
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•  uEs  esto  tan  cierto  que,  cuando  el  Senado  se  ocupó 
del  asunto  en  1870,  á  indicación  del  honorable  señor  don 
Federico  Errázuriz,  de  quien  recuerdo  este  hecho  porque 
le  honra  en  alto  grado,  aprobó  la  reforma  del  art.  61  es- 
tableciendo que  el  período  presidencial  debía  durar  seis 
años.  En  esta  forma  fué  remitido  el  proyecto  a  la  Cáma- 
ra de  Diputados  i  cuando  esta  lo  tomó  en  consideración 
en  las  primeras  sesiones  del  mes  de  junio  de  1871,  se 
vio  en  la  necesidad  de  modificarlo,  conservando  el  plazo 
de  cinco  años  para  la  duración  de  ese  período,  porque, 
como  se  observó  entonces  mui  oportunamente,  no  se  ha- 
bían comprendido  en  la  lei  de  27  de  agosto  de  1867  los 
arts,  74  i  77  de  la  Constitución,  los  cuales,  aunque  solo 
por  vía  de  referencia,  hablan,  sin  embargo,  del  período 
presidencial  de  cinco  años. 

4 'Siendo  esto  así  i  no  pudiendo  ser  modificados  esos  ar- 
tículos ni  en  una  coma  siquiera,  porque  la  lei  de  reforma** 
bilidad  no  los  comprendía,  fué  preciso  conservar  el  art.  61 
de  la  Constitución,  en  cuanto  se  refiere  a  la  duración  del 
período  presidencial,  en  la  forma  que  ha  tenido  desde 
1833. 

"I  hé  aquí  como  por  un  olvido  singular  o  por  la  causa 
que  se  quiera,  quedó  frustrada  la  voluntad  del  Congreso 
de  1867,  apesar  de  que  era  bien  sabido  que  se  quería  mo- 
dificar ese  plazo/ ya  fuera  ampliáadolo  hasta  seis  años  o 
ya  restrinjiéndolo  solo  a  cuatro, 

"El  inconveniente  conque  se  tropezó  para  realizar  una 
reforja  completa  i  satisfactoria,  fué  otra  vez  resultado  in- 
mediato del  sistema  defectuoso  establecido  por  los  arts. 
165  i  J67  de  la  Constitución.  Si  estos,  en  lugar  de  exi- 
jir  que  1$  lei  de  reformabilidad  detalle  el  artículo  o  artí-r 
eulos  cuya  reforma  se  pretende,  establecieran  que  la  ne- 
cesidad de  la  reforja  se  declarase  por  materias,  es  per- 
fectamente .claro  que  el  Congreso  de  1870  habría  podido 
realizarla  en  un  sentido  del  todo  conforme  con  la  volun* 

tad  i  con  e]  deseo  del  Congreso  de  186 7. 
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"Pero  yo  no  quiero  hacer  alto  en  estos  defectos  de  de- 
talle. De  ellos  están  plagados  los  artículos  a  que  se  re- 
fiere el  proyecto  que  discutimos  i  de  muchos  de  ellos  hi- 
ce mérito  detenidamente  en  la  discusión  del  año  anterior 
a  que  ya  me  he  referido.  Los  omito  ahora,  porque  no 
quiero  imponer  a  la  Cámara  la  fatiga  de  escuchar  repe- 
ticiones i  porque  no  quiero  imponerme  a  mí  mismo  la 
molestia  de  incurrir  en  ellas.  Comprendo,  por  otra  par- 
te, que  esos  defectos  de  detalle  no  justificarían,  por  si  so- 
los, la  reforma  que  hoi  se  pretende. 

"Ellos  podrían  salvarse  por  medio  de  leyes  interpre- 
tativas. Lo  reconozco,  por  mas  que  yo  sea  poco  aficiona- 
do a  subterfujios  de  esa  especie,  cuyo  verdadero  i  mas 
inmediato  resultado  es  el  de  barrenar  la  Constitución 
misma,  dándose  los  aires  de  respetarla.  Arbitrios  de  esa 
especie  son,  en  j  enera],  poco  dignos,  i  vale  siempre  mas, 
en  mi  concepto  al  menos,  abordar  de  frente  las  cuestio- 
nes i  resolverlas  valientemente  en  un  sentido  conforme 
con  las  verdaderas  aspiraciones  del  pais,  sin  ambajes  ni 
rodeos. 

"Persuadido  como  estoi  de  la  cordura  i  sensatez  del 
pueblo  chileno,  no  participo  en  manera  alguna  de  los  te- 
mores que  hace  pocos  momentos  insinuaba  el  honorable 
señor  Fábres,  cuando  nos  decía  que  había  un  verdadero 
peligro  para  la  libertad  en  quitar  las  trabas  que  nuestra 
Constitución  establece  para  ser  reformada. 

"Mi  honorable  amigo  el  señor  Fábres  ha  discurrido 
en  el  erróneo  concepto  de  que  nosotros  pretendemoa 
que  la  reforma  de  la  Constitución  se  sujete  a  las  mismas 
reglas  que  las  de  una  lei  común  i  ordinaria.  Aunque  en 
el  terreno  de  la  teoría  yo  no  he  podido  jamas  persuadir- 
me de  la  diferencia  que  debe  existir  entre  las  leyes  fun- 
damentales i  las  secundarias,  admito,  sin  embargo,  en  el 
terreno  de  los  hechos,  en  el  terreno  esencialmente  prác- 
tico, que  esa  diferencia  haya  de  continuar  existiendo. 
Nadie,  en  esta  Cámara,  al  menos  que  yo  sepa,  ni  nadie 
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en  la  Cámara  anterior,  ha  sostenido  la  idea  de  que  la  re- 
forma de  la  Constitución  se  sujete  a  las  mismas  reglas 
que  la  reforma  de  una  lei  común.  Por  consiguiente,  no 
hai  motivo  alguno  que  pueda  justificar  la  impugnación 

de  argumentos  que  nadie  lia  Lecho  valer. 

i 

"Colocando  la  cuestión  en  el  terreno  en  que  debe  si- 
tuarse, i  admitiendo  la  necesidad  de  reglas  especiales  pa- 
ra la  reforma  de  la  Constitución,  yo  no  he  oído  ni  aquí 
ni  fuera  de  aquí  razón  alguna  que  manifieste  que  esas 
reglas  deben  ser  precisamente  las  que  contienen  los  arts. 
40  i  165  a  168  de  la  Constitución. 

uEs  esto  lo  que  no  se  ha  probado  i  esto  es  lo  que  de- 
berían probar  los  impugnadores  del  proyecto. 

"En  verdad,  señor  Presidente,  que  no  concibo  la  ma- 
nera como  se  considera  este  asunto.  ¿Se  teme  acaso  que 
una  vez  modificados  los  artículos  a  que  se  refiere  el  pro* 
yecto  en  discusión,  tenga  alguien  en  Chile  la  osadía  de 
pretender  que  nuestra  Carta  Fundamental  se  reforme  en 
el  sentido  de  constituir  aquí  un  Gobierno  monárquioo? 
¿Se  admite  en  hipótesis  siquiera  la  idea  de  que  un  Con- 
greso chileno  haya  de  componerse  de  fatuos  o  dementes, 
que  pudieran  autorizar  con  sus  procedimientos  los  temo- 
res que  hace  poco  nos  insinuaba  el  honorable  señor  Fá- 
bres?  ¡Ah!  señor,  quienes  aceptan  la  posibilidad  de  que  a 
tales  estremas  hubiera  de  llegarse,  olvidan  por  completo 
que  el  amor  i  la  adhesión  de  un  pueblo  a  la  Constitución 
que  rije  sus  destinos,  no  debe  buscarse  en  la  letra  es- 
crita de  la  lei.  Cuando  la  lei  no  se  conforma  con  las  ver- 
daderas aspiraciones  del  pais,  en  vano  se  pretende  poner 
barreras  a  su  reforma.  La  mejor  garantía  de  solidez  i  es- 
tabilidad para  las  instituciones  políticas  de  un  pueblo, 
consiste  en  la  conciencia  perfecta  que  este  debe  tener  de 
que  ellas  le  aseguran  la  plenitud  de  todos  sus  derechos,  i 
le  garantizan  la  manifestación  de  ellos  en  todas  sus  for- 
mas. La  mejor  Constitución  es  aquella  que  cuenta  con 
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la  adhesión  profunda  de  todos  aquellos  Bobre  quienes 
impera. 

"El  seSor  Prado. — ¡Bravo!  ( Este  señor  Diputado  se  le- 
vanta de  su  asiento  i  al  pasar  por  junto  al  señor  Huneeus 
dice  otra  vez:  ¡Bravísimo!  .Aplausos  en  varios  bancos  i  en 
la  barra.) 

"El  señor  Huneeus. — Perdóneme  la  Cámara  este 
arranque  que  talvez  le  ha  ocasionado  una  molestia  que 
yo  habría  deseado  evitar. 

"Cuando  una  Constitución  traba  su  reforma  de  tal 
manera  que,  si  no  la  imposibilita  por  completo,  la  difi- 
culta o  la  retarda  con  exceso,  pretende  algo  que  a  nada 
conduce  o  que,  mas  bien  dicho,  conduce  precisamente  al 
estremo  contrario  de  aquel  que  se  quiere  evitar.  La  Na* 
cion,  con  la  conciencia  entonces  de  la  plenitud  de  sus 
-derechos,  se  sobrepone  a  esas  trabas,  prescinde  de  reglas 
que  nunca  pueden  sojuzgarla  en  el  ejercicio  de  su  sobe- 
ranía, i  verifica  la  reforma  cuando  le  place,  sin  detenerse 
ante  la  consideración  debida  a  lo  que  alguien  escribió 
<jon  la  pretensión  de  darle  un  carácter  permanente,  i  que 
alguien  puede,  con  mejor  derecho,  borrar  a  su  voluntad. 

"Licurgo,  después  de  redactadas  las  leyes  que  trabajó 
para  Esparta,  tuvo  también  la  pretensión  de  que  ellas 
fueran  perpetuas  e  inamovibles.  Para  obtener  ese  resul- 
tado obtuvo  de  sus  conciudadanos  la  promesa  de  que  no 
reformarían  esas  leyes  mientras  él  no  volviera  a  Espar- 
ta. Ausentóse,  en  efecto,  de  su  pais,  con  el  propósito  de 
no  volver  mas  a  él,  a  fin  de  que  así,  no  verificándose  ja- 
mas la  condición  de  su  regreso,  nunca  se  reformaran  esas 
leyes  que  él  amaba  con  el  afecto  de  un  padre.  La  historia 
nos  dice  cual  fué  la  suerte  que  esas  leyes  corrieron. 

"Pero,  sin  necesidad  de  recurrir  a  ejemplos  tomados 
de  la  antigüedad,  Chile  mismo  nos  suministra  uno  bien 
reciente  que  patentiza  la  verdad  de  lo  que  estoi  afir- 
mando. 

''La  Constitución  de  1828  dispuso  terminantemente 
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que  ella  no  podría  ser  reformada  antes  del  año  1836, 
Quiso  que  en  ese  año,  i  no  antes,  se  convocara  una  Con- 
vención especial  destinada  esclusivamente  a  revisarla  i 
reformarla.  í,  sineinbargo,  el  Congreso  ordinario  de  1831, 
elejido  bajo  el  imperio  deesa  Constitución,  anticipóla 
fecha  que  ella  misma  designaba  para  su  reforma  i  la  con- 
secuencia de  ese  acto,  que  yo  no  necesito  decir  si  fué  o 
nó  legal,  fué  la  Constitución  que  hoi  nos  rije,  jurada  i 
promulgada  el  25  de  mayo  de  1838,  o  sea  tres  años  an- 
tes de  la  fecha  determinada  espresamente  por  la  C  onstitu- 
cion  de  1828. 

•  "Si  hubiéramos  de  discurrir  apoyándonos  en  la  letra 
muerta  de  la  le  i,  tendríamos  que  llegar  a  la  consecuencia 
de  que  la  Constitución  de  1833  ha  sido  i  es  nula  desde 
su  oríjen.  ¿I  hai  alguien  capaz  hoi  de  sostener  esa  pro- 
posición, a  los  43  años  de  haber  sido  promulgada  nues- 
tra Carta  Fundamental? 

"Nó,  señor  Presidente.  Ese  largo  trascurso  de  tiempo 
i  la  conciencia  deque  nuestra  Constitución, cualesquiera 
que  sean  sus  defectos,  ha  contribuido  en  mucho  al  bie- 
nestar i  a  la  prosperidad  de  Chile,  son  los  verdaderos  tí- 
tulos que  ella  puede  invocar  en  su  apoyo.  Ellos  sobran 
para  garantizar  también  su  estabilidad,  i  precisamente 
para  evitar  que  en  tiempo  alguno  se  imite  el  ejemplo  da- 
do por  el  Congreso  de  1831,  es  que  nosotros  deseamos 
que  se  modifiquen  las  reglas  contenidas  en  sus  arts.  40  i 
165  a  168.. 

"Queremos  que  la  reforma  se  haga  conformándonos 
con  las  mismas  reglas  que  la  Constitución  prescribe, 
porque  así  se  llega  a  un  resultado  que  ningún  derecho 
ofende  i  que  salva  el  respeto  debido  a  las  instituciones 
fundamentales.  Los  honorables  miembros  del  partido 
conservador  que  combaten  nuestras  pretensiones,  me 
permitirán  que  yo  les  recuerde  las  palabras  que  el  12  do 
mayo  de  1792  pronunciaba  el  duque  de  Bedford,  padre 
del  eminente  estadista  ingles  lord  John  Russell,  ante  lu 
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asociación  de  los  Amigos  del  Pueblo  que  entonces  se  fun- 
dó en  Londres,  probablemente  a  consecuencia  de  los  su- 
cesos que  a  la  sazón  se  desarrollaban  en  Francia.  Decía 
aquel  noble  duque:  «Deseamos  reformar  la  Constitución 
precisamente  porque  queremos  conservarla. » 

"Séame  lícito  rogar  a  la  Honorable  Cámara  fije  su 
atención  en  la  profunda  verdad  que  encierran  aquellas 
palabras,  i  véase,  en  presencia  de  ellas,  si  nosotros  obra- 
mos hoi  como  demoledor.es  i  demagogos,  o  si  procede- 
mos con  la  mesura  propia  del  que  quiere  conservar  las 
instituciones  fundamentales  de  su  país. 

"Modificar  las  reglas  que  nuestra  Constitución  esta- 
blece para  su  reforma,  procediendo,  como  estamos*  ha- 
ciéndolo, con  sujeción  a  esas  mismas  reglas,  es  algo  que 
revela  el  buen  espíritu  que  nos  anima.  I  desde  que  nadie 
ha  sostenido,  ni  es  posible  que  se  sostenga,  que  esas  re- 
glas son,  no  digo  perfectas,  pero  ni  siquiera  mejores  que 
las  que  rijan  en  la  mayor  parte  de  las  naciones  civiliza- 
das, es  evidente  que  no  tenemos  porqué  desistir  ahora 
de  nuestro  propósito.  Por  esto  es  que  si  firmé  i  presentó 
en  1873  un  proyecto  idéntico  al  que  ahora  se  debate,  he 
firmado  también  este  último,  i  si  nuevamente  fracasa, 
firmaré  un  tercero  en  tiempo  oportuno,  hasta  tanto  que 
vea  realizada  una  reforma  que  es  en  mí  efecto  de  una 
convicción  antigua  i  profunda,  de  una  reforma  que  nos 
permitirá  hacer  de  nuestra  Constitución  lo  que  ella  debe 
ser,  esto  es,  un  conjunto  solo  do  los  principios  funda- 
mentales que  aseguran  las  libertades  del  individuo  i  or- 
ganizan los  poderes  públicos. 

"Una  Constitución  que  contiene  artículos  reglamenta- 
rios, como  el  9.°  de  la  nuestra,  en  que  se  establece  que 
no  puede  ejercerse  el  derecho  de  sufrajio  sin  estar  ins- 
crito en  el  rejistro  de  electores  del  municipio  respectivo 
i  sin  estar  en  posesión  del  boleto  de  calificación,  tres 
metes  antes  de  las  elecciones,  todo  lo  cual  es  perfecta- 
mente impropio  de  un  Código  Fundamental;  una  Cons- 
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tituciou  que  contiene  cien  artículos  quizá  entré  aquellos 
cuya  reforma  se  ha  verificado  ya,  buena  o  malamente, 
aquellos  cuya  reforma  se  ha  pedido  i  aquellos  cuya  re- 
forma se  está  pidiendo  diariamente;  es,  sin  duda  alguna, 
algo  que  merece  revisarse  de  una  manera  detenida,  me- 
tódica i  completa,  si  queremos  que  Chile  tenga  algún  dia 
un  Código  Fundamental  que  responda  a  necesidades 
verdaderamente  sentidas  i  a  las  aspiraciones  de  la  ma- 
yoría ilustrada  i  sensata  del  pais.  Solo  así  podremos  con- 
seguir que  la  Constitución  se  reduzca,  como  debe  ser,  a 
un  conjunto  de  los  principios  verdaderamente  fundamen- 
tales de  nuestro  sistema  político. 

"Cuando  eso  suceda  i  cuando  nuestra  Constitución  se 
vea  libre  de  todos  los  detalles  reglamentarios  que  con- 
tiene, ella  podrá  caber  entonces  en  una  pequeña  hoja  de 
papel,  i  no  habiendo,  como  por  fortuna  no  hai  entre  los 
chilenos,  divergencias  profundas,  en  cuanto  a  las  bases 
capitales  de  nuestro  sistema  político,  se  habrá  realizado 
satisfactoriamente  la  aspiración  que  nos  anima  de  que  la 
estabilidad  de  nuestra  Carta  Fundamental  repose  en  la 
sólida  base  de  la  adhesión  profunda  que  ella  misma  se 
hubiese  conquistado  en  todas  las  clases  sociales  del  pais. 

"Dudo  mucho  que  tales  propósitos  puedan  jamas  con- 
seguirse, mientras  subsistan  las  trabas  que  tratamos  de 
remover.  El  sistema  que  nuestra  Constitución  establece 
para  su  reforma  es  inaceptable  en  todo  sentido.  Un  solo 
ejemplo  bastará  para  manifestarlo. 

<4Supóngase  que  el  Congreso  actual  declarase  necesa- 
ria la  reforma  del  art.  5.°  de  nuestra  Constitución,  con  la 
mira  de  reemplazarlo  por  otro  que  asegurara  a  todos  los 
cultos,  sin  distinción  alguna,  su  libre  ejercicio,  sin  otras 
limitaciones  que  las  que  reclamaren  la  moral  i  el  orden 
público. 

"Declarada  por  la  lei,  que  nosotros  dictaríamos,  la  ne- 
cesidad de  esa  reforma,  tendríamos  que  aguardar  'hasta  el 
año  de  1879.  El  nuevo  Congreso  que  principiará  a  fun- 
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cionar  el  1.°  de  junio  de  ese  año,  tendría  el  encargo  de 
efectuar  esa  reforma.  Supongamos  todavía  que  ese  Con- 
greso la  efectuara,  reemplazando  el  actual  art.  5.°  do 
nuestra  Constitución  por  Uno  que*  dijera  precisamente  lo 
contrario  de  lo  que  nosotros  habríamos  querido  que  se 
hiciera,  por  un  artículo  que  dijese,  por  ejemplo:  «La  re- 
lijion  de  la  República  de  Chile  continuará  siendo  la  Ca- 
tólica Apostólica  Romana,  o  será  la  Griega  Cismática 
u  otra  cualquiera,  con  esclusion  del  ejercicio  público  i 
aun  del  privado  de  todo  otro  culto.»-— ¿Habría  realizado 
el  Congreso  que  efectuara  la  reforma  las  aspiraciones  del 
Congreso  que  la  declaró  necesaria?  Dejo  la  respuesta  al 
buen  sentido  de  mis  honorables  colegas. 

uEl  absurdo  chofeante  que  resultaría  en  el  caso  que 
me  he  permitido  idear,  pone  en  evidencia  la  necesidad 
de  reformar  las  reglas  que  la  Constitución  establece  para 
su  reforma.  El  sistema  por  ella  establecido  debe  susti- 
tuirse por  otro  que  faculto  al  Congreso  que  declara  nece- 
saria la  reforma,  para  redactarla  en  términos  ciaros  i  pre- 
cisos, concretos  i  bien  determinados,  a  fin  de  que  en  esa 
forma  se  proponga,  ya  sea  ai  Congreso  futuro,  como  en 
Holanda,  ya  sea  a  una  Convención  especial,  como  en  la 
Confederación  Arjentina,  ya  a  aquel  o  a  esta,  adoptando 
cualquiera  de  los  sistemas,  como  en  Estados  Unidos,  o 
ya  al  pueblo  directamente,  como  en  Suiza, 

uEn  tal  caso,  el  Congreso  futuro,  la  Convención  espe- 
cial o  el  pueblo,  deliberarán  sobre  una  base  fija  i  cono- 
cida i  aprobarán  o  reprobarán  la  reforma  que  se  les  pro- 
pone perfectamente  concebida  i  redactada.  Si  se  pro- 
nuncian por  la  afirmativa,  la  reforma  cuenta  con  el  voto 
favorable  de  dos  autoridades  distintas.  En  el  caso  con- 
trario, la  reforma  quedará  sin  efecto,  pero  en  ningún 
caso  podrá  verificarse  en  un  sentido  que  contraríe  la 
voluntad  i  las  aspiraciones  *  del  Congreso  que  la  inició. 
Lo  peor  que  entonces  podría  suceder  sería  que  las  dis- 
posiciones cuya  reforma  se  propuso  en  el  Congreso  que 
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la  inició,  no  se  cambiarían  i  que  las  cosas  quedarían  en 
el  mismo  estado  en  que  antes  se  encontraban. 

"Con  un  sistema  como  el  que  acabo  de  indicar  o  con 
otro  cualquiera  que  se  le  asemejara,  salvaríamos  los  in- 
convenientes con  que  hoi  tropezamos.  Sin  llegar  al  sis- 
tema ingles,  para  el  cual  no  estamos  suficientemente 
preparados,  evitaríamos  seguramente  los  inconvenientes 
del  estremo  opuesto. 

"En  Francia  han  rejido,  sino  me  equivoco,  18  o  20 
Constituciones  diferentes  en  los  últimos  86  años.  Todas 
ellas  han  establecido  trabas  mas  o  menos  severas  para 
su  reforma;  i,  apesar  de  tales  trabas,  la  Cámara  bien  sabe 
cómo  es  que  todas  esas  Constituciones  han  caído  por 
tierra  después  de  una  corta  i  efímera  existencia.  La  cul- 
ta e  ilustrada  nación  francesa  no  ha  reconocido  en  sus 
lejisladores  el  derecho  de  embarazarla  en  el  libre  ejerci- 
cio de  su  soberanía,  i  cuando  no  ha  podido  conseguir  la 
reforma  de  sus  disposiciones  fundamentales  por  medios 
legales  i  pacíficos,  se  ha  visto  en  la  necesidad  de  ocurrir 
a  estremos  violentos  i  a  vías  de  hecho. 

"¡Cuan  distinto  ejemplo  nos  suministra  la  vieja  i  sen- 
sata Inglaterra!  Allí,  donde  no  existe  diferencia  alguna 
entre  la  Constitución  i  la  simple  lei,  allí  donde  el  Parla- 
mento es  omnipotente,  no  se  han  notado  los  perniciosos 
estremos  a  que  nos  llamaba  la  atención  mi  honorable 
amigó  el  señor  Fábres.  Allí  se  han  verificado  cambios 
radicales  en  el  sistema  de  gobierno,  se  han  depuesto 
soberanos  i  se  han  llamado  nuevas  dinastías  a  la  corona, 
sin  que  el  réjimen  legal  haya  esperimentado  trastorno 
alguno. 

"Compárense  estos  dos  casos  i  dedúzcanse  las  conse- 
cuencias que  fluyen  naturalmente  del  examen  detenido 
del  uno  i  del  otro.  Nosotros  no  pretendemos  que  en  Chi- 
le se  establezca  el  sistema  ingles;  pero  si  no  lo  preten- 
demos, porque  en  política  todo  debe  subordinarse  a  las 
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circunstancias  especiales  del  pais  donde  se  lejisla,  pre- 
ferimos el  sistema  ingles,  como  ideal  siquiera,  al  siste- 
ma francés. 

"Al  obrar  así  i  al  subordinar  nuestra  línea  de  conduc- 
ta a  esa  convicción  que  nos  anima,  creemos  proceder  con 
cordura  i  con  verdadero  patriotismo.  Yo  espero  que  la 
Honorable  Cámara,  animada  también  de  estos  mismos 
sentimientos,  se  serviráprestar  su  alta  aprobación  al  pro- 
yecto que  se  discute." 

En  sesión  de  7  de  noviembre  de  1876,  después  de  una 
estensa  discusión,  quedó  aprobado  por  la  Cámara  de  Di- 
putados, en  jeneral  i  en  particular,  el  proyecto  a  que  alu- 
dimos, exactamente  en  la  forma  que  hoi  tiene  la  lei  de 
4  de  julio  de  1877  ya  citada. 

Discutido  estensamente  en  la  Cámara  de  Senadores, 
en  las  primeras  sesiones  ordinarias  de  1877,  quedó  tam- 
bién aprobado  por  esta  Cámara  en  sesión  de  20  de  junio 
en  la  misma  lonna  que  lo  había  hecho  la  Cámara  de  Di- 
putados, por  una  mayoría  de  20  votos  contra  7  en  favor 
de  la  reformabilidad  del  art.  168,  sin  la  limitación  que 
habían  propuesto  los  señores  don  Antonio  Varas,  don 
José  Eujenio  Vergara  i  don  Joaquín  Blest  Gana,  i  que 
decía  así: 

«Se  declara  también  reformable  el  art.  168,  salvo  la 
parte  en  que  dispone  que  el  Congreso  que  entre  a  fun- 
cionar inmediatamente  después  de  aquel  que  decrete  la 
reforma,  resuelva  sobre  las  reformas  que  han  de  hacerse, » 
la  cual  fue  rechazada  por  15  votos  contra  12. 

La  reformabilidad  de  los  demás  artículos  a  que  se  re- 
fería el  proyecto  no  suscitó  discusión,  siendo  aceptada 
con  solo  un  voto  en  contra. 

Tal  es,  a  grandes  rasgos,  la  historia  brevísima  de  la  lei 
de  reforma  que  faculta  al  Congreso  de  1879  para  modi- 
ficar las  reglas  que  la  Constitución  establece  para  su  pro- 
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pia  reforma.  ¡Esperemos  que  se  haga  un  uso  prudente  i 
discreto  de  tan  enorme  atribución! 


o 

o  o 

En  los  dos  discursos  nuestros,  que  hemos  transcrito 
íntegramente  como  manifestación  de  nuestras  opiniones 
en  tan  grave  materia,  están  indicadas  las  principales 
cuestiones  que  ha  sujerido  la  aplicación  práctica  de  los 
preceptos  contenidos  en  los  arts.  165  a  168  de  la  Consti- 
tución. A  fin  de  evitar  repeticiones,  nos  permitiremos 
ahora  dar  término  a  este  volumen,  indicando  algunas  de 
las  dudas  sujeridas  por  esos  preceptos,  i  que  pondrán  to- 
davía mas  en  evidencia  la  justa  necesidad  de  reformar- 
los, que  ha  satisfecho  la  recordada  lei  de  4  de  julio  de 
1877. 


¿Puede  el  Presidente  de  la  República  iniciar  proyectod 
de  lei  de  reformabilidad  de  la  Constitución? 

Las  mociones  en  que  se  pide  se  declare  que  exijen  re- 
forma uno  o  mas  artículos  de  la  O  onstitücion  pueden  pre- 
sentarse en  una  u  otra  de  las  Cámaras.  Pero  no  pueden 
ser  iniciadas  por  el  Presidente  de  la  República,  porque 
el  art.  165  habla  do  mociones  solamente  i  no  de  mensajes 
del  Ejecutivo,  como  lo  hace  el  art.  40*  De  esta  diferente 
redacción  de  los  arts.  40  i  165  se  deduce  que  el  Presiden- 
te de  la  República  no  está  investido  de  la  atribución  de 
dirijir  a  las  Cámaras  mensajes  que  tengan  por  objeto  de- 
clarar necesaria  la  reforma  de  uno  o  mas  artículos  de  la 
Constitución.  Aparte  de  la  letra  del  art  165,  que  es  ter- 
minante, el  Ejecutivo  nada  avanzaría  con  iniciar  un  men* 
saje  de  esa  especie,  porque  la  proposición  de  reformabi- 
lidad no  podría  tener  curso,  sino  fuere  apoyada,  a  lo  mé- 
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nos,  por  la  cuarta  parte  de  los  miembros  presentes  de  la 
Cámara  en  que  se  propusiere. 

Es,  por  consiguiente,  exacta  la  opinión  que  el  Minis- 
tro del  Interior  señor  don  Eulojio  Altamirano  manifestó 
en  este  sentido  ante  la  Cámara  de  Diputados,  en  sesión 
nocturna  de  11  de  setiembre  de  1874,  al  negarse  a  con- 
testar las  preguntas  que  le  dirijió  el  señor  don  José  Cle- 
mente Fábres,  para  inquirir  la  opinión  del  Ejecutivo 
acerca  déla  moción  de  29  Diputados  que  pedían  se  decla- 
rasen reformables  el  art.  5.°  i  los  demás  que  con  él  se  re- 
lacionan. 


o 

0    O 


¿Para  ser  leída  una  moción  de  reformabilidad  necesita 
del  apoyo  excepcional  que  exije  el  art.  165? 

Para  que  una  moción  de  reformabilidad  sea  admitida 
se  requiere:  1.°  que  sea  apoyada  por  la  cuarta  parte,  alo 
menos,  de  los  miembros  presentes  de  la  Cámara  en  que 
se  proponga;  i  2.°  que  en  ella  se  detallen  el  articulo  o  ar- 
tículos cuya  reformabilidad  se  pretende. 

Por  creer  erróneamente  que  carecía  del  primero 
de  los  dos  indicados  requisitos,  la  Cámara  de  Diputa- 
dos resolvió,  conforme  a  la  opinión  sostenida  por  el  se- 
ñor don  Antonio  Varas,  i  por  38  votos  contra  2,  en  se- 
sión de  22  de  setiembre  de  1859,  que  la  moción  de  re- 
formabilidad presentada  en  dicha  sesión  por  el  señor  don 
Melchor  de  Santiago  Concha,  no  cumplía  con  los  requi- 
sitos necesarios  para  que  se  le  diera  lectura,  por  cuanto 
no  estaba  firmada  por  la  cuarta  parte  de  los  Diputados 
presentes,  sino  únicamente  por  el  señor  Concha,  quien 
pretendía  solo  se  leyera  para  el  efecto  de  ver  si  la  apoya- 
ba o  no  esa  cuarta  parte. 

Nos  parece  que  no  fué  correcta  la  decisión  de  la  Cá- 
mara en  el  caso  a  que  acabamos  de  aludir.  No  es  lo  mis- 
mo apoyar  un  proyecto  en  jeneral  para  efectos  de  mera 
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tramitación,  que  firmarlo  aceptándolo  de  lleno.  Ni  es  tam- 
poco lo  mismo  admitir  un  proyecto  para  esos  mismos  efec- 
tos, que  darle  simplemente  lectura. 

Como  nosotros  lo  entendió  la  Cámara  de  Diputados  en 
sesión  de  23  de  setiembre  de  1873,  permitiendo  se  diese 
lectura  a  la  moción  que  en  ella  tuvimos  el  honor  de  pre- 
sentar con  el  objeto  de  declarar  necesaria  la  reforma  de 
los  arta.  165  a  168  de  la  Constitución.  Esa  moción  fué 
leída  apesar  de  tener  solo  nuestra  firma,  i,  después  de 
láda,  fué  apoyada  por  51  colegas  que  tuvieron  a  bien  fir- 
marla, en  prueba  de  que  le  prestaban  ese  apoyo.  Nos  pa- 
rece que  este  procedimiento  fué  mas  ajustado  a  la  letra 
de  la  Constitución  i  a  las  buenas  prácticas  parlamenta- 
rias, que  el  observado  en  22  de  setiembre  de  1859. 


o 
o  o 


¿Es  admisible  una  moción  que  no  detallo  el  artículo  o 
artículos  cuya  reformabilidad  se  propone? 

Por  carecer  del  segundo  de  los  requisitos  arriba  men- 
cionados— el  de  detallar  el  artículo  o  artículos  cuya  re- 
formabilidad se  pretendía — la  Cámara  de  Diputados  se 
negó  a  tramitar,  en  sesión  de  24  de  julio  de  1858,  tam- 
bién a  petición  del  señor  don  Antonio  Varas,  la  moción 
de  reformabilidad  que  le  fué  presentada  por  los  señores 
don  José  Victorino  Lastarria  i  don  Domingo  Santa-Ma- 
ría. De  idéntica  manera  procedió  en  sesión  de  11  de  ju- 
lio de  1865/  negándose  a  admitir,  por  46  votos  contra  5, 
otra  moción  de  reformabilidad  presentada  por  el  señor 
don  Pedro  Félix  Vicuña.  I  otra  vez  resolvió  igual  cosa, 
*  i  por  la  misma  razón,  en  sesión  de  29  de  agosto  de  1871, 
a  propósito,  del  proyecto  de  Constitución  completa  pre- 
sentado ante  ella  por  el  señor  don  Manuel  Antonio  Matta. 


o  * 
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¿Puede  declararse  la  necesidad  de  la  reforma  de  inci- 
sos o  partes  de  un  artículo  de  la  Constitución? 

Prácticamente  se  ha  resuelto  que  sí.  Véase  en  prueba 
de  ello  la  lei  de  28  de  agosto  de  1867,  Sin  embargo,  los 
arts*  165,  166  i  167  hablan  del  articuló  o  artículos  en  cues- 
tión. El  tenor  de  ellos  es  perfectamente  claro,  i  al  dispo- 
ner que  la  necesidad  de  la  reforma  se  declare  solo  respec- 
to de  artículos  completos  i  no  de  incisos  o  frases  de  aquellos, 
es  indudable  que  la  Constitución  ha  tenido  un  propósito 
mas  significativo  que  el  de  una  simple  cuestión  de  forma. 
Ese  propósito  no  ha  podido  ser  otro  que  el  de  dificul- 
tar así  la  reforma,  por  temor  a  lo  desconocido,  o  sea  a  lo 
que  puede  hacer  un  Congreso  futuro,  a  quien  se  confiere 
en  el  asunto  una  verdadera  omnipotencia,  que  no  puede 
serle  embarazada  por  el  Congreso  que  declara  i  no  debe 
declarar  sino  la  necesidad  de  la  reforma.  Admitiendo  el 
sistema  que  ha  prevalecido  en  la  práctica,  el  Congreso 
que  dicta  la  lei  de  reformabilidad  traba  i  limita  la  acción 
del  Congreso  reformador.  Esto  es  tan  evidente,  que  no  es 
posible  justificar  la  práctica  observada,  sino  como  un  efec- 
to natural  del  defectuoso  sistema  establecido  para  la  refor- 
ma por  nuestra  Constitución,  sistema  que  envuelve  peli- 
gros tan  graves  que  se  ha  procurado  salvarlos  cuidándose 
poco,  quizás,  de  la  letra  do  la  misma  Lei  Fundamental,. 
Todo  esto  no  habría  ocurrido  si   se  hubiera  adop- 
tado el  sistema  de  declarar  la  necesidad  de  la  reforma 
por  materias  i  no  por  artículos,  i  así  sa  habría  evitado 
caer  en  olvidos  que  han  hecho  imposibles  reformas  con- 
venientes, como  sucedió  en  1871  con  la  duración  del  pe- 
ríodo presidencial,  que  no  pudo  modifioarse,  apesar  de 
ser  reformables  los  arts.  61  i  62;  por  cuanto  lq,  lei  de  28 
de  agosto  de  1867  olvidó  hacer  mérito  de  los  arts,  74  i 
77,  según  lo  recordamos  en  uno  de  los  discursos  que  mas 
arriba  hemos  reproducido. 

0     * 
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•  ¿Puede  la  Cámara  revisora  adicionar  o  correjir  las 
mociones  sobre  reformabilidad  de  la  Constitución  que  le 
pasare  La  Cámara  de  oríjen,  o  debe  limitarse  a  aprobar- 
las o  desecharlas  por  la  mayoría  especial  que  determina 
el  art  167? 

Nosotros  resolveríamos  la  cuestión  en  este  último  sen- 
tido. 

En  efecto,  atendida  la  redacción  especial  del  art.  167 
que  no  espresa,  como  lo  hace  el  168  en  su  parte  final, 
que  en  las  leyes  sobre  reformabilidad  se  proceda  como  en 
la  formación  de  las  demás,  sino  que  determina  únicamen- 
te que  si  las  Cámaras  resuelven  por  las  dos  tercias  par- 
tes de  sufrajios  en  cada  una,  que  el  artículo  o  artículos 
prepuestos  exijen  reforma,  se  pase  esta  resolución  al  Pre- 
sidente de  la  República  para  los  efectos  de  los  arts.  43f 
44,  45,  46  i  47,  sin  referirse  absolutamente  para  nada  a 
los  arts.  50  i  51,  es  fácil  comprender  que  en  los  proyec- 
tos de  lei  sobre  reformabilidad  de  la  Constitución,  no  hai 
lugar  a  insistencias,  ni  a  adiciones  o  correcciones.  Si  la 
idea  simple  i  concreta  de  que  un  artículo  exije  reforma 
no  fuere  aprobada  lisa  i  llanamente  por  los  dos  tercios 
de  sufrajios  de  una  i  de  otra  Cámara,  sea  la  de  oríjen, 
sea  la  revisora,  el  proyecto  fracasaría  de  derecho,  como 

■ 

fracasó  en  noviembre  de  1875,  según  lo  hemos  recorda- 
do ya,  la  moción  de  reformabilidad  que  presentamos  an- 
te la  Cámara  de  Diputados  el  23  de  setiembre  de  1873, 
por  el  solo  hecho  de  no  haberla  aprobado  el  Senado  por 
los  dos  tercios  de  los  miembros  presentes,  en  la  sesión  de 
7  de  aquel  mes  i  año. 

Según  esto,  si  el  Senado  corrijiera  un  proyecto  de  lei 
sobre  reformabilidad  de  algún  artículo  de  la  Constitu- 
ción, aprobado  ya  por  la  Cámara  de  Diputados,  es  claro 
que,  por  ese  mismo  hecho,  no  aceptaba  la  idea  de  la  re- 
formabilidad como  esta  última  la  había  admitido,  i  que 
el  proyecto  fracasaría  inmediatamente,  porque  no  sería 
posible  devolverlo  a  la  Cámara  de  oríjen  a  fin  de  que 
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tomara  en  cuenta  la  corrección,  ya  porque  la  Constitu- 
ción no  aplica  a  esta  especie  de  leyes  las  reglas  de  los 
arts.  50  i  51 ,  ya  porqué,  si  hubieran  de  aplicarse,  resul- 
taría el  absurdo  de  que  la  Cámara  de  oríjen,  si  a  ellas  se 
sujetara,  tendría  que  aceptar  o  desechar  siempre  por 
mayoría  absolvía  de  sus  miembros  presentes  la  corrección 
introducida  por  la  Cámara  revisora.  Luego,  si  tal  corree* 
cion  fuera  aceptada  por  dicha  mayoría  absolvía,  como  lo 
dispona  el  art.  51,  ¿a  qué  quedaría  reducida  la  garantía 
especial  que  la  Constitución  exije  en  su  art.  167  de  que 
la  reformabiüdad  sea  necesariamente  aprobada  por  los 
dos  tercios  de  sufrajios  en  ambas  Cámaras? 

Pero  a  esto  se  contestará  que,  habiendo  la  práctica 
permitido  declarar  la  necesidad  de  la  reforma  no  solo 
por  artículos,  sino  por  incisos  o  frases  de  ellos,  no  se  di- 
visa porqué  motivo  la  Cámara  revisora  habría  de  care- 
cer de  una  facultad  que  se  reconoce  a  la  de  oríjen.  A  es- 
te argumento  replicaríamos  que  si  la  Cámara  revisora 
quisiera  limitar  a  una  frase  o  parte  de  un  artículo  cons- 
titucional su  reformabiüdad  aceptada  por  completo  o  en 
otra  forma  por  la  Cámara  de  oríjen,  el  resultado  sería  el 
mismo  que  si  aquella  Cámara  se  negara  a  aprobar  lisa  i 
llanamente  el  acuerdo  de  esta,  porque  ambas  no  concu- 
rrían en  una  misma  idea  por  los  dos  tercios  de  votos  que 
exije  la  Constitución,  Todo  desacuerdo  de  las  Cámaras, 
por  insignificante  que  pareciere,  en  proyectos  de  refór- 
inabiüdad,  equivale  al  rechazo  de  estos. 

El  derecho  de  la  Cámara  revisora,  en  la  hipótesis  que 
nos  hace  discurrir,  quedaría  salvado  rechazando  el  pro- 
yecto que  le  hubiere  pasado  la  Cámara  de  oríjen,  e  ini- 
ciando una  moción  nueva  que  contuviera  las  modifica- 
ciones que  en  dicho  proyecto  deseaba  aquella  Cámara 
introducir, 

Estas  dificultades  no  serían  posibles  si  en  las  mocio- 
nes de  reformabiüdad  se  procediera  únicamente  a  votar 
«si  exije  o  no  reforma  el  artículo  tal  o  cual,»  sin  entrar 
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a  discutir,  como  se  ha  hecho,  si  exije  reforma  cada  inciso 
i  aun  cada  frase  o  idea  de  las  que  contiene  un  artículo 
complejo. 

La  cuestión  que  nos  ocupa  habría  surjido  indudable- 
mente si  el  Senado  hubiera  aceptado,  en  junio  de  1877, 
la  limitación  que  algunos  de  sus  miembros  propusieron 
se  hiciera  en  la  declaración  de  reformabilidad  del  art. 
168,  i  que  fué  rechazada  porque,  entre  otros  motivos,  ella 
habría  equivalido  a  restrinjir  las  facultades  del  Congreso 
reformador  de  1879.  Los  autores  de  esa  limitación  pro- 
puesta, al  tratar  de  salvar  así  los  defectos  del  art.  168, 
los  reconocieron  de  una  manera  esplícita,  i  sino  acepta* 
ron  una  declaración  de  reformabilidad  cuya  necesidad  no 
podían  desconocer,  fué  indudablemente  obedeciendo  a 
consideraciones  de  un  prudente  temor  a  lo  desconocido, 
que  esperamos  no  ha  de  resultar  justificado. 


o 
o  a 


¿Son  vetables  las  leyes  de  reformabilidad  de  uno  o  va- 
rios artículos  de  la  Constitución? 

El  caso  no  ha  ocurrido;  pero  es  indudable  que  el  Pre- 
sidente de  la  República  podría  devolverlas  con  modifica- 
ciones o  desecharlas  en  el  todo,  en  uso  de  las  atribucio- 
nes que  le  confieren  los  arts.  45,  46  i  47,  a  los  cuales  se 
refiere  espresamente  el  art.  167  de  la  Constitución.  Esta 
no  puso  en  manos  del  Ejecutivo  la  facultad  de  iniciar  le- 
yes sobre  reformabilidad,  obedeciendo  a  un  espíritu  res- 
trictivo en  la  materia,  i,  cediendo  al  mismo,  le  confirió  la 
facultad  del  veto,  que  no  tiende  sino  a  dificultar  la  refor- 
ma. 


o 
o  o 


¿Es  derogable  la  lei  de  reformabilidad  de  uno  o  mas 
artículos  de  la  Constitución? 

SO 
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Nos  parece  que  no  podría  serlo  por  el  Congreso  que 
la  dictó,  sino  obedeciendo  a  las  mismas  reglas  a  que  se 
sujetó  su  formación,  lo  que,  aparte  de  ser  mui  improba^ 
ble,  no  sería  fácil  conseguir.  Pero  si  el  Congreso  refor- 
mador no  quisiera  efectuar  la  reforma,  bastaría  que  el 
Senado,  donde  esta*  debe  tener  principio,  se  negara  por 
simple  mayoría  a  aceptar  toda  reforma  en  el  artículo  o 
artículos  declarados  reformables,  para  que  la  leí  de  re* 
formabilidad  quedara  sin  efecto  por  el  momento.  I  deci- 
mos por  el  momento,  porque,  segum  se  ha  resuelto  prác- 
ticamente, con  las  disposiciones  declaradas  reformables 
por  la  lei  de  28  de  agosto  de  1867,  cuya  reforma  se  llevó 
a  efecto  por  el  Congreso  de  1873  i  no  por  el  de  1870,  la 
reforma  podría  hacerse  por  cualquier  Congreso  futuro, 
sino  la  hiciere  el  inmediatamente  posterior  a  aquel  que 
la  declaró  necesaria. 

¿Quó  se  entiende  por  primera  sesión  para  los  efectos 
del  art.  168? 

Hemos  dicho  ya  que  si  el  Congreso  inmediatamente 
posterior  a  aquel  que  declaró  la  necesidad  de  la  reforma 
no  la  efectuara,  puede  esto  hacerse,  como  se  ha  hecho, 
por  el  subsiguiente  u  otro  cualquiera.  Si  esto  es  cierto 
aun  respecto  de  los  tres  años  que  comprende  el  período 
lejislativo  de  aquel  Congreso,  ¿con  cuánta  mayor  razón 
no  deberá  serlo  respecto  de  la  primera  sesión  anual  que 
este  celebrare?  Luego,  es  evidente  que  la  Constitución  no 
ha  pretendido  obligar  al  Congreso  inmediatamente  pos- 
terior a  aquel  que  declaró  la  necesidad  de  la  reforma,  a 
efectuarla  precisamente  dentro  del  primer  año  de  los  tres 
que  forman  un  período  lejislativo,  pudiendo  esto  hacerse» 
en  el  segundo  año,  eíi  el  tercero  i  aun  por  otro  u  otros 
Congresos  posteriores.  Si  es  esto  [así,  es  forzoso  recono- 
cer que  las  palabras  «en  la  primera  sesión  que  tenga  el 


artículos   165  a  168  387 

Congreso,»  empleadas  por  el  art.  168,  no  tienen  ni  prác- 
ticamente se  les  ha  dado  la  mas  mínima  importancia- 
Cuando  mas  podrían  ellas  entenderse  como  una  simplo 
recomendación,  ineficaz  del  todo,  porque  carece  de  san- 
ción, como  lo  hemos  dicho  en  el  discurso  referente  al 
art,  41,  que  corre  en  la  pajina  246  de  este  volumen. 

Si  la  cuestión  no  se  resolviera  como  lo  dejamos  indi- 
cado, tendría  que  llegarse  a  la  consecuencia  de  que  sería 
nula  toda  reforma  que  se  efectuara  fuera  del  primer  año 
del  período  lejislativo  del  Congreso  siguiente  al  que  dic- 
tó la  lei  de  reformabilidad.  En  tal  caso,  todas  las  refor- 
mas hechas  en  1871  i  en  1874  en  los  preceptos  consti- 
tucionales que  declaró  reformables  la  lei  de  28  de  agosto 
de  1867,  serían  completamente  ineficaces,  porque  no  se 
efectuaron  en  la  primera  sesión  anual  del  Congreso  de 
1870,  comprendida  entre  el  1.°  de  junio  de  ese  año  i  el 
31  de  mayo  del  siguiente. 

Como  se  vé,  semejante  conclusión  es  inadmisible,  no 
solo  porque  hechos  reiterados  la  rechazan,  sino  porque 
no  cabe  dentro  del  espíritu  de  la  Constitución  misma, 
pues  si  esta  quiso  aplazar  la  discusión  del  sentido  en 
que  debe  hacerse  la  reforma  por  un  plazo  dado,  buscan- 
do en  ello  garantías  de  madurez  i  de  acierto,  su  objeto 
se  consigue  mejor  mientras  mayor  sea  el  espacio  de 
tiempo  que  medie  entre  la  lei  de  reformabilidad  i  la  do 
reforma. 


o 

o  o 


-  ¿Pueden  las  Cámaras,  concluido  el  período  ordinario 
de  la  primera  sesión  anual  del  período  lejislativo  en  que 
debe  discutirse  i  deliberarse  acerca  de  la  reforma  que 
haya  de  hacerse,  continuar  funcionando  por  su  propio 
derecho,  .sin  próroga  del  Ejecutivo  o  sin  ser  convocadas 
por  este  a  estraordinarias,  para  el  solo  efecto  de  hacer 
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dicha  reforma  dentro  del  primer  año  del  citado  período 
lejislativo? 

Esta  cuestión  fué  promovida  en  sesión  de  la  Cámara 
de  Diputados  con  motivo  de  un  proyecto  de  acuerdo  en 
que  se  resolvía  afirmativamente,  i  que  fué  presentado 
ante  ella  por  los  señores  don  Jerónimo  Urmeneta  i  don 
Domingo  Santa-María,  en  sesión  de  25  de  agosto  de 
1870. 

Ese  proyecto  dio  lugar  a  un  prolongado  debate,  que 
terminó  el  22  de  setiembre  siguiente,  rechazando  la  Cá- 
mara, por  48  votos  contra  35,  la  proposición  de  los  se- 
ñores Urmeneta  i  Santa-María,  i  resolviendo  así  en  sen- 
tido negativo  la  cuestión  que  nos  ocupa. 

El  proyecto  de  acuerdo  fué  defendido  por  los  seño- 
res don  Domingo  Santa-María¿  don  Ambrosio  Montt, 
don  Aniceto  Vergara  Aibano,  don  Isidoro  Errázuriz,  don 
Jovino  Novoa  i  don  José  Manuel  Balmaceda,  con  bri- 
llantes discursos  que  hacían  valer  en  su  favor  excelen- 
tes consideraciones  teóricas.  Pero  los  señores  don  Mi- 
guel Luis  Amunátegui,  don  Joaquín  Blest  Gana  i  don 
Eulojio  Altamirano  (Ministro  de  Justicia)  lo  impugna- 
ron, apoyándose  en  argumentos  mucho  mas  sólidos,  por 
cuanto  se  fundaban  en  la  letra  i  espíritu  de  la  misma 
Constitución. 

Esta  disponte,  en  efecto,  en  la  parte  final  de  su  art.  168, 
que  en  las  leyes  de  reforma  se  procederá  «según  lo  dispo- 
ne la  Constitución  para  la  formación  de  las  demos  leyes.» 
I  como  las  demás  leyes  no  pueden  discutirse  siquiera  en 
las  Cámaras  fuera  del  período  ordinario  de  sus  sesiones, 
si  el  Presidente  de  la  República  no  las  incluye  en  una 
convocatoria  a  estraordinarias,  ni  después  del  1.°  de  se- 
tiembre, sino  proroga  las  sesiones  ordinarias,  es  claro 
que  las  mismas  reglas  deben  rejir  tratándose  de  las  le- 
yes de  reforma  de  la  Constitución,  porque  no  es  lícito 
distinguir  donde  esta  no  distingue. 

Si  la  Constitución  hubiera  tenid&  el  propósito  de  con- 
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ferir  al  Congreso  la  atribución  que  le  reconocía  el  pro- 
yecto de  acuerdo  de  los  señores  Urmeneta  i  Santa-Ma- 
ría, habría  cuidado  de  decirlo  espresamente.  No  siendo 
admisible  que  hubiera  incurrido  en  una  omisión  en  ma- 
teria tan  grave,  es  forzoso  deducir  que  las  Cámaras  no 
tienen  aquella  atribución,  i  esto  con  tanta  mayor  razón 
cuanto  que  ya  se  ha  visto,  i  así  está  resuelto,  que  nuestra 
Lei  Fundamental,  al  hacer  mérito  de  la  primera  sesión 
del  Congreso  reformador,  no  ha  tenido  el  propósito  de 
estrechar  a  este  dentro  de  un  término  breve  i  perentorio 
para  que  lleve  a  efecto  la  reforma  pendiente. 

Si,  por  otra  parte,  ninguna  majistratura  puede  en  Chi- 
le atribuirse,  ni  aun  a  pretesto  de  circunstancias  estraor- 
dinarias,  otras  facultades  que  aquellas  que  le  confieren 
espresamente  las  leyes,  no  vemos  como  las  Cámaras  po- 
drían ejercer  una  atribución  que  la  Constitución  no  les 
confiere. 

Pensamos,  por  consiguiente,  que  la  Cámara  de  Dipu- 
tados obró  correctamente  al  resolver  lo  que  decidió  en  su 
recordada  sesión  de  22  de  setiembre  de  1870. 


0    • 


Declarada  la  necesidad  de  la  reforma,  ¿podría  el  Con- 
greso reformador  estenderla  a  otros  artículos  que  los  de- 
clarados reformables?  Es  evidente  que  no,  porque  de  lo 
contrario  sería  completamente  inútil  detallar  en  la  lei  de 
reformabilidad  las  disposiciones  que  exijen  reforma,  i  bas- 
taría entonces  que  dicha  lei  declarara  simplemente  la  ne- 
cesidad de  reformar  la  Constitución,  no  tales  o  cuales  artí- 
culos de  ella,  de  una  manera  jeneral  i  absoluta,  para  que 
el  Congreso  reformador  invistiera  las  omnímodas  facul- 
tades del  Poder  Constituyente,  que,  sin  razón  alguna,  se 
ha  pretendido  atribuirle,  no  obstante  que  él  i  todos  los 
que  han  funcionado  desde  1834,  no  han  sido  ni  son  otra 
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cosa  que  Congresos  constitucionales,  sujetos,  corno  toda 
otra  autoridad,  a  los  preceptos  de  la  Leí   Fundamental. 

Así  el  Senado,  aprobando  por  unanimidad,  como  lo  hi- 
zo en  sesión  de  3  de  agosto  de  1870,  la  ampliación  del 
período  presidencial  de  cinco  años  hasta  seis,  infrinjió, 
por  inadvertencia  probablemente,  los  preceptos  consti- 
tucionales que  rijen  en  esta  materia,  porque  modificaba  los 
arts.  74  i  77  que  no  había  declarado  reformables  la  lei 
de  28  de  agosto  de  1867.  Afortunadamente  ese  error  se 
remedió  por  haber  correjido  la  Cámara  de  Diputados,  en 
sus  sesiones  ordinarias  de  1871,  el  proyecto  del  Senado, 
referente  a  la  reforma  del  art.  61,  restableciendo  el  pe- 
ríodo de  cinco  años,  i  por  haber  aceptado  la  Cámara  de 
o  rijen  esta  modificación. 

A  propósito  de  las  atribuciones  del  Congreso  reforma- 
dor, si  bien  se  ha  resuelto,  como  queda  dicho,  que  debe 
limitarse  a  reformar  los  preceptos  constitucionales  es- 
presamente  comprendidos  en  la  lei  de  reformabilidad, 
debe  tenerse  presente  que  se  ha  decidido  también  que, 
al  tratar  de  la  reforma  de  un  inciso  de  algún  artículo  de 
la  Constitución,  puede  introducir  agregaciones  o  nuevas 
disposiciones,  como  se  ha  hecho  en  la  reforma  del  inciso 
6.°  del  art*  12  i  en  la  del  7.a  del  104,  siempre  que  no  se 
refieran  a  otros  preceptos  de  la  Lei  Fundamental  cuya 
reforma  no  se  hubiere  declarado  necesaria. 

En  efecto,  al  verificar  la  reforma  del  inciso  6.a  del  art 
12,  se  le  han  agregado  párrafos  nuevos,  destinados  a 
asegurar  el  derecho  de  reunión,;  el  de  asociación  i  la  li- 
bertad de  enseñanza.  I  al  efectuarse  la  reforma  del  an- 
tiguo inciso  7.°  del  art.  104,  referente  a  contratos  cele- 
brados por  el  Gobierno  o  sus  ajentes,  se  le  ha  reempla- 
zado con  una  disposición  relativa  al  estado  de  asam- 
blea. 

FIN    DE    LA   PRIMERA    PARTE 


ANEXOS 


ANEXO    NUMERO    1 


Incorporados  a  la  Cámara,  en  nuestra  calidad  de  Di- 
putado suplente  por  Ancud,  en  sesión  de  3  de  julio  de 
1865,  en  momentos  en  que  se  discutían  la  reformabilidad 
del  art.  5.°  de  la  Constitución  i  el  proyecto  de  lei  inter- 
pretativa de  dicho  artículo,  tuvimos  la  honra  de  espre- 
sarnos de  la  manera  siguiente: 

«El  señor  Hüneeus. — Partidario  como  el  que  mas, 
señor  Presidente,  de  la  reforma  de  la  Constitución,  he 
creído  cumplir  con  un  deber  de  conciencia  i  de  senti- 
miento al  apresurarme  a  tomar  un  asiento  en  esta  Cáma- 
ra, quizás  de  una  manera  que  algunos  miembros  han 
podido  considerar  estraña,  no  para  hablar,  agregando  el 
peso  de  mi  pobre  palabra  al  de  las  razones  que  militan 
en  pro  de  la  reforma,  sino  para  contribuir  con  mi  voto  al 
triunfo  de  las  ideas  que  profeso. 

"Siendo  partidario  decidido  de  la  reforma  constitucio- 
nal, debo  serlo  con  mayor  razón  de  la  del  art.  5.°,  i  me 
había  propuesto  tomar  la  palabra  con  el  objeto  de  espre- 
sar una  idea  semejante  a  la  que  el  honorable  Diputado 
por  Casablanca  ha  patrocinado  en  su  discurso,  es 'decir. 
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estaba  decidido  por  la  adopción  de  un  término  medio  en- 
tre las  dos  opiniones  estremas  que  se  habían  manifesta- 
do anteriormente  en  el  seno  de  la  Cámara.  Conservando 
el  art.  5.°  en  su  primera  parte,  porque  soi  católico — (bieii 
que,  mirada  la  cuestión  a  la  luz  de  los  principios  rigoro- 
sos del  Derecho  Público,  reconozco  con  los  honorables 
Diputados  por  Copiapó,  por  Itata  i  por  Illapel,  que  no 
puede  el  Estado  tener  una  relijion) — habría  pedido  1» 
reforma  del  segundo  inciso. 

"Se  presenta  ahora  el  mensaje  del  Presidente  de  Id 
República,  i  creo  que  la  Cámara  puede  ocuparse  de  él, 
ya  que,  según  se  me  ha  dicho,  ha  merecido  la  aproba- 
ción de  la  Cámara  de  Senadores  por  todos  sus  votos  me- 
nos uno.  Apenas  creo  necesario  decir  que  nosotros  esta- 
remos por  el  proyecto  de  lei,  consecuentes  con  nuestro 
deseo  de  que  el  artículo  sea  reformado. 

*  'Pero  ¿cuál  es  el  alcance  de  este  proyecto?  ¿Qué  mira 
se  ha  propuesto  con  él  el  Presidente  de  la  República? 
¿Qué  resultados  produciría  su  adopción,  partiendo  del 
hecho  de  que  la  Cámara  está  ocupándose  esclusivamen- 
te  en  estas  sesiones  de  la  reforma  de  ese  mismo  artículo 
que  se  quiere  interpretar? 

"No  lo  sé;  pero  si  se  ha  creído  poner  con  el  proyecto 
un  atajo  a  la  reforma  e  impedirnos  la  continuación  de 
nuestros  debates,  se  sufre  una  lamentable  equivocación. 

"Ese  mensaje,  que  tiene  ya  la  aprobación  de  la  Cáma- 
ra de  Senadores,  está  manifestando  que  la  gran  mayoría 
del  pueblo  chileno  pide  la  reforma,  i  es  un  argumento 
mas  en  favor  de  la  causa  que  sostenemos  los  que  la  soli- 
citamos. No  rechazamos  la  lei  interpretativa,  pero  que- 
remos sí,  i  lo  querremos  siempre,  que  la  lei  no  subrogue 
a  las  disposiciones  constitucionales.  ¿Serían  admisibles 
las  garantías  constitucionales  con  el  solo  fundamento  de 
una  lei?  La  libertad  de  conciencia,  la  propiedad,  la  se- 
guridad individual,  ¿deberán  consignarse  en  una  lei  es- 
puesta a  variaciones  infinitas  i  a  veleidades  que  no  ejer- 
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cen  bu  imperio  sobre  una  Constitución?  De  ninguna  ma- 
nera. Uno  de  los  grandes  defectos  de  que  adolece  la  Cons- 
titución de  1833  es  el  de  encargar  muchas  veces  sus  pre- 
ceptos a  leyes  reglamentarías,  mediante  los  cuales  mas 
de  una  vez  se  han  hecho  ilusorios;  i  no  debe  permitir  la 
C  amara  que  ese  defecto  tome  mayor  cuerpo  con  la  con- 
signación de  una  de  las  mas  preciosas  garantías  del 
hombre  en  una  lei  interpretativa. 

"¿Qué  se  pretende  con  el  proyecto?  Nada  menos  que 
borrar  del  Código  fundamental  esa  garantía;  nada  me- 
nos que  sostener  que  tanto  vale  la  lei  como  el  precepto 
constitucional  para  las  autoridades  i  los  ciudadanos;  ab- 
surdo i  absurdo  tremendo,  que  espero  sabremos  evitar. 

aSi  es  cierto  que  el  Ejecutivo  aprueba  la  idea  de  re- 
formar el  art.  5.°,  ¿porqué  no  reformarlo?  ¿I  por  qué,  en 
lugar  de  reformar  el  artículo,  se  nos  presenta  de  impro- 
viso i  con  el  objeto  sin  duda  de  sorprender  a  la  Cámara, 
un  proyecto  de  lei  interpretativa,  aprobado  como  por  te- 
légrafo por  la  Cámara  de  Senadores? 

uHe  dicho  i  volveré  a  decir  que  prestaré  mi  voto  al 
proyecto,  pero  lo  'considero  deficiente  por  sí  solo  para 
satisfacer  las  justas  exi i  encías  del  pais. 

"Se  me  ha  informado  que  algunos  miembros  de  este 
Honorable  Cuerpo  tenían  la  determinación  de  presentar 
a  la  Cámara  un  proyecto  análogo  al  de  que  nos  ocupa- 
mos, en  las  sesiones  diurnas;  pero  este  proyecto  mui 
poco  habría  significado  una  vez  que  la  Cámara  acordase 
que  la  segunda  parte  del  artículo  constitucional  necesita 
de  reforma.  La  reforma  es  imprescindible,  suceda  lo  que 
se  quiera,  i  no  debemos  apartar  de  ella  la  vista  en  nin- 
gún caso. 

"Si  es  verdad  que  muchos  de  los  honorables  Diputa- 
dos pidieron,  siendo  miembros  de  la  oposición,  la  refor- 
ma del  art.  5.°  porque  la  creían  indispensable,  ¿porqué 
se  apartarían  hoi  de  ella?  No  es  verdad  que  esa  idea 

triunfaría  apesar  de  los  obstáculos  que  la  Constitución 
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misma  opone   a  esta  reforma?  ¿Porqué   entonces  no  en- 
trar de  lleno  en  la  cuestión  capital? 

"Estoi  por  el  proyecto  del  Gobierno  pues  lo  creo  útil, 
teniendo  presente  las  dilaciones  que  pueden  sobrevenir 
en  la  reforma  del  artículo  constitucional.  La  reforma, 
téngalo  presente  la  0 amara,  puede  tardar  dos,  cinco  o 
seis  años.  Quizás  en  las  sesiones  que  nos  restan  del  pre- 
sente año  no  alcance  a  discutirse  el  proyecto  ni  el  infor- 
me que  sirve  de  base  al  debate,  i  talvez  esto  solo  pueda 
conseguirse  en  las  sesiones  del  año  venidero.  Entonces 
el  proyecto  de  reforma  aceptado  por  esta  Cámara  pasaría 
a  la  de  Senadores  en  1867.  Si  el  Senado,  como  me  per- 
mito dudarlo,  no  aceptase  el  proyecto,  o  si  el  Gobierno, 
como  también  me  .permito  dudarlo,  dejase  de  aceptarlo, 
el  término  sería  mas  desproporcionado  aun.  La  reforma 
quedaría  aplazada  hasta  el  año  de  1870. 

"Pero  si  la  lei  no  escluye  la  reforma,  aprobada  lioi 
aquella,  puede  venir  esta  el  dia  de  mañana.  La  lei  en 
este  caso  tendría  por  objeto  satisfacer  provisoriamente 
una  necesidad  que  mas  tarde  sería  atendida  de  la  mane- 
ra que  debe  serlo.  Por  esto  no  trepidaré  en  darle  mi 
aprobación  mientras  quedo  a  salvo  nuestro  derecho  para 
ocuparnos  en  seguida  de  la  reforma  del  art.  5.°;  porque, 
conviene  notarlo,  tenemos  como  representantes  de  la 
Nación  i  como  miembros  del  primer  poder  del  Estado, 
derecho  para  seguir  nuestras  deliberaciones  sin  que  na- 
die nos  turbe,  sin  que  nadie  nos  moleste,  sin  que  nadie 
pueda*  invocar  la  facultad  de  ahogar  nuestra  voz  ni  des- 
viar nuestra  conducta  de  la  senda  que  hayamos  querido 
trazarnos. 

'"Entretanto,  reconozco  la  necesidad  de  que  el  proyec- 
to pase  a  la  Comisión  respectiva,  i  me  adhiero  en  este 
punto  a  las  ideas  emitidas  por  el  honorable  Diputado  por 
Copiapó.3 
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En  la  misma  sesión  de  3  de  julio  de  1865,:«os  cs- 
presamos  segunda  vez  de  la- manera  siguiente: 

"El  señor  Huneeus.— Para  mí  no  existe  la  situación 
rara  i  anómala  de  que  ha  hablado  el  honorable  'Diputa- 
do por  Copiapó;  así  es  que  no  tendré  inconveniente  en  dar 
mi  aprobación  al  proyecto.  Yo  soi  precisamente  uno  de 
esos  individuos  a  quienes  se  refirió  en  la  sesión  jpUpada 
el  honorable  Diputado  por  Illapel.  Yo  soi  hijo  de  $2©  esos 
njatrimonios  mistos,  sobre  los  cuales  mi  antiguo  í  digpo 
maestro,  el  honorable  Diputado  por  Rere,  no  h^mitiao 
una  opinión  exacta.  Al  dar  mi  voto  al  proyecto  d?ío  lo  ha- 
go guiado  simplemente  por  mi  fé  católica  apostíjlica 
romana,  de  que  la  Honorable  Cámara  me  ha  oido  poco 
lia  hacer  profesión,  sino  porque,  ya  que  no  es  posible 
.obtener  todo  lo  que  desearía  sobre  este  particular,  me 
conformo  con  aceptar  lo  poco  que  se  nos  ofrece,  sin  aban- 
donar por  eso  el  propósito  de  conseguir  mas  tarde  lo 
demás. 

aEn  este  sentido  i  teniendo  presente  que  la  Honorable 
Cámara  ha  resuelto  que  el  proyecto  no  pase  a  Comisión; 
que  hai,  si  me  es  permitido  valerme  de  esta  espresion 
forense,  cosa  juzgada  sobre  el  particular,  creo  que  no 
puede  haber  escrúpulo  para  votar  en  favor  del  proyecto 
interpretativo  del  art  5.°  que  se  nos  presenta. 
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"Aunque  la  Constitución  no  se  vale  de  la  palabra  culto7 
este  no  es  para  mí  otra  cosa  que  la  manifestación  de  lo 
que  el  hombre  siente  en  sus  relaciones  con  el  Ser  Supre- 
mo. Puede  ser  que  esta  definición  no  sea  teolójica,  pero 
ella  indica  que  al  hablar  el  art.  5.°  de  la  Constitución  del 
ejercicio  público  de  las  relijiones  disidentes,  no  ha  podi- 
do referirse  sino  a  su  cuito.  Por  eso  es  que  el  proyecto 
que  se  discute  se  vale  de  una  palabra  perfectamente 
adecuada.  No  debe,  pues,  la  Honorable  Cámara  encon- 
trar contradicción  entre  el  voto  de  aprobación  que  voi  a 
dar  al  proyecto  i  mi  anterior  solicitud.  Cuando  hace  un 
momento  pedía  que  el  proyecto  pasase  a  Comisión,  lo 
hacía  únicamente  con  el  buen  propósito  de  que  la  lei 
fuese  completa,  puesto  que  tengo  intereses  especiales  que 
me  obligan  a  procurar  este  resultado.  No  habiendo  teni- 
do tiempo  para  considerar  con  alguna  detención  el  pro- 
yecto, se  me  ocurrieron  de  pronto  algunas  observaciones 
a  que  talvez  convendría  dar  cabida  en  la  lei.  Noté,  por 
ejemplo,  que  la  lei  nada  hablaba  de  los  cementerios  de 
los  disidentes;  i  aunque  es  cierto  que  el  art.  5.°  del  tra- 
tado celebrado  entre  Chile  i  la  Gran  Bretaña  estatuye 
algo  sobre  este  particular,  no  lo  es  menos  que  una  esti- 
pulación semejante  solo  pueden  hacerla  valer  los  ingle- 
ses. ¿No  convendría  hacer  estensivo  este  derecho  a  los 
disidentes  de  otras  naciones?  Como  esta  se  me  ocurrie- 
ron otras  consideraciones,  como  por  ejemplo,  sobre  los 
aparatos  estemos  de  los  edificios  relijiosos,  los  campa- 
narios, las  cruces,  etc.  Pero,  establecido  ya  por  la  Cáma- 
ra que  se  trate  inmediatamente  este  asunto,  ¿cuál  es  mi 
deber?  Sostener  el  proyecto  que  realiza  en  parte  mis 
deseos. 

UE1  honorable  Diputado  por  Copiapó  encuentra  un  con- 
flicto entre  sus  deseos  i  los  respetos  debidos  a  la  Carta 
fundamental;  i  yo¿  por  el  contrario,  encuentro  los  mios 
de  acuerdo  en  e6te  particular.  Creo  que  los  trámites 
fijados  por  el  art.  164  de  la  Constitución  para  la  inter- 
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pretacion  tienen  perfecta  cabida  en  el  caso  de  que  nos 
ocupamos;  i,  debiendo  tener  toda  medida  de  este  jénero 
algunos  antecedentes  a  su  favor,  pudiera  decirse  que  a 
este  respecto  existe  lo  que  en  estilo  forense  se  llama  in- 
terpretación usual.  En  efecto,  no  se  diga  que  solo  hace 
diez  o  doce  años  que  se  interpreta  la  Constitución  como 
se  hace  ahora;  porque  casi  al  mismo  tiempo  de  promul- 
gada, los  mismos  respetables  autores  de  ella  nos  han  in- 
dicado claramente,  por  medio  de  sus  actos,  el  sentido  i 
alcance  que  debe  atribuirse  a  la  prescripción  constitucio- 
nal. Aunque  pareciera  indiscreto,  es  oportuno  recordar 
un  hecho  que  puede  salvar  toda  duda  que  existiera  en  la 
Honorable  Cámara,  aunque  no  creo  que  la  mayoría  de 
los  señores  Diputados  participe  de  las  ideas  emitidas  por 
el  honorable  Diputado  por  Copiapó.  En  el  año  de  1837, 
siendo  Ministro  del  Interior  el  digno  padre  del  señor 
Presidente  de  esta  Cámara,  uno  de  los  firmantes  de  la 
Constitución,  i  Ministro  del  Culto  el  señor  don  Mariano 
Egaña,  fueron  acompañados  a  Valparaíso  por  dos  emplea- 
dos, uno  de  los  cuales  era  don  Francisco  Javier  Ovalle 
i  el  otro  don  Anjel  Prieto  i  Cruz;  i  presenciaron  el  esta- 
blecimiento de  la  primera  capilla  protestante  en  aquel 
pueblo,  sin  que  les  ocurriera,  ni  por  un  momento,  que 
aquello  era  una  infracción  constitucional.  Con  motivo  de 
cierto  desacuerdo  entre  los  ingleses  i  los  norte-america- 
nos, nacido  de  que  los  ingleses  acostumbran  al  concluir, 
rogar  por  el  rei  i  la  reina,  lo  que  naturalmente  choca  a 
los  sentimientos  de  los  americanos,  se  creyó  necesario 
fundar  una  segunda  capilla,  que  es  la  que  se  llama  de  la 
Union. 

"Si  los  mismos  autores  de  la  Constitución  dieron  esta 
interpretación  al  art.  5.°,  nada  mas  natural  que  la  con- 
ducta observada  posteriormente  por  las  administraciones 
Bálnes,  Montt  i  la  actual,  respetando  siempre  este  dere- 
cho en  los  disidentes.  Por  eso  es  que  nunca  han  sido  aten- 
didas las  peticiones  que  en  ciertas  ocasiones  ha  elevada 
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la  autoridad  eclesiástica  para  que  se  cierren  esas  capillas. 
Siendo  así  ¿qué  importaría  ahora  un  voto  negativo  al 
proyecto  que  se  discute?  Nada  menos  que  una  reproba- 
ción de  todos  esos  Gobiernos  i  Congresos  que  han  obra- 
do dentro  de  la  esfera  constitucional.  Creo  que  puede 
haber  habido  dudas  a  este  respecto,  pero  no  acepto  con 
el  honorable  Diputado  por  I  tata  el  cargo  de  violación  de 
la  Constitución  que  basta  cierto  punto  formuló  su  seño- 
ría contra  las  diferentes  administraciones  que  han  venido 
sucediéndose  en  el  Gobierno  de  la  República.  Creo  que 
todos  esos  Gobiernos,  así  como  el  actual,  han  obrado 
perfectamente  permitiendo  a  los  disidentes  el  libre  ejer- 
cicio de  su  culto.  Nada  tiene,  pues,  de  estraño  que,  pen- 
sando do  esta  manera,  esté  dispuesto  a  dar  mi  voto  en 
favor  del  proyecto  que  se  discute.)) 
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En  sesión  do  la  Cámara  de  Diputados  de  25  de  julio 
do  18G5,  pronunciamos  el  discurso  siguiente  sostenien- 
do la  necesidad  de  reformar  ci  art.  5.°  de  la  Constitu- 
ción: 

"El  SeSoe.  Hüneeüs. — En  la  sesión  del  3  del  presen- 
te, tratándose  de  la  primera  discusión  del  proyecto  de 
lei  interpretativa  sometido  al  Congreso  por  el  Presidente 
de  la  República,  tuve  el  honor  de  esponer  que  me  había 
incorporado  a  la  Cámara  con  el  objeto  de  contribuir,  ya 
que  no  con  el  apoyo  de  mi  palabra,  al  menos  con  el  de 
mi  voto,  al  triunfo  de  las  ide^s  que  profeso;  ideas  i 
principios  que  manifesté  entónees  a  la  lijera,  diciendo, 
como  recordará  la  Cámara,  que  deseaba  la  reforma  de  la 
parte  segunda  del  art.  5.°  i  que  pedía  por  lo  tanto  que  la 
Cámara  lo  declarase  así  al  tiempo  de  manifestar  su  opi- 
nión. 

"Consecuente  conmigo  mismo  i  con  los  deseos  que  en- 
tonces emití,  me  veo  ahora  en  la  obligación  de  pedir 
nuevamente  a  la  Cámara,  aunque  en  cierto  modo  tocado 
por  el  mismo  desaliento,  pues  reo  que  la  proposición  del 
proyecto  interpretativo  que  hemos  aprobado  i  que  si 
aun  no  es  lei  de  la  República  lo  será  en  breves  instantes 
mas,  solo  ha  tenido  por  objeto  ahogar  ios  debates  sobre 
!a  reforma  del  artículo  constitucional;  me  veo4  repito,  ea 
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la  necesidad  de  hacer  una  nueva  esposicion  de  mis  ideas 
acerca  de  tan  grave  como  importante  cuestión. 

"Insistiré  en  pedir  la  lfeforma  del  art.  5.°,  apoyado,  ya 
en  que  ninguno  de  los  motivos  que  la  exijen  ha  desapa- 
recido hasta  ahora,  ya  considerando  que  la  lei  aprobada 
no  obsta  en  manera  alguna  a  esa  determinación,  i  en  que 
lejos  de  obstar  a  ella,  es  uno  de  los  fundamentos  que  la 
apoyan. 

"Espuse  entonces  i  repetiré  ahora,  después  que  la  Cá- 
mara ha  oído  los  estensos  i  elocuentes  discursos  pronun- 
ciados por  los  hombres  mas  prominentes  de  los  partidos, 
que  solo  entro  en  debate  trayendo  la  espresion  de  mis 
propias  ideas  i  sentimientos.  No  vengo  aquí  en  repre- 
sentación de  partido  alguno,  i  las  ideas  que  emito  i  sos- 
tengo son  ideas  mias,  que  espongo  por  mi  cuenta  i  riesgo. 

"Con  estas  lijeras  advertencias,  puedo  entrar  a  la  cues- 
tión que  me  obliga  en  este  momento  a  tomar  la  palabra. 
He  manifestado  ya  en  otra  ocasión  que  era  partidario  de 
las  doctrinas  que  sostienen  los  honorables  Diputados  por 
Copiapó,  Illapel  e  Itata,  en  cuanto  no  conciben  cómo  un 
Estado  pueda  tener  una  relijion;  i  en  efecto,  mi  persua- 
sión en  este  punto  no  puede  ser  mas  inamovible.  Estoi 
íntimamente  persuadido  de  qué  un  Estado  no  es  suscep- 
tible de  relijion,  que  nada  tiene  que  hacer  con  la  vida  fu- 
tura, que  no  puede  condenarse  ni  salvarse.  Concibo  que 
cada  uno  de  los  individuos  que  forman  el  Estado  abrace 
i  profese  una  relijion,  la  que  él  crea  verdadera;  mas  no 
concibo  que  el  Estado  profese  una  relijion  esclusivamen- 
te,  como  sucede,  según  el  art,  5.°  de  la  Constitución,  en 
nuestro  país. 

"Pero  a  la  vez  que  esto  admito,  convengo  también  con 
la  opinión  que  él  honorable  señor  Presidente  nos  mani- 
festaba hace  poco  en  un  brillante  i  luminoso  discurso. 
S.  E.  nos  decía  que  la  cuestión  de  libertad  de  cultos  po- 
día mirarse  bajo  dos  faces,  el  aspecto  relijioso  i  el  aspec- 
to político,  que  depende  de  la  naturaleza  de  las  circuns- 
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tancias  que  rodean  a  cada  país.  Si  contamos  el  número 
de  habitantes  de  Chile,  tenemos  1.800,000,  o  1.900,000, 
según  los  datos  aproximados  que  arroja  el  último  cen- 
so, es  decir,  cerca  de  dos  millones  de  habitantes  cuya  in- 
mensa mayoría  profesa  la  relij  ion  Católica  Apostólica  Ro- 
mana. ¿Porqué  no  reconocer  este  hecho  en  nuestra  Cons- 
titución? Para  mí  abrigo  también  la  creencia  sostenida 
por  los  mas  célebres  autores  del  Derecho  Público,  de  que 
en  materias  políticas  nada  hai  de  absoluto,  i  tan  adelan- 
te llevo  esta  convicción  que  si  algo  creo  que  puede  esta- 
blecerse como  absoluto,  es  el  principio  de  que  nada  ab- 
soluto puede  establecerse.  En  este  sentido  acepto  tam- 
bién como  espresion  de  la  verdad  lo  que  un  honorable 
diputado  nos  decía.  "Hagamos  las  leyes  para  los  pue- 
blos, i  no  los  pueblos  para  las  leyes."  Apliquemos  este 
principio  a  Chile;  hagamos  leyes  para  nosotros  i,  puesto 
que  nos  encontramos  en  medio  de  circunstancias  que  no 
obedecen  a  principios  absolutos,  no  aceptemos  esos  prin- 
cipios. 

"¿Cuál  es  la  necesidad  mas  urjente  para  Chile?  ¿Cuál 
es  el  progreso  que  puede  traer  mayor  suma  de  beneficios 
a  nuestro  suelo?  La  inmigración.  I  aunque,  refiriéndose 
a  ella,  hayan  dicho  el  honorable  señor  Presidente  i  antes 
de  él  mi  dignísimo  maestro,  el  honorable  Diputado  por 
Rere,  que  lo  que  conviene  a  Chile  es  únicamente  la  in- 
migración católica,  no  acepto  ese  hecho.  ¿Quién  nos  en- 
viarla la  inmigración  católica?  ¿La  España?  La  España, 
como  todos  sabemos,  no  puede  enviar  ciudadanos  fuera 
de  su  territorio,  porque  ella  misma  los  necesita.  Si  algu- 
na inmigración  puede  venir  a  Chile  en  la  época  actual 
es  la  de  individuos  de  la  raza  anglo-sajona,  es  decir,  pro- 
testantes, pues  que  casi  la  totalidad  de  la  raza  anglo- 
sajona profesa  el  protestantismo. 

aYo  creo  que  la  mayor  garantía  que  podemos  conce- 
der a  esos  inmigrantes  es  la  libertad  de  cultos;  creo  que 
la  libertad  de  cultos  contribuirá  poderosamente  a  traerla 
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&  nuestras  costas,  i  en  ese  sentido  opinaba  anteriormen- 
te i  opino  ahora  por  la  supresión  absoluta  de  la  segunda 
parte  del  artículo  constitucional;  i  lejos  de  variar  mis 
ideas  las  opiniones  emitidas  ante  la  Cámara  acerca  de  la 
naturaleza  i  el  alcance  del  proyecto  de  lei  que  hemos 
aprobado,  interpretando  el  artículo  constitucional,  ellas 
solo  han  contribuido  a  robustecer  mas  i  mas  las  que  he 
sostenido,  pues  tengo  la  persuasión  de  que  ese  mismo 
proyecto  de  lei  es  una  prueba  mas  en  favor  déla  necesi- 
dad de  la  reforma,  para  que  quede  consignada  en  el  Có- 
digo fundamental  una  garantía  que  perdería  gran  parte 
de  su  valor  consignada  solamente  en  una  lei  que  pue- 
de derogarse  i  modificarse  sustancialmente,  como  tendré 
ocasión  de  manifestarlo  mas  adelante,  a  voluntad  del  Con- 
greso Lejislativo. 

"El  Poder  Constituyente  no  tiene  la  misión  de  estable- 
cer derechos;  tiene  solo  la  gravísima  e  importante  de  ga- 
rantizarlos i  reconocerlos.  Si  la  Cámara  dudara  de  este 
principio  político,  invocaría  aquí  la  opinión  de  un  sabio 
o  ilustre  publicista  francés. 

"Las  Constituciones  liberales,  dice,  son  las  que  toman 
por  base  el  derecho  natural  i  al  hombre  como  fin;  las 
despóticas  son  las  que  toman  al  Gobierno  como  fin  i 
al  hombre  como  medio.  Las  primeras  marchan  hacia  la 
perfección  i  la  felicidad  de  los  hombres;  las  segundas  se 
olvidan  de  ellos;  las  primeras  reconocen  al  hombre  los 
derechos  que  le  tocan;  las  segundas  olvidan  al  hombre  i 
al  derecho. 

"Habría  deseado  que  en  lugar  de  incluir  el  recono- 
cimiento de  la  libertad  de  cultos  en  una  lei,  lo  hubie- 
se consignado  la  Cámara  en  la  Constitución.  He  creí- 
do, al  pedir  la  reforma  de  la  segunda  parte  del  artículo 
constitucional,  que,  aun  cuando  la  lei  hiciese  la  misma 
declaración  que  la  reforma,  siempre  habría  en  favor  de 
esta  la  circunstancia  de  que  la  lei,  por  mas  que  sea  in- 
terpretativa i  por  mas  que  muchos  de  los  miembros  de  la 
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Cámara  sostengan  que  debe  considerarse  incorporada  en 
la  Constitución,  puede  ser  derogada  por  otra  lei  ordi- 
naria. 

4<La  lei  interpretativa,  dicen  algunos,  se  incorpora,  se- 
gún el  Código  Civil,  en  la  lei  interpretada,  forma  parte 
de  ella  i  tiene  su  mismo  carácter;  de  consiguiente,  el  pro- 
yecto interpretativo  del  art.  5.°  llegará  a  ser  lei  i  como 
tal  en  su  carácter  de  interpretativo,  se  incorporará  en  el 
art.  5.°,  formando  parte  integrante  de  él.  A  la  vista  de 
esa  doctrina,  me  hallo  en  el  caso  de  manifestar  a  la  Cá- 
mara una  opinión  diversa,  i  las  razones  que  obran  en  mi 
espíritu  para  aceptarla,  juzgándola  verdadera. 

"Este  es  uno  de  los  motivos  que  me  han  obligado  a  to- 
mar la  palabra.  Ademas,  en  la  primera  discusión  del  pro- 
yecto de  lei  pedí  a  la  Cámara,  lo  que  ahora  renuevo,  que 
ai  tiempo  de  votarse  la  reforma  del  artículo  constitucio- 
nal, se  tomase  la  precaución  de  separar  las  dos  partes  do 
que  consta. 

"No  pretendo  la  reforma  de  la  primera  parte  del  artícu- 
lo, acepto  el  reconocimiento  de  la  Relijion  Católica  Apos- 
tólica Romana,  como  relijion  oficial,  deseo  que  continúe, 
como  hasta  hoi,  protejidaporel  pais,  i  solo  pido  la  refor- 
ma de  la  segunda  parte,  que  dice:  «con  esclusion  del  ejer- 
cicio público  de  cualquiera  otra.» 

"El  honorable  señor  Presidente  ha  dicho  en  la  sesión 
anterior  que  había  un  gran  peligro  en  declarar  reforma- 
ble el  art.  5.°,  sin  mas  razón  que  pedirse  la  reforma  de 
una  de  sus  partes;  i  para  fundar  esta  idea,  S.  E.  agrega- 
ba que  no  era  posible  saber  si  los  convencionales  de  1867 
(ojalá  tenga  razón  el  señor  Presidente  al  hablar  de  los 
convencionales  de  1867,  pues  yo  creo  que  al  paso  que 
vamos,  conseguiríamos  mucho  si  la  reforma  se  verificase 
en  1870)  interpretarán  los  deseos  verdaderos  de  la  Cá- 
mara, haciendo  la  reforma  que  esta  desea,  o  pasarán  mas 
adelante,  hasta  aceptar,  como  podrán  hacerlo,  las  ideas 
mas  avanzadas,  las  del  honorable  Diputado  por  Copiapó. 
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"Para  mí  este  peligro  es  completamente  ilusorio.  De- 
clarada la  necesidad  de  la  reforma  i  cuando  se  proceda  a 
la  elección  de  los  ciudadanos  que  deben  formar  el  Con- 
greso Constituyente,  todos  nos  fijaremos  en  las  ideas  que 
vayan  a  representar,  i  solo  daremos  nuestros  sufrajios  a 
aquellos  que  piensen  de  la  misma  manera  que  nosotros. 
Pero  hai  mas:  supongamos  que  el  Congreso  Constitu- 
yente de  1867  resolviese  que  la  Constitución  debiera  re- 
formarse en  el  sentido  que  el  honorable  Diputado  por 
Copiapó  desea,  es  decir,  suprimiendo  completamente  el 
art.  5.°  ¿Qué  significaría  esta  declaración?  Que  tal  era  la 
opinión  del  pais.  I  si  nuestro  sistema  político  es  el  Go- 
bierno representativo,  que  consiste  en  que  todos  i  cada 
uno  de  los  poderes  sean  el  órgano  exacto  de  las  aspira- 
ciones nacionales,  ¿qué  duda  cabría  acerca  de  la  lejitimi- 
dad  i  de  la  conveniencia  de  una  reforma  semejante? 

"Pedí  que  la  votación  se  hiciese  dividiendo  el  artículo 
constitucional  en  dos  partes  con  el  objeto  de  salvar  todas 
las  dificultades,  i  para  hacerlo  conocía  no  solo  las  ideas 
de  uno,  sino  de  muchos  señores  Diputados  que  me  ha- 
bían manifestado  el  mismo  deseo,  llegando  algunos  de 
ellos  hasta  pedirme  que  hiciera  la  indicación.  Hice  la  in- 
dicación, i  al  formularla  no  creí,  como  no  creo  ahora,  que 
la  Cámara  hubiese  de  rechazarla. 

"Paso  ahora  a  manifestar,  tan  brevemente  como  me  sea 
posible,  los  fundamentos  en  que  reposan  las  opiniones  que 
profeso,  i  con  este  objeto  probaré: 

"1.°  Que  la  lei  interpretativa  de  un  artículo  constitu- 
cional no  se  incorpora  en  la  Constitución  i  que  puede, 
consiguientemente,  ser  derogada  por  una  lei  común  del 
Congreso  Lejislativo;  i 

"2.°  Que  ninguna  dificultad  se  opone  a  la  indicación 
que  tengo  hecha  para  que,  al  procederse  a  la  votación  que 
se  refiere  al  artículo  5.°,  se  divida  este  en  dos  partes. 

uEn  lo  que  toca  al  principio  que  algunos  miembros 
de  la  Cámara  sostienen  de   que  la  lei  interpretativa  se 
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incorpora  en  la  Constitución  i  tiene  bu  misma  fuerza,  solo 
he  oído  dos  razones  de  algún  fundamento.  La  primera, 
alegada  por  mi  honorable  amigo  el  señor  Vergara  Alba- 
no,  Diputado  por  Curieó,  se  funda  en  la  prescripción  del 
art.  9.°  del  Código  Civil  que  determina  que  las  leyes  in- 
terpretativas de  otras  se  consideren  como  parte  suya  i  se 
incorporan  en  ella.  El  honorable  Diputado  aplica  esta 
disposición  al  caso  de  interpretarse  un  artículo  constitu- 
cional, i  sostiene  que  la  leijdictada  entonces  no  puede  ser 
derogada  sino  por  medio  de  un  acto  del  Congreso  Cons- 
tituyente. La  segunda  de  las  razones  a  que  aludo,  fué 
indicada  por  el  honorable  señor  Vice-Presidente,  quien, 
suponiendo  el  caso  de  una  lei  derogatoria  de  la  lei  inter- 
pretativa, se  preguntaba:  ¿Es  esto  concebible?  ¿No  re- 
sultarían de  aquí  tres  órdenes  de  hechos  contradicto- 
rios? 

aNo  admito  la  segunda  de  estas  razones.  Si  el  Congre- 
so Lejislativo  cree  necesario  dar  efecto  retroactivo  a  las 
leyes,  nada  se  opone  a  que  ese  deseo  se  convierta  en  una 
realidad  lejítima  constitucional.  El  precepto  que  dice  que 
una  lei  no  puede  tener  efecto  retroactivo  no  es  un  pre- 
cepto constitucional,  es  un  precepto  legal,  sujeto  a  la 
acción  vastísima  del  Poder  Lejislativo.  El  Poder  Lejis- 
lativo es  el  primero  de  los  poderes  del  Estado,  puede 
hacer  las  leyes,  deshacerlas  i  modificarlas  desde  el  mo- 
mento en  que  no  reconoce  mas  trabas  en  su  acción  que 
las  que  le  impone  el  Poder  Constituyente. 

"Esta  es  la  verdad  de  los  principios,  corroborada  por 
los  hechos.  Veamos,  sino,  que  es  lo  que  sucede  en  Ingla- 
terra, en  ese  pais  que  con  justicia  se  nos  presenta  como 
modelo  en  materia  de  organización  política.  ¿Qué  pasa 
en  Inglaterra?  ¿Cuáles  son  las  facultades  del  Parlamento? 
Responda  por  mí  un  ilustre  publicista:  «El  Parlamento 
no  reconoce  mas  trabas  que  las  necesarias  para  no  con- 
vertir a  una  muchacha  en  muchacho,  o  a  un  muchacho 
en  muchacha.»  En  otros  términos,  las  atribuciones  del 
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Poder  Lejislativo  no  tienen  en  Inglaterra  mas    límite 
que  el  de  la  imposibilidad  física  o  moral. 

"El  poder  del  Congreso  Lejislativo,  tan  absoluto  e  in- 
dependiente como  acabamos  de  verlo,  comprende  pues 
todos  aquellos  actos  que  no  han  sido  prohibidos  o  restrin- 
jidos  por  la  Constitución.  I  bien,  yo  pregunto:  ¿dónde 
está  en  la  Constitución  chilena  el  precepto  que  da  ala  leí 
interpretativa  de  un  artículo  constitucional  el  mismo  valor 
que  este?  Solo  cuatro  artículos  hallo  en  la  Constitución 
que  pueden  citarse  en  este  caso:  el  164  que  determina 
que  solo  el  Congreso,  conforme  a  lo  dispuesto  en  el  art.  40 
i  siguientes,  podrá,  resolver  las  dudas  que  ocurran  sobre 
alguno  de  sus  artículos,  i  los  165, 166  i  167  que  establecen 
los  trámites  o  reglas  que  deben  observarse  cuando  se  tra- 
ta de  la  reforma  constitucional.  Yo  me  pregunto:  si  des- 
pués de  determinar  el  modo  como  deben  aclararse  las 
dudas  constitucionales,  a  renglón  seguido  habla  el  Có- 
digo fundamental  de  los  trámites  necesarios  para  declarar 
la  reforma  de  la  Constitución  i  realizarla,  ¿qué  se  infiere? 
¿No  se  deduce  claramente  que  no  es  lo  mismo  interpretar 
que  reformar?  I,  si  no  es  lo  mismo  interpretar  que  refor- 
mar, ¿cómo  puede  sostenerse  que  la  lei  interpretativa  de 
un  artículo  constitucional  produce  el  mismo  efecto  que 
su  reforma,  incorporándose  en  la  disposición  interpre- 
tada? 

u El  art.  40  dá  reglas  para  la  formación  de  las  leyes 
ordinarias  i  determina  que  estas  tengan  principio  en  el 
Senado  o  en  la  Cámara  de  Diputados,  a  propuesta  de 
uno  de  sus  miembros  o  por  mensaje  que  dirija  al  Presi- 
dente de  la  República.  ¿Hai  acaso  en  esa  disposición  al- 
o-una diferencia  entre  las  leyes  comunes  i  las  leves  in- 
terpretativas?  I  donde  la  lei  no  distingue,  ¿no  es  un 
principio  de  derecho  universal  que  el  hombre  no  puede 
hacer  distinciones?  ¿No  es  cierto  que  una  lei  derogato- 
ria de  otra  lei  interpretativa  debe,  en  consecuencia,  se- 
guir los  mismos  trámites  que  las  leyes  comunes  i  or(li- 
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liarías?  La  mente  de  la  Constitución  no  puede  ser,  a  mi 
juicio,  mas  clara  i  terminante.  Pero  quiero  ir  mas  ade- 
lante, quiero  suponer  que  sea  dudosa.  ¿Qué  dice  el  art. 
9.°  del  Código  Civil,  que  se  cita  como  base  de  la  opinión 
contraria?  Que  las  leyes  que  se  limitan  a  declarar  el  sen- 
tido de  otras  se  entenderán  incorporadas  en  estas.  Yo 
creo  que,  lejos  de  tener  el  alcance  que  se  quiere  atri- 
buirle, el  art.  9.°  habla  solamente  a  los  jueces,  i  esta  opi- 
nión esta  corroborada  por  la  parte  segunda  del  mismo 
art.  9.°  que  dice:  uPero  no  afectarán  en  manera  alguna 
los  efectos  de  las  sentencias  judiciales  ejecutoriadas  en 
el  tiempo  intermedio."  Participo  en  esta  materia  com- 
pletamente de  la  opinión  del  honorable  Diputado  por 
Santiago,  i  como  61  i  otros  miembros  de  la  Cámara  han 
hablado  ya  suficientemente  sobre  ella,  no  repetiré  las 
razones  que  entonces  espusieron  i  que  creo  tendrán  pre- 
sentes los  señores  Diputados. 

"Creo  que,  si  examinamos  detenidamente  la  Constitu- 
ción, no  existe  en  ella  traba  alguna  para  derogar  las  le- 
yes interpretativas  como  las  leyes  ordinarias;  i  si  la 
Constitución  nada  dice,  ¿cuál  es  el  partido  racional  quo 
debe  adoptarse?  Debemos  aplicar  a  la  cuestión  los  prin- 
cipios jenerales  de  la  ciencia,  que  deben  ser  siempre 
nuestra  norma  cuando  las  leyes  positivas  no  son  bastan- 
te esplícitas.  Esta  aplicación  de  los  principios  jenerales 
de  la  ciencia  nada  tiene,  por  otra  parte,  de  estraño  ni  de 
inusitado.  ¿Cómo  llegamos,  por  ejemplo,  a  sostener  quo 
una  mujer  con  veinticinco  años  de  edad  i  la  renta  exi- 
jida  por  la  Constitución,  no  debe  gozar,  sin  embargo,  del 
derecho  de  sufrajio?  Siguiendo  el  principio  jeneral  quo 
dice  que  a  la  mujer  no  corresponde  el  ejercicio  de  dere- 
chos políticos. 

"Recurramos  de  la  misma  manera  a  los  principios  en 
el  caso  actual,  i  ellos  nos  dirán  que  el  Poder  Lejislativo 
es  omnipotente,  que  solo  hai  una  autoridad  sobre  61  i 
que  esa  autoridad  os  el  Poder  Constituyente.  El  Poder 


408  LA   CONSTITUCIÓN   ANTE  EL  CONGRESO 

Constituyente  da  oríjen  al  orden  político  i  es  principio 
del  Poder  Lejislativo,  a  quien  sujeta  en  seguida  la  mar- 
cha de  la  sociedad.  Esta  enjendracion  de  poderes  se  ma- 
nifiesta de  una  manera  que  no  deja  lugar  a  dudas  en  la 
revolución  francesa,  que  estableció  primero  la  Asamblea 
Constituyente  i  en  seguida  la  Asamblea  Lejislativa.  Hé 
aquí  el  verdadero  orden  de  precedencia  trazado  por  la 
justicia,  la  conveniencia  i  el  buen  sentido  de  los  pueblos: 
después  de  la  autoridad  constituyente  que  es  el  funda- 
menio  del  edificio,  la  autoridad  lejislativa  que  es  el  arbi- 
tro de  su  réjimen  i  gobierno.  El  Poder  Lejislativo  es 
omnipotente  mientras  sus  actos  no  contradigan  los  pre- 
ceptos de  la  Constitución. 

"Hé  ahí  espuestos  los  motivos  quo  me  hacen  pensar 
que  la  lei  interpretativa  puede  ser  derogada  por  la  mis- 
ma autoridad  i  con  los  mismos  trámites  que  las  leyes  or- 
dinarias o  comunes.  Pero  el  honorable  señor  Presidente 
preguntaba:  ¿Teme  alguien  que  venga  un  Congreso  a 
derogar  esta  lei?  ¿Teme  alguien  que  los  representantes 
del  pais  lleguen  a  borrar  la  garantía  que  la  lei  interpre- 
tativa concede  a  los  disidentes?  Responderé  con  fran- 
queza: no  lo  temo  por  mi  parte;  hago  justicia  a  los  hom- 
bres que  el  pais  ha  llamado  i  a  los  que  llame  mas  tarde 
a  representarlo;  pero  esta  justicia  que  nosotros  hacemos 
a  nuestros  representantes,  ¿la  harán  del  mismo  modo  los 
estranjeros?  Ya  que  nuestro  principal  objeto  es  dar  fa- 
cilidades a  la  inmigración,  ¿no  convendría  que  las  fami- 
lias que  vengan  a  Chile  sepan  que  el  ejercicio  de  su  re- 
lijion  les  es  permitido  a  virtud  de  una  disposición  cons- 
titucional, no  a  virtud  de  una  disposición  legal,  que,  sea 
como  quiera,  es  menos  estable  i  puede  ser  derogada  por 
un  Congreso  cualquiera?  Interrogo  a  los  miembros  de  la 
Cámara  i  les  pregunto:  ¿no  es  verdad  que  un  estranjero 
disidente  se  creerá  muchas  veces  mas  garantido  con  el. 
preccpto  constitucional  que  con  la  disposición  de  la  lei? 
I  si  esto  es  cierto,  conviene  que  demos  a  la  inmigraciou 
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toda  clase  de  facilidades,  principiando  por  la  reforma  de 
una  de  sus  trabas, — la  mas  importante  talvez — el  libre 
ejercicio  del  culto. 

"I  ya  que  toco  la  reforma,  hablemos  con  toda  franquea 
za.  La  reforma  del  art.  5.°  de  la  Constitución  en  el  sen- 
tido que  la  solicito,  no  tiene,  en  verdad,  mas  alcance  que 
la  lei  interpretativa  aprobada  por  el  Congreso.  Esa  lei 
satisface  a  los  disidentes,  les  asegura  el  goce  de  un  de- 
recho que  ellos  pedían  i  creo  que  es  un  adelanto  bien  no- 
table que  hemos  consignado  en  nuestras  instituciones. 
¿Salva,  sin  embargo,  todas  las  dudas?  Nó,  i  aquí  está  su 
defecto  principal;  a  esta  fecha  los  artículos  que  la  Cá- 
mara aprobó  son  objeto  de  diversas  interpretaciones.  Los 
órganos  de  la  prensa  están  desacordes  en  la  manera  de 
estimar  su  alcance.  La  Patria  de  Valparaíso,  por  ejem- 
plo, tiene  una  manera  mui  distinta  de  ver  la  lei  que  El 
Independiente  de  Santiago  en  su  número  del  domingo.  La 
razón  de  estas  diversas  apreciaciones  es  fácil  de  com- 
prender. Sin  reformar  el  artículo  constitucional  se  ha 
querido  dar  garantías  en  una  lei  interpretativa  que  no 
puede  variar  el  sentido  de  aquel  i  que,  en  todo  caso,  de- 
ja a  salvo  la  falibilidad  del  Congreso  Lejislativo.  El  Con- 
greso no  es  infalible  ni  puede  tener  la  pretensión  de  ser- 
lo, porque  sería  ridicula;  i  apesar  de  esto,  ¿qué  otro  ob- 
jeto tiene  la  pretensión  de  que  la  lei  interpretativa  se  in- 
corpore en  el  artículo  constitucional,  sino  declarar  que  el 
modo  de  comprender  ese  artículo  según  el  Congreso  es 
la  verdad  incontrovertible?  Esto  es  un  absurdo,  puesto 
que,  no  teniendo  carácter  de  infalibles  los  actos  del  Con- 
greso Constituyente,  primer  poder  de  un  Estado,  actos 
sujetos  a  reforma  según  nuestro  Código  fundamental, 
aunque  después  de  muchas  trabas  i  cortapisas,  menos  de- 
ben tenerlo  las  resoluciones  del  Congreso  Lejislativo  que 
ocupa  un  lugar  inferior  a  aquel. 

"  Pasando  a  la  segunda  cuestión,  creía  anteriormente  i 
creo  ahora  que  ningún  obstáculo  se  opone  a  votar  el  ar- 
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tículo  constitucional  dividido  en  dos  partes,  la  primera 
que  reconoce  la  relijion  Católica  Apostólica  Romana  co- 
mo relijion  del  Estado,  i  la  segunda  que  prohibe  él  ejer- 
cicio público  de  cualquiera  otra.  A  mi  juicio,  la  relijion 
del  Estado  debe  ser  la  Católica  Apostólica  Romana.  So  i 
católico  i  quiero  que  el  hecho  actual  siga  dominando  en 
Chile,  apesar  de  que  los  términos  del  artículo  no  sean 
en  esta  parte  conformes  con  el  buen  sentido  i  el  racioci- 
nio, dos  causas  principales  que  se  oponen  al  reconoci- 
miento de  una  relijion  por  el  ser  moral  que  llamamos  Es- 
tado. 

"No  veo  que  las  dudas  del  honorable  señor  Presiden- 
te sean  fundadas.  S.  E.  sostiene  que  no  sería  propio  de- 
clarar reformable  un  inciso  de  un  artículo  constitucional, 
ya  porque  ese  orden  no  se  conformaría  con  las  prescrip- 
ciones constitucionales  de  una  manera  espresa,  ya  porque 
encerraría  algunos  peligros. 

uVoi  a  citar  varios  ejemplos,  i  principiaré  rogando  al 
honorable  Secretario  se  sirva  dar  lectura  al  artículo  pro- 
puesto por  la  Comisión  informante. 

"El  señor  Secretario. — Dice  así:  «La  relijion  del  Es- 
tado es  la  Católica  Apostólica  Romana,])  punto  i  coma; 
«con  esclusion  deí  ejercicio  público  de  cualquiera  otra.» 

"El  señor  Hüneeüs. — No  me  refería  al  artículo  cons- 
titucional; pedía  al  honorable  Secretario  la  lectura  del  ar- 
tículo propuesto  por  la  Comisión  informante.  Pero  sea 
como  quiera,  recuerdo,  i  la  Cámara  recordará  tainbieu, 
que  la  Comisión  habla  en  su  informe  de  refonna  de  inci- 
sos de  artículos. 

"También  recordará  que  el  actual  señor  Ministro  de 
Justicia  aceptó  ese  informe  con  algunas  reservas  i  que, 
ademas,  en  muchos  otros  artículos  de  la  Constitución  que 
constan  de  varios  incisos  se  ha  propuesto  la  reforma  de 
uno,  dos  o  mas  de  ellos,  dejando  inalterables  los  otros.  Si 
cada  precepto  constitucional  estuviera  consignado  en  un 
artículo  separado,  se  comprendería  sin  dificultad  que  no 
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pudiera  declararse  la  reforma  por  cada  palabra  ni  por 
cada  inciso,  pero  no  sucede  así:  la  Constitución  encierra 
muchas  veces  en  un  solo  artículo  disposiciones  diversas, 
i  tan  diversas  que  puede  modificarse  una  sin  que  por  el 
mismo  hecho  sea  preciso  alterar  las  otras. 

"El  artículo  12  de  la  Constitución  tiene  siete  incisos  i 
el  82  veintiuno.  Cada  uno  de  esos  incisos  encierra  una 
disposición  que  puede  reformarse  sin  perjuicio  de  la  vi- 
jencia  de  los  otros.  ¿Cómo  se  pretende  entonces  que  nin- 
guno de  esos  incisos  puede  ser  declarado  reformable,  ba- 
jo el  pretesto  de  que  se  dejaría  la  puerta  abierta  a  la  re- 
forma completa  del  artículo?  Muchos  de  esos  incisos  están 
separados  por  un  simple  punto  i  coma,  que  no  obsta,  sin 
embargo,  a  que  la  primera  parte  sea  buena  i  la  segunda 
necesite  reforma,  a  que  esta  diga  una  cosa  i  la  primera 
otra  diversa. 

"¿Cuál  es  la  disposición  constitucional  que  prohibe  la 
reforma  de  los  incisos  de  cada  artículo?  Porque  es  nece- 
sario que  la  Cámara  proceda  con  lójica  en  este  caso  i  que, 
sino  hai  preceptos  prohibitivos,  admita  todo  aquello  que 
no  esté  en  pugna  con  los  principios  de  la  ciencia  ni  con 
el  buen  sentido.  El  art.  165  nada  dice  i  nada  dicen 
tampoco  los  siguientes  acerca  de  la  división  de  incisos, 
limitándose  a  prescribir  el  modo  como  la  reforma  debe 
ser  apoyada  por  los  miembros  de  la  Cámara  i  los  trámi- 
tes a  que  esta  debe  sujetarse  para  declarar  que  hai  lugar 
a  ella.  En  el  art.  5.°  de  que  tratamos,  la  Cámara  sería  ló- 
jica separando  dos  declaraciones  que  pueden  subsistir  por 
sí  solas  i  reformando  una  mientras  quedase  la  otra  tal  co- 
mo se  encuentra.  ¿Es  cierto  o  nó  que,  apesar  de  hallar- 
se separada  de  la  primera  parte  por  un  punto  i  coma,  la 
segunda  del  art.  5.°  podría  ser  reformada  en  un  sentido 
diametralmente  opuesto  al  que  ahora  tiene,  quedando  to- 
do el  artículo  poco  mas  o  monos  en  estos  términos:  «La. 
relijion  del  Estado  es  la  Católica  Apostólica  Romana;  i 
se  garantiza  amplia  i  franca  libertad  al  ejercicio  de  los 


412     LA  CONSTITUCIÓN  ANTE  EL  CONGRESO 

cultos  disidentes,»  todo  separado  por  un  simple  punto  i 
coma?  Es  evidente  que  esto  podría  hacerse,  i  de  aquí  de- 
duzco que  mi  proposición  nada  tiene  de  raro,  ni  de  con- 
trario a  la  lójica,  ni  de  peligroso,  ni  de  contrario  a  la 
Constitución  que  nada  dice  Bobre  esta  materia. 

"Supóngase  otro  caso:  supóngase  que  yo  pidiese  a  la 
Cámara  la  reforma  del  inciso  7.°  del  art.  12  i  que  la  Cá- 
mara lo  declarase  refonnable  por  no  consignar  sino  una 
garantía  a  medias,  porque  después  de  sentar  como  prin- 
cipio la  libertad  de  publicar  las  opiniones  por  la  impren- 
ta sin  censura  previa  i  el  derecho  de  no  poder  ser  conde- 
nado por  abuso  de  esta  libertad  sino  después  de  un  juicio 
en  que  se  califique  el  abuso  por  jurados,  determina  que 
la  causa  se  siga  i  sentencie  con  arreglo  a  la  lei  que  hace 
intervenir  a  los  tribunales  ordinarios.  Yo  creo  que  no  debe 
existir  la  censura  previa,  que  debe  haber  completa  liber- 
tad de  imprenta  i  que  no  deben  razonablemente  interve- 
nir en  el  juicio  de  imprenta  los  tribunales  ordinarios,  i 
pediría  la  reforma  de  uno  o  dos  renglones  del  artículo 
constitucional,  separados  de  los  otros  por  una  simple  co- 
ma. Es  evidente  que  esto  podría  suceder  i  que  la  Cámara 
obraría  dentro  de  su  derecho  declarando  reformables  las 
últimas  palabras  del  art.  12,  inciso  7.°  de  la  Constitución. 
,  "No  son,  pues,  los  puntos  i  las  comas  los  que  hacen 
una  disposición  constitucional  igual  a  otra  o  diversa  de 
ella.  He  traído  a  colación,  en  prueba  de  ello,  dando  las 
gracias  alhonorable  Secretario  por  su  recuerdo,  varios 
casos  que  manifiestan  que  preceptos  diversos,  indepen- 
dientes unos  de  otros,  pueden  hallarse  dentro  de  un 
mismo  artículo  constitucional,  como  se  hallan  en  efecto 
en  el  art.  82,  en  el  12  i  en  el  5.°  que  nos  ocupa.  Quiero, 
sin  embargo,  ir  mas  adelante,  a  fin  deque  en  ningún  ca- 
so pueda  alegarse  dudas  a  este  respecto.  El  art.  61  de 
la  Constitución  dice:  «Las  funciones  de  Presidente  déla 
República  durarán  por  cinco  años»  punto  i  coma;  c(i  po- 
drá ser  reelej  ido  para  el  período  siguiente.»  La  Comi- 
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sion  informante  i  muchos  miembros  de  la  Cámara  creen 
que  la  primera  parte  del  artículo  no  admite  reforma,  pues 
el  período  de  cinco  años  es  un  término  proporcionado,  ni 
mui  largo  ni  mui  corto,  para  ejercer  las  funciones  de  je- 
fe del  Gobierno;  no  piensan  así  respecto  de  la  segunda, 
i  proponen,  por  ejemplo,  que  se  declare  abolida  lá  reelec- 
cion  inmediata,  o  que  solo  pueda  verificarse  mediante  el 
cumplimiento  de  ciertas  condiciones.  ¿Qué  se  opondría  a 
que  la  Cámara  se  ocupase  primero  de  la  primera  parte  i 
en  segundo  lugar  de  la  segunda?  Por  el  contrario,  ¿nó 
es  verdad  que  habría  una  confusión,  i  confusión  deplo- 
rable, en  el  juicio  de  los  señores  Diputados  al  tiempo  de 
votar,  si  ambas  disposiciones  fuesen  sometidas  a  la  Cá» 
mará  a  la  vez? 

uHe  probado,  a  lo  que  creo,  que  ningún  obstáculo  se 
opone  a  la  votación  dividida  del  art.  5.°  Lo  que  preten- 
do así  es  que  la  Cámara  pronuncie  su  juicio  acerca  de  la 
segunda  parte  de  ese  artículo,  que  yo  juzgo  digno  de  re- 
forma, de  una  reforma  que  conceda  amplia  libertad  a  los 
disidentes  para  tributar  a  Dios  el  culto  de  su  conciencia. 
Voi  a  enumerar  a  la  Cámara  las  razones  que  influyen  en 
mi  ánimo  para  creer  que  la  segunda  parte  del  artículo 
admite  i  exije  reforma  en  el  sentido  de  estas  ideas.  Esto 
ha  sido  objeto  de  brillantes  i  luminosos  debates  en  que 
se  ha  manifestado  el  pro  i  el  contra  de  la  cuestión.  Veo- 
me,  después  de  ellos,  precisado  a  ser  mui  breve,  para  no 
fatigar  demasiado  la  atención  de  la  Cámara.  Invoco  su 
benevolencia,  aguardando  no  serle  molesto  por  mucho 
tiempo. 

"Cuatro  han  sido  las  principales  objeciones  formula- 
das contra  la  reforma  del  artículo  constitucional  por  los 
adversarios  de  la  libertad  de  cultos.  Se  ha  dicho  que  es- 
ta libertad  produce: 

"l.°  La  indiferencia  relijiosa  esparcida  en  el  pais;      . 

"2.°  Las  guerras  relijiosas; 

i43/  La  relajación  de  la  moral  pública;  i 
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"4.°  La  relajación  de  los  vínculos  morales  de  la  fa- 
milia. 

"Las  dos  primeras  objeciones  han  sido  perfectamente 
refutadas  por  los  honorabies  Diputados  por  Copiapó  i 
Casablanca  primero  i  después  por  el  honorable  Diputado 
por  Illapel.  Pero  al  ocuparse  de  la  tercera,  el  honorable 
Diputado  por  Illapel,  después  de  esponer  algunas  consi- 
deraciones, agregó  que  dejaba  su  respuesta  a  algunos  de 
los  hijos  de  matrimonios  mistos  que  ocupan  un  lugar  en 
la  Cámara.  Yo,  que  me  encuentro  en  ese  caso,  voi  a  cum- 
plir los  deseos  del  señor  Diputado,  contestando  breve- 
mente a  esa  objeción.  Para  esto  la  Cámara  me  permitirá 
que  lea  antes  el  párrafo  en  que  el  honorable  Diputado 
por  Rere  emitió  sus  opiniones  sobre  la  materia: 

"Pero,  no  es  todo;  la  tolerancia  de  otras  creencias  re- 
lajaría también  los  vínculos  morales  de  nuestra  socie- 
dad. La  Cámara  no  debe  olvidar  que  la  doctrina  pro- 
testante es  esencialmente  inmoral,  así  por  lo  que  hace 
"  al  individuo,  como  con  relación  a  la  familia." 
"Esta  descansa  sobre  el  gran  principio  de  la  unidad  i 
perpetuidad  del  vínculo  conyugal,  que  el  protestantis- 
mo ha  combatido/' 
"Esto  decía  a  la  Cámara  mi  honorable  maestro  el  se- 
ñor Diputado  por  Rere,  a  quien  debo  principalmente  la 
fé  católica  que  profeso,  pero  cuyí>  autoridad,  respetable 
para  mí  tratándose  del  catolicismo,  no  acepto  tratándose 
de  los  protestantes.  A  la  verdad  no  sé,  señores,  cómo 
puede  afirmarse  aquí,  en  presencia  de  la  Cámara  i  en 
medio  de  un  debate  tan  solemne,  lo  que  el  honorable 
Diputado  por  Rere  ha  dicho  de  los  disidentes.  No  sé  de 
cuando  acá  el  protestantismo  ha  combatido  la  unidad  de 
los  vínculos  de  familia,  ni  cómo  puede  decirse  que  es- 
tingue totalmente  la  moral.  ¡Nó!  la  unión  de  los  vínculos 
de  familia  es  perfecta  entre  disidentes  i  católicos  como 
entre  católicos  i  disidentes.  Ojalá  siempre  reinasen  en 
las  familias  los  principios  que  rijen  a  esos  matrimonios 
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mistos,  i  fuesen  respetados  los  vínculos  i  la  moral  en 
las  uniones  de  católicos  tanto  como  lo  son  en  las  de  ca- 
tólicos i  disidentes.  Esta  es  la  verdad,  i  no  se  estrañe 
que  me  espreBe  con  calor  en  esta  materia,  atendidos  mis 
antecedentes.  El  protestantismo  no  combate  ni  la  uni- 
dad ni  la  perpetuidad  del  vínculo  conyugal. 

"El  honorable  Diputado   por  Rere  continuó  diciendo 
del  protestantismo :  "Al  propio  tiempo  proclama  la  ne- 
gación de  la  libertad  humana  i  la  inutilidad  de  las 
buenas  obras  para  salvarse.  ¿Qué  sucedería  si  predi- 
caran estas  doctrinas  al  pueblo." 
"¿Qué  sucedería  si  se  predicaran  estas  doctrinas?  Que 
los  protestantes  serían  calumniados.  Voi  a  citar  el  testi- 
monio de  un  autor  católico  a  quien  nadie  recusará. 
"Dice  Tocqueville,  pajina  353,  tomo  I: 
"No  vacilo  en  afirmar  que  la  gran  severidad  de  cos- 
tumbres que  se  nota  en  Estados  Unidos,  tiene  su  pri- 
mera fuente  en  las  creencias.  La  relijion  es  amenudo 
impotente  allí  para  contener  al  hombre  en  medio  de 
las  tentaciones  sin  número  que  la  fortuna  le  presenta. 
No  sabría  moderar  en  él  el  ardor  de  enriquecerse  que 
todo  aguijonea;  pero  reina   soberanamente  en  el  alma 
de  la  mujer,  i  es  la  mujer  la  que  forma  las  costumbres. 
"  Seguramente  América  es  el  país  del  mundo  en  que  es 
mas  respetado  el  matrimonio  i  en  que  se  ha  concebi- 
do la  mas  alta  i  mas  justa  idea  de  la  felicidad  conyu- 

"  gal." 

"Creo  que  esto  basta  para  hacer  a  los  protestantes  la 
justicia  que  merecen. 

"En  cuanto  a  la  negación  de  la  libertad  humana  i  de 
las  buenas  obras  para  salvarse,  no  ha  estado  mas  cerca 
de  la  verdad  el  honorable  Diputado  por  Rere.  Si  los 
protestantes  niegan  la  necesidad  de  las  buenas  obras 
¿cómo  es  que  las  practican?  Luego  no  es  cierto  que  el 
protestantismo  niegue  La  necesidad  de  las  buenas  obras. 
Lo  mismo  puede  decirse  de  la  negación  de  la  libertad 
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humana  desde   el  momento  en  que  se  reconoce  para 
obrar  el  bien. 

"Esto  me  hace  recordar  una  preocupación  esparcida 
entre  nosotros  i  que  hace  aparecer  a  los  católicos  como 
únicos  cristianos.  ¿Por  acaso  los  disidentes  no  son  cris- 
tianos también?  ¿No  siguen  como  nosotros  la  doctrina 
de  Jesucristo?  ¿No  han  adoptado  la  fuente  de  la  misma 
moral?  ¿Sería  preciso  que  viniésemos  a  refutar  aquí,  en 
la  Cámara,  esa  absurda  preocupación?  Por  mi  parte,  no 
lo  haré.  Si  quisiera  dar  pruebas  de  la  moralidad  que 
preside  en  los  actos  de  los  miembros  del  protestantismo, 
no  tendría  uno  sino  muchos  ejemplos  que  traer  a  la  me- 
moria de  la  Cámara.  ¿No  es  cierto  que  preferimos  mu- 
chas veces  tratar  con  protestantes  a  tratar  con  católicos, 
porque  fiamos  mas  en  el  honor  i  la  delicadeza  de  aque- 
llos para  cumplir  sus  compromisos?  El  honorable  señor 
Presidente  de  la  Cámara  tiene  testimonios  irrecusables 
de  lo  que  digo  i  estoi  seguro  de  que  mas  de  una  vez  ha 
tenido  ocasión,  como  cada  uno  de  nosotros,  de  admirar 
esa  puntualidad  i  ese  respeto  a  la  palabra  empeñada  que 
los  distingue  en  sus  compromisos.  ¿Dónde  está  entonces 
la  relajación  de  la  moral  social  que  introduciría  la  tole- 
rancia de  cultos  entre  nosotros? 

"Nada  me  sería  mas  fácil  que  citar  aquí  la  opinión  de 
un  distinguido  protestante,  F.  Chalmers,  sobre  la  pre- 
destinación, pero  no  lo  haré  a  trueque  de  no  molestar  a 
la  C  amara.  Apesar  de  su  creencia  en  la  predestinación, 
Chalmers  aconsejaba  a  sus  discípulos  creer  eñ  el  Evan- 
jelio,  arrepentirse,  obedecer  a  Jesucristo  i  consagrarse 
seriamente  a  llenar  esta  tarea;  es  decir,  les  aconsejaba 
lo  mismo  que  los  padres  de  la  Iglesia  Católica,  lo  mismo 
que  los  apóstoles,  lo  mismo  que  la  Biblia  de  Scio,  que 
les  presentaba  coipo  modelo  en  sus  sermones,  Así  la 
predestinación  no  ha  impedido  las  buenas  obras,  ni  traí- 
do por  consecuencia  la  disolución  de  los  vínculos  socia- 
les ni  de  familia  entre  los  protestantes.  Ademas  de  Chai- 
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mers  podrían  citarse  otras  autoridades  que  hablan  sobro 
esta  misma  materia. 

"Yaque  de  esto  tratamos,  me  parece  indispensable 
hacer  notar  que  esa  escritura  pública  que  se  exije  al  di- 
sidente para  contraer  matrimonio  misto  en  Chile  por  las 
autoridades  eclesiásticas,  carece  de  todo  valor.  Los  de- 
rechos de  la  patria  potestad  atacados  en  ella  son  irrenun- 
ciables  por  nuestras  leyes  i  de  ello  tenemos  numerosos 
ejemplos.  En  vano  se  pretenderá  que  el  hijo  no  quede 
sometido  a  la  patria  potestad  de  su  padre;  la  estipula- 
ción que  tal  cosa  consigne  será  nula.  Pero  suponiendo 
que  no  lo  fuera,  ¿en  qué  se  apoyaría?  ¿Tiene  la  Cámara 
noticia  de  algún  disidente  que  obligue  a  sus  hijos  a  abra- 
zar la  relijion  que  él  profesa?  ¿No  es  verdad  que,  por  el 
contrario,  les  deja  la  mas  amplia  libertad  para  abrazar 
la  relijion  que  quieran,  i  que  en  el  mayor  número  de  los 
casos  esos  disidentes  estranjeros  tienen  hijos  católicos 
en  Chile?  Este  es  el  hecho  público  i  conocido  por  todos 
nosotros. 

"Creo  que,  a  la  vista  de  tales  ejemplos,  la  Cámara  no 
tendrá  miedo  de  que  lá  tolerancia  de  cultos  venga  a  -re- 
lajar la  moral  pública  en  Chile.  I,  si  ese  temor  existiese, 
no  sería  respecto  de  las  sectas  protestantes  que  profesan 
una  moral  santa,  cuyo  oríjen  es  el  mismo  que  el  de  la 
moral  católica — Jesucristo— que  son  hermanas  en  el  cris- 
tianismo i  que  profesan  doctrinas  que  todo  podrán  llevar 
consigo  menos  la  destrucción  de  la  sociedad  i  de  la  fa- 
milia. Si  lo  que  se  pretende  es  evitar  la  propagación  del 
culto  pagano,  ¿será  este  un  motivo  para  no  conceder  li- 
bertad al  culto  cristiano?  La  consideración  de  que  los  con- 
vencionales de  1870  pueden  pasar  mas  adelante  aun  ¿debe 
impedir  el  que  se  acuerde  hoi  el  principio  de  un  acto  de 
justicia?  ¿Por  qué  no  adoptar  entonces  un  artículo  consti- 
tucional Semejante  al  que  Maximiliano  acaba  de  dictar  en 
Méjico,  el  cual  consigna  la  mas  amplia  libertad  en  favor 
de  todos  los  cultos  cristianos  i  en  cuanto  a  los  otros  de* 
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termina  que  no  puedan  establecerse  sino  después  de  un 
decreto  que  los  autorice,  después  de  examinarlos,  a  fin 
de  que  no  se  introduzcan  en  el  pais  cultos  contrarios  a  las 
leyes,  a  la  moral  o  a  las  buenas  costumbres? 

"En  cuarto  lugar,  alegaba  el  honorable  Diputado  por 
Rere  el  enflaquecimiento  de  la  unidad  como  una  de  las 
mas  fuertes  objeciones  contra  la  tolerancia  de  cultos. 
Permítame  la  Cámara  decirle  que  todos  los  argumentos 
que  se  han  indicado  en  este  sentido  carecen  de  exacti- 
tud. Se  ha  hecho  una  confusión  lamentable  de  dos  cosas 
diversas,  la  unidad  católica  i  la  uniformidad  de  creencias* 
La  unidad  es  como  la  santidad,  como  la  catolicidad  i  co- 
mo la  apostolicidad,  uno  de  los  caracteres  de  la  Iglesia 
Católica,  i  consiste  en  profesar  la  fé  de  los  apóstoles,  ad- 
mitir sus  sacramentos,  obedecer  a  sus  pastores;  consiste 
en  que  dentro  del  catolicismo  no  hai  sectas,  todos  acep- 
tamos la  misma  doctrina,  la  misma  moral  i  estamos  su- 
jetos a  una  cabeza  visible  que  es  el  Papa.  ¿Es  esto  lo 
mismo  que  la  uniformidad  de  creencias?  La  unidad  cató^ 
lica  existe,  pero  no  existe  la  uniformidad  de  creencias. 
¿Cree  la  Cámara  que  todos  deben  profesar  en  Chile  la 
misma  relijion,  aceptar  la  misma  fé,  i  adorar  al  Ser  Su- 
premo bajo  la  misma  íorma?  Si  esto  se  quiere,  ee  quiere 
un  imposible.  No  vamos,  por  perseguir  ideas  fantásticas, 
a  encerrarnos  en  el  esclusivismo  absurdo.  Si  todos  pro- 
fesásemos en  Chile  la  misma  relijion,  sin  duda  alguna 
que  ese  sería  un  bien  digno  de  conservarse.  Si  el  mundo 
entero  profesase  la  misma  fé,  ¡cuánto  mayor  no  sería 
quizás  el  orden  de  las  naciones!  Pero  como  ese  argu- 
mento no  es  absoluto  sino  relativo  a  los  lugares  en  que 
la  uniformidad  existe  i  deba  continuar  existiendo,  nada 
vale  en  el  caso  actual. 

"Por  el  contrario,  la  libertad  de  cultos  conviene  a  Chi- 
le porque  atraerá  a  su  territorio,  escaso  de  habitantes, 
¿na  inmigración  mucho  mas  numerosa;  pues  aunque  ha- 
ya aumentado  de  una  manera  considerable  el  número  de 
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chilenos  durante  los  últimos  años,  como  lo  manifestó  el 
señor  Presidente  en  su  discurso,  ni  su  señoría  ha  negado 
ni  nadie  puede  poner  en  duda  que  ese  progreso  siga  ad- 
quiriéndose en  mayor  escala.  El  mismo  honorable  Presi- 
dente, i  si  no,  el  honorable  Presidente  de  la  Cámara  de 
Senadores,  preside  una  comisión  nombrada  para  dar  au- 
je  a  los  medios  de  obtener  una  corriente  mas  sólida  i 
numerosa  de  estranjeros  hacia  el  pais. 

"¿Porqué  no  respetar  con  los  disidentes  aquel  precep- 
to del  Evanjelio  que  nos  dice:  «no  hagas  a  otro  lo  que 
no  quieras  para  tí?»  Si  no  aceptamos  la  intolerancia  de 
los  protestantes  para  con  los  católicos,  ¿porqué  no  reco- 
nocemos a  estos  lo  que  queremos  que  se  reconozca  a  no- 
sotros mismos? 

"He  creído  i  persisto  en  creer  que  la  lei  interpretativa 
es  un  elemento  mas  creado  en  favor  de  la  reforma.  Sea-  . 
mos  sinceros:  los  disidentes  no  tienen  grandes  actos  de 
culto,  i,  reformado  el  artículo  constitucional,  es  mui  pro- 
bable i  casi  seguro  que  no  veamos  mas  que  lo  que  haya- 
mos de  ver  sin  la  reforma,  bajo  la  protección  de  la  lei. 
Se  me  dirá  que  al  asegurar  esto  arguyo  contra  mis  argu- 
mentos anteriores,  i  yo  responderé  que,  partiendo  de  la 
necesidad  de  no  consignar  preceptos  hipócritas  en  nues- 
tras leyes,  me  inclino  mas  a  la  confesión  de  la  verdad  i 
a  la  reforma  de  la  segunda  parte  del  artículo  cons- 
titucional, no  en  el  sentido  de  suprimirlo,  pero  sí  en 
el  de  darle  una  nueva  forma  que  garantice  de  la  manera 
mas  amplia  la  libertad  de  profesar  los  cultos  disidentes. 
Si  es  cierto  que  el  Supremo  Gobierno  ha  aceptado  el 
principio  de  la  libertad  de  cultos,  aunque  cubriéndolo  con 
cierto  velo,  si  lo  aceptamos  ttodos  nosotros,  i  si  él  entra 
en  los  intereses  mas  vitales  del  pais  i  le  prepara  dias  de 
abundante  progreso,  ¿porqué  no  hemos  de  proclamar  las 
cosas  tales  como  son  en  sí  mismas,  sinambajes,  sin  ocul- 
taciones i  con  entera  franqueza? 

''Oreo  que  he  molestado  ya  bastante  la  atención  de  la 
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Cámara  con  la  esposicion  de  ideas  que  consideraba  necesa- 
rias para  deshacer  ciertos  errores  mui  dignos  de  ser  refu- 
tados, i  espero  que  habré  merecido  su  benevolencia,  aten- 
dido el  móvil  que  ha  guiado  mis  palabras. 

"Terminaré  haciendo  indicación  para  que  al  tiempo  de 
votar  se  divida  el  art.  5.°  en  dos  incisos,  a  fin  de  que  ca- 
da cual  pueda  dar  su  voto  a  las  ideas  que  abriga  con 
sinceridad  i  conciencia.  ¡I  Dios  quiera  que  en  tiempos  no 
lejanos  de  nosotros  pueda  el  estranjero  que  se  dirija  a 
Chile  leer  en  la  fachada  de  nuestro  edificio  político  esas 
grandes  palabras:  Libertad  de  Cultos,  reconocidas  ya  co- 
mo un  principio  por  nuestras  instituciones  fundamen- 
tales!" 
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INFORME 

Be  la  mayoría  de  la  Comisión  de  Constitución,  Lejislaeion 
i  Justicia  sobre  la  reforma  del  art.  5/ 


"Honorable  Cámara: 

"Vuestra  Comisión  de  Constitución  La  estudiado,  con 
la  detención  que  la  importancia  de  la  materia  requiere, 
la  moción  que  tiene  por  objeto  declarar  necesaria  la  re- 
forma del  art.  5.°  de  la  Carta  Fundamental  i  de  los  de- 
mas  que  con  él  se  relacionan. 

"Fácil  es  comprender  que  la  cuestión  primordial  que 
aquella  moción  promueve,  es  relativa  solo  al  citado  art. 
5,°,  que  declara  que  "la  relijion  de  la  República  de  Chile 
es  la  Católica  Apostólica  Romana,  con  esclusion  del  ejer- 
cicio público  de  cualquiera  otra."  Siendo  meras  deduc- 
ciones de  ese  articulo  i  del  sistema  que  en  él  está  basa- 
do, los  demás  que  comprende  dicha  moción,  es  induda- 
ble que  la  reforma  de  aquel  reclamaría  también  la  de 
estos. 

"En  efecto,  establecida  la  recíproca  independencia  de 
la  Iglesia  i  del  Estado,  i  suprimida  toda  relijion  oficial, 
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ni  tendría  razón  de  ser  el  precepto  del  art.  80  que  impo- 
ne al  Presidente  de  la  República  la  obligación  de  ob- 
servarla i  de  protejerla,  ni  la  tendrían  tampoco  los  que 
confieren  a  las  autoridades  políticas  las  atribuciones 
mencionadas  en  los  arts.  39,  párrafo  3.°,  82,  párrafos  8.°, 
13  i  14,  i  104,  párrafos  3.°  i  4.°,  referentes  a  la  facultad 
de  presentar,  al  patronato,  al  exequátur  i  a  los  recursos 
de  protección.  Tampoco  tendría  ya.  base  la  disposición 
del  art.  102,  que  exije  que  forme  parte  del  Consejo  de 
Estado  un  eclesiástico  constituido  en  dignidad. 

"Concretándose,  pues,  al  examen  del  art.  5.°,  i  toman- 
do desde  luego  en  cuenta  su  primera  parte,  piensa  vues- 
tra Comisión  que  es  necesaria  su  reforma,  bajo  cualquier 
punto  de  vista  que  se  considere  la  disposición  que  en 
ella  se  consigna. 

"En  teoría  es  inadmisible  que  una  Constitución  im- 
ponga al  Estado  relijion  determinada. 

uLa  razón  es  obvia. 

"Si  una  Constitución  no  es  otra  cosa  que  el  conjunto 
de  principios  fundamentales  que  organizan  los  poderes 
públicos,  aseguran  los  derechos  individuales  i  determi- 
nan las  bases  a  que  deben  sujetarse  las  relaciones  de  las 
autoridades  políticas  entre  sí  i  las  de  estas  con  los  go- 
bernados; es  perfectamente  claro  que  su  esfera  de  ac- 
ción está  circunscrita  solo  a  intereses  temporales. 

"Sentada  esta  base  capital,  se  nota  sin  dificultad  que 
el  fomento  i  desarrollo  de  tales  intereses  no  exije  que  se 
imponga  relijion  alguna  al  Estado;  puesto  que  una  so- 
ciedad política  es  algo  esencialmente  diverso  de  los  in- 
dividuos que  la  componen,  quienes  '  están  siempre  divi- 
didos, bajo  el  aspecto  relijioso,  en  sectas  diferentes. 

"Verdad  es  que,  apesar  de  lo  dicho,  no  es  nuestra 
Constitución  la  única  que  haya  adoptado  como  relijion 
del  Estado  la  Católica  Apostólica  Romana. 

uMas  este  hecho,  que  vuestra  Comisión  se  apresura  a 
reconocer,  nada  arguye  contra  la  verdad  del  principio 
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arriba  establecido.  El  prueba  solo  que  circunstancias 
dadas  han  podido  aconsejar  la  adopción  de  un  sistema 
que,  en  la  época  actual,  está  sirviendo  de  orijen  fecundo 
a  graves  dificultades  entre  las  autoridades  políticas  i  las 
eclesiásticas  en  no  pocas  de  las  naciones  que  lo  han  ad- 
mitido:— dificultades  que  no  existen  donde,  como  en  Es- 
tados Unidos  o  en  Béljica,  no  reconoce  el  Estado  culto 
alguno  esclusivo. 

"Si  lo  que  ayer  pudo  establecerse  con  la  mira  de  bus- 
car la  armonía  entre  autoridades  de  un  orden  diverso, 
ha  llegado  a  Ber  hoi  orijen  de  cuestiones  entre  ambas;  si 
lo  que  pudo  aceptarse  sin  inconveniente  hace  diez  o  cua- 
renta años,  los  produce  ahora  i  de  carácter  gravísimo;  si 
en  aquellas  cuestiones  el  Estado  no  podría  ceder,  sin 
amenguar  su  soberanía;  si  no  es  admisible  que  el  perfecto 
derecho  que  reside  en  la  Nación  para  constituirse  i  rej  ir- 
se como  mejor  le  plazca  haya  de  subordinarse  jamas  a 
autoridades  estrafías,  sean  estas  cuales  fueren;  i  si  debe 
aceptarse,  como  base  fundamental  de  la  organización 
política  de  todo  Estado  independiente,  el  gobierno  de 
este  por  sí  mismo  i  esclusivamente  por  las  autoridades 
internas  en  quienes  delega  el  ejercicio  de  su  soberanía; 
no  se  concibe  entonces  cómo  pudiera  ponerse  en  duda  la 
necesidad  de  una  reforma  que  se  propone  a  la  Honorable 
Cámara  bajo  el  amparo  de  tan  poderosas  consideracio- 
nes. 

"Si  del  terreno  teórico  se  pasa  a  considerar  la  reforma 
de  la  primera  parte  del  art.  5.°  bajo  un  punto  de  vista 
esencialmente  práctico,  parece  a  vuestra  Comisión  que 
ella  ha  llegado  a  ser  ya  i  que  será  cada  dia  mas  necesa- 
ria, como  el  único  medio  adecuado  que  se  presenta  par$ 
evitar  la  posibilidad  siquiera  de  futuros  conflictos  entre 
la  Iglesia  i  el  Estado. 

"I  nótese  bien  que  esos  conflictos  no  solo  pueden  po- 
ner en  pugna  frecuentemente  los  sagrados  deberes  que 
al  católico  impone  su  relijion,  con  los  ineludibles  que  la 
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Constitución  hace  pesar  sobre  el  ciudadano  i  el  gober- 
nante; sino  que,  con  ocasión  de  las  odiosas  cuestiones  de 
preeminencia  entre  ambas  autoridades  a  que  se  ha  alu- 
dido ya,  causan  alarmas  e  inquietud  en  las  conciencias  e 
introducen  en  la  sociedad  serios  elementos  de  perturba- 
ción. 

"Esto  por  lo  que  toca  a  la  necesidad  de  reformar  la 
primera  parte  del  art.  5.° 

"En  cuanto  a  la  segunda,  su  reforma  es  tan  necesaria 
i  mas  aun  si  cabe,  que  la  de  la  primera. 

4 'Desde  que  habitan  el  hospitalario  suelo  de  Chile,  in- 
dividuos que  profesan  distintas  creencias,  ¿cómo  podría 
desconocerse  la  necesidad  de  asegurar  ampliamente  a 
cada  cual  el  derecho  que  naturalmente  le  compete  de 
ejercer  publica  o  privadamente  su  culto,  en  condición 
idéntica  a  la  de  todo  otro? 

"Aparte  de  las  razones  consignadas  en  el  preámbulo 
de  la  moción  que  se  informa,  i  de  los  numerosos  e  incon- 
testables argumentos  que,  en  apoyo  de  la  libertad  de 
cultos,  hicieron  valer  sus  defensores  ante  la  Honorable 
Cámara  de  1865,  i  cuya  reproducción  no  es  aquí  indis- 
pensable; piensa  vuestra  Comisión  que  este  punto  de  la 
reforma  no  puede  dar  lugar  a  diverjencia  de  opiniones 
en  el  grado  de  adelanto  que  ha  alcanzado  la  República, 
i  que  él  está  ya  definitivamente  juzgado  en  un  sentido 
favorable  a  esa  libertad. 

"Tan  cierto  es  esto,  que,  aunque  de  una  manera  indi- 
recta, tuvo  que  reconocerlo  así  la  lei  interpretativa  de  27 
de  julio  de  1865.  Menester  es,  por  consiguiente,  incorpo- 
rar en  la  Carta  Fundamental,  i  en  todo  su  desarrollo,  la 
garantía  que  esa  lei  quiso  dar  a  los  disidentes;  i  tiempo 
es  ya  de  llegar,  con  franqueza  i  buen  ánimo,  al  término 
del  viaje  cuya  primera  jornada  emprendió  el  Congreso 
de  aquel  año  memorable. 

"Aunque  no  incumbe  a  vuestra  Comisión  abrir  dicta- 
men acerca  del  sentido  en  que  haya  de  hacerse  la  refor- 


ANEXO   NÚMERO    4  425 

ma  propuesta,  ya  que  la  manera  de  ver  del  actual  Con- 
greso no  liga  al  futuro  llamado  a  consumarla;  se  permite 
indicar,  sin  embargo,  que  convendría  realizarla,  supri- 
miendo de  la  Carta  Fundamental  todos  los  artículos  de- 
tallados en  la  moción  que  motiva  este  informe,  i  reem- 
plazándolos por  uno  que,  sin  adoptar  culto  alguno  oficial, 
asegure  ampliamente  a  todos  su  ejercicio  público  i  pri- 
vado, sin  otras  limitaciones  que  las  reclamadas  por  la 
moral  i  el  orden  público. 

^Vuestra  Comisión  no  duda  que  tan  importante  refor- 
ma social  ha  de  realizarse  por  la  fuerza  misma  de  las 
cosas,  en  época  mas  o  monos  próxima;  i  es  de  sentir  que 
ella  crearía  para  la  Iglesia  Católica  Apostólica  Romana 
una  condición  tal,  que  la  dejaría  en  completa  libertad 
para  gozar  de  todos  los  derechos  que  le  corresponden 
por  su  institución,  asegurándole  cuantos  medios  fueran 
necesarios  para  que,  dentro  de  su  esfera  propia,  obrara 
con  entera  independencia  de  otra  autoridad  i  llenara  sin 
embarazo  alguno,  la  elevada  misión  que  le  compete. 

UI  no  se  diga  que  los  inconvenientes  a  que  da  lugar 
nuestro  réjimen  actual  podrían  evitarse  dejando  subsis- 
tentes los  arts.  5.°  i  80  de  la  Constitución,  i  suprimiendo 
todas  aquellas  de  sus  disposiciones  que  se  refieren  a  las 
facultades  que  ella  confiere  a  las  autoridades  políticas  en 
sus  relaciones  con  la  Iglesia. 

"Vuestra  Comisión — con  franqueza  lo  declara — no 
aceptaría  semejante  solución;  porque  esas  facultades  son, 
a  su  juicio,  en  países  .que  atraviesan  la  situación  del  nues- 
tro, consecuencia  necesaria  de  la  obligación  de  protejer 
esclusivamente  la  relijion  Católica  Apostólica  Romana. 
Si  el  Estado  se  impone  tan  grave  obligación,  tiene  no 
solo  el  derecho  sino  el  deber  imperioso  de  sujetarla  en 
su  ejercicio  a  cuantas  limitaciones  sean  necesarias  para 
que  la  protección  que  dispensa  a  un  culto  determinado, 
jamas  pueda  inferir  menoscabo  ni  lesión  alguna  a  la  so- 
beranía nacional. 
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"En  conclusión,  i  a  nombre  de  la  igualdad  absoluta 
que  a  todos  debe  asegurarse  en  el  ejercicio  de  su  culto; 
a  nombre  de  la  recíproca  independencia  de  que  deben 
gozar  la  Iglesia  i  el  Estado,  dentro  de  la  esfera  que  res- 
pectivamente les  corresponde;  i  a  nombre,  finalmente,  de 
la  soberanía  de  la  Nación,  que  debe  conservarse  incólu- 
me en  todo  caso,  la  Comisión  de  Constitución  de  la  Ho- 
norable Cámara  de  Diputados,  pide  a  esta  apruebo  en 
todas  sus  partes  la  moción  a  que  se  refiere  este  informe 
i  que  ha  merecido  ya  el  honor  de  ser  apoyada  por  vein- 
tinueve de  sus  miembros. 

"Sala  de  la  Comisión,  julio  6  de  1874.— Jorfe  2.°  Hu- 
neeue,  Diputado  por  la  Serena. — Enrique  Cood. — Fran- 
cisco Javier  Concha. — Joaquín  Blest  Gana. — José  Manuel 
Balmaceda,  Diputado  por  Carelmapu." 
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DISCURSO 

Pronunciado  en  sesión  de  la  Cámara  de  Dipntadoo  de  10  do  «neto 
de  1877,  referente  al  art.  9/  de  la  Constitución 


"El  señor  Hüneeüs. — La  dificultad  que  en  este  mo- 
mento tratamos  de  resolver  es,  señor  Presidente,  de  su* 
ma  gravedad  considerada  en  lo  absoluto,  i  no  carece  de 
razón  el  honorable  señor  Arteaga  Alemparte  al  afirmar 
que  es  imposible  resolverla  de  una  manera  completamen- 
te satisfactoria.  Esto  es  efectivo  a  la  luz  de  los  buenos 
principios;  pero  no  pienso  por  eso  que,  dentro  del  terre- 
no relativo  i  meramente  positivo  de  la  lei  de  12  de  no- 
viembre de  1874,  no  sea  posible  arbitrar  algún  medio 
que  salve  el  vacío  que  en  ella  se  nota,  cuando  se  quiere 
relacionar  la  regla  jeneral  que  establece  el  inciso  prime- 
ro de  su  art.  80  con  la  parte  del  72  que  permite  decir  de 
nulidad  de  una  elección  por  actos  que  la  hubieren  vicia- 
do en  la  constitución  o  procedimientos  de  las  juntas  de 
mayores  contribuyentes  que  nombran  las  juntas  califi- 
cadoras, o  en  la  constitución  o  procedimientos  de  estas 
últimas. 
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"El  art.  72,  en  la  parte  a  que  acabo  de  referirme,  per- 
mite hoi  atacar  una  elección  como  nula  por  defectos  en 
la  formación  del  rojistro  electoral,  por  actos.que  hubieren 
viciado  las  calificaciones.  La  lei  de  noviembre  de  1874 
modificó  así  de  una  manera  sustancial  i  profunda  nuestro 
sistema  electoral;  porque,  como  lo  sabe  bien  la  Cámara, 
antes  no  era  lícito  decir  de  nulidad  de  una  elección  por 
tales  defectos.  El  rejistro  electoral  se  formaba  no  solo 
por  las  juntas  calificadoras,  sino  por  juntas  revisoras 
que  correjían  los  defectos  de  que  podía  adolecer,  inscri- 
biendo a  los  ciudadanos  que  habían  sido»  indebidamente 
escluidos,  o  escluyendo  a  los  individuos  que  indebida- 
mente habían  sido  calificados. 

"Suprimidas  hoi  las  juntas  revisoras,  dispone  la  lei  do 
1874,  en  su  art.  23,  que  la  inscripción  indebida  o  la  es- 
clusion  ilegal,  aunque  pueden  ser  perseguidas  i  deben 
ser  castigadas,  no  darán  lugar,  §n  ningún  caso,  a  escju- 
siones  o  inclusiones  posteriores  a  la  clausura  del  rejis- 
tro. I  como  esta  clausura  tiene  lugar,  según  los  arts.  19 
i  20  de  la  misma  lei,  el  15  de  noviembre,  es  decir,  el  mis- 
mo dia  en  que  las  juntas  calificadoras  dan  término  a  sus 
funciones,  resulta  que  sus  procedimientos  indebidos,  mi- 
rados con  relación  a  la  calificación  i  «a  la  elección  misma, 
no  tienen  otro  correctivo  que  la  nulidad  de  esta,  declara- 
da por  la  autoridad  competente. 

uHé  aquí  por  qué  la  lei  electoral  vijente  ha  cambiado 
nuestro  antiguo  sistema,  i  ha  establecido  que  puede  re- 
clamarse la  nulidad  de  una  elección  por  actos  que  hayan 
viciado  las  calificaciones.  Esto  se  esplica  fácilmente,  sin 
que  sea  del  caso  averiguar  ahora  si  el  nuevo  sistema  es 
o  no  mas  ventajoso  que  el  antiguo,  i  sin  que  haya  tam- 
poco para  qué  discutir  acerca  de  cual  de  los  dos  se  armo- 
niza mas  con  el  precepto  que  contiene  el  art.  9.°  de  nues- 
tra Constitución,  caso  de  que  se  entendiera  que  ese  pre- 
cepto, al  determinar  quo  nadie  puede  ejercer  el  derecho 
de  sufrajio  sin  haber  poseído  su  boleto  de  calificación 
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tres  meses  antes  de  la  elección,  quiso  quo  dentro  de  este 
término  se  revisara  el  rejistro  por  la  autoridad  que  de- 
terminase la  lei,  a  fin  de  dejarlo  definitiva  e  irrevocable- 
mente formado. 

"Dando  de  mano  a  estas  cuestiones,  me  parece  que  de- 
bemos tomar  la  lei  tal  como  existe.  Buena  o  mala,  nues- 
tro deber  es  respetarla  mientras  sea  lei,  i  buscar  el  medio 
de  llenar  los  vacíos  que  en  ella  se  noten,  de  una  manera 
lójica  con  el  conjunto  de  sus  disposiciones. 

"Dicho  lo  que  precede,  es  del  caso  preguntar  cómo  po- 
dría hacerse  de  nuevo  una  elección  dentro  de  los  treinta 
dias  a  que  se  refiere  el  art.  80  de  la  lei  de  elecciones, 
cuando  el  acto  que  ha  motivado  la  nulidad  declarada 
afecta  al  rejistro  mis  no  i  hace  necesaria  la  renovación 
de  las  calificaciones.  Imposible  de  todo  punto;  porque  la 
sola  formación  de  un  nuevo  rej  istro  exije  un  termino  mas 
largo  que  el  de  treinta  dias,  i  porque  todavía,  ademas  de 
ese  término,  es  preciso  que  trascurran  tres  meses,  para 
que  el  ciudadano  inscrito  pueda  ejercer  el  derecho  desu- 
frajio. 

"La  lei  no  previo  este  caso;  luego  nosotros  debemos 
llenar  ese  vacío,  i  llenarlo  de  una  manera  jeneral,  como 
corresponde  al  lejislador;  a  fin  de  que  en  adelante  no  se 
susciten  nuevas  dificultades  como  la  presente.  En  vez  de 
dictar  una  lei  especial  para  el  caso  de  Cauquénes,  lei  que 
sería  considerada  por  muchos  como  atentatoria  contra 
las  atribuciones  esclusivas  de  esta  Cámara,  dictemos  un 
precepto  tan  jeneral  como  el  que  contiene  el  inciso  1.° 
del  art.  80  de  la  lei  de  1874,  i  habremos  salvado  así  la 
dificultad  de  una  manera  perfectamente  correcta  dentro 
de  las  reglas  que  esa  misma  lei  sanciona. 

"Establézcase  que,  cuando  una  elección  se  anulare 
por  causas  que  hagan  necesaria  la  renovación  de  las  ca- 
lificaciones, se  procederá  desde  luego  a  esa  renovación 
en  la  forma  i  dentro  de  los  términos  que  se  observan  en 
las  calificaciones  que  tienen  lugar  cada  tres  años;  i  que 


430  LA   CONSTITUCIÓN   ANTE  EL  CONGRESO 

la  nueva  elección  no  se  verificará  sino  después  de  ven- 
cido el  término  de  tres  meses,  contados  desde  la  fecha 
en  que  terminó  la  renovación  de  las  calificaciones;  i 
pienso  que  habremos  solucionado  la  duda  que  hoi  nos 
trae  preocupados  de  una  manera  legal  i  que  en  nada 
amenguaría  los  derechos  i  prerogativas  de  esta  Cámara. 

"Podrá  objetarse  a  la  idea  que  someto  a  la  delibera- 
ción de  la  Cámara  el  inconveniente  de  que  una  vez  acep- 
tada como  regla  jeneral  en  la  lei,  podría  suceder  que,  en 
un  momento  dado,  haya  mas  de. un  rejistro  electoral  en 
un  mismo  municipio.  Supóngase,  por  ejemplo,  que  la 
Cámara  de  Diputados  declara  nula  la  elección  de  sus 
miembros  hecha  en  el  departamento  A  por  vicios  que 
hagan  necesaria  la  nueva  formación  del  rejistro.  Supón- 
gase, ademas,  que  el  Senado  declare  válidas  las  eleccio- 
nes de  los  Senadores  de  tal  provincia  hechas  en  el  mis- 
mo departamento  A,  ¿No  es  verdad  que,  dada  esta  hipó- 
tesis, quedaría  subsistente  para  el  Senado  el  rejistro 
primitivo^  i  que  para  la  Cámara  de  Diputados,  que  anuló 
este,  existiría  solo  el  rejistro  renovado? 

"I  si,  después  de  la  renovación  del  rejistro,  hubiere  de 
procederse  a  una  elección  directa  estraordinaria,  no  de 
Diputados,  sino  de  electores  de  Presidente  de  la  Repú- 
blica, por  ejemplo,  ¿quiénes  sufragarían  en  esta  elección? 
¿quiénes  serían  reputados  cómo  ciudadanos  activos  con 
derecho  de  sufrajio?  ¿los  individuos  inscritos  en  el  rejis- 
tro primitivo  o  los  inscritos  en  el  rejistro  renovado? 

"Esta  dificultad  gravísima  tampoco  está  resuelta  en  la 
lei.  Talvez  no  sería  fácil  darle  otra  solución  que  la  de 
volver  al  sistema  antiguo,  según  el  cual  el  rejistro  no 
podía  renovarse;  ya  que  no  existe  en  Chile,  ni  puede  la 
lei  crearla  dentro  de  nuestra  Constitución,  una  6ola  au- 
toridad llamada  a  calificar  todas  las  elecciones  i  a  resol- 
ver las  reclamaciones  de  nulidad  que  se  suscitaren  acer- 
ca de  todas  o  de  cualesquiera  elecciones.  El  mal  es  ine- 
vitable dentro  del  sistema  actual,  puesto  que  la  Cámara 
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de  Diputados  califica  las  elecciones  de  sus  miembros  i 
el  Senado  las  de  los  suyos;  i  todavía  al  Congreso  incum- 
be resolver  las  cuestiones  de  nulidad  referentes  a  las 
elecciones  de  electores  de  Presidente  i  a  las  de  este  mis- 
mo; i  al  tribunal  especial  que  existe  dentro  del  Consejo 
de  Estado  compete  fallar  las  reclamaciones  de  nulidad 
de  las  elecciones  municipales. 

1 4Hé  aquí  cuatro  autoridades  distintas,  que,  apreciando 
un  mismo  hecho, — la  buena  o  mala  formación  de  un  mis- 
mo rejistro  electoral, — pueden  calificarlo  de  una  manera 
diametralmente  opuesta. 

"Pero  no  se  tra¿ta  ahora  de  salvar  ese  defecto,  sino 
simplemente  de  dictar  una  regla  que  armonice  los  pre- 
ceptos de  dos  artículos  de  la  lei  electoral,  en  uno  de  los 
cuales  (el  80)  no  se  determinó  la  manera  como  debe  pro- 
cederse  en  alguno  de  los  casos  previstos  en  el  otro  (el 
72.) 

"Sin  otro  propósito  que  el  que  acabo  de  indicar,  me 
permito  modificar  el  proyecto  de  lei  presentado  por  el 
Ejecutivo  i  refundir  en  uno  los  dos  artículos  de  que  cons- 
ta, en  los  términos  siguientes: 
"Sin  perjuicio  de  la  regla  jeneral  establecida  en  el  in- 
ciso 1.°  del  art.  80  de  la  lei  de  12  de  noviembre  de 
1874,  cuando  una  elección  fuere  anulada  por  causa 
que  haga  necesaria  la  renovación  de  las  calificacio- 
nes, se  procederá  a  hacerla  estraordinariamente  en 
la  forma  que  sigue: 

"El  Presidente  de  la  República  dispondrá  que,  dentro 
de  los  primeros  veinte  dias  después  de  haberle  sido 
anunciada  la  declaración  de  nulidad,  se  efectúe  el  pri- 
"  mero  de  los  actos  necesarios  para  subsanar  el  vició 
que  motivó  dicha  declaración.  Entre  ese  acto  i  los  de- 
"  mas  que  se  requieran  para  la  renovación  de  las  ca- 
lificaciones, se  guardarán  los  mismos  intervalos  de 
dias  i  las  mismas  formas  quo  deben  observarse  en  las 
calificaciones  ordinarias. 
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"La  nueva  votación  tendrá  lugar  el  dia  siguiente  des- 
pués de  vencidos  tres  meses,  contados  desde  la  fecha 
en  que  hubiere  terminado  la  renovación  de  las  califi- 
caciones. Los  actos  necesarios  para  que  la  elección  se 
repita  en  dicho  dia,  se  verificarán  con  la  anticipación  i 
en  la  forma  que  las  leyes  señalan  para  las  elecciones 
ordinarias/ ' 
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En  sesión  de  la  Cámara  de  Diputados  de  17  de  octu- 
bre de  1873,  pronunciamos  el  siguiente  discurso,  refe- 
rente a  la  libertad  de  enseñanza. 

"El  señob  Huneeüs. — No  tema  la  Cámara  que  vaya  a 
molestar  su  atención  con  un  largo  discurso:  mis  preten- 
siones son  mas  modestas.  Me  propongo  únicamente  fun- 
dar mi  voto  i  manifestar  cuales  son  las  razones  que  mé 
inducen  a  aceptar  en  parte  la  indicación  del  señor  Ro- 
dríguez i  a  desecharla  también  en  parte. 

"Me  esplicaré  con  toda  la  claridad  que  me  sea  posible, 
porque  deseo  ser  comprendido. 

"La  indicación  del  honorable  Diputado  por  Chillan, 
aunque  aparezca  formulada  como  una  sola,  es  en  realidad 
doble.  Hai  en  la  proposición  de  su  señoría  no  una  sino 
dos  indicaciones:  una  relativa  a  la  libertad  de  enseñan- 
za, i  otra  referente  a  la  libertad  de  profesiones. 

"Cierto  es  que  la  libertad  de  profesiones  es  el  comple- 
mento indispensable  de  la  libertad  de  enseñanza;  pero 
es  menester  también  que  la  Cámara  no  olvide  que,  tra- 
tándose de  indicaciones  sobre  reforma  de  la  Consti- 
tución, es  necesario  mirarlas  bajo  dos  puntos  de  vista: 

primero,  bajo  el  punto  de  vista  teórico,  para  que  la  Cá- 
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mará  resuelva  si  es  aceptable  o  nó  la  idea  contenida  en 
la  indicación;  i  segundo,  bajo  el  punto  de  vista  prácti- 
co i  constitucional,  por  cuanto  la  teoría  que  parece  haber 
sido  aceptada  por  la  Cámara  es  limitar  la  reforma  única- 
mente a  aquellos  puntos  declarados  reformables  por  la 
leí  de  agosto  de  1867,  admitida  la  manera  como  el  hono- 
rable Diputado  por  Talca,  señor  Amunátegui,  i  el  que 
habla  indicamos  en  una  sesión  pasada  que  debía  verifi- 
.  carse  la  reforma,  esto  es,  aceptando  solo  aquellos  inci- 
sos del  proyecto  que  no  se  refieren  a  materias  que  pu- 
dieran estar  en  pugna  con  otros  incisos  o  artículos  de 
la  Constitución  que,  por  la  lei  que  acabo  de  citar,  no 
hayan  sido  declarados  reformables. 

"Por  esto  mismo  deseaba  manifestar  a  la  Cámara 
cuál  es  mi  modo  de  pensar  respecto  de  las  dos  indicacio- 
nes formuladas  por  el  honorable  Diputado  por  Chillan, 
señor  Rodríguez,  i  me  permito  hacerlo  ahora,  abusando 
talvez  de  su  condescendencia,  en  los  términos  mas  bre- 
ves que  me  sea  posible. 

"Primera  cuestión:  libertad  de  enseñanza.  Principio 
por  declarar  que  en  un  documento  público  que  concep- 
túo grave, — porque  entiendo  que  cuando  en  materias 
políticas  un  hombre  hace  declaraciones,  debe  pensar  mui 
bien  lo  que  dice  i  aceptar  todas  las  consecuencias  que  se 
desprendan  de  sus  palabras, — me  he  declarado  abierta- 
mente partidario  de  la  libertad  individual  en  toda  la 
acepción  de  la  palabra. 

"Me  parece  que  esta  declaración  es  bastante  esplí- 
cita  para  que  la  Cámara,  sin  mas  antecedentes  i  aun 
sin  el  debate  incidental  que  tuvo  lugar  a  propósito  de  la 
publicación  de  ciertas  actas, — debate  que  me  proporcionó 
la  oportunidad  de  decir  que  era  partidario  de  la  libertad 
de  enseñanza, — se  persuada  de  que,  sin  ponerme  en 
pugna  con  mis  propias  ideas,  no  puedo  combatir  el  prin- 
cipio que  establece  la  libertad  de  enseñanza.  Lo  acepto 
en  la  persuasión  de  que  si  este  principio  prevalece  en 


V, 


ANEXO   NÚMERO    6  435 

la  leí,  ha  de  producir  mas  tarde  mui  buenos  resultados. 
No  creo  absolutamente  que  la  libertad  de  enseñanza 
pueda  producir  en  Chile  frutos  perniciosos.  Nó,  se- 
ñor. 

"Se  ha  pretendido  por  muchos  que  el  país  no  está  pre- 
parado, que  no  es  conveniente  dejar  que  todos  enseñen 
como  quieran  i  por  los  métodos  que  quieran,  i  se  ha  con- 
trapuesto a  este  principio  de  la  libertad  de  enseñanza  el 
principio  de  autoridad. 

"Muchas  veces,  pensando  yo  en  esta  cuestión,  me  he 
preguntado:  ¿no  será  tal  vez  que  la  intervención  de  la 
autoridad  ha  sofocado  la  iniciativa  individual?  ¿Acaso, 
me  he  dicho  70,  dando  mas  espansion  a  la  libertad  de 
enseñanza,  no  tomará  esta  mas  vuelo,  haciendo  reportar 
al  pais  mas  beneficios? 

"Confieso,  señor,  que  mui  bien  puedo  equivocarme, 
pero  me  parece  que  la  libertad  de  enseñanza  es  algo  que 
la  Cámara  no  puede  menos  de  establecer  i  consignar  en 
la  Carta.  Pero  consignar  de  una  manera  absoluta  este 
principio  en  la  Constitución,  sin  establecer  los  límites  a 
que  podría  sujetarlo  la  lei,  es  algo  también  que  produci- 
ría mui  pocos  buenos  resultados  en  la  práctica,  porque 
quedaría  a  la  lei  la  facultad  de  limitarla  como  quisiera. 

"I  aquí  debo  declarar,  que  de  los  dos  sistemas,  el 
represivo  i  el  preventivo,  ya  sea  tratándose  de  la  li- 
bertad de  enseñanza  o  de  cualquiera  otra  libertad,  yo 
estoi  por  el  represivo,  i  por  una  razón  mui  sencilla:  creo 
que  debe  establecerse  como  regla  jenerai  que  el  hombre 
civilizado  propende  al  bien  i  no  al  mal,  i  creo  ademas 
que  la  consecuencia  natural  que  se  desprende  de  esta 
proposición  es  que  la  autoridad  no  debe  suponer  que  el 
hombre  va  a  obrar  mal.  Tan  cierto  es  esto,  que  para  me- 
dir el  grado  de  libertad  i  de  progreso  a  que  ha  llegado 
lina  Nación  cualquiera,  no  hai  mas  que  averiguar  cuál 
de  estos  dos  sistemas  prevalece  en  su  lejislacion:  el  re- 
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presivo  o  el  preventivo.  En  donde  prevalece  el  sistema 
preventivo  es  necesario  multiplicar  el  número  de  ajentes 
do  policía  porque  se  parte  de  la  base  de  que  es  menester 
vijilar  a  los  hombres  para  que  no  delincan:  todo  es  allí 
reglamentación,  todo  está  bajo  el  ojo  vijiiante  de  la  au- 
toridad. En  aquellos  paises  donde  ese  sistema  no  domi- 
na, no  es  necesaria  casi  la  intervención  de  la  policía,  ni 
las  leyes  restrictivas  de  la  libertad  individual.  I  como  el 
hombre  tiene  ciertas  facultades  que  no  proceden  de  la 
lei  sino  de  Di©s,  una  Constitución  que  las  restrinjiese  o 
las  ahogase,  sería  atentatoria,  intolerable.  Aunque  la 
Constitución  no  reconozca  en  el  hombre  ciertos  derechos, 
no  por  eso  deja  este  de  tenerlos  i  no  hai  quien  pueda 
quitárselos,  porque  no  es  ella  quien  se  los  ha  dado.  Sería, 
por  ejemplo,  un  absurdo  que  la  Constitución  pretendiese 
negar  a  alguien  el  derecho  de  pensar,  derecho  que  Dios 
ha  dado  al  hombre,  o  el  de  manifestar  su  pensamiento. 
De  ahí  precisamente  nació  la  libertad  de  imprenta. 

"Pero  si  nuestra  Constitución  garantiza  la  libertad  in- 
dividual, que  es  el  Habeas  Corpus  de  los  ingleses,  tam- 
bién es  cierto  que  en  el  inciso  4.°  del  art.  12  dice: — «La 
Constitución  asegura  a  todos  los  habitantes  de  la  Repú- 
blica  

"4.°  La  libertad  de  permanecer  en  cualquier  punto  de 
la  República,  trasladarse  de  uno  a  otro,  o  salir  de  su  te- 
rritorio. D 

"Pero,  a  renglón  seguido,  este  artículo  determina  las 
limitaciones  a  que  esa  libertad  está  sujeta,  i  dice:  «guar- 
dándose los  reglamentos  de  policía  i  salvo  siempre  el 
perjuicio  de  tercero.»  Es  cierto  que  tenemos  el  derecho 
de  ir  i  venir,  i  el  de  trasladarnos  de  un  punto  a  otro, 
dentro  i  fuera  de  la  República;  pero  si  alguien  se  pre- 
senta en  contra  mia,  se  me  arraiga  i  ya  no  puedo  sepa- 
rarme libremente  del  lugar  dónde  se  me  demanda. 

"Otro  tanto  sucede  con  el  derecho  de  propiedad,  reco- 
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nocido  ampliamente  por  la  Constitución,  pero  que  está 
limitado  por  la  facultad  que  dejaallejislador  de  decretar 
la  espropiacion  por  causa  de  utilidad  pública,  i  por  inte- 
rés particular  en  virtud  de  sentencia  judicial. 

aPor  estas  consideraciones  me  permito  adicionar  la 
indicación  en  este  sentido.  «La  libertad  de  enseñanza 
sin  sujeción  a  medidas  preventivas.»  Creo  que  para  fun- 
dar mi  opinión  sobre  este  punto  no  necesito  insistir  mu- 
cho, ya  que  hablo  a  una  reunión  de  hombres  ilustra- 
dos. 

"Talvez  se  me  hará  esta  observación:  si  la  Constitu- 
ción no  ha  podido  dejar  de  reconocerme  la  libertad  de 
enseñar  lo  que  yo  quiera,  tampoco  puede  quitármela,  de 
manera  que  es  inútil  dejar  consignada  esta  disposición 
en  la  Carta  Fundamental.  Esta  objeción  se  contesta  fá- 
cilmente recordando  lo  que  sucede  respecto  de  la  liber- 
tad de  asociación,  que  no  está  reconocida  por  la  Consti- 
tución, i  que  no  obstante  se  ejerce  libremente  porque  es 
un  derecho  natural  e  incuestionable.  I,  sin  embargo,  so 
quiere  ahora  asegurarla  de  un  modo  positivo.  Luego, 
igual  cosa  debe  hacerse  con  la  libertad  de  enseñanza. 

"Esto  por  lo  que  hace  a  la  cuestión  de  constituciona- 
lidad.  Por  lo  que  +oca  a  la  cuestión  teórica  que  envuelve 
la  indicación,  parece  que  no  habrá  un  solo  señor  Diputa- 
do que  se  atreva  a  negarle  su  importancia. 

"Todavía  podría  hacerse  una  objeción,  i  es  la  de  que 
la  libertad  de  enseñanza  es  incompatible  con  el  principio 
del  Estado  docente.  Pero  yo  niego  absolutamente  esa 
incompatibilidad.  No  porque  tenga  cada  cual  la  liber- 
tad de  enseñar  lo  que  quiera  i  como  quiera,  debe  el  Es- 
tado prescindir  de  dar  a  los  chilenos  la  instrucción  que 
juzgue  conveniente. 

uLa  indicación  no  modifica  en  lo  menor  lo  dispuesto 
por  los  arts.  153  i  154  de  la  Constitución  que  establecen 
el  Estado  docente  i  que  no  han  sido  declarados  reforma- 
bles; de  manera  que  no  hai. inconveniente  alguno  para 
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declarar  libre  la  enseñanza  de  los  particulares  al  mismo 
tiempo  que  se  encarga  al  Estado  dar  por  su  parte  edu- 
cación gratuita. 

"Esto  mismo  es  lo  que  encuentro  establecido  en  la 
Constitución  de  Béljica,  que  asegura  primeramente  la  li- 
bertad de  enseñanza  i  a  renglón  seguido  prescribe  que  la 
educación  costeada  por  el  Estado  se  rejirá  por  las  dispo- 
siciones que  establezca  la  leí. 

Hl  a  propósito  de  la  indicación  del  honorable  Diputa- 
do por  Chillan,  he  visto  con  gusto  que  en  el  proyecto  so- 
bre instrucción  suscrito  por  los  señores  Diputados  Blest 
Gana,  Matta  i  Errázuriz,  i  el  señor  Senador  Reyes,  se 
reconocen  hasta  cierto  punto  principios  que  se  aproxi- 
man mucho  a  la  completa  libertad  de  enseñanza. — En  ese 
proyecto  se  establece  que  la  enseñanza  costeada  por  los 
particulares  podrá  hacerse  sin  mas  intervención  del  Con- 
sejo Universitario  que  la  de  velar  por  la  moralidad,  hi- 
jiene  i  seguridad  de  los  alumnos  de  colejios  particula- 
res. 

"Ruego  que  se  me  rectifique  si  no  es  esto  lo  que  en  él 
se  propone. 

"El  seSob  Blest  Gana  (Vice-Presidente), — Es  la 
verdad. 

uEl  señor  Hüneeüs. — Después  de  todo  esto,  si  se  re- 
conoce la  libertad  de  fundar  escuelas  o  colejios  i  de  en- 
señar libremente  en  ellas,  no  puede  menos  que  aceptarse 
la  libertad  de  enseñanza,  desde  que  en  nada  lastima  al 
Estado  docente. 

"Declaro,  como  lo  he  declarado  siempre,  que  soi  par- 
tidario de  la  libertad  de  enseñanza;  pero  apesar  de  esto, 
si  en  mi  mano  estuviera  suprimir  el  Estado  docente,  no 
lo  suprimiría,  porque  ello  no  sería  conveniente  ni  acep- 
table, dado  el  estado  actual  de  la  sociedad. 

UI  para  manifestar  que  la  educación  pública  a  que  se 
refieren  los  arts.  153  i  154  de  la  Constitución,  es  única- 


ANEXO  NÚMERO    6  439 

mente  la  sostenida  con  fondos  nacionales,  me  bastará  in- 
vocar antecedentes  establecidos  por  nuestro  derecho  po- 
sitivo. 

"¿Qué  se  deduce  de  la  lei  interpretativa  del  art.  5.°  de 
la  Constitución?  Que  no  puede  llamarse  culto  público  el 
que  se  practica  en  capillas  privadas,  aunque  tengan  sus 
pequeñas  torrecillas.  Estableció,  i  con  mucha  razón,  que 
no  puede  reputarse  como  culto  público  el  que  se  ejerce 
en  templos  de  propiedad  particular^  sino  en  aquellos 
que  son  costeados  por  el  Estado. 

"Otro  tanto  puede  decirse  de  la  libertad  de  enseñan- 
za, desde  que  la  Constitución  la  reconoce  implícitamen- 
te sin  negar  por  esto  la  necesidad  del  Estado  docente. 

"La  Constitución  establece  también  que  solo  en  vir- 
tud de  una  lei  se  puede  decretar  honores  públicos  a  los 
grandes  servicios;  sin  embargo,  vemos  que  cuando  los 
ciudadanos  quieren  perpetuar  la  memoria  de  algún  hom- 
bre ilustre  levantan  estatuas  sin  necesidad  de  ocurrir 
al  Congreso  para  que  decrete  tales  honores.  I  no  pue- 
de ser  de  otro  modo,  desde  que  no  siendo  costeados  con 
fondos  del  Estado,  no  se  reputa  que  son  honores  públi- 
cos. 

"Me  parece  pues  que  no  hai  inconveniente  para  acep- 
tar la  primera  parte  de  la  indicación,  que  juzgo  mui 
compatible  con  los  arts.  153  i  154  de  la  Constitución, 
los  cuales  se  refieren  solo  a  la  enseñanza  pública,  o  sea, 
a  la  sostenida  por  la  Nación. 

"Tiempo  es  ya  de  examinar  la  segunda  parte  de  la  in- 
dicación del  honorable  señor  Rodríguez,  que  se  refiere 
a  la  libertad  de  profesiones. 

"Aquí  es  del  caso  hacer  una  declaración  espresa,  por- 
que deseo  ser  bien  comprendido  por  mis  honorables  co- 
legas. He  dicho  que  admito  la  libertad  de  profesiones,  i 
así  lo  he  declarado  siempre  en  mi  modesta  carrera  de 
hombre  público  i  lo  he  enseñado  a  mis  alumnos  como 
profesor  de  derecho  público,  en  lo  que  fondo  mi  mayor 
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orgullo.  Pero  esto  que  he  declarado  i  he  enseñado,  lo 
admito  únicamente  como  un  principio  teórico,  mas  no 
lo  considero  aceptable  en  el  terreno  estrictamente  cons- 
titucional, desde  que  no  podemos  reformar  ahora  aque- 
llo que  no  se  ha  declarado  reformable. 

"En  efecto,  el  art.  151  de  la  Constitución  dice  así: 
"Ninguna  clase  de  trabajo  o  industria  puede  ser  pro- 
hibida, a  menos  que  se  oponga  a  las  buenas  costum- 
bres, a  la  seguridad,  o  a  la  salubridad  pública,  o  que 
lo  exija  el  interés  nacional,  i  una  lei  lo  declare  así." 
"¿Qué  resulta  de  aquí?  Que  la  Constitución  admitió 
que  una  simple  lei  pudiera  restrinjir  esa  libertad,  o  por 
lo  menos  estableció  que  ese  fuera  un  medió  de  limitar  la 
libertad  del  trabajo.  ¿Cómo  entonces  aceptar  la  libertad 
de  profesiones  en  un  articulo  de  la  Constitución,  exis- 
tiendo en  ella  otro,  i  no  reformable,  que  declara  que  la 
libertad  del  trabajo  puede  ser  limitada  por  una  simple 
lei? 

"De  paso  agregaré  que  mi  deseo  mas  ardiente  es 
que  el  Estado  tenga  la  menor  intervención  posible  en 
las  relaciones  de  los  individuos  entre  sí;  esa  interven- 
ción me  fastidia.  Dispénseme  la  Cámara  esta  manera  de 
espresar  mi  opinión.  Está  bien  que  el  Estado  interven- 
ga en  sus  relaciones  con  los  ciudadanos,  pero  en  las  re- 
laciones entre  yo  i  Pedro  el  Estado  nada  tiene  que  ver. 
Es  a  Pedro  i  a  mí  a  quienes  únicamente  interesa  man- 
tenerlas i  arreglarlas. 

"Por  otra  parte  la  Constitución,  en  el  inciso  2.°  del 
art.  12  que  discutimos,  asegura  a  todos  los  habitantes 
del  Estado  "la  admisión  a  todos  los  empleos  i  funcio- 
nes públicas,  sin  otras  condiciones  que  las  que  impon- 
gan las  leyes."  I  es  bien  sabido  que  la  lei  ha  dispuesto 
que  sea  una  condición  indispensable  para  el  desempeño 
de  ciertos  empleos  i  funciones  públicas  haber  llenado 
ciertos  requisitos  i  recibido  ciertos  títulos,  como  el  de 
abogado  o  de  médico,  por  ejemplo. 
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Me  he  visto  en  el  caso  de  dar  estas  esplicaciones  pa- 
ra que  no  se  estime  mi  voto  negativo  a  la  segunda  parte 
de  la  indicación  del  señor  Rodríguez  como  una  contra- 
dicción con  los  principios  que,  en  orden  a  la  libertad  de 
profesiones,  me  lia  cabido  siempre  la  honra  de  manifes- 
tar, sino  como  una  consecuencia  necesaria  del  respeto 
que  debemos  a  la  Constitución,  la  cual  nos  prohibe  es- 
tender la  reforma  que  discutimos  a  aquellos  de  sus  pre- 
ceptos que  no  han  sido  declarados  reformables. 

"Termino,  pues,  haciendo  indicación  para  que  al  in- 
ciso que  tiene  por  objeto  asegurar  la  libertad  de  eme- 
ñanza,  se  agregue  la  frase  siguiente:  sin  sujeción  a  me* 
dida  alguna  preventiva" 
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INFORME 

De  la  Comisión  de  Constitución,  Lejislaeion  i  Justicia  sobre  de- 
safuero de  un  señor  Diputado. 


"Honorable  Cámara: 

"Vuestra  Comisión  de  Constitución,  Lejislacion  i  Jus- 
ticia ha  estudiado  detenidamente  la  solicitud  que  el  pro- 
curador don  Rafael  Carrasco,  a  nombre  del  primer  alcal- 
de de  la  Ilustre  Municipalidad  de  este  departamento,  se- 
ñor don  Belisario  Henríquez,  ha  presentado  ante  el  Juez 
Letrado  en  lo  Criminal,  don  Ramón  Huidobro,  entablan- 
do acusación  contra  los  señores  miembros  del  jurado 
electoral  que  suscriben  la  sentencia  de  30  de  octubre 
último,  acompañada  en  copia.  Dicha  solicitud  ha  sido  re- 
mitida a  la  Honorable  Cámara  por  el  referido  señor  Juez 
Letrado,  a  consecuencia  de  lo  pedido  en  su  segundo 
otrosí,  a  fin  de  que,  con  arreglo  a  lo  dispuesto  en  el  art. 
15  de  la  Constitución,  ella  resuelva  «si  autoriza  o  no  pre- 
viamente la  acusación  declarando  si  ha  o  no  lugar  a  for- 
mación de  causa»  contra  el  señor  Diputado  don  Francis- 
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co  de  Paula  Figueroa,  que  es  uno  de  los  miembros  del 
jurado,  comprendidos  en  la  acusación. 

" Vuestra  Comisión  piensa  que,  con  arreglo  a  la  lei,  el 
señor  Juez  del  Crimen  no  ha  debido  aceptar,  para  efecto 
alguno,  la  acusación  entablada  por  el  procurador  don 
Rafael  Carrasco,  a  nombre  del  señor  Henríquez.  La  acu- 
sación ha  debido  ser  interpuesta  directamente  por  este. 
Pero  como  este  defecto  puede  fácilmente  subsanarse, 
vuestra  Comisión  ha  preferido  desentenderse  de  él,  a  fin 
de  no  retardar  el  despacho  del  presente  informe,  sin  per- 
juicio de  que  la  Honorable  Cámara  resuelva,  acerca  de 
este  punto,  lo  que  crea  conveniente. 

"Para  evacuar  debidamente  su  cometido,  vuestra  Co- 
misión principia  por  establecer  que,  a  su  juicio,  la  Cá- 
mara no  debe  autorizar  acusación  alguna  contra  uno  o 
o  varios  de  sus  miembros,  sino  cuando  concurrieren  co- 
pulativamente dos  circunstancias.  Es  la  primera  la  exis- 
tencia del  delito  cuyo  castigo  se  pretende,  comprobada 
plenamente,  ya  que  de  otra  manera  no  habría  «cuerpo 
de  delito,  j>  i  no  existiendo  este  no  se  concibe  siquiera 
que  pudiera  acusarse,  en  razón  de  él,  a  persona  determi- 
nada. Es  la  segunda,  la  de  que  haya  antecedentes  bastan- 
tes para  presumir  que  el  autor  del  delito  es  el  Diputado 
cuyo  desafuero  se  pretende. 

"Faltando  cualquiera  de  estas  dos  condiciones,  no  de- 
be autorizarse  la  acusación  contra  el  Diputado,  ya  que 
las  garantías  que,  a  favor  de  este,  consignan  los  arts.  14 
a  17  de  la  Constitución  tienen  por  objeto  resguardar  su 
independencia,  no  solo  contra  los  avances  del  Poder  Eje- 
cutivo, sino  contra  los  actos  de  todo  individuo  que,  sin 
motivo  ni  causa  legal,  pudieran  ponerla  en  peligro.  Si 
por  el  solo  hecho  de  entablarse  acusación  contra  un  Di- 
putado por  cualquier  particular,  la  Cámara  hubiera  de 
autorizarla,  es  fncil  comprender  hasta  dónde  podría  lle- 
varse el  abuso  de  iniciarlas  contra  los  miembros  de  la 
representación  nacional,  i  hasta  dónde  podrían  alcanzar 
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las  cotí  secuencias  de  semejante  abuso.  Baste  indicar  que 
dentro  de  los  límites  de  esas  consecuencias,  cabría  aun 
la  desaparición  completa,  aunque  momentánea,  de  las 
Cámaras  mismas. 

"Si  aun  tratándose  de  simples  particulares,  no  es  ad- 
misible que  se  autorice  contra  ellos  acusación  alguna,  a 
menos  de  constar  que  hai  un  delito  que  castigar,  es  ló- 
jico  suponer  que  de  idéntica  manera,  al  menos,  debe  pro- 
cedeíse  cuando  se  trata  de  un  Diputado,  cuya  persona 
la  Constitución  ha  querido  rodear  de  inmunidades  espe- 
ciales. 

"Establecidos  estos  antecedentes,  vuestra  Comisión  se 
ha  ocupado  de  investigar  prolija  i  cuidadosamente  si 
constituyen  o  no  delito  los  capítulos  en  que  está  basada 
la  acusación  que  se  trata  de  iniciar  contra  el  honorable 
Diputado  don  Francisco  de  Paula  Figueroa. 

"JPara  resolver  esta  cuestión  previa,  es  menester  exa- 
minar separadamente  cada  uno  de  los  cinco  capítulos  que 
la  mencionada  acusación  comprende. 

"Consiste  el  primero  «en  que  el  jurado  se  constituyó 
sin  prestar  juramento  ninguno  de  sus  miembros,  incu- 
rriendo en  la  contravención  terminantemente  señalada 
en  el  art.  216  del  Código  Penal.» 

"Es  público  i  notorio  que  los  miembros  del  jurada 
electoral  de  Santiago  no  prestaron  juramento  alguno  an- 
tes de  constituirse.  ¿Pero  esa  omisión  constituye  delito? 
Porque,  conviene  recordarlo,  delito  es  únicamente  toda 
acción  u  omisión  voluntaria  penada  por  la  leí  (art.  1.° 
Código  Penal.) 

"Ahora  bien,  ninguna  lei  impone  a  los  miembros  de 
los  jurados  electorales  obligación  de  prestar  juramento 
antes  de  constituirse.  El  art.  216  del  Código  Penal,  que 
se  cita  en  el  escrito  de  acusación,  no  es  aplicable  a  esa 
clase  de  funcionarios,  porque  él  está  comprendido  en  el 
párrafo  primero  del  tít.  5.°  del  lib.  2.°  de  dicho  Código;  i 
según  el  terminante  precepto  contenido  en  la  parte  final 
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del  art.  10  de  la  lei  de  12  de  agosto  último,  solo  son  apli- 
cables a  los  miembros  del  jurado  las  dispociones  del  pá- 
rrafo cuarto  del  título  mencionado.  Si,  pues,  el  art.  216, 
que  es  el  que  se  aduce  como  fundamento  del  primer  ca- 
pítulo de  acusación,  no  está  comprendido  en  ese  párrafo 
cuarto,  es  de  toda  evidencia  que  los  miembros  del  jura- 
do, al  omitir  un  juramento  que  ninguna  lei  les  ordenaba 
prestar,  no  han  cometido  delito  alguno. 

"Se  acusa  a  los  miembros  del  jurado,  en  segundo  lu- 
gar, «por  haber  dictado  una  sentencia  manifiestamente 
injusta,  delito  especialmente  previsto  en  el  número  pri- 
mero del  art.  224  del  citado  Código.» 

"Desde  luego,  es  menester  observar  que  nuestro  Có- 
digo Penal  no  autoriza  la  acusación  contra  los  miembros 
de  los  Tribunales  de  Justicia,  colejiados  o  unipersonales, 
por  haber  dictado  una  sentencia  manifiestamente  injusta 
en  causa  criminal,  sino  cuando  esa  sentencia  se  ha  dic- 
tado «por  neglijencia  o  ignorancia  inescusables.y>  Así  lo 
dice  terminantemente  la  disposición  legal  que  se  cita  en 
apoyo  del  2.°  capítulo  de  acusación. 

"Sin  embargo,  el  procurador  don  Rafael  Carrasco  no 
dice  en  su  escrito  que  el  honorable  Diputado  don  Fran- 
cisco de  Paula  Figueroa  haya  dictado  la  sentencia  de  30 
de  octubre  último,  por  neglijencia  o  ignorancia  inescusa- 
bles. 

"Pero  aun  cuando  tal  concepto  se  hubiera  enunciado 
categóricamente,  vuestra  Comisión  piensa  que,  tomando 
en  cuenta  el  carácter  i  la  naturaleza  misma  del  jurado, 
on  ningún  caso  sería  admisible  que  los  miembros  que  lo 
forman  pudieran  ser  acusados  por  haber  apreciado  erró- 
neamente la  culpabilidad  del  individuo  sometido  a  su  ju- 
risdicción. 

"La  institución  del  jurado  consiste  precisamente  en 
confiar  a  quienes  la  forman  la  facultad  de  calificar,  en 
materias  criminales,  la  culpabilidad  o  inculpabilidad  del 
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acusador  sin  sujeción  a  otros  preceptos  que  a  los  dicta- 
dos de  su  propia  conciencia. 

"Luego,  si  es  efectivo  que  la  conciencia  humana  es  li- 
bre; que  ella  es  algo  que  ninguna  lei  puede  atacar,  i  que 
nadie  tiene  derecho  de  introducir  mano  profana  en  su  sa- 
grado recinto;  es  fácil  comprender  que  cuando  la  lei  con" 
fía  a  alguien  la  misión  de  calificar  el  carácter  de  un  he- 
cho con  arr.eglo  solo  a  su  leal  saber  i  entender^  no  puede 
imponer  responsabilidad  penal  a  ese  juez,  precisamente 
por  haber  obedecido  en  aquella  calificación  a  los  dictados 
de  esa  misma  conciencia}  cuyos  móviles  a  nadie  es  lícito 
sondear. 

"Lo  dicho  basta  para  manifestar  que  el  segundo  capí- 
tulo de  acusación,  tal  como  ha  sido  formulado-,  no  impor- 
ta un  delito,  ni  con  arreglo  a  la  disposición  completa  del 
inciso  1/  del  art.  224  del  Código  Penal,  ni  en  conformi- 
dad a  los  principios  fundamentales  en  que  reposa  la  ins- 
titución del  jurado. 

"El  tercer  capítulo  de  acusación  dice  así: — «Por  haber 
contravenido  a  sabiendas  a  las  leyes  que  reglan  la  sus- 
tanciacion  del  juicio.  (Núm.  2,  art.  224  del  Código  Pe- 
nal.)» 

"Este  capítulo  de  acusación  sujiere  una  observación 
idéntica  a  la  que,  en  primer  término,  ha  insinuado  vues- 
tra Comisión  respecto  del  capítulo  anterior.  Para  que  la 
contravención  a  sabiendas  de  las  leyes  que  reglan  la  sus- 
tanciaron de  un  juicio  importe  delito,  es  menester  que 
se  haya  verificado  <cen  términos  de  producir  nulidad  en 
todo  o  en  parte  sustancial.!)  Así  lo  espresa  terminante- 
mente también  la  disposición  citada  en  apoyo  del  tercer 
capítulo  de  acusación. 

"Según  esto,  no  hai  delito  cuando  no  concurre  esa  cir- 
cunstancia en  la  contravención  a  las  reglas  del  procedi- 
miento. I  como  ninguna  lei  concede  recurso  de  nulidad, 
en  ningún  caso,  contra  los  fallos  que  espidieren  los  ju- 
rados electorales,  es  legalmente  inadmisible,  mientras 
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esa  lei  no  se  dicte,  la  existencia  del  delito  que  se  supone 
cometido  por  los  miembros  del  jurado  de  Santiago  en  el 
caso  especial  que  motiva  este  informe. 

uPero  hai  mas  todavía  con  relación  a  ese  caso.  Cuan- 
do se  dictó  la  sentencia  de  30  de  octubre  último,  ningu- 
na lei  había  establecido  las  reglas  a  que  deben  sujetarse 
los  jurados  electorales  en  sus  procedimientos.  La  lei  hoi 
vijente  ha  sido  promulgada  el  8  del  mes  actual,  con  pos- 
terioridad, por  consiguiente,  a  la  fecha  en  que  fué  espe- 
dida la  sentencia  que  motiva  la  acusación  iniciada  por 
don  Rafael  Carrasco,  a  nombre  del  primer  alcalde  de  la 
Ilustre  Municipalidad  de  este  departamento. 

"Si  esa  lei  no  puede  tener  efecto  retroactivo,  por  una 
parte;  i  si,  aun  cuando  lo  tuviera,  es  un  hecho  notorio 
que*  el  jurado  que  dictó  la  sentencia  de  30  de  octubre  úl- 
timo, ajustó  sus  procedimientos,  porque  así  lo  creyó  con- 
veniente, a  las  mismas  reglas  que  esa  lei  posterior  pres- 
cribe, ¿cuál  es  entonces  la  lei  de  procedimientos  infrinji- 
da  en  esa  fecha  por  el  jurado  electoral  de  Santiago? 

"Si  esa  lei  no  se  ha  citado  ni,  a  juicio  de  vuestra  Co- 
misión, podría  citarse,  es  obvio  llegar  a  la  consecuencia 
de  que  el  tercer  capítulo  de  acusación,  tampoco  importa 
un  delito  en  el  caso  presente. 

"Se  acusa,  en  cuarto  lugar,  al  honorable  señor  Figue- 
roa,  "por  haber  espresado  su  opinión  antes  de  la  delibe- 
ración i  del  pronunciamiento  de  la  sentencia,  i  fallado 
la  causa  con  manifiesta  implicancia  que  le  era  conoci- 
da (núm.  7.°,  art.  224  del  Código  Penal.") 
UA1  ocuparse  de  este  cargo,  vuestra  Comisión  se  refie- 
re separadamente  al  honorable  señor  Figueroa,  porque . 
el  escrito  de  acusación  contiene,  con  relación  a  dicho 
cargo,  alusiones  especiales  &  la  del  Presidente  del  jura- 
do, sin  hacerlas  estensivas  al  señor  Figueroa,  único  de 
los  acusados  respecto  de  quien  la  Cámara  está  llamada 
a  autorizar  o  no  previamente  la  mencionada  acusa- 
ción. 
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"En  el  escrito  que  suscribe  el  procurador  Carrasco  no 
se  formula  cargo  alguno  a  este  respecto  contra  el  señor 
Diputado  Figueroa.  Esto  solo  bastaría  para  que  la  Cá- 
mara no  accediera  a  la  solicitud  de  desafuero  de  dicho 
señor  Diputado,  con  motivo  del  cuarto  capítulo  de  acu- 
sación. 

"Mas,  aun  cuando  se  prescindiera  de  lo  espuesto,  es 
menester  observar  que  la  implicancia  manifiesta  no  au- 
toriza la  acusación  contra  el  juez  que  adolece  de  ella, 
sino  cuando  le  es  conocida  ili  no  la  ha  hecho  conocer  pre- 
viamente a  las  partes."  I  si  nos  hemos  de  atener  a  la 
esposicion  contenida  en  el  escrito  de  acusación,  parece 
que  los  motivos  de  implicancia  que  se  hacen  valer,  con- 
sisten en  la  manifestación  anticipada  de  la  opinión  del 
jurado  sobre  algunos  de  los  puntos  a  que  se  refería  el 
debate.  Si  esa  manifestación  tuvo  lugar  en  presencia  del 
mismo  señor  alcalde  acusado,  este  debió  reclamar  en  el 
acto  la  implicancia  del  miembro  o  miembros  del  tribu- 
nal que  anticipaban  su  juicio.  Si  el  señor  alcalde  no  hizo 
valer  su  derecho,  i  consintió  en  que  el  debate  siguiera 
su  curso  i  llegara  a  su  término,  ¿podría  ahora  poner  en 
ejercicio,  inoportunamente  talvez,  ese  derecho? 

"Pero  hai  todavía  una  consideración  mas  grave  que 
las  anteriores  con  referencia  al  cuarto  capítulo  de  acusa- 
ción. 

"¿Cuál  es  la  lei  que  determina  las  causales  de  impli- 
cancia que  es  lícito  hacer  valer  contra  los  miembros  de 
un  jurado  electoral?  El  escrito  de  acusación  no  la  men- 
ciona, i  si  la  verdad  es  que  dicha  lei  no  se  ha  dictado 
todavía,  ¿cómo  podría  entonces  admitirse  que  su  viola- 
ción importara  delito? 

"El  último  capítulo  de  acusación  consiste  en  "no  ha- 
"  berse  espresado  nominalmente  los  miembros  que  con- 
"  currieron  a  formar  sentencia." 

"El  hecho  es  efectivo;  pero  él  no  constituye  delito, 
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porque,  aun  admitiendo  que  las  disposiciones  de  la  lei 
de  20  de  noviembre  de  1873  sean  aplicables  a  los  jura- 
dos electorales,  ni  esa  lei,  ni  ninguna  otra  imponen  pena 
al  miembro  o  miembros  de  un  tribunal  colejiado  que  no 
le  dieren  cumplimiento. 

aPor  otra  parte,  la  omisión  consistente  en  no  consig- 
nar en  una  sentencia  de  un  tribunal  colejiado  el  voto  de 
los  jueces  que  han  disentido  de  la  opinión  de  la  mayo- 
ría, no  produce  jurídicamente,  ni  puede  racionalmente 
producir  otro  efecto  que  el  de  reputarse  que  la  sentencia 
ha  sido  acordada  por  unanimidad.  Por  consiguiente,  si 
alguna  pena  hubiera  para  este  caso,  ella  consistiría  úni- 
camente en  imponer  al  juez  que,  habiendo  disentido,  no 
cuidó  de  espresarlo,  la  misma  responsabilidad  que  pesa 
sobre  los  que  acordaron  el  fallo  por  mayoría;  i  esa  san- 
ción única  vendría  a  pesar  precisamente  sobre  el  juez 
que  no  cuidó  de  salvar  su  voto,  sin  agravar  por  eso  en  lo 
mas  mínimo  la  responsabilidad  de  aquellos  que,  con  sus 
votos,  formaron  sentencia. 

"La  precedente  esposicion  basta  para  arribar  a  la  con- 
secuencia de  que  ninguno  de  los  cinco  tíapítulos  com- 
prendidos en  el  escrito  de  acusación  constituye  delito, 
atendida  la  esposicion  que  en  él  se  contiene  i  los  térmi- 
nos en  que  está  redactado.  Si  no  hai  delito  que  pes^ 
quizar,  falta  la  primera  de  las  condiciones  que  la  Hono- 
rable Cámara  debe  tener  presente  para  autorizar  una 
acusación  contra  los  miembros  que  la  componen;  i  se 
hace  inútil,  por  consiguiente,  ocuparse  de  investigar  si 
se  han  acompañado  a  la  acusación  antecedentes  bastan- 
tes para  hacer  presumible  que  un  señor  Diputado  se$ 
responsable  de  delitos  que  no  tienen  cuerpo  ni  existen* 
cia  legal. 

"En  consecuencia,  vuestra  Comisión  de  Constitución, 

Lejislacion  i  Justicia,  piensa  que  la  honorable  Cámarq, 

debe  negar  la  autorización  que  de  ella  se  solicita,  decían 

rando  que  no  ha  Ivgar  a  formación  de  causa  contra   el 

58 
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señor  Diputado  don  Francisco  de  Paula  Figueroa,  por 
ninguno  de  los  cinco  capítulos  que  comprende  el  escrito 
de  acusación  a  que  se  refiere  este  informe. 

"Santiago,  noviembre  16  de  1875. — Jorfe  2.°  Huneeus. 
— Enrique  Cood. — /.  M.  Balmaceda. — José  Clemente  Fá- 
bres." 


\ 
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DISCURSO 

Pronunciado  en  sesión  de  la  Cámara  de  Diputados 
de  £8  de  abril  de  1864,  referente  a  acusaciones  contra  Intendentes 

de  provincia 


"El  seííor  Huneeus. — No  pretendo  seguir  paso  a  paso 
al  señor  Ministro  del  Interior  en  el  discurso  que  acaba 
de  pronunciar.  Esa  tarea,  sobre  larga  i  superior  a  mis 
fuerzas,  sería  inútil,  pues  dicho  discurso  puede  resumirse 
en  tres  partes  que,  a  nombre  de  la  Comisión  informante 
de  que  tengo  el  honor  de  ser  miembro,  analizaré  orde- 
nadamente. 

aEn  la  primera  el  señor  Ministro  llama  nuevamente  la 
atención  de  la  Cámara  a  la  cuestión  ya  debatida  i  re- 
suelta, sobre  si  esta  ha  tenido  o  nó  derecho  para  acordar 
la  acusación  de  dos  Intendentes  en  sesiones  estraordina- 
rias,  i  aun  le  ruega  que  vuelva  sobre  sus  pasos.  En  la 
segunda,  aceptando  que  la  Cámara  haya  tenido  ese  de- 
recho, sostiene  su  señoría  que  en  los  procedimientos  del 
Intendente  de  Aconcagua  no  ha  habido  infracción  cons- 
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titucional;  i  en  la  tercera  i  última  procura  justificar  esos 
procedimientos  i  vindicar  al  funcionario  acusado. 

"En  cuanto  a  la  primera  parte  del  discurso  del  señor 
Ministro,  considero  escusado  entrar  a  rebatir  los  argu- 
mentos que  en  ella  se  hacen  valer,  pues  ya  la  cuestión, 
después  de  debatida  suficientemente  en  la  última  sesión, . 
a  consecuencia  de  la  duda  propuesta  por  el  señor  Presi- 
dente sobre  si  la  Cámara  podía  o  no  ocuparse  de  acusa- 
ciones en  sesiones  estraordinarias,  fué  resuelta  en  senti- 
do afirmativo.  El  señor  Ministro,  que  ha  espresado  varias 
veces  cuanto  respeta  las  opiniones  de  la  Cámara,  debe 
pues  respetar  una  decisión  que  ha  sido  dada  con  toda 
reflexión  i  madurez,  i  manifestar  con  hechos  la  verdad 
de  sus  palabras,  espresion  franca  sin  duda  de  sus  deseos. 
No  concibo,  pues,  como  se  pide  a  la  Cámara  qué  vuelva 
sobre  sus  pasos,  que  revoque  acuerdos  ya  tomados,  ofen- 
diéndola hasta  cierto  punto,  como  sería  ofender  al  Go- 
bierno pedirle  que  revocase  alguno  de  aquellos  decretos 
que  confieren  derechos  i  que  invisten  el  mismo  carácter 
que  una  sentencia  ejecutoriada. 

"Lo  dicho  basta  en  cuanto  a  la  cuestión  que  el  señor 
Ministro  del  Interior  ha  querido  traer  de  nuevo  al  deba- 
te, en  el  cual,  aunque  mui  fuera  de  lugar,  ha  creído  su 
señoría  necesario  hacer  grandes  encomios  de  la  Consti- 
tución de  1833,  que  nadie  ha  atacado  i  que  para  el  señor 
Ministro  puede  mui  bien  ser  un  sancta  sanctoram,  sin  per- 
juicio de  que  haya  talvez  en  esta  Cámara  quien  piense 
de  mui  distinta  manera  i  la  considere  altamente  defec- 
tuosa. 

"Pasando  a  la  segunda  parte  del  discurso  del  señor 
Ministro,  se  ha  sostenido  que  los  actos  del  Intendente 
acusado,  aun  en  el  supuesto  de  ser  ilegales,  no  importa- 
rían la  infracción  de  uno  o  mas  artículos  de  la  Constitu- 
ción; o,  en  otros  términos,  se  afirma  que  la  Cámara  no 
puede  acusar  a  un  Intendente  por  quebrantamiento  do 
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las  leyes,  sino  solo  por  infracción  abierta  de  la  Carta 
Fundamental. 

"La  Comisión,  a  cuyo  nombre  hablo,  después  de  con- 
vencida, por  el  examen  de  los  documentos  que  corren 
en  el  espediente  que  tiene  sobre  la  mesa  el  señor  Presi- 
dente, de  que  el  Intendente  de  Aconcagua  había  infrin- 
jido  varias  disposiciones  de  la  lei  electoral,  i  decretado 
la  prisión  de  los  vocales  de  la  mesa  receptora  de  San 
Esteban  en  un  caso  en  que  la  lei  no  le  autorizaba  para 
ello,  abrigó  la  duda  de  que  ha  hecho  mérito  el  señor  Mi- 
nistro, i  procuró  investigar  si  los  actos  del  referido  In- 
tendente implicaban  o  nó  una  violación  de  los  arts.  18  i 
12,  parte  4.a  de  la  Constitución,  discutiendo  detenida- 
mente ese  punto. 

"En  nuestra  Constitución  hai,  señor,  preceptos  de  mui 
distinta  naturaleza:  los  unos  contienen  disposiciones  par- 
ticulares que  solo  pueden  infrinjirse  directamente;  los 
otros  principios  o  mandatos  jenerales  que  necesitan  de 
una  lei  complementaria  para  hacerse  efectivos,  lei  a  que 
la  Constitución  misma  se  refiere  espresa  i  literalmente, 
de  tal  manera  que,  violando  esa  lei,  se  viola  el  precepto 
constitucional.  Entre  aquella  i  esta  existe  una  conexión 
i  enlace  tan  íntimos,  que  no  es  posible  siquiera  concebir 
que  tales  disposiciones  jenerales  se  respeten  o  infrinjan, 
sino  respetando  o  infrinjiendo  la  lei  complementaria,  cu- 
yo cumplimiento  ordena  la  prescripción  constitucional 
al  referirse  a  ella.  Así,  por  ejemplo,  al  Presidente  de  la 
República  corresponde,  según  la  parte  11.a  del  art.  82  de 
la  Constitución,  conceder  jubilaciones  con  arreglo  a  las 
leyes.  Si  mañana  ese  funcionario  concediera  jubilación  a 
un  empleado  que  tiene  solo  un  año  de  servicios,  violando 
la  lei  que  exije  diez  para  obtener  esa  gracia,  ¿habría  vio- 
lado o  nó  la  disposición  constitucional  que  le  ordena  ju- 
bilar con  arreglo  a  la  lei,  i  no  con  infracción  de  la  lei? 
Evidentemente  que  sí,  contestará  cualquiera  que  arguya 
lójicamente. 
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UI  no  puede  ser  de  otra  manera,  pues  si  un  padre  de 
familia  envía  su  hijo  a  casa  de  Pedro,  v.  gr.,  para  que 
se  eduque  al  lado  de  este  i  respete  en  todo  las  órdenes 
que  de  él  reciba,  es  claro  que  si  el  hijo  infrinje  los  man- 
datos de  Pedro,  infrinje  por  el  mismo  hecho  la  orden  de 
su  padre.  Esto  se  comprende  sin  esfuerzo  alguno,  i  es 
precisamente  lo  que  ha  sucedido  en  la  acusación  que  en 
este  momento  ocupa  a  la  Cámara. 

"El  art.  18  de  la  Constitución  ordena  que  la  elección 
de  Diputados  se  haga  por  los  departamentos  en  votación 
directa,  i  en  la  forma  que  determine  la  lei  de  elecciones. 
Si  alguien  impide  que  en  esa  forma  se  haga  la  elección 
sobredicha,  ¿viola  o  nó  el  artículo  citado?  El  art.  12  de 
la  Carta  Fundamental  ordena,  en  su  parte  4.a,  que  nadie 
puede  ser  preso,  arrestado  o  desterrado,  sino  en  la  forma 
determinada  por  las  leyes.  El  funcionario  que  apresa  a 
un  ciudadano  en  un  caso  en  que  la  lei  no  le  autoriza  para 
ello,  ¿viola  o  nó  la  prescripción  constitucional  que  acabo 
de  recordar? 

uLa  Comisión,  interpretando  leal  i  razonablemente  la 
Constitución — si  interpretación  cabe  en  puntos  tan  senci- 
llos— contestó  esas  preguntas  en  sentido  afirmativo.  I  de 
veras  que  no  pudo  hacer  otra  cosa,  pues  de  lo  contrario 
resultaría  que  hai  preceptos  constitucionales  que  pueden 
infrinjirse  i  otros  cuya  infracción  es  absolutamente  im- 
posible. De  esta  última  clase  serían  todos  aquellos  que 
se  refieren  a  leyes  complementarias,  i  en  tal  caso  me 
permito  interpelar  directamente  al  señor  Ministro  del 
Interior  para  que  tenga  a  bien  decirme,  ¿cuándo  se  in- 
frinjiría  el  art.  18  de  la  Constitución,  sino  se  viola  por 
la  infracción  de  la  lei  electoral  a  que  se  refiere?  ¿Qué  im- 
portaría entonces  la  referencia  de  la  Constitución  a  una 
lei,  sino  es  el  precepto  de  que  dicha  lei  se  observe?  Im- 
posible es  dar  solución  satisfactoria  a  estas  preguntas,  si 
se  aceptan  las  teorías  del  señor  Ministro. 

"De  paso  haré  notar  que  no  concibo  como  el  señor 
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Ministro  del  Interior,  que  no  acepta  interpretaciones  de 
la  Constitución  cuando  se  trata  de  deslindar  las  atribu- 
ciones de  la  Cámara,  recurre  sin  embargo  a  ellas  i  las 
acepta  sin  vacilar  cuando  se  trata  de  esclarecer  la  conduc-  / 
ta  de  sus  subalternos  acusados. 

uPero  el  señor  Ministro  del  Interior  no  solo  ha  incu- 
rrido en  esta  contradicción  flagrante,  sino  que,  tratando 
siempre  de  restrinjir  las  atribuciones  de  la  Cámara,  ha 
sostenido  que  esta  no  puede  acusar  a  los  Intendentes 
sino  por  infracciones  abiertas  de  la  Constitución,  porque 
las  infracciones  indirectas  o  simples,  no  pueden  haber 
autorizado  el  réjimen  terrible  i  aterrante,  para  su  señoría 
que  ella  establece  para  juzgarlas. 

"Sin  entrar  en  el  análisis  crítico  de  las  facultades  ju- 
diciales que  la  Constitución  confiere  al  Senado  para  fa- 
llar en.las  acusaciones  entabladas  por  esta  Cámara,  me 
permitiré  hacer  notar  al  señor  Ministro  que  ha  padecido 
en  este  punto  una  equivocación  gravísima,  terjiversando 
disposiciones  fundamentales  que  son  muí  claras.  Al  enu- 
merar la  Constitución,  en  su  art  38,  los  crímenes  que 
autorizan  a  la  Cámara  de  Diputados  para  acusar  a  los 
Intendentes,  menciona  los  de  traición,  sedición,  infrac- 
ción de  la  Constitución  (infracción  simplemente,  fíjese  en 
ello  la  Cámara),  malversación  de  los  fondos  públicos  i 
concusión.  El  caso  en  qué  se  exije  infracción  abierta  es 
el  previsto  por  el  art.  83,  esto  es,  cuando  pe  trata  de 
acusar  a  un  ex-Presidente  de  la  República,  mas  no  a  un 
Intendente.  El  señor  Ministro  ha  confundido,  pues,  estos 
dos  artículos,  de  los  cuales  se  deduce  un  argumento  con- 
trario precisamente  a  las  conclusiones  de  su  señoría.  I 
en  efecto,  si  la  Constitución  hubiese  querido  que  la  acu- 
sación de  los  Intendentes  se  restrinjiese  a  los  casos  de 
infracción  abierta,  ¿porqué  no  usó  en  ambos  artículos  de 
idénticas  palabras?  ¿Porqué  habló  en  un  caso  de  in- 
fracción abierta  i  en  otro  de  simple  infracción?  La  razón 
es  mui  obvia:  tratándose  de   acusar  a  un  Intendente> 
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nuestra  Carta  Fundamental  ha  estimado  como  causa  su- 
ficiente la  infracción  simple  de  sus  disposiciones;  tratán- 
dose del  ex-Presidente  de  la  República  ha  querido  res- 
trinjir  el  derecho  de  la  Cámara.  Hé  aquí  porque  la 
Comisión,  sin  confundir  casos  que  son  completamente 
distintos,  i  exijiendo  para  la  averiguación  de  los  hechos 
imputados  al  Intendente  de  Aconcagua,  no  semi-plena 
prueba  que  es  lo  bastante,  sino  la  prueba  completa  i  mui 
clara  que  consta  por  los  documentos  agregados  al  espe- 
diente, procediendo  con  la  mayor  cautela  i  madurez,  ad- 
quirió el  convencimiento  de  que  los  procedimientos  de 
dicho  Intendente  envuelven  una  indisputable  trasgresion 
de  la  Carta  política  del  Estado. 

"Pero  hai  mas  todavía.  Aceptando  la  teoría  que  sos- 
tiene el  señor  Ministro  de  que  en  estas  materias  debe 
procederse  bajando  de  la  Constitución  a  la  lei,  i  no  su- 
biendo de  la  lei  a  la  Constitución,  hai  dos  artículos  de 
esta  que  harían  pesar  siempre  con  justicia  sobre  el  In- 
tendente de  Aconcagua  la  acusación  entablada  en  su 
contra.  Estos  son:  el  art.  142,  que  dispone  que  nadie 
puede  ser  preso,  sino  es  responsable  a  pena  aflictiva  o 
infamante  i  en  la  forma  que  determina  la  lei;  i  el  160, 
que  establece  que  ninguna  majistratura  puede  atribuirse, 
ni  aun  a  pretesto  de  circunstancias  estraordinarias,  otra 
autoridad  o  derechos  que  los  que  espresamente  les  haya 
conferido  la  lei.  Colocando  el  debate  en  este  terreno,  i 
descendiendo  de  la  Constitución  a  la  lei,  ¿ha  oído  citar 
la  Cámara  la  lei  que  autorizaba  al  Intendente  para  apre- 
sar a  los  miembros  de  la  mesa  de  San  Esteban?  ¿ha  oído 
citar  la  que  espresamente  confiere  a  dicho  Intendente  la 
facultad  que  se  arrogó?  No  la  ha  oído,  ni  la  oirá  tampoco, 
porque  el  honorable  señor  Ministro  del  Interior  no  puede 
citar  leyes  que  no  existen. 

aPudo,  pues,  la  Comisión  fundar  en  este  sentido  la 
acusación  entablada;  pudo  aun  éstenderla  a  los  artículo» 
constitucionales  que  acabo  de  citar;  pero,  mas  celosa  i 
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cauta  en  el  cumplimiento  de  sus  deberes  de  lo  que  el 
señor  Ministro  supone  talvez,  procedió  en  el  sentido  do 
que  la  infracción  del  art.  142  de  la  Constitución  no  cons- 
tituía un  delito  distinto  de  la  infracción  del  art.  12,  parte 
4.a,  como  también  que  la  del  art.  160,  según  se  hace  pre- 
sente en  la  última  parte  del  informe,  no  implicaba  un  ca- 
pítulo de  acusación  diferente  de  los  dos  primeros. 

"Creyendo  que  la  Cámara  no  necesita  ya  de  mas  dis- 
cusión para  ilustrar  su  manera  de  ver  en  cuanto  al  punto 
que  ha  servido  de  tema  al  señor  Ministro  del  Interior  en 
la  segunda  parte  de  su  discurso,  i  que  puede  formarse 
con  lo  espuesto  concepto  claro  i  seguro  sobre  si  los  pro- 
cedimientos ilegales  de  un  Intendente,  importan  o  no 
una  violación  de  los  artículos  constitucionales  que  se  re- 
fieren a  las  leyes  infrinjidas;  me  incumbe  ahora  ocupar- 
me de  la  última  parte  de  ese  discurso,  esto  es,  si  el  In- 
tendente de  Aconcagua  ha  estralimitado  o  no  sus  atri- 
buciones, violando  la  lei  de  elecciones  i  decretando 
prisión  contra  el  Presidente  i  vocales  de  la  mesa  recep- 
tora de  San  Esteban  sin  tener  facultades  para  ello. 

UE1  señor  Ministro  ha  dicho  que  el  Intendente  de 
Aconcagua  creyó  que  a  él  correspondía   la  facultad  de 
designar  el  local  en  que  debían   funcionar  las  mesas  re- 
ceptoras, i  que  creyó  asimismo  que  era  de  su  deber  arres- 
tar a  los  miembros  de  la  de  San  Esteban.  La  palabra 
creyó,  en  que  espresamente  hago  hincapié,  manifestará  a 
la  Cámara  que,  en  concepto  del  señor  Ministro,  la  bue- 
na o  mala  intención  de  los  funcionarios  públicos  es  lo 
que  decide  acerca  de  la  legalidad  o  ilegalidad  de  sus 
procedimientos,  opinión  que  no  acepto  i  que  me  limito 
simplemente  a  rechazar,  porque  hai  argumentos  tan  des- 
tituidos  de   fundamento   que   no   necesitan   de  refuta- 
ción. 

"Aunque  en  el  informe  do  la  Comisión  encontrará 
consignados  la  Cámara  los  hechos  que,  según  sus  pro- 
pias notas,  ha  ejecutado  el  Intendente  de  Aconcagua,  i 
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los  fundamentos  del  proyecto  de  acuerdo  con  que  termi- 
na dicho  informe,  me  permitiré  desarrollarlos,  citando 
las  disposiciones  legales  en  que  la  Comisión  se  ha  apo- 
yado, porque  la  simple  lectura  de  aquel  informe  no  ha- 
brá bastado  quizás  para  que  los  señores  Diputados  se 
hayan  formado  cabal  concepto  de  este  asunto. 

"De  los  documentos  que  corren  a  f .  2  i  siguientes  del 
espediente,  resulta  comprobado  que  el  Presidente  i  vo- 
cales de  la  mesa  receptora  de  San  Esteban,  se  vieron  im- 
posibilitados para  el  desempeño  de  sus  funciones,  por- 
que el  oficial  encargado  de  la  fuerza  que  debió  ponerse 
a  disposición  de  la  mesa,  se  negó  a  entregar  a  esta  la 
caja  de  votos  i  el  rejistro  de  calificados.  Resulta  también 
que,  apesar  de  haberse  ofrecido  la  mesa  a  funcionar  en 
la  calle  pública,  el  oficial  sobredicho,  cumpliendo  con  las 
órdenes  del  Intendente,  según  lo  espresa  en  su  nota  de 
f.  2  vta.,  insistió  en  su  negativa,  fundándose  en  que  la 
mesa  debía  funcipnar  en  el  lugar  que  él  designase,  a 
virtud  de  la  delegación  de  facultades  que  en  su  persona 
había  hecho  el  señor  Intendente  i  no  en  el  que  la  misma 
mesa  elijiese,  a  consecuencia  de  lo  cual,  i  no  habiéndose 
verificado  la  entrega  de  la  caja  i  del  rejistro,  la  mesa  so 
vio  imposibilitada  absolutamente  para  funcionar. 

"Ahora  bien,  ¿la  facultad  do  designar  el  local  en  que 
debía  funcionar  la  mesa,  era  privativa  de  esta  o  del  In- 
tendente? En  el  supuesto  que  lo  fuese  del  Intendente, 
¿pudo  ese  funcionario  delegar  su  ejercicio  en  un  oficial 
que  debía  estar  sometido  a  las  órdenes  de  la  mesa? 

"Ajuicio  de  la  Comisión  esas  dos  preguntas  no  pue- 
den resolverse  sino  en  contra  del  Intendente,  i  este  no 
puede  siquiera  alegar  la  escusa  de  ignorancia,  porque 
los  Presidentes  de  las  mesas  receptoras  de  San  Felipe, 
según  conista  por  sus  notas,  le  habían  negado  el  derecho 
de  designarles  el  local  para  sus  funciones  i  el  Intenden- 
te no  pudo  ni  debió  arrogarse  la  facultad  de  resolver  una 
verdadera  cuestión  de  competencia  de  autoridades,  de- 
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cretando  prisión  contra  los  miembros  de  la  mesa  de  San 
Esteban. 

"Ante  todo,  conviene  recordar  que  no  existe  leí  algu- 
na que.  confiera  a  los  Intendentes  la  facultad  de  desig- 
nar el  local  en  que  deben  funcionar  las  mesas  recepto- 
ras, i  el  argumento  que  el  señor  Ministro  deduce  de  la 
lei  del  Réjimen  Interior  en  que  se  concede  a  la  autori- 
dad administrativa  la  vijilancia  sobre  los  lugares  públi- 
cos, es  absolutamente  inadecuado  e  inaceptable  en  un 
caso  en  que,  como  en  el  presente,  no  se  trata  de  una  me- 
dida de  policía,  sino  de  una  competencia  de  atribuciones 
entre  dos  autoridades  tan  independientes  la  una  como  la 
otra,  pues  una  mesa  receptora,  en  el  ejercicio  de  sus 
funciones,  no  se  encuentra  en  la  situación  de  un  parti- 
cular que  tendría  que  obedecer,  mal  que  bien,  a  las  ór- 
denes de  la  autoridad  administrativa.  La  mesa  de  San 
Esteban,  con  la  conciencia  de  sus  derechos  i  de  que  era 
en  esos  momentos  una  autoridad  constituida  legalmente, 
no  se  hallaba  en  el  caso  de  respetar  órdenes  que,  en  su 
concepto,  eran  ilegales,  i  respecto  de  las  cuales  se  había 
disputado  al  Intendente  su  derecho  para  librarlas.  Es- 
tuvo la  mesa  tan  en  su  derecho,  como  lo  estaría,  por 
ejemplo,  una  Corte  para  negarse  a  obedecer  la  orden  en 
que  un  Intendente  le  mandase  funcionar  a  las  cuatro  de 
la  tarde  o  en  la  plaza  pública. 

ill  en  efecto,  la  mesa  de  San  Esteban  no  anduvo  en 
manera  alguna  descaminada  al  sostener  que  a  ella  in- 
cumbía designar  el  local  para  sus  funciones. 

"Según  los  arts.  106  i  107  de  la  lei  de  elecciones,  al 
Presidente  de  las  mesas  receptoras  compete  conservar 
el  orden  i  libertad  de  las  elecciones,  corriendo  bajo  su 
gobierno  cuanto  ocurra  en  el  circuito  en  que  la  mesa 
funciona.  A  él,  con  acuerdo  de  la  mayoría  de  los  voca- 
les, corresponde  la  facultad  de  dictar  cuantas  medidas 
sean  necesarias  para  asegurar  ese  orden  i  garantir  esa 
libertad,  i  sin  su  orden,  con  el  acuerdo  de  la  misma  ma- 
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yoría,  ninguna  tropa  o  partida  de  fuerza  armada  puede 
residir  o  estacionarse  en  dicho  circuito,  llegando  hasta 
tal  punto  el  carácter  de  autoridad  propia  e  independien- 
te de  las  mesas,  que  si  el  mismo  Presidente  de  la  Repú- 
blica se  dirijiese  a  cualquiera  de  ellas  con  el  objeto  do 
dar  órdenes  en  el  circuito  en  que  funciona,  esa  mesa  ten- 
dría perfecto  derecho"  para  oponerse  a  la  ejecución  de 
ellas,  i  para  no  considerar  en  esos  momentos  a  ese  fun- 
cionario sino  como  un  simple  ciudadano,  sujeto  a  las  le- 
yes como  todos  los  demás. 

uPero,  aparte  de  esas  disposiciones,  cuyo  espíritu  re- 
vela mui  claramente  que  las  mesas  receptoras  no  están 
sujetas  a  autoridad  alguna  en  el  desempeño  de  sus  fun- 
ciones, el  art.  75  de  la  lei  de  elecciones,  en  su  parte  fi- 
nal, dispone  aque  las  mesas  o  juntas  receptoras  se  sitúa- 
"  rán  en  lugares  públicos  i  accesibles  distantes  entre  sí 
"  por  lo  menos  medio  quilómetro."  ¿A  quién  se  dirijeel 
precepto  contenido  en  esta  disposición?  Evidentemente 
que  a  las  mesas,  como  se  dirijo  a  los  jueces  el  precepto 
que  les  ordena  funcionar  desde  las  diez  de  la  mañana  en 
ciertos  meses  del  año.  I  esta  intelijencia  que  da  la  Co- 
misión al  artículo  citado,  guarda  perfecta  conformidad, 
según  se  me  ha  asegurado,  con  la  practica  que  siempre 
se  ha  observado  en  el  pais,  práctica  que  ha  reconocido 
en  las  mesas  el  derecho  de  designar  el  local  para  sus 
funciones. 

"Mas,  el  señor  Ministro  objeta  esta  doctrina,  pregun- 
tando qué  se  haría  si  una  mesa,  desconociendo  el  man- 
.dato  do  la  lei,  elijiese  para  funcionar  un  local  que  no 
tuviese  las  calidades  de  público  i  accesible.  La  respues- 
ta es  sencilla.  La  autoridad  administrativa  amonestaría  a 
la  mesa  para  que  cumpliese  con  la  lei,  como  corresponde 
hacerlo  entre  autoridades  independientes,  i  si  la  mesa  insis- 
tiera, se  pondría  el  hecho  cu  conocimiento  del  juez  de  letras, 
que  es  la  majistratura  competente  en  tales  materias,  para 
que,  terminadas  las  funciones  de  la  mesa,  se  hiciera  efec- 
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tiva  la  responsabilidad  de  sus  miembros.  Esto  es  lo  úni- 
co que  podría  i  debería  haber  hecho  el  Intendente  de 
Aconcagua,  si  la  mesa  receptora  de  San  Esteban  hubiese 
violado  la  lei;  pero  nunca  haberla  atropellado  hasta  el 
punto  de  exijir  que  esa  mesa,  a  cuyas  órdenes  debía  es- 
tar sometido  el  oficial  encargado  de  la  fuerza,  hubiera 
de  sujetarse  a  las  de  esté.  La^mesa  no  se  hallaba,  pues, 
en  el  caso  de  respetar  órdenes  que,  según  se  espresa  en 
uno  de  los  considerandos  de  la  protesta  que  corro  en  el 
espediente,  tendían,  no  solo  a  despojarla  de  sus  atribu- 
ciones, sino  a  cambiar  completamente  los  papeles  res- 
pectivos que  a  ella  i  al  oficial  encomendaba  la  lei,  i  es- 
tuvo en  su  derecho  para  protestar  contra  tales  órdenes  i 
resistirse  a  darles  cumplimiento. 

"Con  estos  antecedentes  verá  la  Cámara  que  el  Inten- 
dente de  Aconcagua  impidió  con  sus  procedimientos  que 
la  mesa  receptora  de  San  Esteban  ejerciese  sus  funciones 
libremente  i  con  seguridad,  cometiendo  así  el  delito  que 
el  art.  122  de  la  lei  electoral  castiga,  si  mal  no  recuer- 
do, con  la  pena  de  estrañamiento  por  un  tiempo  que  no 
baje  de  un  año  ni  exceda  de  se5s,  i  con  pérdida  por  doce 
de  la  ciudadanía  en  ejercicio.  El  caso  está,  pues,  espre- 
samente  previsto  por  la  lei,  i  en  vista  de  su  terminante 
disposición  i  de  los  documentos  que  acreditan  los  hechos 
que  he  recordado,  la  Comisión  no  pudo  menos  que  en- 
contrar infrinjido  el  citado  art.  122  de  la  lei  de  eleccio- 
nes. Desearía  saber  yo  ahora  si,  aparte  de  la  cuestión 
de  infracción  constitucional,  cree  o  no  el  sefior  Ministro 
del  Interior  que  el  Intendente  de  Aconcagua  haya  vio- 
lado esa  disposición  legal. 

Considerando  suficientemente  esclarecido  el  primor 
capítulo  de  acusacipn,  permítame  la  Cámara  entrar  a 
ocuparme  del  segundo,  esto  es,  de  la  infracción]  del  art 
12  de  la  Constitución  en  su  parte  4.a 

"Los  hechos  que  motivan  este  capítulo  de  acusación, 
son:  el  decreto  de  prisión  librado  por  el  Intendente  con- 
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tra  los  miembros  de  la  mesa  receptora  de  San  Esteban, 
i  la  ejecución  de  ese  decreto  en  las  personas  de  tres  de 
esos  miembros,  pues  los  dos  restantes  no  pudieron  ser 
habidos.  La  Cámara  encontrará  esos  hechos  plenamen- 
te probados  en  el  espediente,  i  ellos  son  de  tal  naturaleza 
que,  aun  en  el  supuesto  de  que  no  se  hubiese  infrinjido  el 
art.  18  déla  Constitución  i  de  que  se  eliminase  el  pri- 
mer capítulo  de  acusación,  el  procedimiento  de  ese  fun- 
cionario, al  espedir  aquel  decreto  i  al  hacerlo  ejecutar,  es 
manifiestamente  ilegal  i  anti-constitucionai. 

UE1  Intendente,  como  consta  por  su  oficio  de  fojas  2,  es- 
pidió el  decreto  de  prisión  de  que  he  hecho  mérito  contra 
el  Presidente  i  vocales  de  la  mesa  receptora  de  San  Esté- 
van,  por  considerarlos  infractores  del  art.  26  de  la  lei  de 
elecciones,  según  en  dicho  oficio  lo  espresa,  i  reos  de 
delito. 

uDe  paso  haré  presente  que  el  Intendente  se  paraloji- 
zó  completamente  al  citar  en  su  oficio  el  referido  art.  26, 
pues  este  se  refiere  a  las  juntas  calificadoras  que  inter- 
vinieron en  la  primera  formación  del  rejistro  i  que  ya 
no  funcionarán  jamas,  i  de  ninguna  manera  es  aplicable, 
en  lo  tocante  a  la  designación  del  local,  a  las  juntas  o 
mesas  receptoras^  que  intervienen  en  las  elecciones  di- 
rectas i  no  en  las  calificaciones,  pues  para  ellas  se  dictó 
la  disposición  final  del  art.  75,  en  que  se  les  ordena  co- 
locarse en  lugares  públicos  i  accesibles,  sin  hablarse  de 
plazas,  ni  de  plazuelas,  ni  de  atrios  de  templos.  El  se- 
ñor Intendente  citó,  pues,  mal  el  art.  26  de  la  lei  elec- 
toral, i,  a  falta  de  lei,  castigó  lo  que  61  llamó  delito  en 
los  vocales  de  la  mesa  de  San  Esteban,  de  una  manera 
que  él  creyó  mui  sencilla — la  de  mandarlos  a  la  cárcel. 
¡Remedio,  en  verdad,  mui  sencillo,  pero  mui  poco  legal! 

aPero  si  el  art.  26  de  la  lei  electoral  no  es  aplicable  a 
las  mesas  receptoras  én  cuanto  a  la  designación  del  lo- 
cal, lo  es  sí  en  cuanto  a  la  responsabilidad  de  los  miem- 
bros de  dichas  mesas  que  ¡se  niegan  a  funcionar,  que  no 
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concurren  o  que  se  ausentan,  por  referirse  a  él  directa- 
mente el  inciso  final  del  art.  79. 

uAliora  bien,  leyendo  ese  art.  26  que  él  mismo  cita, 
habría  visto  el  señor  Intendente  de  Aconcagua,  que  los 
vocales  de  una  mesa  receptora  que  no  asistieren  o  se  ne- 
garen sin  justo  motivo  a  desempeñar  el  cargo,  sufren  una 
multa  de  doscientos  pesos  o  cuatro  meses  de  prisión,  i  ha- 
bría visto  también  que,  según  el  art.  27,  a  la  Municipa- 
lidad corresponde  calificar  si  esos  motivos  son  o  no  jus- 
tos. Indudablemente  para  el  señor  Intendente  de  Acon- 
cagua no  fueron  mui  justos  los  motivos  en  que  se 
fundaron  para  no  funcionar  los  vocales  de  la  mesa  de 
San  Esteban,  puesto  que  los  mandó  apresar. 

"Pero  la  cuestión  es  que  el  señor  Intendente,  por  mui 
injustos  que  fuesen  los  tales  motivos,  se  arrogó,  al  cali- 
ficarlos por  sí  mismo,  un  derecho  que  no  tenía,  pues 
debió  dar  parte  a  la  Municipalidad  de  San  Felipe,  a 
quien  correspondía  esa  calificación.  Si  la  Municipalidad, 
oyendo  a  los  vocales,  calificaba  de  injustos  los  motivos, 
habría  llegado  el  caso  de  hacer  efectiva  la  multa  de  dos- 
cientos pesos,  facultad  que  corresponde  al  juez  de  letras, 
según  el  art.  126  de  la  lei  electoral,  i  solo  negándose  los 
vocales  al  pago  de  dicha  multa,  habría  podido  el  juez,  i 
no  el  Intendente,  decretar  la  prisión,  puesto  que  esta  se 
aplica  en  defecto  de  la  multa  i  no  conjuntamente. 

uHai  mas  todavía.  En  la  hipótesis  de  que  al  Intendente 
hubiese  correspondido  la  atribución  que  la  lei  confiere  a 
la  Municipalidad  i  al  juez  ordinario  del  departamento, 
no  pudo  aquel  decretar  prisión  contra  los  miembros  de 
la  mesa  receptora  de  San  Esteban,  pues  la  responsabili- 
dad que  pudo  imponerles  la  desobediencia  a  la  orden  del 
Intendente,  que  este  califica  como  infracción  del  art.  26 
de  la  lei  electoral,  no  constituye  para  esta  un  delito.  I 
en  efecto,  según  el  art.  124  de  la  lei  sobredicha,  no  hai 
delito  en  los  vocales  de  una  mesa  receptora  sino  cuando 
cometen  algún  fraude^  i  la  infracción  del  art  26  no  im- 
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plica'fraude  desde  que  se  castiga  solo   con  una  simple 

multa,  que  se  suple  por  una  prisión  de  cuatro  meses,  i 

no  *  se  J pena,  como  lo  establece  para  el  caso  de  delito  el 

art.  124,  con  pérdida  de  la  ciudadanía  ni  con  destierro. 

"Si  los  vocales  de  la  mesa  receptora  de  San  Esteban, 

aun  en  la  serie  de  hipótesis  desfavorables  para  ellos  que 

ha  hecho  discurrir  a  la  Comisión,  no  cometieron  delito 

de  ninguna  especie,  ¿cómo  pudo   el  Intendente  decretar 

prisión  en  su  contra  i  hacerla  efectiva?  ¿0  acaso  olvidó 

su  señoría  las  prescripciones  contenidas  en  el  art,  106  de 

la^lei^del  Réjimen  Interior,  i  en  los  arts.  12,  parte  4.*  i 

142  de  la  Constitución  del   Estado,  que  reglamentan  la 

facultad'de  "apresar? 

UE1  derecho  de  arrestar  puede  ejercerse  solo  en  caso 
de  delito' infragan  ti,  o,  cuando  habiendo  indicios  de  cul- 
pabilidad contra  un  individuo,  sea  preciso  asegurarse 
desde  luego[de  su  persona.  Los  vocales  de  la  mesa  de 
San  Esteban  no  se  hallaban  en  el  primero  de  esos  casos, 
porque  mal  puede  ser  delincuente  infraganti  el  que  no 
ha  cometido*  delito/ i  ya  se  ha  probado  que  no  es  delito 
la  infracción  del  art.  26  de  la  lei  de  elecciones,  que  sir- 
vió de  fundamento  al  decreto  de  prisión  librado  por  el 
Intendente^aun  [en  el  supuesto  de  que  esa  infracción 
hubiese  sido  efectiva. 

"No  se  hallaban  tampoco  en  el  segundo  caso,  ni  era 
preciso  asegurarseMesde  luego  de  la  persona  de  los  vo- 
cales, porque^segun'el^art.  142  de  la  Constitución,  no 
puede  ser  preso^erque  no  es  responsable  a  pena  corpo- 
ris-aflictiva  o  infamante,  i  ya  ha  visto  la  Cámara  que  los 
referidos  vocales,  aun  en  el  caso  peor  para  ellos,  no  ha- 
brían sido  responsables  sino  de  unajnulta  de  doscientos 
pesos/),  en  su  defecto,  cuatro  meses  de  prisión. 

.  UE1  señor  Intendente  de  Aconcagua*ha  violado,  pues, 
la  lei,  entrando  a  calificar  la  justicia  o  injusticia  de  los 
motivos  que  impidieron  funcionar  a  los  vocales  de  la 
mesa  de  San  Esteban;  la  ha  violado,  calificando  de  deli- 
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to  lo  que  la  lei  no  considera  como  tal,  i  graduando  como 
corporis-aflictiva  o  infamante  la  pena  que  creyó  aplica- 
ble a  ese  delito  imajinario;  se  ha  arrogado  facultades 
que  correspondían  a  la  Municipalidad  i  al  juez  ordina- 
rio; ha  decretado  prisión  contra  los  vocales  en  un  caso 
en  que  la  lei  no  le  autorizaba  para  ello,  infrinjiendo  así, 
no  solo  la  parte  4.a  del  art.  12  de  la  Constitución,  que  se 
refiere  terminantemente  a  las  leyes,  sino  el  art.  142  que 
no  autoriza  el  uso  de  la  facultad  de  apresar  sino  respec- 
to de  los  individuos  responsables  a  penas  corporis-aflic- 
tivas  o  infamantes,  i  nadie  sostendrá  por  cierto  que  sea 
de  esa  naturaleza  una  simple  multa. 

"A  estas  conclusiones  arribó  la  Comisión  en  cuanto  al 
segundo  capítulo  de  acusación,  i,  en  vista  de  ellas,  pres- 
cindiendo dql  tercer  capítulo  de  acusación  por  el  motivo 
que  espresa  en  su  informe  i  que  creo  haber  recordado, 
no  trepidó  en  someter  a  la  Honorable  Cámara  el  pro- 
yecto de  acuerdo  relativo  a  que  se  declare  que  ha  lugar 
a  formación  de  causa  contra  el  señor  Intendente  de 
Aconcagua,  por  infracción  de  los  arts.  18  i  12,  parte  4/ 
de  la  Constitución. 

"Sería  de  desear,  pues,  que  el  señor  Ministro'  del  In- 
terior, dejándose  de  interpretaciones  de  la  Constitución, 
que  a  nada  conducen  por  el  momento,  se  concretara  a 
desvanecer  los  cargos  i  razones  en  que  se  apoyan  los 
dos  capítulos  de  acusación  aceptados  por  la  Comisión  a 
cuyo  nombre  he  tomado  la  palabra.» 
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CONSULTA 


Sobre  la  acusación  a  la  Corte  Suprema  de  Jtuticia 


"Santiago,  noviembre  18  de  1868. — Los  infrascritos, 
^  Diputados  al  Congreso  Nacional,  al  emitir  su  voto  en  la 
Cámara  negando  lugar  a  la  proposición  de  acusación  a 
la  Corte  Suprema,  han  creído  adoptar  la  única  resolución 
que  era  compatible  con  los  preceptos  de  nuestra  Carta 
Fundamental.  En  efecto,  los  seis  primeros  cargos  formu- 
lados contra  la  Corte  descansan  en  hechos  que  no  podrían 
de  modo  alguno  caer  bajo  la  disposición  de  la  segunda 
parte  del  art.  38  do  la  Constitución,  ni  conferir  iniciati- 
va a  la  Cámara  de  Diputados  para  acusar,  ni  jurisdicción 
al  Senado  para  juzgar,  ya  por  consistir  en  aplicación  de 
lei  a  una  contienda  sometida  a  la  decisión  del  tribunal  o 
en  actos  ajenos  a  las  funciones  de  majistrado.  Esto  sin 
tomar  en  cuenta  que,  de  esos  cargos,  cinco  se  refieren  a 
fallos  pronunciados  por  el  tribunal,  en  que  se  ha  hecho 
justa  i  debida  aplicación  de  la  lei,  i  que  el  que  lleva  el 
número  5.°  reposa  en  un  hecho  de  cuya  existencia  no 
hai  prueba  alguna,  i  que  en  vista  de  las  investigaciones 
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practicadas  por  la  Comisión,  se  forma  la  convicción  de 
que  jamas  lia  existido.  Los  cuatro  últimos  cargos,  acep- 
tándolos como  la  Comisión  informante  los  espone,  no 
importarían  notable  abandono  de  deberes,  ni  en  los  tér- 
minos del  derecho  civil  ni  del  derecho  constitucional, 
que  autorizase  una  acusación  ante  el  Senado:  siendo  de 
notar  que,  respecto  de  unos,  las  mismas  piezas  que  se  ha 
tenido  presente  manifiestan  que  no  han  existido  los  he- 
chos en  que  se  fundan,  que  ninguno  de  ellos  puede  cali- 
ficarse de  falta,  i  que  todos  consisten  en  procedimientos 
sujetos,  por  su  misma  naturaleza,  a  la  discreción  del  tri-  ' 
bunal,  practicados  en  su  mayor  parte  de  tiempo  atrás  i 
cuya  legalidad  se  pone  hoi  por  primera  vez  en  duda. 

"Con  todo,  los  Diputados  que  suscriben  han  visto  con 
estrañeza  que  doctrinas  i  conclusiones  tan  claras,  indu- 
bitables i  verdaderas  han  sido  desestimadas  por  la  Cá- 
mara a  que  pertenecen,  i  creen  de  su  deber  hacer  un 
llamamiento  a  sus  colegas,  abogados  del  foro  chileno,  a 
fin  de  que  espresen  franca  i  concienzudamente  su  pare- 
cer, acerca  de  los  méritos  i  fundamentos  de  la  acusación 
entablada  contra  la  Corte  ¡Suprema,  bajo  el  puntp  de  visi- 
ta constitucional  i  legal,  prescindiendo  de  toda  otra  con- 
sideración que  no  debiera  tenerse  en  cuenta  por  el  juris- 
consulto al  dar  su  dictamen. 

'  "Esta  invitación  al  cuerpo  de  abogados  es  tanto  mas 
oportuna  i  justificada,  en  el  presente  caso,  cuanto  que 
nadie  desconoce  la  importancia  que  de  suyo  tiene  la  re- 
solución adoptada  por  la  Cámara,  atendidos  los  princi- 
pios que  sin  duda  han  debido  servirle  de  base,  i  el  fu- 
nesto precedente  que  ella  establece  para  la  independencia 
del  poder  judicial. — J.  V.  Lastarria. — Antonio  Varas. — 
José  Manuel  Pizarro. — Enrique  Cood. — M.  Renjifo. — 3Í. 
Martínez. » 
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CONTESTACIÓN 

"Los  que  suscriben,  respondiendo  gustosos  al  llama- 
miento que  se  lian  servido  hacerles  sus  honorables  cole- 
gas de  profesión,  miembros  actualmente  de  la  Cámara 
de  Diputados,  para  que  franca  i  concienzudamente  es- 
presen su  opinión  profesional  sobre  el  mérito  i  funda- 
mento que  tenga  la  acusación  entablada  por  dicha  Cá- 
mara contra  la  Suprema  Corte  de  Justicia,  bajo  el  punto 
de  vista  constitucional  i  legal,  han  procedido  al  examen 
frió  o  imparcial  de  las  cuestiones  que  en  sí  envuelve  esa 
acusación,  hecha  completa  abstracción  de  todo  lo  que 
puede  perturbar  la  razón  serena  del  jurisconsulto,  en  el 
estudio  de  una  cuestión  legal;  i  el  resultado  de  este  es- 
tudio ha  conducido  a  los  infrascritos  a  las  conclusiones 
que  se  espresarán  mas  adelante. 

"La  primera  cuestión  que  ha  llamado  la  atención  de 
los  infrascritos,  así  como  también  llamó  justamente  la 
(Jo  ustedes  al  debatir  la  acusación  en  el  seno  de  la  Cá- 
mara de  Diputados,  es  la  de  la  constitucionalidad  o  in- 
constitucionalidad  de  esa  acusación,  o,  lo  que  es  lo  mis- 
mo, la  de  si  el  Senado  es  o  nó  competente  para  conocer 
de  ella  i  fallarla  como  juez. 

"Sobre  este  punto,  los  infrascritos  juzgan  indispensa- 
ble no  perder  de  vista  las  consideraciones  siguientes: 

"1.a  Que  por  el'art.  108  de  la  Constitución  vijente,  ocla 
facultad  de  juzgar  las  causas  civiles  i  criminales  perte- 
nece esclusivamente  a  los  tribunales  establecidos  por  la 
lei,D  con  inhibitoria  espreBa  para  que  ni  el  Presidente 
de  la  República  ni  el  Congreso  puedan  en  ningún  caso 
ejerce?*  funciones  judiciales; 

"2.a  Que  la  única  escepcion  que  la  misma  Constitución 
pone  a  esta  regla,  es  la  que  resulta  del  número  2.°,  art. 
39,  que  atribuyo  al  Senado  la  facultad  de  «juzgar  a  los 
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funcionarios  que  acusase  la  Cámara  de  Diputados,  con 
arreglo  a  lo  prevenido  en  los  arts.  38  i  98;» 

a3.a  Que,  según  el  inciso  6.°  de  la  parte  2.a  del  citado 
art.  38,  uno  de  los  casos  en  que  compete  a  la  Cámara  de 
Diputados  la  facultad  de  acusar,  i  por  consiguiente  al 
Senado  la  de  juzgar,  es  cuando  se  imputase  a  los  majis- 
trados  de  los  tribunales  superiores  de  justicia  notable 
abandono  de  sus  deberes,  en  cuyo  caso  el  Senado  juzga  al 
acusado,  según  el  art.  98,  ejerciendo  un  poder  discrecio- 
nal, ya  sea  para  caracterizar  el  delito,  ya  para  dictar  la 
pena ; 

u4.a  Que  circunscrita  de  este  modo  la  jurisdicción  dis- 
crecional del  Senado  sobre  los  majistrados  de  los  tribu* 
nales  superiores  de  justicia,  al  único  caso  en  que  se  les 
acusare  de  abandono  notable  de  deberes,  su  jurisdicción 
no  puede  pasar  mas  allá  de  este  delito,  entrando  a  cono- 
cer de  otros  que  por  la  misma  Constitución  estén  some- 
tidos a  trámites  i  penas  establecidos  por  la  lei ; 

"5.a  Que  en  este  ultimó  caso  se  encuentran  todos  los 
delitos  que  un  majistrado  cometiere  fuera  del  ejercicio 
de  sus  funciones  de  juez,  los  cuales  están  sometidos  al 
juzgamiento  de  los  jueces  ordinarios,  por  los  arts.  24  i  34 
del  reglamento  de  administración  de  justicia;  i  los  que 
cometiere  como  majistrado,  están  sometidos,  no  a  un  po- 
der discrecional  i  arbitrario  como  el  que  corresponde  al 
Senado,  sino  a  procedimientos  i  penas  que  deben  emanar 
de  la  misma  lei;  pues  el  art.  111  de  la  Constitución,  al 
declarar  a  los  jueces  personalmente  responsables  por  los 
crímenes  de  cohecho,  falta  de  observancia  de  las  leyes 
que  reglan  el  procedimiento,  i  enjeneral  por  toda  pre- 
varicación o  torcida  administración  de  justicia,  cuida  de 
agregar:  que  da  lei  determinará  los  casos  i  el  modo  de 
hacer  efectiva  esta  responsabilidad." 

"6.a  Que  contrastando  el  procedimiento  que  la  Cons- 
titución establece  al  atribuir  al  Senado  jurisdicción  para 
juzgar  el  delito  de  abandono  notable  de  deberes,  con  el 
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procedimiento  que  el  art.  111  de  la  misma  Constitución 
reserva  espresamente  a  la  lei  para  los  otros  delitos  de 
que  puede  hacerse  reo  un  majistrado,  resulta  necesaria- 
mente que  la  jurisdicción  concedida  para  el  primer  caso, 
no  puede  comprender  el  segundo;  porque  si  lo  compren- 
diera sería  preciso  investir  al  Senado  de  facultades  es- 
traordinarias,  convirtiéndolo  en  lejislador,  puesto  que  a 
esto  equivale  transferirle  facultad  para  ordenar  un  proce- 
dimiento i  señalar  una  pena  que  debe  emanar  de  la  mis- 
ma lei,  i  no  del  poder  discrecional  de  nadie; 

"7.a  Que  desde  que  tal  poder  no  ha  sido  conferido  por 
la  Constitución  al  Senado,  sino  que  por  el  contrario  ha 
sido  espresamente  reservado  -por  ella  a  la  misma  lei,  es 
evidente  que  todo  lo  que  el  Senado  hiciera  usurpando  a 
la  lei  lo  que  es  peculiar  a  ella,  sería  nulo;  pues  según  el 
art.  160  de  la  Constitución: — «Ninguna  majistratura, 
ninguna  persona,  ni  reunión  de  personas  puede  atribuir- 
se, ni  aun  a  pretesto  de  circunstancias  estraordinarias^  otra 
autoridad  o  derechos  que  los  que  espresamente  se  les  haya 
conferido  por  las  leyes.  Todo  acto  en  contravención  a  es- 
te artículo  es  nulo;» 

"8.a  Que  la  incompetencia  del  Senado  para  juzgar  otra 
clase  de  delitos  que  el  de  abandono  notable  de  deberes 
por  parte  de  un  majistrado,  no  solo  resulta  de  las  dispo- 
siciones constitucionales  antes  citadas,  sino  hasta  de  la 
naturaleza  misma  de  la  composición  de  ese  cuerpo  polí- 
tico; pues  no  requiriendo  el  art.  32  de  la  Constitución, 
entre  las  condiciones  de  idoneidad  para  ser  elejido  Sena- 
dor, la  calidad  de  abogado,  habría  sido  absurdo  que 
ella  hubiese  encomendado  a  una  majistratura  imperita 
en  derecho,  la  facultad  de  decidir  si  en  ciertos  casos  se 
había  hecho  o  nó  por  un  tribunal  errónea  aplicación  de 
la  lei; 

"9.a  Que  aunque  la  Cámara  de  Diputados  ha  resuelto 
ya  acusar,  suponiendo  así  implícitamente  que  los  hechos 
sobre  que  versa  la  acusación  están  sujetos  a  la  jurisdic- 
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cion  del  Senado;  sin  embargo,  esta  resolución  no  puede 
ni  debe  surtir  efectos  legales  que  constituyan  al  Senado 
en  la  indispensable  necesidad  de  aceptar  la  acusación, 
desde  que  por  la  C onstitu cion  ambas  Cámaras  son  inde- 
pendientes i  soberanas  en  el  ejercicio  de  sus  peculiares 
atribuciones; 

"10.  Que  esta  conclusión  se  corrobora  con  la  conside- 
ración del  papel  que  la  Constitución  asigna  a  cada  Cá- 
mara en  estas  materias,  confiriendo  a  la  de  Diputados  el 
de  parte  acusadora  i  solo  al  Senado  el  de  juez  de  la  acu- 
sación; 

UH.  Que  es  una  máxima  inconcusa  de  jurisprudencia, 
a  la  vez  que  un  principio  de  razón  natural  i  de  buen  sen- 
tido, que  solo  al  juez  compete  marcar  la  esfera  de  su  ju- 
risdicción; pues  sería  absurdo  colocar  en  la  voluntad  de 
la  parte  reclamante  el  poder  de  llevar  el  conocimiento 
de  la  causa  que  promoviera  ante  la  majistratura  que  me- 
jor le  pareciera; 

"12.  Que  de  acuerdo  con  este  principio,  el  art.  1.°  del 
reglamento  del  Senado  establece:  que  esta  Cámara  debe, 
ante  todo,  declarar  si  es  o  nó  de  su  competencia  el  juz- 
gamiento de  los  hechos  que  la  de  Diputados  hubiese 
aceptado  como  materia  de  acusación. 

"En  virtud  de  las  consideraciones  que  preceden,  los 
que  suscriben  se  adhieren  en  j  ene  ral  a  los  principios 
sostenidos  por  sus  honorables  colegas  en  el  seno  de  la 
Cámara  de  Piputados,  con  ocasión  del  debate  que  ha 
habido  en  ella  a  propósito  de  si  debería  o  nó  admitirse 
la  proposición  de  acusación  contra  los  majistrados  de  la 
Corte  Suprema  de  Justicia;  i  en  consecuencia  son  de 
dictamen:  1.°  que  la  Cámara  de  Diputados  solo  puede 
acusar  a  los  majistrados  de  los  tribunales  superiores  de 
justicia,  por  notable  abandono  de  sus  deberes;  2.°  que  la 
calificación  que  esta  Cámara  hiciera  como  parte  acusadora, 
de  que  ciertos  actos  actos  constituyen  notable  abandono 
de  deberes,  no  coarta  la  jurisdicción  que  el  Senado,  úni- 
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cojuez  en  la  materia,  ejerce  al  apreciar  i  estimar  esos 
actos  según  su  carácter  i  naturaleza;  3.°  que  la  jurisdic- 
ción del  Senado  está  circunscrita  solo  a  las  faltas  por 
notable  abandono  de  deberes;  i  4.°  que  en  consecuencia  es- 
tán fuera  de  la  jurisdicción  de  ese  tribunal  los  delitos  de 
prevaricato,  torcida  administración  de  justicia  i  cuales- 
quiera otros  de  que  un  majistrado  pudiera  hacerse  res- 
ponsable, ya  como  juez,  ya  como  persona  privada. 

"La  segunda  cuestión  que  se  desprende  de  la  consulta 
que  se  examina,  tiene  por  objeto  averiguar:  si  en  los 
seis  cargos  que  acepta  el  acuerdo  de  la  Cámara  de  Di- 
putados como  bases  de  acusación  contra  los  majistrados 
de  la  Corte  Suprema  de  Justicia,  hai  o  nó  materia  para 
que  pueda  considerárseles  reos  de  notable  abandono  do 
sus  deberes.  Como  esta  proposición  es  compleja,  se  hace 
indispensable  examinar  uno  a  uno  los  cargos  que  dicho 
acuerdo  de  acusación  comprende. 

"Considerando  en  cuanto  al  primero  de  esos  hechos, 
esto  es: — uInfraccion  de  la  lei  de  12  de  setiembre  de 
1851,  en  la  querella  de  capítulos  iniciada  contra  don 
Salvador  Cabrera,  en  que  la  Corte  Suprema  cerró  la 
puerta  a  toda  investigación  judicial  sobre  esos  capítu- 
los." 

"1.°  Que  aun  dando  por  sentada  esa  errónea  aplicación 
de  la  lei,  el  hecho  no  constituiría  abandono  de  deberes, 
sino  solo  mal  desempeño  de  ellos; 

u2.°  Que  el  mal  desempeño  del  deber  de-  administrar 
justicia  constituye  un  prevaricado,  delito  que  por  el  art. 
111  de  la  Constitución  está  sustraído  literalmente  a  la 
jurisdicción  discrecional  del  Senado,  i  reservado  a  pro- 
cedimientos i  castigos  que  deben  ser  establecidos  por  la 
lei; 

u3.°  Que  esa  supuesta  aplicación  errónea  de  la  lei  ha 
sido  hecha  por  el  tribunal  en  cuerpo,  i  según  nuestras 
actuales  leyes,  resoluciones  dictadas  de  este  modo  no 
autorizan  a  pesquizar  ni  perseguir  al  tribunal  que  las 
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hubiese  pronunciado,  a  menos  que  se  señalen  hechos  es- 
pecíficos, independientes  de  la  resolución  misma  i  que 
por  sí  constituyan  delito,  como  oríjen  o  causa  inmediata 
del  fallo  que  se  califica  de  erróneo; 

"4.°  Que  ni  aun  existe  el  error  que  se  supone  i  que  se 
asigna  como  base  del  cargo,  pues  en  el  caso  de  empate  de 
votos  sobre  la  calificación  de  los  capítulos  que  deberían 
o  nó  aceptarse  como  puntos  de  acusación  contra  el  juez 
don  Salvador  Cabrera,  la  Corte  de  Apelaciones  había 
llamado  a  un  juez  tercero  para  dirimir  esa  discordia;  i 
como  el  juez  capitulado  apeló  de  esta  resolución,  la  Cor- 
te Suprema  resolyió  quo  a  este  caso  debía  aplicarse  la 
regla  1.a  del  art.  2.°  delalei  de  12  de  setiembre  de  1851; 
con  lo  cual  la  Suprema  Corte  no  hizo  mas  que  confor- 
marse estrictamente  a  la  citada  lei; 

u5.°  Que  la  disposición  de  esta  lei  está  concebida  en 
términos  demasiado  claros  i  absolutos,  para  que  pueda 
dudarse  seriamente  de  su  congruente  i  acertada  aplica- 
ción al  caso  que  se  examina;  pues  por  una  parte  se  tra- 
taba de  un  proceso  criminal,  cual  era  la  capitulación  de 
un  juez  querellado;  i  por  otra  la  lei  previene  que  en  caso 
de  empate  en  causas  criminales,  formará  resolución  la 
opinión  mas  favorable  al  acusado; 

"6.°  Que  la  lei,  al  hablar  del  modo  como  debe  enten- 
derse dirimida  una  discordia  o  empate  de  votos  en  cau- 
sas criminales,  emplea  la  palabra  resolución  en  sentido 
absoluto,  sin  distinguir  las  resoluciones  interlocutorias 
de  las  definitivas;  de  manera  .que  no  distinguiendo  la  lei 
unas  de  otras,  es  lójico  entender  quo  se  refiere  a  ambas, 
i  en  este  sentido  se  ha  entendido  siempre  en  la  práctica; 

"7.°  Que,  en  consecuencia,  el  presente  cargo,  a  mas  de 
salir  de  la  esfera  de  la  jurisdicción  del  Senado,  no  está 
siquiera  apoyado  en  antecedentes  que  pudieran  hacerlo 
aceptable  ante  cualquiera  otra  autoridad  competente. 

"Considerando  respecto  del  segundo  cargo,  esto  es: — 

"Caso  de  un  proceso  criminal  levantado  enMelipilla  por 
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un  asesinato,  cuya  sumaria  se  ordenó  rehacer  por  el  Pre- 
sidente de  la  Corte  Suprema,  que  se  trasladó  en  persona 
a  aquel  lugar,  haciéndose  ademas  procesar  por  autorida- 
des civiles  al  reo  que  tenía  fuero  militar:" 

ul.°  Que  aun  dando  el  hecho  por  cierto,  él  no  consti- 
tuiría un  delito  de  abandono  notable  de  deberes,  sino 
simplemente  un  delito  de  falsificación,  ajeno  por  tanto  a 
la  jurisdicción  del  Senado,  i  sujeto  esclusivamente  a  la 
pesquisa  i  castigo  de  las  autoridades  ordinarias; 

"2.°  Quq,  en  la  misma  hipótesis,  es  un  error  de  derecho 
suponer  que  el  Presidente  de  la  Corte  Suprema  hubiese 
cometido  ese  delito,  como  tal  Presidente;  pues  sus  fun- 
ciones están  limitadas  al  recinto  del  tribunal  i  a  lo  me- 
ramente económico-interno  del  mismo,  sin  que  por  sí 
solo  tenga  jurisdicción,  debiendo,  para  ejercerla,  asociarse 
a  sus  démas  colegas  i  obrar  de  acuerdo  con  ellos; 

"3.°  Que,  en  consecuencia,  ese  delito  de  falsificación 
no  podría  ser  imputado  al  Presidente  de  la  Corte  Supre- 
ñia  en  su  carácter  de  majistrado,  desde  que  no  pudo 
obrar  por  sí  solo  como  tal,  sino  que  a  lo  sumo  le  sería 
imputable  como  a  persona  privada,  ni  mas  ni  meaos  co- 
mo un  homicidio,  hurto,  etc.,  que  hubiera  podido  come- 
ter; 

u4.°  Que  por  los  documentos  publicados,  ni  aun  indi- 
cios aparecen  de  que  tal  delito  se  hubiese  cometido,  ni 
menos  se  descubre  la  participación  que  por  complicidad 
hubiera  tenido  en  él  el  majistrado  acusado,  ya  que  él  no 
pudo  tampoco  ser  autor  de  esa  falsificación; 

4t5.°  Que  el  enjuiciamiento  de  la  persona  autor  de 
la  muerte  que  se  persiguió  en  esa  sumaria,  fué  iniciado 
por  la  justicia  ordinaria,  sin  reclamación  del  reo  ni  del 
ájente  fiscal,  quienes  aceptaron  su  competencia,  i  a  ma- 
yor abundamiento  el  hecho  que  dio  oríjen  a  esa  pesquisa 
fué  ejecutado  por  el  reo  en  su  carácter  de  inspector,  cir- 
cunstancias que  ponen  fuera  de  toda  observación  la  le- 
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gal  competencia  de  las  autoridades  ordinarias  para  co- 
nocer i  juzgar  de  ese  proceso;  i 

u6.°  Que  por  lo  espuesto,  el  presente  cargo  incide  en 
las  mismas  condiciones  legales  que  el  anterior,  esto  es, 
no  ser  de  tal  naturaleza  que,  aun  siendo  verdadero,  pu- 
diera recaer  bajo  la  jurisdicción  del  Senado;  i  como  re- 
sulta de  todo  punto  improbado,  ni  aun  la  justicia  ordina- 
ria podría  hallar  en  él  bases  suficientes  para  una  pesqui- 
sa, i  menos  todavía  para  una  condenación. 

"Considerando  respecto  del  tercer  cargo,  esto  es: — 
"Falta  de  cumplimiento  del  art.  5.°  del  Código  Civil." 
"1.°  Que  tal  falta  no  lia  existido;  i 

u2.°  Que  aun  cuando  la  hubiera  habido,  ella  no  daría 
base  legal  a  una  acusación,  desde  que  el  motivo  en  que 
se  la  apoya  es  un  hecho  sicolójico,  que  se  escapa  a  toda 
investigación  humana,  cual  es  que  el  tribunal  haya  te- 
nido dudas  acerca  de  la  aplicación  de  la  lei. 

"Considerando  respecto  del  cuarto  cargo,  esto  es: — 
"Omisión  de  visitas  de  cárceles,  haciéndolas  practicar 
por  comisiones  especiales:" 

"1.°  Que  la  omisión  que  se  indica  como  jeneral  no  ha 
tenido  lugar  mas  que  en  un  solo  caso,  i  esto  por  moti- 
vos que,  a  juicio  de  la  junta  de  visita,  fueron  calificados 
por  ella  como  suficientes  para  escusarla  esa  vez  de 
practicar  la  visita  en  cuerpo;  calificación  que  no  sale  de 
la  esfera  de  las  facultades  ordinarias  que  competen  a  los 
majistrados  reunidos  en  junta  de  visita; 

"2.°  Que  ese  acuerdo  no  suprimió  la  visita,  i  solo  va- 
rió la  forma  en  que,  atendidas  las  circunstancias,  se  es- 
timó que  podía  practicarse,  i  dos  de  los  majistrados  acu- 
sados, efectivamente  la  practicaron;  i 

u3.°  Que  tampoco  esa  omisión  constituye  un  abando- 
no notable  de  deberes,  sino  que  por  el  contrario  el  hecho 
único  que  se  cita  prueba  la  asidua  regularidad  con  que 
*se  deber  se  ha  cumplido. 
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"Considerando  respecto  del  quinto  cargo,  esto  es: — 
"Relaciones  secretas  en  las  audiencias  del  tribunal": 

"1.°  Que  no  hai  lei  alguna  que  prescriba  a  los  tribu- 
nales el  deber  de  tener  abierta  constantemente  la  sala 
de  sus  audiencias; 

"2.°  Que  la  institución  de  lo.  pública  es  por  el  contrario 
una  prueba  de  que  las  demás  audiencias  de  un  tribunal 
no  están  sujetas  a  una  publicidad  sostenida  i  continua;  i 

u3.°  Que  el  único  derecho  que  consagra  lei  es  a  favor 
del  abogado  i  las  partes,  de  presenciar  las  relaciones  de 
sus  causas  i  alegar  en  ellas;  derecho  de  que  siempre  se 
ha  gozado  sin  la  menor  coartación,  i  aun  con  ancha  am- 
plitud, pues  es  frecuente  que,  a  mas  do  los  abogados  i 
las  partes,  presencien  la  relación  i  los  alegatos  varias 
otras  personas  que,  sin  interés  en  el  pleito,  concurren  a 
su  vista  por  curiosidad  o  por  el  deseo  do  instruirse. 

"Considerando  respecto  del  sesto  cargo,  esto  es: — 
"Frecuentes  inasistencias  del  tribunal  a  las  audiencias 
que  debo  celebrar  los  dias  jueves:" 

"1.°  Que  este  cargo  es  vago,  desde  que  no  se  demues- 
tra cual  sea  el  perjuicio  que  por  61  haya  podido  sufrir  la 
pronta  i  recta  administración  de  justicia; 

"2.°  Que  las  audiencias  ele  un  tribunal  tienjen  por  ob- 
jeto el  despacho  de  las  causas  pendientes,  de  donde  so 
sigue  que,  no  habiéndolas,  o  no  estando  en  estado  do 
despacharse,  a  nihgun  deber  falta  el  tribunal  que  en  cir- 
cunstancias de  esa  especie  deja  de  concurrir  a  las  au- 
diencias; 

"3.°  Que  la  apreciación  del  recargo  de  labores  de  un 
tribunal  i  la  distribución  del  trabajo  que  debe  allanarlo, 
son  puntos  que  so  rozan  .con  la  economía  interna  del 
mismo,  i  que  no  pueden  ser  juzgados  con  acierto  sino 
por  él;  i 

4t4.°  Que  esta  distribución  del  trabajo  en  ciertos  dias 
de  audiencia,  jamas  se  ha  estimado  como  contraria  al 
celo  del  tribunal  por  el  pronto  despacho  de  las  causas 
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pendientes,  i  no  lia  sido  por  tanto  objeto  de  ningún  re- 
querimiento de  parte  de  las  autoridades  llamadas  a  ve- 
lar por  la  pronta  administración  de  justicia. 

uEn  virtud  de  las  consideraciones  espuestas,  los  que 
suscriben  opinan: 

uQue  ninguno  de  los  hechos  incriminados  a  los  miem- 
bros de  la  Corte  Suprema,  constituye,  aisladamente  o  en 
conjunto,  el  delito  de  notable  abandono  de  sus  deberes 
como  majistrados;  i  que,  por  consiguiente,  no  hai  méri- 
to legal  para  proceder  contra  ellos,  ni  competencia  en  el 
Senado  para  juzgarles. 

"Las  conclusiones  que  preceden,  lo  mismo  que  casi 
todas  las  consideraciones  en  que  están  fundadas,  no  son 
mas  que  el  resumen  de  las  ideas  acojidas  por  ustedes  i 
el  honorable  Diputado  por  Chillan,  don  Domingo  Artea- 
ga  Alemparte,  en  los  importantes  debates  que  ha  habi- 
do en  la  Cámara  de  Diputados;  i,  por  lo  tanto,  ha  pare- 
cido a  los  infrascritos  que  era  innecesario  entrar  en  ma- 
yores esplicaciones  sobre  ellas  i  que  bastaba  presentarlas 
en  la  forma  concisa  i  descarnada  de  este  dictamen. 

"Santiago,  noviembre  24  de  1868. — Andrés  de  Ville- 
gas.— Gabriel  Ocampo. — Evaristo  del  Campo. — Jorje  2.° 
Huneeus. — Cosme  Campillo. — Juan  Vicente  de  Mira. — 
José  Castillo.— Benjamin  Campillo. — José  Eujenio  Ver- 
gara. — Francisco  Ugarte  Valdés. — Francisco  Puelma. — 
Mariano  González  Búlnes. — Waldo  Silva. — Horacio  Za- 
ñartu. — Julio  Zégers. — José  Tiburcio  Bisquertt. — Fede- 
rico Novoa  Arteaga.— Santiago  Prado. — Anselmo  Cruz 
Vergara. — Marco  A.  Gundian. — Juan  de  Mata  Castro. — 
Juan  Diego  Infante. — Raimundo  Antonio  León. — Ber- 
nardino  Antonio  Vila. — José  Nicolás  Hurtado. — Rafael 
Sotomayor. — José  Santiago  Velásquez. — Máximo  Gaín- 
za. — Ramón  Picarte. — Juan  de  Dios  Bazo. — J.  N.  Dávi- 
la  A. — Domingo  Arce. — Jovino  Novoa. — Diego  Arms- 
trong. — Manuel  García  de  la  Huerta. — Vicente  Reyes. 
— Miguel  Cruchaga. — Vicente   Dávila   Larraín. — Juan 
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Domingo  Dávila. — Josó  María  Urquieta, — Juan  A.  Man- 
ríquez  Urrútia. — José  Joaquín  Larrain  Zañartu. — Igna- 
cio Zenteno. — Manuel  D.  Bravo  Olavarrieta, — Ramón 
Murillo. — Baldomcro  Pizarro. — José  Clemente  Fábres. 
— Julián  G.  Riesco. — Serapio  Rocuant. — Miguel  Elizal- 
de. — Manuel  A.  Peña. — José  Luis  Arrate. — José  Gas- 
par de  la  Carrera. — Samuel  Salamanca. — F.  García  de 
la  Huerta. — Guillermo  E.  Rodríguez. — Francisco  Frei- 
ré.— Francisco  de  B.  Eguigúren. — Francisco  E.  Berna- 
les. — José  del  P.  Medina. — Ricardo  Matte. — Juan  P. 
Vargas. — Abel  de  la  Cuadra. — José  Antonio  Tagle  A. — 
Anjei  Artigas. — Juan  Domingo  Tagle  A. — Carlos  A. 
Roger. — Ambrosio  Rodríguez  O. — Manuel  José  Cerda. 
— José  Antonio  Alvarez. — Ramón  Cerda. — Ramón  de 
Rozas. — Manuel  L.  Cerda. — José  A.  Lira. — Pastor  Ro- 
mán.— Manuel  Bello. — Carlos  Boizard. — Benjamín  Ve- 
lasco. — Ramón  G.  Concha. — Domingo  Otaegui. — Javier 
Muñoz  Riquelme." 
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ANEXO    NUMERO    ÍO 


DISCURSO 

Pronunciado  en  sesión  de  la  Cámara  de  Diputados  de  20  de  agosto 
de  1873,  a  propósito  de  la  facultad  de  nombrar  Comiftioncs 


"El  seSor  Huneeus. — Principiaré  por  declarar  que 
me  asocio  de  todo  corazón  a  la  indicación  que  ha  formu- 
lado el  honorable  señor  Balmaceda.  Participo  completa- 
mente de  las  opiniones  que  ha  emitido  en  su  discurso,  i, 
deseo-  como  61  que  la  Cámara  de  Diputados  manifieste  su 
anhelo  porque  la  reforma  electoral,  ya  algo  retardada 
por  inconvenientes  que  no  es  del  caso  recordar,  llegue 
lo  mas  pronto  que  sea  posible  a  convertirse  en  lei.  Pero 
para  apoyar  la  indicación  no  habría  sido  necesaria  que 
yo  tomara  la  palabra,  pues  parece  que  será  bien  acojida 
por  la  mayoría,  sino  por  la  totalidad  de  los  miembros  de 
la  Cámara.  Veo  con  satisfacción  que  el  honorable  señor 
Ministro  del  Interior  tampoco  se  ha  opuesto  a  la  idea 
que  entraña  el  proyecto  de  acuerdo  i  que  solo  se  han 
despertado  en  él  algunos  escrúpulos  constitucionales;  pe- 
ro creo  que  con  pocas  palabras  pueden   desvanecerse. 

"Se  trata  de  saber  si  la  Camarade  Diputados  tiene  fa- 
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cuitad  do  nombrar  una  Comisión,  sea  de  los  miembros 
propuestos  por  el  señor  Balmaceda,  sea  do  los  que,  a  no 
dudarlo,  elejirá  acertadamente  el  señor  Presidente,  para 
que  asistan  a  las  deliberaciones  del  Senado  con  la  mira 
de  sostener  el  proyecto  aprobado  por  esta  Cámara. 

"Dos  son  los  fundamentos  que  la  Cámara  debe  tomar 
en  cuenta  cuando  trata  de  resolver  alguna  cuestión:  1.°  la 
lei  escrita,  i  2.°  la  tradición.  Las  costumbres  parlamen- 
tarias, señor,  forman  algo  que  es  mui  necesario  respetar 
si  no  se  quiere  echar  en  olvido  el  derecho  consuetudi- 
nario. 

"Voi  a  permitirme  recordar  algunos  casos,  que  basta- 
rán, lo  espero,  para  que  el  señor  Ministro  se  persuada 
de  que  con  el  nombramiento  de  la  Comisión  nada  hace- 
mos que  pueda  afectar  las  prerogativas  del  Senado,  i 
que  con  ella  damos  un  paso  que,  en  esta  Cámara  que 
principia  ahora  sus  funciones,  tendrá  una  alta  significa- 
ción para  el  pais:  el  de  manifestar  que  nos  anima  a  to- 
dos el  deseo  del  honorable  señor  Balmaceda. 

"El  año  49  se  suscitó  en  la  Cámara  de  Diputados  una 
interesante  discusión  que  talvez  ninguno  de  los  miem- 
bros  de  la  actual  Cámara  recuerde,  porque  todos  éramos 
mui  jóvenes  entonces;  pero  que  conoceremos  muchos  por 
haber  leído  sus  detalles  en  el  Boletín  de  Sesiones.  Esa 
discusión  se  refiere  a  un  proyecto  de  lei  que  tenía  por 
objeto  interpretarla  parte  6.ft  del  art.  36  de  la  Constitu- 
ción i  el  art.  161,  referente  la  primera  al  alcance  de  las 
facultades  extraordinarias  i  el  searundo  al  estado  de  sitio. 
El  actual  Presidente  de  la  República  fué  uno.  de  los  mas 
acalorados  sostenedores  del  proyecto,  que,  no*  obstan- 
te la  oposición  de  los  amigos  del  Gobierno,  fué  aprobado 
en  la  Cámara  de  Diputados. 

"Entonces  esta  Cámara  nombró  una  Comisión  que  fue- 
ra a  sostener  el  proyecto  ante  la  de  Senadores,  i  el  Se- 
nado estuvo  tan  lejos  de  creer  que  por  esto  se  invadían 
sus  atribuciones,  que  el  mismo  señor  Bollo,  Senador  en- 
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tónces,  si  mi  memoria  no  me  engaña,  hizo  indicación  pa- 
ra que  se  aplazara  la  discusión  del  asunto  hasta  que  la 
Comisión  de  la  Cámara  de  Diputados  pudiera  concurrir 
a  los  debates.  Primer  antecedente. 

"En  1863,  después  de  haber  terminado  la  discusión  do 
un  proyecto  de  lei  de  instrucción  publica,  que  ha  corri- 
do mala  suerte,  porque  el  Presidente  de  la.  República  lo 
devolvió  con  algunas  modificaciones  i  no  so  creyó  opor- 
tuno insistir  en  él;  la  Cámara  de  Diputados  hizo  exac- 
tamente lo  que  había  hecho  en  1849  i  lo  que  propone 
se  haga  ahora  mi  honorable  amigo  el  señor  Balmaceda. 
Nombró  una  Comisión  que  fuera  a  sostener  dicho  pro- 
yecto ante  el  Senado. 

"De  modo,  pues,  que  tenemos  dos  antecedentes,  ocu- 
rridos en  épocas  bastante  distantes  la  una  de  la  otra. 

"No  es  esto  solo.  El  año  63  se  promovió  también  aquí 
otro  debate  relativo  al  nombramiento  de  una  Comisión 
que  debía  pasara  Pe  torca  con  el  objeto  de  practicar  cier- 
tas investigaciones  respecto  del  modo  cómo  se  había  for- 
mado el  rejistro  electoral.  Un  proyecto  de  acuerdo  someti- 
do por  un  señor  Diputado  pasó  a  Comisión,  i  esta,  en  un 
luminoso  informe  que  se  encuentra  publicado  en  el  Boletín 
del  año  63,  firmado  por  algunos  de  los  miembros  mas  nota- 
bles de  la  Cámara,  los  señores  don  Ambrosio  Montt,  don 
Eujenio  Vergara  i  don  Santiago  Prado,  dictaminó  en  el 
sentido  de  que  la  Cámara  de  Diputados  tiene  ésa  facul- 
tad. I  nótese  bien  que  la  práctica   observada  no  reposa 
absolutamente  en  nl:»;jun  precepto  constitucional,  por- 
que, como  lo  ha  dicho  mui  bien  el  señor  Ministro  del  In- 
terior, la  Constitución  se  refiere  a  comisiones  solo  cuan- 
do se  trata  de  hacer  efectiva  la  responsabilidad  de  cier- 
tos funcionarios,  para  formular  acusaciones  ante  el  Se- 
nado. La  Cámara  vé,  pues,  que  hai  multitud  de  prece- 
dentes que  abonan  su  facultad  de  nombrar  comisiones  en 
casos  que  no  están  previstos  en  la  Constitución.  No  re- 
cuerdo si  habrá  habido  algunos  otros  fuera  de  los  que 
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me  he  permitido  recordar  para  que  el  honorable  Minis- 
tro del  Interior  se  persuada  que  nada  hai  en  el  proyecto 
de  acuerdo  que  importe  una  invasión  de  atribuciones;  i 
de  que  su  significación  es  simplemente  la  que  el  mismo 
señor  Balmaceda  le  ha  dado — la  de  manifestar  que  esta 
Cámara  se  asocia  con  gusto  a  los  deseos  de  S.  E.  el  Pre- 
sidente de  la  República  en  orden  a  reforma  electoral.  I 
la  medida  que  se  tomó  en  los  casos  recordados  parece 
que  debería  tomarse  en  el  actual.  Se  trataba  entonces 
de  una  leí  importantísima  sobre  estados  de  sitio  i  facul- 
tades estraordinarias,  que  tanto  dio  que  hablar  en  aquel 
tiempo;  i  mas  tarde  de  fijar  cuales  son  los  principios  a 
que  debe  sujetarse  la  instrucción  pública.  ¿Es  acaso  me- 
nos importante  la  reforma  electoral?  Nombremos,  pues,  la 
Comisión,  i  habremos  hecho  algo  que,  para  mí,  honraría 
mucho  a  la  Cámara  i  algo  que  el  pais  no  podría  menos 
que  aplaudir.  Me  asocio,  pues,  con  placer  a  la  indica- 
ción del  honorable  señor  Balmaceda,  le  daré  mi  voto  i 
espero  que  las  lijeras  esplicaciones  que  he  tenido  el  ho- 
nor de  dar  sobre  su  constitucionalidad,  bastarán  para 
que  mi  honorable  amigo  el  señor  Ministro  del  Interior  le 
preste  también  su  aprobación.' ' 
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SESIONES 


De  la  Comisión  Conservadora  en  mayo  de  1870 


Sesión  del  13  de  mayo  de  1876. 

"Asistieron  los  señores  Blest  Gana,  Balmaceda,  Barros 
Moran,  Concha,  Covarrúbias,  Huneeus,  Matte,  Salaman- 
ca, Reyes,  Videla. 

"Aprobada  el  acta  de  la  sesión  anterior,  se  dio  cuenta: 

"De  .una  solicitud  suscrita  por  varios  vecinos  de  Val- 
paraíso para  que  se  tenga  presente  al  tiempo  de  pronun- 
ciarse la  Comisión  Conservadora  sobre  la  reclamación 
que  pende  ante  ella. 

"Se  mandó  agregar  a  sus  antecedentes. 

"Los  señores  Vicuña  Mackenna,  Errázuriz  i  Arteaga 
Alemparte,  cumpliendo  con  el  acuerdo  de  la  Comisión 
de  4  del  actual,  presentaron  la  minuta  i  documentos  a 
que  dicho  acuerdo  se  refiere. 

"Habiendo  espuesto  el  señor  Vice-Presidente  que  era 
llegado  el  caso  de  acordar  alguna  resolución  sobre  el 
asunto  pendiente  en  vista  de  la  minuta  i  documentos  pre- 
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sentados,  el  señor  Reyes  propuso  se  hicieran  imprimir 
todos  los  antecedentes  i  se  remitiera  un  ejemplar  a  cada 
uno  de  los  funcionarios  o  autoridades  a  quienes  afecta- 
ban los  cargos  que  se  hacían,  para  que  informen  en  la 
parte  que  les  concierna. 

"El  señor  Barros  Moran  hizo  presente  que  era  llegado 
el  caso  de  ocuparse  de  la  indicación  que  hizo  en  la  sesión 
del  29  de  abril  próximo  pasado  para  que  se  citara  al  señor 
Ministro  del  Interior  a  fin  de  que  diera  las  esplicaciones 
convenientes,  sosteniendo  que  las  prácticas  parlamenta- 
rias apoyaban  su  indicación. 

"El  señor  Balmaceda  hizo  algunas  observaciones  en 
contra  de  la  anterior  indicación  i  apoyó  la  del  señor  Re- 
yes en  cuanto  a  la  conveniencia  de  mandar  imprimir  los 
antecedentes  de  la  reclamación,  los  cuales,  en  su  concep- 
to, debían  pasarse  a  cada  uno  de  los  Ministros  de  Estado 
para  que,  a  la  brevedad  posible,  informaran  sobre  los 
puntos  que  les  corresponda. 

"El  señor  Concha  manifestó  las  dificultades  que  podían 
presentarse  para  la  impresión  do  algunos  documentos  i 
opinó  porque  los  antecedentes  se  pasaran  en  informe  a 
los  señores  Ministros  de  Estado,  recomendándoles  su 
pronto  despacho. 

"El  señor  Vice-Presidente  observó:  que  hai  cargos  en 
la  reclamación  que  necesitan  de  informe  i  otros  que  ado- 
lecían de  vaguedad,  i  que,  en  caso  de  que  se  acordara 
pedir  informe,  convendría  que  la  Comisión  fijase  previa- 
mente los  puntos  sobre  que  debieran  recaer. 

"El  señor  Huneeus,  después  de  hacer  algunas  obser- 
vaciones en  contra  de  la  indicación  del  señor  Barros  Mo- 
ran, opinó  porque,  atendida  la  gravedad  del  asunto  que- 
dara para  segunda  discusión  i  se  imprimieran,  entre  tan- 
to, los  antecedentes  con  el  objeto  de  que  la  Comisión 
pudiera  estudiarlos  detenidamente  i  formar  juicio  sobro 
los  cargos  que  contienen. 

UE1  señor  Concha  insistió  en  sus  observaciones. 
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"El  señor  Balmaceda  presentó  formulada  la  siguiente? 
indicación: 

"A  fin  de  que  la  Comisión  Conservadora  se  concrete 
"  en  su  resolución  definitiva  a  los  cargos  que  importan 
"  infracción  de  la  Constitución  i  de  las  leyes,  impríman- 
"  so  la  minuta  i  los  documentos  comprobantes  de  la  rc- 
"  clamacion  pendiente,  i  repártanse  entre  los  miembros 
"  de  la  Comisión,  quedando  citados  para  resolver  eljué- 
"  ves  18  del  corriente,  a  las  2£  P.  M." 

"El  señor  Covam'ibias  apoyó  esta  indicación  manifes- 
tando que  con  el  estudio  detenido  do  los  antecedentes  so 
podía  circunscribir  el  informe  a  hechos  determinados 
i  se  consultaría  así  la  brevedad  en  la  resolución  del 
asunto. 

"La  indicación  del  señor  Balmaceda  fue  aceptada  por 
unanimidad. 

"Se  levantó  la  sesión. — Bfost  Gema. — M.  Campino^  se- 
cretario." 


Sesión  del  18  de  mayo  de  1876 

"Asistieron  los  señores  Blest  Gana,  Balmaceda,  Ba- 
rros Moran,  Concha,  Covarrúbias,  Huneeus,  Matte,  Re- 
yes, Salamanca  i  Videla. 

"Aprobada  el  acta  de  la  sesión  anterior,  se  leyó  una 
solicitud  de  don  Benjamín  Vicuña  Mackenna  i  de  don 
Isidoro  Errázuriz,  con  el  objeto  de  que  la  Comisión  Con- 
servadora se  sirva  admitir  en  la  nómina  de  los  documen- 
tos que  han  presentado,  referentes  a  la  reclamación  pen- 
diente, una  copia  certificada  que  acompañan,  relativa  a 
la  organización  de  las  patrullas  de  electores  en  el  depar- 
tamento dé  Linares  i  un  impreso  que  contiene  la  vista 
del  fiscal  de  la  Excma.  Corte  Suprema  de  Justicia  sobre 
los  sucesos  de  Cobquecura. 
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"Antes  de  pasar  a  la  orden  del  dia,  el  señor  Huneeus? 
con  el  objeto  de  salvar  ciertos  inconvenientes  que  ofre- 
cían las  sesiones  secretas,  propuso  que,  en  lo  sucesi- 
vo, solo  tuviesen  el  carácter  de  privadas  las  qué  se  cele- 
braran con  motivo  de  la  reclamación  pendiente. 

"Apoyada  esta  indicación  por  los  señores  Reyes,  Vi- 
dala i  Vice-Presidente,  fué  aprobada  por  unanimidad. 

"Pasando,  en  seguida,  a  tratar  del  asunto  [en  debate, 
el  señor  Concha  opinó  porque  la  Comisión,  para  calificar 
los  cargos  contenidos  en  la  minuta,  acordase  pedir  in- 
forme sobre  ellos  a .  los  Ministros  de  Estado,  los  cuales 
deberían  previamente  oir  a  los  funcionarios  a  quienes  se 
acusaba  de  complicidad. 

UE1  señor  Huneeus  dio  algunaá  esplicaciones  sobre  el 
acuerdo  de  la  sesión  anterior,  manifestando  que  al  pre- 
sente solo  se  trataba  de  examinar  los  cargos  que  eran  de 
la  competencia  de  la  Comisión. 

"El  señor  Concha  replicó  que,  aun  para  ese  objeto,  era 
preferible  oir  a  las  partes,  o  proceder  al  nombramiento 
de  una  comisión  encargada  de  hacer  la  clasificación  de 
dichos  cargos. 

"El  señor  Reyes  observó:  que  la  Comisión  no  iba  a 

fallar  sobre  ellos  sino  a  reconocer  su  competencia  para 

entender  o  no  sobre  el  particular  i  que  la  impresión  i  es- 

udios  que  se  habían  hecho  de  los  antecedentes,  harían 

nútil  el  nombramiento  de  la  Comisión. 

uNo  insistiendo  el  señor  Concha  en  su  indicación,  se 
procedió  a  considerar  los  cargos  en  el  orden  siguiente: 

ul.°  Cambios  de  Intendentes  i  Gobernadores  llevados 
"  a  cabo  a  última  hora  en  aquellas  provincias  i  departa- 
"  mentos  en  que  los  partidos  que  luchan  con  el  Gobier- 
"  no  obtuvieron  un  triunfo  pacífico  i  tranquilo  en  la  úl- 
"  tima  elección,  como  en  Llanquihue,  Lontué  i  Aconca- 
"  gua,  elijiéndose  para  ocupar  el  puesto  de  la  última  a 
"  un  majistrado  inamovible  de  un  alto  tribunal,  a  quien 

se  acusaba  de  una  participación  completamente  Veda- 
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"  da  en  las  elecciones  do  Diputados  de  esa  misma  pro- 


"  vincia." 


"El  señor  Balmaceda  opinó  porque  dicho  cargo  no  im- 
portaba infracción  de  la  Constitución  ni  de  la  lei,  i  que, 
por  consiguiente,  no  era  do  la  competencia  de  la  Comi- 
sión Conservadora-. 

"Los  señores  Reyes  i  Salamanca  apoyaron  la  opinión 
del  señor  Balmaceda,  fundados  en  que  el  Presidente  de 
la  República  había  ejercido  una  atribución  constitucio- 
nal. 

"Suscitóse  después  un  debate  en  que  tomaron  parte 
los  señores  Concha,  Covarrúbias,  Huneeus,  Vice-Presi- 
dente  i  Reyes  sobre  la  proposición  que  debía  votarse, 
proponiendo  el  primero  la  siguiente: 

"¿Se  espresan  desde  luego  los  fundamentos  por  los 
"  cuales  la  Comisión  acepta  o  rechaza  el  cargo  como  ba- 
"  se  de  la  reclamación?' ' 

"Sometida  a  votación,  prevaleció  la  afirmativa  por  sie- 
te votos  contra  tres. 

UE1  cargo  indicado  no  fué  admitido  a  examen  por  una- 
nimidad. 

"Se  pasó  a  tratar  del  segundo  cargo  que  dice: 
"2.*  La  aglomeración  de  fuerzas  militares  en  la  capital, 
desguarneciendo  para  este  objeto  la  línea  de  la  fronte- 
ra, constantemente  amenazada  por  el  pillaje  de  losbár- 
"  baros." 

uLos  señores  Reyes  i  Huneeus  espusieron  que  el  car- 
go no  era  aceptable,  por  cuanto  la  movilización  de  tropas 
era  una  atribución  conferida  al  Presidente  de  la  Repú- 
blica por  la  Constitución.  El  primero  hizo  ademas  pre- 
sente los  motivos  que  había  tenido  el  Gobierno  para  ha- 
cer dicha  movilización. 

"Consultada  la  sala  sobre  la  siguiente  proposición: 
"¿La  Comisión  conservadora  procede  o  nó  a  examinar 
el  segundo  punto  de  la  minuta?" 

"Resultó  la  negativa  por  unanimidad. 
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"Pasoso  a  considerar  el  tercer  cargo  que  dice: 
"Los  últimos  sucesos  ocurridos  en  la  designación  de 
"  la  Municipalidad  i  alcaldes  de  Santiago,  sucesosjque  han 
"  dado  lugar  a  actos  que  envuelven  una  innovación  i  tras- 
"  torno  completo  de  la  lei  electoral  i  que  han  acarreado 
como  consecuencia  i  como  protesta  una  acusación  crimi- 
"  nal  por  falsificación  de  documentos,  entablada  por  la  ma- 
'  yoría  lejítima  de  esa  Ilustre  Corporación  contra  el  pri- 
"  mer  alcalde  de  la  que  la  había  precedido." 

"El  señor  Huneeus  espuso  algunas  consideraciones 
para  manifestar  que  ese  cargo  no  debía  aceptarse. 

"Votada  la  siguiente  proposición:  «¿Se  procede  o  nó 
al  examen  del  tercer  cargo  de  la  minuta?»  resultó  la  ne- 
gativa por  unanimidad. 

"La  Comisión  pasó,  en  seguida,  a  ocuparse  de  los  car- 
gos formulados  en  el  primer  párrafo  de  la  minuta,  refe- 
rentes a  los  procesos  militares  que  se  siguen  en  Chillan 
i  en  Quirihue  por  los  sucesos  electorales  ocurridos  el  26 
de  marzo  en  San  Ignacio  i  en  Cobquecura,  a  la  manera 
de  proceder  en  las  causas  que  juzga  la  justicia  militar  i 
a  la  conducta  observada  por  el  Intendente  del  Nuble  en 
los  sucesos  electorales  de  San  Ignacio. 

"El  señor  Huneeus  observó:  que  había  mucha  vague- 
dad en  los  cargos  i  que  una  sola  resolución  podía  com- 
prender los  tres. 

"El  señor  Reyes  opinó  que  los  cargos  no  eran  de  la 
competencia  de  la  Comisión  conservadora. 

uLos.  señores  Barros  Moran  i  Covarrubias  sostuvieron 
que  los  cargos  referentes  a  los  procedimientos  observa- 
dos en  San  Ignacio  i  Cobquecura  eran  de  gravedad  i 
debían  someterse  a  examen,  i  que  la  resolución  de  la  Co- 
misión no  invadiría  las  atribuciones  de  los  tribunales  de 
justicia.  El  señor  Covarrubias  pidió  que,  para  formar 
juicio  exacto  sobre  esos  sucesos,  se  trajesen  a  la  vista 
los  procesos  correspondientes. 

"El  señor  Royes,  sin  oponerse  a  esta  indicación,  hizo 
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presente  que  en  su  concepto,  había  antecedentes  para 
que  la  Comisión  pudiera  pronunciarse  sobre  el  particu- 
lar. 

"El  señor  Covarrúbias  insistió  en  sus  observaciones. 

uSe  suspendió  la  sesión." 


aA  segunda  hora. — Usaron  sucesivamente  de  la  pala- 
bra los  señores  Barros  Moran  i  Vice-Presidente  en  apo- 
yo de  la  indicación  del  señor  Covarrúbias. 

"A  propuesta  del  señor  Reyes  se  acordó  por  unanimi- 
dad suspender  la  consideración  de  los  cargos  contenidos 
en  el  párrafo  primero  de  la  minuta  hasta  que  se  tengan 
a  la  vista  los  procesos  de  que  se  ha  hecho  mérito. 

aSe  consideraron  en  seguida  los  cargos  consignados 
en  el  párrafo  segundo  de  la  minuta,  relativos  a  la  con- 
ducta funcionaría  del  Intendente  de  Valparaíso  en  las 
últimas  elecciones. 

"Los  señores  Huneeus,  Reyes  i  Videla  opinaron  por- 
que se  sometiera  a  examen. 

"Votada  esta  proposición:  «¿La  Comisión  procede  o 
nó  a  examinar  dichos  cargos?»  resultó  la  afirmativa  por 
unanimidad. 

"El  señor  Balmaceda  hizo  dos  indicaciones:  la  prime- 
ra para  celebrar  sesiones  diarias,  a  la  hora  de  costumbre, 
hasta  la  conclusión  del  asunto  en  cuestión,  i  la  segunda 
para  que  las  resoluciones  parciales  que  se  acuerden  no 
se  hagan  públicas  hasta  la  resolución  definitiva. 

"Ambas  fueron  unánimemente  aceptadas. 

aSe  levantó  la  sesión. — Blest  Gana. — M.  Camptno,  se- 
cretario." 
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Sesión  del  19  de  mayo  de  1876. 

4 asistieron  los  mismos  señores  que  en  la  sesión  an- 
terior. 

uLa  Comisión  entró  a  ocuparse  de  los  cargos  conteni- 
dos en  el  párrafo  3.°  de  la  representación  pendiente. 

UE1  señor  Huneeus  opinó  que  se  sometieran  a  examen, 
atendida  su  gravedad,  los  cargos  a  que  se  referían  los 
anexos  10  i  11  i  se  desechasen  los  comprendidos  bajo 
los  números  12  i  13  que  se  relacionaban  con  actos  justi- 
ciables de  una  autoridad  subalterna. 

"El  señor  Concha  sostuvo  que  era  preferible  oir  al 
Gobernador  de  Casablanca  sobre  todos  ellos  para  que  la 
Comisión  pudiera  proceder  con  mas  acierto. 

UE1  señor  Huneeus  contestó  las  observaciones  del  se- 
ñor Concha,  haciendo  ver  que  los  cargos  que  proponía 
eliminar  no  estaban  revestidos  de  las  circunstancias  que 
hacían  necesaria  la  intervención  de  la  Comisión  Conser- 
vadora. 

"El  señor  Videla  se  adhirió  al  parecer  del  señor  Hu- 
neeus, sosteniendo  que  la  práctica  autorizaba  el  servicio 
compulsivo  de  los  celadores  a  que  se  referían  los  anexos 
12  i  13. 

UE1  señor  Concha  insistió  en  la  conveniencia  de  que  se 
pidiera  informe  al  Gobernador  de  Casablanca,  haciendo 
presente  que  el  servicio  compulsivo  de  que  se  trataba 
podía  haber  sido  ordenado  por  dicha  autoridad. 

"El  señor  Reyes  observó  que  los  reclamantes  acusa- 
ban al  subdelegado  de  Marga-Marga  i  que  el  anexo  co- 
rrespondiente se  refería  a  un  acto  propio  i  esclusivo  de 
ese  funcionario. 

aEl  señor  Balmaceda  espuso  que  se  abstenía  de  emi- 
tir opinión  i  voto  sobre  el  particular,  i  pidió  se  consigna- 
ra así  en  el  acta. 
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"El  señor  Covarrúbias,  después  de  hacer  relación  do 
una  querella  interpuesta  en  contra  de  un  inspector  i  de 
un  subdelegado,  por  exacción  de  servicios  personales  i 
multas,  i  del  fallo  pronunciado  sobre  ella  por  la  Suprema 
Corte  de  Justicia,  apoyó  las  observaciones  del  señor  Hu- 
neeus  en  cuanto  al  carácter  que  debían  revestir  los  actos 
sometidos  a  la  acción  de  la  Comisión  Conservadora. 

"Cerrado  el  debate,  se  procedió  a  consultar  si  se  so- 
metían o  nó  a  examen  los  cargos  del  párrafo  3.°  a  que  se 
refieren  los  anexos  números  10  i  11  i  resultó  la  afirma- 
tiva por  unanimidad. 

"Hecha  igual  consulta  respecto  de  los  relacionados 
con  los  anexos  12  i  13  prevaleció  la  negativa  por  6  votos 
contra  2. 

"El  señor  Balmaceda  se  abstuvo  de  tomar  parte  en  di- 
chas votaciones. 

"La  Comisión  Conservadora  acordó  en  seguida,  por  8 
votos  contra  2,  no  aceptar  a  examen  el  cargo  sobre  servi- 
cio de  patrullas  en  el  departamento  de  Linares  a  que  se 
refiere  el  anexo  número  14. 

"Considerados  después  los  cargos  relacionados  en  los 
anexos  15  i  16  en  contra  del  Gobernador  de  Quillota,  los 
señores  Huneeus  i  Salamanca  pidieron  se  hiciera  cons- 
tar en  el  acta  que,  por  motivos  personales,  se  abstenían 
de  emitir  opinión  i  voto. 

"Se  acordó  por  unanimidad  admitir  a  examen  dichos 
cargos  absteniéndose  de  votar  los  señores  nombrados. 
.  "Finalmente  se  pasó  a  considerar  el  cargo  contra  el 
subdelegado  de  Carrizal,  del  departamento  de  Linares, 
por  el  servicio  de  patrullas  i  exacción  de  multas  a  que 
se  hace  referencia  .en  la  última  solicitud  de  los  diputados 
señores  Errázuriz  i  Vicuña  Mackenna. 

"Después  de  un  lijero  debate  en  que  tomaron  parte 
los  señores  Huneeus,  Royes  i  Videla,  la  Comisión  acor- 
dó por  ocho  votos  contra  dos  no  admitir  a  examen  dicho 
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"Se  suspendió  la  sesión. 

"A  segunda  hora,  el  señor  Vice-Presidente  espuso  que 
era  llegado  el  caso  de  acordar  la  tramitación  que  debía 
darse  a  los  cargos  aceptados  a  examen. 

"El  señor  Covarrúbias  opinó  porque  se  pidiera  infor- 
me a  los  funcionarios  a  quienes  se  referían;  insinuando 
también  el  señor  Concha  la  conveniencia  de  tener  a  la 
vista  los  procesos  levantados  con  motivo  de  los  sucesos 
de  Valparaíso. 

"El  señor  Salamanca  espresó  el  deseo  de  que  por  el 
honor  de  la  majistratura  no  se  hiciera  mención  del  cargo 
relativo  a  la  soltura  de  un  reo,  que  su  señoría  reputaba 
inverosímil. 

"El  señor  Balmaceda  contestó  que  debía  pedirse  in- 
forme sobre  dicho  cargo  para  ofrecer  así  al  Intendente 
de  Valparaíso  la  ocasión  de  justificar  su  conducta. 

aEl  señor  Huneeus  adujo  algunas  consideracioues  pa-. 
ra  manifestar  la  gravedad  de  los  actos  ejecutados  por  el 
Intendente  de  dicha  provincia.  Refiriéndose  al  decreto 
de  17  de  abril,  su  señoría  sostuvo  que  era  ilegal  e  in- 
constitucional; que  la  Comisión  Conservadora  habría  po- 
dido proceder  sobre  él  sin  requisición  alguna  i  que  la 
única  tramitación  que  "cabía  en  el  particular  era  averi- 
guar la  autenticidad  de  dicho  decreto.  Espresó,  sin  em- 
bargo, que  aunque  ese  era  su  juicio  personal,  se  abste- 
nía de  hacer  indicación  alguna  sobre  la  materia. 

"El  señor  Reyes  apoyó  la  indicación  del  señor  Cova- 
rrúbias manifestando  la  conveniencia  de  oir  en  todo  caso 
al  funcionario  inculpado,  para  poder  apreciar  el  decreto 
aludido  en  su  verdadero  carácter. 

"En  el  misino  sentido  opinó  el  señor  Concha,  agregan- 
do que  creía  indispensable  el  informe  desde  que  el  acto 
acusado  se  relacionaba  con  el  ejercicio  de  ciertas  facul- 
tades otorgadas  por  la  lei  del  Réjimen  Interior  a  los  In- 
tendentes para  la  conservación  del  orden  público. 

"El  señor  Iíuneeus  insistió  en  sus  observaciones» 
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"El  señor  Matte  opinó  porque  se  pidiera  informe  sobre 
la  autenticidad  del  decreto  de  17  de  abril. 

"El  señor  Balmaceda  espuso  que,  aunque  consideraba 
ilegal  el  decreto  en  cuestión,  la  dignidad  i  altura  que  de- 
bían acompañar  los  procedimientos  de  la  Comisión  ha- 
cían necesario  el  informe  indicado.  Su  señoría  opinó,  en 
consecuencia,  porque  se  oficiara  inmediatamente  al  In- 
tendente de  Valparaíso  i  Gobernadores  de  Quillota  i  Ca- 
sablanca  para  que  informen  en  un  tórmino  dado,  debien- 
do remitirse  un  duplicado  do  dichas  comunicaciones  por 
conducto*  del  Ministerio  del  Interior. 

UE1  señor  Barros  Moran  dijo  que,  aunque  había  formado 
conciencia  sobre  la  autenticidad  del  referido  decreto,  no 
se  oponía  a  que  se  oyera  al  Intendente  de  Valparaíso 
desde  que  la  Comisión  lo  estimaba  necesario. 

"El  señor  Videla  encareció  también  la  necesidad  de 
oir  a  los  funcionarios  acusados  para  proceder  con  pleno 
conocimiento  de  causa  i  acordar  los  términos  de  la  re- 
presentación, en  caso  que  esta  debiera  tener  lugar. 

"El  señor  Huneeus  aceptó  la  indicación  del  señor  Bal- 
maceda. 

"El  señor  Covarrubias,  conviniendo  con  el  señor  Hu- 
neeus en  que  había  casos  en  que  la  ^Comisión  Conserva- 
dora podía  ejercer  de  oficio  las  atribuciones  que  le  con- 
fiere la  Constitución,  opinó,  sin  embargo,  porque  no  debía 
desatenderse  la  garantía  de  oir  siempre  al  acusado,  pro- 
cediendo en  el  particular  con  la  calma  i  serenidad  que 
la  importancia  del  asunto  requería.  Su  señoría  impugnó 
también  la  indicación  del  señor  Balmaceda  en  lo  referen- 
te a  la  remisión  de  las  comunicaciones  por  un  doble  con- 
ducto. 

"El  señor  Balmaceda  retiró  esa  parte  de  su  indicación, 
esplicando  el  alcance  que  tenía. 

"El  señor  Huneeus  esplicó  también  el  espíritu  de  sus 
observaciones  i  los  móviles  que  le  habían  guiado  al  ma- 
nifestarlas. 
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"Cerrado  el  debate,  se  procedió  a  votar  la  indicación 
del  señor  Balmaceda  formulada  así: 

"Que  se  pida  informe  al  Intendente  deValparaiso  i 
Gobernadores  de  Casablanca  i  Quillota  en  la  parte  que 
les  concierne  i  que  la  Comisión  Conservadora  ha 
acordado  someter  a  examen,  debiendo  esta  reunirse  el 
jueves  próximo  a  las  2  de  la  tarde  para  resolver  defi- 
nitivamente en  vista  de  los  informes  o  sin  ellos,  si  no 
fueren  presentados  oportunamente.' '  1 

"Dicha  indicación  resultó  aprobada  por  unanimidad. 
-Blest  Gana. — Jf.    Campino,  secretario. 
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Sesión  del  25  de  mayo  de  1876. 

"Asistieron  los  señores  Blest  Gana,  Balmaceda,  Barros 
Moran,  Covarrubias,  Huneeus,  Matte,  Reyes,  Salamanca 
i  Videla. 

"Aprobada  el  acta  de  la  sesión  anterior,  se  dio  cuenta 
de  los  informes  que,  en  cumplimiento  de  lo  acordado  en 
sesión  del  19  del  actual,  han  presentado  el  señor  In- 
tendente de  Valparaiso  i  los  Gobernadores  de  Quillota 
i  Casablanca. 

"Dióse  también  lectura  a  una  solicitud  de  los  señores 
Vicuña  Mackenna,  Errázuriz  i  Arteaga,  en  la  que  piden 
se  tomen  en  consideración  los  documentos  que  acompa- 
ñan, relativos  a  la  reclamación  pendiente. 

"La  Comisión  Conservadora  continuó  ocupándose  del 
referido  asunto. 

"El  señor  Huneeus  observó  que,  en  vista  de  los  docu- 
mentos que  se  habían  leído,  era  menester  pronunciarse  so- 
bre dos  cuestiones  previas:  la  primera  acerca  de  la  com- 
petencia de  la  Comisión  suscitada  en] el  informe  del  In- 
tendente de  Valparaiso,  i  la  segunda  sobre  la  próroga  de 
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plazo  para  informar  pedida  por  ese  funcionario  i  los  Go- 
bernadores de  Quillota  i  Casablanca. 

"Agregó  su  señoría  que,  después  de  las  esplicaciones 
dadas  en  el  primero  de  dichos  informes,  debía  desechar- 
se el  cargo  relativo  a  la  soltura  de  un  asesino  cojido  en 
delito  inf raganti. 

"La  Comisión  convino  en  esto  último  por  unanimidad. 

"El  "señor  Barros  Moran  opinó  en  seguida  porque  no 
había  necesidade  de  dos  informes,  debiendo  continuarse 
la  discusión  del  asunto  en  debate. 

"El  señor  Royes  sostuvo  la  conveniencia  de  oir  nue- 
vamente a  dichos  funcionarios,  haciendo  presente  que  esa 
medida  no  embarazaba  la  acción  de  la  Cámara  de  Dipu- 
tados ni  lastimaba  derecho  alguno. 

UA  segunda  hora  usó  de  la  palabra  el  señor  Vicepre- 
sidente para  manifestar  que  las  medidas  impugnadas  po- 
dían apreciarse  de  distinto  modo,  atendidas  las  circuns- 
tancias en  que  se  dictaron  i  que  la  ampliación  [de  plazo 
para  informar  solo  importaba  dejar  a  los  referidos  fun- 
cionarios sometidos  a  la  acción  mas  eficaz  de  otra  auto- 
ridad, agregando  otras  consideraciones  en  apoyo  de  la 
próroga  indicada. 

<;E1  señor  Videla  se  adhirió  a  las  observaciones  de  los 
señores  Vice-Presi dente  i  Reyes,  sosteniendo  que  la 
concesión  de  un  nuevo  plazo  era  un  acto  de  justicia  i  ló- 
jica,  atendidos  los  procedimientos  observados  con  los  re- 
clamantes. 

UE1  señor  Reyes,  después  de  insistir  en  sus  observa- 
ciones, propuso  se  concediera  el  plazo  de  ocho  dias  para 
que  los  funcionarios  acusados  presentaran  los  documen- 
tos justificativos  de  su  defensa. 

"El  señor  Covarrúbias  adujo  algunas  consideraciones 
para  manifestar  los  inconvenientes  que  presentaba  la  in- 
dicación del  señor  Reyes  i  las  ventajas  que  resultarían 
do  pronunciarse  desde  luego  sobre  la  presente  cuestión. 
Con  tal  objeto  propuso  que  la  Comisión  Conservadora 
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acordara  reunir  todos  los  antecedentes   de  la  materia 
para  pasarlos  a  la  Cámara  de  Diputados. 

"El  señor  Vice-Presidente  modificó  dicha  indicación 
en  el  sentido  de  que  espresara  que  la  premura  del  tiem- 
po no  permitía  a  la  Comisión  Conservadora  resolver  so- 
bre la  reclamación  pendiente. 

"Votada  la  indicación  del  señor  Covarrúbias,  enmen- 
dada por  el  señor  Vice-Presidente,  resultó  aprobada. 

"Los  señores  Matte,  Barros  Moran,  Huneeus  i  Balma- 
ceda  pidieron  se  hiciera  constar  en  el  acta  su  voto  nega- 
tivo al  precedente  acuerdo. 

"Agregó  el  último  que  no  había  contestado  las  ob- 
servaciones hechas  por  los  señores  Vice-Presidente  i 
Covarrúbias  con  el  fin  de  llegar  a  un  resultado  definiti- 
vo en  la  presente  sesión. 

"Se  acordó,  por  último,  dar  publicidad  a  las  actas  i 
demás  antecedentes  de  la  materia  i  reunirse  nuevamente 
el  sábado  próximo  a  las  7  P.  M. 

"Se  levantó  la  sesión, — Blest  Gana. — M.  Campino,  se- 
cretario." 
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